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2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Alonso Tellechea, Ara- 
na, Astori, Batalla, Bianchi, Blanco, Bouza, Bouzas, Bruera, 
Cadenas Boix, Cassina, Cigliuti, Elso Goñi, Gargano, Gon- 
zález Modernell, Grenno, Irurtia, Korzeniak, Librán Boni- 
no, Olascoaga, Pereyra, Pérez, Pozzolo, Ricaldoni, Riesgo, 
Silveira Zavala, Urioste y Zumarán. 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores Belvisi, Jude 
y Millor; y, con aviso, el señor Senador Amorín Larrañaga. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, se levanta el 
cuarto intermedio. 


(Es la hora 16 y 38 minutos) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 
“Montevideo, 5 de agosto de 1993, 


El Poder Ejecutivo remite varios Mensajes comunicando la 
promulgación de los siguientes proyectos de ley: 


por el que se designa con el nombre “Cyro Giambruno” la 
Escuela N? 45 de villa Fray Marcos, departamento de Flori- 
da; 


por el que se declaran feriados para José Pedro Varela, 
departamento de Lavalleja, los días 6 y 7 de agosto, con 
motivo de los actos celebratorios del 75 aniversario de su 
fundación; j 


y por el que se sustituye el literal G) del artículo 10 del 
Título 14 del Texto Ordenado 1991, referente a la determi- 
nación ficta del valor de ajuar y muebles de los inmuebles 
rurales para la liquidación del Impuesto al Patrimonio. 


-Ténganse presente y agréguense a sus antecedentes. 


La Suprema Corte de Justicia acusa recibo de la versión 
taquigráfica de las palabras pronunciadas en Sala por el señor 
Senador Jaime Pérez sobre la situación de la Empresa INLASA, 


-Oportunamente le fue entregado al señor Senador Jaime 
Pérez. 


La Cámara de Representantes remite aprobado un proyecto 
de ley por el que se designa con el nombre “Rezcala Nefía” la 
Escuela N* 96, de Rincón de Conde, departamento de Canclo- 
nes. 


-A la Comisión de Educación y Cultura”. 
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4) MONOPOLIO DE SEGUROS, Su derogación. Proyecto 
de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Corresponde proseguir la discu- 
sión particular del proyecto sobre desmonopolización del régi- 
men de los seguros. En la tarde de ayer se aprobaron los artícu- 
los 1%, 22 y 32, 


L£ase el artículo 42, 
(Se lee:) 


“ARTICULO 4* (Adaptación de las empresas aseguradoras 
en funcionamiento). - El Banco de Seguros del Estado y las 
empresas aseguradoras privadas que actualmente operan en el 
país deberán ajustarse a la reglamentación referida en el artícu- 
lo.-precedente, dentro de los noventa días siguientes a su entra- 
da en vigencia. En caso de considerar adecuado el plan de 
adaptación presentado por una empresa privada que estuviera 
operando, el Poder Ejecutivo -con el asesoramiento del Banco 
Central del Uruguay- podrá extenderle dicho plazo hasta un 
año. 


Mientras el Poder Ejecutivo no habilite a dichas empresas 
privadas, y únicamente dentro de los plazos establecidos en el 
inciso anterior, éstas sólo podrán celebrar los contratos que 
están autorizadas a concertar hasta el presente”. 


-En la tarde de ayer llegó a la Mesa una propuesta sustituti- 
va sobre el texto de este artículo, firmada por los señores Sena- 
dores Pereyra; Elso Goñi y Amorín Larrañaga. A efectos de 
evitar una lectura reiterativa e innecesaria, la Mesa desea infor- 
mar al Cuerpo que su contenido es idéntico, pero con la modi- 
ficación de que el plazo para dictar la reglamentación se ex- 
tiende de noventa a ciento ochenta días. 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA. - Señor Presidente: precisamente, se 
refiere a los dos plazos establecidos, llevando el de noventa a 
ciento ochenta días e incluyendo al Banco de Seguros del Esta- 
do en la posible prórroga que se dará para las empresas priva- 
das. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene razón, señor Senador Pere- 
yra. 


SEÑOR ZUMARAN. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ZUMARAN. - Señor Presidente: quiero referirme 
al mismo tema que plantean, por vía de aditivo, los tres señores 
senadores del Movimiento Nacional de Rocha. 
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Se podrá observar que en el artículo 4*, tal como fue apro- 
bado en Comisión, existe una discriminación notoria en perjui- 
cio del Banco de Seguros del Estado. La posibilidad de prorro- 
gar hasta un año la puesta en marcha de este nuevo esquema 
sólo rige para las empresas privadas que estuvieran operando y 
no para dicho Banco. Esto figura en la segunda oración del 
artículo 4%, 


SEÑOR CASSINA. - ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR ZUMARAN. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Sena- 
dor Cassina. 


SEÑOR CASSINA. - Señor Presidente: según lo que enten- 
dí en Comisión, esta aparente discriminación, no es en perjui- 
cio del Banco de Seguros del Estado. Se trata de que ahora este 
organismo puede operar con todos los riesgos y lo va a poder 
seguir haciéndolo, por lo que no hay discriminación. El tema 
radica en que si las empresas privadas no se ajustan a la regla- 
mentación en el plazo previsto, salen del mercado, con excep- 
ción de las que cumplan con estas normas que se han indicado, 
pero sólo con los riesgos que actualmente están autorizadas a 
atender. Repito que el Banco de Seguros está ya facultado a 
operar con todos los riesgos y esta situación no se modifica. 
Pienso que al Banco no hay que imponerle sanciones, porque 
es una empresa pública que actúa en el mercado de seguros por 
mandato de la ley, tiene cometidos que son deberes y no dere- 
chos. Esa es la distinción y por eso no existe tal discriminación 
para con el Banco. Este recibe un tratamiento propio de una 
empresa pública, que está creada y regulada por la ley. Como 
los demás organismos del Estado, tiene el mandato de adaptar- 
se, y si no lo hace le llevará más tiempo, pero seguirá realizan- 
do todos los seguros, porque está autorizado para ello, a dife- 
rencia de las empresas privadas que sólo actúan en determina- 
dos seguros. Digamos que podrán actuar en el mercado desmo- 
nopolizado, cuando la ley comience a aplicarse, si se ajustan a 
la reglamentación que da la ley. Por eso, estoy de acuerdo con 
el Movimiento Nacional de Rocha en extender el plazo a cien- 
to ochenta días, porque me parece razonable, y no en incluir en 
el otro plazo al Banco de Seguros del Estado, ya que si éste no 
cumple dentro de determinado tiempo, de todas maneras conli- 
núa actuando, cubriendo todos los riesgos -tal como actualmen- 
te lo puede hacer- puesto que lo hace por mandato legal. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor Senador 
Zumarán. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Zumarán? 


SEÑOR ZUMARAN. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Sena- 
dor Cadenas Boix. 
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SEÑOR CADENAS BOIX. - Simplemente, quiero ratificar 
en todos sus lérminos lo expresado por el señor Senador Cassi- 
na. No se trata de establecer una discriminación en perjuicio 
del Banco de Seguros del Estado. Este órgano está amparado 
por la legislación de su Carta Orgánica y por las disposiciones 
vinculadas a su funcionamiento. 


Por lo tanto, esto solamente le establece un plazo de 90 días 
para cumplir los extremos que le exija la reglamentación. Una 
vez hecho eso, va a poder seguir funcionando y si no cumple 
también podrá hacerlo, aunque sí estaría faltando a una norma 
que le impone una obligación. Distinto es el caso de las empre- 
sas privadas que deben presentarse dentro de los 90 días y, si el 
Poder Ejecutivo, con el asesoramiento del Banco Central, deci- 
de prorrogarle el plazo hasta un año, podrán seguir operando 
hasta ese momento solamente en el seguro en que lo venían 
haciendo. Pero si no se adaptan a la reglamentación, estas em- 
presas van a salir del mercado y van a cerrar. Eso es lo que 
entendió la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede proseguir el señor Senador 
Zumarán. 


SEÑOR ZUMARAN. - El señor Senador Grenno me solici- 
ta una interrupción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GRENNO. - Más allá de lo que sostuvieron los dos 
señores Senadores que hicieron uso de la palabra -con quienes 
coincido enteramente- los campos de la regulación de la activi- 
dad de seguros del Banco, se establecen sobre el área de la 
extensión de su actividad y su respaldo. El Banco de Seguros 
cubre todo posible riesgo asegurable como consecuencia de su 
monopolio, que en este caso sería transformado sin perder las 
características iniciales, En cuanto a la solvencia y al respaldo, 
no debemos olvidar que están garantizados por el propio Esta- 
do. Por lo tanto, no son los mismos requerimientos que se 
pueden solicitar a la empresa privada. El Estado está pidiendo 
márgenes de solvencia porque es -y nadie ha cambiado todavía 
ese criterio- el aval y el sustento del Banco de Seguros del 
Estado. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede proseguir el señor Senador 
Zumarán. 


SEÑOR ZUMARAN. - Pienso que de aprobarse el artículo 
tal cual vino de Comisión, si a los noventa días el Banco de 
Seguros del Estado no adecua su funcionamiento y situación a 
la reglamentación, desde luego que el Banco Central no lo va a 
poder cerrar. Es un Ente del Estado, que tiene una Ley Orgáni- 
ca, que como bien dijo el señor Senador Cassina, le impone el 
deber de realizar operaciones de seguros. Pero evidentemente, 
el Banco de Seguros del Estado va a quedar en infracción, no 
se va a estar ajustando a las reglamentaciones dispuestas por el 
Poder Ejecutivo, y va a ser objeto de un contralor por parte 
del Banco Central, de acuerdo con las normas previstas en el 


184 -C.S. 


artículo 7* de este proyecto de ley. Nos vamos a enfrentar a 
un Banco Central que le va a hacer inspecciones y lo va a 
encontrar omiso en su adaptación al cumplimiento de la nueva 
reglamentación. 


Me parece que era mejor el texto enviado por el Poder 
Ejecutivo que, en el inciso segundo del artículo 3*, decía: “El 
Banco de Seguros del Estado y las compañias aseguradoras que 
actualmente operan en el país deberán ajustarse al nuevo régi- 
men en el plazo de un año a contar de la fecha de la reglamen- 
tación referida en este artículo. Mientras tanto podrán celebrar 
los mismos contratos que podían celebrar hasta el presente”. 
Ambos tipos de empresas -la pública y las privadas- quedaban 
en absoluta igualdad de condiciones y se podían acoger al 
mismo plazo. Además, me parece que el plazo de noventa días 
establecido en el proyecto es muy breve y resulta más equitati- 
va la modificación propuesta por los señores senadores del 
Movimiento Nacional de Rocha porque lo extiende a ciento 
ochenta días. Sin embargo, hay que tener en cuenta las dificul- 
tades que el Banco de Seguros va a tencr para adecuarse a la 
nueva reglamentación, ya que es el que tiene que realizar el 
cambio más profundo en su actividad y, precisamente, no se ha 
previsto una prórroga para una Institución que es del Estado. 
Por tal razón, debería merecer no digo ya igual trato que los 
Bancos privados, sino mejor aún. Considero que tendríamos 
que otorgar al Banco de Seguros un plazo mayor para que se 
ajuste al nuevo reglamento y, no obstante, según el artículo que 
viene de la Comisión, le damos menos. Á pesar de ello, el 
Poder Ejecutivo había previsto que ambos -el Banco de Segu- 
ros y las compañías aseguradoras que actualmente operan en el 
país- deberán ajustarse al nuevo régimen en el plazo de un año, 
a partir de la fecha de la reglamentación referida en este artícu- 
lo, Entonces, la reducción del plazo que se establece en la 
Comisión y, sobre todo, sin posibilidades de prórroga para el 
Banco Oficial, no me parece correcta. Entiendo que sería mejor 
mantener el inciso segundo del Poder Ejecutivo que otorgaba a 
ambos un año de plazo. 


La moción que yo formularía va en el sentido de recoger lo 
propuesto, precisamente, por el Poder Ejecutivo, en el inciso 
segundo del artículo 3% del proyecto de ley. Si no viera corona- 
do mi esfuerzo por el éxito, adheriría a lo planteado por el 
Movimiento Nacional de Rocha que le otorga ciento ochenta 
días al Banco de Seguros y una prórroga de hasta un año a las 
empresas privadas. Alguna de ellas va a tener el doble de plazo 
del que dispondrá el Banco de Seguros del Estado para ajustar 
su funcionamiento al nuevo régimen. Por lo menos, en este 
caso se le da el doble de tiempo, mientras que en virtud de este 
artículo se le concede un plazo cuatro veces mayor. Es algo 
que me parece que no tiene fundamento, por lo que creo es 
discriminatorio, aunque naturalmente pienso que eso no tiene 
como consecuencia que el Banco Central lo cierre. Pero el 
Banco de Seguros del Estado va a quedar urgido por un plazo 
muy breve -de apenas noventa días- y que no es prorrogable 
porque habrá que dictar una nueva ley para hacerlo. Y creo que 
nadie tiene dudas de que el Banco de Seguros no está en condi- 
ciones de producir en ese lapso, el cambio que se le pide en 
esta reglamentación. 
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SEÑOR BLANCO. - ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR ZUMARAN. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Sena- 
dor, 


SEÑOR BLANCO. - Con el fin de complementar los co- 
mentarios del señor Senador Zumarán, deseo hacer notar lo 
siguiente, El caso del Banco de Seguros no es similar al de las 
empresas privadas que ya operan en seguros. Digo esto porque 
el Banco de Seguros ya tiene la libertad de actuar en la cober- 
tura de todos los riesgos, de modo que su estructura empresa- 
rial ya está adecuada a esa circunstancia. Cuando en el artículo 
42 hablamos de la adaptación a las condiciones y reglamentos, 
nos referimos a los que se establecerán para las empresas que 
se van a instalar a efectos de usufructuar del nuevo régimen de 
libertad, o las ya instaladas que van a realizar la cobertura de 
nuevos riesgos. 


Esa reglamentación va a contener reglas técnicas de reser- 
vas y elementos de organización administrativa y empresarial, 
a los efectos de que empresas que hasta ahora cubricron una 
gama limitada de riesgos se extiendan y abarquen una cantidad 
mayor de riesgo, En cambio, desde este punto de vista, el 
Banco de Seguros ya cubre la totalidad del universo de riesgos 
posibles, porque no está limitado por ninguna restricción de 
carácter legal, 


Por otra parte, la sanción al no cumplimiento de la adapta- 
ción a los plazos fijados es exclusivamente para las empresas 
privadas y no para el Banco de Seguros del Estado. En caso de 
no producirse dicha adaptación, a la institución no se le aplica 
ningún tipo de sanción concreta. Pienso además, que no tendrá 
dificultades para poder cumplir la adaptación en el lapso esti- 
pulado porque ya está habilitada para asegurar todos los ries- 
gos. La sanción para las empresas privadas será la de no poder 
desarrollar actividades en los riesgos que hasta entonces no 
podían cubrir y tener que seguir en la misma situación en que 
se encuentran hasta el momento, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor Senador 
Zumarán. 


SEÑOR ZUMARAN. - Agradezco la intervención del se- 
ñor Senador Blanco y voy a reiterar el concepto de algunos 
señores Senadores que hicieron uso de la palabra precedente- 
mente defendiendo esta disposición del proyecto de ley. Se 
dice, y con razón, que el Banco de Seguros del Estado, ya 
cumple sus actividades en una amplia gama de seguros, de 
modo que el nuevo régimen no lo va a efectar en esa materia. 
Es decir que la institución está autorizada a actuar sobre un 
amplio espectro de seguros, por lo que con la desmonopoliza- 
ción no tendrá que enfrentar modalidades diferentes de segu- 
TOS, 
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Con respecto a esto último quisiera hacer dos acotaciones. 
Es muy probable que ocurra un cambio en el mercado de segu- 
ros con su liberalización y que aparezcan en plaza distintos 
tipos de contrataciones de seguros que hasta hoy no se conocen 
en el país, aunque sí existen en otras partes del mundo. Ade- 
más, señor Presidente, me parece que lo que va a fijar el Poder 
Ejecutivo en su reglamentación no dice relación a autorizar a 
las empresas privadas para actuar en los seguros de automoto- 
res. No se va a limitar a esto, sino que será mucho más amplia, 


Según el artículo 3* la reglamentación va a dictar normas 
para la instalación y funcionamiento de las empresas. La insta- 
lación no le hará mella al Banco de Seguros, pero lo relativo al 
funcionamiento sí. El artículo 3* del proyecto del Poder Ejecu- 
tivo era más explícito sobre esto y señalaba que la reglamenta- 
ción determinará los requisitos de admisibilidad. En el proyec- 
to de la Comisión se dice “normas para la instalación”. La 
disposición del Poder Ejecutivo agrega luego “y regulará los 
aspectos relativos a la solvencia financiera y técnica de la em- 
presa”. O sea que para permitir el funcionamiento de las em- 
presas de seguros en el Uruguay, tanto de las actuales como de 
las que se instalen posteriormente, el Poder Ejecutivo elaborará 
disposiciones, por ejemplo, con respecto a la relación que de- 
berá haber entre los giros y las reservas. 


El tipo de inversiones que las empresas de seguros podrán 
realizar es lo que presenta mayores dificultades para el Banco 
de Seguros del Estado ya que le será difícil poder adaptarse a la 
reglamentación. La institución hereda una situación de hecho 
que tiene reservas y obligaciones ya contraídas -ya constituidas 
de una determinada manera- que no serán fáciles de modificar. 
Me parece que en tres meses es absolutamente imposible que 
lo haga. 


El artículo del proyecto que viene de la Comisión dice que 
el Poder Ejecutivo deberá considerar adecuado el plan de adap- 
tación presentado por la empresa privada. Esta puede manifes- 
tar que en el momento no puede cumplir con las exigencias 
planteadas por la reglamentación, pero puede proponer un plan 
para irse acostumbrando paulatinamente. Sin embargo, el Ban- 
co de Seguros del Estado no puede hacerlo y, a mi juicio, sería 
bucno que también le fuera permitido. 


SEÑOR GRENNO. - ¿Me permite una interrupción? 
e Y 
SENOR ZUMARAN. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GRENNO. - Creo que todos compartimos la in- 
quietud del señor Senador en el sentido de preservar para el 
Banco de Seguros del Estado todas las posibilidades de actua- 
ción en el mercado, aquellas con las que ya cuenta y las nuevas 
que pueden aparecer. 


En la última frase del artículo 4%, en el proyecto de Comi- 
sión se estableció específicamente que todas las empresas -las 
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privadas y el Banco de Seguros del Estado- podrán celebrar los 
contratos que están autorizadas a concertar en el presente. No 
importa lo que está haciendo la institución actualmente, ya que 
está habilitada para concertar cuanta Operación es imaginable 
sobre seguros. No me refiero a los seguros que está poniendo 
en práctica en la póliza, sino todos aquellos que aparezcan en 
el mercado. Por lo tanto, el artículo 4* estaría preservando para 
el Banco no una gama de seguros sino todos aquellos que 
puedan imaginarse. 


En cuanto al respaldo y la solvencia para ejercer ese tipo de 
funciones, quien habla entiende que el Banco está amparado no 
sólo por sí mismo, sino por todo el Estado uruguayo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor Senador 
Zumarán. 


SEÑOR ZUMARAN. - No quiero fatigar al Cuerpo reite- 
rando argumentos. Me parece que la ley debe darle al Banco de 
Seguros del Estado las máximas seguridades en la materia y si 
el Poder Ejecutivo ha planteado el plazo de un año, no creo que 
sea convincente -con todos los respetos debidos a los argumen- 
tos dados- el disminuirlo a tres meses, tal como se realizó en la 
Comisión, En consecuencia, voy a proponer mantener el plazo 
de un año que se establecía en el proyecto original del Poder 
Ejecutivo; en su defecto, votaré la moción del Movimiento 
Nacional de Rocha para llevarlo a 180 días. Considero que el 
Banco de Seguros del Estado debe tener por lo menos las 
mismas posibilidades que la actividad privada para poder ajus- 
tarse a la reglamentación. 


SEÑOR ASTOR!I. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor, 


SEÑOR ASTORI. - Nuevamente nos encontramos ante un 
problema que exige observar todo el proyecto de ley en su 
conjunto. Quiero hacer una brevísima reflexión, casi una reite- 
ración de lo que dije ayer. Es muy difícil opinar sobre algunas 
disposiciones en particular sin tener en cuenta al proyecto en su 
conjunto, ya que hubo significativas alteraciones en la Comi- 
sión de Hacienda integrada con la de Constitución y Legisla- 
ción. 


Si no consideramos el proyecto en su conjunto podríamos 
realizar interpretaciones incorrectas y, al mismo tiempo, tener 
diferencias sobre algunos puntos específicos que, a mi juicio, 
no se justifican. Esto lo dice alguien que no comparte la filoso- 
fía del proyecto, pero que sí manifiesta que en Comisión se 
trabajó muy intensamente sobre el mismo y que piensa que 
quedaron muy equilibradas las distintas disposiciones plantea- 
das, salvo aquéllas con las que discrepamos frontalmente y que 
no hemos votado. 


Las disposiciones a las que hago referencia -por supuesto 
que este es nuestro punto de vista y no pretende ser compari- 
do- contribuyen en su conjunto a atenuar en forma relevante los 
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efectos más negativos de un proyecto que no compartimos. Sin 
embargo, al mismo tiempo, exigen estudiar con mucha preci- 
sión los equilibrios internos que tiene el proyecto. Nueva- 
mente declaro que no podemos analizar este tema aislado de 
los artículos que estudiaremos más adelante. 


A los efectos de ser breve y preciso, en primer lugar debo 
expresar que entiendo que no hay que hacer cuestión por el 
plazo. En ese sentido, estamos dispuestos a acompañar la pro- 
puesta del señor Senador Pereyra en cuanto a ampliar de 90 a 
130 días el plazo a que alude el artículo 4*. 


Sin embargo, tenemos problemas con respecto a los con- 
ceptos a los que ha expresado el señor Senador Zumarán. Hay 
dos tipos de adaptaciones -llamémosle así- de las compañías 
públicas y privadas a la nueva situación creada por el proyecto 
de ley, 


La primera sería la adaptación de pasar a ocupar lugares 
que hasta ahora no se habían podido llenar, que sólo rige para 
las compañías privadas. Al respecto, el Banco de Seguros del 
Estado no tiene que adaptarse, porque ya está en esto. 


La segunda tendría que ver con la adaptación funcional y 
financiera a la nueva situación, y aquí se deben incluir todas las 
compañías. Pero esta situación no es aludida por el artículo 4*, 
sino por el 7*, sobre todo en el literal a), respecto de las funcio- 
nes que le cometen a la Superintendencia. Dicho literal dice lo 
siguiente: “dictar normas genéricas de prudencia, así como ins- 
trucciones particulares, tendientes a preservar y mantener su 
estabilidad y su solvencia”. 


Esta no es la reglamentación del Poder Ejecutivo; entonces, 
no podemos manifestar que dicha reglamentación le va a indi- 
car al Banco de Seguros del Estado cómo estructurar su equili- 
brio financiero interno. El Poder Ejecutivo no puede decir nada 
sobre eso. Podrá dictar una reglamentación cuyo espíritu expre- 
se que habiendo desmonopolizado los seguros, las compañías 
que están en el país, y que hasta ahora tenían vedado el ingreso 
a este campo, se van a tener que adaptar de la manera dispuesta 
en determinado plazo. Pero el Banco de Seguros no se tiene 
que adaptar a eso; no tiene ningún límite para su acción, ni 
ahora ni en el futuro. 


SEÑOR ZUMARAN. - ¿Me permite una interrupción, se- 
for Senador? 


SEÑOR ASTORI. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Antes de interrumpir el señor 
Senador Zumarán, la Presidencia aclara que le parece muy bien 
lo que el señor Senador Astori ha expresado, pero se pregunta 
por qué el artículo comienza diciendo: “El Banco de Seguros 
del Estado”, cuando no debiera referirse a él. 


Puede interrumpir el señor Senador Zumarán. 
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SEÑOR ZUMARAN. - Quería expresar lo mismo que el 
señor Presidente. En ese sentido, pienso que si el Banco de 
Seguros del Estado no va a ser objeto de la reglamentación 
prevista, entonces habría que sacarlo del artículo 4%. No me 
parece bien subordinarlo a la reglamentación de este artículo y 
otorgarle mucho menos plazo que a sus competidores. Repito 
que si no va a ser aplicable al Banco de Seguros del Estado la 
reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo, quitémoslo del 
artículo 4%, Me parece que es un problema para las empresas 
privadas, que tienen sólo 90 días para adecuarse y una prórroga 
de un año si presentan un plan satisfactorio. Esto no rige para 
el Banco de Seguros del Estado; entonces, mi observación de 
que existe discriminación cae por su peso. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor Senador 
Astori. 


SEÑOR ASTORI. - Comienzo señalando que la alternativa 
planteada es pertinente y se puede considerar. Continúo desa- 
rrollando mi argumento. 


Estaba expresando que el Banco de Seguros del Estado no 
tiene que someterse a este tipo de adaptación, porque ya está 
adaptado, por decirlo de alguna manera, y no tiene límite algu- 
no; no lo ha tenido hasta ahora ni lo tendrá en el futuro. En ese 
sentido, sería absolutamente absurdo pensar que la reglamenta- 
ción del Poder Ejecutivo va a disponer que tiene que subdivi- 
dir, por ejemplo, las gerencias que ahora están funcionando de 
determinada manera. Tampoco le podrá decir que deberá tener 
equilibrio en sus pasivos, porque de ello se encargará el Super- 
intendente, y no el Poder Ejecutivo. 


Cuando el señor Senador Zumarán dice que no somos equi- 
tativos al darle un plazo a unas compañías y al Banco de 
Seguros no, contesto que no lo seríamos si los pusiéramos en 


. pie de igualdad, porque no son iguales, son diferentes. Perso- 


nalmente, considero que sería un peligro decir que tienen el 
mismo plazo, porque sería igualarlos, como desconociendo que 
el Banco de Seguros tiene el monopolio de muchos seguros 
en la actualidad. En mi modesta opinión, estaríamos incu- 
rriendo -no sé qué piensan mis compañeros de Comisión- en 
un error de concepto. Por eso el artículo 4% dice: “En caso de 
considerar adecuado el plan de adaptación presentado por una 
empresa privada”, porque son ellas las que deben adaptarse y 
no el Banco. En ese sentido, el plazo corresponde a las empre- 
sas privadas, porque son las que tienen que pasar a ocupar -si 
quicren- lugares que hasta ahora tenían vedados. 


En cuanto a los cambios internos que esto puede tracr sobre 
el Banco de Seguros del Estado -no quiero reabrir una polémi- 
ca- este proyecto los ignora por completo, y ese es nuestro 
argumento para no votarlo, Este proyecto de ley no organiza 
ningún cambio en el Banco de Seguros, que si sigue dirigido 
como en la actualidad va a la ruina. Perdonen que lo vuelva a 
decir. 


Por supuesto, tampoco el artículo 4% dice nada sobre cómo 
está equilibrado financieramente el Banco, porque no lo tiene 
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que decir, Y el Poder Ejecutivo no lo va a decir, porque tampo- 
co lo puede hacer, Es el Superintendente quien sabe y quien lo 
debe expresar, 


Desde nuestro punto de vista, no tenemos problemas con 
respecto al plazo de 180 días. Estamos dispuestos a acompañar 
la propuesta y no vamos a hacer cuestión al respecto, pero 
sobre el otro tema me interesaba hacer la aclaración y, natural- 
mente, considero pertinente la propuesta que compartieron el 
señor Presidente y el señor Senador Zumarán. Ella se discutirá 
en Sala. 


SEÑOR BOUZA. - ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR ASTORI. - Con mucho gusto. — * 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Sena- 
dor Bouza, 


SEÑOR BOUZA. - Estuve reflexionando a medida que se 
fue desarrollando esta discusión, y llegué a la conclusión de 
que el argumento de la inclusión del Banco de Seguros del 
Estado como una de las personas públicas o privadas afectadas 
por la norma del artículo 4* parecería no tener demasiado senti- 
do. En definitiva, la norma del artículo 4% se está refiriendo 
fundamentalmente a la situación en la que quedan las empresas 
aseguradoras privadas que ya operan en el mercado de seguros. 
Ni siquiera se refiere a aquellas que vayan a ingresar al merca- 
do. Para ellas se establecen estos plazos y condiciones. Por lo 
tanto, creo que si nosotros elimináramos la referencia al Banco 
de Seguros del Estado, el artículo quedaría reglamentando ex- 
clusivamente la situación de las empresas aseguradoras que ya 
están en el mercado uruguayo. Por consecuencia, me pregunto 
si es justificable que se proponga una extensión del plazo, 
teniendo en cuenta que a esas empresas privadas que ya están 
funcionando se les da un plazo de 90 días para adecuarse a la 
reglamentación, que se les prorroga hasta un año, en el que 
pueden seguir funcionando dentro de los seguros que actual- 
mente administran. 


Si llegáramos a un consenso en cuanto a la eliminación de 
la referencia al Banco de Seguros del Estado en este artículo, 
no sería justificable la modificación que planteaba el Movi- 
miento Nacional de Rocha, y quedarían los plazos tal como 
están. 


SEÑOR PRESIDENTE. ? Puede continuar el señor Senador 
Astori, 


SEÑOR ASTORI. - Me alegro de la interrupción que me 
han hecho, porque el razonamiento del señor Senador Bouza es 
lógicamente impecable y absolutamente coherente con lo que 
se ha venido explicando. Ahora sí estoy seguro de que elimina- 
ría la referencia al Banco de Seguros del Estado y no extende- 
ría el plazo. 


Además, como es notorio, las propuestas de extensión de 
plazo -creo que no revelo ningún secreto de Estado al mencio- 
narlo- están promoviendo la posibilidad de tener más tiempo 
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para que el Banco de Seguros del Estado se adapte a la nueva 
situación, no sólo desde este punto de vista, sino también a fin 
de que se prepare para actuar en un mercado desmonopolizado. 
Advierto que en este artículo no existe la posibilidad de am- 
pliar ese plazo. Esto no debe preocuparnos porque, al final del 
proyecto de ley, podremos hacerlo en una disposición transito- 
ria, Reitero que no es en este artículo que existe dicha posibili- 
dad, sobre todo luego de la propuesta que han hecho el señor 
Presidente y el señor Senador Zumarán. 


Puedo decir que ahora sí tengo un panorama más claro con 
respecto a este tema -no sé lo que piensan al respecto los 
demás miembros de la Comisión- y creo que se puede eliminar 
la expresión “Banco de Seguros del Estado” y dejar el plazo tal 
como está. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR ASTORI. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CADENAS BOIX, - Simplemente, quicro acompa- 
ñar la propuesta formulada por el señor Senador Bouza, en el 
sentido de eliminar la referencia al Banco de Seguros del Esta- 
do y dejar que este artículo se aplique solamente a las empresas 
privadas, manteniendo el plazo de noventa días. Entiendo que 
esta es una correctísima solución y que está dentro del espíritu 
y la filosofía de la ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Al parecer, nos vamos poniendo 
todos de acuerdo. Puede continuar el señor Senador Astori. 


SEÑOR ASTORI. - Ya he terminado, señor Presidente. 
SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CASSINA. - A pesar de que creo tener los mismos 
propósitos que los señores Senadores Pereyra y Zumarán en 
cuanto a amparar al Banco de Seguros del Estado en forma 
razonable, observo que existen algunas desinteligencias en los 
caminos a seguir. En mi opinión, el artículo, tal como ha sido 
redactado en la Comisión, lo ampara. Diría que más bien hace 
una discriminación en contra de las compañías privadas y no 
de la institución oficial. 


Entiendo que existen dos plazos diferentes que deben pre- 
ocuparnos. Uno, es aquel en que el Banco de Seguros del 
Estado -de mantenerse la redacción proveniente de la Comi- 
sión- debería ajustarse a esta reglamentación -seguramente muy 
general- que dicte el Poder Ejecutivo, que refiere a las reservas, 
a su colocación, a las condiciones de admisibilidad de una 
empresa que, obviamente, no juegan para la Institución que se 
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ocupa de los seguros por mandato de la ley y que dicho Poder 
no puede cambiar. Otro «como señalaba el señor Senador Asto- 
ri también debe preocuparnos- que personalmente me inquieta 
mucho, es el plazo a partir del cual esta ley entrará en vigencia, 
es decir, el momento en que la desmonopolización comenzará 
a regir. A mi juicio, ese es el tiempo que el Banco de Seguros 
del Estado necesita para realizar una reestructura interna, No 
tengo ninguna duda de que para ajustarse a la reglamentación 
de que estamos hablando, quizás la Institución no deba hacer 
nada, ya que actualmente está en condiciones de instrumentar- 
la. Sin embargo, es muy distinta la situación de las empresas 
privadas porque, obviamente, operan cubriendo determinados 
riesgos y a partir de la vigencia de esta ley, lo harán, sí así lo 
desean, en un mercado desmonopolizado. 


Personalmente, acepto la idea de eliminar la referencia al 
Banco de Seguros del Estado en este artículo. Pero, por otro 
lado, debo decir que, a mi juicio, no está mal que ella figure, 
aunque no hago cuestión de la misma por las propias razones 
que he expuesto -en una interrupción que me concediera el 
señor Senador Zumarán- y las que estoy esgrimiendo ahora. No 
me parece mal que para el Banco de Seguros del Estado exista 
la obligación aún sin sanción, de ajustarse a la reglamentación. 


Digo esto porque a pesar de que dicha Institución es un 
Ente Autónomo, no goza de una autonomía absoluta., Sin em- 
bargo, debido a todas las dificultades que crea esta disposición, 
entiendo que podríamos eliminar la referencia al Banco de 
Seguros del Estado y el artículo quedaría tal como está, ya que 
los plazos previstos para las empresas privadas son razonables. 


Quiero enfatizar en lo que señalaba hace un momento el 
señor Senador Astori, en el sentido de que el plazo que me 
preocupa es el de entrada en vigencia de la desmonopolización 
porque ese es el tiempo que se necesita para reestructurar la 
Institución «inclusive, modificando su Carta Orgánica- también 
en cuanto a regular, por vía legal, el contrato de seguros obliga- 
torios por responsabilidad civil en el transporte automotor. 


Reitero que no tendría inconveniente en que se eliminara la 
referencia al Banco de Seguros del Estado porque creo que en 
lo sustancial no modifica nada. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 4% con la eliminación de la referencia al 
“Banco de Seguros del Estado”. 

(Se vota:) 

-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD, 

Léase el artículo $*. 

(Se lee:) 

“Artículo 5%. (Empresas de Seguros y Reaseguros). - Declá- 


rase que las empresas, incluso mutuas, de seguros y reaseguros, 
públicas y privadas, constituyen instituciones de intermedia- 
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ción financiera, resultándoles aplicables, en lo pertinente, las 
disposiciones del decreto-ley N* 15.322, de 17 de setiembre de 
1982, con las modificaciones introducidas por la Ley N* 16.327, 
de 11 de noviembre de 1992”, 


-En consideración. 


La Presidencia cree que se podría hacer una modificación 
de redacción que no alteraría en absoluto la inteligencia del 
artículo. De esta manera el comienzo del artículo diría: “Declá- 
rase que las empresas públicas y privadas de seguros y rease- 
guros, incluso mutuas”, etcétera. 


Los señores Senadores Pereyra, Elso Gofíii y Amorín Larra- 
fiaga presentan un texto sustitutivo. 


Léase. 
(Se lee:) 


“Decláranse aplicables a las compañías de seguros y rease- 
guros, incluso las mutuas, en cuanto a su actividad financiera, 
las disposiciones del decreto-ley N* 15,322, de 17 de setiem- 
bre de 1982, con las modificaciones introducidas por la Ley 
N? 16.327, de 11 de noviembre de 1992”. 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA. - A pesar de las muy claras explica- 
ciones realizadas por el señor Senador Astori, tal como lo 
expresáramos en la exposición que hiciéramos en la considera- 
ción general del día de ayer y en alguna otra referencia, segui- 
mos creyendo que puede ser peligroso establecer que las em- 
presas mencionadas en el artículo, constituyen instituciones de 
intermediación financiera. Por tales motivos, entendemos que 
la disposición debería decir que le serán aplicables aquellas 
normas que rigen para las mismas de acuerdo a determinadas 
leyes, y no que son instituciones de intermediación financiera 
porque, a nuestro juicio, ello le daría al Banco Central un 
campo de acción y una enorme amplitud que puede llegar a 
perjudicar el funcionamiento del Banco de Seguros del Estado. 
En nuestra opinión, esta Institución no constituye lo que la 
legislación vigente define como institución de intermediación 
financiera. Sin embargo, estoy de acuerdo en que le sean apli- 
cables algunas disposiciones que rigen para aquéllas. Reilero 
que el Banco de Seguros no puede ser considerado como una 
institución de este tipo porque, al amparo de esa expresión, el 
Banco Central del Uruguay podría aplicarle medidas que no 
fueran cómpatibles con los cometidos que queremos darle a la 
primera. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Brevísimamente quicro señalar 
que la modificación propuesta por los señores Senadores Pe- 
reyra, Elso Goñi y Amorín Larrañaga es congruente con el 
artículo 27 del decreto-ley sobre instituciones de intermedia- 
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ción financiera que mencionaba, en el día de ayer, el señor 
Senador Ricaldoni. Esta disposición expresa que “El Banco 
Central del Uruguay podrá reglamentar y controlar la actividad 
financiera de las empresas de seguros”; por lo tanto, no dice 
que las empresas de seguros sean instituciones de intermedia- 
ción financiera. Ello, porque dichas empresas tienen actividad 
financiera y otras de distinto carácter, 


Por otra parte, con esta nueva redacción, no se cae en aque- 
llo que no es.de buena técnica legislativa, en el sentido de 
incluir definiciones en las normas legales, En el día de ayer 
discrepamos con respecto a este tema con el señor Senador 
Astori; él puede tener razón -lo admito sin violencia- pero, de 
todos modos, puede ser un punto opinable si las compañías de 
seguros son instituciones de intermediación financiera. Lo que 
importa es que el Banco Central pueda reglamentar y controlar 
su actividad; además se debe decir que, en lo pertinente, las 
disposiciones del decreto-ley le son aplicables. 


SEÑOR ASTORTI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ASTORI, - Pienso que esta diferencia de opiniones 
quedó dirimida ayer y no quiero someter al Senado a la prolon- 
gación de este debate. Personalmente discrepo con este punto 
de vista y creo que las compañías de seguros son sí institucio- 
nes de intermediación financiera, sobre lo cual ya he expresado 
mi opinión en el día de ayer. Á este respecto, invito al Cuerpo 
a reflexionar por la inversa. Si se razona que le serán aplicables 
disposiciones de supervisión y fiscalización en lo que refiere a 
la actividad financiera, se pueden generar situaciones riesgosas 
en el sentido de que siendo toda la actividad de estas firmas de 
esta naturaleza -no hay otro tipo de actividad- pueden aparecer 
zonas de confusión en cuanto a la aplicación de los controles 
sobre todo con respecto a las compañías privadas a las cuales 
más interesa controlar, 


Deseo recordar lo manifestado por el señor Senador Blanco 
hace unos minutos. Me parece percibir en esta discusión el 
temor -quizás no esté dicho expresamente, pero el señor Sena- 
dor Pereyra lo aludió tangencialmente- de que el Banco Central 
se exceda con el Banco de Seguros. Esto no es así porque, 
afortunadamente, el año pagado, después de una larga discusión 
en la Cámara de Representantes, se le quitó a la Ley de Inter- 
mediación Financiera todo el poder sancionatorio sobre las ins- 
tituciones del Estado y en ello está incluido el Banco de Segu- 
ros. Sólo las empresas privadas pueden ser sancionadas. Ade- 
más, este proyecto de ley lo reitera en el literal k) del artículo 
7* -pido perdón por citar nuevamente un artículo por adelanta- 
do, pero el problema es que sigue habiendo un equilibrio inter- 
no dentro del proyecto- donde dice: “Aplicar observaciones, 
apercibimientos y multas” -aquí está la capacidad sancionato- 
ria- “hasta el 10% (diez por ciento), de la respectiva responsa- 
bilidad patrimonial básica, a aquellas empresas privadas”. Es 
decir, que no se refiere al Banco de Seguros, Por lo tanto, no 
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debemos temer que se cometa ningún tipo de exceso. En cam- 
bio, me inquieta que con la redacción propuesta, las compañías 
privadas no tengan los debidos controles de intermediación 
financiera que es fundamental mantener, porque a ellas sí se las 
va a poder sancionar. Pienso que este es uno de los aspectos 
que mejora la propuesta inicial del proyecto de ley. 


Por otra parte, considero que todos estos temas son discuti- 
bles porque no estamos en el campo de las ciencias exactas, 
físicas O naturales, sino en materia social que es siempre opina- 
ble. Personalmente tengo mis propias convicciones, el señor 
Presidente tiene las suyas y podemos ponernos o no de acuerdo 
pero, reitero, creo que una compañía de seguros es una empre- 
sa de intermediación financiera en su totalidad, porque no hace 
otra actividad que no sea financiera. Es por esa razón que sigo 
creyendo que para el mejor equilibrio interno es aconsejable 
aprobar este artículo con su redacción original. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Observo que la discusión que 
estamos llevando adelante es la misma que se registró en la 
Comisión, La empresa de seguros es, ontológicamente, de in- 
termediación financiera y una definición legal no va a transfor- 
mar lo que una cosa es o deja de ser, Por lo tanto, sería irrele- 
vante que esto se expresara. Sin embargo, a los efectos del 
control de las empresas que se establece en los artículos si- 
guientes -como muy bien lo manifestó el señor Senador Astori, 
que es el autor de estas tres disposiciones- su permanencia 
favorece la interpretación de la ley y el posterior control de tas 
empresas privadas de seguros. 


SEÑOR BLANCO. - Pido la palabra, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BLANCO. - Concuerdo con el punto de vista ex- 
presado por el señor Senador Astori y posteriormente ratificado 
por el señor Senador Cadenas Boix. De todas maneras, inten- 
tando encontrar una fórmula de transacción, propongo eliminar 
del texto sugerido oportunamente por el señor Senador Pereyra 
-sobre lo cual he conversado oportunamente con él- la referen- 
cia a “materia financiera”, quedando redactado de la siguiente 
manera: “Declárase aplicable a las empresas de seguros y rea- 
seguros, incluso mutuas, públicas y privadas en lo pertinente a 
las disposiciones del decreto-ley N* 15,322, de 17 de setiem- 
bre de 1982, con las modificaciones introducidas por la Ley 
N* 16.327, de 11 de noviembre de 1992”. De esa forma, le 
estaríamos dando a estas empresas la aplicación de todas las 
disposiciones pertinentes. 


Declaro que personalmente me inclino por la redacción que 
se le dio en la Comisión, porque, como señalaba el señor Sena- 
dor Astori, responde a un equilibrio, a la armonía de las normas 
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contenidas en el texto, lo que insumió un arduo e intenso traba- 
jo por parte de los miembros que la integran. 


Simplemente quería dejar una posible fórmula de transac- 
ción y si ésta no fuera viable, me inctinaría por la redactada en 
la Comisión, 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA, - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA, - Creo que cualquiera 
sea la redacción que se le dé al artículo 5% para expresar que las 
empresas de seguros son de intermediación financiera o no, de 
todas maneras en el artículo 6% se hace la misma referencia 
cuando establece que la supervisación y la fiscalización de las 
mismas va a correr por parte de la Superintendencia de Institu- 
ciones de Intermediación Financiera del Banco Central. Aun- 
que lo eliminemos del artículo 5%, nuestro sector va a plantear 
que se mantenga en el 6* sin que con ello cambiemos la forma 
de categorizar a las empresas de seguros como instituciones de 
intermediación financiera. 


SEÑOR GRENNO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GRENNO. - Aparentemente, casi todos los señores 
senadores queremos plasmar la misma idea, pero nos diferen- 
ciamos en cómo hacerlo, Creo que hemos llegado a la conclu- 
sión de que las empresas de seguros, en parte, funcionan como 
instituciones de intermediación financiera. Además, pienso que 
la solución alcanzada por el señor Senador Pereyra tiene la 
especial habilidad de radicar la actividad financiera en un área. 
Pero nosotros hemos sostenido -y aclaro que acompañamos la 
fórmula del señor Senador Pereyra- que el seguro es algo más 
que una actividad financiera y esto es de aplicación genérica y 
universal, 


El Mercado Común Europeo ha intentado que el principio 
de especialización en el ámbito de la intermediación financiera 
rija, fundamentalmente, para las empresas de seguros. Esto es 
tan así, que todas las innovaciones que en ellas se han produci- 
do han escapado del control natural y habitual de las entidades 
financieras. A estos efectos el real decreto de 7 de julio de 
1989, referido a las urgentes medidas financieras y fiscales que 
hubo que tomar, se efectuó exclusivamente a los efectos de 
definir a la empresa de seguro fuera del campo de entidad 
financiera propiamente dicho porque, cuando el manejo era 
global y no específicamente para seguros, producía distorsiones 
en el mercado. Podemos citar, por ejemplo, el caso de recibir 
del público fondos reembolsables, cuya finalidad aseguradora 
queda desvirtuada por su duración. En una larga nómina de 
ftems en la que se ha ido distanciado la inversión de los fondos 
que son provistos por el seguro de los que normalmente nutren 
la actividad financiera, sin desvirtuar lo que tanto se ha dicho 
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en Sala en el sentido de que implica igualmente una actividad 
en ese orden. La regulación de los fondos de seguros tiene que 
estar adecuada a una normativa especial, porque están destina- 
dos a coberturas y plazos especificos, que no tienen los tiem- 
pos ni la modalidad de las colocaciones habituales en materia 
financiera. 


La distorsión que ha habido al aplicar una misma legisla- 
ción a dos situaciones totalmente distintas, generó, en los casos 
en que fue practicada, decretos de regulación. Por lo tanto, de 
acuerdo con la legislación que el país tiene y con la entidad de 
la labor desarrollada, hay una parte muy importante de la em- 
presa de seguros -que correspondería a la segunda etapa de 
colocaciones de los fondos que por primaje o por diversas 
razones ingresan- que se incluye dentro de un campo que debe 
ser regido, evidentemente, por la actividad financiera. Por otro 
lado, existe Otra área que poco tiene que ver con ello, que la 
legislación universal ha tendido a preservar, Tanto es así que la 
legislación americana y la de la Comunidad Económica Euro- 
pea sobre Bancos y actividades financieras, están separadas de 
la que rige a las empresas de seguros, Asimismo, estas últimas 
están aisladas de lo que representa la conducción de los Bancos 
Centrales de los diferentes países y están orientadas hacia los 
Ministerios de Economía o de Industria. No es un tema que nos 
sea antojadizo sostener, sino que resulta de la experiencia que 
hemos recibido y tratado de emparentar con el futuro que el 
Uruguay va a tener en ese campo. En ese sentido, entendemos 
que es válido preguntarse -aspecto sobre el que todos tenemos 
dudas- si además de la aclimatación del Banco de Seguros a un 
ritmo no tradicional no tendremos que soportar la falta de 
adecuación del Banco Central a normas que no son netamente 
banco centralistas, sino que tienen que ver con un área muy 
especializada. : 


Por todo lo expuesto, vamos a apoyar la posición del señor 
Senador Pereyra. 


SEÑOR RICALDON!I. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI. - Voy a votar el texto tal como 
viene de la Comisión. 


Creo que no se presta la suficiente importancia a la relación 
que hay entre la definición de intermediación financiera, que 
figura en el inciso segundo del artículo 1% de la Ley N* 15,322, 
donde se determina que la intermediación financiera es la reali- 
zación habitual y profesional de operaciones de intermediación 
o mediación entre la oferta y la demanda, entre otras, del 
dinero, y el artículo 27 de esa misma ley, que regula la activi- 
dad financiera o de intermediación financiera en el país, según 
la cual -tal como lo cité en el día de ayer y lo vuelvo a decir 
hoy- el Banco Central del Uruguay podrá reglamentar y con- 
trolar las actividades financieras de las empresas de seguros. Si 
buscamos Otra redacción o simplemente guardamos silencio y 
no se vota este artículo, luego ingresaremos en discusiones que 
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tendrán proyecciones que, a mi juicio, van a exceder los aspec- 
tos inherentes al negocio y se van a vincular con problemas de 
tipo tributario, de contratación internacional y otras cuestiones 
a las que nos hemos referido en el día de ayer. 


Reitero que con las normas vigentes -no lo dudo- se puede 
afirmar sólidamente que las actividades de seguros están dentro 
de lo que es la intermediación financiera, El argumento que se 
hace sobre otros aspectos de la actividad propiamente de segu- 
ros, Sólo tiene que ver con el hecho de que cualquier empresa 
puede tener más de un giro, porque también los Bancos hacen 
negocios rurales y acercan a las partes no sólo en la compra- 
venta de ganado, sino en la de inmuebles rurales, por poner 
algunos ejemplos. Es más; muchas veces actúan en otras activi- 
dades que no son propiamente bancarias. Pero eso no quita que 
haya un giro propiamente bancario y sean entidades de inter- 
mediación financiera, 


Simplemente, deseaba dejar esta constancia, como funda- 
mento de voto anticipado, para decir que este proyecto de ley, 
tal como viene de la Comisión -en donde fue muy pensado y 
discutido- tiene menos inconvenientes y más ventajas respecto 
de otras propuestas que he escuchado en Sala. Asimismo, quie- 
ro decir que tampoco me entusiasma la idea de declarar aplica- 
ble, en lo pertinente, una ley, porque se crea un escapismo que 
transfiere el problema de las definiciones al intérprete de turno, 
lo que pienso no es saludable. Creo, además, que especialmen- 
te en el Uruguay cualquier persona que escriba un artículo de 
doctrina, que circule en algún ámbito, puede terminar influyen- 
do decisivamente en la jurisprudencia, que está basada en lo 
que suelen leer los señores magistrados, que generalmente no 
tienen el tiempo ni los recursos para hacerlo frecuentemente. En 
ese sentido, hay que tener mucho cuidado y ser muy prudentes. 


Por lo expuesto, reitero, voy a acompañar el texto que apo- 
yé en la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia quiere aclarar que 
en ese texto también se expresa que la aplicación del decreto- 
ley N* 15.322 es en lo pertinente. En consecuencia, cl artículo 
5%, con el texto propuesto por la Comisión, diría lo siguiente: 
“Declárase que las empresas públicas y privadas de seguros y 
reaseguros, incluso mutuas, constituyen instituciones de inter- 
mediación financiera, resultándoles aplicables en lo pertinen- 
te”..., y seguiría el texto tal como viene redactado. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo S*, 
con el texto venido de la Comisión. 


(Se vota:) 
-23 en 27. Afirmativa. 
L£ase el artículo 6. 


(Se lee:) 
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“ARTICULO €?. (Supervisión y fiscalización de las em- 
presas de seguros y reaseguros). - La supervisión y la fiscali- 
zación de las empresas, incluso mutuas, a que refiere el artículo 
precedente, así como de los agentes que desarrollen actividades 
de intermediación comercial en este ámbito, serán ejercidas por 
el Banco Central del Uruguay, a través de la Superintendencia 
de Instituciones de Intermediación Financiera. 


Dicha Superintendencia que dependerá del Directorio del 
Banco Central del Uruguay actuará con autonomía técnica y 
operativa en régimen de desconcentración orgánica y funcio- 
nal. 


Las resoluciones de la Superintendencia podrán ser impug- 
nadas con el recurso de revocación, ante la misma, y con el 
recurso jerárquico, ante el Directorio, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 317 de la Constitución”. 


-En consideración. 


A efectos de intervenir en el debate, solicito al señor Sena- 
dor Santoro que me sustituya en el ejercicio de la Presidencia. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Santoro) 
SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Tiene la 
palabra el señor Presidente del Senado. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - El artículo 6* está indiso- 
lublemente unido al 72 o, mejor dicho, el artículo 7* -que esta- 
blece los cometidos y las atribuciones de la Superintendencia- 
es consecuencia del 6*, En tanto el artículo 6? consagra en el 
Banco Central la existencia de la llamada Superintendencia de 
Instituciones de Intermediación Financiera, el 7* contiene la 
larga enumeración de sus cometidos y atribuciones, 


No queremos enfocar el tema desde el punto de vista de 
fondo, es decir, emitir opinión acerca de si es conveniente o 
inconveniente que exista una Superintendencia de Instituciones 
de Intermediación Financiera en el ámbito del Banco Central, 
ni tampoco sobre el punto central de este asunto que es el de si 
el Banco de Seguros o, mejor dicho, las empresas aseguradoras 
públicas y privadas deben estar sometidas a un control del 
Banco Central, ejercido a través de esa Superintendencia. Este 
tema fue discutido ampliamente en la Comisión; podemos dis- 
crepar con su criterio, pero sabemos que la gran mayoría del 
Senado liene una posición favorable respecto al concepto que 
surge de los artículos 6* y 7?. Por lo tanto, vamos a deslindar 
ese aspecto, dejando constancia de que tenemos nuestras dudas 
sobre la conveniencia de la solución adoptada. 


Queremos tratar, en realidad, dos problemas distintos: uno 
de técnica legislativa, de orden, razonabilidad y lógica en la 
legislación y otro práctico, referido al trámite parlamentario de 
este proyecto de ley de urgente consideración. 
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El problema de técnica legislativa o de lógica en la formu- 
lación de la legislación radica en que la Superintendencia de 
Instituciones de Intermediación Financiera creada en la órbita 
del Banco Central, es un organismo que, como el sentido co- 
mún lo indica, debe ver consagrada su existencia en la Ley 
Orgánica de dicho Banco y no anticipadamente en una ley que 
concluye con el casi centenario monopolio del Banco de Segu- 
ros del Estado. La iniciativa que estamos considerando es sobre 
seguros y restituye en el país el régimen de libertad que no 
existía para las compañías aseguradoras. Si se quiere, esta es 
una ley de reglamentación del funcionamiento de las compa- 
ñías aseguradoras y no se refiere al Banco Central y a su es- 
tructura. La Ley Orgánica del Banco Central -que dentro de 
pocos días, con seguridad, estará a estudio del Senado- incluye 
la creación de la Superintendencia de las Instituciones de Inter- 
mediación Financiera, entre las que se comprende a las compa- 
filas aseguradoras. 


Luego de haberse producido el debate y el estudio concien- 
zudo del asunto en la Comisión de Hacienda de este Cuerpo, 
por parte de los señores senadores que la integran, cuando se 
trata aquí lo relativo a la desmonopolización de los seguros se 
incrusta así en el análisis, el debate sobre si el Banco Central 
debe tener o no en su órbita la Superintendencia de Institucio- 
nes de Intermediación Financiera y, también, el tema mucho 
más arduo de cuáles deben ser las atribuciones de esa Superin- 
tendencia. Precisamente, desde el literal a) al m), se enumera, 
más de una docena de atribuciones que plantcan, por su alcan- 
ce, complejidades jurídicas y prácticas. 


Si creyéramos que no es conveniente la creación de la Su- 
perintendencia, deberíamos plantear una discusión que, en rea- 
lidad, está referida a la Carta Orgánica del Banco Central. 
Detengámonos por un momento para considerar que no sólo 
se dice que el control se hará por parte de dicho Banco, a 
través -o por intermedio, como debería decirse en buen cas- 
tellano- de la Superintendencia, sino que luego se expresa cuál 
es el grado de dependencia de dicha Superintendencia respecto 
del Directorio del Banco y con qué grado de autonomía técnica 
y Operativa debe funcionar, es decir, todos aspectos inherentes 
al Derecho Administrativo que deben resolverse en la Ley Or- 
gánica del Banco. Posteriormente, se dice cuál es la naturaleza 
de los actos de la Superintendencia y a qué régimen de recu- 
rrencia deben estar sometidos en la vía administrativa, Y luego 
en el artículo 72 se habla de sus cometidos y atribuciones. 
Fíjense que por plantear un solo tema que debería ser objeto de 
una explicación, se expresa que la Superintendencia debe habi- 
litar la instalación de las compañías de seguros una vez que 
hayan sido autorizadas por el Poder Ejecutivo. En realidad, se 
autoriza la instalación no de las compañías de seguros, sino la 
de todas las de intermediación financiera, porque dentro de una 
ley de seguros estamos tratando cuáles son las atribuciones de 
la Superintendencia respecto de los Bancos y de las otras.. 


(Dialogados) 


-Perdóneme, señor Senador, pero aquí se dice cuáles son los 
cometidos y las atribuciones de la Superintendencia y... 
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SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - No se 
debe dialogar; el señor Presidente del Senado lo sabe perfecta- 
mente. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ, - Sí, señor Presidente, sé 
que así es, pero el señor Senador Astori me interrumpe de viva 
voz. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - El señor 
Senador Astori debe solicitar la interrupción utilizando el me- 
canismo previsto en el Reglamento para tales fines. 


SEÑOR ASTORI. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Con mucho gusto, 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Puede 
interrumpir el señor Senador. 


SEÑOR ASTORLI. - Voy a hacer una puntualización con el 
propósito de abreviar la consideración del tema. 


El acápite del artículo 7% es muy claro; se trata de las 
funciones aplicables a las empresas de seguro y dice lo siguien- 
te: “En lo que refiere a la supervisión y la fiscalización de las 
empresas, incluso mutuas, de seguros y reaseguros, públicas y 
privadas, corresponderá a la Superintendencia de Instituciones 
de Intermediación Financiera del Banco Central del Uruguay...”, 
y enumera sus cometidos y atribuciones. Esta norma, reitero, 
no se refiere a Bancos, sino a compañías de seguros. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Puede 
continuar el señor Presidente del Senado. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Tiene razón el señor Se- 
nador Astori; es evidente que ello es así. La lectura detenida 
del acápite del artículo 7% conduce inequívocamente a la mis- 
ma conclusión a que arriba el señor Senador Astori. Pero, de 
todos modos, basta con leer esta larga enumeración de atribu- 
ciones y cometidos para advertir la complejidad de la sítua- 
ción. Habría que entrar en un análisis detallista de si realmente 
este régimen puede ser aplicable al Banco de Seguros que es 
un Ente Autónomo, que tiene autonomía por esa condición -y 
perdóneseme la redundancia- de acuerdo con la Constitución 
de la República. Un órgano dependiente del Banco Central del 
Uruguay, que es un Ente Autónomo y que tiene la misma 
jerarquía institucional que el Banco de Seguros, ¿puede some- 
ter a otro Ente Autónomo a todos estos controles, siendo que la 
Constitución de la República dice que dicho organismo no está 
sometido a otro control que no sea el del Poder Ejecutivo, de 
acuerdo con lo previsto en sus artículos 197 y 198? ¿Se pueden 
establecer todas estas atribuciones de control sobre un Ente 
Autónomo respecto de otro? Creemos que constitucionalmente 
no se puede hacer porque, como diría el Dr. Echegoyen, rechi- 
na con nuestro régimen constitucional. Pero no queremos en- 
trar en esta consideración que conduciría a una discusión jurí- 
dica quizás muy sutil, aunque para quien habla este lema es 
clarísimo, Un Ente Autónomo no puede estar sometido, reitero, 
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con este grado de intensidad, al control de otro, por lo menos 
mientras no se cambie el sistema constitucional de la Repúbli- 
ca. 


En resumen, sobre este primer aspecto que es de técnica 
legislativa, decimos que parece muy claro que si se tiene pro- 
yectado crear... 


(Murmullos) 


-Perdón, señor Presidente, pero se hace difícil hacer uso de 
la palabra y ordenar el razonamiento cuando continuamente se 
están haciendo consideraciones en Sala, Quien no comparta lo 
que expresamos podrá luego pedir la palabra y emitir las opi- 
niones que crea del caso. 


Decía que me parece muy claro que la Superintendencia de 
Instituciones de Intermediación Financiera, que es una innova- 
ción incluida en el proyecto de ley de Carta Orgánica del Ban- 
co Central, debe crearse debe institucionalizarse legalmente, 
cuando de apruebe dicho proyecto y no cuando se discute una 
iniciativa sobre la desmonopolización de los seguros. 


Entonces, o en la Carta Orgánica del Banco Central no va a 
figurar la Superintendencia, que ya habrá sido creada en una 
ley anterior -con lo que tendremos una Carta Orgánica distri- 
buida en distintas normas- o habrá que reiterar este tipo de 
disposiciones. Así, habrá que volver a decir que la Superinten- 
dencia dependerá del Directorio del Banco y que actuará con 
autonomía técnica y operativa en régimen de desconcentración 
orgánica y funcional. No creo que sea razonable que lo que se 
establece en una ley se repita, al poco tiempo, en otra. 


Paso ahora al segundo tipo de consideraciones, señor Presi- 
dente. Esta es una ley de urgencia. Para su consideración, está 
sometida a plazos y a disposiciones especiales de la Constitu- 
ción de la República. Una vez que la aprobemos, esta norma 
pasará a la Cámara de Representantes, la que tendrá 45 días 
para su estudio. Cabe señalar que de ese período no va a poder 
utilizar los primeros diez días, porque va a estar tratando cl 
proyecto de Rendición de Cuentas, cuyo plazo constitucional 
de aprobación está próximo a expirar. Además, este proyecto 
debe destinarse a la Comisión de Hacienda de aquel Cuerpo, la 
que no podrá comenzar ahora a estudiarlo. Entonces, a los 30 
días del momento en que. le remitamos este proyecto -cuyo 
plazo comenzará a correr en el día de mañana- tendrá la Cáma- 
ra que constituirse, al igual que lo hizo el Senado, en sesión 
permanente. La Comisión dictaminante, pues sólo habrá tenido 
15 días para analizar este complejo proyecto; de hecho, es la 
mitad del tiempo que la Comisión de Hacienda del Senado 
dedicó al tratamiento de este texto. Si esa Comisión no tiene 
tiempo para armonizar las opiniones de sus integrantes, el pro- 
yecto va a ser elevado al Plenario donde inevitablemente co- 
menzará la improvisación. Ya hemos podido comprobar que 
esto sucede; quien habla también ha caído en la improvisación, 
por no haber podido estudiar el proyecto como lo han hecho los 
miembros de la Comisión. 
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El riesgo de que la Cámara de Representantes modifique el 
texto es grande, sin duda, por la misma razón que el Senado 
está reformando en gran medida el proyecto remitido por el 
Poder Ejecutivo, que era sensiblemente más sencillo, menos 
ambicioso y alambicado. Ahora bien; los integrantes del Sena- 
do sabemos que nuestra Comisión de Hacienda está estudiando 
la Carta Orgánica del Banco Central desde hace muchos meses. 
Algunos de los que no integramos ese grupo de trabajo, a veces 
asistimos a sus sesiones y, además recibimos los repartidos, por 
lo que estamos enterados de todo lo relativo a la Superinten- 
dencia y a los demás aspectos atinentes a la Carta Orgánica del 
Banco Central. Sin embargo, pensemos cuál no será el grado 
de sorpresa y de confusión de los señores representantes, que 
no conocen nada acerca de la Carta Orgánica del Banco Cen- 
tral ni saben que la está analizando la Comisión de Hacienda 
del Senado. Además, si conocen esta circunstancia, no tienen 
idea del texto que realmente está tratando nuestra Comisión, ni 
han escuchado los argumentos en torno a la conveniencia de 
crear la Superintendencia de instituciones de intermediación 
financiera. Entonces, cuál no será su sorpresa cuando vean que 
en el proyecto de desmonopolización de los seguros viene in- 
crustada la creación de un órgano de fundamental importancia, 
no sólo para las empresas de seguros, sino principalmente para 
los Bancos. No debemos olvidar que la Institución se crea y, 
aunque sus cometidos y atribuciones se refieran sólo a la super- 
visión y fiscalización de las empresas de seguros, ya queda 
establecida en esta ley su autonomía técnica y operativa res- 
pecto del Directorio del Banco. Además, todas la atribuciones 
que se le conceden con relación a las empresas de seguros son, 
naturalmente, el anticipo de las que se le van a otorgar respecto 
de las demás empresas de intermediación financiera. 


SEÑOR PEREYRA. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Con mucho gusto, 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Puede 
interrumpir el señor Senador. 


SEÑOR PEREYRA. - Precisamente, la objeción con que 
inició su exposición el señor Presidente del Senado fue objeta- 
da, a su vez, por quienes señalaron que esta supervisión y 
fiscalización se refería a las empresas de seguros y reaseguros 
particulares. Sin embargo, más adelante se habla de las empre- 
sas públicas y privadas, con lo que a mi juicio se incluye 
también al Banco de Seguros del Estado. 


Por lo tanto, no me resignaría a abdicar de las objeciones 
con que comenzó su exposición el señor Presidente del Senado 
por cuanto, en mi concepto, en este artículo 6* está perfecta- 
mente incluida la referencia que figura en el artículo 5%. Ade- 
más, reitero que cuando se habla de empresas públicas, parece- 
ría que se incluye al Banco de Seguros del Estado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Puede 
continuar el señor Presidente del Senado, doctor Aguirre Ramí- 
rez. 
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SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Naturalmente, en los 
artículos 6* y 7% está incluido el Banco de Seguros del Estado, 
salvo en dos párrafos referidos a la aplicación de sanciones y a 
la proposición de otras medidas al Directorio. Sin embargo, en 
todo lo demás estas disposiciones comprenden al Banco de 
Seguros del Estado. 


En esta parte final de mi intervención sobre este artículo, 
quiero señalar lo que puede ocurrir en la Cámara de Represen- 
tantes si a ésta no le alcanza el tiempo para adoptar una resolu- 
ción, lo que no es disparatado, dado que nosotros utilizamos los 
45 días y recién estamos terminando la consider:ción del pro- 
yecto, luego de un sesudo estudio en Comisión y en el Plena- 
rio, sobre el filo de la expiración del término. 


De acuerdo con el literal d) del inciso 72 del artículo 168 de 
la Constitución, el régimen para las dos Cámaras es el siguien- 
te: una vez vencidos los 15 días de la convocatoria a sesión 
permanente “sin que el proyecto hubiere sido expresamente 
desechado” -es decir, rechazado, lo que creo no hará la Cámara 
de Representantes- se reputará aprobado por dicha Cámara en 
la forma en que lo remitió el Poder Ejecutivo, y será comunica- 
do inmediatamente y de oficio a la otra Cámara o al Poder 
Ejecutivo, según el caso. Quiere decir que si la Cámara de 
Representantes no tuviera tiempo para pronunciarse sobre el 
proyecto remitido con modificaciones por cl Senado, y expira 
su término sin un rechazo, se consideraría aprobado el texto 
originario enviado por el Poder Ejecutivo, y así se lo tendrá que 
comunicar. De esta forma, se frustraría todo el trabajo de la 
Comisión de Hacienda y del Senado. Esta entendió que el texto 
enviado por el Poder Ejecutivo adolecía de una cantidad de 
defectos y ahora, a fuerza de modificar tanto el texto del Poder 
Ejecutivo -complicándolo con disposiciones que deben ser in- 
cluidas en el proyecto de Carta Orgánica del Banco Central y 
no dentro de éste- vamos a dificultar cl análisis que tendrá que 
hacer la Cámara de Representantes en un breve plazo que, de 
hecho, va a ser exclusivamente 30 días, por la circunstancia 
que ya anoté en el sentido de que en estos momentos se en- 
cuentra ocupada en la consideración del proyecto de Rendición 
de Cuentas, 


Por otra parte, si la otra rama parlamentaria aprobara este 
texto dentro del plazo, pero incluyéndole modificaciones, tiene 
que remitirlo nuevamente al Senado. Si en 20 días éste no 
emite un pronunciamiento expreso o insiste en su proyecto 
original, el asunto debe pasar a la Asamblea General. Con 
respecto a todas estas hipótesis, en materia de reglamentación 
de las leyes de urgente consideración, la Constitución adolece 
de evidentes vacíos, que no han sido aclarados por una práctica 
que nunca se dio ni por una doctrina que jamás estudió estos 
complejos temas. 


Entonces, si enviamos el proyecto en condiciones tales que 
la Cámara de Representantes se vea imposibililada de aprobar- 
lo en tiempo -o con complejidades tales que la induzcan a 
modificarlo- nos podremos ver en una serie de situaciones difí- 
ciles desde el punto de vista constitucional, y no vamos a estar 
coadyuvando al propósito que tiene la mayoría de este Cuerpo 
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en el sentido de que la Cámara apruebe el texto rápidamente 
dentro del término constitucional, 


Concluyo, señor Presidente, Creo que la idea central en el 
sentido de que la actividad financiera de las compañías de 
seguros debe estar bajo la supervisión del Banco Central del 
Uruguay -aunque la considero discutible desde el punto de 
vista constitucional y también la puedo objetar de hecho- pue- 
de ser establecida en el proyecto. Luego, la Carta Orgánica del 
Banco Central creará la Superintendencia y los mecanismos 
que hacen viable el control por parte de esa institución. Sin 
embargo, lo que me parece extremadamente complejo, confuso 
y que puede dar lugar a una cantidad de discusiones -sobre 
todo, en cuanto al artículo 7*- es el texto tal como está proyec- 
tado. En mi opinión, el artículo 6? -y a este respecto voy a 
formular moción- debería decir simplemente: “La supervisión 
y la fiscalización de las empresas, incluso mutuas, a que refiere 
el artículo precedente, así como de los agentes que desarrollen 
actividades de intermediación comercial en este ámbito, serán 


“ ejercidas por el Banco Central del Uruguay, en la forma que 


establezca su Ley Orgánica”. Dentro de un tiempo, se aprobará 
dicha Carta Orgánica, con la Superintendencia. O sea que ese 
sería el artículo 6%, y se suprimiría además, el complejísimo 
artículo 7". 


Nada más. 
SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: voy a formular 
una consideración inicial que ya fue planteada por el señor 
Presidente del Senado y que, efectivamente, es correcta, Exis- 
ten dificultades desde el punto de vista de la práctica legislati- 
va para trabajar en un proyecto que vino -y esta es la primera 
circunstancia- declarado como de urgente consideración, 


Crco que eso complica las cosas. Además, este proyecto de 
ley ha sido enviado luego de que ya estaba muy avanzado el 
trabajo sobre el proyecto de Ley Orgánica para el Banco Cen- 
tral. Naturalmente, todo esto generará dificultades legislativas 
y otras de carácter práctico. 


El tema es que no ha habido la suficiente prolijidad porque 
la ley de intermediación financiera fue remitida separadamen- 
te, antes de una Ley Orgánica del Banco Central. Habitualmen- 
te, estas dos leyes son consideradas en forma conjunta, si bien 
antes las leyes de intermediación financiera -que comprenden a 
los bancos y otras instituciones- eran conocidas como “Ley de 
Banco Central y Ley de Bancos”. Como es sabido, en otros 
países se trata de una sola ley, que contiene dos grandes seccio- 
nes o capítulos. 


Debemos recordar que la ley de intermediación financiera 
aprobada en el ámbito parlamentario, contenía una cantidad de 
normas que tenían que ver con lo que sería una Ley Orgánica 
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del Banco Central. Efectivamente, existen dificultades prácti- 
cas, pero ellas se pueden ir asumiendo con razonabilidad, sin 
incurrir en enfoques demasiado grotescos, aunque sí en aque- 
llos que resulten inevitables. Por ejemplo, es cierto que la crea- 
ción de una Superintendencia de Instituciones de Intermedia- 
ción Financiera, es algo más típico de una Ley Orgánica del 
Banco Central que de este proyecto de ley. 


Sin embargo, a este respecto cabe señalar que existe tam- 
bién una circunstancia práctica. Todo el mundo sabe que se 
está por aprobar una Ley Orgánica del Banco Central, que 
ahora está en marcha. Sobre todo, debemos tener en cuenta 
que, en los hechos, el Departamento de Control del Sistema 
Financiero del Banco Central del Uruguay es una Superinten- 
dencia, si bien no existe ninguna declaración legal que diga 
que ese Departamento -en función tal como aquí se afirma- es 
un órgano desconcentrado, que posee desconcentración orgáni- 
ca y funcional. El hecho de que no exista declaración legal, 
como he dicho, hace que en la práctica el Departamento tenga 
que actuar por vía de delegación interna jurídicamente discuti- 
ble. En los hechos, cada determinada cantidad de días eleva al 
Directorio unos listines en los que incluye 10, 20 o a veces 100 
resoluciones, a efectos de que aquél los apruebe en conjunto, 
Declaro que estoy hablando acerca de una realidad que comen- 
zó a darse dos años después de la creación del Banco Central, 
Quiere decir que desde esa fecha, allí funciona una Superinten- 
dencia aunque se la llama de otra manera, 


Entonces, pienso que esta norma sería mucho más ortodoxa 
para una Ley Orgánica del Banco Central si este proyecto fucra 
posterior O si no se hubiera enviado con carácter de urgente 
consideración. Confieso que realmente todavía no he logrado 
entender -y lo digo con toda sinceridad, sin intención de que a 
esta altura volvamos a discutir sobre este tema- por qué este 
proyecto ha sido enviado con esa calidad. Sin embargo, así ha 
sucedido efectivamente y no se ha planteado ninguna discusión 
acerca de si se levantará la mencionada declaración de urgen- 
cia que es la que, en última instancia, genera problemas. 


Por otro lado, creo que los textos de los artículos 6% y 7? 
contemplan adecuadamente los márgenes constitucionales. Esto, 
con excepción de los casos de sanciones, donde lo que puede 
hacer el Banco Central como Ente Autónomo es proponer al 
Poder Ejecutivo que aplique sanciones a otros Entes Autóno- 
mos. En lo que hace a todas las actividades que aparecen aquí 
descriptas, cabe señalar que el Banco ya las ejerce respecto de 
los demás Bancos del Estado. Es más; en la práctica, el Banco 
las ejerce desde antes de que se dictara la ley de intermediación 
financiera vigente. Todos sabemos que esto ha dado lugar a 
muchos problemas, ad todo a algunas pintorescas peleas 
entre Directores del Bando Central y del Banco de la Repúbli- 
ca, fundamentalmente en función de personalidades especiales 
como la que se encuentra en la Presidencia del Banco Central. 
En la época del gobierno de facto sucedió lo mismo. 


Sin embargo, actualmente, en base a las disposiciones de la 
Ley N* 13.608, el Banco Central ejerce actividades de control 
sobre la actividad financiera de los bancos estatales. Natural- 
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mente, lo que no puede hacer es suspender actos, sancionar ni 
remover directores, cosa que sí podía hacer de acuerdo con lo 
que establecía el proyecto de ley inicial de Carta Orgánica 
enviado por el Poder Ejecutivo. Ahora, esa cuestión ni siquiera 
se trata en este proyecto de ley, 


Cabe sefíalar que los literales k) y 1) del artículo 7* hacen 
referencia a sanciones a empresas aseguradoras privadas. No 
hay ninguna duda acerca de que no está hablando del Ente 
Autónomo Banco de Seguros, porque constitucionalmente no 
podría hacerlo. Puede entenderse que algunas de las normas 
establecidas en el proyecto de ley regulan, o disminuyen -si se 
quiere utilizar esa expresión- el nivel de autonomía de algunos 
Entes Autónomos estatales, que son bancos, entre ellos, el Ban- 
co de Seguros del Estado. Algo similar aparece en el proyecto 
de Ley Orgánica del Banco Central. Sin embargo, esto lo auto- 
riza la Constitución, a través del artículo 185, que establece 
que el grado de autonomía se regula por la Carta Magna y por 
la ley; precisamente, se trata del agregado que se realizó a la 
Constitución del año 1967, para bien o para mal. En lo que 
respecta a esto último, debo decir que tengo mis dudas; sin 
embargo, esto aparece en la Carta Magna. Por ello, la ley 
puede establecer medidas tendientes a nivelar, para arriba o 
para abajo, el grado de autonomía de que gozan los Directorios 
de los Entes Autónomos. 


En consecuencia, pienso que los artículos 6* y 7* tal como 
están redactados, no violan la Constitución. Además, efectiva- 
mente, desde el punto de vista de la técnica legislativa más 
deseable, están creando una superintendencia en el ámbito del 
Banco Central. Lo deseable es que eso se hiciera previamente, 
en la Ley Orgánica del Banco Central, 


Este Parlamento no es cl responsable de que este proyecto 
de ley haya venido con una declaración de urgencia, mientras 
que el otro no. Esa es una cuestión que ha superado a este 
Cuerpo Legislativo. 


Por otro lado, la creación de esta Superintendencia no es 
algo intempestivo; no estamos frente a una figura que la ley 
hace aparecer como sacada de una galera. En la práctica, esto 
está funcionando en el Banco Central desde hace mucho tiem- 
po. Quienes puedan haber sido testigos de la operativa que 
realizan los inspectores de bancos -como se los llamaba anti- 
guamente- que en realidad son inspectores de empresas de in- 
termediación financiera; quienes hayan podido observar todo lo 
relacionado con los informes, con la tarea que realiza la geren- 
cia -que elabora todas las decisiones- se habrán dado cuenta de 
que lo que se está haciendo es otorgar un marco jurídico a una 
práctica que se está llevando a cabo en el Banco, a través de 
una especie de legalización por medio de la aprobación de 
listas o resoluciones que ya fueron tomadas en una gerencia o 
subgerencia general que dirige el Departamento de Control del 
Sistema Financiero. 


En consecuencia -y reconociendo que hubiera sido más pro- 
lijo desde el punto de vista legislativo crear la Superintenden- 
cia primero en la Carta Orgánica- me parece que no se corre 
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ningún riesgo en la vida normal de la legislación si se aprueban 
los artículos tal como están redactados. Quizás sería conve- 
niente que en el inciso primero del artículo 6? en lugar de 
hablar de “Superintendencia de Instituciones de Intermediación 
Financiera”, se dijera: “Una Superintendencia de las institucio- 
nes tratadas en este capítulo”, cosa que más tarde recogería la 
Carta Orgánica del Banco Central. 


Por su parte, el inciso tercero del artículo 6* debería comen- 
zar expresando: “Las resoluciones de dicha Superintendencia”, 
a los efectos de que no se piense que a través de este proyecto 
de ley nos estamos adelantando a una creación. Por lo tanto, se 
debe hablar de una Superintendencia, ya que luego la Carta 
Orgánica del Banco Central no va a crear otra, sino que segura- 
mente va a decir que ésta pertenece a la única que puede haber 
allí. 


En definitiva, los artículos tal como figuran ya que han sido 
prolijamente estudiados en la Comisión y no implican una vio- 
lación a la Constitución, deberían ser aprobados como viencn 
redactados, pues no provocarán una distorsión legislativa en el 
país. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ . - ¿Me permite una intc- 
rrupción? 


SEÑOR KORZENIAK. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Puede 
interrumpir el señor Presidente del Senado. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Señor Presidente: deseo 
expresar que “sotto voce” le preguntaba al señor Senador Gren- 
no -en su calidad de ex Presidente del Banco de Seguros del 
Estade y ex integrante de su Directorio en el período anterior- 
si esa situación de hecho de que hablaba el señor Senador 
Korzeniak se daba respecto al Banco de Seguros del Estado, 
porque precisamente éste decía que en la estructura interna del 
Banco Central, ya en el segundo año de su funcionamiento, el 
pan nuestro de cada día era la supervisión de las instituciones 
financieras, es decir, el control por parte del Banco Central, y 
el enfrentamiento con otros entes, por esa causa. 

El señor Senador Grenno me expresa que en los años en 
que él estuvo en el Banco de Seguros nunca ocurrió tal cosa, es 
decir que el Banco Central del Uruguay jamás controló a ese 
organismo sino que, tal como constitucionalmente corresponde, 
esc cómtrol lo ejerció hasta ahora exclusivamente el Poder Eje- 
cultivo por intermedio del Ministerio de Economía y Finanzas. 


+ 
... 


Por otra parte, deseo señalar que con respecto al artículo 
185 de la Constitución, en parte es exacto lo que ha dicho el 
señor Senador Korzeniak, con la puntualización de que lo que 
permite ahora dicha Carta es que el grado de descentralización 
no esté sólo fijado en ella sino que también lo determine la ley. 
Sin embargo, como lo sabe mejor que yo el señor Senador 
Korzeniak, la descentralización refiere a una relación entre la 
Administración de que se trate -es decir, la empresa pública, cl 


CAMARA DE SENADORES 


5 de Agosto de 1993 


ente descentralizado o como se le quiera llamar- y el Poder 
Ejecutivo, En realidad, supone la ruptura del vínculo jerárqui- 
co, con mayor intensidad en el caso del Ente Autónomo y con 
una menor en el Servicio Descentralizado. Pero esa variabili- 
dad del grado de descentralización, en cuya determinación tam- 
bién puede intervenir la ley, no quiere decir que se pueda 
someter a un Ente Autónomo al control de otro. Todos estos 
están a la misma distancia del Poder Ejecutivo en cuanto a la 
quiebra del vínculo jerárquico, es decir que todos tienen el 
mismo grado institucional y, reitero, no puede haber uno que 
controle a otros. Esto no tiene nada que ver con la descentrali- 
zación y sería someter a un Ente Autónomo a una tutela que la 
Constitución no permite, porque no hay otra posibilidad que la 
que ejerce el Poder Ejecutivo, con mayor o menor intensidad. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Puede 
proseguir el señor Senador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK, - Señor Presidente: advierto que 
discrepo radicalmente con lo último que acaba de expresar el 
señor Presidente del Senado. Es cierto que una definición ini- 
cial de la descentralización implica un descenso de poder del 
Poder Ejecutivo hacia un organismo con la sustitución del vín- 
culo jerárquico por el del control. Sin embargo, en el Uruguay 
ni en ninguna parte del mundo se entiende que un organismo 
como el Banco Central no puede controlar la actividad finan- 
cicra de otros Entes típicos, tales como los bancarios, y hablo 
de los de intermediación financiera. Lo que sucede, con res- 
pecto al Banco de Seguros del Estado, es que tradicionalmente 
ha sostenido que no ejerce intermediación financiera. Así lo 
consideraban los viejos Directorios de dicha Institución para 
evitar el control del Consejo Honorario del Departamento de 
Emisión, teniendo varios encontronazos por esa razón. En la 
picaresca de las autonomías del Uruguay, todo el mundo sabe 
que los Entes Autónomos no tienen el mismo grado de descen- 
tralización. Naturalmente, tienen diferencias porque la autono- 
mía se mide -como es sabido- por la cantidad de poderes y por 
la intensidad inversamente proporcional de los contralores, Por 
ejemplo, ANCAP tiene más contralores que el Banco de la 
República en materia de fijación de tarifas. Por lo tanto, el 
grado de autonomía del primero, en ese caso específico, es 
menor que el de este último. En ese sentido, podemos encon- 
trar muchos casos concretos en los cuales las leyes les van 
fijando distintos grados de autonomía. Naturalmente, hay un 
grado global, de acuerdo con lo que determina la Constitución 
del 67 y que la Ley puede graduar, 


El Banco de Seguros tradicionalmente se negaba a los con- 
tralores del Banco Central y asimismo a los del Departamento 
de Emisión del Banco de la República que anteriormente tenía 
esas mismas funciones. Lo mismo ha hecho el Banco de la 
República y el Banco Hipotecario del Uruguay. Se trata de un 
tema propio del folclore de nuestros Directorios que, a veces, 
es sano y otras trasluce las personalidades de otros. 


Hace mucho tiempo que en nuestro país se ha dirimido este 
tema. Precisamente, desde la última Ley de Intermediación 
Financicra, todos han cstado de acuerdo en que no se pueden 
aplicar sanciones. A vía de ejemplo, si el Banco Hipotecario 
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del Uruguay entendiera que otro Ente está invadiendo sus com- 
petencia, se lo hace saber al Poder Ejecutivo y le pide que 
ejerza su poder sancionatorio, suspenda actos, etcétera. Segura- 
mente, esa será la solución que quedará, en definitiva, en la 
Carta Orgánica del Banco Central y no la que venía en la 
propuesta, en la cual se permitía sancionar. Este es un tema que 
se ha estudiado hace muchos años, aunque no ha existido la 
posibilidad de ejercer dichos controles. Sin embargo, en algu- 
nos casos se hacen, mientras que se discute en otros. Por ejem- 
plo, en el caso de las empresas que manejan tarjetas de crédito 
se continúa discutiendo si realizan O no actividades de interme- 
diación financiera. Al respecto, hay una discusión, no dirimida 
por las leyes, que se prolonga desde hace 30 años. En ese 
sentido, se ha elaborado una gran cantidad de informes, dictá- 
menes y, a veces, sentencias. 


De modo que si se propone la tesis de que un Ente Autóno- 
mo, en las materias propias de su competencia, no puede ejer- 
cer contralores sobre otros -ya que no se trata de un problema 
de jerarquía sino de especialización de funciones y de materia 
de sus competencias- habrá que reformar la Ley de Intermedia- 
ción Financiera aprobada hace un tiempo, así como modificar 
todo lo que se ha actuado respecto al proyecto de Carta Orgáni- 
ca del Banco Central. Por lo tanto, se plantearía una incon- 
gruencia porque, por un lado, se trataría una ley de urgencia, 
dejando las cosas tal como las propone el Poder Ejecutivo y, 
por otro, al aprobar la Carta Orgánica del Banco Central, en 
virtud de discrepancias con la propuesta de que un organismo 
autónomo pueda controlar a otro en la materia de sus compe- 
tencias, estaríamos echando abajo todo el proyecto. Entonces, 
haríamos una especie de “mélange” poco congruente de dispo- 
siciones legales. 


Concluyo reconociendo que la prolijidad legislativa de la 
que el Parlamento y el Poder Ejecutivo, por haber enviado esto 
como ley de urgencia, son responsables hubiera hecho más 
deseable que primero se creara la Superintendencia, con lo que 
no estaríamos violando la Constitución y trabajaríamos sobre 
bases prácticas más o menos conocidas por todos. 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Tiene la 
palabra el señor Senador, 


SEÑOR ASTORI. - Señor Presidente: de hecho, ya se ha 
ingresado en la discusión conjunta de los artículos 6? y 7*, lo 
que no me parece mal, pues conforman una unidad con el 5?, 


Comienzo por insistir en algo que solicito sea tenido en 
cuenta. Sobre este tema se ha reflexionado detenida y profun- 
damente en el seno de la Comisión de Hacienda integrada con 
la de Constitución y Legislación. 


Le hemos dedicado mucho tiempo y cuidado hasta los mati- 
ces con que se dicen las cosas. También hemos contado con el 
permanente asesoramiento del Directorio del Banco Central del 
Uruguay, lo cua] nos da la suficiente convicción y solidez des- 
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de este punto de vista respecto a las disposiciones que aquí se 
proponen. 


Entonces, lo que deseo expresar es que, de acuerdo con lo 
que señalaba el señor Senador Korzeniak hace unos momentos 
y no siendo éste el trámite legislativo ideal para un asunto de 
esta naturaleza -no es la primera vez que ocurre, ni será la 
última- en mi modestísima opinión lo que importa aquí funda- 
mentalmente, es la idea central en juego: que este proyecto de 
ley no se apruebe, sin que se prevea un adecuado mecanismo 
de control de las compañías de seguros. Ese es el tema. Si está 
aquí o no el Banco de Seguros, es un asunto menor -aclaro que 
lo digo, por supuesto, respetando opiniones discrepantes- pues- 
to que esta institución no va a poder ser sancionada. Lo que 
importa es que exista un control sobre todas las compañías que 
luego de aprobado este proyecto de ley no sólo van a continuar 
cumpliendo con la actividad que desarrollan, sino que van a ir 
mucho más allá, si es que lo desean. Este control, en nuestro 
país y en la realidad sobre la que estamos trabajando, sólo lo 
puede ejercer el Banco Central del Uruguay. Podríamos dar 
nombres y apellidos, citar personas de carne y hueso, como he 
dicho tantas veces, que son las únicas capaces de realizar un 
control de este tipo y que, por alguna causa que no vamos a 
explicar ahora porque sería muy extenso hacerlo y, además, 
innecesario, están trabajando en el Banco Central y forman 
parte de su historia. Actualmente, en nuestro país, no hay nadie 
fuera de ese organismo que esté capacitado para ejercer esa 
función. 


Es un peligro, pues, que en aras de corregir un trámite 
legislativo desprolijo, este proyecto de ley se apruebe sin esta- 
blecer el debido control, Eso es lo que debemos evitar, y de ahí 
la existencia de los artículos $%, 6? y 72, 


Puedo aceptar -por qué no- que hasta ahora el Banco Cen- 
tral no haya controlado al Banco de Seguros. Con todo respeto 
digo que, habida cuenta de la dirección de aquél, es un proble- 
ma que no se haya hecho ese control, Es más; creo que le va a 
hacer bien que lo controle el Banco Central, entre otras cosas, 
porque tal vez de ese modo no cometa los errores en que ahora 
está incurriendo y que hemos planteado en Sala sin que hasta el 
momento se nos haya dado una respuesta. Estamos hablando de 


- cosas que existen, de groseras equivocaciones. Reitero que ad- 


milo que se nos diga que hasta ahora el Banco Central no ha 
controlado al Banco de Seguros; eso es malo y no bueno. Creo 
que debe hacerlo, sin posibilidad sancionatoria. Es más; lo 
debe controlar desde el punto de vista de lo que se establece en 
el artículo 7%, que ha sido debidamcnie estudiado respecto a 
cualquier compañía de seguros, incluyendo al Banco de Segu- 
ros del Estado. 


¡Cómo no vamos a poder pedir a una compañía de seguros 
que publique sus balances en fecha y que brinde información a 
la sociedad! Esto es algo que hasta ahora no lo ha hecho el 
Banco de Seguros, a pesar de que es lo que corresponde, 
¡Cómo no vamos a poder dictaminarle a una empresa de 
seguros -sobre todo si es privada- que establezca el régimen 
informativo contable a que debe ceñirsc! ¡Cómo no vamos a 
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decir que el Banco Central controlará todo proceso de fusión, 
de absorción y de transferencia de acciones, cuando todos sabe- 
mos qué ha ocurrido en nuestro país en este sentido! 


¿Por qué decía que esto no es lo ideal? Porque lo ideal 
hubiera sido que previamente se aprobara la Carta Orgánica del 
Banco Central; pero aún no sabemos cuándo sucederá esto. 
Mientras tanto, el proyecto de ley que hoy tenemos a conside- 
ración quedará sancionado aproximadamente en 30 días. 


No quiero, señor Presidente, que esta ley de desmonopoli- 
zación deje al mercado de seguros sin control; por esa razón 
defiendo estos artículos que, repito, han sido profunda y deteni- 
damente estudiados. Por otra parte, no debemos olvidar que en 
su elaboración contamos con el asesoramiento de los que saben 
y dominan esta materia. Precisamente, los únicos que la cono- 
cen se desempeñan en el Banco Central, no precisamente ocu- 
pando los sillones de sus directores, sino en los lugares donde 
deben estar: aplicando a diario estas funciones y sabiendo más 
que nadie en el país sobre estos temas. Es por ello que me 
siento tranquilo al asignarle esta función al Banco Central, 
porque sé que es el único que la puede ejercer bien, como lo ha 
hecho siempre, porque si algo hay que defender cn nuestro país 
respecto a esta institución es, justamente, cl buen cumplimiento 
de este tipo de tareas. 


Insisto en que no es la primera vez que esto sucede. El año 
pasado sostuvimos en el seno de este Cuerpo que aprobar” la 
Ley de Intermediación Financiera antes que la Carta Orgánica 
del Banco Central era una desprolijidad -tan grande o mayor 
que ésta- puesto que estábamos instaurando algo sin que el que 
debía aplicarlo tuviera siquiera Carta Orgánica. Este también 
es un trámite legislativo no ideal. Por eso decía que no es la 
primera vez y tampoco scrá la última; ojalá fuese la última. 


Dado que todos sabemos que la aprobación de la Carta 
Orgánica del Banco Central todavía va a demorar algún tiempo 
más, pido que tengamos la plena certeza de que esta ley no se 
apruebe sin tener controles, 


Me parece que esta es una propuesta medida, porque no 
ingresa en detalles, Por ejemplo, hay que decir que la Superin- 
tendencia va a funcionar en régimen de autonomía técnica, 
operativa y de desconcentración, y también que fas resolucio- 
nes pueden ser impugnadas por el recurso de revocacions jerár- 
quicas, Si se señala esto, también habrá que decir qué es lo que 
puede hacer la Superintendencia puesto que, de lo contrario, 
esto será tierra de nadie y seguramente ocurrirán cosas que 
nadie desea. 


Haciéndome cargo de que, de hecho, a la Cámara de Repre- 
sentantes le queda menos plazo que al Senado, como expresó el 
señor Presidente, de nosotros depende asesorar a nuestros com- 
pañeros con el estudio que tanto tiempo nos insumió. Concreta- 
mente, en lo que respecta a nuestro sector político, declaro que 
ya hemos informado a nuestros compañeros de la Cámara de 
Representantes sobre esto, y seguramente lo estarán mucho 
más cuando se aprucbe en el Senado este proyecto de ley, 
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Quiere decir que les vamos a adelantar trabajo, y parto de la 
base de que cada sector hará lo mismo con sus colegas. 


En consecuencia, no me parece un argumento de recibo 
decir que la Cámara de Representantes dispondrá de menos 
tiempo y que la vamos a poner en un aprieto. Cronológicamen- 
te tendrá menos tiempo, pero el volumen de trabajo dependerá 
de nosotros, de que sepamos poner a su servicio lo que hemos 
hecho en el Senado. En definitiva, nuestro trabajo es capital 
acumulado para ellos. 


No es mi intención extenderme más en esto, y dado que el 
señor Senador Korzeniak ya ha expuesto -creo que con contun- 
dencia- los argumentos desde la perspectiva jurídica, finalizo 
aquí mi exposición sobre estos artículos, 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Tiene la 
palabra el señor Senador, 


SEÑOR CASSINA. - Señor Presidente: no voy a reiterar 
los argumentos de orden constitucional que ha dado el señor 
Senador Korzeniak, porque los comparto. No obstante, agrego 
que en la actualidad y conforme a la ley, que obviamente, ha 
restringido la autonomía de que antes gozaban los Bancos de la 
República e Hipotecario -lo cual resulta de la existencia misma 
de un Banco Central- el Banco Central controla y regula las 
actividades de estos dos organismos. Entonces, no debemos 
asustamos de que en el futuro pase a controlar y a regular al 
Banco de Seguros, porque las leyes de intermediación financie- 
ra, particularmente la última que corrige y modifica el decreto- 
ley N* 15.322, establecen claramente las facultades del Banco 
Central al respecto. Lo único que no posee, porque así lo deci- 
dió el Parlamento -creo que esto fue bueno- son potestades 
sancionatorias sobre los bancos del Estado, que tampoco con- 
tiene este proyecto de ley. Conforme a la Constitución y a la 
ley -me remito al artículo 185 de la Constitución de la Repúbli- 
ca- se pueden determinar diferencias en el grado de autonomía 
de los Entes Autónomos -esto es muy claro- a partir de la 
Constitución de 1967. 


Con cl maestro Jiménez de Aréchaga, aprendí la distinción 
clásica -antes de la Constitución de 1967- entre Entes Autóno- 
mos y Servicios Descentralizados, que recogía de una magnífi- 
ca lección de Derecho Público dada por el doctor Carbajal 
Victorica, profesor de Derecho Administrativo, en el Parla- 
mento, actuando como Ministro del Interior del Presidente Amé- 
zaga durante una interpelación. Ahora esa situación no se da 
porque la Constitución fue modificada en 1966 y, entonces, la 


* ley puede cambiar cl grado de autonomía de los Entes Autóno- 


mos. En el caso de los bancos, es claro que estén sujetos a la 
regulación del Banco Central. Además, es natural que así sea, 
en la medida en que hay un Banco Central. Sí no, no tendría 
sentido la existencia de dicho organismo, salvo que no hubicra 
bancos del Estado, idea que aquí nadie postula. 
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SEÑOR ZUMARAN. - Creo que puede haber algunos. 
SEÑOR CASSINA. - Ese no es mi caso. 
SEÑOR ZUMARAN. - Tampoco el mío. 


SEÑOR CASSINA, - Señor Presidente: claro que sería de- 
seable que ya tuviéramos una Carta Orgánica del Banco Cen- 
tral, pero no la tenemos y recién estamos trabajando en ella, Si 
bien no sé cuándo se aprobará, considero que el Senado le dará 
un trámite más o menos diligente porque ha sido muy bien 
estudiada en Comisión, aunque podría ocurrir que hubiera dis- 
crepancias. Lo que no sé es cuánto tiempo va a demorar la 
Cámara de Representantes en aprobar este proyecto de ley o 
quizás introducirle modificaciones. Mientras tanto, parece cla- 
ro que, este proyecto que estamos considerando por tratarse de 
un proyecto de ley con carácter de urgente consideración, será 
sancionado dentro de un plazo breve. Entonces, esta iniciativa 
no puede aprobarse si no se crea una Superintendencia con una 
regulación mínima, Como a nuestro juicio debería tratarse de la 
misma Superintendencia que existe para los llamados bancos 
en el sentido estricto, habría que darle una regulación parecida 
a la que estamos proyectando para la Superintendencia de las 
Instituciones de Intermediación Financiera en la Carta Orgáni- 
ca del Banco Central, Sería un riesgo que nos remitiéramos a la 
Superintendencia que se cree en la Carta Orgánica del Banco 
Central, la que no sabemos cuándo se sancionará, aunque sí 
sabemos que este proyecto de ley lo estará, con uno u otro 
texto, dentro de 45 ó 50 días. 


Por lo tanto, no tenemos otro remedio que establecer algu- 
nas regulaciones claras al respecto y considero que las que se 
proponen son moderadas, suficientes y no van más allá de lo 
razonable. Quisiera leerlas detenidamente, para que los señores 
senadores vean que si las interpretamos con sentido común, la 
mayoría de estas disposiciones -las del artículo 7”- no se apli- 
can al Banco de Seguros. 


El literal a) expresa: “dictar normas genéricas de pruden- 
cia...”, etcétera; obviamente, se aplica y es bueno que así sea, 
El literal b), “habilitar su instalación, una vez autorizadas por 
el Poder Ejecutivo”; no se aplica, porque el Banco de Seguros 
está habilitado por ley, y sólo por ley se puede modificar o 
eliminar. 


El literal c) que habla"de “autorizar la apertura de depcn- 
dencia de empresas ya instaladas”, para el Banco de Seguros 
no rige, porque exista una ley que lo faculta a establecer depen- 
dencias, inclusive en el exterior. El literal d), “emitir opinión 
sobre los proyectos de fusiones, absorciones y toda otra trans- 
formación”; tampoco rige para el Banco porque cualquicra de 
estas operaciones relacionadas con este Organismo requieren 
de una ley y no alcanza la autorización de la Superintendencia, 
la del Banco Central ni la del Poder Ejecutivo, es decir que 
esto no refiere al Banco de Seguros. El literal e), “autorizar la 
transferencia de acciones de las empresas organizadas como 
sociedades anónimas”; obviamente no se refiere al Banco de 
Seguros, porque es una empresa pública y no una sociedad 
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anónima. El literal £), “aprobar los planes de recomposición 
patrimonial o adecuación”; difícilmente se aplique al Banco de 
Seguros, porque para ello se requeriría de una ley. El literal g), 
“requerirles información con la periodicidad y bajo la forma 
que juzgue necesaria”, etcétera, sí se aplica y es conveniente 
que así se haga, tal como acaba de explicar el señor Senador 
Astori. El literal h), “establecer el régimen informativo-conta- 
ble al que deberán ceñirse”; se emplea, lo que es bueno. El 
literal i), “reglamentar la publicación periódica de sus estados 
contables y otras informaciones”; ¡vaya si será bueno que se 
aplique en relación con el Banco de Seguros! Con respecto a 
este tema, sus actuales autoridades nos han expresado que exis- 
ten balances atrasados en varios años y no por su responsabili- 
dad, El literal j), “realizar un seguimiento permanente a efectos 
de verificar su situación económico-financiera y su cumpli- 
miento de las normas vigentes”; se debe aplicar, porque es 
correcto. Los últimos tres literales, no se aplican porque son 
para las empresas privadas, y así se dice expresamente cuando 
se establece en literal k): “aplicar observaciones, apercibimien- 
tos y multas a empresas privadas”. El literal 1) establece “pro- 
poner al Directorio la aplicación, a los mencionados infracto- 
res”; obviamente, se trata de las empresas privadas; y el literal 
m), que habla de: “resolver la instrucción de sumarios condu- 
centes a comprobar la responsabilidad de las personas que pue- 
dan ser pasibles de las multas o inhabilitaciones previstas”, 
también se refiere a las empresas privadas y no al Banco de 
Seguros. 


Por lo tanto, creo que no debemos darle a este asunto una 
trascendencia que no tiene. De las nórmas necesarias para las 
empresas privadas, muy pocas se pueden aplicar al Banco de 
Seguros; las que sí se pueden, es razonable que se apliquen. 


Finalmente, debo decir que quienes nos hemos opuesto a 
que esta fuera una ley de urgencia, es decir, los que votamos 
por levantar la declaratoria de urgencia, no tenemos la respon- 
sabilidad de que la Cámara de Representantes cuente con tan 
poco tiempo. También declaro que, así como deseo que se. 
levante la declaración de urgencia -quizás lo haga la Cámara 
de Representantes y ojalá que así sea, porque este es un tema 
muy delicado para legislarlo en estas condiciones- tengo más 
confianza en los señores representantes que la que parecen 
tener algunos colegas. 


SEÑOR RICALDON!. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR RICALDONI. - A pesar de que no comparto una 
parte de la fundamentación del señor Presidente del Senado en 
cúanto al no control o a la inconstitucionalidad de un even- 
tual control del Banco de Seguros por parte del Banco Cen- 
tral -luego explicaré por qué- quiero señalar que me parece que 
son dignos de reflexión otros argumentos que ha manifestado, 
en el sentido de que deberíamos suprimir el casuismo que re- 
sulta de la combinación de los artículos 6? y 7% de este proyecto 
de ley. 
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Digo esto, aclarando en primer lugar, que he votado este 
artículo en Comisión, pero me parece que si existen argumen- 
tos en Sala que me hagan cambiar de opinión, mal puedo se- 
guir sosteniendo mi posición anterior. Me sucede algo que, al 
parecer, no le ocurre a los otros integrantes de la Comisión, en 
cuanto me parece que deberíamos reflexionar sobre lo que ha 
planteado el señor Presidente del Senado. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ, - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Tiene la 
palabra el señor Presidente del Senado. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - En la intervención ante- 
rior, acabamos de escuchar -entre Otras expresiones- que no 
debemos darle al artículo 7% más importancia de la que tiene, 
porque la mayoría de sus disposiciones no serían aplicables al 
Banco de Seguros del Estado, lo que es opinable, 


Quiero expresar -parafraseando al señor Senador Cassina- 
que con este asunto de que en el futuro haya una Superinten- 
dencia de Seguros ubicada en el Banco Central del Uruguay no 
hagamos una cuestión de magnitud extraordinaria, porque pare- 
cería que la ley fuese a entrar en vigencia en el día de mañana, 
como si en ese momento se terminara el monopolio y se llenara 
de instituciones que vinieran de todos los puntos del planeta a 
usufructurar la libertad que en esta materia queremos restable- 
cer y que no quieren los que se oponen a lo que nosotros 
decimos con respecto a los artículos 6* y 7”, 


En infinidad de intervenciones se nos ha dicho que leamos 
todo el proyecto en su conjunto, que veamos que tiene coheren- 
cia, que no olvidemos que estamos mirando el artículo tal, pero 
más adelante viene el artículo cual, que está relacionado con el 
primero. Considero, entonces, que debemos leer el proyecto en 
su conjunto y analizar fo que expresa el artículo 12, que se 
refiere a la entrada en vigencia del mismo. Hay que combinarlo 
con el artículo 3% que votamos con ta modificación propuesta 
por el señor Senador Pereyra. 


Si nos preguntamos cuál es el artículo medular de este pro- 
yecto, veremos que es el 1%, porque es el que deroga el mono- 
polio, ya que, mientras éste no se dcrogue todo sigue como 
está, El artículo 12 dice: “El artículo 1* de la presente ley 
entrará en vigencia a partir de los 180 (ciento ochenta) días de 
dictada la reglamentación 4 que se refiere el artículo 3* de la 
misma”. Es decir, no a los 180 días de la entrada en vigencia 
de la ley, sino a los 180 días de dictada la reglamentación. 
Evidentemente, hay un primer plazo en el artículo 3? en el que 
el Poder Ejecutivo debe reglamentar la actividad de seguros y 
de reaseguros y de todas las empresas que la ejercen. 


Por la complejidad del tema y como tradicionalmente ocu- 
rre en nuestro país, cabe presumir que la reglamentación no se 
va a dictar el día 1%, ni el 30 ni el 60 sino, con suerte, el día 
180. Generalmente, los plazos que se fijan en las leyes para que 
el Poder Ejecutivo dicte las reglamentaciones -por éste y, la- 
mentablemente, por todos los Poderes Ejecutivos- no se cum- 
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plen. Pero supongamos que con este plazo no va a ocurrir eso, 
O sea que hay 180 días para que se dicte la reglamentación y 
luego, 180 días más para que entre en vigencia el artículo 1, 
Es decir que se cuenta con un año, pero no a partir de hoy, sino 
luego de que esta ley se sancione y sea promulgada por el 
Poder Ejecutivo. La Cámara de Representantes tiene 45 días 
más y luego el Poder Ejecutivo cuenta con diez días para 
promulgarla. Es decir que en el mejor de los casos se demorará 
dos meses para que esta ley sea promulgada por el Poder Eje- 
cutivo. Después se cuenta con un año más. Ante estos plazos, 
algunos señores senadores se expresan como si se nos vinicra 
un cataclismo, porque suponen que la ley entrará en vigencia 
sin que se haya creado la Superintendencia de Instituciones de 
Intermediación Financiera. Áseguramos que sí va a existir, por- 
que en ese momento ya se habrá aprobado la Ley Orgánica del 
Banco Central, Entonces, ¿qué apuro tenemos si, en lo sustan- 
cial, esta ley no entrará en vigencia en menos de catorce me- 
ses? Se está actuando como si mañana se fuera a producir en el 
país un caos en la actividad de los seguros, en lugar de regla- 
mentarse lo que es propio de la Carta Orgánica del Banco 
Central en ella y no en una ley sobre desmonopolización de los 
Seguros. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Puede 
continuar el señor Senador Ricaldoni. 


SEÑOR CASSINA. - ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR RICALDON!I. - Señor Presidente: antes de conce- 
der una interrupción al señor Senador Cassina -y aclaro que 
será la última, porque no dispongo de más tiempo- quiero 
señalar lo siguiente. 


He insistido en forma casi exagerada sobre lo que expresa 
el artículo 27 de la Ley N* 15,322 que, si los señores senadores 
me disculpan, volveré a citar por octava o novena vez. Dice 
asf: “El Banco Central del Uruguay podrá reglamentar y con- 
trolar la actividad financiera de las empresas de seguros”. Como 
todos sabemos, acabamos de votar una norma que, aunque 
parece innecesario decirlo, ha reforzado la idea y la postura de 
que las empresas aseguradoras e incluso el Banco de Seguros 
del Estado son instituciones de intermediación financiera. No 
obstante, creo que los argumentos de orden práctico que ha 
señalado el señor Presidente del Senado acerca de la ley de 
urgencia y la eventualidad de que puedan introducirse modifi- 
caciones en la otra Cámara -que serán menores, en la medida 
en que no introduzcamos elementos polémicos en el proyecto 
de ley- así como el riesgo de terminar empantanándonos con 
un pronunciamiento ficto del Parlamento que termine en que 
un proyecto de ley que todos consideramos que no era el más 
adecuado -el del Poder Ejecutivo- tome finalmente rango legal, 
me hacen meditar sobre este tema. No creo contradecirme si 
digo que argumentos que no se escucharon en la Comisión, 
pero sí se pronunciaron en Sala, me hacen cambiar el punto de 
vista. No es la primera vez que esto me ocurre y, por fortuna, 
en el futuro me seguirá ocurriendo. A mi juicio la incorpora- 
ción de estas normas se adelanta a una Carta Orgánica dc) 
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Banco Central. Además, no tenemos la seguridad de que lo que 
diga la Comisión y luego proponga al Senado, sea aprobado 
finalmente. Aunque creemos que esto va a ocurrir, ¿quién nos 
garantiza que, en uso de sus competencias, la Cámara de Re- 
presentantes no le introduzca otras modificaciones y, entonces, 
nos estemos adelantando, extrayendo de la gran labor que ha 
efectuado la Comisión para terminar quizás con una contradic- 
ción de textos inconveniente? Además, señor Presidente, ya 
hay normas legales vigentes que permiten estos controles y que 
voy a citar, por su orden. Por ejemplo, el artículo 2* de la Ley 
N? 15.322 de Intermediación Financiera dice textualmente: “Las 
instituciones estatales que por la índole de sus operaciones 
queden comprendidas en esta ley, estarán igualmente sujetas a 
sus disposiciones, a los reglamentos y a las normas generales e 
instrucciones particulares que dicte el Banco Central del Uru- 
guay”. Es decir que sin necesidad de aprobar normas adiciona- 
les, el Banco de Seguros por la ley vigente sigue estando some- 
tido a estos contralores que estamos reclamando y que quere- 
mos incorporar en el proyecto de ley. 


El tercer inciso del artículo 15 de la Ley N* 15.322 expresa: 
“Con respecto a las instituciones comprendidas en el artículo 2? 
de la presente ley, el Banco Central del Uruguay podrá ejercer 
las mismas facultades señaladas en el presente artículo y en el 
anterior, limitadas a la actividad de intermediación financiera, 
sin perjuicio de las que correspondan a los órganos constitucio- 
nales de control de su gestión financiera”. Esta disposición 
figura en el Capítulo IV, titulado “Control, Orientaciones en el 
Funcionamiento, Limitaciones y Prohibiciones”. Si esto fuera 
poco, señor Presidente, vuelvo a citar -y le prometo que por 
última vez- el artículo 27 de la Ley N* 15,322: “El Banco 
Central del Uruguay podrá reglamentar y controlar la actividad 
financiera de las empresas de seguros”. 


Esto quiere decir que nada obsta a que, cuando en definitiva 
se apruebe la nueva Carta Orgánica del Banco Central -que 
actualmente, posee, pero la mayoría de cuyos artículos pertene- 
cen a la Carta Orgánica del Banco de la República- puedan 
hacerse otras modificaciones si el Parlamento lo estima perti- 
nente. Mientras tanto, el control se hará a través de las disposi- 
ciones legales que he citado. Debemos señalar que aquí no está 
en juego ningún riesgo de que escapen al contralor aquellas 
empresas de seguros que vengan a actuar, tampoco corre ries- 
gos el Banco de Seguros del Estado en ningún sentido que se 
pueda imaginar. , 

Concedo con mucho gusto la interrupción que me solicitara 
el señor Senador Cassina, aunque con visible retraso, por el que 
le pido disculpas. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Puede 
interrumpir el señor Senador. 


SEÑOR CASSINA. - Señor Presidente: deseo señalar -no 
tengo más remedio que mencionar al señor Presidente del Se- 
nado porque él me aludió cuando le solicitó una interrupción al 
señor Senador Ricaldoni- que quien habla no anunció ningún 
cataclismo si no se aprueba la superintendencia de las institu- 
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ciones de intermediación financiera. Por lo tanto, que no se me 
atribuya lo que no manifesté, Expresé si que sería gravemente 
inconveniente que sin Carta Orgánica del Banco Central, con 
una ley de desmonopolización de seguros que regirá dentro de 
un año, pero que debe empezar a ser reglamentada desde ahora, 
no tenga una superintendencia debidamente estructurada por la 
ley, Se trata de dos cosas diferentes; esta ley puede entrar a 
regir dentro de un año en lo que tiene que ver con la desmono- 
polización y ojalá que podamos extender los plazos de transi- 
ción de acuerdo, por ejemplo, a la propuesta que ya conocemos 
del Movimiento Nacional de Rocha, que vamos a votar. En 
todo caso, la ley igualmente entrará en vigencia a partir de su 
promulgación por el Poder Ejecutivo y el mercado de seguros, 
aún inexistente en los aspectos de libertad absoluta, por no 
regir todavía la desmonopolización, tiene que empezar a ser 
regulado. Para ello, es necesario que el Banco Central tenga 
una superintendencia. Si no decimos nada al respecto o hace- 
mos alguna referencia genérica, corremos el ricsgo de necesitar 
una superintendencia y no tener sancionada una Carta Orgáni- 
ca. Como dije antes, nadie puede tener la seguridad de cuando 
estará promulgada la ley referente a la Carta Orgánica del 
Banco Central, Ni siquiera sabemos cuándo estará sancionada 
por el Senado, a pesar de que ya ha terminado el trabajo -largo, 
extenso y a mi juicio muy completo, y perdóneseme la inmo- 
destía de nuestra parte- de la Comisión. Entonces, precisamos 
tener regulaciones mínimas, ya que esta ley va a entrar en 
vigencia, repito, a partir de su promulgación por el Poder Eje- 
cutivo, aunque la desmonopolización rija después. 


Creo haber señalado con bastante claridad que de las trece 
atribuciones y poderes jurídicos que se le dan a la superinien- 
dencia, sólo seis son aplicables al Banco de Seguros del Esta- 
do, y parecen elementales y razonables. En cuanto al argumen- 
to que mencionaba hace un momento el señor Senador Rical- 
doni sobre la vigencia de normas en la Ley de Intermediación 
Financiera y su entendimiento de que las mismas son suficien- 
tes al respecto, expreso que en ella se dan facultades al Banco 
Central. Sin embargo, aquí hay deberes para el Banco Central, 
lo que no es una diferencia menor, en términos generales. 


Por lo tanto, reitero la necesidad -y sin anunciar ningún 
cataclismo- de aprobar el texto tal como viene de Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Puede 
continuar el señor Senador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONI. - Señor Presidente: con respecto a la 
preocupación final del señor Senador Cassina en el sentido de 
que aquí se le consagran obligaciones de contralor al Banco 
Central a través de la superintendencia que se crearía, debo 
decir que queda salvada si este artículo tiene la redacción que 
voy a proponer a continuación. 


Si en estas normas expresas no pueden ser controladas las 
empresas aseguradoras estatales o no estatales -lo que creo 
equivocado- entonces, el argumento debería extenderse para 
sostener que en la Carta Orgánica que se va a poner a conside- 
ración del Parlamento, no hay control sobre los bancos y las 
casas bancarias en el país. Sin embargo, existe, y al respecto 
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todos hemos elogiado permanentemente la labor de los funcio- 
narios del Banco Central. Por ejemplo, se lo he escuchado 
decir hace un momento al señor Senador Astori, juicio que 
comparto. Esto sucede sin la necesidad de la superintendencia 
que se creará en este proyecto de ley. 


Los problemas que tienen los bancos no derivan de la falta 
de competencias legales del Banco Central, sino de otras razo- 
nes. Entonces, señor Presidente, admito que este punto es opi- 
nable y que si no hubiera escuchado los argumentos del señor 
Presidente del Senado habría votado sin hacer nuevas reflexio- 
nes estos artículos 6* y 7%, Creo que de esta forma se evitarán 
tropiezos innecesarios en el trámite legislativo de una ley que, 
en definitiva, es mejor que el proyecto enviado por el Poder 
Ejecutivo. Repito que sigue existiendo una norma jurídica que, 
a partir de la sanción de este proyecto de ley, permite el control 
de la actividad de seguros en el país por parte del Banco Central, 


Por lo tanto, señor Presidente, propongo que el artículo 6” 
tenga, naturalmente, el mismo “nomen juris” y establezca lo 
siguiente: “La supervisión y la fiscalización de las empresas, 
incluso mutuas, a que refiere el artículo precedente, así como 
de los agentes que desarrollan actividades de intermediación 
comercial en este ámbito, serán ejercidas por el Banco Central 
del Uruguay de conformidad con lo establecido, con el decreto- 
ley N* 15,322, de 17 de setiembre de 1982, con las modifica- 
ciones introducidas por la Ley N* 16.327, del 11 de noviembre 
de 1992”. 


Asimismo, propongo eliminar el artículo 7? y que el penúl- 
timo inciso del artículo 8% expresara: “La Comisión Honoraria 
tendrá el cometido de asesorar al Poder Ejecutivo y al Banco 
Central del Uruguay”. También se eliminaría el resto de este 
inciso dejando como está el último, que no tiene por qué ser 
modificado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - No ha- 
biendo más oradores inscriptos para referirse al artículo 6%, 
corresponde ponerlo a votación. Existe un artículo sustitutivo 
presentado por los señores Senadores Pereyra, Elso Goñi y 
Amorín Larrafíaga; una modificación propuesta por el señor 
Presidente del Senado que la hizo en forma verbal y otra que 
acaba de formular el señor Senador Ricaldoni, también en for- 
ma verbal. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ, - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ, - Simplemente, desco ex- 


presar que retiro mi propuesta, ya que estoy totalmente de 
acuerdo con el texto sugerido por el señor Senador Ricaldoni. 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Tiene la 
palabra el señor Senador. 
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SEÑOR PEREYRA. - Las modificaciones que se desean 
introducir en el artículo 6* son congruentes con las observacio- 
nes que hemos venido haciendo, tanto en la discusión general 
como en la particular. Creo que todo este debate que se ha 
llevado a cabo en estos momentos se debe, fundamentalmente, 
a que no se ha cumplido con las aspiraciones que formulamos 
como base imprescindible para llegar a la ley que se pretendía. 
Se trataba de una ley de seguros donde se eliminarían todas 
estas interpretaciones que aquí han surgido y que son encontra- 
das. 


Entonces, consecuentes con lo que hemos asegurado acerca 
de la generalidad que establece el artículo 5% cuando expresa 
que estas empresas constituyen instituciones de intermediación 
financiera, y para que no queden comprendidas en las disposi- 
ciones del Banco Central, diferenciaríamos a la Superintenden- 
cia que se va a crear, llamándola Superintendencia de Seguros 
y Reaseguros, 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Si no se 
hace uso de la palabra se va a votar el artículo 6% con la 
redacción que viene de Comisión. 


(Se vota:) 

-19 en 29, Afirmativa. 
Léase el artículo 72. 
(Se lee:) 


“ARTICULO 7”, (Cometidos y atribuciones de la Superin- 
tendencia). En lo que refiere a la supervisión y la fiscalización 
de las empresas, incluso mutuas, de seguros y reaseguros, pú- 
blicas y privadas, corresponderá a la Superintendencia de Insti- 
tuciones de Intermediación Financiera del Banco Central del 
Uruguay: 


a) dictar normas genéricas de prudencia, así como instruc- 
ciones particulares, tendientes a preservar y mantener su 
estabilidad y su solvencia; 

b) habilitar su instalación, una vez autorizadas por el Poder 

Ejecutivo; 


x= 


autorizar la apertura de dependencia de empresas ya 
instaladas; 


c 


r 


d) emitir opinión sobre los proyectos de fusiones, absorcio- 


nes y toda otra transformación; 


po 


autorizar la transferencia de acciones de las empresas 
organizadas como sociedades anónimas; 


e 


paa 


f) aprobar los planes de recomposición patrimonial o adc- 
cuación; 
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g) requerirles información con la periodicidad y bajo la 
forma que juzgue necesaria, así como la exhibición de 
registros y documentos; 

h) establecer el régimen informativo-contable al que debe- 

rán ceñirse; 


e 


1) reglamentar la publicación periódica de sus estados con- 
tables y otras informaciones; 


j) realizar un seguimiento permanente a efectos de verifi- 
car su situación económico-financiera y su cumplimien- 
to de las normas vigentes; 

k) aplicar observaciones, apercibimientos y multas, hasta 

el 10% (diez por ciento), de la respectiva responsabili- 

dad patrimonial básica, a aquellas empresas privadas 
que infrinjan las leyes y los decretos que rijan sus activi- 
dades o las normas generales o particulares dictadas por 
el Directorio del Banco Central del Uruguay, o por la 

Superintendencia de Instituciones de Intermediación Fi- 

nanciera; 


e 


1) proponer al Directorio la aplicación, a los mencionados 
infractores, de sanciones pecuniarias más graves o de 
otras medidas, tales como la intervención, la suspensión 
de actividades o la revocación de la autorización para 
funcionar, Asimismo, podrá recomendar al Directorio 
que gestione ante el Poder Ejecutivo la revocación de la 
autorización para funcionar, por razones de legalidad o 
de interés público; 


m) resolver la instrucción de sumarios conducentes a com- 
probar la responsabilidad de las personas que puedan ser 
pasibles de las multas o inhabilitaciones previstas en el 
artículo 23 del decreto-ley N* 15,322, de 17 de setiem- 
bre de 1982, con las modificaciones introducidas por la 
Ley N* 16.327, de 11 de noviembre de 1992”. 


-En consideración, 
SEÑOR GRENNO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Tiene la 

palabra el señor Senador, 
y 

SEÑOR GRENNO, - Quiero dejar estáblecido que el inciso 
€) de este artículo daña evidentemente al Banco de Seguros, lo 
cual no había tenido en cuenta cuando se trató el tema en la 
Comisión. Debo dejar constancia de esto porque mediante este 
literal se establece la autorización para la apertura de depcn- 
dencias de empresas ya instaladas en la órbita del Banco Cen- 
tral. Hay que tener en cuenta que el Banco de Seguros del 
Estado es una organización en la que trabaja un gran número 
de funcionarios, pero que no tiene ningún aparato de ventas. 
Además, tiene previsto un reciclamiento en ese campo para 
tratar de establecer un marco comercial mucho más amplio. 
Entiendo que si esta norma encorsetara al Banco de Seguros, lo 
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estaríamos dejando indefenso ante la posibilidad de su adecua- 
ción. 


(Ocupa la Presidencia el doctor Aguirre Ramírez) 
SEÑOR CASSINA. - ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador. 


SEÑOR GRENNO. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CASSINA. - A mi juicio, esta disposición no es 
aplicable al Banco de Seguros, en razón de que la Carta Orgá- 
nica de éste lo autoriza a establecer dependencias -que, además 
ya ha creado- y este proyecto de ley, por otra parte, lo habilita 
a operar en el exterior, Pero si se desea mayor claridad no veo 
inconveniente alguno en que el literal c) diga: “autorizar la 
apertura de dependencias de empresas privadas ya existentes”, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede proseguir el señor Senador 
Grenno, 


SEÑOR GRENNO. - Esta advertencia que hacemos en este 
campo, liene lugar porque entendemos que dar tiempo y, para- 
lelamente, limitar las funciones a cumplir, es inconveniente. 
Desearía tener la misma confianza que tiene el señor Senador 
Cassina en que el Banco Central lo interpretará como él acaba 
de manifestarlo. Pero como yo no tengo esa confianza, si se 
puede introducir un agregado que mejore la redacción que vo- 
tamos en Comisión, yo lo suscribiría. 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CASSINA. - Concretamente, voy a formular mo- 
ción para que el literal c) del artículo 7* quede redactado así: 
“autorizar la apertura de dependencias de empresas privadas ya 
instaladas”; 


SEÑOR PRESIDENTE, - Con la modificación que se acaba 
de introducir, se va a votar el artículo 7*, 


(Se vota:) 

-27 en 29, Afirmativa. 

Léase el artículo 8*, 

(Se less 

“ARTICULO 8*?, (Comisión Honoraria Asesora). - Créase 
una Comisión Honoraria integrada por un representante del 


Ministerio de Economía y Finanzas, que la presidirá, un repre- 
sentante del Banco Central del Uruguay, uno del Banco de 
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Seguros del Estado y cuatro delegados del sector privado desig- 
nados por dicho Ministerio a propuesta de las compañías de 
seguros y reaseguros que operan en plaza, de quienes ejercen 
actividad de intermediación en la materia, de la Asociación de 
Empleados Bancarios del Uruguay y de empleados de las em- 
presas aseguradoras privadas. 


La reglamentación regulará la forma de designación de los 
integrantes de esta Comisión. 


El Ministerio de Economía y Finanzas suministrará los re- 
cursos necesarios para su funcionamiento. 


La Comisión Honoraria tendrá el cometido de asesorar al 
Poder Ejecutivo, al Banco Central del Uruguay y a la Superin- 
tendencia de Intermediación Financiera. 


Podrá proponerles también textos legales y reglamentarios”. 
-En consideración. 
SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA. - Señor Presidente: observo que en la 
Comisión Honoraria que se crea mediante el artículo 8%, hay 
una notoria minoría de representantes del Estado. Concreta- 
mente, dice que estará integrada por un representante del Mi- 
nisterio de Economía y Finanzas, que la presidirá, uno del 
Banco Central del Uruguay, uno del Banco de Seguros del 
Estado y cuatro delegados del sector privado, designados por el 
Ministerio, etcétera. 


Nosotros sugerimos a través de este artículo sustitutivo que 
hicimos llegar a la Mesa, que se constituya dicha Comisión 
Honoraria con un representante del Ministerio de Economía y 
Finanzas que la presidirá, uno del Banco de Seguros, uno del 
Banco Central y dos miembros designados por los aseguradores 
privados, de quienes ejercen actividad de intermediación en la 
materia. De esta manera, existiría mayoría de representantes 
del Estado. 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 
$ 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor, 


SEÑOR ASTORI. - Señor Presidente: puedo comprender la 
inquietud de que haya en esta Comisión más representación del 
Estado, pero lo que no puedo compartir es que ella se logre 
quitando a delegados de los trabajadores. 


Nosotros discutimos mucho este tema en Comisión y nos 
pareció oportuno proponer que hubiera representantes de la 
Asociación de Empleados Bancarios del Uruguay, sobre todo 
en lo que refiere a su filial Banco de Seguros -que de eso se 
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trata- porque entre otras cosas, sus trabajadores han estudiado 
el tema, nos han hecho reflexionar mucho sobre la situación 
interna de la institución y han aportado diagnósticos y propues- 
tas acerca de dicha situación interna. Por lo tanto, nos parece 
que pueden contribuir en medida muy importante al trabajo de 
esta Comisión Honoraria. En cuanto a los trabajadores de las 
empresas aseguradoras privadas, tenemos que pensar que pue- 
den colaborar de igual forma y, además, no sería equitativo que 
estuvieran presentes los trabajadores estatales y no los de las 
empresas particulares que, también desde su óptica laboral, 
pueden brindar aportes positivos. Como recién me acotaba el 
señor Senador Cassina, estamos ante una Comisión Asesora, de 
modo que no se trata de que tome resoluciones. Una Comisión 
Asesora puede muy bien recoger los puntos de vista o perspec- 
tivas que los distintos sectores involucrados puedan ofrecer en 
una reflexión de este tipo. Me parece que no es tan importante 
razonar este tema -y creo que era esa la intención del comenta- 
rio del señor Senador Cassina- en términos de mayorías o mi- 
norías, sino de puntos de vista diferentes. Y a nosotros, en esa 
pluralidad de opiniones, nos parece pertinente defender la que 
puedan aportar los trabajadores, por lo cual vamos a insistir en 
que se mantenga esa presencia en el seno de la Comisión 
Honoraria Ásesora. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Oportunamente deja- 
mos sentada nuestra posición en la Comisión con respecto a 
esta Comisión Honoraria que se crea a través del artículo 8%, A 
su vez, luego de varias deliberaciones llevadas a cabo en el 
seno de la misma, se procedió a eliminar uno de los artículos 
que venía presentado por el Poder Ejecutivo en que se estable- 
cían los cometidos de esta misma Comisión. 


Entendemos que hubiese sido conveniente mantener la in- 
tegración que se proponía en el proyecto original del Poder 
Ejecutivo: cinco miembros representando al Estado y al sector 
privado. Para el funcionamiento de Comisiones asesoras de 
este tipo, pensamos que es conveniente que no tengan una 
conformación demasiado amplia y abierta que no les permita 
trabajar con comodidad. Al mismo tiempo, creemos que hay 
que buscar la fórmula adecuada, a través de lo que original- 
mente se proponía, para que la Comisión no se transforme en 
un ámbito de discusión, de análisis o de crítica de un sistema, 
sino que sea realmente una Comisión Asesora que permita que 
el Poder Ejecutivo pueda tomar las directivas que corresponda 
para un mejor tratamiento del tema. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Antes de poner a votación el 
artículo, la Presidencia quiere expresar que comparte la pro- 
puesta del señor Senador Pereyra. Desde el momento en que 
se suprimió la enunciación de las competencias de la Comi- 
sión -que sí figuraban en el proyecto del Poder Ejecutivo, se- 
gún señaló el señor Senador Alonso Tellechea- parece no tener 
sentido el hecho de que la Comisión, además de asesorar, pue- 
da proponer textos legales y reglamentarios. 
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A mi juicio, una comisión asesora no debería tener inter- 
vención en materia legislativa. Se me dirá que, naturalmente, 
no va a hacer propuestas al Parlamento, que no va a elevar 
proyectos de ley, Sin embargo, puede ocurrir que proportga un 
texto legal a la Superintendencia, la que por estar sometida a la 
jerarquía del Directorio del Banco, se lo eleve, y este último, a 
su vez, lo remita al Poder Ejecutivo. Si puede asesorar, tam- 
bién tendrá la posibilidad de sugerirle al Poder Ejecutivo que 
modifique la ley vigente o proponga otra. No me parece que 
esto deba figurar en el texto del proyecto de ley que estamos a 
punto de votar. 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor, 


SEÑOR CASSINA. - Empiezo por decir que estoy de acuer- 
do con lo que el señor Presidente acaba de expresar en cuanto a 
la conveniencia de suprimir el último inciso de este artículo. 
Parece innecesario y, por otra parte, si la Comisión puede ase- 
sorar al Poder Ejecutivo, al Banco Central y a la Superinten- 
dencia, es claro que podría sugerir la elaboración de un deter- 
minado proyecto de ley. 


En cuanto a la integración de la Comisión, sostengo que 
sería conveniente aprobar el proyecto tal como vino de la Co- 
misión. Entendemos que es bueno que en estas actividades 
participen los trabajadores. ¿Por qué? Lo hemos mencionado 
en Comisión y lo vamos a reiterar aquí muy brevemente. 


Nos encontramos entre aqueilos que en nuestro país defien- 
den la participación de los trabajadores en algunas áreas, inclu- 
so en la dirección de ciertas actividades estatales o comunita- 
rias, no ya como un derecho más para los trabajadores, sino 
como el medio para permitirles asumir responsabilidades en 
campos en los que deben hacerlo, No se trata de decir que les 
vamos a dar a los funcionarios de las empresas aseguradoras 
públicas o privadas el derecho de integrar una Comisión Aseso- 
ra. Personalmente, lo veo de otra manera, aunque también des- 
de ese punto de vista. Pienso que debemos informar a los traba- 
jadores que a partir de la sanción de esta ley, tendrán que 
asumir responsabilidades en el tema de asesorar al Poder Eje- 
cutivo, al Banco Central y a la Superintendencia en materia de 
SCguros, , 

Desde nuestro punto de vista, eso es saludable y está dirigi- 
do hacia la reforma del Estado que también debe realizarse. Es 
un aspecto no menor de la reforma del Estado que queremos 
llevar a cabo. Deseamos que los trabajadores asuman responsa- 
bilidades y den su opinión en lo que hace a los servicios que 
integran, y no sólo queden relegados a las actividades reivindi- 
cativas referidas al salario y a las condiciones de trabajo. 


Es por esto que defendemos con mucho calor la idea de que 
los trabajadores integren la Comisión Asesora y, a mi juicio, no 
importa que haya una mayoría del sector privado que, por otra 
parte, es muy disímil, ya que sus cuatro representantes no tie- 
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nen intereses coincidentes; no me parece relevante, porque la 
Comisión es sólo asesora y el Poder Ejecutivo, el Banco Cen- 
tral y la Superintendencia, estarán de acuerdo o no con su 
asesoramiento. Repito que sí defendemos la idea de que los 
trabajadores empiecen a tener responsabilidades en áreas im- 
portantes de la actividad pública y privada del país, Incluso 
esto se ha comenzado a realizar por parte de algunas empresas 
privadas en un esfuerzo de innovación que saludo, así como a 
los trabajadores que con gran sentido común y seguramente 
superando muchas dificultades la han aceptado, asumiendo res- 
ponsabilidades dentro de la gestión de dichas empresas. Sería 
bueno que también se procediera así en las actividades públi- 
cas. Señalo que esto no es corporativismo -como algún trasno- 
chado puede creer- sino una forma de participación democráti- 
ca que no sustituye la representación política a través de los 
partidos, aunque da intervención a los sectores de la sociedad 
en la gestión de los asuntos que son de su interés, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Debo advertir que hay consen- 
so -como lo indican algunos asentimientos- en cuanto a supri- 
mir la oración final que se refiere a la facultad de proponer 
texto legales y reglamentarios. 


Se va a votar este artículo 8*, con el texto propuesto por la 
Comisión y con la supresión indicada, 


(Se vota:) 

-15 en 28. Afirmativa. 
Léase el artículo 92. 
(Se lee:) 


“ARTICULO 9* (Régimen jurídico del Banco de Seguros 
del Estado).- El Banco de Seguros del Estado, en lo referido a 
su giro, se regirá por el Derecho Privado, salvo en lo que la 
Constitución expresamente disponga otra cosa”. 


-En consideración. 
Esta redacción parece un poco macarrónica. 
SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK, - No vamos a acompañar el texto 
de este artículo, En el seno de la comisión tuvimos oportunidad 
de señalar -probablemente con mayor extensión de lo que lo 
haremnos- aquí en el Senado- que nos parece que en torno al 
funcionamiento de las empresas públicas en el Uruguay, se ha 
generado un fuerte equívoco por imputársele al Derecho Públi- 
co -que es el que rige a las empresas públicas- el ser, si no la 
causa fundamental, uno de los factores por los cuales las em- 
presas públicas no funcionan con eficiencia; esto último, en 
general todos lo reconocemos. En cambio, se confía en que con 
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la aplicación del Derecho Privado, habría un marco jurídico y 
otras medidas que les permitirían actuar con eficacia. 


Quiero comenzar por aclarar, señor Presidente, que consi- 

" dero que debajo de todo esto existe un equívoco enciclopédico 

enorme, que consiste en creer que el Derecho Público torna las 

gestiones más lentas y que, por el contrario, el Derecho Privado 
permite que se desarrollen con mayor velocidad. 


Voy a plantear dos reflexiones. La primera de ellas se refie- 
re a que el Derecho Público nació precisamente para que las 
distintas actuaciones llevaran a cabo más rápidamente, Ese es 
el origen de la distinción entre el Derecho Público y el Privado, 
Tanto es así que los autores que se oponían a la división -son 
pocos: Kelsen, Duguit- argumentaban que era un Derecho don- 
de no se respetaba la bilateralidad de la conversación entre las 
parte. Se decía que era un Derecho unilateral, autocrático, para 
funcionar rápidamente y dar poderes exorbitantes al Estado, 
Ese es el origen del derecho Público. Este se empezó a distin- 
guir -y esto es muy discutido- justamente para dar más veloci- 
dad a las gestiones. Lo que sucede es que si las normas de 
Derecho Público que rigen a las empresas del Estado son vetus- 
tas, malas, atrasadas, o consagran soluciones equivocadas, no 
es porque sean de Derecho Público, sino porque lo que dicen 
está mal y hay que renovarlo. 


En segundo lugar, vamos a suponer que la división sea 
filosóficamente correcta. En ese sentido, todos sabemos que es 
muy discutible, Además, en el Uruguay hay algunas normas de 
Derecho Positivo que hablan del Derecho Público, como por 
ejemplo -si mal no recuerdo- un artículo del Código Penal que 
define el atentado a la Constitución. Por lo tanto, el intérprete 
está obligado a manejar esa distinción. Sin embargo, los que 
han profundizado en el tema saben que el criterio para distin- 
guir el Derecho Público del Privado, lejos de ser algo más o 
menos asible, es un galimatías. 


En la Comisión hablé sobre un libro mencionado por Saya- 
gués Laso respecto a uno de los temas más flojos -lo digo con 
el enorme respecto que me merece- de su Tratado: la división 
entre Derecho Público y Derecho Privado, El autor de ese libro, 
el doctor Holliger, hizo una tesis en la que se limitó a anotar y 
describir, uno detrás del otro, los criterios que se han dado para 
dividir el Derecho Público del Privado; apuntó 104. Durante 
mucho tiempo, se citó este libro a través de una nota de Saya- 
gués Laso, pero ahora creo,que está en la Biblioteca. El prime- 
ro de los criterios -que generalmente la gente maneja, sin darse 
Ccuenta- tiene que ver con el de Sayagués Laso, que le añade la 
referencia a las personas públicas no estatales. Dice que el 
Derecho Público es el que rige las personas estatales. Entonces, 
¿qué clase de petición de principio se hace, si se acepta esa 
definición? Por ser un Ente del Estado, las normas que lo rigen 
son de Derecho Público. Este no es un criterio muy escaso, ya 
que hay mucha gente que lo maneja. Creo que esto no tiene 
ningún sentido, 


Por otro lado, ¿se alude al Derecho Privado en el sentido de 
Derecho Laboral? Tengamos en cuenta que ni los propios labo- 
ralistas aceptan esto. Unos dicen que es más bien Público, y 
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otros como una manera de mirar para otro lado- señalan que 
constituye un tercer género, porque no es ni Público ni Privado. 


¿A qué nos referimos cuando hablamos de Derecho Priva- 
do? ¿A un Derecho que consagre soluciones rápidas y efica- 
ces? En eso estamos todos de acuerdo, pero no es Derecho 
Privado, Tampoco se puede decir que el Derecho Público sea 
el lento. Creo que en realidad lo que se quiere decir cuando se 
habla de esto es que al estar regulado por el Derecho Público, 
tiene que intervenir el Tribunal de Cuentas, que para hacer una 
compra debe llamarse a licitación y que para echar a un funcio- 
nario hay que hacer sumarios larguísimos. Esto no es caracte- 
rística del Derecho Público. Si se hacen bien, los sumarios 
pueden ser cortos e insumir pocos días. El Tribunal de Cuentas 
puede pronunciarse rápidamente, y cuando hay atosigamiento 
de trabajo, la ley puede establecer, por ejemplo, que como 
pasaron tantos días y no se pronunció, se entiende que dijo que 
sí, Si esto es así, el jerarca es responsable. 


En cuanto a los empleados, hay una especie de cántico 
monótono, que se agudizó mucho en los prolegómenos de la 
época de la dictadura, en el sentido de que la inamovilidad de 
los empleados del Estado impide a las empresas públicas ac- 
tuar bien. Se habla de esto sin conocer el tema; esa es la 
verdad. Aclaro que no me refiero a los señores miembros del 
Senado; quiero decir que esta afirmación se transforma en la 
representación mental media de la población, y la gente cree 
que los empleados públicos, aunque maten a sus hijos, no pue- 
den ser echados, porque la palabra inamovible” le sugiere esa 
idea al profano. Todos sabemos que eso no es así. En primer 
lugar, ¿qué quiere decir “inamovilidad” en nuestro país? Que 
la Administración Central no puede destituir a ningún emplea- 
dos sin venia del Senado. En cambio, las empresas públicas sí 
pueden hacerlo, Ningún empleado de Ente Autónomo está so- 
metido a este régimen, porque pueden ser destituidos sin venia 
del Senado. Por lo tanto, no hay inamovilidad; la única garan- 
tía es que antes de dar por concluida una investigación hay que 
oír a los funcionarios. Y me pregunto por qué ello debe llevar 
más de uno o dos meses, o más de cinco días, 


Personalmente, nunca me gustó hacer sumarios, pero una 
vez me tocó hacerlo, y lo terminé en seis días, no por mérito 
mío; simplemente porque se hizo en ese lapso. En ese sentido, 
¿cuál es el inconveniente de que una norma de Derecho Públi- 
co disponga tantos días para la instrucción y tantos para la 
resolución? Creo que ninguno, y ella puede estar en el Estatuto 
de los funcionarios de las empresas públicas. 


Estos son los argumentos que se repiten una y otra vez, y 
por los que se dice que las normas de Derecho Público no 
pueden funcionar. Entonces, cambiémoslas. 


¿Qué queremos decir cuando hablamos de Derecho Priva- 
do? ¿Por ejemplo, que el Banco de Seguros del Estado va a 
tener acciones? ¿Qué va a venderlas en la Bolsa? Hay gente 
que asocia Derecho Privado con acciones, o Derecho Comer- 
cial. Sin embargo, en el Código de Comercio hay normas de 
Derecho Privado, pero también cantidad de normas de Derecho 
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Público. Todo depende de cuál de los 104 criterios para distin- 
guir el Derecho Privado del Público utilicemos. Si tomamos el 
primero, que es parecido al del viejo Derecho Romano, siem- 
pre va a ser Derecho Público. Rijan las normas que rijan, por 
ser las que regulan el Estado, son normas de Derecho Público. 
Aclaro que esto es así para algunos. En ese sentido, Ulpiano 
hablaba de interés público, que no es le mismo que el que 
regula el Estado. 


Sayagués Laso dice que son las normas que regulan el Esta- 
do y las personas públicas no estatales, Con respecto a estas 
últimas, agrega que son aquellas que sin ser estatales se rigen 
por el Derecho Público. Esta es una de las pocas peticiones de 
principio que contiene el Tratado. Entiendo que este es uno de 
los temas más débiles analizados allí por este extraordinario 
profesor; y lo es por haber sido tratado con un criterio pura- 
mente didáctico, 


Además, sabemos que este es un tema donde se exponen 


una opinión y luego se efectúan las críticas, que no hacen más. 


que partir de otro punto de vista. Esto es clásico para todos los 
que han estudiado este punto. Expresan que no es el Derecho 
que regula el Estado, porque a veces éste actúa con normas de 
Derecho Privado, como por ejemplo cuando alquila una casa. 
Esto quiere decir que se está usando otro criterio, y no que se 
esié haciendo una crítica. 


Honestamente, digo que no le encuentro sentido a este 
artículo 9%. Creo que se desea expresar que el Banco de Segu- 
ros del Estado, en lo referido a sus giros, o sea, a su actividad 
comercial, no debe estar atado por normas que le obliguen a ser 
lento. Pero eso no quiere decir que se rija por el Derecho 
Privado. ¿Se quiere decir que el Banco de Seguros debe poder 
participar con celeridad en la competencia? ¿Acaso eso corres- 
ponde al Derecho Privado? Pienso que puede corresponder al 
Derecho Público, así como también al Privado. 


He seguido con mucha atención la exposición del señor 
Presidente sobre este tema, sobre todo cuando ha explicado por 
qué en el documento de la fórmula presidencial en la que 
participó, hablaba de la necesidad de una reforma constitucio- 
nal para poder aplicar el Derecho Privado a las empresas públi- 
cas. La verdad es que el constituyente se ha cuidado -y creo 
que lo ha hecho muy bien- de no usar esa expresión en ninguna 
de las normas que se refieren a las empresas públicas. Simple- 
mente dice cuál es el régimen jurídico y, naturalmente, éste no 
se puede cambiar en una ley, Eso no quiere decir que sea 
Derecho Público -aunque quien habla cree que lo es- ya que 
denomino de esta manera a las normas que regulan la actividad 
del Estado y sus aledaños. Si tomara otro criterio, quizás habría 
algunas disposiciones que no serían de Derecho Público. 


En definitiva, señor Presidente, creo que si en realidad se le 
quisiera dar algún sentido a este artículo -seguramente si se 
aprobara habría que dárselo, ya que no se lo podría dejar de 
lado- las consecuencias que derivarían de él no serían saluda- 
bles. En cambio, si se tomara al pie de la letra, sin saber lo que 
se quiere decir por Derecho Privado y qué criterio se utiliza 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.- 207 


para distinguirlo del Derecho Público, entiendo que no merece- 
ría apoyo. 


Si lo que efectivamente se quiere decir es que el Banco de 
Seguros del Estado, en lo que tiene que ver con las operaciones 
de su giro, actuará con celeridad y buscará competir con las 
mismas habilidades, podríamos hacerlo modificando las nor- 
mas referentes a la organización de dicha Institución, pero sin 
decir que eso es Derecho Privado, porque no veo cómo puede 
serlo. 


Señor Presidente; pido excusas por haberme mantenido en 
los aledaños de la teoría en este tema, pero sobre esa base 
fundo mis consideraciones posteriores, que me llevan a no acep- 
tar, de ninguna manera, una norma como ésta, Sin embargo, 
estaría de acuerdo con que se dijera, por ejemplo, que cuando 
el Banco de Seguros tiene que llamar a licitación lo debe hacer 
por ser un ente público y no porque se aplique el Derecho 
Público. Por ser un organismo de este tipo, lo rigen normas que 
expresan que tiene que hacerlo; lo que necesita es un régimen 
que le permita efectuarlo de una forma rápida, eficaz y con 
plazos que impliquen responsabilidades a quienes no cumplan 
con ellos. Debo decir que estaría dispuesto a apoyar todos estos 
aspectos, pero no puedo hacer lo mismo con respecto a la frase 
que dice que se regirá por el Derecho Privado, 


Si lo que se quiere decir es que cuando el Banco de Seguros 
del Estado, por ejemplo, fija tarifas -esta actividad le es muy 
propia- debe actuar como lo hacía AFE al vender boletos de 
transporte, sin hacer licitaciones, estoy de acuerdo, Cuando una 
persona se dirigía a una ventanilla de AFE a comprar un bole- 
to, no significaba que este organismo estuviera escogiendo, 
mediante un procedimiento de licitación, a dicho comprador, 
Ello no sucedía porque se tratara de Derecho Privado, sino 
porque eran operaciones propias de su giro, 


Parecería que hubiera una especie de connotación semánti- 
ca en el sentido de que el vocablo “privado”, ubicado ensegui- 
da de la palabra Derecho, significaría que de esta forma sería 
más eficiente. En mi opinión, si las normas -ya sean de Dere- 
cho Público o Privado- tienen buen contenido y las conductas 
son correctas, se actuará rápidamente, En cambio, si éstas son 
obsoletas y establecen plazos demasiado prolongados para la 
época, no sucederá lo mismo. Hoy en día, se han actualizado 
un poco los procedimientos de licitación, que se fijaron en un 
momento en que en nuestro país se hacían cinco por año. Ac- 
tualmente, se realizan miles anualmente y, por ello, se deben 
remozar estas normas y no hay motivo para decir que se trata 
de Derecho Privado. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Antes de dar la palabra al señor 
Senador Ricaldoni, quiero precisar brevísimamente el concepto 
de lo que establecí en un proyecto de ley constitucional redac- 
tado en enero de 1990 que, en definitiva, nunca fue presentado. 


Es exacto que en esa iniciativa proyecté alguna modifica- 
ción al artículo 185 de la Constitución de la República, autori- 
zando que las empresas del dominio comercial e industrial del 
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Estado -es decir, lo que todos conocemos como Entes Autóno- 
mos y Servicios Descentralizados- de acuerdo con leyes dicta- 
das por determinadas mayorías, pudieran regirse por la Consti- 
tución y sus leyes orgánicas, como hasta el presente, o por el 
Derecho Privado, 


Quiero decir, sin embargo, que comparto lo expresado por 
el señor Senador Korzeniak, en el sentido de que remitirse al 
Derecho Privado es impreciso, por lo que él ha explicado en 
cuanto a que los criterios de distinción entre Derecho Público y 
Privado son cambiantes, según los autores y los tiempos. 


En mi opinión, es conveniente quitar a las empresas públi- 
cas del corsé en que las ha puesto la Constitución de 1934, con 
una regulación minuciosa y de ese nivel jerárquico. Es evidente 
que ello es inconveniente, porque si recorremos el Derecho 
comparado, podemos observar que solamente la Constitución 
de Honduras o la de Nicaragua copió al constituyente uruguayo 
de 1934 y contiene un capítulo sobre las empresas públicas. A 
mi juicio, de lo que se trata -y por eso discrepo con el artículo 
9* que estamos considerando- es de comprender que no pode- 
mos aplicar otra cosa que las normas que la Constitución esta- 
blece; debemos ceñirnos a esto exclusivamente. Es obvio para 
todos que la Constitución es Derecho Público. Por lo tanto, 
establecer que el Banco de Seguros se regirá por el Derecho 
Privado no es decir gran cosa porque éste, igualmente, no po- 
drá aplicarse en casi ningún caso, por más que lo diga el artícu- 
lo 9%. En mi concepto, lo único que éste aparejará será una 
serie de confusiones. 


SEÑOR RICALDON!, - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDON!I. - Quiero decir que en la Comisión 
no voté este artículo ni el 10, ya que forman parte de una 
filosofía que no comparto. 


Dejando de lado lo que pueden ser los aspectos constitucio- 
nales y una discusión inacabable sobre los alcances de la expre- 
sión “Derecho Privado”, a mi entender, hay algo que no puede 
escapar al intérprete más desprevenido y es la cantidad de 
dudas que se pueden plantear con respecto a qué parte del 
Derecho Privado -suponiendo que hubiera acuerdo en lo que 
esta expresión significa- esla que se aplica y cuál no. Digo esto 
porque no creo que alguien pueda pensar que si se aprobara 
este artículo 9%, el Banco de Seguros del Estado solamente 
estaría regido por el Derecho Privado. ¿Qué parte del quehacer 
de la Institución se rige por el Derecho Privado y cuál por el 
Derecho Público? ¿Qué se entiende por el giro del Banco? 
¿Cuáles son las discusiones que están implícitas entre lo que es 
el giro, propiamente dicho, y todos aquellos instrumentos o 
poderes jurídicos para cumplir con él, con arreglo a una dispo- 
sición tan confusa como ésta? 


A mi entender, lo grave, señor Presidente -ya lo hemos 
dicho algunos miembros de la Comisión- es que, por ejemplo, 
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no se dice nada en el sentido de saber si esta norma implica 
que se suprimen los requisitos exigidos por la legislación vin- 
culada con las compras del Estado, es decir, con el famoso 
Texto Ordenado de Contabilidad Administrativo-Financiera, 
TOCAF. Además, prácticamente no se sabe si esto tiene algo 
que ver con el régimen laboral, aunque parecería que así fuera 
por lo que se establece en el artículo 10, 


A mi juicio -por supuesto, hay mucho por hacer- se debe 
estudiar muy prolijamente una redacción que permita a las 
empresas del dominio comercial e industrial del Estado, no 
estar en la inferioridad de condiciones en que casi siempre se 
encuentran, A veces, donde no existe un monopolio, algunas 
normas de Derecho Público -en ello discrepo parcialmente con 
el senador preopinante- se aplican mal, y dichas empresas que- 
dan sin posibilidades de competir eficientemente. 


Por lo tanto, si bien estoy de acuerdo con la idea de otorgar 
una mayor libertad de funcionamiento a las empresas del Esta- 
do, creo que no se puede producir un cambio de esta enverga- 
dura -que de todas formas considero deseable y hasta necesa- 
rio- a través de un artículo de cinco o seis líneas. En realidad, a 
mi juicio, habría que analizar las consecuencias y buscar solu- 
ciones para evitar aquellas que pudieran ser desfavorables para 
los intereses generales. Asimismo, cabría preguntarse -aunque 
se trata de un relevamiento muy complejo, hay que llevarlo a 
cabo- qué es lo que se puede o no hacer dentro del actual 
marco constitucional. 


En consecuencia, adelanto que nuestro sector no va a acom- 
pañar este artículo 9%, en virtud de que van a ser más los 
problemas que va a suscitar que las consecuencias favorables 
que pueda provocar. 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CASSINA. - Recuerdo que en Comisión no apoya- 
mos este texto, como tampoco el referido al artículo 10, aun- 
que dejamos constancia que nuestra posición podía variar cuando 
el Senado debatiera este proyecto de ley. No obstante ello, 
advierto que eso no ha sucedido y nuestra opinión no cambió, 
por las mismas razones expuestas en aquella oportunidad y que 
hoy han esgrimido los señores Senadores Ricaldoni y Korze- 
niak, 


En primer lugar, deseo destacar que el Banco de Seguros ya 
se rige, en buena parte de la contratación de seguros que hace, 
por el Derecho Privado. Además, señalo que para disipar toda 
clase de dudas, se lo pregunté al señor Gerente General de 
dicha Institución, doctor Gustavo Penadés, quien confirmó mi 
opinión. - 


En segundo término, estoy convencido de que este artículo 
tiene la mejor inspiración. Todos reconocemos la necesidad de 
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transformar la gestión de las empresas públicas, dotándolas de 


mecanismos que les permitan actuar en la forma más similar 
posible a las privadas. Cabe recordar que aquéllas deben cum- 
plir una serie de condicionamientos y requisitos que a éstas no 
se les exige. Sobre el particular, entiendo que el Banco de 
Seguros, en un marco de libre competencia -me refiero a cuan- 
do comience a regir la desmonopolización- puede encontrarse 
atado de manos. Precisamente, esa es una de las razones que 
tenemos para proponer un mayor plazo para que esta desmono- 
polización se haga efectiva y, a Su vez, para tener tiempo de 
dotar al Banco de una nueva Carta Orgánica que contemple 
estos y otros aspectos. 


Reitero que tal como está propuesta, esta disposición puede 
ser una fuente de conflictos más que de soluciones para el 
Banco de Seguros del Estado. 


Hace instantes, el señor Senador Ricaldoni se preguntaba, 
con razón, si esto supone que no se deberá seguir el régimen de 
licitación. Deberíamos tener en cuenta qué podría suceder si el 
Podcr Ejecutivo o el Tribunal de Cuentas tienen otra interpreta- 
ción. 


Reitero, por último, que creo con este artículo -que como 
ya manifesté, tiene la mejor inspiración- se van a generar con- 
flictos que seguramente no se desean, ya que se le creará al 
Banco de Seguros una situación de relativa inseguridad, cuando 
en realidad todos queremos darle la mayor seguridad posible. 


Es por estas razones, señor Presidente, que mantenemos la 
misma posición que adoptamos en Comisión, la que nos lleva a 
votar negativamente esta disposición. 


SEÑOR BLANCO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BLANCO. - En primer lugar, y antes de comenzar 
mi intervención, solicito que se dé lectura a la fórmula suslitu- 
tiva que hemos hecho llegar a la Mesa. 


SEÑOR PRESIDENTE, - El texto sustitutivo que obra en 
poder de la Presidencia dice así: “El Banco de Seguros del 
Estado se regirá por el Derecho Privado, salvo en lo que la 
Constitución expresamente disponga otra cosa”. 


Puede continuar el señor Senador. 


SEÑOR BLANCO. - Como se observa, la fórmula sustituti- 
va elimina lo relativo a “en lo referido a su giro”, que figura en 
el texto venido de la Comisión. 


Concretamente, el objeto de esta modificación es ir al en- 
cuentro de algunas observaciones y comentarios que se efec- 
tuaron durante la discusión en general, como así también esta- 
blecer con más claridad el alcance del artículo. Recuerdo que 
en Comisión, la expresión “en lo referido a su giro” fue incor- 
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porada con el fin de acotar el alcance de la norma que, para 
algunos, podía parecer un tanto extensa. 


A continuación, y sobre la base de la redacción sustitutiva 
que he presentado a la Mesa, voy a formular algunas puntuali- 
zaciones acerca de las expresiones vertidas en Sala por algunos 
señores Senadores con respecto a este artículo, al que le asigno 
vital importancia. 


Debe quedar claro que no desconozco -sino todo lo contra- 
rio- los problemas que una norma de esta naturaleza puede 
afrontar para su efectiva instrumentación, como así tampoco 
las dificultades de carácter doctrinario -y esto lo reconozco sin 
ninguna violencia- que pueden surgir en cuanto a la distinción 
entre el ámbito de competencia del Derecho Público y del 
Derecho Privado, De todas formas, considero que esta norma 
tiene un propósito claro y nítido, que es el de hacer que el 
Banco de Seguros del Estado, Ente Autónomo, funcione exac- 
tamente igual y con el mismo régimen jurídico que cualquier 
empresa privada de seguros. 


El señor Senador Cassina, mencionaba la buena intención 
de esta disposición -y aprecio sus comentarios, dado que no 
sólo la propuse en Comisión sino que la estoy defendiendo en 
el Senado- y, a su vez, manifestaba que esa intención la perci- 
bía como el propósito de que esta flexibilización del régimen 
jurídico le sirviera al Banco de Seguros como instrumento para 
enfrentar las nuevas situaciones de competencia en que este 
proyecto de tey lo colocará, en caso de ser sancionado y con- 
vertirse en ley, Eso es así; el régimen jurídico que se propone 
es totalmente congruente con el régimen de competencia que 
se establece. En tal sentido, pensamos que si queremos defen- 
der al Banco de Seguros del Estado, la forma más eficaz de 
hacerlo es dotándolo de flexibilidad jurídica para funcionar, tal 
como lo hacen todas las empresas privadas. 


En consecuencia, señor Presidente, me alejo de la interpre- 
tación de esta norma como vinculada a un objetivo menor y 
estereotipado respecto a funcionarios o a la gestión del Estado. 
En realidad, lo que aquí se plantea es un cambio radical, pro- 
fundo y revolucionario lo que, indudablemente, siempre resulta 
dificultoso y traumático. No obstante ello, cabe preguntarse si 
lo que en verdad necesitamos en el Uruguay de hoy, en esta y 
en todas las otras materias, para enfrentar el mundo moderno, 
no son sino cambios profundos, revolucionarios y traumáticos, 
que nos alejen de un pasado en el que vivimos esclerosados en 
fórmulas y tradiciones antiguas -valiosas y respetables en su 
tiempo- que nos enorgullecen como patrimonio común de to- 
dos los partidos políticos que construyeron las instituciones 
uruguayas y los mecanismos legales que tenemos, pero que no 
significan que estemos condenados a vivir anclados en ese pa- 
sado, encerrados en esas normas, sin ver que actualmente las 
empresas públicas que funcionan con eficacia a nivel mundial 
son aquellas que lo hacen como empresas privadas. 


Esto es lo que proponemos -y lo hacemos en forma clara, 
tal como ha señalado cl scñor Presidente, a quien no voy a 
forzar a contestar porque concuerdo con él- es decir, que los 
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Entes Autónomos en el Uruguay, en virtud de la Sección XI de 
la Constitución, están sujetos a un determinado régimen. Si no 
fuera así, no tendríamos estos problemas. Por esta razón, la 
fórmula que se propone en el artículo 9% tropieza con ciertas 
dificultades porque hay un sistema constitucional, pero dichas 
dificultades no son insalvables. 


Si repasamos cada uno de los artículos de la Sección XI de 
la Constitución así como las restantes disposiciones que tie- 
nen que ver con Entes Autónomos y Servicios Descentraliza- 
dos -cosa que ya he hecho- veremos que los posibles proble- 
mas que surjan, pueden salvarse. Es lógico, por ejemplo, que el 
Tribunal de Cuentas tenga que controlar -así lo dispone la 
Constitución- pero no necesariamente para cotejar la conducta 
del Banco de Seguros del Estado con las normas del Derecho 
Público, sino con el cumplimiento de sus disposiciones inter- 
nas, como tiene toda empresa privada para regular sus com- 
pras, su funcionamiento y su actividad. ¿Es un cotejo, pero con 
respecto a un régimen distinto de normas, que habilita igual- 
mente al control? Reconozco que esto puede significar una 
dificultad inicial en la instrumentación, pero vale la pena inten- 
tarlo, 


El otro procedimiento, que es el de la modificación de toda 
la legislación del Derecho Público -ley a ley, Ente a Ente y en 
este caso, el Banco de Seguros- supone pensar que en el Parla- 
mento tenemos el conocimiento íntimo e interno acerca del 
funcionamiento de una empresa, y ello no es así. No lo tene- 
mos ahora y nunca lo vamos a tener, porque no debe ser así. 
Nuestra misión no es organizar una empresa para que compita 
en el mundo real de hoy, sino dar las reglas generales de con- 
ducta a las cuales todos -personas públicas y privadas, personas 
jurídicas e individuales- están sujetos, porque esa es la sobera- 
nía del Estado de Derecho del Uruguay. Entonces, nuestro co- 
metido no es organizar internamente cómo habrá de funcionar 
un Banco de Seguros para que pueda vivir en el mundo de la 
competencia, tanto a nivel mundial como del MERCOSUR. Si 
mañana habláramos de ANCAP, UTE u OSEÉ ¿sucedería lo 
mismo? ¿Acaso este Cuerpo, la Cámara de Representantes o la 
Asamblea General tendrán el conocimiento empresarial Íntimo 
para saber cuáles son los mecanismos internos de funciona- 
miento más idóneos para que tenga éxito esa empresa? Formu- 
lar la pregunta, es obtener la respuesta por pura lógica; sabe- 
mos que ello no será así. Lo que haremos será repetir un catálo- 
go de normas esclerosadas, copia de las que aplicamos para 
reestructurar los Ministerids y otras dependencias del Estado 
propiamente dicho y no las disposiciones adecuadas a la activi- 
dad empresarial. 


Quiero enfatizar que no estoy diciendo que no queremos un 
Estado con empresas; lo que quiero significar es que lo que no 
se desea es un Estado que imponga a sus empresas un régimen 
jurídico que lleve implícito la derrota de esas entidades, preci- 
samente, como empresas. Antes del artículo 100, aún durante 
la vigencia de la Constitución de 1930, y después de él, en las 
primeras etapas de la creación de las instituciones comerciales 
e industriales del Estado, ¿cómo funcionaban esas empresas 
que fueron nacionalizadas? Como empresas privadas, y eso es 
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lo que se postula: el regreso a las fuentes, a los orígenes, a la 
normalidad del funcionamiento de una empresa industrial o 
comercial. No se pretende que tengan el funcionamiento de un 
Ministerio atenuado o adaptado, con muy buena voluntad e 
intención, pero inadecuado a un giro comercial o industrial. Se 
busca que una empresa de esta naturaleza -en este caso el 
Banco de Seguros- actúe como todas las empresas de seguros y 
aplique las mismas normas de funcionamiento interno que cual- 
quier otra. 


Insisto, señor Presidente, en que esto tiene ciertas dificulta- 
des. Ningún camino a la transformación del Uruguay, a la 
reforma del Estado que el día 12 tendremos oportunidad de 
discutir, pasa por senderos fáciles. Es más; todos los caminos 
de verdadera transformación y cambio, son difíciles. Lo que se 
propone aquí -que apoyo y defiendo firmemente- es que tenga- 
mos la audacia y la fuerza para hacer de este artículo 9* el 
primer paso de una genuina transformación de nuestras empre- 
sas, a fin de colocarlas en el nivel que se exige al final del siglo 
XX y sean similares a las que existen en todas partes del 
mundo, que funcionan con un régimen casi privado, y es'en ese 
contexto que tienen posibilidad de ser exitosas. 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor, 


SEÑOR ASTORI. - Señor Presidente: voy a ser extremada- 
mente breve. Quisiera aportar un punto de vista no jurídico 
sobre este tema -aunque hay colegas más capacitados que quien 
habla que ya to han hecho- porque a la perspectiva del Derecho 
quiero agregar la de la conveniencia económica y administrati- 
va, 


Comparto totalmente los objetivos finales que inspiran la 
posición, que sustenta el señor Senador Blanco. Esto ya lo he 
dicho no sólo en la Comisión -el señor Senador lo sabe- que 
trató el tema, sino que también lo he manifestado en otras 
oportunidades, como por ejemplo, al discutirse el tema de la 
reforma del Estado el año pasado, de cara a la opinión pública. 


Como el señor Senador Blanco también sabe, estoy de acuer- 
do con esos objetivos, no sólo para el Banco de Seguros, sino 
también para todo el Estado y, en particular, para todas las 
empresas públicas. Sin embargo, como tuve oportunidad de 
decir en ocasión de la discusión general de este proyecto de 
ley, me parece que una medida de esta naturaleza no puede 
tomarse sin revisarse a fondo el conjunto de temas que en este 
momento, por fuera del régimen de Derecho en que funcionan 
jas empresas del Estado, determina la ineptitud que campea en 
su orientación, los errores de administración y de gestión y que 
son, en definitiva, las causas más profundas que explican esta 
situación. 


Es muy probable -y esto ya lo he señalado- que ésta no sea 
materia legal, sino el producto de decisiones de otro tipo que 
tienen que ver con ese gran tema que se viene discutiendo en cl 
país, que es, sin duda, la reforma de la Constitución, 
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En resumen, si esas causas, que van a seguir vigentes por- 
que este proyecto no las remueve, siguen explicando esas pro- 
fundas equivocaciones en materia de conducción de las empre- 
sas del Estado, una fórmula como la propuesta en el artículo 92 
puede dejar el campo más libre a que se sigan produciendo 
efectos dañinos sobre el patrimonio público. Entonces, votar 
esta disposición sin tener la certeza de la erradicación de esas 
causas, para nosotros es una medida perniciosa, puesto que sus 
objetivos finales son compartibles. 


Acompañaríamos con mucho gusto una propuesta en esta 
misma orientación, si simultáneamente estuviéramos avanzan- 
do en la preparación de las empresas públicas para que no 
sigan sometidas a la mala conducción que genéricamente tie- 


ero en las circunstancias actuales, en las que no sólo no se 
dispone de esta certeza, sino en las que comprobamos que 
siguen vigentes los mismos mecanismos que a nuestro juicio 
producen efectos perniciosos, aprobar esta medida sería exacer- 
bar esos resultados negativos, profundizándolos y agudizándo- 
los, lo que, por lo tanto, nos parece que sería muy peligroso de 
hacer. 


Estas son las causas por las que, desde los puntos de vista 
señialados al principio -el de la conducción económica de las 
empresas públicas, su administración, su gestión y organiza- 


ción interna- no nos parece conveniente acompañar esta medi. . 


da. Ojalá algún día estemos en condiciones de plantearnos es- 
tos temas porque, entre otras cosas, nos sintamos seguros de 
que las empresas públicas están dirigidas correctamente y, so- 
bre todo, porque hemos descontaminado esta dirección de la 
peripecia político-partidaria que hoy impregna permanentemente, 
a través de los mecanismos del clientelismo que no comparti- 
mos, la dirección de todas y cada una de ellas, 


SEÑOR ZUMARAN. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor, 


SEÑOR ZUMARAN., - No voy a acompañar con mi voto 
la aprobación de este artículo 9%, a pesar de que tengo una 
enorme preocupación de que el Banco de Seguros, en este caso 
concreto, y todas las empresas públicas uruguayas, en general, 
puedan adecuar su funcionamiento a criterios de eficiencia y 
eficacia que todo el país está exigiendo, 


Creo que este objetivo de obtener un régimen más ágil de 
funcionamiento podría lograrse, desde el punto de vista teórico, 
por dos vías. Se podría decir, por ejemplo, que el Banco de 
Seguros del Estado será una sociedad anónima y que se organi- 
zará como tal; en consecuencia, nos podremos referir a una 
categoría concreta que sabemos cómo funciona. Desgraciada o 
afortunadamente, lo cierto es que el texto constitucional no nos 
permite organizar una empresa del Estado que tenga actividad 
comercial o industrial más que bajo la forma de Ente Autóno- 
mo. Por lo tanto, no podemos recurrir a otra forma jurídica 
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conocida como la de -y estimo que sería la más correcta- orga- 
nizarla como una sociedad anónima. Si se pudiera lograr, no 
tendríamos problemas de interpretación, 


La otra vía que podríamos emplear -que da mucho trabajo, 
pero que es la única- y a la que habría aspirado que llevara a 
cabo el Banco de Seguros en estos tres años -pienso que fue un 
error que no lo haya hecho, porque se conocía el designio del 
Poder Ejecutivo de desmonopolizar los seguros y llevarlos a 
una libre competencia y, en consecuencia, el Directorio del 
organismo debió prepararlo para poder desarrollarla- es la de 
elaborar una nómina o lista de disposiciones legales que exigen 
trámites engorrosos y lentos y proceder a su modificación por 
la vía legislativa. El Banco de Seguros del Estado, durante 
1990, 1991, 1992 y el año en curso, debió concurrir al Parla- 
mento a decir que necesitaba modificar la norma tal relativa al 
régimen de compras, o la disposición cual sobre el relaciona- 
miento con sus funcionarios, etcétera, es decir, todo aquello 
que hiciera lento o trabara su funcionamiento. Pienso que no 
hay otra manera de referirse punto por punto a cada disposición 
que se quiere modificar, en términos de acortar plazos o quitar 
procedimientos que puedan ser inútiles o inconvenientes. Por 
ejemplo, se puede hacer todo lo posible para hacer un contralor 
“a posteriori”, en lugar de uno previo. De cualquier manera, 
esta solución implica un trabajo engorroso y difícil y, además, 
lo cierto es que no se ha llevado adelante. 


Esta situación hace que nos enfrentemos al dilema de qué 
hacer con el Banco de Seguros. ¿Lo ponemos a competir en 
condiciones de inferioridad o se recurre a una norma como la 
que propone el señor Senador Blanco? Ante la imposibilidad 
de hacer en pocos días ese trabajo de revisar todas las disposi- 
ciones que regulan el funcionamiento del organismo para saber 
cuál podría ahorrar algunos trámites o cuál debe ser, inclusive, 
derogada, se recurre a una norma general que dice que el Ban- 
co se regulará por el Derecho Privado, Sin embargo, esta dispo- 
sición tracrá tantos problemas de interpretación que en lugar de 
hacer más ágil el funcionamiento del organismo, lo complicará 
aún más, porque antes de dar cada paso habrá una larga díscu- 
sión acerca de si proceder o no a la aplicación de tal o cual 
disposición, considerando que no es nada claro que en materia 
de gestión se va a regir por el Derecho Privado. 


En definitiva, reitero, que al no poder referirnos a una for- 
ma jurídica concreta y conocida regulada por el Derecho, como 
por ejemplo que el Banco de Seguros podrá funcionar como 
una sociedad anónima, no queda otro camino que el de recorrer 
la extensa serie de normas que probablemente, a lo largo de 
décadas, el país ha dictado y que conforman una maraña de 
disposiciones que hace lenta e ineficiente la labor de los orga- 
nismos del Estado. 


Me parcce, entonces, que no debemos votar este artículo 
porque logrará el efecto opuesto al que se persigue; serán tantas 
las dificultades de interpretación que complicará la situación en 
lugar de hacer más sencillo el funcionamiento del Banco. Asi- 
mismo, desde mi punto de vista, lo que cabe es pedirle al 
Banco de Seguros, nuevamente, que diga cuáles son las normas 


212 -C.S. 


que traban su funcionamiento, suponiendo que es el que mejor 
las conoce, a fin de que con una nueva Carta Orgánica poda- 
mos darle los instrumentos legales para que pueda actuar con 
mayor eficacia. Estimo que esta es la solución correcta y no la 
propuesta en el artículo que se va a votar, aunque comparto 
enteramente su Objetivo -y así lo sabe su proponente- al tiempo 
que me es muy grato elogiar la finalidad con que fue propues- 
to. 


De modo que, junto a los incisos primero y segundo del 
artículo 1%, no vamos a votar este artículo 9%, con lo que queda- 
mos prácticamente en igualdad de condiciones con la bancada 
oficialista, en cuanto a la aprobación de normas de este proyec- 
to de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Si los señores Senadores lo per- 
miten -y no habiendo más oradores en lista- la Mesa va a hacer 
un brevísimo fundamento de voto. 


La Presidencia debe decir que este debate le confirma la 
posición que sustenta en cuanto a la necesidad de modificar el 
artículo 185 de la Constitución. Los excelentísimos propósitos 
expresados por el señor Senador Blanco -que son compartidos 
unánimemente por todo el Senado- chocan con la dificultad de 
que la Constitución establece otro régimen y no con que exista 
una norma en nuestro Derecho que diga que cl Banco de Segu- 
ros del Estado se rige por el Derecho Público. En realidad, se 
rige por la Constitución y ésta, no sólo tiene toda la Sección 
XIII con alrededor de veinte artículos, sino que además contie- 
ne una serie de normas referidas a los Entes Autónomos, dis- 
persas por todo su texto. 


La Mesa estima -al igual que el señor Senador Zumarán- 
que el artículo 9%, de ser aprobado, no sólo tracrá un gran 
número de problemas -porque es muy difícil decir cuándo una 
norma es o no de Derecho Privado y, por lo tanto, si rige o no 
al Banco de Seguros- sino también la dificultad de determinar, 
en muchos casos, si la Constitución expresamente “dispone 
otra cosa”, como lo dice este artículo. Es decir, si una disposi- 
ción constitucional es o no aplicable a los Entes Autónomos y, 
además, en el caso de que lo sea, qué alcance tienc. 


El artículo 63 de la Constitución, por ejemplo, expresa que 
“El Estatuto de los Entes Autónomos comerciales e industriales 
contendrá las disposiciones conducentes a asegurar el normal 
funcionamiento de los servicios y las reglas de garantía estable- 
cidas en los artículos anteriores para los funcionarios, en lo que 
fuere conciliable con los fines específicos de cada Ente Autó- 
nomo”. Adviértase la dificultad que existe en establecer el gra- 
do de conciliabilidad entre las normas de garantía anteriores y 
los fines específicos de Ente. Entre las primeras, el artículo 61 
de la Carta menciona el derecho a la permanencia en el cargo, 
al ascenso, al descanso semanal, al régimen de licencia anual y 
por enfermedad, las condiciones de la suspensión o del trasla- 
do, etcétera. 


El Tribunal de lo Contencioso Administrativo, cuando los 
Entes carecen de Cargas Orgánicas sancionadas -dcbo señalar 
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que el Banco de Seguros sí la tiene- ha interpretado siempre 
que estas normas se aplican, por lo dispuesto en el artículo 63. 
Advierto que el señor Senador Ricaldoni está asintiendo. 


Debe tenerse en cuenta, entonces, la dificultad que habría 
no sólo en determinar qué normas son o no de Derecho Priva- 
do, sino en saber realmente cuándo la Constitución dispone 
“otra cosa”, que es o no aplicable a un Ente Autónomo, 


Me parece que la manera de solucionar este problema esta- 
rá dada por una reforma constitucional o por lo manifestado 
por el señor Senador Zumarán, es decir, mediante una propues- 
ta de modificación de la Carta Orgánica del Banco de Seguros 
para adecuarla a los tiempos que corren, pero propiciada por su 
propio Directorio, 


Pido disculpas al Senado por esta intervención. 
SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA. - A modo de fundamento de voto ade- 
lantado, y compartiendo en su mayor parte la exposición del 
señor Presidente del Cuerpo, recuerdo que en la discusión ge- 
neral enumeramos las razones por las que no íbamos a acom- 
pañar este artículo. Señalamos que este cambio de régimen 
jurídico del Banco de Seguros era uno de los aspectos que 
quedaban en la nebulosa debido a esa generalidad e impreci- 
sión que, a nuestro juicio, era inconveniente. Por ello, adverti- 
mos que quizás hubiera sido conveniente que en forma previa 
o simultánea con este proyecto se procediera a la reforma de la 
Carta Orgánica del Banco de Seguros. Esa era, en nuestro 
concepto, la única solución posible a fin de adecuarla al nuevo 
régimen en el que va a tener que intervenir. 


En consecuencia, adelanto nuestro voto negativo a este 
artículo, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 92. 


(Sc vota:) 
-9 cn 29, Negativa. 
Léase el artículo 10. 


VARIOS SEÑORES SENADORES. - Este artículo no tic- 
ne sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia ya lo ha adverli- 
do, pero igualmente tiene que cumplir con la formalidad de 
que se lea. 


SEÑOR ASTORI. - Solicito que se suprima la lectura, 
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SEÑOR PRESIDENTE, - Se va a votar la solicitud formu- 
lada por el señor Senador Astori. 


(Se vota:) 

-28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración, 

(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: “Artículo 10, (Funcionarios del Banco de Seguros 
del Estado). - Los funcionarios del Banco de Seguros del Esta- 
do que tuvieran la calidad de tales al 1* de julio de 1993 
mantendrán el mismo régimen de estabilidad laboral que les 
correspondía a cada uno en esa fecha.*”) 

-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-0 en 28. Negativa. 

Léase el artículo 11, que pasaría a ser 99, 

(Se lce:) 

“Artículo 11. (Actividades en el Exterior). - El Banco de 
Seguros del Estado podrá realizar las actividades de su giro en 
el exterior de la República”. 

-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD, 

Léase el artículo 12, que pasaría a ser 10. 

(Se lce:) 

“ARTICULO 12. (Disposición Transitoria). - El artículo 1? 
de la presente ley entrará en vigencia a partir de los 180 (ciento 
ochenta) días de dictada la reglamentación a que se reficre el 
artículo 3% de la misma”, 


-En consideración. 


Léase una fórmula sustitutiva presentada por los señores 
Senadores Pereyra y Elso Goñi. 


(Se lee:) 


“ARTICULO 12. - El artículo 1* de la presente ley entrará 
en vigencia a partir de los tres años de su promulgación”, 


SEÑOR ASTORL - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ASTORI. - Señor Presidente: en esta oportunidad 
también voy a ser muy breve. 


Tuvimos ocasión de discutir este tema en Comisión. Se 
sabe que aquí radica una de las principales discrepancias que 
hemos tenido entre su miembros y, además, es una de las cau- 
sas de nuestra oposición al proyecto. 


Creemos que en circunstancias en que se procede a esta 
desmonopolización, debería haber un plazo más extenso para 
que el Banco de Seguros del Estado pueda adaptarse, no en el 
sentido que discutíamos hoy al reflexionar sobre los artículos 4% 
y siguientes, sino preparándose para las nuevas condiciones 
económicas que va a tener que enfrentar. Sobre todo, pensamos 
que debe tener la oportunidad de corregir la innumerable canti- 
dad de errores a que hicimos referencia, señor Presidente. 


Pensamos que un plazo largo, relevante o significativo pue- 
de dar más posibilidades al Banco para que realice esa corrcc- 
ción. , 


Como decía, aquí radica una de las diferencias más negati- 
vas entre.este proyecto y el que había venido precedentemente 
a consideración del Senado, que proponía, precisamente, un 
período de transición más extenso. Sé que esto tiene que ver 
con la polémica en cuanto a la entrada en vigencia del Tratado 
de Asunción; también sé que esa polémica no debe ser reabier- 
ta ahora, porque ya se procesó en este Cuerpo. Pero, en todo 
caso, señor Presidente, nuestro apoyo a una medida de esta 
naturaleza radica en el fundamento expuesto: que el Banco de 
Seguros del Estado tenga posibilidad de disponer de un período 
relevante para prepararse ante las nuevas condiciones que se le 
crean por la vía de este proyecto de ley. 


Muchas gracias. 
SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor, 


SEÑOR CASSINA. - Señor Presidente: somos partidarios 
de establecer un plazo de transición mayor; lo señalamos en la 
discusión gencral y a cse respecto dijimos entonces que ese 
período de transición no debía ser inferior a los dos años. Es así 
que nos parece razonable el plazo de tres años propuesto por 
los señores senadores del Movimiento Nacional de Rocha. 


Luego de votaciones exploratorias, en Comisión se Hegó a 
una solución transaccional, pero señalando algunos señores se- 
nadores -como es nuestro caso- que se reservaban el derecho de 
replantear el tema en el Senado y proponer un plazo mayor 
para la transición. Esto tiene como objetivo -también lo mani- 
festamos en la discusión general- permitir la sanción de dos 
leyes cuya elaboración, obviamente, va a Hevar cierto tiempo, 
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descontando que haya voluntad política para sancionarlas. Una 

de esas normas es la reestructura orgánica del Banco de Segu- 

ros del Estado, que requiere de una nueva ley, entre otras cosas, 

para dotarlo expresamente de un régimen jurídico diferente del 

- actual. Obviamente, todo esto se logrará en la medida en que 
sea compatible con la Constitución de la República. 


En segundo lugar, en tanto la desmonopolización hace en 
muy buena medida al contrato de seguros referido a los riesgos 
derivados del transporte automotor, creemos indispensable que 
se establezca por ley la obligatoriedad del seguro que cubra 
dichos riesgos, fundamentalmente por responsabilidad civil. Este 
tema ya había sido contemplado en el proyecto sancionado por 
la Cámara de Representantes en el año 1990, si bien contenía 
una disposición que limitaba el monto de esa responsabilidad, 
lo que había sido objeto de un cuestionamiento muy severo por 
parte de especialistas y, particularmente, de la Cátedra de la 
Facultad de Derecho. 


Naturalmente, se trata de dos temas diferentes. Uno es el 
relativo al seguro obligatorio por responsabilidad civil derivada 
del transporte automotor, y otro es el establecimiento por ley -o 
no- de un monto máximo para las indemnizaciones resultantes 
de ese tipo de siniestros. 


¿En consecuencia, señor Presidente, somos partidarios de un 
plazo mayor y, por lo tanto, vamos a acompañar la propuesta 
de los señores senadores del Movimiento Nacional de Rocha. 


SEÑOR ZUMARAN. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ZUMARAN. - Además de los fundamentos verti- 
dos por los señores Senadores Astori y Cassina, deseo solicitar 
a los integrantes del Cuerpo que van a votar el mantenimiento 
de este plazo que mediten acerca de lo siguiente, Si este pro- 
yecto se convierte en ley, tendríamos dos plazos. 


Uno de ellos, que es de un máximo de 180 días, es para 
reglamentar la ley, aunque el Poder Ejecutivo puede hacer eso 
en menos tiempo. El otro plazo, también de 180 días, tiene que 
ver con la entrada en vigencia de la libertad de contratación. Es 
decir, tenemos un plazo máximo de un año, aunque puede ser 
menos. Entonces, en el plázo de un año, además de tener que 
sancionar estas leyes y de que el Banco Central tenga que 
organizar la Superintendencia -teniendo en cuenta que un año 
es un lapso poco amplio, porque los Entes Autónomos trabajan 
por presupuestos anuales- la Superintendencia a crearse para 
ejercer el contralor de los seguros sólo va a estar prevista en el 
presupuesto del año 1994, lo cual consume ya buena parte del 
plazo -casi la mitad- que se le otorga. 


Además, en el lapso de un año, ¿qué modificaciones puede 
hacer el Banco de Seguros del Estado en relación con sus 
balances, su patrimonio, su organización funcional? Y ni que 
hablar si antes de empezar a hacer las modificaciones, necesita 
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que se le voten algunas medidas legislativas. Hasta ahora, el 
Banco de Seguros ha funcionado bajo la forma de presupuesto 
anual, de modo que podrá proyectar en este momento su presu- 
puesto, que regirá el año próximo, y entonces cornenzar a 
realizar las modificaciones. 


Por todo ello, exclusivamente bajo mi responsabilidad y sin 
querer involucrar a los firmantes de la otra moción presentada 
por el Movimiento Nacional de Rocha ni a los señores senado- 
res que hicieron uso de la palabra anteriormente, me pregunto 
si acaso no podría buscarse una solución intermedia, que per- 
mitiera por lo menos dejar pasar los meses que restan de este 
año. Así, el año próximo, el Banco podrá tener su cuadro legal 
e introducir las modificaciones en su organización presupuestal 
y en su funcionamiento; así, con la experiencia vivida, podrá 
efectuar correcciones para el año 1995, año en el cual entrará 
en funcionamiento el MERCOSUR. Desde el punto de vista 
del calendario me parece que no es viable pensar que para 
mediados del año próximo, el Banco Central pueda organizar 
la Superintendencia y el Banco de Seguros, por su parte, pueda 
efectuar modificaciones importantes a su funcionamiento. 


Si por razones que no tengo por qué compartir, aunque sí las 
respeto, se considera que el plazo máximo vence el 1* de encro de 
1995 -fecha en la que entraría en vigencia el MERCOSUR- ¿no 
se podría hacer coincidir la vigencia del artículo 1% con la del 
MERCOSUR? ¿Por qué permitir que antes de la entrada en 
funcionamiento del MERCOSUR, empresas de seguros brasile- 
ñas, argentinas y paraguayas entren en nuestro mercado, con 
un Banco Central que aún no habrá acabado de realizar el 
contralor y con un Banco de Seguros tratando de adaptarse a la 
situación? A este respecto, algunos señalan que existen plazos 
perentorios, como el det MERCOSUR, Quien habla respeta 
eso. Aprovechemos ese plazo, pero no nos anticipemos. ¿No 
puede, como forma transaccional, llevarse la vigencia de este 
artículo 1* hasta el 19 de enero de 19957? ¿No es más lógico, 
más razonable? ¿No parecería que, si no se adopta esa posi- 
ción, hay una especie de precipitación por querer acelerar la 
puesta en marcha de este mecanismo, sin razones de fondo que 
justifiquen esa anticipación? Por mi parte, dejo planteada cesta 
inquietud. Como es sabido, esta cuestión ha sido el escollo 
principal, a raíz del cual no voté los incisos primero y segundo 
del artículo 1*. 


En mi opinión, creo que la fecha que mencioné es lógica y 
razonable, aun teniendo en cuenta el punto de vista de quienes 
sostienen la necesidad de que en el momento en que entre en 
vigencia el MERCOSUR exista libertad en el movimiento de 
los servicios. 


Creo que la solución que he planteado tendría un consenso 
y un buen respaldo político, lo que sería beneficioso. 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 
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SEÑOR PEREYRA. - Señor Presidente: si no procedimos a 
explicar el motivo por el cual presentamos este artículo sustitu- 
tivo referido al plazo, es porque al establecer la modificación 
del artículo 3% señalamos las razones para ello. Esto también lo 
hicimos cuando realizamos nuestra exposición de carácter ge- 
neral, en la que señalamos la forma en que en muy poco tiemn- 
po el Banco quedará librado a la competencia, sin haber conta- 
do con un lapso suficiente como para modificar los procedi- 
mientos y demás aspectos, de modo tal que se encuentren con- 
diciones efectivas para hacer frente a la nueva situación. Ade- 
más, cl plazo de tres años coincide con las aseveraciones reali- 
zadas por el actual Presidente del Banco de Seguros del Estado. 


En definitiva, si los señores senadores consideraran que el 
plazo es excesivo y si se decidiera aceptar la posición expuesta 
por el señor Senador Zumarán, no tendríamos inconveniente en 
acompañarla, dejando a salvo, naturalmente, lo que señalamos 
en la exposición de la discusión general en el sentido de que, a 
nuestro juicio, no existe compatibilidad entre la entrada en 
vigencia del MERCOSUR y el mantenimiento de los monopo- 
lios estatales. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA,. - Brevemente, deseamos 
dejar constancia de que vamos a votar este artículo 12 en el 
entendido de que esta ya es una solución intermedia. Lo que el 
Poder Ejecutivo había planteado originalmente era la posibili- 
dad de que no operase ningún plazo como se establece en este 
artículo, 


Durante el tratamiento de este proyecto de ley, a fin de 
obtener las mayorías necesarias para su aprobación, fue necesa- 
rio hacer algunas concesiones. En ese sentido, ereo que los dos 
artículos más importantes que tiene este proyecto de ley, son el 
primero y el último. El artículo 1* procede a la derogación de 
los monopolios de seguros, mientras que el artículo 12 le otor- 
ga un cierto plazo al Banco de Seguros del Estado, a los electos 
de que se pueda preparar para la libre concurrencia. Entonces, 
es en ese sentido y en atención a los acuerdos políticos que 
operaron para que este proyecto de ley pudicra ser finalmente 
aprobado, que vamos a votar este artículo, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 12. 


(Se vota:) 
-17 en 29. Afirmativa. 


Queda aprobado, en general y en particular, el proyecto de 
ley, que se comunicará a la Cámara de Representantes. 


(Texto del proyecto de ley aprobado:) 
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“Artículo 12, (Libre contratación de seguros). - Declárase 
libre la elección de las empresas aseguradoras para la celebra- 
ción de contratos de seguros sobre todos los riesgos, en las 
condiciones que determine la ley. 


Deróganse todas las disposiciones que establecen mono- 
polios de contratos de seguros en favor del Estado y ejerci- 
dos por el Banco de Seguros del Estado, especialmente los 
artículos 1% a 7% inclusive y 29 de la Ley N* 3,935, de 27 de 
diciembre de 1911 y el artículo 1* de la Ley N* 7.975, de 19 
de julio de 1926. Derógase, asimismo, el artículo 2* de esta 
última ley. 


Exceptúanse de lo dispuesto precedentemente todos los con- 
tratos de seguros que celebren las personas públicas estatales y 
los relativos a accidentes de trabajo y enfermedades profesio- 
nales a que refiere la Ley N* 16.074, de 10 de octubiu de 1989, 
así como el contrato de seguro de fianza a que alude el artículo 
503 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, y sus 
modificativas, los que sólo podrán contratarse con el Banco de 
Seguros del Estado. 


Art. 2%, (Autorización para empresas de seguros y reasegu- 
ros). - Las empresas públicas o privadas para desarrollar activi- 
dad aseguradora deberán ser autorizadas por el Poder Ejecutivo 
con el asesoramiento del Banco Central del Uruguay. Las com- 
pañías reaseguradoras para instalarse en la República deberán, 
asimismo, ser autorizadas en las mismas condiciones. 


Art. 32, (Reglamentación de la actividad de seguros y rea- 
seguros). - El Poder Ejecutiva, con el asesoramiento del Banco 
Central del Uruguay, dictará las normas para la instalación y el 
funcionamiento de las empresas de seguros y reaseguros, inclu- 
so mutuas, dentro de un plazo de 180 (ciento ochenta) días 
contados a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, 
Igualmente regulará, en el ámbito de su competencia, la activi- 
dad de los corredores de seguros y reaseguros dentro de dicho 
plazo. 


Art, 4%, (Adaptación de las empresas aseguradoras en fun- 
cionamicnto). - Las empresas aseguradoras privadas que ac- 
tualmente operan en el país, deberán ajustarse a la reglamenta- 
ción referida en el artículo precedente, dentro de los 90 (noven- 
ta) días siguientes a su entrada en vigencia. En caso de conside- 
rar adecuado cl plan de adaptación presentado por una empresa 
privada que estuviera operando, el Poder Ejecutivo -con el 
asesoramiento del Banco Central del Uruguay- podrá extender- 
le dicho plazo hasta un año. 


Mientras el Poder Ejecutivo no habilite a dichas empresas 
privadas, y únicamente dentro de los plazos establecidos en el 
inciso anterior, éstas sólo podrán celebrar Jos contratos que 
están autorizadas a concertar hasta el presente. 


Art. 52 (Empresas de seguros y rcaseguros). - Declárase 
que las empresas públicas y privadas de seguros y rcaseguros, 
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incluso mutuas, constituyen instituciones de intermediación fí- 
nanciera, resultándoles aplicables, en lo pertinente, las disposi- 
ciones del decreto-ley N* 15,322, de 17 de setiembre de 1982, 
con las modificaciones introducidas por la Ley N* 16,327, de 
11 de noviembre de 1992, 


Art, 62. (Supervisión y fiscalización de las empresas de 
seguros y reaseguros). - La supervisión y la fiscalización de las 
empresas, incluso mutuas, a que refiere el artículo precedente, 
así como de los agentes que desarrollen actividades de interme- 
diación comercial en este ámbito, serán ejercidas por el Banco 
Central del Uruguay, a través de la Superintendencia de Institu- 
ciones de Intermediación Financiera. 


Dicha Superintendencia, que dependerá del Directorio del 
Banco Central del Uruguay, actuará con autonomía técnica y 
operativa en régimen de desconceritración orgánica y funcio- 
nal. 


Las resoluciones de la Superintendencia podrán ser impug- 
nadas con el recurso de revocación, ante la misma, y con el 
recurso jerárquico, ante el Directorio, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 317 de la Constitución, 


Art. 72, (Cometidos y atribuciones de la Superintenden- 
cia). - En lo que refiere a la supervisión y fiscalización de 
las empresas públicas y privadas de seguros y reaseguros, 
incluso mutuas, corresponderá a la Superintendencia de Ins- 
tituciones de Intermediación Financiera del Banco Central 
del Uruguay: 


a) dictar normas genéricas de prudencia, así como instruc- 
ciones particulares, tendientes a preservar y mantener su 
estabilidad y su solvencia; 


b) habilitar su instalación, una vez autorizadas por cl Poder 
Ejecutivo; 


c) autorizar la apertura de dependencias de empresas pri- 
vadas ya instaladas; 


d) emitir opinión sobre los proyectos de fusiones, absorcio- 
nes y toda otra transformación; 
F 
e) autorizar la transferencia de acciones de las empresas 
organizadas como sociedades anónimas; 


f) aprobar los planes de recomposición patrimonial o ade- 
cuación; 


g) requerirles información con la periodicidad y bajo la 
forma que juzgue necesaria, así como la exhibición de 
registros y documentos; 


h) establecer el régimen informativo-contable al que debe- 
rán ceñirse; 


CAMARA DE SENADORES 


5 de Agosto de 1993 


i) reglamentar la publicación periódica de sus estados con- 
tables y otras informaciones; 


j) realizar un seguimiento permanente a efectos de verifi- 
car su situación económico-financiera y su cumplimien- 
to de las normas vigentes; 


Kk) aplicar observaciones, apercibimientos y multas, hasta 
el 10% (diez por ciento), de la respectiva responsabili- 
dad patrimonial básica, a aquellas empresas privadas 
que infrinjan las leyes y los decretos que rijan sus acti- 
vidades, las normas generales o particulares dictadas 
por el Directorio del Banco Central del Uruguay o por 
la Superintendencia de Instituciones de Intermediación 
Financiera; 


1) proponer al Directorio la aplicación, a los mencionados 
infractores, de sanciones pecuniarias más graves o de 
otras medidas, tales como la intervención, la suspensión 
de actividades o la revocación de la autorización para 
funcionar. Asimismo, podrá recomendar al Directorio 
que gestione ante el Poder Ejecutivo la revocación de la 
autorización para funcionar, por razones de legalidad o 
de interés público; 


m) resolver la instrucción de sumarios conducentes a com- 
probar la responsabilidad de las personas que puedan 
ser pasibles de las multas o inhabilitaciones previstas 
en el artículo 23 del decreto-ley N* 15,322, de 17 de 
setiembre de 1982, con las modificaciones introduci- 
das por la Ley N* 16.327, de 11 de noviembre de 
1992, 


Art, 82, (Comisión Honoraria Asesora). - Créase una Co- 
misión Honoraria integrada por un representante del Minis- 
terio de Economía y Finanzas, que la presidirá, un represen- 
tante del Banco Central del Uruguay, uno del Banco de 
Seguros del Estado y cuatro delegados del sector privado 
designados por dicho Ministerio a propuesta de las compa- 
filas de seguros y reaseguros que operan en plaza, de quienes 
ejercen actividad de intermediación en la materia, de la Aso- 
ciación de Empleados Bancarios del Uruguay y de emplea- 
dos de empresas aseguradoras privadas. 


La reglamentación regulará la forma de designación de los 
integrantes de esta Comisión. 


El Ministerio de Economía y Finanzas suministrará los re- 
cursos necesarios para su funcionamiento. 


La Comisión Honoraria tendrá el cometido de asesorar al 
Poder Ejecutivo, al Banco Central del Uruguay y a la Superin- 
tendencia de Intermediación Financiera. 
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Art. 9%, (Actividades en el exterior). - El Banco de Seguros 
del Estado podrá realizar las actividades de su giro en el exte- 
rior de la República. 

Art. 10, (Disposición transitoria). - El artículo 1% de la 
presente ley entrará en vigencia a partir de los 180 (ciento 


ochenta) días de dictada la reglamentación a que se refiere el 
artículo 3% de la misma”. 


5) SOLICITUDES DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de una solicitud de 
licencia, 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Bruera solicita licencia por el término de 
31 días”. 


Léase. 
(Se lee:) 
“Montevideo, $ de agosto de 1993, 
Sr. Presidente del Senado 
Dr. Gonzalo Aguirre Ramírez 
Presente 
De mi mayor consideración: 
Solicito licencia al Senado de la República por el plazo de 
31 días a partir del 9 de agosto, a los efectos de concurrir, con 
la delegación parlamentaria del MERCOSUR, a Asunción del 
Paraguay. 
Sin otro particular lo saludo muy atentamente. 
Leopoldo Bruera. Senador”. 
-Se va a votar sí se concede la licencia solicitada. 
(Se vota:) y 
-29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Se convocará al suplente respectivo. 
Dése cuenta de otra solicitud de licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Grenno solicita licencia por el término 
de 31 días”. 
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-Léase. 
(Se lee:) 
“Montevideo, 6 de agosto de 1993. 


Sr. Presidente de la Cámara de Senadores 
Dr. Gonzalo Aguirre Ramírez 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Par la presente vengo a solicitar licencia por el término de 
31 días a partir del 9 de agosto del año en curso. 


Motivan tal petición, razones de índole personal. 
Sin otro particular lo saluda con la más alta estima. 
Julio C. Grenno. Senador”. 
-Se va a votar si se concede la licencia solicitada. 
(Se vota:) 
-28 en 29. Afirmativa. 


6) COMISION DE HACIENDA INTEGRADA CON 
CONSTITUCION Y LEGISLACION. Versiones taquí- 
gráficas de sus sesiones, 


SEÑOR BLANCO. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BLANCO. - Señor Presidente: la Comisión de Ha- 
cienda integrada me había encomendado la tarea de solicitar al 
Cuerpo la anuencia necesaria para que las versiones taquigráfi- 
cas de las deliberaciones de sus sesiones fueran incorporadas a 
las actuaciones del Plenario. En ese sentido, formulo moción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción formulada. 


(Se vota:) 
-29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


(Versiones taquigráficas de las sesiones de la Comisión de 
Hacienda integrada con Constitución y Legislación, en las que 
se consideró el proyecto sobre derogación de los monopolios 
del Banco de Seguros del Estado, que se resolvió incluir en esta 
sesión:) 
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“Carp. N* 1177/93 
Rep. N* 641/93 
Anexo ll - 1* parte 


VERSION TAQUIGRAFICA DE LA SESIÓN DE LA 
COMISION DEL DIA 1* DE JULIO DE 1993 


ASISTENCIA 

Preside: Señor Senador Juan Carlos Blanco. 

Miembros: Señores Senadores Danilo Astori, Federico 
Bouza, Carlos Cassina y Julio C. Grenno, 

Integrantes: Señores Senadores Enrique Cadenas Boix, José 
Korzeniak y Américo Ricaldoni. 

Invitados 

especiales: Miembros del Directorio del Banco de Segu- 
ros del Estado, señores: Enrique de Fuentes, 
Washington Alfonso, Arsenio Bargo y Her- 
mes Silva; por Asociación de Empleados Ban- 
carios del Uruguay, señores: Manuel Negro, 
Mario Castro, Julio Méndez, José González y 
Hugo Pío y por la Comisión Local de Asegu- 
radores, señores: Neal Forrester, Héctor Cor- 
bellini, Juan Francisco Canil y Gonzalo Du- 
pont. 

Secretaria: Señora Raquel Suárez Coll. 

Ayudante de 

Comisión: Sefior Alberto Martínez Payse£. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 17 y 19 minutos) 


-Tenemos en consideración la carpeta N* 1,177/93, titulada 
“Monopolio de Seguros. Supresión”, proyecto de ley con de- 
claratoria de urgente consideración. 


Doy la bienvenida a los señores integrantes del Directorio 
del Banco de Seguros del Estado que han aceptado nuestra 
invitación para traernos su opinión acerca de este proyecto. Les 
pido excusas por la demorá'que se ha registrado en el comienzo 
de esta sesión debido al funcionamiento de otra Comisión la 
cual varios miembros de ésta también integramos. 


SEÑOR DE FUENTES. - Sr. Presidente: queremos agrade- 
cer su deferencia -que para nosotros es un honor- al querer 
escuchar la opinión de los integrantes del Directorio del Banco 
de Seguros del Estado en torno a un problema que en gran 
parte les compete. 


La posición del Directorio del Banco de Seguros del Estado 
en torno a este tema, debe establecerse tomando como base la 
desmonopolización, en este caso parcial, del Banco de Seguros 
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del Estado según lo expresa el Mensaje del Poder Ejecutivo en 
sus considerandos y, en los hechos, el Tratado de Asunción 
referente al MERCOSUR. La puesta en práctica el MERCO- 
SUR supone la eliminación del monopolio en relación a los 
servicios que presta nuestra institución. Tanto es así que con la 
anuencia del Gobierno, el Banco de Seguros del Estado fue 
quien promovió la formación del MERCOSEGUROS, porque 
estaba convencido -de acuerdo con las normas del Tratado de 
Asunción- que una vez puesto en vigencia el sistema de libre 
comercio entre los países integrantes del MERCOSUR, cesa- 
rían sus actividades monopólicas. Por tanto, nuestro Directorio 
comenzó a prepararse para ello, 


Con referencia a este proyecto de ley, debemos decir que 
tiene una variante con respecto al que se manejó en la anterior 
oportunidad, Sobre este tema vamos a hablar atendiendo al 
planteamiento que los señores senadores nos han hecho, porque 
el Directorio siempre entendió que la materia legislativa no era 
de su competencia, aunque ahora nos sentimos habilitados por 
ustedes. 


El Directorio del Banco de Seguros del Estado ha estado 
trabajando en esta materia. Es así que en la última reunión del 
MERCOSEGUROS se estableció que Uruguay coincidía con lo 
expuesto por Argentina y Paraguay, pero señalaba que la elimi- 
nación de los monopolios debería ser en los términos que admi- 
te el Tratado de Asunción, o sea gradual, parcial y recíproca. 
La norma que hoy está a discusión de los señores senadores 
establece el cese inmediato de los monopolios lo que supone 
pasar de un sistema a otro sin las normas jurídicas y adminis- 
trativas que habiliten al Banco de Seguros del Estado para 
actuar en libre competencia en el terreno comercial. El Direc- 
torio no va a discutir la oportunidad en que se toma la decisión, 
pero entendemos que la simultaneidad del cese del monopolio 
con respecto a la vigencia de la ley, supone pasar de un estado 
a otro, lo que significa un problema muy grave no sólo para 
nuestra Institución sino para todo el mercado de seguros en 
materia de automóviles en el país. 


En consecuencia, entendemos que ese aspecto de la norma 
es inconveniente porque no da el tiempo suficiente para que se 
establezcan las normas que regulen la vida administrativa y 
orgánica del Banco de Seguros del Estado de forma de capaci- 
tarlo para actuar en un mercado de libre competencia. En ese 
aspecto somos claros. El Directorio del Banco de Seguros del 
Estado entiende que no tiene inconvenientes en participar en un 
mundo de competencia en la medida en que las herramientas 
que se le brinden lo capaciten para ello. Tal como expresé, 
somos auspiciadores del MERCOSEGUROS y, en consecuen- 
cia, estamos disponiendo todo lo necesario para que se lleve a 
la práctica. Los esfuerzos que hemos realizado apuntan a mo- 
dernizar y agilizar los procedimientos administrativos, arreglar 
la contabilidad para que funcione al día -y no con el atraso con 
que la encontramos- de forma tal que todos sus mecanismos se 
manejen capacitando a las autoridades para tomar decisiones 
en el momento oportuno, con el conocimiento del tema y con 
la seguridad de acertar en la medida en que su capacidad lo 
permita. 
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En consecuencia, sobre el proyecto de ley a estudio, quere- 
mos decir expresamente que el Banco de Seguros respetará la 
norma que se apruebe -como no puede ser de otra manera- y, a 
tales efectos, está tratando de capacitarse para ello. Asimismo, 
entiende que, en este momento, representa un inconveniente 
para el organismo que representamos, la forma en que se pro- 
cede a la desmonopolización. Además -y desviándonos un poco 
del tema de la desmonopolización, pero como figura en el 
proyecto de ley lo vamos a mencionar- creemos que la creación 
de la Superintendencia de Seguros, que el Banco de Seguros 
venía propiciando desde hace largo tiempo ante el Poder Ejecu- 
tivo, debe reglamentarse y ponerse en funciones, previamente a 
todo ingreso de empresas aseguradoras al país, Es decir, que no 
sería tal como surge de este texto, mediante el cual se crearía, 
simultáneamente, la Superintendencia y la desmonopolización; 
esto es, se habilita el mecanismo que va a crear la norma pero, 
a la vez, se hace lo mismo con los actores para que intervengan 
libremente en un nuevo mercado. Á nuestro juicio, eso pone en 
riesgo una pureza del mercado de seguros que es una mosca 
blanca en el Cono Sur, ya que en este país, en los últimos 80 
años, no ha habido ningún tipo de quebranto, de sobresalto ni 
de traspié en materia de seguros, sino que todo se ha manejado 
de manera cristalina. No ha habido evasiones ni incumplimicn- 
. to de las normas contraídas, 


De manera que esa situación que permite el ingreso inme- 
diato de empresas aseguradoras, sin la norma que lo reglamen- 
te, a nuestro juicio, es otro de los inconvenientes que presenta 
este proyecto de ley. 


Nuestra experiencia en el Banco nos permite contestar algu- 
nas preguntas que se nos deseen formular, pero nuestra capaci- 
dad de oratoria nos impide seguir en el tema como navegante 
solitario, haciendo punta. 


SEÑOR CASSINA. - Señor Presidente: deseo consultar a 
los señores miembros del Directorio del Banco de Seguros, 
sobre determinados aspectos de las preocupaciones planteadas 
por el señor Presidente de dicha Institución. 


En primer lugar, debo señalar que me queda muy claro -más 
allá de lo que piense sobre el fondo del asunto de la desmono- 
polización o no de los seguros, o de parte de él- que el Banco 
de Seguros entiende que, mientras no se den determinadas con- 
diciones, sería negativo para dicho organismo, y supongo que 
para el país -ya que, como'dice el señor De Fuentes, ha tenido 
una vida muy cristalina en esta materia en los últimos 80 años, 
seguramente, por la intervención del Banco de Seguros- ir lisa 
y llanamente a la desmonopolización. Esto sería así, sobre todo, 
estableciéndola sin una previa actuación de la Superintendencia 
y de la Comisión Asesora que se crearía, que permita ordenar y 
regular el mercado desmonopolizado que se pondría en prácti- 
ca. Entonces, pregunto qué tiempo se requeriría para que el 
Banco de Seguros del Estado estuviera en igualdad de condi- 
ciones para participar, sin riesgo, en un mercado de seguros 
desmonopolizado. Además, quisiera saber qué pasos O medidas 
se deberían adoptar por la vía de la ley, o en el ámbito adminis- 
trativo. Me ha quedado claro, que algunas de ellas las está 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.- 219 


adoptando el propio Banco de Seguros, a los efectos de actuali- 
zarse -si cabe la expresión- para competir. Sin embargo, en lo 
que hace a la legislación, en lo que pueda referir al Poder 
Ejecutivo, deseamos conocer qué medidas deben adoptarse an- 
tes de que entre a regir un mercado desmonopolizado, es decir, 
de que quede sin vigor el régimen del monopolio actualmente 
vigente, 


En segundo término, deseo manifestar que me resulta claro 
que el Banco de Seguros considere la creación de una Superin- 
tendencia de Seguros. Además, ese tema lo hemos venido exa- 
minando tangencialmente en esta Comisión de Hacienda inte- 
grada, desde hace algunas semanas, la que, a la vez, ha trabaja- 
do intensamente en el estudio de la Carta Orgánica del Banco 
Central, es decir, la que crea la Superintendencia de institucio- 
nes de intermediación financiera, En ese caso, con mucho más 
conocimiento que nosotros del tema, el señor Senador Grenno 
nos ha expresado la preocupación acerca de la creación de una 
Superintendencia de Seguros que estaría en la órbita del Banco 
Central. Teniendo en cuenta que, en principio, la Comisión de 
Hacienda integrada ha aprobado el Capítulo relativo a la Su- 
perintendencia de Banco -por llamarlo de alguna manera, aun- 
que no es del todo apropiado- nos preguntamos si ésta actuará 
en relación de todas las instituciones de intermediación finan- 
ciera. Concretamente, quisiéramos saber si sería o no apropia- 
do que ésta misma Superintendencia fuera la que absorbiera los 
cometidos que se piensan atribuirle a la que se crearía en el 
Banco de Seguros, o si se cree preferible tener en forma sepa- 
rada una Superintendencia de Seguros en un régimen de des- 
centralización similar al que la Carta Orgánica antes mencio- 
nada prevé para las instituciones de intermediación financiera. 
En esc caso -y agrego esto como un comentario personal- de- 
beríamos tener en la ley una regulación más precisa de los 
cometidos y competencias de ese órgano, lo que se está hacien- 
do en la Carta Orgánica del Banco Central para la otra Super- 
intendencia, 


En ese caso, me gustaría conocer la opinión de las autorida- 
des del Banco de Seguros acerca de la ubicación institucional 
de esa Superintendencia, su independencia de la otra -la de 
instituciones de intermediación financiera- y la conveniencia 
de establecer en la ley una mayor regulación acerca de los 
cometidos y competencias del Superintendente, habida cuenta 
de que en el texto que viene del Poder Ejecutivo esa regulación 
es más que escueta y más bien remite a la reglamentación la 
regulación correspondiente. 


Estas son las dos grandes inquietudes que, por ahora, quiero 
plantear a los señores miembros del Directorio. 


SEÑOR DE FUENTES.- Antes de ceder la palabra a mi 
compañero Alfonso, quisiera decir, en relación a la primera 
pregunta de señor Senador Cassina, que en cuanto se refiere al 
tiempo o al plazo que requeriría el Banco de Seguros para 
situarse en condiciones de competir, nos veníamos manejando 
dentro de lo que se conocía en materia de proyectos de ley de 
desmonopolización, que este Cuerpo tiene a consideración y 
que ha recibido aprobación en la Cámara de Representantes. 
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Dicha iniciativa establecía un lapso de dos años entre la deci- 
sión y la puesta en práctica, Y como esos dos años eran los que 
mediaban entre ese momento y el comienzo del MERCOSUR, 
consideramos que en el citado período podíamos propiciar las 
reformas administrativas o legales que capacitaran el funciona- 
miento comercial del Banco de Seguros del Estado dentro de 
las normas que el Derecho Privado reserva para las organiza- 
ciones de ese tipo. 


SEÑOR ALFONSO.- Señor Presidente: antes de responder 
a las preguntas que ha hecho el señor Senador Cassina, me 
gustaría hacer un pequeño repaso más allá de lo que ha expre- 
sado el señor Presidente con relación a este proyecto. Desde mi 
punto de vista, este cuerpo normativo contiene por lo menos 
tres temas importantes que pueden tratarse conjuntamente, pero 
que creo sería mejor visualizarlos en forma separada. En cuan- 
to al tema de la desmonopolización, en este caso el Banco de 
Seguros del Estado no tiene arte ni parte en la medida que es 
un problema del Poder Legislativo. Esa ha sido la actitud que 
adoptó este Directorio desde siempre y creo que es la más 
saludable teniendo en cuenta que cada uno debe resolver los 
problemas que tiene en sus manos. Si el Banco de Seguros del 
Estado dice que el monopolio es mejor que un mercado libre, 
entra en una discusión o polémica que no hace al funciona- 
miento de la cuestión. 


El segundo tema que se incluye en esta iniciativa es el 
relativo a la apertura del mercado, producto, quizás, de la 
desmonopolización o consecuencia natural de ella. La apertura 
de mercados y la circunstancia de la fecha constituyen también 
un tema aparte, 


El último punto que puedo apreciar en el marco del proyec- 
to es la sobrevivencia del Banco de Seguros del Estado. En este 
tema, antes de contestar a las preguntas del señor Senador 
Cassina, creo que es bueno decir exactamente cuál es la situa- 
ción de la institución en el momento en que esta adminisitra- 
ción se hace cargo de ella, Esto no es una Rendición de 
Cuentas -creo que no estamos aquí para eso- pero vale la pena 
decirle al Poder Legislativo con qué nos encontramos. En pni- 
mer lugar, nos encontramos con que el Banco se movía debajo 
de dos sombrillas: el monopolio y el respaldo del Estado. El no 
tener que competir ni pelear en la plaza por cada negocio, 
hacía que no hubiera imaginación o combatividad por parte del 
propio Banco. Asimismo nos encontramos con que el Banco 
tenía deudas contraídas con el exterior en períodos anteriores 
que no estaban ni están todavía contabilizadas. También halla- 
mos una organización vetusta, una contabilidad atrasada al punto 
de que en agosto de 1990, cuando este Directorio asumió sus 
funciones, quien habla solicitó a la Contadora General de aquel 
entonces un balance de saldos por lo menos a la fecha señalada 
a los efectos de saber cuál era nuestro punto de partida. La 
respuesta que se nos dio fue que ello no sería posible porque la 
contabilidad estaba atrasada tres años. 


En materia de productos nuevos, de elaboración de produc- 
tos de seguros -todo lo que en la vida está es ascgurable- no 
tencmos en el Banco quien los fabrique para venderlos, Mu- 
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chas veces, los directores asumimos esa responsabilidad y los 
últimos productos que se han hecho en el Banco -algunos de 
ellos ya son más que conocidos, como el Seguro Integral 
Agrícola- han sido consecuencia del esfuerzo personal de aqué- 
llos, específicamente del doctor Silva, que nos acompaña, para 
llevar adelante lo que la propia organización del Banco no 
genera. 


Por otra parte, nos encontramos también con que no existía 
un control concreto sobre las utilidades financieras que la insti- 
tución no percibía. El Decreto N* 23 del año 1977 obligaba al 
Banco a comprar y vencer la moneda extranjera que precisaba 
para sus operaciones en el Banco de la República. Esta obliga- 
toriedad causó al Banco en 1992 la pérdida o, en todo caso, la 
no ganancia de U$S 100.000 por diferencia de cambio, que sí 
obtuvo el Banco de la República. 


Cuando nosotros asumimos nuestro cargo, la mejor rentabi- 
lidad que el Banco obtenía por nuestros excedentes dinerarios 
cíclicos era la tasa de interés común que nos paga el Banco de 
la República, cuyo valor actual es de 38%, cuando tenlamos 
perfectamente una masa de dinero que, bien colocada, podía 
determinar un aumento sustancial en los productos financieros 
que, si bien no corrigen los resultados del Banco, hacen que 
éste sea realmente eficiente, 


No existía tampoco un control de gestión, porque el Tribu- 
nal de Cuentas nos controla en cuanto al cumplimiento presu- 
puesta, pero no realiza un control de nuestra gestión. No tuvi- 
mos -y todavía no tenemos- un inventario de nuestro activo 
físico. No teníamos un departamento de auditoría; la misma 
administración que nos daba los datos era la que ratificaba que 
ellos fueran ciertos. No contábamos con un departamento de 
organización y métodos que fuera estudiando permanentemente 
la operación del Banco para cambiarla y modemizarla, Tenía- 
mos 18 sucursales en cada cabecera departamental del interior 
sin el más mínimo y elemental soporte de computación en 
1990, No sabíamos cuánto nos debía el Estado, pero ahora sí. 


SEÑOR GRENNO. - A los efectos de confirmar o no los 
desfases que el Banco podría tener en relación a los números 
que maneja, ¿el señor Presidente podría aportar las cifras que 
se elaboran cuando asumió este Directorio y también las actuales? 


SEÑOR ALFONSO. - En el año 1990, la cifra se situaba en 
los US$ 50:000.000 cantidad que, en nuestro concepto, ha sido 
absolutamente superada por la realidad. 


SEÑOR DE FUENTES. - Quiero decir que con la misma 
validez con que se hizo aquella estimación de U$S 50:000.000, 
como deuda extema del Banco, en la actualidad, según la 
misma fuente y con la misma autoridad, la cifra se sitúa 
entre US$ 150:000.000 y USS 200:000.000. Repito que se 
llega a esta cifra con la misma autoridad y seguridad con que 
se obtuvo la primera. 


SEÑOR ALFONSO. - Luego de un denodado esfucrzo -y 
digo esto porque le pedimos la información al Departamento 
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Contable, porque no la tenía- el Departamento de Cobranzas ela- 
boró un estudio que se fue perfeccionando hasta llegar a estable- 
cer que el Estado le debe al Banco de Seguros U$S 11:000.000, 


Toda esta búsqueda permanente de una mejor eficiencia y 
una mayor transparencia es producto del esfuerzo de este Di- 
rectorio, aunque no quede bien decirlo. Sin embargo, pienso 
que es necesario manifestar cuál era la situación y cuánto ha 
mejorado. Esto tiene que ver con la pregunta formulada por el 
señor Senador Cassina en cuanto al tiempo que necesitamos y a 
las medidas que debemos tomar, En lo que tiene que ver con el 
tiempo, que no es cuantificable, pero si consideramos el com- 
portamiento de la Superintendencia de Seguros de la República 
Argentina" donde el mercado es mucho más moderno, donde 
hay empresas públicas y provinciales que trabajan con una 
mayor eficiencia, y donde la adecuación de dichas empresas, al 
100% de las exigencias en márgenes de solvencia y de capita- 
les mínimos, ha insumido cinco años, podríamos decir que en 
el Uruguay tal vez no se necesiten también cinco años, pero es 
una respuesta de tipo comparativo. 


En lo que tiene que ver con las medidas que se deben 
tomar, considero que si no nos ayuda el Poder Legislativo, 
nadie podrá hacerlo. Se pretende que el Banco de Seguros del 
Estado obtenga resultados como si trabajara como una empresa 
privada; sin embargo, se mueve encorsetado en el Derecho 
Público. Por ejemplo, hace poco tiempo necesité un marcador 
y para conseguirlo fue necesario usar un papel grande, uno 
mediano y otro chico, una semana y doce firmas. Es más; en un 
expediente de otro tipo conté 68 firmas. Como me he pasado la 
vida coleccionando frases célebres, voy a decir que encuentro 
todos los días en algún expediente: “Pase al Departamento Tal, 
a sus efectos”, Esta estructura que nos rodea, encorseta y atenta 
contra la eficiencia del Banco. Una de las medidas que se 
puede»adoptar frente a esto es crear la Superintendencia y otra 
sería vigilar el funcionamiento del Banco “a posteriori” y si en 
ese se encuentran errores, se harán los correctivos del caso o se 
llamará a responsabilidad. Pero no es posible que para comprar 
un marcador se demore una semana, aunque no es algo decisi- 
vo en el mundo de los seguros. Sin embargo, esa es la prucha 
de cómo nos movemos. Reitero que nuestro marco jurídico no 
es el mfsmo que el que usan las empresas privadas. Por lo 
tanto, para que podamos alcanzar la eficiencia que tienen las 
11 compañías que operan ep el mercado uruguayo, más las que 
puedan ingresar con la apertura del mercado, debemos tener un 
marco jurídico que nos permita hacerlo. 


En lp"que tiene que ver con la Superintendencia, hay dos 
teorías. En algunos países es un sector del Banco Central, por- 
que el seguro es ahorro público, ya que básicamente tienen 
elementos de control iguales. Sin embargo, también es cierto 
que eri dtras naciones la Superintendencia depende del Ministe- 
rio de Economía. Personalmente creo que la Superintendencia 
integrada al Banco Central es lo mejor, en la medida en que 
manejan temas y situaciones iguales, porque tanto el ahorro 
público en los Bancos Comerciales como en el Banco de Segu- 
ros deben tener un control bastante parecido. 
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SEÑOR DE FUENTES. - Simplemente, quiero exteriorizar 
un deseo, Sería muy importante para nosotros que este Cuerpo, 
en el curso de las deliberaciones futuras, entendicra oportuno 
recabar nuevamente nuestra opinión cuando se consideren as- 
pectos más concretos. 


Quiero señalar, asimismo, que este Directorio -en cuya de- 
fensa no me caben las generales de la ley porque hace sólo ' 
cuatro meses que lo integro- desde sus comienzos se ha pre- 
ocupado notoriamente por mejorar la administración del Banco 
y en hacerla eficiente. Sin embargo, no ha tenido un respaldo 
general dentro del propio organismo, Ello lo prueban manifes- 
taciones públicas y algunos panfletos que se han repartido. Una 
de las acusaciones que más nos ha dolido es la del clientelismo 
político, lo que supone llenar de funcionarios los organismos 
del Estado. Quiero decir a los señores senadores que al 31 de 
julio de 1990 había en el Banco 1959 funcionarios; en setiem- 
bre de 1990, por decreto se disminuyó la extensión horaria en 
45 minutos y los funcionarios al 31 de diciembre de 1992 -es la 
última información que tenemos- llegaban, casualmente, a 1959, 
o sea, exactamente el mismo número que había cuando asumió 
este Directorio, Debe tenerse en cuenta que esa disminución de 
45 minutos en la extensión horaria supuso que más de 200 
personas dejaran de trabajar. Es decir que, en los hechos este 
Dircetorio se viene manejando con 200 personas menos. 


SEÑOR GRENNO. - Quisiera saber cuánto han pagado por 
concepto de horas extras. 


SEÑOR DE FUENTES. - Las horas extras han aumentado 
y en lo que va del año equivale a que dispusiéramos de 180 
funcionarios más. Esto no se debe a que el Directorio proceda 
“de mano abierta”, sino que lucha constantemente para lograr 
el incremento de las horas extras para cada sector en atención a 
que su capacidad de mano de obra no le permita cumplir todas 
sus obligaciones en tiempo y forma, para lo que se requiere la 
extensión dci horario, 


SEÑOR CASSINA, - Tomando nota del ofrecimiento del 
Directorio de brindar su colaboración, me permitiría solicitar 
que si éste lo cree pertinente -en el menor tiempo posible, 
puesto que estamos tratando un proyecto de ley de urgente 
consideración- nos hiciera llegar, con el debido asesoramiento 
jurídico, algunas propuestas, en lo posible articuladas, con res- 
pecto a normas que el Banco de Seguros del Estado considere 
imprescindible sean incluidas en la iniciativa, en el caso de que 
ésta sea aprobada. Sin perjuicio de volver a dialogar con el 
Directorio, me parece que sería útil contar con esos elementos 
en cl menor tiempo posible, a fin de que nosotros vayamos 
haciendo una composición de lugar, 


SEÑOR ASTORI. - Me sumo a este pedido que hace el 
señor Senador Cassina y me gustaría agregar otra solicitud. 


Quisicra referirme al tema del número de funcionarios 
que, según ha dicho el señor Presidente, se ha mantenido 
prácticamente estable a lo largo de todo este período. El 
problema es -y no pretendo que se discuta ahora- si ese es el 
número de funcionarios que necesita o no el Banco de Seguros 
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del Estado, más allá de la estabilidad que haya tenido. La 
información que solicito es acerca de las bajas, los ingresos que 
ha habido en el período, de qué tipo de funcionarios se trata, 
por qué concepto, cuál ha sido el mecanismo de ingreso a la 
institución y cuál ha sido el destino de los mismos, o sea, a qué 
Sección'o Departamento han ido. 


SEÑOR DE FUENTES. - No hay ningún inconveniente, 
señor senador. Vamos a hacer llegar a los integrantes de esta 
Comisión la información que se nos requiere. Además, quicro 
decir que el ofrecimiento de información lo extiendo a cada 
Senador en la medida en que dispongan de tiempo y del desco 
de consultarnos, 


Agradezco a la Comisión la deferencia que han tenido con 
nosotros. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Estoy seguro de que habrá un 
entendimiento, desde el momento que tenemos un representan- 
te del Directorio del Banco de Seguros del Estado en el Senado 
y viceversa. (Se retiran de Sala los integrantes de] Directorio 
del Banco de Seguros del Estado). 


(Ingresa a Sala la delegación de la Asociación de Emplca- 
dos Bangarios del Uruguay) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Corresponde considerar la Carpe- 
ta N* 1177/93, “Monopolio de Seguros. Supresión. Proyecto de 
ley con declaratoria de urgente consideración”. 


Tengo el placer de dar la bienvenida a la delegación de la 
Asociación de Empleados Bancarios del Uruguay. Además, quic- 
ro pedir disculpas por la demora derivada de una reunión ante- 
rior de otra Comisión de la que formábamos parte algunos de 
los integrantes de ésta. 


El motivo de esta invitación es escuchar la opinión o los 
puntos de vista que la Asociación tuviera a bien brindar acerca 
de este proyecto de ley que es de su conocimiento. 


SEÑOR NEGRO. - Antes que nada queremos agradecer al 
señor Presidente por habernos recibido. 


Esta delegación está integrada por el señor Mario Castro, 
que es integrante del Consejo del sector de la banca oficial; el 
señor Hugo Pío, quien forma parte del Consejo Central de 
AEBU; el señor Julio Méndez, que participa de la Mesa Repre- 
sentativa y del sector banca oficial; el señor José González. y, 


quien habla, Manuel Negro, que es el Secretario General del 


Sindicato Bancario. 


Queremos agradecer la posibilidad que se nos da para expo- 
ner nuestros puntos de vista sobre el proyecto de ley de supre- 
sión det-monopolio del Banco de Seguros del Estado que con 
carácter urgente ha enviado el Poder Ejecutivo. 


Para nosotros es muy preocupante este proyecto que ha sido 
enviado con carácter de urgente, a efectos de su tratamiento cn 
el Parlamento. Se trata de una iniciativa que desde hace mu- 
chos años está siendo analizada a este nivel e incluso fue pre- 
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sentada por el actual señor Presidente de la República en mo- 
mentos en que era legislador, y ahora en forma urgente debe 
ser resuelta por el Parlamento. 


Sobre este tema tenemos algunas propuestas que haremos 
conocer a los señores legisladores que integran esta Comisión. 
Además, cabe señalar la preocupación que nos causa el análisis 
de este tema, que es algo que hemos manifestado a lo largo y 
ancho de todo el país, así como en diversas reuniones que 
hemos tenido con las bancadas legislativas de los distintos par- 
tidos, con las Intendencias y con las fuerzas sociales, tanto del 
movimiento sindical como de otras organizaciones empresaria- 
les y comerciales. Es de recibo de nuestra parte manifestarles 
que hemos encontrado un muy amplio apoyo frente a las pro- 
puestas que el sindicato bancario ha llevado al seno de la socie- 
dad en distintas oportunidades. Es más, no sólo tenemos pro- 
nunciamientos de las diversas Juntas Departamentales del inte- 
rior del país, sino también de fuerzas sociales y políticas que se 
han manifestado frente a la preocupación del sindicato banca- 
rio y a la forma de encarar el Banco de Seguros del Estado con 
miras a una mayor proyección. 


Sabemos que los acuerdos intemacionales que el país ha 
suscrito -fundamentalmente dentro de lo que es el MERCO- 
SUR- no representan un obstáculo frente al monopolio que 
ticne el actual Banco de Seguros del Estado. Asimismo, noso- 
tros, como sindicato, y preocupados por lo que puede significar 
el mejor funcionamiento de este organismo -esto ya lo hemos 
demostrado en otras oportunidades participando recientemente 
en la reestructura del Banco Central en una Comisión nombra- 
da por su Directorio y, actualmente, con integración del sindi- 
cato participamos también de la que se está realizando a nivel 
del Banco de la República- hemos comprobado que en este 
caso concreto del Banco de Seguros del Estado no hemos sido 
tenidos en cuenta, a diferencia de lo que ocurrió en otros orga- 
nismos oficiales. En algunos de ellos no sólo hemos participa- 
do ampliamente, sino que además hemos recibido, de parte de 
los Directorios de esos Bancos oficiales, un reconocimiento por 
lo que ha significado nuestra intervención. 


No deseamos extendernos más, porque sabemos que los 
señores senadores tienen otras delegaciones para recibir. De 
todos modos, deseamos que los compañeros Castro y Pía den 
lectura a un memorándum que, posteriormente, distribuiremos 
entre los señores legisladores. También les dejaremos algunas 
carpetas donde constan algunas actuaciones y pronunciamien- 
tos de distintos sectores de la sociedad uruguaya en lo que 
respecta al irabajo realizado por el sindicato bancario. 


Finalmente, quedamos a disposición de la Comisión por si 
desean formular alguna pregunta. 


SEÑOR CASTRO. - Antes que nada, deseamos agradecer a 
la Comisión esta invitación. Seguidamente, iniciamos rápida- 
mente la lectura del memorándum que hemos traído y que 
establece lo siguiente. 


“A LA COMISIÓN DE HACIENDA DEL SENADO 


Estamos aquí presentes brindando nuestra opinión sobre el 
proyecto de supresión del monopolio del Banco de Seguros del 
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Estado que el Poder Ejecutivo enviara a la Asamblea General 
del Poder Legislativo con carácter de urgente consideración, 


En primer lugar, nos resulta asombroso el carácter de ur- 
gente consideración, pues este tema se viene debatiendo en las 
Cámaras desde hace por lo menos siete años, cuando el enton- 
ces Senador Luis A. Lacalle presentara su primer proyecto en 
ese sentido, 


Agrega aún más asombro esta declaratoria de urgente con- 
sideración, cuando se encuentra a estudio de la Cámara el pro- 
yecto que cita el Poder Ejecutivo en la fundamentación del 
actual. 


Queremos recordar a esta Comisión que en el proyecto que 
cuenta con media sanción, hay un capítulo referido a la obliga- 
toriedad de Seguros de Responsabilidad Civil en automóviles, 
la única parte en la cual consideramos que ya se debería haber 
legislado en virtud de la connotación social que esta obligato- 
riedad conlleva. Sobre esto, en el estudio del proyecto en cues- 
tión, se tomaron consideraciones de los catedráticos Gamarra y 
Rippe totalmente compartibles. Por lo tanto y teniendo en cuenta 
que existía una propuesta para legislar en este sentido emanada 
del propio Banco de Seguros, pensamos que el Poder Legislati- 
vo le debe al país la aprobación de un proyecto de esta natura- 
leza. 


En cuanto a la eliminación de monopolios, nos parece im- 
procedente por lo que va dicho, que luego de siete años de 
discusión parlamentaria se impulse un tercer proyecto con de- 
claratoria de urgencia. 


Por esta razón y por otros argumentos que intentaremos 
esbozar más adelante pensamos que la Cámara debería recha- 
zar el proyecto o, en su defecto, quitarle el carácter de urgente, 


La fundamentación del Poder Ejecutivo no es compartible y 
en especial la referida al MERCOSUR. En el Tratado de Asun- 
ción no hay ninguna cláusula sobre eliminación de monopolios, 
ni aún bajo el concepto genérico de restricciones no arancela- 
rias. El Tratado no deroga la legislación interna de cada país. A 
nuestro juicio es claro que no deroga los monopolios en mate- 
ria de telecomunicaciones, como electricidad y combustible, 
por ejemplo. Tanto es así que hay una evidente contradicción 
entre la afirmación de que el Tratado deroga los Monopolios y 
el envío de un proyecto de ley en tal sentido, Dicho de otra 
manera: si el Tratado derdga los monopolios para qué propo- 
nen una modificación legislativa con el mismo objetivo. Basta- 
ría que el Tratado entre en vigencia y operaría automáticamen- 
te la caída de los monopolios. 


No es exacto, por lo tanto, que el proyecto sólo tiene por 
finalidad ponerle fecha a estas derogaciones. 


Evacuado esto y entrando en la consideración de las fechas 
que el Poder Ejecutivo ha elegido para la supresión de los 
monopolios de Seguros, nos parece absolutamente infelices. De 
ello devienen otros argumentos a efectos de levantar la declara- 
ción de urgente o, lisa y llanamente, rechazar este proyecto. 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.. 223 


En efecto, cada vez son mayores las dudas sobre la efectivi- 
zación de la fecha de la puesta en práctica del Tratado de 
Asunción, A las consabidas dificultades en el orden macro 
económico se agregan las derivadas de medidas tomadas por 
algunos de los Estados partes, el reciente pronunciamiento de 
Brasil y en el orden interno, la incertidumbre que aún existe en 
el país sobre este proceso, cuya demostración más palmaria es 
el reclamo realizado por el sector industrial en estos días. 


Pero específicamente referido a los Seguros nos parece in- 
feliz pues en el contexto del Mercoseguros, donde el Banco de 
Seguros participa, a nuestro juicio, recién en su V Encuentro 
realizado a fines de mayo en Asunción, se comenzó una efecti- 
va negociación en la cual la delegación uruguaya ha manifesta- 
do una preocupante debilidad. 


Como elemento central en esta negociación, el país cuenta 
con ventajas comparativas que no están siendo utilizadas y se 
asumen posturas a la defensiva sin ingresar en una estrategía 
favorable para el país. Las ventajas comparativas que posee- 
mos derivan específicamente en los monopolios del Banco. 


Ellos le han permitido al Uruguay dos herramientas funda- 
menlales: a) un mercado saneado donde la buena fe es un 
elemento fundamental; b) una empresa estatal con prestigio en 
la región y con porte como no la tiene ninguna empresa priva- 
da en Argentina y Paraguay. 


Las negociaciones en el Mercoseguros se están llevando 
adelante con el embate de los otros países sobre los monopo- 
lios del Banco de Seguros. Sin embargo, Brasil se reserva el 
manejo de sus ventajas comparativas pues el Instituto de Rea- 
seguros de Brasil (IRB) que es estatal, detenta el monopolio de 
los reaseguros. Y Brasil por el momento (y creemos que por 
bastante tiempo) no piensa abandonar el monopolio estatal de 
los reaseguros. La delegación paraguaya propone la integra- 
ción sóto por la vía de las asociaciones con empresas ya insta- 
ladas en el país bajo la forma de sociedades anónimas, lo cual 
impediría el acceso al mercado de organismos estatales como 
el BSE, si esto lo considerara oportuno. 


En este contexto, donde las delegaciones de cada Estado- 
parte se reserva el manejo de sus ventajas comparativas, ¿el 
Uruguay elimina a priori sus propias ventajas quedando inerme 
para una negociación seria en el proceso de integración? 


¿El Uruguay entrega su mercado saneado -como no lo tiene 
Argentina y Paraguay- a cambio de nada? O lo que es peor, ¿a 
cambio de trabas para su eventual despliegue en la región? 


El VI Encuentro del Mercoseguro está programado para 
noviembre en Montevideo, organizado por el propio Banco y, 
de continuar este proyecto con carácter urgente la supresión de 
los monopolios operaría en setiembre por lo cual ya habríamos 
entregado nuestra principal herramienta de negociación cuando 
ésta electivamente comienza. Por eso reiteramos la necesidad 
de quitar el carácter de urgente a este proyecto”. 
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SEÑOR PIO. - Continúo, señor Presidente, con la lectura 
del informe. 


“En otro Orden de cosas no parece para nada acertado el 
procedimiento elegido por el P. Ejecutivo para tramitar la le- 
gislación que el país necesita en materia de seguros. Cuando 
dice que este proyecto procura -apartado b)- dotar a la activi- 
dad en la materia de un marco jurídico adecuado, nos permiti- 
mos disentir con la afirmación. El proyecto lo único que propo- 
ne es la creación de una Superintendencia de Seguros, pero no 
establece ninguna norma ni sobre regímenes jurídicos de los 
contratos, ni sobre las formas de control, ni sobre los márgenes 
de solvencia, ni sobre la radicación de reservas, etc. 


Como dice el aserto popular; “la carreta delante de los 
bueyes”. Primero se eliminan los monopolios que rigen el mer- 
cado, luego se legislará. Resulta todo lo contrario de un proce- 
dimiento lógico. Con el insólito ingrediente de que la Comisión 
Honoraría que propone, también sugeriría hasta la propia Carta 
Orgánica del Banco de Seguros estando esta Comisión integra- 
da por dos delegados de las compañías privadas, 


Por lo tanto, esta forma de proceso legislativo nos parece 
totalmente inadecuado. 


Ántes de ingresar en la parte final queremos establecer que 
nuestros argumentos en defensa del monopolio se encuentran 
desarrollados en las comisiones que consideraron el proyecto 
enviado por el Ejecutivo el 1% de agosto de 1990 y a ellos nos 
remitimos por lo que solicitarífamos integrar los mismos a esta 
discusión. 


Como parte final del temario a considerar en esta interven- 
ción y sin desmedro de otros elementos que puedan hacer al 
debate sobre este tema, queremos expresar nuestra preocupa- 
ción por la actual situación del Banco de Seguros por la gestión 
y el manejo que el actual Directorio está realizando en la Insti- 
tución, 


Vista la gestión, puede permitirse la razonable duda de si el 
Directorio no está llevando a cabo una estrategía que melle el 
prestigio de la Institución y genere corrientes de opinión desfa- 
vorables a la misma, y que este sea el fundamento político 
actual para considerar este proyecto de desmonopolización con 
carácter urgente, + 


El Directorio está llevando adelante un exacerbado proceso 
de clientelismo en materia de ingresos altamente negativo. Por 
las vías de la redistribución, comisiones, contratos de arrenda- 
mientos de obras y nominaciones se ha ingresado alrededor de 
cuatrocientos nuevos funcionarios, lo que equivale al 20% del 
total de la plantilla del Banco. En la mayoría de los casos no se 
ha tomado ninguna prueba de suficiencia y la edad promedio es 
superior a los 40 años, habiendo ingresado personal de hasta 65 
años de edad. Con esto y el manejo de los ascensos en varios 
tramos de su gestión ha generado un grave deterioro en la 
relación Personal - Directorio, desvirtuando valores de conduc- 
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ta y promoviendo un virtual vaciamiento administrativo. El 
“rico” anecdotario que este proceso ha generado, promueve un 
fuerte descreimiento en el personal que no es bueno para una 
elemental gestión de sana administración. 


La gestión económico-financiera es la más perdidosa de los 
últimos diez años, especialmente el ejercicio *91 donde el ba- 
lance arroja pérdidas por cuarenta millones de pesos actuales, 
El descontro! de los valores de reparaciones por siniestros de 
automóviles y dos contratos muy inconvenientes han promovi- 
do excesivos gastos de la Cartera y un irritante e inentendible 
ascenso en la tarifa, pasando de valores históricos del 6% al 
12% del valor del vehículo. Uno de los contratos (con Rexinbal 
S.A.) por el marcado de automóviles le ha costado al Banco 
desde febrero de 1992 a la fecha alrededor de U$S 2.000.000 
sin estar clara su utilidad. Con el agravante de que ha entrega- 
do información a la empresa, sobre la clientela del Banco: 
riesgo que se corre si se continúan realizando contratos con 
otras empresas para realizar funciones que el mismo Banco 
pueda hacer a costos inferiores, 


Se han promovido nuevos productos a pura pérdida con 
informaciones contrarias de la Administración. 


Existe una ausencia total de planificación en materia de 
comercialización, reservas o propaganda. La propaganda po- 
dría ser un medio de educación en materia de accidentes auto- 
movilísticos pues es la causa de muerte en menores de 40 años 
en el Uruguay, 


Falta adecuación de estructuras físicas y orgánicas. En caso 
de continuar este proceso de conducción el Banco puede llegar 
a una situación crítica y desventajosa frente al proceso de inte- 
gración, 


En este punto de la situación interna hemos dado los titula- 
res principales quedando a disposición de los señores legislado- 
res para evacuar dudas y preguntas. 


En resumen consideramos que: 


1%) El actual proyecto debe ser desechado o, en su defecto, 
debe levantarse su carácter de urgente. 


2%) Debe legislarse en materia de responsabilidad Civil obli- 
gatoria en Seguros de Automóviles. 


3%) El Parlamento Nacional debe controlar o proporcionar 
los medios de control sobre la gestión del actual Directorio, 
intentando cesar los ingresos por clientelismo y restableciendo 
mecanismos de sana administración. Entendemos que el parla- 
mento podría viabilizar un acuerdo entre el Directorio -sin que 
este naturalmente pierda sus atribuciones- y el personal ten- 
diente a estudiar los cambios de estructura que el mismo nece- 
site. Vale decir que hemos hecho una propuesta en este sentido 
al Directorio de la que aún no hemos recibido respuesta. 


5 de Agosto de 1993 


4%) El Parlamento Nacional debe vigilar el proceso de inte- 
gración en materia de seguros para que el mismo sea positivo y 
el Uruguay desarrolle sus ventajas comparativas en el contexto 
del MERCOSUR, 


Montevideo, 1* de julio de 1993", 


Como ya expresó el señor Negro, vamos a entregar a los 
señores senadores un sobre que contiene el informe que acaba- 
mos de dar lectura, ua documento referente al proceso de inte- 
gración -es decir, todo lo relativo al MERCOSUR- y las siete 
declaraciones de las Juntas Departamentales que opinaron en 
forma favorable con respecto al régimen monopólico del Ban- 
co de Seguros. Dichas Juntas Departamentales son las de Cane- 
lones, Florida, Durazno, Flores, Soriano, Río Negro y Treinta y 
Tres. Cabe destacar que en los últimos días nuestra Asociación 
ha participado en reuniones celebradas en otras Juntas Departa- 
mentales, como ser las de Salto y Montevideo, y el próximo 
viernes 9 está invitada a la Junta Departamental de Colonia. 
Además, dentro de este sobre, brindamos información específi- 
ca a los señores senadores sobre lo que ocurre con los seguros 
en la República Argentina. Allí se describen elementos concre- 
tos, como ser el promedio de 40 empresas privadas de seguros 
que quiebran por año en ese país y dónde están ubicadas cada 
una de ellas, con los expedientes que figuran en los Juzgados 
respectivos. Es decir, que estamos entregando una información 
actualizada de cara al MERCOSUR. Consideramos que los 
datos argentinos son importantes porque este país es el espejo 
fundamental donde debemos mirarnos para hacer algún tipo de 
comparación. 


Por último, también entregamos el primer documento que 
elaboró el sindicato bancario y que en 1986 se hizo llegar a la 
Comisión de Hacienda del Senado, y otro que fue confecciona- 
do por la AEBU en diciembre próximo pasado donde se relata 
en forma sintética algunas de las consideraciones que hemos 
hecho en el día de hoy. 


SEÑOR ASTORI. - De la lectura que acaba de efectuar el 
representante de la AEBU, me surgen tres puntos de interés, y 
no sé si dentro del sobre están suficientemente desarrollados. 
El primero de ellos refiere a la eventual caída de los monopo- 
líos con la entrada en vigencia del Tratado de Asunción; el 
segundo, tiene que ver con el acuerdo entre el Banco de Segu- 
ros y la empresa Rexinbal S.A., que a juicio de la Asociación 
de Empleados Bancarios del Uruguay tuvo un costo -si mal no 
recuerdo- de U$S 2:000,000 para aquél; y el último tiene rela- 
ción con los funcionarios. A este respecio, la delegación que 
nos visita acaba de aportar algunos datos que me parecen im- 
portantes. 


Declaro que acabo de pedir información al Directorio del 
Banco sobre este tema y éste se comprometió a enviarnos in- 
formación. Solamente deseo preguntar si en el sobre que se nos 
acaba de entregar hay un análisis de estos tres puntos, ya que 
todavía no he podido leerlo. Si la respuesta es afirmativa, anali- 
zaremos el material y, personalmente, me reservo el derecho de 
plantear una convocatoria a esta delegación en otra oportuni- 
dad a fin de estudiar el tema. 
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SEÑOR CASTRO. - En el material entregado no hay am- 
pliaciones sobre este asunto y puede ser que en un libro que 
tenemos en nuestro poder haya alguna otra información, pero 
no será mucho mayor de la que hemos dado hasta ahora. No sé 
si esto contesta la pregunta del señor Senador o si desea que 
abundemos sobre algunos de los puntos. 


SEÑOR ASTORI - Si no hay mayor información, enton- 
ces, solicitaría que nos aportaran algunos datos adicionales so- 
bre los dos últimos puntos que acaba de señalar, es decir, sobre 
el contrato con la firma REXINBAL y el ingreso de 400 nue- 
vos funcionarios al Banco. 


SEÑOR CASTRO. - En general, cuestionamos los costos 
de las tarifas de los automóviles, las que han subido de un 6% 
a un 12% debido a varios factores. Uno de ellos es el control 
de los valores de las tasaciones de los siniestros y el otro se 
refiere, particularmente, a dos contratos: uno con REXINBAL 
Sociedad Anónima y el otro con ARGENHALL referente a un 
contrato de reaseguro sobre seguros de pasajeros. De esta for- 
ma el Banco promueve una propaganda que, en buena parte, es 
pagada por éste y cuya utilidad hasta el momento no está 
demostrada. Desde febrero de 1992 hasta la fecha, se ha hecho 
un pago a la empresa de U$S 2:000.000 por el marcaje de 
vehículos, con entrega de información que nosotros entende- 
mos perjudicial o eventualmente perjudicial, y con la inconve- 
niencia de que esos costos que naturalmente deberán ingresar 
en los de la Cartera, generan un aumento de las tarifas. 


El otro convenio que hay que revisar es el realizado con 
ARGENHALL referente a un contrato por reaseguros de pasa- 
jeros. El Banco cubría un seguro para los pasajeros de los 
vehículos, que era administrado por la Cartera de Vida y se 
refería a determinado tipo de seguros de autos y camionetas en 
tarifas de 218 a 221, en una serie de seguros completos. 
Por medio del convenio con ARGENHALL el Banco pasa el 
reaseguro del 100% de estos vehículos y aumenta la tarifa 
en U$S 15, además de los impuestos y reajustes. Incluso el 
Banco trocó ganancias que tenía por la administración de este 
seguro, por pérdida, porque pasa el 100% de las ganancias de 
reaseguros y continúa teniendo el gasto administrativo y el 
pago a los corredores. Además, por la propia implementación 
del seguro hay un aumento de tarifas, Entonces, debido a todos 
esos inconvenientes, entendemos que se deben revisar estos 
contratos, ya que con otras medidas se puede contribuir a la 
baja de las tarifas de los seguros de los automóviles. 


En lo que tiene que ver con los nuevos funcionarios, tene- 
mos información sobre alrededor de 400 ingresos. En el memo- 
rándum no explicamos demasiado este tema, pero vale la pena 
decir que cerca de 110 funcionarios ingresados pertenecían a 
AFE y a ILPE. Sobre ellos no hacemos demasiadas considera- 
ciones, ya que entendemos que la situación de ese grupo de 
trabajadores debe ser atendida. Por tanto, quedarían 300 fun- 
cionarios provenientes de distintas dependencias que no enten- 
demos cómo el Banco ha recibido sin tomarles prueba de sufi- 
ciencia y sin conocer su capacitación. Esto se ve agravado por 
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el hecho de que el personal ingresado tiene un alto promedio de 
edad, superior a los 40 años e, incluso, mayores a 60 6 65 años. 
Nosotros calificamos a esto de clientelismo, porque si no hay 
ninguna prueba de suficiencia ni demostración de otro tipo, es 
evidente que hay otro tipo de procesos que salta a la vista. 
Además, por lo menos 10 de los funcionarios tenían sumarios 
en sus oficinas de origen y no sé si el Banco estimó pertinente 
hacer las averiguaciones sobre sus antecedentes. 


Por otro lado, algunos funcionarios redistribuidos han llega- 
do a lugares importantes en la estructura administrativa del 
Banco, como es el caso del contador Julián Alonso que pasó de 
auxiliar del Banco de la República a Auditor General del Ban- 
co. En los contratos de arrendamiento de obras hay algunos 
ingresos de ingenieros agrónomos que habían recibido el incen- 
tivo por la Ley N* 16,127 como funcionarios del Banco de la 
República. Se debe tener en cuenta que el Banco cuenta con 
ingenieros agrónomos dentro del personal de “Agronómicas”. 
El último contrato de arrendamiento que procesó el Banco es 
con un consultor en informática para levantar la información, 
sobre todo, del Departamento de Automóviles. Por esto, el 
Banco paga U$S 41.160 por año, lo que significa U$S 3.500 
mensuales para hacer una tarea que entendemos que el propio 
Departamento de Sistemas del Banco puede realizar. Como 
dice el documento, todo esto ha generado una situación interna 
muy conflictiva en el Banco, debido a que el personal se siente 
absolutamente menoscabado. Pensamos que, en cierto modo, 
se está haciendo un mal uso de la Ley N* 16,127. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Me parece interpretar el pedido 
del señor Senador Astori en el sentido de que si algún integran- 
te de la delegación tiene información sobre algunos de los 
puntos que ha mencionado, o sea, sobre los convenios celebra- 
dos en relación con la individualización de los automóviles y 
con el reaseguro de pasajeros, así como el número de funciona- 
rios y requisitos para su admisión, quisiéramos que lo hiciera 
llegar a la Comisión junto con el memorándum, uniéndolos a 
los antecedentes que ya ha entregado la delegación de AEBU. 


SEÑOR GRENNO. - Creo que sería saludable que además 
de solicitarle información al gremio, se le pidiera al Directorio 
a fin de ganar tiempo y tener un cuadro comparativo de las 
explicaciones del caso. 


SEÑOR ASTORI, - Comparto este criterio y sólo debo 
recordar que sobre un punto ya fue pedido por quien habla. 
Entonces, agrego a esa solicitud que se reclame al Directorio 
del Banco de Seguros información sobre los dos contratos que 
fueron planteados. 


SEÑOR GRENNO. - Entendí que el señor Senador había 
pedido información sobre los dos temas, es decir, sobre 
REXINBAL y los funcionarios. Si así fucra, agregaría que se 
pidiera información sobre el tema planteado por ellos respecto 
al convenio suscrito con la empresa ARGENHALL. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Así se hará. 
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SEÑOR PIO. - Quisiera completar la información brindada 
por el señor Castro con respecto a la pregunta del señor Sena- 
dor Astori. Debo expresar que a la mayor brevedad les haremos 
llegar la documentación respecto a la información solicitada, 
Quisiera agregar un ejemplo muy claro que tiene que ver con 
otras situaciones tremendamente escandalosas con respecto a 
los contratos de arrendamientos de obra. El último de todos fue 
la contratación del abogado Harry Pírez, al cual se le va a 
pagar la suma de U$S 41,000 a fin de que gestione frente al 
Instituto Nacional de Reaseguros Argentino la deuda que ese 
Instituto tiene con el Banco de Seguros del Estado. También 
hay otro ejemplo muy reciente que tiene que ver con el aboga- 
do Kenneth Barry Schochet, al cual el Banco de Seguros del 
Estado le paga U$S 20.000 mensuales, además de los gastos de 
estadía cada vez que este profesional debe dirigirse a cualquier 
parte del mundo, especialmente ciudades europeas, para gestio- 
nar alguna clase de negocio que el Banco de Seguros del Esta- 
do tenga en ese momento. 


Naturalmente, esto es contradictorio -desde nuestro punto 
de vista- con la situación que se está dando en el Departamento 
Jurídico del Banco, donde en los últimos tres años han ingresa- 
do 28 abogados, la mayoría como redistribuidos y unos pocos 
en comisión. Por lo tanto, estos suculentos contratos a los que 
me he referido, contrastan con la situación de los profesionales 
que han ingresado al Banco y que están comprendidos dentro 
de los 400 funcionarios que hemos mencionado. A nuestro 
juicio, el ingreso de estas casi 400 personas tiene una relación 
inversa a lo que fue la aplicación de la Ley N* 16,127 en el 
Banco de Seguros del Estado, por la cual renunciaron 130 
funcionarios de toda la plantilla que existía hasta el año pasado. 
Es evidente que los ingresos producidos triplican los egresos, 


Debemos expresar que la plantilla del Banco es variable, 
porque debemos tener en cuenta el sanatorio que depende del 
Departamento de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Pro- 
fesionales. Como no se da lo que postula el sindicato en todos 
los ámbitos, es decir, el ingreso por concurso tanto a las ofici- 
nas como al sanatorio, el número de funcionarios cambia per- 
manentemente porque por una mera designación del Directorio 
entran suplentes en cantidades abismales. Por lo tanto, no po- 
demos hablar de cifras fijas. 


El arrendamiento de obra de determinado personal significa 
una erogación brutal para el Banco de Seguros del Estado. Pero 
además -y esto es fundamental- la mayoría o todos -para ser 
más justos- los trabajos que se contratan según la idoneidad 
determinada por el Directorio, pueden ser realizados por fun- 
cionarios nativos del Banco y a un costo que es el salario que 
cada uno percibe según la tarea y cargo que desempeña. 


SEÑOR CASTRO. - Quiero agregar que nosotros no tene- 
mos la cifra de los egresos de los funcionarios y sólo contamos 
con la información que ya hemos brindado, de los egresos que 
se han efectuado al amparo de la Ley N* 16.127. No me extra- 
ñaría que la cifra de los egresos sea similar a la de los ingresos. 
De cualquier manera, debemos decir que cuestionamos severa- 
mente la forma en que se llevan a cabo los ingresos en el 
Banco de Seguros del Estado. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Hemos entendido que la Direc- 
ción de AEBU hará llegar a la Secretaría de la Comisión ele- 
mentos adicionales referentes a la pregunta formulada por el 
señor Senador Astori. 


SEÑOR NEGRO. - Queremos agradecerles nuevamente por 
habernos recibido y quedamos a las órdenes de esta Comisión 
y, a su vez, nos comprometemos a aportar la información que 
se nos solicite, 


También queremos expresar nuestra profunda decepción, 
luego de haber participado de la reestructura del Banco Cen- 
tral, presidido por el doctor Ramón Díaz, y del Banco de la 
República -oportunidades en que el Sindicato Bancario aportó, 
dentro de sus posibilidades, sus conocimientos para poder lie- 
var adelante el proceso de reacomodamiento y allí expuso sus 
matices, discrepancias y coincidencias- por el hecho de que el 
Banco de Seguros del Estado haya adoptado una actitud un 
tanto tozuda en el sentido de no querer contar con nuestro 
aporte y participación para su mejor funcionamiento. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Agradecemos la visita de los se- 
flores representantes de la Asociación de Empleados Bancarios 
del Uruguay. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Em- 
pleados Bancarios del Uruguay) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Comisión Local de 
Aseguradores) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Continúa en consideración la Car- 
peta N* 1177/93: “Monopolio de Seguros. Supresión”. Proyecto 
de ley con declaratoria de urgente consideración. 


En nombre de la Comisión, me complace dar la bienvenida 
a la delegación de la Comisión Local de Aseguradores y, al 
mismo tiempo, solicitar a sus integrantes tengan a bien exponer 
las opiniones que estimen del caso sobre el proyecto de ley que 
estamos tratando, 


Les cedemos gustosamente la palabra. 


SEÑOR FORRESTER. - Como Presidente de la Comisión 
Local de Aseguradores quiero agradecer la invitación que nos 
hicieron los señores senadores a los efectos de expresar nuestra 
opinión sobre el proyecto -En cuestión y me gustaría darle la 
palabra a nuestro asesor letrado, doctor Corbellini. 


SEÑOR CORBELLINI. - Agradezco a los señores senado- 
res su atención. 


En breves palabras, quiero expresar la opinión que el pro- 
yecto nos merece, No es la primera vez que hemos estado en 
esta Comisión hablando sobre proyectos de desmonopoliza- 
ción, algunas veces con mayor extensión que otras. De todas 
maneras, vamos a tratar de ser lo más breve posible y de tocar 
aquellos puntos que nos parecen neurálgicos en la cuestión, 
señalando alguna discrepancia que tenemos. 
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En rasgos generales, el proyecto de ley tiende a la sanción 
de una “ley marco” por la que se declaran derogadas todas las 
disposiciones que establecen monopolios de los contratos de 
seguros en favor del Estado -es el artículo 1*- con excepción de 
las relativas a accidentes de trabajo y enfermedades profesio- 
nales, Aquí repite en términos generales lo que se decía en 
proyectos anteriores, compendiando en un solo artículo la ex- 
cepción del caso de los accidentes de trabajo. No hay diferen- 
cia con los proyectos anteriores y no tenemos observaciones 
que hacer, 


La efectividad de la desmonopolización queda librada, eso 
sí, al previo dictado de la reglamentación sobre requisitos de 
admisibilidad y funcionamiento de las empresas, incluidas las 
actuales -según el artículo 3*- sobre control estatal de las em- 
presas -según los artículos 4% y 7%. y la integración de una 
Comisión Honoraria, según el artículo 6*. 


Pero el proyecto contempla, en cambio, la obligación con- 
traída -eso es favorable para nosotros- por el país en el Trata- 
do de Asunción en cuanto a la eliminación de restricciones no - 
arancelarias, en este caso, a la prestación de Servicios de 
Seguros, 


El proyecto contempla, sí, en sus lineamientos generales, 
por supuesto, dos de los tres grandes temas de los proyectos 
anteriores: la desmonopolización de los riesgos -con la excep- 
ción señalada, por un lado- y la creación de un órgano de 
control sobre toda la actividad aseguradora y reaseguradora 
mediante una Superintendencia de Seguros que se crea en la 
órbita del Banco Central. El tercer punto, que contenían los 
proyectos anteriores, sobre seguro obligatorio de responsabili- 
dad civil para automotores está excluido esta vez del articulado 
y reconocemos que no tiene mayor conexión con la temática 
tratada en éste, porque puede ser objeto de una ley especial, 


Las compañías privadas no pueden menos que reconocer 
que el proyecto es un intento serio y cauteloso de eliminar las 
restricciones que existen en la materia, en lo que Uruguay se 
encuentra rezagado en relación a los restantes países firmantes 
del Tratado de Asunción, y en cuanto no se descuida la necesa- 
ria creación de un organismo técnico de control en la órbita de 
la autoridad financiera, ni se olvida tampoco la necesaria pro- 
tección al usuario imponiendo requisitos de admisibilidad de 
las empresas y el control de su funcionamiento. En este orden 
de cosas el proyecto nos parece no sólo aceptable sino de 
necesidad, a falta de disposiciones mejores o de mayor profun- 
didad, en cuanto al tiempo de que se dispone para la entrada en 
vigor del Tratado es ahora muy poco, y frente a la libre compe- 
tencia de un Mercado Común, es mejor tener normas regulado- 
ras y autoridades de control, aun perfectibles, a no tener ningu- 
na. Los demás países las tienen, y como dijimos alguna vez en 
este mismo lugar, si no somos creativos en un tema tan impor- 
tante, pagaremos un precio alto por nuestro desinterés en abor- 
darlo, y no son estas meras palabras. En la situación actual el 
mercado se entenderá libre el 1? de enero de 1995 y no habrá 
modo de impedir su descontrol y el perjuicio de los usuarios si 
no existen las razonables previsiones. 
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Creo que en esto somos coincidentes con el Directorio del 
Banco de Seguros, interesado como nosotros en mantener la 
sanidad en el mercado de seguros, y esta no es posible sin la 
existencia de una autoridad de control (mejor si está en la 
jurisdicción de los Órganos de policía financiera) y sin que tal 
autoridad haga el efectivo control de las actividades de seguros 
y reaseguros. Dicho control es afín con el interés de las empre- 
sas que trabajan seriamente y es un freno para el oportunismo a 
término. Diríamos que es bueno aprovechar la experiencia aje- 
na para instituir los mecanismos necesarios a asegurar en el 
empresario de seguros una solvencia confiable. Los 20 años 
que lleva trabajando en este punto la C.E.E. a partir de su 
primera directiva de julio de 1973, son un buen ejemplo, no por 
espíritu de imitación sino por el pragmatismo de los principios 
que deben alentarnos en situaciones similares. 


En cuanto al análisis particular del articulado, debemos ex- 
presar a los señores senadores lo siguiente: 


El Art. 2* impone la obligatoriedad de que los contratos de 
seguros otorgados en el país, sólo podrán celebrarse con com- 
pañías públicas o privadas, instaladas en el país, que cuenten 
con autorización del Poder Ejecutivo para operar sin perjuicio 
de lo dispuesto en Tratados Internacionales en que la República 
sea parte. 


Con este texto la obligación se reduce a los contratos otor- 
gados en el país, con lo que quedan fuera de su alcance los que 
se otorgan fuera del país, pero cubriendo bienes radicados den- 
tro del territorio, o cubriendo la vida de personas residentes en 
él. Esto se ha extendido mucho últimamente, las más de las 
veces por razones tributarias y otras por cúmulos de capitales, 


Tanto el Banco de Seguros como las Compañías autoriza- 
das no pueden por razones legales o por impedimentos estatu- 
tarios, operar sobre bienes radicados fuera de su territorio, ex- 
ceptuados los bienes en tránsito de los seguros de transporte. 
Tal imposibilidad no existe para aseguradores de otros países 
quienes emiten u otorgan contratos en el lugar de su sede cu- 
briendo bienes radicados aquí, especialmente sobre capitales de 
importancia. El resultado es que los aseguradores locales en- 
frentan una competencia que no pueden contrarrestar, y el Es- 
tado tiene una evasión impositiva real. En la práctica, casi 
todos los contratos otorgados en el país, se celebran con las 
compañías autorizadas. EFproblema reside en los contratos de 
seguros que, aunque vendidos en el país, se otorgan o se per- 
feccionan en el exterior por empresas allá radicadas ampa- 
rando bienes nacionales contra riesgos locales. Esto, que como 
decimos, se da actualmente, no tiene nada que ver con el esta- 
blecimiento de un mercado común, que la parte final del artícu- 
lo contempla y que a su tiempo se regulará, y para lo cual se 
está trabajando, 


En nuestro anterior comentario a la Comisión de Hacienda 
sobre el proyecto entonces a estudio expusimos nuestra inquie- 
tud sobre un texto que admitimos era más acertado que el 
ahora propuesto, 
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Creemos que el texto que mejor comprende la situación 
planteada es el Art. 3% del proyecto del señor Senador Juan 
Carlos Blanco cuando dice textualmente: 


“El contrato de seguros que contemple riesgos sobre bienes 
que se encuentran en la República sólo podrá ser otorgado por 
compañías aseguradoras públicas o privadas legalmente autori- 
zadas para operar en Su territorio y estará sujeto a todas sus 
normas legales, reglamentarias y fiscales, sin perjuicio de los 
acuerdos internacionales celebrados por la República”. 


“La misma regla regirá con respecto al contrato de seguro 
de vida y accidentes personales cuando cubra a personas que 
tengan domicilio en el territorio de la República”. 


Nos adherimos a este texto por su precisión y practicidad, y 
destacamos a los seflores senadores la importancia de la cues- 
tión, que no se limita a lo meramente comercial sino también a 
lo tributario, sin perjuicio del debido respeto a los convenios 
internacionales. 


El Art. 32 del proyecto está de acuerdo con el contexto 
general. 


El Art. 4%, crea, como los proyectos anteriores, una Superin- 
tendencia de Seguros, con los cometidos previstos por su inciso 
final, que se reglamentarán. 


Nos parece adecuada su creación como órgano del Banco 
Central por razones técnicas, e insistimos en la necesidad de 
su existencia en el menor tiempo posible como antes hemos 
dicho. El seguro es un elemento muy importante en el desarro- 
llo de la economía y no funcionaría bien, o no funcionará 
seriamente sin la presencia de una autoridad de control con 
buen nivel de competencia. 


Esta competencia será a su tiempo reglamentada en orden a 
las disposiciones del decreto-ley N* 15,322 y de la Ley 
N* 16,327, 


A vía de simple información por estar en los propósitos de 
constituir el MERCOSUR, los siguientes son los sistemas de 
control existentes en los 3 países vecinos: 


ARGENTINA.- La Superintendencia de Seguros de la Na- 
ción, regulada por la Ley N* 20.091, controla las entidades 
aseguradoras desde su habilitación hasta su funcionamiento, 
Juzga también las necesidades del mercado de seguros. 


El Superintendente de Seguros está asistido por un Consejo 
Consultivo de Aseguradores que sólo tiene funciones de Aseso- 
tamiento, La Superintendencia de Seguros es una entidad au- 
lárquica con relativa dependencia del Ministerio de Economía. 
Sus resoluciones son recurribles directamente ante el P.E, de la 
Nación y en vía judicial ante la Cámara de Apelaciones en lo 
comercial, Este país ha privatizado recientemente las empresas 
aseguradoras estatales. 
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BRASIL.- El dispositivo legal principal está constituido 
por el decreto-ley N* 73 del 21 de noviembre de 1966, que 
regula el sistema nacional de seguros privados con estos Órga- 
nos: 


a) el Consejo Nacional de Seguros Privados; 
b) la Superintendencia de Seguros de la Nación (S.U.S.E.P.) 
c) el Instituto de Reaseguros del Brasil (1,.R,B,) 


d) las Sociedades autorizadas para actuar en seguros pri- 
vados. 


El Consejo Nacional de Seguros Privados entre otras com- 
petencias puede establecer índices y condiciones tarifarias, puede 
fijar límites de retenciones en las operaciones y la forma de 
constituir reservas técnicas. También tiene el cometido de co- 
ordinar la política aseguradora con las monetarias, crediticias y 
fiscales, 


La Superintendencia de Seguros es el órgano que tiene a su 
cargo el control del mercado de seguros en cuanto a su funcio- 
namiento. 


Recientemente el mercado ha sido totalmente liberado en 
sus condiciones y tarifas, con excepciones en el área de la 
seguridad social. 


El Instituto de Reaseguros es una entidad semi-estatal (de 
capitales mixtos) que tiene el monopolio de los reaseguros, 
aunque trabaja en régimen de retrocesión. En estos momentos 
se estudia su desmonopolización en virtud del Tratado de Asun- 
ción, 


En Brasil no hay empresas estatales de seguros. 


PARAGUAY- La Superintendencia de Seguros es un De- 
partamento de la Superintendencia de Bancos en el Banco Cen- 
tral. El mercado es libre y la Superintendencia ejerce su con- 
trol, 


A grandes rasgos, esta es la situación en cuanto a autorida- 
des de control en los mercados vecinos. 
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Nos quedan 2 artículos del proyecto para comentar, ambos 


sobre un mismo tema, 


El Art. 6* crea una Comisión Honoraria que presidirá un 
representante del Ministerio de Economía e integrarán además 
dos representantes del Banco de Seguros y dos delegados del 
sector privado designados por dicho Ministerio a propuesta de 
las Compañías de seguros y reaseguros que operen en plaza y 
de quienes ejercen actividad de intermediación en la mate- 
ria. 


La reglamentación regulará la forma de su designación. 
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El texto contenido en los proyectos anteriores era concep- 
tualmente idéntico y no merecía reparos, pero el actual agregó 
al sector privado a “quienes ejercen actividad de intermedia- 
ción”. 


Las empresas privadas no quieren obstaculizar a nadie en la 
deducción de sus derechos. Pero la forma de constitución pre- 
vista reducirá fatalmente a uno la representación de los asegu- 
radores; de otro modo, los corredores no tendrían cabida. 


Y ocurre que las empresas aseguradoras son las que sopor- 
tan el mayor peso en la actividad de los seguros. 


Deben organizarse administrativamente de modo a no incu- 
rrir en gastos excesivos, debe atender puntualmente los reque- 
rimientos fiscales y de control que se crean, el pago de los 
siniestros, etc., etc. Por añadidura, son pocas las empresas que 
operan todas las Carteras, y algunas sólo tienen una de ellas, 


Es imposible que un solo delegado empresarial puede abar- 
car tanta variedad de cosas, y menos aún teniendo en cuenta 
los cometidos que le confiere el Art. 7% a la Comisión Honora- 
ria, Creemos que los factores auxiliares de la actividad, como 
los corredores, o liquidadores de averías, por ejemplo, deben 
necesariamente ser oídos en punto a su interés, Pero no es 
razonable desplazar la opinión de aquellos que deben jugar 
íntegramente su responsabilidad en la operativa, menos cuando 
sus intereses no son coincidentes. 


De mantenerse el criterio propuesto, debería elevarse a tres 
el N? de delegados del sector privado, con lo que la Comisión 
tendría 6 miembros, y conferir doble voto al Presidente en caso 
de empate si hubiera puntos a votación. De otro modo, la 
solución sería injusta. 


En cuanto a los cometidos del Art, 7% se mantiene el crite- 
rio de los proyectos anteriores. 


El numeral A, daría carácter permanente a la Comisión, y 
viene a suplir en alguna medida la falta del Consejo Consultivo 
de que dispone la Superintendencia de Seguros de la Argenti- 
na, o del Consejo Nacional de Seguros Privados de que dispone 
Brasil. 


Como hemos dicho en anteriores oportunidades, la necesi- 
dad de ese órgano es imperiosa y evita errores de manejo en 
una temática por demás compleja y trascendente a nivel po- 
pular, 


Esto es todo lo que la Comisión Local de Aseguradores, a 
grandes rasgos, tiene que decir sobre el proyecto de ley por el 
que ha sido consultada. En lo demás, es conocida nuestra posi- 
ción sobre la desmonopolización y sobre la organización de la 
autoridad de control, 


Insistimos en el hecho de que cualquier compañía que pro- 
cura trabajar seriamente o tiene una larga trayectoria en mate- 
ria de seguros, cs partidaria de la creación de una autoridad de 
control. 
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SEÑOR GRENNO. - Descontando lo obvio ya expresado 
por ustedes en distintas circunstancias, debo decir que en torno 
a este tema, además de los proyectos de ley que tratan de 
ordenar la materia, existe -como una gran cubierta- la situación 
de dos mercados a los que debemos enfrentar: uno regional 
reglamentado en determinados acuerdos y otro nacional que, 
evidentemente, sufrirá alteraciones por este tipo de medidas. 


Personalmente, reconozco que las compafifas de seguros 
públicas y privadas que trabajaron en el país sin una normativa 
establecida son mérito de la mayor consideración de cualquier 
organismo o instrumento de Gobierno que exista en el país, 
porque no ha habido problemas catastróficos, sísmicos, es de- 
cir, de quebrantamiento de la Nación, pese a que nunca existie- 
ron disposiciones que reglamentaran ese tema. En tal sentido, 
lo lógico hubiera sido que se dieran este tipo de fenómenos, 
algo que afortunadamente no sucedió, Ello significa que esta- 
mos recurriendo a la parte folklórica, es decir que los buenos 
cuidadores del mercado de seguros han sido las compañías 
actuantes hasta el día de hoy. Normalmente, se le da este 
liderazgo al Banco de Seguros del Estado -incluso las compa- 
fiías privadas en algún momento también lo han entendido así- 
aunque es bueno reconocer que las empresas privadas han apor- 
tado mucho en la materia, 


Debo decir que el proyecto de ley establece una nueva 
regulación. Lo que nos preocupa a algunos senadores y, en 
particular a quien habla, es la opinión de la empresa privada en 
el sentido de cuáles han de ser los efectos de esta clase de 
medidas en el tiempo inmediato y cuáles serán las adecuacio- 
nes tanto en el mercado interno como en el regional. 


En lo referente a la disposición de radicación en la plaza, 
me interesaría conocer la opinión de nuestros visitantes en lo 
que tiene que ver con el mercado de reaseguros, ya que entien- 
do que no existen muchos antecedentes acerca de la exigencia 
de dicha radicación fundamentalmente para lo que el Banco 
hoy considera facultativo de dichas empresas en la plaza, ya 
que quienes realizan los reaseguros son corredores y no empre- 
sas, y lo que se busca es a quien pueda responder en el mercado 
mundial a ese tipo de respaldo. Esta tarea no la realiza una sola 
empresa sino un "pool" que es permanentemente variable, 


Si adecuáramos todas estas normas de una manera simple 
debido a la falta de experiencia técnica en el mercado de 
reaseguros, quizás se susciten problemas en cuanto a lograr los 
reaseguradores para este país. Esto ya esta sucediendo en la 
actualidad en la república Argentina. 


A mi entender, la empresa privada en el Uruguay puede 
aportar mucho sobre este tema. Personalmente, creo que el 
único respaldo que existe para el reaseguro está en el contexto 
mundial y no en el local porque esa premisa no se ha sostenido 
en ninguna parte, Sin embargo, corremos el riesgo de que ello 
suceda aquí y que deban establecerse oficinas o representacio- 
nes en el país para transformarse en oferentes de esc mercado 
que va a ser completamente abicrto. 
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Por lo tanto, me interesaría conocer la opinión de los visi- 
tantes en cuanto al mercado que ha sido muy cuidado por ellos, 
en el que pueden producirse distorsiones en cuanto al volumen, 
Asimismo, quisiera conocer su punto de vista en lo que tiene 
que ver con el mercado regional que puede ocasionar proble- 
mas de funcionamiento. Por último, desearía informarme acer- 
ca de lo que ustedes consideran es el tema de los reaseguros ya 
que, aunque este tema no está mencionado en el texto, está 
muy relacionado con él. 


SEÑOR CORBELLINI. - En principio, diría que acerca de 
las consecuencias que pueda tener en plaza, en gran parte ésta 
se encuentra librada a la forma en que se determine el 
funcionamientto del órgano de control. Por supuesto que éste 
tendrá su primaria intervención en la admisión de nuevas em- 
presas y, además, cumplirá una esencial función en cuanto al 
control de dicho funcionamiento. 


Debo decir que la admisión de las empresas es un punto 
muy importante a considerar y es de suponer que los requisitos 
de admisibilidad de las mismas deberán tener la suficiente se- 
riedad como para que solamente ingresen aquellas cuyo carác- 
ter primario, primitivo, de solvencia sea suficiente. 


En lo que respecta a las empresas privadas, puedo afirmar 
que están acostumbradas a lidiar en términos de competencia, 
de manera que no le temen a ella, Esto sucede quizás por 
hábito o porque la propia organización de las empresas tiende a 
abarcar los aspectos competitivos, 


Sin duda, hasta el momento el mercado ha tenido -como ha 
dicho el señor Senador Grenno- muy buenos niveles de solven- 
cia, ya que no ha habido un quebrantamiento de las mismas; en 
lo personal, creo que sería muy deseable que ello continuara 
así. 


Quienes estamos trabajando a nivel del MERCOSUR en el 
tema referente a los seguros sabemos muy bien que estos pun- 
tos son ampliamente discutidos en los foros que se han venido 
realizando con los tres países restantes. Asimismo, tenemos 
conocimiento de que se han estado estudiando todos aquellos 
aspectos que son prioritarios o neurálgicos en el sentido de 
prevenir que ese tipo de desliz no ocurra. 


Al tema de la imposición de capitales mínimos, y al del 
establecimiento de reservas técnicas, ya sea para garantizar la 
solvencia de los riesgos incursos o para los siniestros derivados, 
se suma ahora un concepto que ha aportado la comunidad Eco- 
nómica Europea -que ha dado grandes resultados- que es el 
establecimiento del margen de solvencia. Ello quiere decir que 
si una compañía crece rápidamente por su producción en el 
término de un año, el Órgano de control -por este motivo nos 
aferramos a su necesidad- establecerá el crecimiento paulatino 
de los márgenes de solvencia, a fin de que la liquidez de esa 
empresa sea siempre suficiente para cubrir al asegurado que 
padece un siniestro. Creemos que a través de ese mecanismo, 
en un mercado como el nuestro -no descartamos la posibilidad 
de que participen compañías dentro del mercado común que se 
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va a Crear, que también estarán sujetas a iguales reglas de 
funcionamiento -sería suficiente para garantizar el funciona- 
miento eficaz de un mercado en condiciones libres; éstas no lo 
serán tanto puesto que el órgano de control va a limitar el 
desenvolvimiento de las empresas aseguradoras. 


Con respecto a la segunda pregunta que formuló el señor 
Senador Grenno referida a los reaseguros, debo aclarar que es 
un tema mucho más delicado que el anterior. Eso depende 
muchas veces del aspecto de las líneas de retención con que el 
órgano de control asegura. El término "líneas de retención" 
hace que las empresas primarias colocadoras de seguros no 
puedan ser irresponsables, ya que sus intereses, así como las 
pérdidas que puedan tener a través de los siniestros. 


Como los señores senadores sabrán, una de las grandes cri- 
sis que se produjo en la República Argentina en el INDER fue 
justamente porque no imponía líneas de retención a las empre- 
sas a quienes reaseguraban y asumían por sí mismas seguros 
mal vendidos o bajo primas que no eran comerciales. Ello trajo 
como consecuencia la quiebra de la institución de reaseguros. 


Todos estamos al tanto de que el reaseguro tiene una fun- 
ción principal que es la de minimizar el riesgo que toma un 
asegurador primario. En ese orden de cosas es conocido que los 
grandes riesgos necesariamente van a terminar en los grandes 
mercados internacionales, En esta región de América no conta- 
mos con un dispositivo de reaseguros suficientemente formado 
como para poder abarcar represas hidroeléctricas o capitales de 
enorme cuantía; por lo tanto, una parte de esos riesgos debe- 
mos reasegurarla en los mercados internacionales. Ello no siem- 
pre significa una pérdida en la medida en que nosotros poda- 
mos conseguir que, al mismo tiempo, recibamos retrocesión de 
otros lugares del mundo en los cuales nos cubran las erogaciones 
que debemos hacer en tal sentido. 


Además, deseo agregar que no creo que el reaseguro sea un 
problema fundamental en esta área, siempre y cuando se dicten 
normas para su regulación y se fije la obligatoricdad del esta- 
blecimiento de las compañías que vayan a ejercer ese tipo de 
actividad. 


SEÑOR CADENAS BOIX.- Deseo hacer al señor Corbellini 
tres preguntas muy breves, porque si bien conozco las respues- 
tas quisiera que consten en la versión taquigráfica a los efectos 
de la debida información de los señores senadores. 


La primera de ellas es si las compañías de seguros que 
funcionan en el Uruguay estuvieron o están sometidas a algún 
tipo de control; la segunda es si existe alguna disposición legal 
o reglamentaria que obligue a las compañías de seguros priva- 
das a tener reservas técnicas por los riesgos en curso y la 
tercera apunta a saber cuántas compañías de seguros privadas 
del Uruguay quebraron en lo que va de este siglo, 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR CORBELLINI. - Debo señalar al señor Senador 
Cadenas Boix que respecto a las compañías de seguros priva- 
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das nunca existió ningún control sobre ellas -por lo menos 
desde que estamos ejerciendo nuestro cargo y creo que tampo- 
co antes- desde la vigencia de la ley de 1911. El único requisi- 
to es que actualmente debemos proporcionar en forma anual 
información sobre nuestras operaciones al Banco Central del 
Uruguay. Esto se debe hacer en función del orden presupuestal 
de gastos, de las primas cobradas, de los siniestros que se 


. pagan, y de los gastos e inversiones que se realizan en el país, 


Esto no está establecido legalmente y no se ejerce ningún tipo 
de control. 


Con respecto a la segunda pregunta formulada en cuanto a 
obligaciones legales o reglamentarias sobre reservas técnicas, 
debemos sefialar que no existe ninguna. Habitualmente todas 
las compañifas de larga duración tienen sus reservas constitui- 
das tanto para riesgos en curso como para siniestros en trámite, 
no por disposición legal, sino por razones de técnica adminis- 
trativa u operacional. Cada vez que tenemos emisiones hace- 
mos reservas y, a su vez, cuando tenemos siniestros también 
hacemos reservas inmediatas por ese concepto, haciendo un 
cálculo aproximado de a cuánto ascenderá la pérdida. Por esa 
razón nunca nos toma de sorpresa ninguna clase de siniestro. 
Esto podría disponerse en forma legal, pero en la práctica lo 
cumplimos sin que exista ninguna obligación legal. 


En cuanto a la tercera pregunta sobre cuántas compañías 
han quebrado, decimos que ninguna. Incluso, en las actas reco» 
gidas en la Comisión de Aseguradores y que fueron escritas de 
puño y letra aproximadamente en 1890 no figura en ningún 
caso de compañía que se haya visto en estado de insolvencia 
para hacer frente a sus obligaciones. Posteriormente, a la crea- 
ción del Banco de Seguros del Estado, en 1911, tampoco suce- 
dió nada. Quiere decir, entonces, que tenemos una historia 
bastante limpia en esa materia, tanto a nivel del Banco de 
Seguros como de las compañías privadas. 


SEÑOR BOUZA. - Atendiendo a lo que ha expresado el 
doctor Corbellini, me gustaría saber si considera conveniente la 
norma que propone el proyecto en el sentido de que a partir de 
su aprobación las compañías aseguradoras privadas pasen a 
estar sometidas a cierta vigilancia y control de parte del Estado, 


SEÑOR CORBELLINI. - Diría que no tenemos ninguna 
clase de inconveniente en base a una razón que ya expresé 
antes. Todo aquello que la disposición legal o reglamentaria 
pueda disponer es lo que en la práctica venimos cumpliendo. 
Por lo tanto, si se emite un decreto que establezca que debemos 
tener determinadas reservas técnicas, nos encontraremos con 
que éstas ya están previstas porque no deseamos que nada nos 
tome de sorpresa y, además, tenemos reservas para siniestros 
ocurridos. Incluso, si en el futuro se nos impone un régimen de 
margen de solvencia para enfrentar el crecimiento que se pue- 
de operar repentinamente en una compañía cuando se abre una 
cartera nueva o algo similar, a efectos de que la liquidez de la 
compañía esté asegurada, tampoco tendríamos ninguna clase 
de problema. 


No sé si con esto contesto las interrogantes del señor Senador. 
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SEÑOR BOUZA. - Simplemente voy a hacer una reflexión 
en voz alta. Tal como el doctor Corbellini ha expresado, las 
compaftías que hasta ahora han funcionado sin mayores contro- 
les de parte del Estado han tomado sus precauciones en cuanto 
a la actividad que desarrollan para tener una trayectoria tan 
cuidadosa como la que se ha logrado. De todos modos, ¿no 
podría surgir, a partir de normas que impusieran por ejemplo, 
una Superintendencia del Banco Central, una cierta situación 
de autojustificación en cuanto a que aquellas normas que les 
imponga el Banco Central sean las que estén condicionando la 
actividad futura de las empresas? Tal como aquí se ha dicho, el 
mercado y el propio interés del buen funcionamiento de las 
empresas, así como el cuidado de los intereses de sus asegura- 
dos, es lo que le ha dado a estas compañías buenos márgenes 
de actividad y de seguridad. 


A partir de ahora no sólo funcionaría el mercado, sino tam- 
bién una autoridad estatal que estaría regulando ese tipo de 
actividad y, en consecuencia, podría haber alguna circunstancia 
en la cual surgieran decisiones tomadas por la autoridad estatal 
que no se adecuarían a las necesidades de mercado. 


SEÑOR CORBELLINI. - Personalmente diría que el pro- 
blema deriva del tecnicismo con que la Superintendencia de 
seguros aplique sus disposiciones. 


No digo esto para aliviar a nadie, sino para evitar el 
aventurerismo que existe en materia de seguros y sobre el cual 
todos tenemos miedo. Existen empresas de seguros que han 
actuado durante largo tiempo y están deseosas de sobrevivir 
otro siglo más y por esa razón no tienen ningún interés en que 
surjan empresas que sobreviven determinado tiempo y luego 
desaparecen. Desde ese punto de vista a nosotros nos resulta 
más conveniente que exista una autoridad de control con nor- 
mas que regulen el mercado, a lo que estaríamos ya habituados. 


En cuanto al segundo aspecto de la pregunta planteada por 
el señor Senador, tengo algunas dudas y por eso le pediría que 
me lo aclarara. 


SEÑOR BOUZA,. - En realidad, el aspecto central es el que 
ha señalado el doctor Corbellini, 


SEÑOR CORBELLINI. - Nuestra idea es que la 
Superintendencia de seguros actúe técnicamente y por eso nos 
parece más aceptable que esté dentro de la policía financiera 
que cumple el Banco Centfal del Uruguay. 


Por otro lado, habíamos propuesto -de alguna forma esto 
está contemplado en el proyecto- en una oportunidad anterior 
la creación de un Consejo Consultivo Honorario de la 
Superintendencia de seguros capaz de opinar -aunque no tuvie- 
ra facultades decisorias- y hacer llegar los conocimientos de 
aquellos que están manejando el mundo de los seguros a esa 
autoridad de control, en caso de que existieran dudas sobre la 
conveniencia o no de aplicar una norma, 


Con respecto al mercado de seguros, desde el punto de vista 
particular -no es el caso del Banco, que es un órgano de Esta- 
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do- cualquier desprestigio que se ocasione a una empresa de 
seguros puede llevarla a la quiebra. Esto puede ser injusto y 
también puede ocurrir en el caso de los bancos, porque es algo 
normal, 


En consecuencia, las medidas que se adopten deben ser 
muy atinadas, Precisamente esto fue lo que llevó a los países 
vecinos a tener ese tipo de órganos consultivos, porque si bien 
no tienen facultades decisorias, son escuchados cuando una 
medida puede ser desacertada o demasiado apresurada. En la 
realidad, este tipo de asesorías debería cumplirse a través de 
este artículo 7* que establece que los cometidos de la Comisión 
Honoraria serán asesorar al Poder Ejecutivo -se entiende que 
este aspecto abarca sólo la admisión de empresas- y a la 
Superintendencia de seguros y reaseguros. En este punto cree- 
mos que este órgano, denominado Comisión Honoraria -en este 
momento deploramos su constitución- tendría poderes de ase- 
soramiento tales como para "abrir los ojos” en caso de que 
exista alguna medida que sea contraproducente para el interés 
del mercado, y no ya al de una empresa que está sujeta -como 
toda entidad financiera- a las reglas de policía financiera. Repi- 
to que en mi opinión no habría ninguna clase de problemas en 
este sentido. 


SEÑOR CANIL. - Deseo hacer alguna precisión sobre las 
preguntas que ha formulado el señor Senador Bouza. 


En el supuesto caso de que ese organismo de control no 
exija un control mínimo como el que estamos acostumbrados a 
prever de acuerdo con instrucciones que nos dan nuestras casas 
matrices -es decir que oficialmente tengamos menos exigencias 
que las que cumplimos ahora voluntariamente- éstas nos obli- 
garían a hacer esas reservas que ellos consideran necesarias y 
que nos han permitido tener, hasta el momento, la actuación 
que hemos cumplido, No se trata de algo que se hace por 
capricho, sino por necesidad. 


SEÑOR BOUZA. - En su exposición los representantes de 
los Aseguradores hicieron mención a las normas previstas en el 
artículo 2% del proyecto y, en tal sentido, sostuvieron que una 
solución más adecuada había sido elaborada por el señor Presi- 
dente de la Comisión. Según pude entender, la intención era 
comprender aquellos contratos de seguros que están cubriendo 
un riesgo 0 a una persona radicada en nuestro territorio. Enton- 
ces, me pregunto qué sucede si quiero hacer un contrato de 
seguro de vida con una empresa aseguradora en Londres. En 
este caso, ¿la norma estaría dirigida a impedírmelo o a que sólo 
lo pudiera hacer con esa empresa que está radicada en Londres, 
siempre y cuando esté autorizada por el Poder Ejecutivo o la 
Superintendencia para actuar en nuestro país? Concretamente, 
me surge la duda de hasta dónde estas normas -observo que 
estamos entrando en materia de Derecho Internacional Privado- 
pueden tener ese alcance. 


SEÑOR CORBELLINI. - En realidad, no habría impedi- 
mento legal para contratar un seguro con una compañía en 
Londres, entre tanto los efectos de ese seguro y su ejecución se 
radicaran en dicha ciudad. En ese caso, no podríamos oponer- 
nos y el país tampoco tendría soberanía para impedirlo. 
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Concretamente, queremos ser más precisos en lo que tiene 
que ver con la situación actual que se plantea en este mercado, 
debido a que nos encontramos en una desigualdad de condicio- 
nes frente a los aseguradores extranjeros, 


Volviendo a la hipótesis planteada por el señor Senador 
Bouza, debemos señalar que es muy probable que deba ir a la 
ciudad de origen -en la que necesariamente debió sentar un 
domicilio- en el caso de que se vea obligado a reclamar contra 
esa póliza. 


Por otro lado, cabe destacar que en materia de seguros, hay 
dos grandes ramas: los seguros directos -que son los típicos de 
daños- y, por otro lado, los seguros de vida o conexos con 
éstos, por ejemplo, accidentes personales, no de trabajo. Dentro 
de estas dos grandes empresas extranjeras, emitiendo u otor- 
gando los contratos en otros países. Lógicamente, las empresas 
o los asegurados que los realizan, en caso de tener que ejercer 
una acción contra el asegurador, necesariamente deberán ha- 
cerlo en el país donde se emitió ese seguro. De todas formas, 
advertimos que esto está tomando cierta generalidad debido a 
que los países que los emiten están muy cercanos y tienen la 
facultad y libertad de tomar negocios fuera de su territorio, lo 
que nosotros no podemos hacer en este país porque la Ley 
Orgánica del Banco de Seguros delimita su territorio -como ex 
Presidente de dicha Institución, el señor Senador Grenno lo 
debe saber muy bien- y porque nuestros estatutos, autorizados 
en su oportunidad por el Gobierno, limitan nuestra actuación al 
territorio nacional, excepto en el caso de los seguros a las 
mercaderías en tránsito. En tal sentido, advertimos que es muy 
común que muchos países obliguen a quienes exporten a asegu- 
rar en el país de origen, por lo que nosotros o tomamos un 
seguro que llamamos “de cola” -con el consiguiente riesgo- o, 
de lo contrario, no aseguramos. 


A nuestro juicio, lo fundamental radica en que sufrimos una 
competencia abierta en lo referente a riesgos de daños con 
grandes negocios. Como saben los señores senadores, cuando 
-una misma empresa opera sobre múltiples fábricas, se produce 
un abaratamiento del riesgo. Cuando se trata de una empresa 
que cuenta con filiales en varios países, muchas veces consigue 
ese tipo de negocios y nada podemos hacer contra ello, Lamen- 
tablemente, se está dando el caso más pequeño, es decir, el de 
una empresa nacional que en virtud de que paga costos meno- 
res en el extranjero realiza, el seguro fuera del país. El otorga- 
miento sobre el que preguntaba el señor Senador, se realiza 
conscientemente en el exterior y el contrato está perfectamente 
celebrado y surte sus efectos. Aclaro que también en este caso, 
en el supuesto de iniciar una acción contra el asegurador, se 
deberá ir al país de origen. De todas formas, debemos tener en 
cuenta que en la práctica no siempre ocurre esto porque se trata 
de aseguradores serios que pagan en el país que sea, pero 
lamentablemente están compitiendo con los aseguradores lo- 
cales. 


Por otro lado, querernos expresar que no sólo nos preocupa 
el problema comercial -aunque lógicamente a todos nos ducle 
cuando vendemos menos- sino que también nos inquicta el 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.- 233 


tema tributario. En tal sentido, destacamos que las compañías 
extranjeras no pagan impuestos nacionales mientras que noso- 
tros estamos obligados a hacerlo. Entonces, evidentemente se 
produce una evasión. Concretamente, nosotros pretendemos que 
todos los aseguradores locales nos encontráramos en igualdad 
de condiciones con los extranjeros o, por lo menos, hasta que 
no comience a regir el MERCOSUR, atrasar la aplicación de 
determinadas normas a fin de que podamos competir en condi- 
ciones de reciprocidad y defender el hecho de que los bienes 
radicados en el país estén protegidos por pólizas celebradas en 
el Uruguay. 


SEÑOR GRENNO. - Sobre este tema, debo decir que la 
norma que ampara cada contrato generalmente es del país de 
emisión del contrato. Por lo tanto, todo contrato celebrado en 
el Uruguay se rige por nuestras normas y esa situación no se da 
con las empresas que se acaban de mencionar, 


En realidad, advierto que en la exposición de motivos se 
insinúa la inclusión de una norma que luego, no aparece. Los 
contratos de seguros en el mercado europeo comenzaron por la 
ley nacional en su amparo, pero terminaron por la ley comuni- 
taria, Esta, no está integrada ni suple a la ley nacional porque, 
en definitiva, la ley regional va a tener implicancia en las 
condiciones que pueda imponer la Superintendencia, ya que no 
se va a tolerar un mercado regional en el que haya condiciones 
impuestas por Uruguay que sean diferentes a las establecidas 
por los demás países que integran el conjunto. Además, de 
alguna forma eso hipoteca la soberanía de decisión que, inclu- 
sive, tenemos los parlamentarios debido a que va a existir otro 
marco. Asimismo, pienso que nosotros estamos totalmente sub- 
yugados a lo que pueda ser discutido. 


En consecuencia, lo relativo a la norma nacional, es un 
tema sumamente circunstancial y así será, hasta que aparezca 
paulatinamente la norma regional o comunitaria, 


En cuanto a las asimetrías, debo manifestar que también 
son impositivas y, evidentemente, no están dentro de este pro- 
yecto de ley. En realidad, lo desbordan y constituyen otra lucha 
gremial del área del turismo, que para el Parlamento va a ser 
absolutamente imposible incluirla dentro de este marco, 


Por último, creo que hay que dejar constancia de que ya no 
se trata de si puede competir o no el Banco de Seguros o si 
puede hacerlo la empresa oligopólica con dicha Institución; se 
trata de que es Uruguay quien no puede competir. Entonces, 
considero que no podemos hacernos trampas al solitario, Ade- 
más el hecho de tener un mercado abierto nos parece conve- 
niente en la medida en que éste constituya una avenida de ida y 
vuelta que nos permita prescrvar el nuestro y de integrar estos 
en una línea de equidad y de igualdad. 


En realidad, sería muy interesante conocer la opinión de 
nuestros visitantes sobre el particular. 


SEÑOR CORBELLINI. - Si no entendí mal, al final de su 
exposición, el señor Senador Bouza expresó que no lo resuelve. 
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SEÑOR BOUZA. - Según se mencionó por las disposicio- 
nes del Banco de Seguros y por otras normas del Gobierno, las 
compañías privadas están limitadas a hacer seguros solamente 
en el territorio nacional o en bienes ubicados en el mismo. 
Pregunto si la solución no estará por el lado de la modificación 
de esas normas. 


Comprendo y comparto lo que señalaba el señor Senador 
Grenno, en el sentido de que todo aquello que son costos eleva- 
dos para la actividad -no sólo en materia de seguros, sino en las 
distintas actividades económicas en el país debido a un exceso 
de presión tri" utaria por parte del Gobierno como consecuencia 
de la dimensión del gasto del Estado- debe ser co.regido. Pero 
en la medida en que haya normas -sobre todo pensando en un 
mundo cada vez más integrado- que acoten su radio de acción 
a las empresas nacionales, públicas o privadas, y que otros 
países no lo hagan, creo que seríamos nosotros los que nos 
estaríamos atando las manos. En cambio, entiendo que el solo 
hecho de que se diga qué los contratos que se celebren aquí 
deban realizarse solamente con empresas nacionales públicas o 
privadas, no va a tener efectos con respecto a la realización de 
los contratos a que se hacía referencia. Entonces, si esos otros 
contratos se radican en domicilios fuera del país, se van a poder 
seguir celebrando, más allá de lo que diga la norma y las 
empresas seguirán aceptando estos seguros en la medida en que 
sientan que cubren con mayor seguridad sus riesgos, 


SEÑOR PRESIDENTE. - En realidad, la norma proyectada 
tiende hacia un efecto disuasivo de las celebraciones de sus 
contratos, operando desde un punto de vista fundamentalmente 
sicológico en el ánimo del posible contratante. En esta norma 
se expresa que lo que se haga en contra de ella, será nulo, de 
acuerdo con el artículo 8* del Código Civil. Eso implica que si 
se toma un contrato de seguros en Londres y luego se quiere 
hacer valer ante una autoridad judicial nacional, no se va a 
poder hacer. Es decir que sólo se podrá realizar haciendo fe en 
la honorabilidad en el sentido de que esa compañía va a cum- 
plir su contrato, renunciando de antemano a la posibilidad de 
ampararse en los Tribunales del país. Entonces, ese elemento 
ejerce una acción disuasiva en un posible contratante o toma- 
dor de seguros. De todas maneras, eso no puede evilar que 
igualmente se celebre un contrato con una compañía extranje- 
ra. Si la compañía cumple con éste, como sucede en la mayoría 
de los casos, entonces se termina el ciclo y se pagará la prima, 
el premio, etcétera. 


Por tanto, la observación del señor Senador Bouza es tolal- 
mente válida en el sentido de que el artículo tiene un efecto un 
tanto indirecto. En consecuencia, entre esa fórmula y la del 
artículo proyectado por el Poder Ejecutivo, hay una diferencia 
de grado. Ahora bien, la razón de ponerlo de esa forma -que 
también coincide con el propuesto por el Poder Ejecutivo y que 
aprobó la Cámara de Representantes- es la de mantener ese 
efecto disuasivo, en tanto se dilucidan los otros aspectos de la 
ampliación del mercado regional y las negociaciones del GATT 
sobre el comercio de servicios que también van avanzando, 
Entonces, se mantiene esta protección, que es la existente hasta 
el momento, al tiempo que se está desmonopolizando y abrien- 
do el mercado de seguros. 
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Paralelamente a esta disposición, el artículo 17 del proyecto 
que he presentado dice que el Banco de Seguros del Estado 
podrá realizar las actividades de su giro en el exterior de la 
República. Pero, como no se tiene la seguridad de que la otra 
parte le dé la reciprocidad y permita que se realice -lo mismo 
sucede con las compañías privadas, pero no me refiero a ellas 
en el proyecto porque esto es materia de sus estatutos y no de 
la ley; de lo contrario, lo hubiera hecho porque el razonamiento 
vale para ambos casos- por medio del artículo 3* del proyecto 
que he propuesto y del 2* del que estamos considerando, esta» 
mos diciendo que nosotros tampoco dejamos que venga a ope- 
rar ninguno que no esté establecido en el país; mientras que en 
el plano regional se negocia cómo se va a manejar el aspecto 
de los seguros, y en el plano internacional se está estudiando 
todo el sistema del comercio de servicios. Esta es la filosofía 
del proyecto prevista en esas dos normas. Sin embargo, se debe 
reconocer que esa disposición tiene un valor un poco platónico 
o sicológico de que se va a contratar con una compafiía que 
merezca gran confianza. De lo contrario, se deberá confiar en 
una compañía local que hace mucho tiempo que está funcio- 
nando y que nunca ha quebrado, 


SEÑOR GRENNO. - No discuto el hecho de que el Banco 
pueda operar o no en el exterior, pero hay dos o tres ejemplos 
de salidas al mercado externo que creo que deben ser conside- 
radas por el legistador cuando establece las formas de actuar 
dentro de la plaza y fuera de ella. En primer lugar, el Banco de 
Seguros mantuvo en la década del 30 una sucursal en París, que 
tuvo buen éxito y que le dio al Banco muy buenos resultados, 
en base a normativas que se entendía que lo habilitaban para 
hacerlo. Posteriormente, tuvo una sucursal en Asunción, en 
donde le fue mucho peor. Además, participó activamente en el 
exterior del país en las Carteras de reaseguros, desde fines de la 
década del 60 y durante toda la del 70. Probablemente, algunos 
de los problemas más serios que el Banco de Seguros tiene en 
este momento son heredados de esa época, por una hipoteca 
patrimonial muy notable. 


Por lo tanto, en cuanto al Banco de Seguros el actuar en la 
plaza o no ha sido relativo, pero lo que creo que no ha sido 
tanto es ver hasta dónde se autoriza la salida de una institución 
fuera del país, porque en lo que tiene que ver con los seguros 
directos, y no con los reaseguros, la solvencia de una empresa 
de plaza ha sido cauta. Una superintendencia de cualquier país 
regula la capacidad de endeudamiento en reaseguros de una 
empresa nacional. Acá eso no se hizo y la prueba está en que 
en la década del 70 el Banco operó más con reaseguros que con 
seguros directos y tuvo un exceso de colocaciones a tal grado 
que no condecía en lo absoluto con su capacidad de endeuda- 
miento. Esto le ha generado deudas que ponen en serios riesgos 
su estabilidad. Por lo tanto, creo que esas experiencias ya vivi- 
das por empresas de la plaza son antecedentes suficientes como 
para tratarlas seriamente al constituir un marco para un nuevo 
esquema nacional. Es decir que hay endeudamientos en el exte- 
rior, fundamentalmente, por la vía de reaseguros, que repercu- 
ten en la plaza y pueden hacer quebrar a empresas que dentro 
del país tienen una conducta muy prolija, pero que no la poseen 
en el exterior debido a la carencia de información, a la lejanía 
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de lbs mercados que aseguran y por la falta de control. Estamos 
hablando de reaseguros lejanos o incluso cercanos, como los 
que pueden aparecer en el campo del MERCOSUR, en los 
cuales la región ha quedado absolutamente desprovista de res- 
paldo reasegurador y se está tratando de formar un “pool” rc- 
gional para cubrir esos amparos. Si no existe una norma que 
cubra esos amparos con rigidez, probablemente, dentro de poco 
tiempo, terminemos por vernos enfrentados a una gran crisis 
del seguro nacional por haber intentado realizar una experien- 
cia regional. 


SEÑOR CORBELLINI. - Deseo hacer una pequeña acota- 
ción sobre la inquietud del señor Senador Bouza en cuanto a 
los alcances de este artículo 22, Nosotros distinguimos radical- 
mente entre lo que se refiere al otorgamiento del contrato y a 
su objeto, en cuanto a la cobertura que realiza. Aquí la norma 
se limita al otorgamiento del contrato y, en ese sentido, he 
expresado al comienzo que los contratos que se suscriben en 
el país -salvo alguna excepción de poca importancia- se dan en 
las compañías autorizadas o en la banca estatal. La diferencia 
radica en los contratos no otorgados en el país sino en el exte- 
rior, de acuerdo con las normas que cada nación tiene, donde se 
cubren bienes radicados en el país. En ese sentido limitan nucs- 
tra capacidad operativa y, además, constituyen una erogación 
fiscal. 


Comparto el criterio expresado por el señor Presidente en 
el sentido de que esto constituye una especie de presión sico- 
* lógica sobre el asegurado para no desviarse de la norma legal. 
Al respecto, todos sabemos que si una norma que preceplúa 
algo no contiene una sanción paralela, muchas veces no se 
cumple. Quizás, en el terreno de los seguros, esta norma sca 
un poco disuasiva porque también sería a término y, en ese 
sentido, Estoy de acuerdo con lo expresado por el señor Sena- 
dor Grenno. 


A nivel del MERCOSUR hemos estado discutiendo la for- 
ma en que se establecía el mercado, que sería por gradaciones 
de un país a otro. Dentro de ellas, hemos empezado por cstu- 
diar:con los países vecinos las pequeñas y grandes empresas y 
las áutoridades de contro! de cada uno de ellos que tienen una 
amplísima experiencia en materia de seguros, Este ordenamiento 
sigue los lineamientos por los que tuvo que pasar el Mercado 
Común Europeo. 

os 

En ese sentido y de acuerdo con lo expresado por el señor 
Senador-Grenno, las asimetrías son tales que no podríamos 
comenzar a constituir un mercado común y una zona de libre 
comercio en esta área. Sin embargo, diríamos que hay formas 
paulatinas de llegar a lo que el Mercado Común Europeo logró 
a través de las formas primarias de establecimiento: una com- 
pañía con sede en uno de los Estados podía establecerse en otro 
mediante una compañía filial, una agencia o una sucursal, pero 
sujeta a las disposiciones del país en el cual se radicaba, tanto 
en el orden fiscal, laboral o en cualquiera de sus operaciones, y 
también sujeta a las normas sustanciales del contrato de seguro 
que dicha nación establecía. 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.- 235 


El señor Senador Grenno expresaba muy acertadamente que 
se trata de etapas progresivas que el MERCOSUR irá elimi- 
nando, y si bien puede ser que nos lleven unos cuantos años, al 
final se van a lograr. 


De modo que esta norma tendrá una finalidad disuasiva -por- 
que esta vez no aparece la sanción que el señor Presidente 
preveía- en el sentido de hacer responsable al asegurado por los 
impuestos que no pague en la operación de seguros realizada 
en el exterior. 


SEÑOR CANIL, - Voy a referirme a la pregunta que se 
realizó en cuanto a si sería preferible modificar nuestros estatu- 
tos y la autorización del Banco. 


Queremos reciprocidad. En ese sentido, la Argentina y el 
Brasil tienen una ley que obliga a que sus bienes y personas 
deben ser asegurados en cada uno de esos países; sin embargo, 
nosotros no tenemos ninguna norma que ampare a las personas 
y negocios uruguayos que allí se realicen. Mientras no se con- 
crote el MERCOSUR, estamos en una situación en la que, 
realmente, debemos tomar atención respecto a esos dos merca- 
dos poderosos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no hay más preguntas que 
formular, deseo agradecer a la delegación visitante la concu- 


rrencia a la sesión de hoy y los comentarios que han formulado 
acerca del proyecto de ley que estamos considerando. 


SEÑOR FORRESTER. - Agradecemos que nos hayan reci- 
hido y estamos a su entera disposición. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se levanta la sesión. 


(Así se hace, es la hora 19 y 50 minutos) 


VERSION TAQUIGRAFICA DE LA SESIÓN DE LA 
COMISIÓN DEL DIA 8 DE JULIO DE 1993 


ASISTENCIA 
Preside: Señor Senador Juan Carlos Blanco 
Miembros: Señores Senadores Alvaro Alonso, Danilo As- 
tori, Federico Bouza, Carlos Cassina, Julio C. 
Grenno y Alberto Zumarán 
Integrantes: Señores Senadores Enrique Cadenas Boix, José 


Korzeniak y Américo Ricaldoni 


Secretaria: Señora Raquel Suárez Coll 
Ayudante de 
Comisión: Señor Alberto Martínez Paysée 

SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta la 


sesión. 
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(Es la hora 17 y 48 minutos) 


La Comisión de Hacienda integrada tiene a su considera- 
ción la Carpeta N* 1177/93 relativa a la supresión del monopo- 
lio de seguros. Cabe recordar que este proyecto de ley ha sido 
declarado urgente. 


De acuerdo con lo conversado en la sesión anterior, comen- 
zarlamos nuestro trabajo de esta tarde, por un lado, escuchando 
las opiniones preliminares de algunos de los integrantes de la 
Comisión acerca del texto del proyecto de ley y, por otro, 
recibiendo algunas ideas sobre el procedimiento a seguir para 
su tratamiento. Tal como se manifestó antes de comenzar 
formalmente la sesión, el plazo de que dispone esta Comisión 
-salvo que el Senado, posteriormente, la rehabilite- vence el 23 
de julio, mientras que el del Senado, a su vez, expira el 7 de 
agosto. 


Después de haber brindado esta información de carácter 
práctico-operativo, ofrezco la palabra a los señores senadores a 
los efectos de que realicen comentarios sobre el proyecto en 
general y sobre el trámite a seguir en la Comisión, 


SEÑOR ASTORI. - En la última sesión habíamos solicitado 
formalmente -consta en la versión taquigráfica- el envío de 
alguna información por parte del Directorio del Banco. Simple- 
mente quería saber si se había recibido dicha información. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Por Secretaría no se recibió abso- 
lutamente nada, 


SEÑOR ASTORI. - Recordará cl señor Presidente que ha- 
bíamos solicitado información sobre ingresos de personal y 
acerca de dos contratos que fueron mencionados en la sesión, 
sobre los que tenfamos una versión dada por el sindicato de 
trabajadores, por lo que también deseábamos contar con los 
datos oficiales del Directorio. Incluso, creo que el señor Sena- 
dor Grenno se sumó a ese pedido. 


SEÑOR GRENNO. - Habíamos solicitado que se agregaran 
los elementos de un convenio suscrito como respaldo a las 
pólizas de automotores por la empresa RINCOL. Asimismo, se 
habían pedido informes sobre la empresa RESINBAL y acerca 
del ingreso de funcionarios. Sin embargo, tengo entendido que 
estos datos no fueron solicitados con una urgencia tal como par 
tenerlos antes de esta sesión. 


SEÑOR ASTORI. - Creo recordar que no se fijó un plazo. 


SEÑOR GRENNO. - Entonces, si esa información es tan 
importante, por Secretaría debería comunicarse al Banco que 
en un plazo inmediato necesitamos contar con los elementos 
básicos para considerar este tema. 


SEÑOR ASTORI. - Me sumo a esta propuesta y sugiero 
que por Secretaría se reitere la solicitud al Banco, no fijando un 
plazo perentorio, hi mucho menos, pero sí haciéndole saber que 
necesitamos esta información a la brevedad dada la urgencia de 
este proyecto de ley, 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Así queda resuelto. 


SEÑOR CASSINA. - Ya que estamos en los aspectos pre- 
vios, se recordará que el Directorio del Banco efectuó algunas 
observaciones al proyecto, como las relativas a la situación de 
desigualdad en que quedaría el Organismo de sancionarse una 
ley como la propuesta por el Poder Ejecutivo, en tanto está 
sujeto a un régimen de Derecho Público que le genera una serie 
de obligaciones y restricciones, que lo colocan en una situación 
desfavorable frente a empresas que actúan de acuerdo con el 
Derecho Privado. Además, señaló la necesidad de alguna regu- 
lación previa a la desmonopolización en materia de superinten- 
dencia. Entendió conveniente que la desmonopolización no ri- 
giera de inmediato, en caso de sancionarse. Creo que se pro- 
nunció en sentido favorable con respecto a las soluciones del 
proyecto oportunamente sancionado -en 1990- por la Cámara 
de Representantes. 


Entonces, solicité al Directorio del Banco que nos hiciera 
llegar propuestas de textos, tal como hemos hecho con la repre- 
sentación del Banco Central con que trabajamos, a efectos de 
tenerlas presentes al analizar el proyecto. Ahora, pido que se 
urjan dichas propuestas del Banco, porque parece claro que, 
por lo menos en lo que a mí respecta, son imprescindibles, 


SEÑOR GRENNO. - El señor Presidente había mencionado 
-no sé si antes o después de iniciar formalmente la sesión- una 
agenda de trabajo a cumplir por la Comisión. Sin querer pecar 
de insistente, me interesa mucho saber los tiempos con que 
contamos para los distintos tratamientos, Creo que si creamos 
una agenda en la que destinamos tiempos específicos para cada 
tema, podríamos avanzar bastante. 


En lo particular, preferiría escuchar algunas opiniones más 
sobre este tema, aunque eso parece que ya ha sido desechado 
por entender que fueron suficientes las delegaciones que nos 
visitaron. Teniendo en cuenta el texto del proyecto de ley, 
excepto el artículo primero -que compromete al Banco de Se- 
guros por la pérdida de su monopolio- todo el resto tiene que 
ver con el criterio que en el área de seguros va a tener dicho 
Organismo, porque dentro de sus competencias está la creación 
de lineamientos, el establecimiento de las condiciones en la 
plaza y la fijación de un mecanismo que en estos momentos no 
existe en nuestro país. Obviamente, tratamos de conseguir opi- 
niones acerca del primer artículo, que es sumamente importan- 
te; sin embargo, de los seis restantes no hemos recibido mayor 
información, por lo que no sabernos cómo va a quedar la plaza 
en materia de seguros, qué amparos se van a tratar de estable- 
cer, qué marco se piensa tener dentro de la normativa nacional 
y qué adelantos se están previendo en la normativa comunita- 
ria. Si tomamos el esquema de nuestro país y de la región, y lo 
trasladamos a aquellas naciones que tienen alguna similitud 
con nosotros, porque sus mercados han sufrido regionalizacio- 
nes importantes -insisto en este tema porque es lo que más se 
invoca en la exposición de motivos- tendríamos como ejemplo 
a España y a los distintos acontecimientos allí acaecidos al 
ingresar dentro del marco del seguro de la Comunidad Econó- 
mica Europea. 


Me parece que la visión que el Banco pueda darnos acerca 
de la plaza es importantísima para determinar nuestra posición 
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respecto a este tema. También es muy importante saber qué 
encuadre vamos a tener dentro de un esquema regional porque, 
de lo contrario, estaremos hablando de asuntos que práctica- 
mente desconocemos. 


De esa forma, sólo tendríamos que discutir sobre el artículo 
1* que en definitiva, tiene que ver con la derogación de mono- 
polios. Si hablamos de la importancia que va a tener el seguro 
para la región y para nuestro país, de quiénes vamos a viabili- 
zar como empresas de seguros, de cuáles son los márgenes de 
solvencia que les vamos a solicitar y de lo que entendemos por 
la defensa de los intereses que le son muy caros a los urugua- 
yos, creo que es imprescindible que a aquellos que se les con- 
fiere la responsabilidad de efectuar el contralor, se nos acer- 
quen a plantearlo. Por lo tanto, no creo que la visita de los 
representantes del Banco Central signifique un entorpecimiento 
en el trabajo de la Comisión, sino, por el contrario, servirá para 
esclarecer el tema. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En tanto no ha habido objeciones 
al planteamiento formulado por los señores Senadores Cassina 
y Astori, queda resuelto que se proceda en la forma convenida 
con el Banco de Seguros. 


SEÑOR ZUMARAN. - El señor Senador Grenno plantea la 
conveniencia de que la Comisión invite a los integrantes del 
Directorio del Banco Central para saber qué esquema tiene 
previsto para la superintendencia de seguros. 


SEÑOR RICALDONI. - Entendí que la sugerencia que se 
había hecho consistía en que hoy se realizara algo así como un 
sondeo preliminar de lo que es la postura de cada uno de los 
miembros de esta Comisión integrada. Creo que la moción que 
está a consideración apunta a otra cosa y no al pronunciamien- 
to sobre ese tema, Lo que se pretende es recabar mayores 
informaciones e, inclusive, reiterar algunas que se solicitaron y 
que aún no han llegado a nuestro conocimiento. 


Lo que deseo señalar -si nadie hace una manifestación en el 
sentido sugerido por el señor Presidente- es que nos encontra- 
mos frente a un proyecto de ley que está bajo el marco consti- 
tacional de las leyes de urgencia, lo cual establece plazos, 
sobre los que se estuvo haciendo cálculos antes de iniciarse la 
toma de la versión taquigráfica. 

F 

En cuanto a la moción que naturalmente tiene su juslifica- 
ción, porque cuanto más elementos de juicio se nos acerquen, 
mejor se podrá resolver el tema- considero que ella no debe 
obstar para que avancemos en el otro aspecto. De lo contrario, 
luego nos vamos a encontrar con una alternativa muy incómo- 
da. Como se ha dicho, el 23 de julio vence el plazo, por lo que 
estarían faltando quince días a partir de hoy. Si a esa fecha no 
se ha discutido suficientemente este proyecto de ley, se va a 
colocar al Plenario en una posición también difícil e incómoda 
en la cual algunos, con razón, van a decir que habrá que levan- 
tar la vigencia de la ley, porque no hemos podido avanzar, cn 
virtud de que hemos estado enfrascados en recepciones a Di- 
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rectores del Banco de Seguros, de AEBU, del Banco Central y 
de representantes de distintas entidades, que puedan solicitar- 
nos ser recibidos, En lo personal, ya me han solicitado audien- 
cia delegados de distintos sectores privados vinculados con los 
seguros y los reaseguros. 


En fin, no quisiera tener que pronunciarme por el levanta- 
miento o no de los plazos constitucionales en virtud de que 
por las razones anteriormente expuestas no hayamos podido 
terminar con el análisis de un problema de fondo, que no es 
nuevo, que no aparece en este momento en el Parlamento, en 
la preocupación de los sectores políticos ni en la de la opinión 
pública. 


De modo que voto con mucho gusto la propuesta que se 
acaba de formular, pero en el entendido de que esto se hará 
simultáncamente al análisis de este proyecto de ley. Pienso que 
en lo que tiene que ver con las posturas reformistas de cada 
sector político, el que habla, poco tendría que agregar a lo que 
es conocido. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Coincido sustancialmente con lo 
que acaba de expresar el señor Senador Ricaldoni, Sin perjui- 
cio de reconocer que la opinión del Directorio del Banco Cen- 
tral va a enriquecer nuestro trabajo, el planteo que efectuó el 
señor Senador Grenno estaría suponiendo que el Banco Central 
nos informara respecto de su política o el contenido de su 
acción en el ejercicio de las potestades que este proyecto de ley 
le atribuiría. Sin embargo, creo que sobre este punto no tene- 
mos necesidad de pronunciamos en cuanto a darle o no esas 
potestades, ya que es algo parecido a lo que sucede, salvando 
las distancias, con la Carta Orgánica del Banco Central. En 
este caso, estamos previendo potestades, facultades, competen- 
cias y cometidos del Banco Central, de las superintendencias, 
de las instituciones financieras y demás, y no estamos teniendo 
en cuenta cómo se van a manejar las potestades que le estamos 
dando. Dicho esto como comentario, no me opongo a que se 
haga una convocatoria a los representantes del Directorio del 
Banco Central para que nos den su punto de vista en cuanto a 
la forma en que esa institución podría considerar el tema de las 
supcrintendencias de seguros e, incluso, su capacidad de mane- 
jar las normas que están en consideración. 


SEÑOR GRENNO. - Quiero decir que no tengo la inten- 
ción de impedir el tratamiento del tema, y eso ya lo he aclara- 
do. Por el contrario, mi intención es acelerar su consideración. 
Sin embargo, debemos entendernos todos los integrantes de la 
Comisión. Si vamos a votar el artículo 1%, comenzamos pues a 
considerarlo y nos olvidamos del resto del articulado. 


El tema tampoco es el de dar al Banco Central una compe- 
tencia más; inclusive, en el articulado se establece que los 
funcionarios han de ser del Banco Central. No existe una cos- 
tumbre bancocentralista de administración de seguros, así como 
tampoco en el mundo hay antecedentes en el sentido de que el 
árca de seguros tenga imposiciones reglamentarias fuera de su 
propia órbita. 
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Entonces, nosotros vamos a implementar en nuestro país 
una novedad, ya que se va a transferir toda la organización de 
un área muy importante en Uruguay -y dentro de un mercado 
de apertura- a un determinado agente que se llama Banco Cen- 
tral. Casi todo este articulado se refiere precisamente a eso. Esa 
competencia tendrá que ver con el cumplimiento de las leyes 
relacionadas con la concesión de autorizaciones para funcionar 
a las entidades aseguradoras y reaseguradoras, autorizaciones y 
control de las actividades de intermediarios y auxiliares en el 
mercado de seguros, aprobación de los planes de seguros, póli- 
zas y tarifas -tema que, en definitiva, es de competencia legis- 
lativa- fijación y modificación de los capitales mínimos reque- 
ridos. Quizás en algunos de estos temas no seamos nosotros 
quienes debamos introducirnos. A modo de ejemplo, cabe se- 
falar que en España pasó exactamente lo mismo que aquí; allí 
el legislador tuvo que arreglar las cosas porque existía un des- 
fasaje totalinente perjudicial. 


Repito que no tengo la intención de enlentecer las cosas. Lo 
que sí pienso es que no es bueno que en el Parlamento se 
aprucbe una ley de desmonopolización a rajatabla, sin comuni- 
car a los mercados nacional y regional que este es un mercado 
abierto, libre, en el que no hay normas supletorias. 


Pienso que todos tendremos que ser muy claros. Entonces, 
cabe que nos preguntemos si nosotros vamos a desmonopolizar 
porque lo impone el MERCOSUR, porque creemos en la libre 
empresa en el área de servicios -fundamentalmente en los segu- 
ros- O por la ineficiencia del Banco de Seguros. Si lo hacemos 
para crear una normativa de seguros en el área, resultará im- 
prescindible escuchar a aquellos que deberán estructurar todo 
el sistema, a fin de que podamos conocer los lineamientos 
principales. Entonces, deberemos invitar no a cualquiera, sino a 
aquellas personas, instrumentos o entes que serán el objeto de 
contralor de casi toda la ley planteada en este caso. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa opina que este diálogo 
que se ha mantenido acerca del tema clarifica más cl alcance 
de la asesoría que estaríamos solicitando al Banco Central; 
además, aclara perfectamente que eso no es obstáculo para que 
la Comisión pueda avanzar en el tratamiento del proyecto de 
ley. 


Por lo tanto, si no hay inconveniente, podríamos dejar acor- 
dado lo siguiente: invitar al Directorio del Banco Central a 
asistir a esta Comisión y, a la vez, hacerle llegar el texto de la 
versión taquigráfica de la deliberación que ha tenido lugar hace 
un momento. Dicha invitación se cursará para un día que será 
fijado antes de finalizar la sesión de hoy. Entre tanto, la Comi- 
sión puede continuar avanzando en el tratamiento del tema, a 
través de comentarios o exposiciones de opinión de los señores 
senadores que deseen expresarse. Por último, cabe acotar que 
en esa sesión que será fijada más tarde, se recibirá en primera 
instancia al Directorio del Banco Central y luego se continuará 
con la consideración del tema. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Personalmente, la posición 
que sostengo es netamente favorable a este proyecto de ley. 
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Estimo que puede ser necesario y conveniente escuchar la opi- 
nión del Directorio del Banco Central. 


Sin embargo, creo también que las facultades que se le 
otorgan al Banco Central para el control de las empresas de 
seguros en el ejercicio de la superintendencia que se les confie- 
re, son disposiciones que aparecen en la Ley de Intermediación 
Financiera, y que el Banco está totalmente habituado a aplicar- 
las pues las conoce al dedillo. 


La superintendencia de seguros y reaseguros no tendría for- 
malmente otro contenido que el de la que se ejerce sobre la 
actividad bancaria, y que ahora se le confiere a través del 
proyecto de ley que ahora estamos considerando. 


Entonces, no me opongo a que el Directorio del Banco 
Central se haga presente en esta Comisión; por el contrario, 
pienso que eso sería muy conveniente. Simplemente creo que 
muchas de las dudas planteadas sobre el asesoramiento del 
Banco Central estarían ya, de hecho, disipadas por la especial 
situación de que el Banco Central hoy por hoy en otra rama de 
la actividad está ejerciendo las mismas funciones. 


En lo que respecta al proyecto de ley, quiero decir que en 
mi opinión es muy breve; establece la derogación de los mono- 
polios, así como también el sistema de control y el plazo al que 
las nuevas compañías de seguros deberán someterse para poder 
ingresar a competir en la plaza. 


Sin perjuicio de escuchar lo que los demás señores senado- 
res opinen con respecto a este tema, sugiero que, de ser posible, 
hoy se votara en general el proyecto de ley, 


SEÑOR ZUMARAN. - Quiero expresar los puntos de vista 
que estoy manejando en relación con este proyecto de ley, 


Como es sabido, este no es un tema nuevo, porque la des- 
monopolización de los seguros fue planteada en el período 
pasado, a iniciativa -si la memoria no me falla- del actual 
Presidente de la República. Más tarde, esta cuestión fue plan- 
tcada en el seno de esta misma Comisión en el período actual, 
a raíz de un proyecto sancionado por la Cámara de Represen- 
tantes. 


Reitero que este tema no es nuevo; en todo este tiempo, 
hemos podido madurar nuestras ideas acerca de él. Por eso, me 
atrevo hoy a arriesgar una opinión. 


Lo que sí es nuevo es el proyecto de ley, ya que data de 
pocos días. Dado que todos hemos estado atareados en el estu- 
dio de otros temas, debo reconocer que no he podido estudiarlo 
en profundidad. De manera que simplemente voy a dar una 
opinión preliminar, primaria y desde ya señalo que estoy abier- 
to en lo que respecta a cambiar de opinión si los argumentos 
que expongan tanto los miembros de la Comisión como los 
señores asesores que concurran me resultan convincentes. 


Hechas estas salvedades quiero decir que en cuanto al tema 
del seguro de accidentes de automóviles no se justifica hoy, a 
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esta altura del siglo XX, el monopolio por parte de un organis- 
mo público y menos aun de particulares, 


Pienso que la solución final en lo que respecta a este tema 
debe consistir en terminar con el monopolio del Banco de Se- 
guros, independientemente de la cuestión del MERCOSUR. No 
creo que esta actividad deba estar regida por el sistema de 
monopolio y por eso es que me hace ver a este proyecto como 
a los anteriores con un espíritu positivo. 


Hay distintos puntos que me hacen tener dudas, pero otros, 
señor Presidente, me alarman, 


En primer lugar, creo que debemos analizar el futuro del 
Banco de Seguros del Estado, es decir en qué condiciones va a 
quedar. En ese sentido estoy alarmado, porque no quisiera ser 
responsable de ocasionar al Estado uruguayo y a la comunidad 
nacional un perjuicio grave al determinar que el Banco de 
Seguros del Estado está en una situación tal que su viabilidad 
económica está comprometida. Esto no justifica mantener un 
monopolio por mucho tiempo. Realmente es importante anali- 
zar en profundidad las consecuencias que la desmonopoliza- 
ción traería sobre la situación financiera y patrimonial sobre el 
Banco de Seguros del Estado y buscar los medios para encon- 
trar alguna solución a este riesgo, en caso de que sea compro- 
bable. Por otra parte las expresiones de los representantes del 
Banco Central del Uruguay no son para nada tranquilizadoras, 
sino que ratifican en forma serena y prudente, la preocupación 
que hemos manifestado. En este tema no es fácil improvisar 
soluciones porque si bien hemos pensado y madurado la idea 
de la desmonopolización, las propias autoridades nacionales no 
nos han dado una idea clara -o por lo menos quien habla no las 
ha percibido- acerca de cuál es el camino a seguir. Por ejem- 
plo, se nos ha dicho que sería importante dotar al Banco de 
Seguros del Estado de un régimen de funcionamiento similar al 
de la banca privada, ya que va a tener que competir en las 
mismas condiciones, Esta propuesta resulta interesante y habría 
que analizarla en profundidad. Al respecto, si tomamos la ex- 
periencia del año pasado acerca de la privatización de las em- 
presas del Estado, concluiríamos en que muchos criterios se- 
guidos por la actividad privada no se podrían adoptar. 


El otro tema que no me presenta objeciones pero que me 
hace sentir la necesidad de complementar lo que se establece 
en el proyecto, está referido a la superintendencia de seguros, 
Luego del trabajo que realizamos en Comisión -que a mi juicio 
fue muy beneficioso- con los representantes del Banco Central 
del Uruguay en relación a su Carta Orgánica, advertimos con 
mayor conocimiento que no basta decir que le compete a dicho 
Organismo ejercer tal función, sino que se deben encontrar las 
normas adecuadas para establecer las funciones y los poderes 
jurídicos correspondientes. En relación con la superintendencia 
del sistema de contralor financiero, hay tres artículos que lle- 
nan tres carillas -aunque las normas no se midan por su tama- 
fo, son realmente sustanciosos- con muchos incisos que ya han 
sido aprobados por la Comisión pero motivaron propuestas sus- 
titutivas, correcciones y nuevos análisis, porque el tema es real- 
mente delicado. No obstante pienso que es relativamente fácil 
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ponernos de acuerdo acerca de lo que sería dable incorporar en 
un texto de esta naturaleza, 


Considero que este proyecto tiene una ventaja importante 
con respecto al anterior porque es concreto y contiene pocos 
artículos, Sin embargo, en mi modesta opinión, tocaría el ex- 
tremo opuesto. El proyecto que fue analizado por la Cámara de 
Representantes tuvo el defecto contrario, pues incursionaba en 
temas de responsabilidad civil cuya profundidad jurídica es 
muy grande, Quienes hemos estudiado Derecho sabemos que 
sobre la culpa penal y el dolo se ha escrito mucho en este país. 
Inclusive, recuerdo que la Cátedra de Derecho Civil emitió una 
opinión muy dura acerca del proyecto sancionado por la Cáma- 
ra de Representantes y creo que a muchos miembros conven- 
ció, pero no decir nada al respecto también es exagerado. En 
mi modesta opinión, al innovar totalmente en esta materia, el 
Poder Legislativo tendría que establecer la obligatoriedad del 
seguro del automovilista, Según me han informado, el año 
pasado se vendieron 26,000 automóviles cero kilómetro, es 
decir que han circulado en el país alrededor de 300.000 vehícu- 
los, cuyos conductores diariamente, pueden ocasionar daños de 
enorme magnitud. En todos los países civilizados, modernos, la 
contratación de un seguro por responsabilidad frente a terceros, 
es obligatoria, pues se trata de una garantía para todos los 
habitantes de un país; pero creo que ello debería realizarse en 
forma sucinta, 


Por último, voy a plantear una inquietud que tengo con 
respecto a este tema. En las actuales negociaciones que se 
están llevando a cabo con relación al MERCOSUR -no preten- 
do ahora solicitar la concurrencia a esta Comisión del Canciller 
de la República, pero se le podrían efectuar las consultas perti- 
nentes- Uruguay está discutiendo sobre una cantidad de necesi- 
dades concretas, entre las que se encuentra este tema de los 
seguros. Precisamente, en esta Comisión contamos con la pre- 
sencia de un ex Presidente del Banco de Seguros, que varias 
veces nos ha informado de la existencia de Organismos con los 
que se intenta coordinar el papel de los seguros en el MERCO- 
SUR. En esta materia, habrá que hacer recíprocas concesiones, 
a fin de encontrar un camino común. 


Para lograr esto, ¿qué conviene? Por un lado, podríamos 
anticiparnos a la puesta en marcha del MERCOSUR para que 
nos tome por sorpresa y podamos organizarnos y tomar las 
previsiones del caso para encarar este desafío con mayor efi- 
ciencia. En este caso, no sé si sería conveniente sancionar ya 
una ley uruguaya que consagre la desmonopolización. Creo 
que este es un elemento que podría manejarse, ya que nadie va 
á pensar que es una invención de nuestro país al ingresar al 
MERCOSUR. El monopolio en esta materia tiene en el Uru- 
guay una tradición de varias décadas. Considero que no con- 
viene que renunciemos a esta posibilidad en forma unilateral 
porque podría ser mejor darle una vigencia -y no digo que deba 
ser consagrado por ley- por un cierto período, de modo que nos 
permita ir adoptando las medidas que se requieren para organi- 
zar y poner en marcha la Superintendencia del Banco Central y 
del Banco de Seguros. En este último caso se podría considerar 
que dicha institución actúe como una Sociedad Anónima de 
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Derecho Privado y que comience a hacerlo de inmediato, para 
ver qué consecuencias y aprendizajes se obtienen de ello, De 
esta manera, la desmonopolización sería el resultado final y no 
se comenzaría por ella, entregándonos a nuestros vecinos y 
socios del MERCOSUR, con los que no siempre coincidimos 
en cuanto a los intereses, 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Precisamente, el tema a que 
ha hecho referencia el señor Senador Zumarán fue tenido muy 
presente por el Poder Ejecutivo cuando envió este proyecto de 
ley con carácter de urgencia. El Tratado del MERCOSUR pre- 
vé, para su entrada en vigencia, la eliminación de todos los 
monopolios nacionales y, en consecuencia, las compañías de 
seguros argentinas, brasileñas y paraguayas podrán actuar den- 
tro de la República Oriental del Uruguay y las nacionales lo 
podrán hacer en dichos países. 


La razón de este proyecto de ley -que está explicada en la 
exposición de motivos- es que la entrada en vigencia del Trata- 
do del MERCOSUR, con la consiguiente liberalización de acti- 
vidades que actualmente están sujetas al monopolio nacional, 
pueda encontrar a la plaza de seguros uruguaya con uno O 
varios organismos de control ya establecidos y compañías uru- 
guayas instaladas que puedan competir con las radicadas en los 
otros países firmantes del Tratado, 


SEÑOR ZUMARAN. - Naturalmente, recibo con mucho 
gusto los argumentos del señor Senador, que pienso que no 
desvirtúan mis palabras. Todos buscamos como finalidad que 
Uruguay entre en el MERCOSUR del mejor modo posible, 
tanto en ésta como en otras áreas. Á este respecto, cabe pregun- 
tarse de qué modo logramos este objetivo en forma más efi- 
ciente. 


En cuanto al concepto teórico de la desmonopolización, 
finalizo diciendo que soy partidario de la misma. Sin embargo, 
no quisiera dar un paso así sin saber con certeza en qué situa- 
ción queda el Banco de Seguros del Estado, que es una institu- 
ción que ha servido al país durante muchísimos años y que sin 
ninguna duda queremos preservar porque su colapso traería 
problemas muy graves para el país. En este sentido, creo que 
tendremos que emplear tiempo, ingenio e intelígencia para ver 
qué medidas se deben adoptar por medio de una ley en relación 
con la continuidad del Banco de Seguros del Estado en las 
mejores condiciones posibles, 

y 

Por otro lado considero, -en el tema de la Superintendencia 
relativo a los seguros del automovilista a cargo del Banco Cen- 
tral- que habría que estudiar otras posibilidades además de este 
último. Dicho seguro podría estar a cargo, por ejemplo, del 
Ministerio de Economía y Finanzas u otra entidad pública que 
ejerza el contralor y sea rectora en esta materia, porque la 
experiencia privada en muchos países ha sido de quiebras dra- 
máticas de varias compañías, con graves consecuencias econó- 
micas. 


Pienso que valdría la pena considerar si se lleva a cabo 
esta desmonopolización ahora o se sanciona y se reconoce su 
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ley -no es mi intención diferir ni dilatar este cambio- en un 
plazo coincidente con el ingreso del país al MERCOSUR y, en 
todo caso, subordinarlo a que dicho ingreso se realice en condi- 
ciones favorables a nuestro país. De esta manera, quienes tra- 
bajan en esta área tendrán alguna moneda de cambio para 
ofrecer ante negociaciones que, en estos casos, son siempre 
muy difíciles, 


SEÑOR CASSINA. - Voy a evitar una exposición extensa 
sobre la posición de mi partido en el tema del monopolio de 
seguros que, en todo caso, trataré de realizar en la sesión del 
Senado. Dicha postura fue fijada claramente el 18 de diciembre 
de 1990 en la Cámara de Representantes por mi compañero, el 
señor Representante Fau. De todos modos, para comenzar debo 
señalar que no compartimos la propuesta del Poder Ejecutivo a 
pesar de lo que estamos dispuestos a trabajar como lo hacemos 
siempre, con la intensidad necesaria para que este proyecto, si 
se convierte en ley con éste u otro texto, contenga las mejores 
soluciones posibles. 


Cuando en el Uruguay se habla de monopolio de seguros, a 
veces -no digo que sea el caso del Poder Ejecutivo ni de esta 
Comisión- no se advierte que estamos hablando casi exclusiva- 
mente de los que se refieren a los vehículos automotores. 


Digo esto, porque el país actúa en un régimen de libertad 
económica o de libre concurrencia, por ejemplo, en seguros tan 
importantes como el seguro de vida, incendio, marítimo y hur- 
to. Tiene algún otro monopolio que, seguramente, nadie le 
disputa al Banco de Seguros del Estado, tal como el relativo a 
los accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, cuyas 
características son eminentemente sociales y no comerciales. 


Por lo tanto, estamos hablando de un monopolio limitado. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - De lo expuesto por el señor 
Senador Cassina, entiendo que él sostiene que el monopolio del 
Banco de Seguros del Estado sólo rige en materia de automóvi- 
les, que en los demás existiría libre competencia. A mi enten- 
der, esto no €s así. 


SEÑOR CASSINA. - No manifesté eso, señor Senador; dije 
que en el país no hay un monopolio a favor del Estado de todos 
los seguros y que el más importante que está monopolizado 
refiere a los vehículos automotores. Además, existen otros se- 
guros que, a pesar de ser relevantes aquí y en el mundo, no son 
monopolizados por el Banco de Seguros del Estado. 


Por lo tanto, cuando hablamos del monopolio de los seguros 
en el Uruguay a favor del Estado, digamos en principio que es 
un monopolio limitado, es decir, determinados seguros para 
ciertas áreas. Entiendo que debemos relativizar la importancia 
de estos temas. No soy filosóficamente partidario de los mono- 
polios; mi Partido no lo es. Sí reconocemos que la sociedad 
puede iener la necesidad, en razones de interés general, de 
monopolizar algunas actividades. En ese caso, nos parece perti- 
nente que ese monopolio sea ejercido por el Estado. 
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Serfíalo que el país, gracias a una legislación aprobada hace 
más de 80 años, ha tenido un mercado de seguros de una 
seriedad, estabilidad y responsabilidad que otras naciones no 
han conocido. Aquí no han habido quiebras, fraudes de empre- 
sas aseguradoras, fundamentalmente, porque hemos tenido una 
institución estatal interviniendo en la actividad de los seguros 
de manera fiable, con deficiencias, que todos reconocemos, 
pero queremos subsanar. Me parece que este es un elemento de 
juicio que tampoco se puede dejar de tener en cuenta cuando 
hablamos de eliminar dicho monopolio. 


Se ha señalado la necesidad de dejar sin efecto el monopo- 
lio que detenta el Banco de Seguros del Estado -o que tiene el 
Estado a través de dicha institución- porque la entrada en vi- 
gencia del Tratado de Asunción impondría la desaparición de 
los monopolios. Declaro que no tengo total certeza acerca de si 
la libre circulación de bienes y servicios a que refiere el Trata- 
do de Asunción tiene que ver con la desaparición de los mono- 
polios de producción o a los monopolios de comercialización; 
o a ambos. Pienso que el Uruguay debe examinar con criterio 
de Estado, en defensa de intereses nacionales, este proyecto de 
ley. 


Recuerdo, por ejemplo, que cuando en el Senado trata- 
mos -creo que fue en el año 1990- la modificación sustancial 
de la protección a la industria nacional en régimen de compras 
del Estado, señalé, en oposición a las normas que se propo- 
nían, que estaba de acuerdo con que se racionalizara esa 
protección -que, por otra parte, las normas vigentes lo permi- 
tían- pero que, siendo este tema tan importante en relación con 
la actividad económica de cualquier país, no era conveniente 
desprotegerse por anticipado, sino que era necesario transfor- 
mar esa realidad uruguaya que estaba consagrada en la legisla- 
ción, en un elemento de negociación con los demás países. Lo 
mismo puedo pensar -tal como lo decía hace un momento el 
señor Senador Zumarán, lo que comparto totalmente- en torno 
al monopolio de seguros. Me pregunto si es conveniente ade- 
lantarse a una desmonopolización por lo que ocurrirá o si es 
mejor utilizar la posibilidad de que el Uruguay deje sin efecto 
los monopolios que tiene el Estado en materia de seguros, 
negociándolos con los otros países integrantes del Tratado de 
Asunción. Soy partidario de que estos aspectos sean discutidos; 
que Uruguay no desproteja por sí mismo, sino que lo acuerde 
con las otras partes, para ir obteniendo los mejores términos 
posibles, respecto a lo que el país tiene que asegurar para su 
propia actividad interna, para el trabajo de su gente, las empre- 
sas nacionales y la defensa de sus intereses generales. 


Entonces, el argumento de la muy próxima entrada en vi- 
gencia del MERCOSUR no creo que sea determinante en cuan- 
to a una apresurada aprobación de una ley que establezca la 
eliminación del monopolio parcial que tiene el Estado en mate- 
ria de seguros. 


Por otra parte, además del tema del monopolio del Banco 
de Seguros del Estado, lo que más me preocupa, es la Institu- 
ción en sí misma. Creo que en este proyecto de ley este Banco 
queda absolutamente desprotegido. 
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No es mi intención hacer una crítica de carácter político, 
pero estimo que este proyecto de ley está muy mal redactado. 
Seguramente el que vino de la Cámara de Representantes, si no 
me equivoco, a fines de 1990 o principios de 1991, está mejor 
confeccionado, Entre otras cosas, como bien señaló el Director 
del Banco de Seguros del Estado en una sesión anterior, por- 
que, aun partiendo de la base de la consagración de la desmo- 
nopolización, daba plazos para adaptarse a ésta. 


Además permitía la actuación previa de una superintenden- 
cia y de una regulación pública -la mayor parte debe estar a 
cargo del Banco Central- del mercado de seguros. Tal como lo 
manifestaron los miembros del Directorio del Banco de Segu- 
ros, establecer simultáneamente la desmonopolización y la ac- 
tuación de una superintendencia que en el proyecto está muy 
mal regulada, me parece que es equivocado. Considero que 
primero hay que establecer las reglas de juego del mercado y 
después, sí se quiere, dejar sin efecto el monopolio. Pienso que 
todo esto puede estar contemplado en la misma ley, pero do- 
tando al mismo tiempo al Banco de Seguros de aquellos pode- 
res que necesite para desenvolverse en un régimen que va a ser 
sustancialmente distinto al que estuvo vigente durante más de 
80 años. 


Por ejemplo, el proyecto que sancionó la Cámara de Repre- 
sentantes a mi juicio no trataba adecuadamente el aspecto de la 
responsabilidad civil por las limitaciones que se le introducía, 
Pienso que no se trata de una materia de la que debamos 
desentendermos, sobre todo-en lo que hace al seguro obligatorio 
de vehículos automotores, Sin embargo, contemplaba la exis- 
tencia de cooperativas o sociedades con una configuración muy 
precisa, para actuar como actualmente lo hace. Este proyecto 
no dice nada con respecto a los taxímetros o a las empresas de 
ómnibus y pienso que es una materia que hay que regular. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Al establecerse la desmono- 
polización y la libertad de las empresas para dedicarse a la 
actividad de seguros, se podrá adoptar cualquier forma jurídica 
para actuar en esa materia, aun la cooperativa. Tengo conoci- 
miento de que existen dos cooperativas de taxímetros que ac- 
túan con mucho éxito en plaza y que podrán continuar hacién- 
dolo de la misma manera. 


SEÑOR CASSINA. - No tengo dudas que lo que acaba de 
expresar el señor Cadenas Boix es correcto. Sin embargo, digo 
que en el proyecto sancionado por la Cámara de Representan- 
tes se establecían algunas disposiciones, exigencias y requisitos 
para cl funcionamiento de estas empresas o cooperativas y me 
parece importante que figuren en la ley. Por eso digo que el 
proyecto de esa Cámara está mejor estructurado que el que está 
en estudio, puesto que éste parece reivindicar como mérito la 
brevedad. No estoy de acuerdo con que las leyes deban ser 
muy extensas y más de una vez he expresado que trabajando 
con profesores de Derecho Comercial acerca de las leyes de 
sociedades anónimas, aprendí que el legislador no debe preten- 
der regular todo sino dejar materias reservadas a la jurispruden- 
cia o a la doctrina. De todos modos, considero que algunos 
aspectos deben de estar regulados en la ley, porque de lo con- 
trario pueden provocar conflictos o inseguridades, 
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Considero que debe contemplarse la idea de un seguro obli- 
gatorio en lo que hace a los vehículos automotores, particular- 
mente en lo que tiene que ver con la responsabilidad civil 
frente a terceros, puesto que se transforma en una responsabili- 
dad de carácter social, Si no se mantiene el monopolio del 
Banco de Seguros, debería establecerse alguna norma relativa a 
la obligatoriedad del seguro para todas las compañías asegura- 
doras, puesto que de siniestros provocados por un vehículo 
automotor no afectan exclusivamente a su propietario, sino tam- 
bién a terceros que son ajenos y que pueden encontrarse ante la 
insolvencia de la persona responsable del siniestro. Este es el 
carácter social del seguro. 


Si bien hago notar que en el proyecto de la Cámara de 
Representantes el tema ha sido bastante desarrollado -aunque 
con una limitación de la responsabilidad, que era lo que cues- 
tionaban los profesores de Derecho Civil, con razón a mi jul- 
cio- puede generar una situación de desventaja para el Banco 
de Seguros. Como antecedente, voy a leer la versión taquigráfi- 
ca de la sesión de la Comisión de Hacienda de fecha 2 de mayo 
1991, cuando se recibió al entonces Directorio del Banco de 
Seguros del Estado e hizo uso de la palabra nuestro actual 
colega, el señor Senador Grenno -entonces Presidente de ese 
Directorio- donde se señtalan una serie de observaciones, obje- 
ciones y preocupaciones que están vigentes. El proyecto de la 
Cámara de Representantes establece, en el Capítulo relativo a 
la Responsabilidad Civil, que es obligación de todas las compa- 
filas aseguradoras, en un régimen de mercado libre, asegurar a 
cualquiera que lleve su automóvil con el fin de obtener este 
servicio, Sin embargo, es claro que las compañías pueden esta- 
blecer primas tan altas que determinen la imposibilidad de con- 
tratar esos seguros por parte de muchos particulares, a los que 
no les quedará otra alternativa que ir al Banco de Seguros. Á 
este organismo, por su naturaleza de institución estatal, le va a 
quedar, no la obligación legal pero sí moral, de cargar con los 
seguros de automóviles que las demás compañías no acepten. 


Cuando mi compañero, el Representante Fau, en nombre de 
nuestro partido y con carácter general, hizo una exposición en 
la Cámara de Representantes acerca del proyecto de ley que 
sancionó ese Cuerpo, se refirió a un informe del 17 de agosto 
de 1989 de la empresa española MAPFRE, El mismo daba a 
conocer que se sorprendían de la amplitud de nuestra cobertura, 
particularmente en lo que hace relación con admitir el asegura- 
miento de vehículos de más de cinco años de antigijedad. Acla- 
ró que en España, en riesgo total -es decir, nuestra tarifa com- 
pleta- sólo aseguran vehículos con menos de tres años de anti- 
gúedad. Normalmente, además, al vencimiento de ese lapso, 
sólo se contrata responsabilidad civil, puesto que aquél es un 
seguro caro. En consecuencia, la empresa privada española se 
asombra por la política social instrumentada por el Banco de 
Seguros del Estado. Ellos dicen que no aseguran taxÍímetros ni 
ómnibus, y en cuanto a la motocicleta sólo adoptan la respon- 
sabilidad civil. Los camiones son asegurados conforme a un 
estudio previo muy severo del riesgo. Agregan que aplican 
importantísimos recargos por la antigiiedad de la libreta del 
conductor, por edad y en razón del riesgo de las zonas donde 
circula habitualmente el asegurado. 
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Algunos de estos aspectos están contemplados en este pro- 
yecto de ley? ¿Tenemos idea de lo que va a suceder en nuestro 
mercado? ¿Creemos que es tan sencillo pasar del monopolio de 
seguros de automóviles, lisa y llanamente a una situación de 
desmonopolización? ¿O de hecho va a ocurrir que los seguros 
de automóviles de cierta antiglledad deban quedar a cargo ex- 
clusivamente del Banco de Seguros del Estado -o de nadie- con 
los riesgos consiguientes? ¿Reitero: se han examinado esos as- 
pectos en este proyecto de ley? 


Por lo expuesto, me permito recomendar a los colegas -y 
pido perdón por el atrevimiento- que vuelvan sobre la versión 
taquigráfica de la sesión de esta Comisión de fecha 2 de mayo 
de 1991, que incluso nos va a dar algunos elementos de juicio 
que en la pasada reunión -quizás porque fue más breve- el 
Directorio del Banco de Seguros no nos aportó o no se explayó 
sobre ellos, En aquella oportunidad, el entonces Presidente del 
Directorio -el actual señor Senador Grenno- fue mucho más 
explícito sobre esta preocupación. 


Por otra parte, señor Presidente, me parece que en lo que 
hace a la Superintendencia hemos aprendido bastante en los 
últimos días, en tanto esta misma Comisión integrada ha trata- 
do ese tema con mucha dedicación y con el asesoramiento 
invalorable del Banco Central. Además, creo que lo ha regula- 
do -esto ha sido aprobado en el proyecto de ley de Carta Orgá- 
nica del Banco Central- de una manera muy precisa y minucio- 
sa. Sin embargo, no ocurre lo mismo en este texto, en el que la 
Superintendencia se crea como un órgano desconcentrado del 
Banco Central. En principio, me parece bien que se la ubique 
dentro del Banco Central. 


Cabe recordar que el proyecto establece que su titular, el 
Superintendente de Seguros y Reaseguros, será de particular 
confianza y designado por el Directorio del Banco Central. Sin 
embargo, no aclara nada más en lo que hace a la naturaleza y a 
la especialidad del cargo. En cambio, en lo que tiene que ver 
con la Superintendencia de bancos -por llamarla de alguna 
manera concisa- el proyecto de Carta Orgánica del Banco Cen- 
tral que estamos estructurando es mucho más severo, pues aparte 
de dar un término de ocho años al designado -si bien puede ser 
declarado cesante- establece que “Dicha Superintendencia, que 
dependerá del Directorio, actuará con autonomía técnica y ope- 
rativa en régimen de desconcentración orgánica y funcional. 
Estará a cargo de un Superintendente con adecuada formación 
profesional, prestigio e idoneidad técnica. Dicho funcionario 
actuará por un período de ocho años y su designación o remo- 
ción serán dispuestas por la unanimidad de miembros del Di- 
rectorio, y continuará en el cargo hasta la designación de su 
sucesor. Las resoluciones del Superintendente podrán ser im- 
pugnadas con el recurso de revocación ante el mismo y con el 
recurso jerárquico ante el Directorio, de conformidad con lo 
dispuesto -en el artículo 317 de la Constitución”. Además, se 
regulan de manera minuciosa las relaciones entre la Superin- 
tendencia y el propio Directorio del Banco Central, así como 
los cometidos y poderes jurídicos de dicha Superintendencia. 


En cambio, en el proyecto de ley de supresión de monopo- 
lios de seguros hay una especie de atribución de cometidos y 


5 de Agosto de 1993 — 


poderes jurídicos hecha con mucha generalidad y, a mi juicio, 
erróneamente. El proyecto declara aplicable a las compañías de 
seguro y reaseguros lo dispuesto en determinadas normas de la 
Ley de Intermediación Financiera. Más adelante expresa que 
los poderes jurídicos que las normas citadas confieren al Banco 
Central del Uruguay en materia de seguros y reaseguros serán 
ejercidos por la Superintendencia de Seguros y Reaseguros. Me 
parece que la regulación debería ser más minuciosa, por lo 
menos en forma similar a la establecida en la Carta Orgánica 
del Banco Central. De esa forma se dispondría cuáles de los 
cometidos en materia de empresas de seguros son de compe- 
tencia directa del Directorio del Banco Central y cuáles de la 
Superintendencia, No debemos olvidar que se pueden crear 
situaciones de conflicto si no regulamos esto con cierta escru- 
pulosidad. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - El señor Senador Cassina está 
comparando un proyecto de ley venido del Poder Ejecutivo con 
otro texto -que podrá o no transformarse en ley- que se encuen- 
tra a estudio de la Comisión de Hacienda integrada del Senado, 


Creo que la forma en que está articulado el proyecto de 
Carta Orgánica del Banco Central es más minuciosa y apunta a 
algunos aspectos que podrían ser contemplados con este texto, 
Sin embargo, esto no quiere decir que hoy el Banco Central no 
esté ejerciendo funciones de Superintendencia en materia ban- 
caria, a pesar de no contar con una Carta Orgánica. Es más; lo 
viene haciendo con una relativa eficiencia. 


Entiendo que la solución del proyecto de Carta Orgánica 
-que podrá ser incorporada a este proyecto, y no me opongo a 
que lo sea- no significa que este texto no sea igualmente bueno, 
porque se está remitiendo a una situación que de hecho viene 
realizando bien el Banco Central desde períodos anteriores. 


SEÑOR CASSINA. - Creo que una vez más el señor Sena- 
dor Cadenas Boix y quien habla no nos estamos entendiendo, 


Este proyecto de ley crea una Superintendencia, y si lo va a 
hacer atribuyéndole determinados cometidos y poderes jurídi- 
cos, tratemos de establecerlo en la ley, pero no de la manera 
imprecisa -por decir lo menos- en que figura en la propuesta 
del Poder Ejecutivo. Por ejemplo, el artículo 5% expresa que se 
declara especialmente aplicable a las compañías y a la activi- 
dad de seguros y reaseguros lo dispuesto por determinadas nor- 
mas de las dos leyes de intermediación financiera. Más adelan- 
te, establece que los poderes jurídicos que las normas citadas 
confieren al Banco Central del Uruguay en materia de seguros 
y reaseguros, serán ejercidas por la Superintendencia de Segu- 
ros y Reaseguros, que es un cargo de confianza de un órgano 
desconcentrado del Banco Central, para el que no se exigen 
determinadas condiciones, ni se establece mandato y cuyo titu- 
lar es designado por el Directorio por mayoría, a diferencia de 
la otra Superintendencia. 


Considero que debemos regular esto con cierta rigurosidad 
en este proyecto, si es que va a ser aprobado. Eso es lo que he 
manifestado y por eso he señalado que, a mi juicio, este texto 
ha sido redactado bastante apresuradamente. Como se com- 
prenderá, estoy hablando a grandes rasgos. 
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Por otra parte, se crea -esto ya estaba en el proyecto que 
sancionó la Cámara de Representantes- una Comisión Honora- 
ria integrada por representantes de los sectores público y priva- 
do, entre cuyos cometidos de asesoramiento al Poder Ejecutivo 
y a la Superintendencia -lo que me parece inobjetable- aparece 
el de elaborar una Carta Orgánica del Banco de Seguros del 
Estado. Me parece que esto último es un error, porque aunque 
es necesario elaborar una Carta Orgánica para dicho organis- 
mo, sobre todo si se va a desmonopolizar la actividad de segu- 
ros, debe ser redactada por el Estado, comenzando por el pro- 
pio Banco de Seguros y por el Poder Ejecutivo, con el asesora- 
miento pertinente pero, en mi concepto, el sector privado no 
tiene por qué intervenir. Eso habla del apresuramiento con que 
este proyecto ha sido redactado. 


Finalmente -y volviendo a la preocupación fundamental, 
que es el futuro del Banco de Seguros- espero que su Directo- 
rio nos haga llegar, articuladamente, algunas propuestas que 
tiendan a permitir que, si se sanciona la desmonopolización, 
este organismo se pueda desenvolver en las mejores condicio- 
nes posibles. 


Tengo claro que las normas constitucionales vigentes repre- 
sentan, en buena medida, un obstáculo para otorgar a una em- 
presa pública las posibilidades de actuar en un régimen de 
derecho privado. Creo que debemos esforzarnos, sin desvirtuar 
los textos constitucionales, para permitir que esta empresa -no 
tengo inconveniente en que ello se haga con las demás empre- 
sas públicas- cuente con un régimen jurídico que la habilite a 
competir con las empresas privadas, sin las desventajas y con- 
troles que establece el actual régimen, 


Reitero que no apoyamos este proyecto de ley, pero si en la 
Comisión o en el Senado existe voluntad mayoritaria para san- 
cionar la desmonopolización, estamos dispuestos a trabajar con 
toda intensidad para mejorar todos los otros aspectos mencio- 
nados. 


SEÑOR ASTORI, - Quiero aclarar que por segunda vez, en 
este período, volvemos a considerar este tema. Ya expusimos 
nuestra posición en el año 1991 pero, sin embargo, esta inicia- 
tiva liene una novedad importante. Podríamos discutir en este 
momento si debe o no haber seguros estatales o si ellos debe- 
rían o no ser producidos en régimen de monopolio, Pero este 
proyecto de ley nos obliga a discutir la existencia del Banco de 
Seguros, porque, mucho más que en las iniciativas anteriores, 
se ve puesta en juego. No quiero desviar la orientación de este 
análisis, ni mucho menos, pero el tema aquí no es el monopo- 
lio sino la existencia del Banco de Seguros en el Uruguay. 


Adelanto que, en nuestra opinión, si esta iniciativa se aprue- 
ba, el Banco de Seguros dejará de existir rápidamente, porque 
va a ser absolutamente inviable desde el punto de vista econó- 
mico, si es que todo lo demás se mantiene igual. 


Desde hace -mucho tiempo en materia de seguros, en nues- 
tro país, se dan tres categorías de situaciones. La primera de 
ellas, se refiere a los monopolios que se cumplen, que se respe- 
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tan; la segunda está relacionada con una actividad mixta -en la 
que participan sectores públicos y privados- encuadrada legal- 
mente y la tercera tiene que ver con los monopolios que no se 
cumplen y que se violan sistemáticamente por una razón muy 
sencilla: las infracciones tienen penas completamente irrisorias, 
a las cuales nunca nadie les dio importancia, En esta situación, 
hay un seguro que es determinante desde el punto de vista 
económico que se encuadra en la primera categoría, es decir, 
dentro de los monopolios que se cumplen; me refiero al seguro 
de automotores, que ya fue mencionado aquí por otros colegas 
de la Comisión y que por la relevancia de los recursos en 
juego, determina absolutamente el presente y el futuro de la 
institución que los monopoliza, es decir, el Banco de Seguros 
del Estado, Creo que su evolución en los últimos tiempos ha 
sido sintomática, De un seguro que generaba una rentabilidad 
importante, se ha transformado en uno que genera pérdidas, si 
no entendí mal la exposición que efectuaron los representantes 
del Directorio del Banco de Seguros y la información de que 
dispongo acerca del funcionamiento de la Institución. Digo que 
es sintomática porque revela la complejidad del tema en juego. 
Es cierto que el índice de siniestros ha crecido mucho en los 
últimos tiempos; esto no es un secreto para nadie, ya que se 
percibe a simple vista. Es conocido que el crecimiento del 
índice de siniestros cambia la ecuación económica de cualquier 
compañía de seguros, porque altera totalmente los cálculos ac- 
tuariales en que está basado su resultado económico y sus tari- 
fas. Pero también es cierto que hay situaciones que indican, 
desde hace mucho tiempo, que existen mecanismos que no 
funcionan bien dentro del Banco. Por un lado, existen temas 
que no hacen sólo al Banco de Seguros, sino a todo cl aparato 
del Estado. El señor Senador Cassina mencionaba algunos de 
ellos cuando aludía a que las empresas públicas del Uruguay 
están presas de una maraña de normas, de controles y de limi- 
taciones que les impiden operar con los criterios de empresas 
que no pertenecen a este sector, haciéndoles perder la agilidad 
y la flexibilidad que necesitan para operar. A ello hay que 
agregar otros problemas que también afectan al Estado urugua- 
yo desde el punto de vista de la dirección de los funcionarios, 
del control de la gestión y de la concentración de funciones, 
tema en el que no voy a ingresar porque nos llevaría a realizar 
una discusión sobre el Estado, que no quiero hacer en el día de 
hoy. No obstante ello, quiero mencionar que esto influye mu- 
cho. Asimismo, existen problemas de estructura y organización 
del propio Banco de Seguros y, por qué no decirlo -por supues- 
to, con todo respeto- errores importantes de gestión en los que 
ha incurrido la institución en el transcurso de mucho tiempo. 


Por estas circunstancias Creí importante reiterar hoy el pedi- 
do de información al Banco de Seguros que, adelanto, no voy a 
utilizar como pretexto para enlentecer el trabajo de la Comi- 
sión, sino para confirmar algunos hechos que han ocurrido y 
que han perjudicado a esta Institución. Si a ello agregamos los 
factores anteriores, comprobaremos que el Banco de Seguros, 
particularmente, en este ámbito tan relevante para su resultado 
económico, como es el seguro de automotores, no está funcio- 
nando bien. 


Si lo anterior no fuera suficiente, es notorio que lo concer- 
niente a las tasaciones de siniestros y a las relaciones con los 
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talleres, tampoco funciona bien; esto es algo que también se 
percibe a simple vista. Por estas razones, el Banco de Seguros 
del Estado no está en condiciones de competir con compañías 
que funcionan de otra manera y cuya gestión no voy a entrar a 
analizar, entre otras cosas, porque no la conozco. Pero a todas 
luces, si hubiera desmonopolización hoy de este seguro y el 
Banco debiera entrar a competir con esas firmas, tendría un 
solo argumento a favor y todos los demás en contra. El único 
argumento a favor sería algo que ya ha señalado el señor Sena- 
dor Cassina: que su presencia, más allá de todas las valoracio- 
nes que se puedan hacer al respecto, ha significado un sanea- 
miento importante del mercado de los seguros en Uruguay du- 
rante 82 años. Como es sabido, este Banco data del año 1911; 
tiene una larga tradición en el país y su presencia ha significa- 
do confianza y credibilidad, más allá de enojos con su gestión, 
con sus resultados y, sobre todo con sus tarifas, tal como ocurre 
en el momento actual. 


El Banco de Seguros no puede competir en el principal 
rubro de su actividad económica: el área de los seguros. Po- 
dríamos entrar a detallar los factores mencionados anterior- 
mente; sin embargo, pretendo que esta exposición no sea larga 
ya que posiblemente habrá otra oportunidad para hacerlo, sobre 
todo después de confirmar cierta apreciaciones preliminares 
que tengo acerca de esa materia. Pero si el Banco hoy no puede 
competir en el principal rubro de su resultado económico, se 
caerá, salvo que desde el Estado se le brinde una asistencia 
financiera descomunal, con la que no sólo yo no estaría de 
acuerdo, sino tampoco el Gobierno. Si esa alternativa no fun- 
ciona -y, en lo personal, creo que no lo hará y tampoco debería 
hacerlo- el Banco dejará de existir, irremediablemente, en el 
curso de poco tiempo. Entonces, desde este punto de vista, este 
proyecto es peor que el otro, Recuerdo que, entre otras cosas, el 
otro proyecto de ley establecía un período de transición, que 
ahora ha desaparecido y que deja al Banco en la situación de 
aquel boxeador maniatado del que habló el ingeniero Andrés Tier- 
no Abreu. Siendo Gerente General de ANCAP, y en el semanario 
“Jaque”, que hoy ya no se publica, el ingeniero Tierno Abreu, 
escribiendo sobre la reforma del Estado, en 1987, nos decía que 
desmonopolizar un servicio público sin prepararlo para la com- 
petencia era como lanzar a un boxeador al ring con las manos 
atadas atrás; recibiría tantos golpes que terminaría siendo no- 
queado, definitiva e irreparablemente. Efectivamente, esto se- 
fialó el señor ingeniero Tierno Abreu, que algo sobre Estado 
sabe en este país, porque posee una larguísima experiencia. 


Para no ser menos que los demás señores senadores, con 
mucho gusto le concedo la interrupción al sefior Senador Cade- 
nas Boix. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Quisiera preguntar al señor 
Senador Astori qué culpa tiene la sociedad, los usuarios o el 
consumidor de seguros de que una entidad con las dos manos 
atadas sea quien tenga que brindar los servicios o forzosamente 
asegurarlos. Ese hecho me está confirmando la necesidad im- 
periosa de desmonopolizar lo antes posible. 


No se puede seguir castigando a usuarios y consumidores 
de seguros por el hecho de que quien tiene el monopolio de ese 
servicio no puede brindarlo en forma barata y eficiente. 
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SEÑOR ASTORI. - Me parece excelente que el señor Sena- 
dor Cadenas Boix se preocupe por los usuarios, en este caso de 
los seguros; yo también estoy preocupado. En realidad, todos 
los uruguayos somos usuarios de servicios de este tipo y por 
ello tenemos que preocuparnos. 


Sin embargo, le preguntaría al señor Senador Cadenas Boix 
qué culpa tienen los usuarios de que hayamos maltratado en 
demasía, al Estado y, en particular al Banco de Seguros durante 
tanto tiempo como para obligarlo a funcionar de la forma como 
lo está haciendo. Asimismo, le preguntaría si esto se arregla 
haciendo desaparecer al Banco de Seguros, es decir, ya no 
desmonopolizándolo. El señor Senador tendría que demostrar- 
me con evidencia suficiente y sólida que con este proyecto de 
ley el Banco no va a desaparecer. Sin embargo, creo que esto le 
va a resultar una tarea harto difícil. Basta sólo tomar un balan- 
ce del Banco para darse cuenta de que en el curso de pocos 
meses desaparecería, en el sentido conceptual -y no metafórico 
o caricaturesco- del término. El Banco desaparecería, se hundi- 
ría, salvo que el señor Senador Cadenas Boix se comprometiera 
a asistirlo financieramente. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Jamás, 


SEÑOR ASTORI. - Como el señor Senador Cadenas Boix 
jamás se va a comprometer a eso, entonces el Banco se caerá y 
desaparecerá. Primero entraría en un proceso de cesación de 
pagos y luego en quiebra. 


En mi modestísima opinión, estamos discutiendo acerca de 
si el Banco de Seguros debe o no seguir existiendo. Nosotros 
creemos que sí, pero pensamos que debe funcionar bien. Acla- 
ro que no voy a ingresar ahora en esa etapa de la discusión. 
Creemos que existen argumentos muy importantes para que el 
país tenga un Banco de Seguros, aunque quizás este no sea el 
nombre correcto. Tal vez debería llamarse de otra mancra. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Debería denominarse “Com- 
pañía Estatal de Seguros”. 


SEÑOR ASTORI. - Esa denominación me parece mucho 
más apropiada, por lo que celebro la profunda coincidencia que 
tenemos con el señor Senador Cadenas Boix. 


En realidad, ¿tiene que existir una compañía estatal de se- 
guros en el país? Creemos'que sí, entre otras cosas para llenar 
los vacíos que el mercado no llena, para lo que mucha gente 
denomina mercados inexistentes o gravemente incompletos. Al- 
gunos de ellos están ejemplificados en el propio proyecto de 
ley que, curiosamente, mantiene un monopolio de seguros que 
nunca va a ser amenazado -como dijo muy bien el señor Sena- 
dor Cassina- porque a ninguna compañía privada le va a interc- 
sar hacer seguros de accidentes de trabajo. 


A su vez, me permitiría agregar otros ejemplos de mercados 
inexistentes, sobre los cuales se podría discutir largamente. Tal 
es el caso del seguro agrícola, que siempre ha presentado com- 
plejidades importantes, no en el Uruguay sino en muchos paí- 
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ses del mundo. De alguna manera, plantea un vacío que hay 
que llenar, por ejemplo, a través de una compañía estatal de 
seguros, prestando los servicios que nadie presta, entre Otras 
cosas. Aclaro que este no es el único argumento en favor de la 
existencia de una compañía estatal de seguros. El problema es 
que el Banco hoy desaparecería si aplicamos este proyecto de 
ley y dejamos todo lo demás como está. 


SEÑOR GRENNO. - Me voy a referir a lo que ha señalado 
el señor Senador Astori. No quiero dejar pasar una aseveración 
que aquí se ha hecho porque después uno, a lo largo de su 
exposición, podría no tenerla en cuenta. Se ha hablado acerca 
de que el seguro de accidentes de trabajo es desechable, y no 
es así; se trata de una de las Carteras más productivas en el 
mundo entero. La que sí es desechable es la de seguro de 
automóviles, 


Con respecto al hecho de que no hay asistencia estatal a las 
empresas de seguros del área, digo que no es exacto, aunque no 
sea la opinión de los señores Senadores Cadenas Boix o Astori, 
pues Argentina y Brasil las están asistiendo fuertemente, Inclu- 
sive, Argentina ha puesto un impuesto especial para tratar de 
fortalecer las arcas del INDE y Brasil hace bastante tiempo 
sostiene otra institución. En cuanto a que el Banco desaparece, 
lamento decirle al señor Senador Astori que no comparto su 
idea. Con respecto al tema de la gestión, si queremos entablar 
una discusión en torno a ese tema, solicitaría un favor especial 
-nadic tiene por qué concedérmelo-.en el sentido de que hable- 
mos sin versión taquigráfica, en forma descarnada, acerca de la 
responsabilidad de cada Administración, y de cómo evolucio- 
nó. Este tema no podemos analizarlo públicamente, porque es 
el pcor daño que le haríamos al Banco de Seguros del Estado, 
ya que nadie puede confiar en una Institución que está expues- 
ta ante la opinión pública. Lo primero que se debe hacer para 
defender al Banco es darle confianza a la gente sobre las fun- 
ciones que éste cumple. Con esto no quiero decir que rehuso la 
discusión, sino que pienso que hay que tenerla, porque durante 
mucho tiempo no he manifestado mi opinión. El Presidente 
de una Institución no puede hablar contra ella por diferentes 
razones. 


Reitero que una Comisión del Senado con versión taquigrá- 
fica, no es el ámbito más adecuado para hablar de los defectos 
del Banco de Seguros del Estado. 


SEÑOR ASTORI. - Sobre esto quiero realizar varios co- 
mentarios. Los dos primeros aluden a un hecho que parece ser 
una constante en esta sesión. Creo que no se ha escuchado bien 
o la hora avanzada hace que no nos entendamos correctamente, 
No he dicho que los seguros sobre accidentes de trabajo scan 
descchables, sino algo muy distinto. Manifesté que se mantiene 
un monopolio no amenazado por compañías privadas si aquí se 
demuestra que hay compañías privadas dispuestas a asumir los 
seguros por accidentes de trabajo, digo que la experiencia na- 
cional demuestra lo contrario. 


SEÑOR GRENNO. - Existe una normativa que lo impide, 
señor Senador. MAFRE, la empresa española líder que citó el 
señor Senador Cassina, representó el renacimiento del seguro 
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español, que estaba en una situación caótica y prácticamente 
desechado en la plaza de ese país. Ello se debió exclusivamen- 
te a los seguros por accidentes de trabajo. El montaje privado 
que España tiene en ese sentido es un ejemplo para Iberoaméri- 
ca, y lo ha construido una empresa privada, No existe un rubro 
que a MAFRE le dé más utilidad que el sistema de seguro por 
accidentes de trabajo, que ha montado por medios mutuales 
una red de atención al siniestrado, similar a la del Banco. 


Creo que en el tema de los seguros no existen rubros que 
den pérdidas, pero sí hay algunos que son mal manejados y, en 
ello, comparto las expresiones del señor Senador Astori, en 
cuanto a que existen problemas de gestión y circunstanciales 
respecto de' Carteras que pierden en ciertos momentos y ganan 
en otros. Sin embargo, repito que no hay rubros desechables, 
así como tampoco falta de oferías si aquél puede ser corregido 
o el área tiene capacidad de brindar la posibilidad de una co- 
mercialización importante. 


SEÑOR ASTORI, - Sobre este punto es evidente que anali- 
zar la experiencia internacional, es altamente positivo, pero me 
estoy refiriendo a lo nacional. Naturalmente no descarto en éste 
ni en ningún otro punto -quizás esté equivocado, pero desearía 
analizar los aspectos relativos a los seguros por accidentes de 
trabajo a la luz de la realidad nacional- la posibilidad de enta- 
blar una discusión cuando la Comisión o el señor Senador 
Grenno nos quiera ilustrar al respecto. Por supuesto que reco- 
nozco que hasta ahora no ha podido hacerlo, porque existe un 
monopolio que es mantenido por este proyecto. Insisto en que 
preferiría discutir este tema a la luz de la realidad nacional. 


El segundo comentario es el siguiente, Tampoco dije que 
en otros países no haya asistencia financiera a las compañías de 
seguros, sino que en éste no debería haber y mucho menos de 
parte del actual Gobierno. El señor Senador Cadenas Boix con- 
testó con un “jamás” estentóreo que consta en la versión taqui- 
gráfica. Aclaro al señor Senador Grenno que no dije que en 
otros países no haya asistencia financiera a las compañías de 
seguros estatales. 


Por último quiero manifestar que con mucho gusto encararé 
la discusión sobre si el Banco desaparece o no, pero en el 
supuesto que yo planteé, Es decir que en cl caso de que se 
aplique este proyecto, todo lo demás sigue como hasta ahora. 
Sobre esas bases, cuando lo disponga cl señor Senador Grenno 
recibiré sus explicaciones y yO daré las mías. 


Prosigo señalando que este proyecto de ley es pcor que el 
anterior, porque no prevé el período de transición que se ha 
mencionado. Esto no lo decimos únicamente nosotros, sino que 
lo han expresado los representantes del actual Directorio del 
Banco de Seguros del Estado en esta misma Sala, con versión 
taquigráfica. El Presidente del Banco, señor De Fuentes creo 
que fue clarísimo al respecto en el sentido de que el proyecto 
entraña un peligro cierto para el Banco, pues no le permite 
prepararse para la competencia. Esta circunstancia se agrava 
por la pérdida de ese período de transición. Aclaro que me 
alegra mucho que el señor Presidente del Banco de Seguros del 


CAMARA DE SENADORES 


5 de Agosto de 1993 


Estado lo haya expuesto porque, obviamente, él está condu- 
ciendo la Institución, la conoce internamente y sabe que si el 
Banco no está preparado, las consecuencias serán muy negati- 
vas. 


¿Qué efectos podría aparejar la desaparición del Banco de 
Seguros del Estado en sentido conceptual, o que tuviera una 
existencia tan nominal que no fuera relevante? Creo que es 
muy difícil hacer pronósticos desde este punto de vista, pero 
tenemos ejemplos cercanos que tal vez, con el mismo argu- 
mento que hace unos minutos esgrimí, no sean totalmente tras- 
ladables a nuestro medio. Todos tenemos en nuestra carpeta 
una larga lista de compañías de seguros que en Argentina han 
tenido problemas. No estoy anunciando que esta situación se va 
a reproducir en nuestro país; habría que analizarlo a la luz de la 
realidad nacional, también en este caso. Si el Banco tuviera los 
problemas que creo que puede tener, habría servicios de seguro 
que indudablemente nadie prestaría en el país. Habría proble- 
mas de mercados inexistentes o gravemente incompletos que 
en el tema de seguros tienen una larga, rica y profunda eviden- 
cia en el terreno internacional. Esas son consecuencias total- 
mente negativas para el país. En primer lugar, arriesgar ese 
grado de saneamiento que tiene el mercado y, en segundo tér- 
mino, tener servicios que nadie presta, 


Quería hacer una breve referencia sin pretender ingresar en 
la discusión. Hace unos momentos me pareció oír que el señor 
Senador Cadenas Boix afirmaba que el Tratado de Asunción 
establecía la caída de los monopolios. Al respecto, quiero decir 
que no los establece y aunque pueda parecer un tema polémico 
-lo hemos abordado al analizar otros asuntos- pienso que se 
puede fundamentar que la libre circulación de bienes, servicios, 
personas y capitales, así como la eliminación de las llamadas 
barreras no arancelarias, es absolutamente compatible con el 
mantenimiento de un monopolio de este tipo. Los juristas segu- 
ramente lo podrán demostrar mejor que quien habla, pero pue- 
do aportar elementos económicos, sin dejar de reconocer que 
es un tema opinable. Me interesa destacar esto por los motivos 
expuestos por los señores Senadores Zumarán y Cassina. Por 
esa razón, soy telegráfico: con un proyecto de este tipo nos 
perdemos otra oportunidad -son muchas las que nos estamos 
perdiendo- de negociar en el marco del MERCOSUR. Esta 
negociación, si fuera realizada con criterio nacional, traería 
para el país resultados positivos. 


SEÑOR KORZENIAK. - Muy brevemente, quisiera hacer 
una complementación sobre el tema que el proyecto y la expo- 
sición de motivos dan por supuesto. Me refiero al hecho de que 
el MERCOSUR haya derogado los monopolios establecidos 
por ley. Señalo que en esta materia existe una especie de fuerte 
contradicción, de la que aparentemente el proyecto no supo 
cómo salir. Incluso hay una frase bastante curiosa a la que en 
unos instantes daré lectura. Si se sostuviera que el MERCO- 
SUR, por haberse establecido un acuerdo de eliminación de 
barreras no arancelarias, significa la derogación del monopolio 
fijado por la ley, con mayor razón “a fortiori” -como decimos a 
veces los abogados- debería determinarse que otros controles 
menores que el monopolio, también queden derogados. El pro- 
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pio proyecto expresa que para actuar las compañías públicas o 
privadas deben contar con autorización del Poder Ejecutivo, lo 
que también sería una barrera no arancelaria. Si el monopolio 
lo'es, con más razón ésta sería una barrera no arancelaria. 


El artículo 2% del proyecto -repito que, a mi juicio, no se 
supo cómo salir del problema- dice que los contratos de segu- 
ros otorgados en el país sólo podrán celebrarse con compañías 
públicas o privadas instaladas en el país que cuenten con la 
autorización del Poder Ejecutivo para operar en la materia. 
Fíjense los señores senadores que aquí el redactor se percató de 
su contradicción al afirmar que las barreras no arancelarias 
incluían esto. Sin embargo, agregó que ello se haría sin perjui- 
cio de lo dispuesto en tratados internacionales en que la Repú- 
blica sea parte. ¿Qué se está queriendo decir con esto? ¿La 
autorización del Poder Ejecutivo también se va a dejar de re- 
querir, porque hay un tratado internacional del MERCOSUR 
que en interpretación del Poder Ejecutivo -lo expresa la exposi- 
ción de motivos- deroga todo lo que en un sentido muy lato son 
barreras no arancelarias? 


Me parece que existe una incoherencia en el razonamiento. 
No sé cómo puede sostenerse que el tratado del MERCOSUR 
deroga todos los monopolios y, al mismo tiempo, proyectar que 
sigan existiendo controles del Estado. Puede venir una compa- 
fia extranjera y afirmar que nadie la controla y que va a ofrecer 
seguros, porque la tesis del Poder Ejecutivo es que esas son 
barreras no arancelarias y, por lo tanto, no tienen por qué asi- 
milarse. 


SEÑOR ASTORI. - Con respecto a este tema, si mal no 
recuerdo, el señor Senador Cadenas Boix señalaba que el moti- 
vo de este proyecto y su urgencia era, precisamente, que ya 
existieran controles instalados cuando comience a operar el 
MERCOSUR. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Lo que yo manifesié fue que 
mediante este proyecto de ley se pretende dejar instalado un 
mercado sano de seguros, en el que la competencia sea la que 
fije los precios. Repito que se desea que haya compañías nacio- 
nales O extranjeras ya instaladas en el país, funcionando en 
materia de seguros, cuando entre en vigencia el MERCOSUR, 
que va a liberar los seguros dentro de la región, Se trata de 
encontrar a nuestro país con un sistema armónico y armado 
para poder interrelacionarse con las compañías y los mercados 
de los otros países. 


SEÑOR ASTORI - Desde nuestro punto de vista, un mcer- 
cado sano de seguros en el país, en el sentido de la no existen- 
cia de aberraciones ya existe sin este proyecto de ley, y está 
instrumentado por el Banco de Seguros del Estado. 


El tema de las tarifas es consecuencia directa de la forma 
en que ha venido operando el Banco de Seguros del Estado en 
materia de automóviles. Se ha señalado aquí -espero que el 
Directorio lo confirme- que la tarifa de automóviles ha pasado 
del 6% al 12% de su valor y aún así la Cartera pierde. Según 
entendí, el señor Senador Cadenas Boix hablaba de que la 
urgencia del proyecto se debía a que debíamos llegar al MER- 
COSUR con un control del mercado instalado. 
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SEÑOR CADENAS BOIX. - Me referí a las dos cosas. 


SEÑOR ASTORI. - En particular, sobre este punto diría 
que si lo que se desea es que existan controles, el proyecto no 
propone ninguno. Quiero recalcar -no voy a abundar nueva- 
mente en el tema- que la propuesta de la superintendencia que 
figura en el proyecto me parece que no es seria, 


En el proyecto de Carta Orgánica del Banco Central se ha 
incluido un artículo, que lleva el número 43 y que cuenta con 
el apoyo conceptual del señor Senador Grenno, en el que figu- 
ran entre las instituciones de intermediación financiera las com- 
pañías de seguros. También se ha incorporado el ariículo 50 


. Que se refiere a la superintendencia de instituciones de interme- 


diación financiera, que da a esta cuestión una solución más 
seria y profunda y, en todo caso, dejan en evidencia esa suerte 
de apresuramiento con que el señor Senador Cassina calificaba 
la redacción de esta iniciativa. 


Más que un problema de ordenar el mercado de seguros, 
parece ser una reacción ante el proceso que culminó el 13 de 
diciembre. Incluso, he leído declaraciones del Poder Ejecutivo 
diciendo que el resultado del referéndum ha bloqueado la posi- 
bilidad de realizar transformaciones en el Estado por esta vía, 
por la que se apresurarían las que aún están en vigencia. Repito 
que eso lo ha manifestado fntegramente el Poder Ejecutivo. 


No me parece mal que si ese Poder está convencido de que 
este camino es el correcto, lo apresure pero, en todo caso, esa 
es la razón y no otra. Pienso -sobre esto voy a comentar Otra 
afirmación del señor Senador Cadenas Boix- que no están da- 
das las condiciones objetivas necesarias para que existan em- 
presas privadas uruguayas de seguros, con la salvedad de las 
actuales iniciativas que, si no me equivoco, llevan el nombre 
de “mutuas”. Es el caso de las que se mencionaron hace un 
momento en relación con el tema de los taxímetros. 


SEÑOR GRENNO. - Evidentemente, “mutuas” es otra de- 
nominación similar, pero es lo que quise decir. Creo que para 
vender seguros es difícil encontrar en Uruguay alguien que 
desee hacerlo, pero para mover financieramente los rubros de 
seguros que se manejan en el Banco de Seguros, abundan los 
oferentes, partiendo de la base de que no se debe rehuir la 
discusión del Banco, aunque deban fijarse algunos límites. 


El Banco de Seguros nunca fue un Banco entero; siempre 
fue medio Banco. Cumplió la teoría de tomar seguros y com- 
plementar la relación póliza-amparo de siniestros. Sin embar- 
go, jamás se le permitió -ni sus fiadores ni quienes acompaña- 
ron aprobando, los balances del Banco- la contrapartida de 
invertir sus fondos en forma decorosa. 


Este proceso de debilitamiento de la potencia del Banco se 
relleja prácticamente en sus 82 años de existencia, aunque 
podría decirse que no sucedió así durante 9 años. En el año 
1920 comenzó el deterioro de esta Institución, con el tiempo se 
fue agudizando y culmina ahora en un momento muy especial 
a nivel mundial, en el que la aceleración de los hechos es de tal 
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magnitud que el Banco se encuentra absolutamente incapacita- 
do para manejar sus colocaciones y, en consecuencia, todo lo 
financicro. 


No se trata de un problema de gestión, sino de la situación 
en que se encuentra el Banco en cuanto a las tremendas pérdi- 
das que ha tenido. A esto se suman otras dificultades fruto de 
su característica de Ente Público. 


Ahora bien; lo cierto es que en nuestro país existe gente 
sana -aclaro que lo sano no es la relación de las empresas, sino 
la Cartera-, que refleja la moral y la ética colectiva, que res- 
ponde al seguro con valores que en otros lados no se tienen. 
Aquí no hay personas que traten sistemáticamente de dañar a la 
empresa aseguradora; no se fabrican en condiciones masivas 
los siniestros. Esto hace que un mercado pequeño se transforme 
en uno interesante, aunque las cifras expresen lo contrario. 


Estamos acostumbrados a decir que el Banco o que en nues- 
tro mercado de seguros se manejan cifras aproximadas a los 
U$S 2:000.000, pero esto tampoco es importante para una em- 
presa internacional. 


Sin embargo, no estamos teniendo en cuenta -considero que 
este es el tema fundamental- que en el resto del continente y en 
el mundo existen seguros que cuentan con una gran aceptación. 
Por ejemplo, se ha dejado de lado la empresa tradicional de 
seguros sustituyéndola por una institucional, es decir, el Estado 
ha cedido parcelas de su tarea. Si en nuestro país el seguro 
incursionara en el tema de las jubilaciones, salud, educación 
«existen empresas privadas que ofrecen seguro de amparo para 
que los estudiantes puedan terminar sus cursos, pagando una 
póliza de garantía- es decir, si el seguro pasara a sustituir al 
Estado en un medio en que las fianzas tienen mucha importan- 
cia, debido a la interrelación especial del país, el mercado 
pasaría a manejar cifras de U$S 500:000.000 o U$S 600:000.000 
y pasaría a ser un mercado atractivo para las empresas extran- 
jeras; probablemente, el más sano que existe en América Lati- 
na. - 


SEÑOR RICALDONI. - Brevemente, deseo informar que, 
lamentablemente, debo retirarme de la sesión, debido a otros 
compromisos contraídos anteriormente. 


Por otra parte, quiero señalar que existe la posibilidad de 
que no continúe participahdo de estas deliberaciones, en la 
medida en que de una u otra forma y de tanto en tanto, se están 
insinuando comparaciones y haciendo anuncios de límites en lo 
que se debe decir, con o sin versión taquigráfica, respecto de 
gestiones anteriores y presentes en el Banco de Seguros del 
Estado. 


En principio, considero que eso es ajeno al tema de trabajo 
que tenemos en esta Comisión de Hacienda integrada. 


Además, de acuerdo con la experiencia acumulada durante 
estos años en el Senado, pienso que la incursión en asuntos 
propios de otros ámbitos y no de una Comisión esencialmente 
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técnica, termina enrareciendo el ambiente y haciendo estéril el 
propósito sano de todos sus integrantes en cuanto a llegar a uno 
u otro resultado, pero con los fundamentos y la tranquilidad 
necesarios. 


En la sesión anterior cierto Director del Banco de Seguros 
transitó en este camino que personalmente deploro; sin embar- 
go, guardé silencio. Posteriormente, recibimos a representantes 
de AEBU, quienes hicieron lo mismo y adopté la misma postu- 
ra, al igual que otros señores senadores, es decir, me abstuye de ' 
hacer comentarios, pensando que, tal vez, era uno de esos días 
en que se nos ocurre incursionar en temas menores. 


Por el bien de la tarea de esta Comisión, deseo que nos 
limitemos al tema que nos ocupa, porque ese no es un acto de 
condescendencia o generosidad. No quiero sentir que mi labor 
sea la de contestar alusiones políticas porque, de lo contrario, 
estaría perdiendo el tiempo; éstas las responde en otro ámbito, 
al igual que todos los señores senadores. 


Desde ya adelanto que tengo mucho interés en discutir se- 
riamente este proyecto de ley, pero que si se sigue en este 
terreno, reservo la opinión del Foro Batllista para el Plenario 
del Senado. 


Reitero mis disculpas por tener que retirarme. 
(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 
(Se reanuda la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR PRESIDENTE. - A los efectos de dejar constancia 
en la versión taquigráfica decimos que por unanimidad de 10 
votos en 10, se acuerda continuar la sesión de la Comisión de 
Hacienda Integrada con tres miembros de la de Constitución y 
Legislación sobre el tema de la derogación del monopolio de 
seguros, el lunes 12 de julio a las 17 y 30 horas, 


SEÑOR ASTORI. - Como lo indica una larga evidencia en 
materia de Instituciones financieras en el Uruguay es difícil 
pensar que puedan existir Compañías Aseguradoras Privadas 
Uruguayas, salvo cstas experiencias mutuas -el señor Senador 
Grenno confirmaba que es el término correcto- como las de * 
taximetros. La propia experiencia bancaria demuestra que el 
volumen de recursos financieros a manejar y a arriesgar en este 
terreno es un obstáculo objetivo importante para que no sea 
lácil la formación de empresas uruguayas de intermediación en 
el campo de los seguros. Esto lo debemos tener en cuenta a la 
luz del MERCOSUR, y por supuesto, acerca del futuro del 
Banco de Seguros. 


Culmino señalando que nosotros no compartimos este pro- 
yecto, porque a nuestro juicio está en juego la existencia de 
este Banco, mucho más que en el que consideramos anterior- 
mente. Estamos dispuestos a discutir de si se debe o no existir 
una compañía estatal de seguros. Es allí donde debemos centrar 
el análisis de este tema, porque este proyecto elimina a nuestro 
modo de ver todas las posibilidades al respecto. Esto, siempre y 
cuando todo lo demás quede como está. 
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SEÑOR ZUMARAN. - Sin perjuicio de aprobar en todos 
sus términos lo que se ha expresado, sin ánimo polémico, quie- 
ro dejar constancia de que el silencio que he guardado luego de 
lo manifestado por el señor Senador Ricaldoni -que no sé a 
quien iba dirigido- no supone aceptación sino, por el contrario, 
su rechazo, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Entonces, el lunes continuaría- 
mos la sesión de la Comisión de Hacienda Integrada escuchan- 
do la opinión general de los miembros sobre el tema que esta- 
mos considerando en el día de hoy. 


Se levanta la sesión. 
(Es la hora 20,00) 


VERSION TAQUIGRAFICA DE LA SESION DE LA 
COMISION DEL DIA 12 DE JULIO DE 1993 


ASISTENCIA 


Preside: Señor Senador Juan Carlos Blanco 

Miembros: Señores Senadores Alvaro Alonso, Danilo As- 
tori, Federico Bouza, Carlos Cassina, Julio C. 
Grenno y Alberto Zumarán 

Integrantes: Señores Senadores Enrique Cadenas Boix, José 
Korzeniak y Américo Ricaldoni 

Secretaria: Señora Raquel Suárez Coll 

Ayudante de 

Comisión: Señor Alberto Martínez Payssé 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 17 y 40 minutos) 


En consideración la Carpeta N* 1177/93 “Suspensión de 
Monopolios de Seguros”, proyecto de ley del Poder Ejecutivo, 
con declaratoria de urgente consideración. 


y 

En la sesión anterior habíamos comenzado -de acuerdo con 
lo oportunamente acordado- una ronda de exposiciones en la 
cual cada uno de los señores senadores señalaría su posición 
con respecto al proyecto de ley en consideración. En conse- 
cuencia, resolvimos continuar con el mismo sistema de trabajo 
en el día de hoy. Esto nos permitirá situarnos en el proyecto y 
pronunciarnos en general sobre el mismo. Por tal motivo, ofrezco 
la palabra a los señores senadores. 


SEÑOR RICALDON!I. - Antes de comenzar con el tema 
que nos ocupa, quisiera, simplemente a modo de comentario, 
dejar constancia de que en el texto de la versión taquigráfica 
que llegó a mi despacho, no figuran mis palabras finales. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Se toma debida constancia. 


SEÑOR RICALDONI. - No es ni una observación ni una 
queja, se trata simplemente, reitero, de un comentario. 


SEÑOR ALONSO. - Señor Presidente: mi intención es de- 
jar constancia con respecto a las posiciones planteadas en la 
última reunión donde tratamos el tema de la desmonopoliza- 
ción de los seguros. 


Considero que fue reiterada, en más de una ocasión, por 
diversos señores senadores, la preocupación que para ellos re- 
presentaba el futuro incierto que pudiera plantearse para el 
Banco de Seguros del Estado a raíz de la aplicación de esta ley. 


SEÑOR RICALDONI. - ¿Me permite, señor Presidente, 
brevemente? Sencillamente pido disculpas por mi intervención 
anterior, ya que el señor Senador Cadenas Boix me hace notar 
que sí constan todas mis expresiones en la versión taquigráfica. 


SEÑOR ALONSO. - El tema al que hacía referencia era, 
entonces, sobre el discernimiento de qué es más importante, si 
priorizar los efectos que una ley pueda llegar a tener sobre una 
institución del Estado, o sobre sus usuarios. 


Quizás por una propia deformación profesional, considero 
que las empresas son las que venden y consumen los productos 
que otras empresas venden. El fin de éstas es el poder vender 
un artículo que satisfaga las necesidades de los compradores, 
es decir, cubrir la demanda que los usuarios de esos servicios 
requieren. 


En consecuencia, creo que más allá de la necesidad de 
defender una empresa o un instituto, debe preocupar a la socie- 
dad el hecho de conseguir que sus servicios sean cumplidos al 
menor precio y mayor eficiencia posibles. Tal es el caso del 
Banco de Seguros del Estado. 


Por lo tanto, si debo elegir a quién atender primero, si al 
Banco, a un usuario o una empresa, sin lugar a dudas, mi 
elección estará dirigida al usuario. Además, por definición, 
estoy defendiendo a la misma empresa. 


Por todo lo expuesto, es que considero que una desmonopo- 
lización en el área de los seguros es positiva, ya que permite 
lograr que la relación usuario-empresa sea más cristalina y 
transparente. Esto se lograría al introducirse en la negociación 
la competencia para que el usuario obtenga una mejor presta- 
ción con un precio más bajo, así como una mejor utilización de 
los recursos. 


Si bien sabemos que en el caso del Banco de Seguros del 
Estado somos todos los uruguayos propietarios del mismo -por 
definición debería ser así- y debemos, entonces, velar por su 
fortaleza y subsistencia, también tenemos conocimiento que la 
razón de existencia de ese Banco se centra justamente en la 
prestación de los servicios que está llevando a cabo. 


250 -C.S. 


Pienso que no ha sido desmentido por nadie -y considero 
que sería muy difícil que eso ocurriera- el hecho constatable de 
que actualmente los servicios de nuestro sistema de seguros 
están siendo más elevado de lo que deberían ser. Justamente, el 
problema que está generando esa sobrevalorización de los ser- 
vicios radica en la falta de ajuste de los costos de la empresa 
que está prestando esos servicios. Una medida de higiene social 
sería permitir que altos costos con subsidios cruzados, indirec- 
tos, así como de todo tipo, no perjudiquen a los usuarios dedi- 
cados a ciertas actividades. No me refiero simplemente a los 
propietarios de vehículos, de inmuebles o de aquellos que a 
título personal contraten con el Banco de Seguros del Estado, 
sino también incluyo a quienes en forma indirecta reciben pro- 
ductos sobrevalorados en sus precios como resultado de que la 
empresa que le está brindando esos servicios o vendiendo esos 
productos tiene que, necesariamente, contratar su seguro frente 
al Banco de Seguros del Estado. 


Todo esto sucede en momentos en que el país se está prepa- 
rando, no sólo por los compromisos contraídos, sino porque el 
ritmo del mundo lo exige, para integrarse subregional, regional 
y mundialmente a la competencia. : 


Debemos pensar que no podemos seguir manteniendo situa- 
ciones en las cuales los costos de las empresas y los precios que 
pagamos por nuestros servicios estén marcados por monopolios 
de este tipo que, lejos de beneficiar a la sociedad, la perjudi- 
can. 


En este sentido, deseaba dejar la constancia de que si bien 
me preocupa el destino de una empresa estatal como lo es -o lo 
debería ser- el Banco de Seguros del Estado no puedo abstracr- 
me al pensamiento de que esa empresa tiene su razón de ser, 
siempre y cuando cumpla con sus objetivos, Entonces, si tengo 
que elegir entre los usuarios y la empresa, sin duda siempre 
elegiré a los primeros. 


SEÑOR ASTORI. - Deseaba hacer algunos comentarios so- 
bre este punto, ya que el mismo fue planteado durante la sesión 
pasada y si bien en esa ocasión pudimos adelantar algunas 
consideraciones al respecto, en este momento, el señor Senador 
Alonso Tellechea ha aportado otros puntos de vista que creo 
importante analizar. 


Obviamente que todos los que estamos aquí presentes com- 
partimos la necesidad de que en última instancia los servicios 
públicos se presten de la mejor manera en beneficio de los 
usuarios que son los integrantes de la sociedad en su conjunto. 
Sin perjuicio de ello creo que sería un error pensar que el 
interés de los usuarios se juega exclusivamente en el monto 
actual de la tarifa del servicio que, evidentemente, es inadecua- 
da y estoy seguro que nadie va a discrepar con esta afirmación. 


De todos modos, no podemos olvidar que el futuro del 
Banco de Seguros del Estado -que, a nuestro juicio, es muy 
oscuro en caso de que opere esta desmonopolización dejando 
todo lo demás tal como está- influiría considerablemente sobre 
los usuarios, Creo que al servicio de esta afirmación podemos 
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ofrecer varios argumentos. Para empezar tenemos todo lo que 
esos usuarios, es decir, la sociedad en su conjunto, aportó con 
sacrificio durante muchas décadas para poder tener este Banco 
de Seguros del Estado, que de pronto podría correr un riesgo 
muy alto, lo que iría en perjuicio de ellos. Me refiero no sólo a 
los usuarios de ahora sino a los que durante tanto tiempo per- 
mitieron que hubiera un Banco de Seguros en Uruguay. Por 
otro lado, sería perjudicial para los usuarios que una presencia 
-en el mejor de los casos no significativa- del Banco de Segu- 
ros en la plaza, provocara daños a la salud del mercado. Esto 
ya lo adelantamos en la sesión pasada de esta Comisión y es 
similar a lo que exhiben otros países de la región que por no 
tener una institución como la nuestra experimentan graves tras- 
tornos en el funcionamiento de sus mercados. Este no es un 
problema de tarifas sino de seriedad y solvencia en el servicio, 
lo que también perjudicaría a los usuarios. 


SEÑOR CADENAS BOIX, - He venido escuchando con 
mucha atención las manifestaciones del señor Senador Astori y 
en muchos aspectos coincido con su inquietud y preocupación. 
Frente a esto, le preguntaría cuál sería su opinión sí incorporá- 
ramos a este proyecto de ley que está a consideración un artícu- 
lo que dijera algo así: El Banco de Seguros del Estado se regirá 
por el Derecho Privado salvo en lo que la Constitución expre- 
samente disponga otra cosa. 


SEÑOR ASTORI. - A nosotros nos parece muy saludable la 
iniciativa planteada por el señor Senador Cadenas Boix. En lo 
que nos es personal hemos expuesto, no ahora sino en muchas 
otras oportunidades, que una de las transformaciones a incorpo- 
rar en las empresas públicas del Uruguay -y no sólo en el 
Banco de Seguros del Estado- es la que acaba de proponer el 
señor Senador Cadenas Boix, Sin embargo, para darle una res- 
puesta concreta al señor Senador, aceptaría con mucho gusto su 
propuesta, junto a otras que me atrevería a proponer, siempre 
que dejáramos de lado esta iniciativa de desmonopolización. 
De este modo, veríamos qué es lo que ocurre con la actuación 
del Banco de Seguros. No creo que este comentario que he 
hecho sea motivo de hilaridad, porque todo lo que deseamos es 
que esta institución mejore su funcionamiento. 


El señor Senador Cadenas Boix propone que pase a funcio- 
nar como una empresa privada pero, al mismo tiempo, lo des- 
monopoliza. Creo que esa propuesta no es suficiente porque el 
Banco de Seguros, a nuestro juicio, además de necesitar un 
funcionamiento en términos de régimen de empresa privada, 
sacándose de encima la maraña burocrática que todavía lo apresa 
-como a tantas otras empresas públicas- requiere, tal como 
expusimos en la sesión pasada, otras transformaciones de fon- 
do, Estas, naturalmente no van a ser discutidas por la Comisión 
de Hacienda integrada del Senado porque no está dentro de sus 
cometidos, Es algo que debe ser analizado, en primer término, 


por el Banco de Seguros y nosotros podemos hacer propuestas 


al respecto aunque no es materia legislativa. Es más, me parece 
que la inmensa mayoría de las medidas que tendría que adoptar 
esta Institución no son materia legislativa, sino que se vinculan 
con aspectos como la organización, estructura, administración 
y gestión. Reitero que, personalmente -es lo único que estoy 
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habilitado a decir, ya que mi Partido aún no ha adoptado una 
posición sobre este tema y, por lo tanto, no puedo comprome- 
terlo- estoy de acuerdo con esta propuesta, y no sólo para el 
Banco de Seguros. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Solamente deseo aclarar que 
esta disposición, que quien habla estaría dispuesto a agregar, 
forma parte de un proyecto global sobre reforma de las em- 
presas públicas, que presentó el señor Senador Blanco en el 
Senado. Este artículo es una consecuencia, para el campo de 
los seguros, del proyecto de ley presentado por dicho señor 
Senador. 


SEÑOR ASTORI. - Quisiera agregar que en el proyecto de 
ley citado hay otras disposiciones que quien habla, no sólo 
consideraría gustosamente, sino que también incorporaría; como 
por ejemplo -me permito recordar alguna solamente en base a 
memoria- la prohibición de que los directores de empresas pú- 
blicas puedan realizar actividad político-partidaria durante un 
lapso posterior a la gestión que han desarrollado al frente de las 
mismas. Reitero que esta no sería la única, sino tan sólo un 
ejemplo de que en ese proyecto hay otras normas que personal- 
mente acompaño y pondría en práctica, y no sólo para el Banco 
de Seguros del Estado. 


Á continuación, si me lo permiten, deseo volver al punto 
precedente. Creo que todos queremos transformar al Banco de 
Seguros. En la sesión pasada expuse la necesidad de darnos un 
tiempo antes de discutir nuevamente la desmonopolización, a 
fin de ver si el Banco cambia con medidas de este tipo. Por esa 
razón, no concibo que el señor Senador Cadenas Boix propon- 
ga aplicar este régimen de empresa privada mientras se desmo- 
nopolizan los seguros. En todo caso, sería necesario proceder 
por etapas. 


Por otra parte, existe un argumento adicional, que consiste 
en los perjuicios que podría ocasionar este proyecto de ley para 
los usuarios. Como suele ocurrir en la práctica -no sólo en el 
mercado de seguros sino también en otros- una vez que desapa- 
rece el monopolio público, se forman otros de carácter privado 
uy oligopolios, En el mercado de los seguros, desde el punto de 
vista internacional, esto es muy frecuente, tal como los saben 
los señores miembros de esta Comisión. A la larga, esos moño- 
polios u oligopolios en el ámbito del sector privado, terminan 
perjudicando a los usuarios, no sólo por la calidad del servicio 
que prestan, sino en términos de tarifas, luego de haber transcu- 
rrido una etapa como la que hoy estamos discutiendo. 


Por lo tanto, es necesario analizar la incidencia sobre los 
usuarios en el corto plazo, a través de la calidad del servicio y 
del monto de la tarifa que se está pagando. No obstante ello, 
también es necesario estudiar dicha incidencia a mediano y 
largo plazo, desde los puntos de vista que acabo de señalar y 
que, a mi juicio, están directamente conectados con la materia 
que contiene el proyecto de ley que estamos considerando. 


SEÑOR CASSINA. - Deseo indicar que me he sentido ama- 
blemente aludido por el sefior Senador Alonso, a través de su 
exposición. 
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Por lo tanto, sin demasiado ánimo polémico quisiera indi- 
car algo, porque fui uno de los que señaló en la sesión pasada 
que, en la medida en que partía del supuesto que el proyecto de 
ley, en lo que hace a la desmonopolización, tiene mayoría en 
esta Comisión -y también la tendría en el Parlamento- pasaba a 
preocuparme la situación en la que se encontraba el Banco de 
Seguros del Estado, No deseo reiterar conceptos que acaba de 
expresar el señor Senador Astori y que comparto. Esa preocu- 
pación quedó de manifiesto cuando en las sesiones en que 
recibimos al Directorio del Banco de Seguros del Estado, quien 
habla le solicitó a sus miembros que nos hicieran llegar algu- 
nos textos de un posible articulado que contemplara las inquie- 
tudes que ellos mismos plantearon, sobre la situación indefensa 
en la que dicha Institución podría quedar, en caso de aplicarse 
la desmonopolización sin un plazo para adaptarse a ella, sin la 
existencia previa de la Superintendencia de Seguros para regu- 
lar el mercado y sujeto al régimen de Derecho Público, al igual 
que las demás empresas del Estado. 


En consecuencia en su momento señalé que deberemos tras- 
ladar al Senado el debate en torno a la desmonopolización, ya 
que no tiene sentido efectuarla en este ámbito. Asimismo, indi- 
qué que no era mi propósito entorpecer el tratamiento de esta 
iniciativa ni tampoco su sanción, en los términos a los que 
debemos ajustarnos. Entiendo que, al respecto, puedan haber 
posiciones diferentes. Cuando hablo del Banco de Seguros del 
Estado o de otras empresas públicas, defiendo los patrimonios 
de la comunidad que ellos representan; significan un esfuerzo 
que el país ha realizado durante mucho tiempo y que fueron 
iniciados cuando el Uruguay tenía otras características y, cier- 
tamente, otras dificultades. Por supuesto que esta es la posición 
de mi Partido. 


Recientemente, durante el debate que tuvo lugar sobre el 
refcréndum en torno a la Ley de Empresas Públicas, en toda 
opostunidad que tuve de hablar públicamente sobre el tema 
manifesté, sin ningún tipo de dogmatismos, que para nosotros 
ese asunto -tan agitado en el país- ponía sobre el tapete proble- 
mas de gestión, más que de propiedad. Reconozco que, en 
términos generales, las empresas públicas, y el Estado en su 
conjunto, son ineficaces e ineficientes. Creo que este vicio no 
es intrínseco, sino consecuencia de un proceso muy largo en el 
cual, entre otras cosas, el clientelismo político ha hecho que 
perdiera la eficacia y eficiencia que originalmente tenían. Aclaro 
que con esta referencia no tengo el menor propósito de moles- 
tar a ningún colega, pero me veo en la necesidad de decirlo 
porque lo manifesté públicamente. 


Pienso que algunas soluciones para corregir esta situación 
han sido propuestas por un conjunto de legisladores de distin- 
tos sectores políticos, en el proyecto de ley sobre reforma del 
Estado, que se presentó al Parlamento semanas atrás, 


Por lo tanto, en el tiempo que nos queda, quisiera encontrar 
algunas soluciones a esta situación e, incluso, en la legislación 
referida a la desmonopolización, buscar la mejor salida posi- 
ble. Sin perjuicio de que el Banco de Seguros dei Estado sea 
ineficaz e ineficiente y de que sus tarifas puedan resultar, en 
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algunos aspectos, excesivamente altas, lo cierto es que en nues- 
tro país, prácticamente durante todo este siglo, los seguros se 
han prestado en condiciones que, en términos generales, resul- 
tan beneficiosas para el usuario, sin los riesgos que existen en 
otras naciones, donde la no presencia de una entidad como ésta 
hace que el mercado se vuelva a veces más salvaje y que los 
asegurados no estén tan protegidos. 


Entonces, puesto que parece claro que existe una voluntad 
política -que respeto mucho; ¡cómo no voy a respetar las ma- 
yorías!- determinada a sancionar por ley la desmonopolización 
de los seguros que el Estado detenta, quisiera contribuir en esta 
instancia a encontrar las mejores soluciones posibles para regu- 
lar bien, por ejemplo, la Superintendencia, De esta forma trata- 
remos de que el mercado continúe siendo transparente, para 
que luego no existan monopolios de hecho u oligopolios y, 
también, que el Banco de Seguros del Estado, que es un patri- 
monio de la comunidad, lo siga siendo sólidamente, en la ma- 
yor medida posible, y no lo entreguemos a un régimen de 
mercado abierto atado, prácticamente, de pies y manos. Todas 
las ideas que en este sentido se aporten -muchas de las cuales 
están en el proyecto presentado por el señor Presidente- son 
para mí bienvenidas. 


Pienso que la posibilidad de que el Banco actúe en régimen 
de Derecho privado hasta donde la Constitución lo permita, 
debería ser regulada con un poco más de detalle -no sé si 
dispondremos de tiempo para ello- porque si nos limitamos a 
decir que así actuará en tanto no viole normas constitucionales 
-0 hasta donde la Carta Magna lo permita- estaríamos introdu- 
ciendo un problema interpretativo que no sé dónde irá a parar. 
Me parece que el legislador tiene el deber, hasta donde sea 
posible, de dar alguna solución y de evitar conflictos -sin duda 
importantes- entre el Banco de Seguros, otras entidades públi- 
cas, el propio Poder Ejecutivo, el Tribunal de Cuentas y, natu- 
ralmente, las compañías privadas, Creo que sería bueno resol- 
ver esto, repito, en la medida de lo posible, en el proyecto de 
ley, 


Es cuanto descaba señalar. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Ante todo, deseo señalar que si 
bien este intercambio de opiniones ha sido útil, porque ha abor- 
dado desde un ángulo diferente los temas que ya hemos trata- 
do, pienso que no debiera apartarnos de lo que, en definitiva, es 
el objeto de esta pimera ronda: expresar en general los puntos 
de vista de los integrantes de esta Comisión sobre el proyecto 
de ley. Por lo tanto exhorta,ta no ingresar a lo que podría ser su 
análisis particular aunque, obviamente, reconozco que es difícil 
discernir una cosa de la otra y hablar en abstracto sobre los 
temas generales, sin hacer referencias específicas. Simplemen- 
te, pues, anoto esto para que todos lo tengamos “in mente” a 
los efectos de las distintas exposiciones que se realicen. 


A continuación, quiero disculparme con los señores Sena- 
dores Grenno y Korzeniak porque he incurrido, tal vez, en una 
confusión. Al finalizar la sesión anterior, estaban anotados en 
la lista de oradores los señores Senadores Alonso Tellechea y 
Grenno. Dado que la presente sesión no responde a un cuarto 
intermedio, teóricamente todo el mundo tendría que renovar 
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sus aspiraciones de intervenir en el debate, y como el señor 
Senador Alonso Tellechea así lo solicitó, la Presidencia le con- 
cedió el uso de la palabra, olvidando aquel antecedente. Por su 
parte, el señor Senador no insistió en tal sentido porque, como 
habló el señor Senador Alonso Tellechea, supuso que él conti- 
nuaba anotado en la lista de oradores, por lo que se sorprendió 
cuando dije que le correspondía hacer uso de la palabra al 
señor Senador Korzeniak. Por estas razones, excusandome con 
el señor Senador Korzeniak, y si él no tiene inconveniente, 
correspondería que la Mesa cediera el turno al señor Senador 
Grenno. 


SEÑOR KORZENIAK. - De acuerdo, señor Presidente, 


SEÑOR GRENNO. - Tampoco yo tengo inconveniente en 
que el señor Senador Korzeniak haga uso de la palabra en este 
momento; pero sucede que aún no he podido contestar algunas 
de las argumentaciones dadas en Sala, esperando hacerlo glo- 
balmente. 


En primer lugar, deseo adelantar que nuestro sector, Reno- 
vación y Victoria, va a apoyar este proyecto de ley pero, en lo 
personal tengo serias dudas, que de pronto las podremos ir 
aclarando en el transcurso de este intercambio de ideas. 


Entiendo que el tema se divide en tres áreas: la del mono- 
polio, la relativa al mercado de seguros que va a tener el país y 
que son las reglas generales con que esta área de servicio se va 
a mover y, por último, la que tiene que ver con el Banco. 
Todas ellas están interrelacionadas, pero no son la misma cosa, 


Con respecto al monopolio cabe señalar que, reiteradamen- 
te, en la exposición de motivos se lo liga al tema del MERCO- 
SUR. Es cierto que éste no es el gatillo que dispara la desmo- 
nopolización. Desde que se aprobó la ley de creación del Ban- 
co de Seguros, nuestro país se dividió en monopolistas y des- 
monopolistas. En la época en que esta Institución se fundó, 
gran parte de los integrantes del Partido al que represento esta- 
ba en contra del monopolio; posteriormente se consolidó este 
organismo, tratando de sostener un sistema que fue eficaz, pero 
lo cierto es que existía libertad en el tratamiento del tema. Sin 
embargo, cuando aparece el Mercado Común, comienza a dar- 
se un requerimiento externo. El Banco de Seguros no tenía 
ninguna norma -salvo en Jo que hace al monopolio- que dijera 
que él era el rector de la plaza; se imponía sus propias reglas, 
Diría, inclusive, que de pronto el Estado debió imponerle un 
marco un poco más estricto. Por otra parte, éste tampoco fue un 
buen custodio de lo que ocurría en materia de seguros durante 
esa época. Por suerte, y a pesar de todo, funcionó con gran 
seriedad, excepto en la década de los 70, cuando se perdió el 
control de los reaseguros, situación que dio origen a trastornos 
muy serios. De todos modos, la Institución mantuvo una admi- 


. nistración casi ejemplar. 


Por su parte, las empresas privadas -oligopólicas con el 
Banco, porque no hay que olvidar que continuamos con un 
monopolio cuando hay 14 empresas que también basan su actí- 
vidad en estos rubros- funcionan en la misma relación, Se re- 
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cordará que cuando el señor Senador Cadenas Boix preguntó a 
los representantes de compañías privadas si tenían normas rela- 
tivas a algún tipo de cumplimiento y de funcionamiento, la 
respuesta fue negativa; igual cosa sucedió cuando se les inte- 
rrogó acerca de si tenían algo establecido en materia de reserva 
o solvencia. Quiere decir que durante todo este siglo, en nues- 
tro país el mercado de seguros se movió por la buena voluntad, 
en condiciones absolutamente excepcionales. Estoy seguro de 
que en cualquier parte del mundo donde un área de servicio tan 
importante como esta no contara con un padrón con que regir- 
se, se producirían situaciones realmente caóticas, cosa que no 
ocurrió en nuestro país. 


A partir de que comenzó a incidir el MERCOSUR en el 
Banco, este desarrolló una política agresiva en la región. Por 
ejemplo, fue el creador del MERCOSEGUROS; se trataba de 
una iniciativa uruguaya que intentaba acompañar al Ministerio 
de Relaciones Exteriores en esa penetración regional que se 
estaba produciendo. Como se recordará, la primera reunión del 
MERCOSEGUROS tuvo lugar en Asunción y la presidió la 
delegación uruguaya; también ello ocurrió en la segunda, por 
una cuestión de lógica, ya que se llevó a cabo en nuestro país; 
además, ejerció la Presidencia en Buenos Aires, porque era el 
orientador del tema pero, lamentablemente, allí comenzaron a 
perfilarse los asuntos que dividían a la región. Posteriormente, 
se realizaron reuniones en Brasil y en Asunción y dentro de 
poco tiempo se llevará a cabo otra en nuestro país. La más 
notable de las asimetrías planteadas era la monopolización que 
el Banco tenía de sus seguros, lo cual era intolerable para las 
otras empresas que funcionaban en la región. Nos referimos, 
por ejemplo, al IRB de Brasil, concretamente en la actividad de 
reaseguros. Por su parte, Argentina había abierto las compuer- 
tas, dejando todo eso que durante mucho tiempo funcionó mal 
con el INDER, puesto que por una maniobra muy especial de 
la empresa privada y mixta de ese país, se descargó en un 
organismo oficial el reaseguro de cuanta cosa buena o mala 
había. Precisamente, eso fue lo que dio origen a los trastornos a 
que aludió el señor Senador Astori al mencionar la cantidad de 
empresas que habían quebrado en la República Argentina, cosa 
que sucedió, no por la forma como desarrollaron sus tareas, 
sino por el ordenamiento que tenía el espectro. 


Cabe señalar que la del monopolio no fue la única asimetría 
de nuestro país en ese campo. Tan es así que aunque desmono- 
policemos, igualmente vamos a quedar sin capacidad de com- 
petencia en virtud de, por'ejemplo, las diferencias en materia 
impositiva. Es decir que con este proyecto de ley vamos a 
solucionar mucho menos de la mitad del problema. Esto fue 
planteado en reiteradas oportunidades al Ministerio de Econo- 
mía y Finanzas, fundamentalmente por su par argentino. Tene- 
mos tasas sobre seguros, incidencia de valor agregado sobre cl 
IVA, etcétera, que hacen que nuestra plaza sea totalmente atí- 
pica dentro de la región. 


Tenemos asimetrías en materia legal, como es el caso del 
monopolio, y en materia normativa, como es la regulación de 
accidentes de trabajo -que en Argentina ha sido abandonada- O 
la de no incluir la responsabilidad civil, que es otra obligación 
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que nos va a imponer el mercado común. Entonces, si emplea- 
mos la expresión “mercado común” como argumento para la 
desmonopolización, del total estaremos tomando solamente una 
pequeña porción, Esa es mi inquietud, sobre todo porque consi- 
dero que la exposición de motivos y el proyecto deben respon- 
der a lo mismo. Sin embargo, en este caso, en la exposición de 
motivos tenemos una propuesta que quizás sea sólida, pero no 
ocurre lo mismo con el proyecto, que resulta débil y parcial si 
no integramos dentro del conjunto de requerimientos ese tipo 
de soluciones. 


Los integrantes del Directorio del Banco de Seguros, en su 
oportunidad, hicieron saber que esa solución pasa por la super- 
intendencia de seguros para regir la plaza y por la Carta Orgá- 
nica. Incluso el gremio planteó al Directorio de esa Institución 
que estaba trabajando sobre un proyecto de Carta Orgánica, de 
superintendencia o de corredores, sin la participación global de 
los interesados. Cabe señalar que quienes estaban trabajando 
eran sus Directores en forma aislada. De todas maneras, bueno 
es recordar que existen muchas propuestas e inquietudes a ni- 
vel del Directorio. 


Me parece que si no tomamos este tema en forma genérica 
y global, estaremos creando una serie de problemas muy im- 
portantes. No me alarma la desmonopolización; en lo particu- 
lar, no comparto lo señalado por el señor Senador Astori en el 
sentido de que esto se acaba, pero menos estoy de acuerdo con 
lo que aquí se dice respecto al tema tarifas del Banco de Segu- 
ros, porque no es así, Aquí se sostiene y eso sin datos de 
naturaleza alguna. Es más; cuando pasemos a analizar concre- 
tamente la situación del Banco, advertirán que el tema es abso- 
lutamente diferente, 


SEÑOR ASTORI. - Quería tener claro qué es lo que no es 
así, porque el señor Senador Grenno no lo dice. 


SEÑOR GRENNO. - Ese tema lo pensaba manejar más 
adelante, cuando llegue al ítem Banco de Seguros. 


En síntesis, vamos a acompañar la desmonopolización, pero 
no sé qué elementos han surgido desde que se aprobó el pro- 
yecto en la Cámara de Representantes hasta el día de hoy para 
que tengamos que llevar a cabo en un plazo tan perentorio esta 
desmonopolización que, a mi juicio, pone la carreta delante de 
los bueyes, porque invierte los términos: primero, crea la des- 
monopolización y luego regula el mercado. Todo esto plantea 
una situación Sumamente atípica en la consideración del tema 
y genera una gran responsabilidad para los legisladores, porque 
estaremos adoptando como práctica el dar, primero, los resulta- 
dos y averiguar, después, cuál es el problema que los generó. 
Esto me parece problemático, y aclaro que estoy hablando sin 


- dramatizar. 


En lo que tiene que ver con el tema de la plaza, sin superin- 
tendencia de seguros no creo que con las empresas que pueden 
ingresar, tengamos una vida tan amable como la que tuvimos 
hasta ahora con las empresas oligopólicas que actúan desde 
1911. No va a existir un órgano regulador que pueda ponerse 
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en funcionamiento tan rápidamente. En este sentido, tenemos 
los ejemplos de la región. En Argentina existía un mercado 
abierto de seguros y un órgano moderador, que era el INDER. 
A pesar de que a este órgano le fue mal, de todas maneras 
reguló la plaza y dio garantías al cliente argentino en cuanto a 
que iba a ser compensado cuando tuviera un siniestro. Por su 
parte, en Brasil, con el IRB sucedió exactamente lo mismo. El 
único mercado diferente es el paraguayo donde en realidad las 
empresas no son tales, sino simplemente corredores que vierten 
en el mercado exterior sus pólizas por medio de reaseguros. Es 
decir que se trata de un mercado sumamente permeable en lo 
que tiene que ver con la salida de divisas. 


Me parece que en nuestro caso, si no creamos la superinten- 
dencia, va a quedar absolutamente descontrolada la suscripción 
de seguros en lo que hace a su cumplimiento ante un riesgo 
eventual. Hasta hoy, eso está amparado por el Banco de Segu- 
ros que, por encima de todo, tiene una garantía que nunca puso 
en práctica porque las distintas administraciones hicicron que 
nunca fuera necesario llegar a esos extremos. Es posible que 
también haya disimulado, porque después de la década del 70 
la situación económica del Banco se tornó muy difícil, sobre 
todo en lo relativo a compromisos adquiridos en el exterior, De 
todas maneras, el Banco siempre mantuvo ese amparo sin ne- 
cesidad de recurrir a la garantía del Estado. 


En la sesión pasada el señor Senador Astori preguntaba al 
señor Senador Cadenas si él pensaba que se tenía que apoyar 
económicamente al Banco de Seguros, ante lo cual este último 
contestó que no. Á su vez, el señor Senador Astori -y me alegro 
de que en eso se hayan puesto de acuerdo- también señaló que 
no. Sin embargo, el artículo 13 de la Carta Orgánica del Banco, 
relativo a garantías, expresa que el capital o fondo de reserva 
del Banco constituye la garantía especial de sus operaciones, 
pero cabe señalar que, además, todas ellas tienen la garantía y 
la responsabilidad del Estado, Lo cierto es que si el Banco de 
Seguros se encontrara en una situación sumamente crítica, el 
Estado tendrá que poner esa diferencia de dinero, que puede ser 
muy abúltada, 


SEÑOR ASTORI. - Antes que nada, quiero pedir disculpas 
por la interrupción, pues no pretendo cortar la ilación de la 
exposición del señor Senador Grenno, pero creo que correspon- 
de hacer una aclaración. 


Cuando digo que sería malo que el Banco de Seguros reci- 
biera asistencia financiera del Estado, me estoy refiriendo a dos 
cosas. En primer lugar, esto no implica desconocer lo que el 
señor Senador Grenno acaba de señalar: en caso de falencia, se 
cuerita con la garantía del Estado, el que auxiliaría al Banco de 
Seguros. En segundo término, tengo la certeza de que un Ban- 
co de Seguros del Estado bien administrado no necesita asisten- 
cia financiera del Estado, en absoluto. Creo que desde ese 
punto de vista, el Banco tiene opciones para no recibir asisten- 
cia financiera del Estado. Si ello ocurriera, sería índice de que 
la Institución no está siendo bien administrada o gestionada. 


Quería dejar esta brevísima constancia porque a eso me 
refería cdando opinaba sobre el tema. 
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SEÑOR GRENNO. - Con respecto al tema Banco de Segu- 
ros en sí mismo, personalmente confío en su viabilidad; creo 
que se ha ganado un lugar en la plaza que lo hará difícil de 
suplantar, Por eso me extrañó el planteamiento del señor Sena- 
dor Alonso Tellechea, ya que no tiene mucho que ver con la 
cuestión. 


El Banco de Seguros no es sólo la sección de Automotores 
sino que es una sumatoria de Carteras en que en algunas tiene 
el monopolio y en otras compite con empresas privadas, En 
estas últimas, la menor porción del mercado que ha poseído es 
el 50%, Si sus tarifas fueran desastrosas, en las Carteras de 
competencia, el Banco de Seguros no tendría ni una sola póliza 
y, sin embargo, las tiene. Lo más importante de esto, es que 
cuando comenzaron a hacerse las primeras negociaciones sobre 
la póliza única de transporte para el mercado común, por Uru- 
guay no participó ninguna empresa privada sino exclusivamen- 
te el Banco de Seguros. Ello se debió a diversas razones, pero 
como en ese tema todavía era un monopolio, concurrió única- 
mente dicha institución. Las tarifas que se establecieron para la 
región se calcularon sobre las bases actuariales del Banco de 
Seguros, es decir que estos fueron asumidos como los valores 
reales a ser aplicados. Ese fue el primer intento de la región en 
una tarea común que ya ha sido puesta en práctica. En nuestro 
país se aplica esa tarifa, que no le da pérdida a la institución y 
es una tarifa colectiva de transporte muy importante. Quiere 
decir que.en ese caso el Banco tampoco quedó fuera de compe- 
tencia. 


El tema que se plantea, relacionado con el sector de auto- 
motores, a veces lleva a error, En realidad, no se hacen pedidos 
de informes al Banco de Seguros para tomar conocimiento de 
su situación. Los propios legisladores o el Poder Ejecutivo po- 
drían haber tenido acceso a las bases actuariales para saber por 
qué se cobraba la prima. Tienen derecho a hacerlo, pero de 
ninguna punta del espectro de contralor surgió esa inquietud. 


Voy a informar los flujos de Caja con que se movieron las 
dos Carteras, es decir, la monopólica y la de automóviles, No 
se pudo recurrir a los balances porque el Barco tenía un atraso 
de tres años. Actualmente, sólo cuenta con los valores de 1991 
y, por lo tanto, no podemos juzgar la última parte de su admi- 
nistración porque no tenemos con qué comparar los montos. 
Fíjense los señores senadores que en el año 1990 -he transfor- 
mado los nuevos pesos a pesos uruguayos- los premios fueron 
de $ 56:500.000, o sea un 58,5% de todos los premios del 
Banco, pero las indemnizaciones alcanzaron a $ 41:500.000, es 
decir, el 65,5% de todas las indemnizaciones en moneda nacio- 
nal. La Cartera tuvo una diferencia favorable de $ 15:000.000.' 


En el año 1991, los premios fueron de $ 102:800,000 -aumen- 
tan porque lo hace el cambio de la moneda- y las indemniza- 


- ciones alcanzaron $ 103:800.000, Quiere decir que se perdió 


$ 1:000.000. Es el único lugar donde los cálculos entre el 
monto de los premios y los siniestros dan pérdida. Y la die- 
ron -esto le costó el cargo a un alto funcionario del Banco- 
porque una sección especial del Banco, que es la que armoniza 
las tarifas, transformó esto en precio político por su sola deci- 
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sión y fs aplicó el aumento que correspondía. Los ajustes de 
tarifas sq redujeron un 15% y se perdió una cifra enorme dentro 
del Banco por esa ausencia. Nadie lo advirtió y, cuando el Direc- 
torio lo constató, separó de su cargo a la persona responsable. 


Ahora quisiera hacer un llamado de atención. Durante toda 
la época del proceso, los seguros de automóviles de nuestro 
país fueron los más baratos del continente, pero se calculaban 
con un precio político. Los seguros por accidentes de trabajo 
eran los más baratos del mundo, pero también correspondían a 
un precio político. Todo eso fue pagado por la Cartera de 
Reaseguros, y lo que entraba en ella se vertía a los automóviles 
y accidentes de trabajo. Existen informes de la Administración 
que lo demuestran. Quiere decir que el desfase de las Carteras 
es algo sumamente relativo. 


¿Por qué hubo un gran aumento en 1991? Porque no hubo 
un incremento en el período anterior debido a un problema 
interno del Banco. Para no cargar a otros los déficits de la 
Cartera, tuvieron que actualizarse los precios y cobrarse una 
cuota adicional que amortiguara la pérdida. Se dio un tremen- 
do deseguifibrio hacia arriba, Tan es así que en 1992, sobre 
$ 231:000.000 de pérdida y $ 175:000.000 de indemnizaciones, 
el Banco se quedó con $ 56:000.000. 


Según me han comentado funcionarios del Banco de Segu- 
ros, ya se ha amortiguado el tremendo error de gestión o de 
administración del año 1991, y, en la Cartera de automóviles, 
ya se han vendido a esta altura $ 178:000.000, se han pagado 
$ 91:000.000 de indemnizaciones y la diferencia asciende a 
$ 87:000.000. Estamos hablando de valores de Caja, no de 
ganancias ni pérdidas. Según se aprecia, esto daría una gran 
ganancia al Banco para este año y permitiría efectuar las reduc- 
ciones que se están anunciando. La tarifá volverá a descender 
del 12 al 9, que es lo que se aplica en la región. 


Quiere decir que el aumento se debió exclusivamente a una 

circunstancia, al igual que el no aumento de estos valores, 
durante ¡oda la década del 70. Sin embargo, eso no juzga la 
«buena o mala administración, sino tan solo cuestiones de ticm- 
_po y de momento en el desarrollo de la Cartera. Existe una 
verdad que sí va a presionar sobre la Cartera de automóviles y 
todas las demás. El Banco, en una política descontrolada -08 
difícil aplicar un adjetivo- funcionó desde comienzos de la 
década del 70 hasta muy avanzada la misma, en el tema de 
reasecaros multiplicando sús posibilidades de reaseguros en cl 
exteridr, más allá de lo que cualquier cálculo técnico admitía. 
Existe una refación, porque el reaseguro es un porcentaje de la 
capacidad de colocación. Eso no se tomó en cuenta acá y, 
mientras la plaza estaba operando por valores mínimos, se asu- 
mieron responsabilidades en el exterior no mensurables pero 
gue, según nos informó el Directorio, podrían ascender a 
U$S 150:000.000 o más, 

En ese momento y más adelante, evidentemente el Banco 
debería haber sido controlado de alguna manera, fundamental- 
mente por el Tribunal de Cuentas. Sin embargo, no lo fue y 
hace menos de un año que se citó a dicho Tribunal a una 
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reunión de camaradería para decidir cómo salir del problema 
en el que todos estaban involucrados. 


Ese tema será distribuido entre todas las Carteras si no se 
cuenta con la asistencia del Estado. En la Argentina, fue el 
Estado el que pagó creando un impuesto especial sobre todas 
las pólizas para pagar las deudas del INDER. En Brasil, que 
también sufrió una gran pérdida, se creó un colchón al que 
todos contribuyen para pagar la deuda. Sin embargo, nosotros 
pretendemos dejar al Banco de Seguros librado a la fuerza del 
mercado, sin solidarizarnos con sus cuentas. Ese no es un pro- 
blema de desequilibrio en la plaza, sino un absoluto desconoci- 
miento de la realidad del Banco, que lo deja con una enorme 
inestabilidad en la región. 


Personalmente, pasé en determinado perfodo por la admi- 
nistración del Banco y, a pesar de que la misma se juzgue 
buena, mala o regular, no puedo pasar por alto cualquier afir- 
mación que no esté sostenida por lo que uno sabe que es cierto. 
Por otra parte, no es verdad que el Banco vaya a correr riesgos, 
Los datos no los vamos a encontrar en el Banco, pero si libra- 
mos la Cartera de automóviles a la desmonopolización no sé 
qué va a ocurrir. El domingo pasado se publicó en el diario “El 
País” -estos datos no se encuentran en las oficinas en que 
correspondería- la cantidad de autos que hay por faja anual. 
Cualquiera que quiera informarse puede leer que ninguna em- 
presa de seguros presta su servicio a aquellos autos que tengan 
más de cinco años. Sin embargo, el Banco de Seguros del 
Estado ha asegurado en el interior el 62% de los autos modelos 
anteriores a 1980 y en Montevideo, un 44%. La proporción de 
los autos asegurables para estas empresas es 22% en Montevi- 
deo y del 10% en el interior. 


Par lo tanto, si el mercado de automóviles quedara abierto 
y se pensara que el Banco puede correr riesgos, la empresa que 
venga a hacerse cargo del servicio tendrá la capacidad de un 
doceavo mensual de la Cartera, porque es de suponer que los 
autos no quedarán libres de un momento para otro, sino que se 
debe dividir entre los doce meses. 


La otra pregunta es sobre qué nivel de nuestro parque auto- 
motor va a actuar esa empresa. Seguramente lo hará en el de 
los cero quilómetros. Al respecto, se podrá argumentar que los 
otros vehículos significan un mal negocio para el Banco, a lo 
que respondo que nadic hasta el momento ha podido compro- 
bar, ni siquiera el Banco, que los autos viejos no son reditua- 
bles. Si bien significan riesgo mayor en la calle, también es 
verdad que quien los conduce lo hace más despacio, porque no 
existe ninguno que pueda circular a 140 quilómetros por hora. 
El auto viejo presenta mayor riesgo de ser chocado; y si ocurre 
lo contrario, es porque las Intendencias no han aplicado las 


. medidas correctivas que corresponden. Todos sabemos que en 


este país se permite circular coches sin frenos, sin luces o con 
gomas en pésimo estado. Como todo esto es corregible, el 
Banco de Seguros del Estado no va a perder ese mercado. Pero 
menos perderá con respecto a los seguros por accidentes de 
trabajo que en las diferencias de caja que ha presentado en 
distintos años lo hicieron en el mismo nivel que los automóvi- 
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les. Cuando en 1990 quedaron $ 15:000.000 de diferencia en 
materia de autos, otros $ 14:200.000 surgieron por los acciden- 
tes de trabajo. Cuando en 1991 se perdió $ 1:000.000 en el rubro 
autos, la diferencia por accidentes de trabajo fue de $ 30:000.000. 
Cuando en 1992, quedaron $ $56:000.000 -en ese momento nos 
encontrábamos en un punto alto y la Cartera de automóviles 
comenzó a nivelarse- quedaron $ 43:000.000 por accidentes de 
trabajo. Esta última Cartera es realmente redituable, y aunque 
está topeada en sus ganancias, permite una gran inversión. Este 
factor ha hecho que Uruguay sea un país líder en cuanto a ese 
tipo de preservación y, evidentemente, hay dinero suficiente 
para hacerlo. Por otra parte, al Banco de Seguros del Estado le 
quedará más de un 30% de Cartera cautiva, que podría llegar a 
un 60% si se le dieran más posibilidades, El Banco de Seguros 
del Estado no controla los accidentes de trabajo; se trata de una 
declaración volitiva la que cada uno dice lo que se le ocurre, ya 
que no hay inspectores que la controlen. Los propios Directores 
del Banco de Previsión Social han expresado que la evasión allí 
oscila en más del 40% siendo que existe el contralor correspon- 
diente; imaginen lo que ocurrirá en el Banco de Seguros del 
Estado. Insisto en que la Cartera de accidentes de trabajo es, en 
sí misma, un importantísimo sostén para el Banco. 


Con respecto a la Cartera de automóviles quiero decir que 
no será perdida en el 70%, como se ha dicho, porque no habrá 
empresa que se haga cargo. Lo mismo ocurrirá en el interior, 
porque cuando se habla de la cantidad de gente que recurre al 
Banco no se piensa que el equilibrio que podría hacer una 
empresa privada se lograría sólo en la capital de nuestro país, 
cuando la Institución tiene agencias hasta en las ciudades más 
pequeñas del país. De pronto, estas agencias son antieconómi- 
cas, pero de todas formas es la representación de un servicio 
expandido que todo Organismo oficial debe tener. 


No puedo aceptar en silencio que se diga que las tarifas del 
Banco están desbandadas y sugeriría que solicitaran la informa- 
ción actuarial del Banco para tener una constancia técnica de la 
realidad. 


SEÑOR ASTORI. - Nuevamente pido disculpas por mi in- 
terrupción, pero me interesaría disponer de la siguiente infor- 
mación y, eventualmente, de una confirmación de parte del 
señor Senador Grenno. 


Creo que fue el sindicato de trabajadores del Banco de 
Seguros del Estado que señaló en una Comisión que la tarifa de 
los seguros de automóviles, en promedio, representaba el 6% 
del valor del automóvil y que había pasado al 12%, Mi primera 
pregunta es si el señor Senador Grenno confirma o desmiente, 
de acuerdo con la información que posee, esos datos que se han 
proporcionado. 


En segundo término, quiero hacer un razonamiento, que 
más que una afirmación es una interrogante. ¿Es cierto que el 
Banco de Seguros del Estado ha tenido problemas de fijación 
de tarifas que lo llevaron a subestimarlas durante un período, 
obligándolo luego a sobreestimar la subsiguiente para corregir 
errores precedentes? ¿Es cierto que un porcentaje relevante del 
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mercado de automóviles no se le va a disputar al Banco de 
Seguros del Estado por parte de las compañías privadas? De 
acuerdo con los argumentos expuestos por el señor Senador 
Grenno, ¿cómo es posible que la desmonopolización pueda 
producir un descenso importante en las tarifas del servicio? 
Siguiendo el razonamiento oficial, ¿qué beneficio se le prestará 


al usuario? 


Si no descienden las tarifas, ¿para qué desmonopolizamos? 


SEÑOR GRENNO. - Respecto a que las tarifas pasaron del 
6% al 12%, debo decir que hay fajas donde se producen au- 
mentos oficiales, pero en otras no ocurre lo mismo. Aquí se da 
una situación que seguramente el MERCOSUR va a corregir, 
Uruguay no es fabricante de automóviles, por lo que nuestros 
precios son muy altos con respecto a los argentinos o brasile- 
filos. Un auto en partes cuesta prácticamente ocho veces más 
que uno entero, lo que da lugar a un manejo de los repuestos en 
la plaza. Cualquier siniestro o corrección en Uruguay es mucho 
más caro que en nuestros países vecinos, fundamentalmente en 
lo que se refiere a los autos de frontera. Además, los repuestos 
siempre son importados, lo que encarece el precio al Banco de 
Seguros del Estado. Existe una verdadera duplicación en la 
plaza y el Banco los paga como si fueran de origen. Allí hay 
graves problemas de fiscalización, pues, por ejemplo, un para- 
brisas que aquí vale diez, en Chile vale uno. El vicio de la 
tasación del Banco no se ha podido corregir, 


No sé si este es el momento, pero creo que hay ciertos 
puntos que deben aclararse. El Banco de Seguros del Estado no 
es una Cartera, sino muchas que están interconectadas; y cuan- 
do hay que cobrar una tarifa, se entremezclan. Estos últimos 
tiempos han sido particularmente difíciles para la Institución 
porque el tema de reaseguros que venía siendo controlado, en 
cierto momento se desreguló; el mercado exterior se endureció, 
las empresas reaseguradoras del exterior comenzaron a tener 
fuertes pérdidas y quisieron cobrar a todos los que le debían. 
Aunque significaran una pequeña cuenta, los cobradores se in- 
crementaron. Además, como se modificó el Código General 
del Proceso, los juicios que demoraban tres años, ahora llevan 
sólo seis meses. 


Esto significa que el gran volumen de juicios que el Banco 
tenía pendiente, comenzaron a solucionarse en forma muy rápi- 
da, ya que cambió la operativa. Anteriormente, el Banco tuvo 
que recurrir al asesoramiento de abogados -lo cual fue muy 
crilicado- debido a que no tenía capacidad para concurrir a 
defenderse por sí mismo. 


Existen otras razones y, en ese sentido, cuento con informe 
firmado por el Subgerente General del Banco de Seguros del 


. Estado, que demuestran que, por ejemplo, el desnivel del cál- 


culo actuarial de la tarifa de autos producida por la falta de 
adecuación, llevó a una perdida de U$S 6:300,000. Asimismo, 
el porcentaje de aumento salarial por equiparación -que no 
estaba previsto en el Presupuesto, por lo que debió tratarse por 
separado- otorgado en el año 1991 le produjo al Banco una 
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pérdida de U$S 500.000, cifra que se vio aumentada en el año 
1992, 


Por otra parte, el Banco tuvo una serie de gastos en su 
preparación con vistas al ingreso al MERCOSUR, que lo desni- 
velaron en U$S 150.000, Debió crear una auditoría que costó, 
aproximadamente, U$S 300.000. 


En otro orden de cosas, debemos tener en cuenta el marca- 
do de vehículos y el pago de recuperos. Si bien no tengo las 
cifras concretas en este momento, puedo decir que el marcado 
de vehículos está unido a una política que, errática O no, se 
instrumentó por parte del Banco, con la anuencia del Poder 
Ejecutivo, que decretó el marcado de objetos. Además, se co- 
menzó a pagar una serie de compensaciones al Ministerio del 
Interior, a los efectos de estimular la captura de vehículos. Lo 
mismo se hizo en el caso del recupero de cauciones, pagando 
en este caso el 20% de lo que se recuperaba a la policía, lo que 
representa sumas importantes. 


En lo que respecta a la identificación de objetos, se comen- 
zÓ a pagar un timbre o sello al Ministerio del Interior, con 
destino a mejorar el aparato policial, Asimismo, se puso a su 
disposición la parte de sistemas y autos. Todo esto, tratando de 
bajar el nivel de siniestros a través del trabajo directo en la 
calle. 


En este sentido, hubo múltiples presiones del Directorio y 
del Ministerio, ya que se trata de un convenio firmado por 
todos, pero esto le significó al Banco una importante erogación 
de aproximadamente U$S 200.000 mensuales. 


Otro tema muy discutido y que produjo importantes pérdi- 
das fue ef acuerdo del Banco de Seguros del Estado con el 
Banco Hipotecario del Uruguay que fue hecho con cierta falta 
de previsiórt y significaba que prádticamente todas las casas 
otorgadas estuvieran cubiertas por el Banco, De este modo en 
1992 se destinaron U$S 7:000.000 a ese rubro, 


Hubo, además, un mejoramiento en la parte técnica, a la 
que el Banco destinó U$S 2:000,000. 


Otro gasto notable es el que tiene que ver con el costo de la 
disminución de horario al personal que se registró a partir de 
setiembre de 1990. En virtud de una negociación entre el Mi- 
nisterio de Trabajo y Seguridad Social y AEBU se bajaron las 
horas de trabajo en 45 minutos. Evidentemente, ese liempo no 
le sobraba al personal del Banco; no se trataba de 45 minutos 
de ocio, sino de trabajo, lo que hizo que fuera suplido por 
mano de obra contratada a esos efectos, lo que en el año 1991 
le costó al Banco U$S 1:500,000. 


En definitiva, todas estas pérdidas extrabanco, producto de 
la dinámica de su funcionamiento, salen de los gastos que el 
Banco realiza por concepto de gestión. De manera que esto es 
ajeno a todos los defectos que tiene una empresa pública, los 
que precisamente no debemos olvidar. 
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Tomando en cuenta la propuesta del señor Senador Cade- 
nas Boix en cuanto a considerar a las empresas públicas, mien- 
tras el Banco de Seguros del Estado se mantenga en las actua- 
les condiciones le será muy difícil competir, no porque pierda 
en la relación, por ejemplo, premio-siniestro, sino porque la 
gestión del Banco es carísima. Esto es así porque tiene mucho 
personal y muy bien pago, si se compara con los sueldos de las 
empresas privadas. No es mi intención hacer comparaciones, 
Probablemente alguien piense que lo que hacen los Directores 
vale muy poco, pero un Director del Banco gana lo mismo que 
un adscripto. Y si a esa cantidad le sumamos las horas extras, 
percibe lo mismo que su chofer; mientras que un Gerente Ge- 
neral gana dos veces y media lo que gana un Director. Con esa 
estructura de pirámide laboral es muy difícil que el Banco 
pueda funcionar. A esto se suma que, desgraciadamente, la 
pirámide sigue creciendo cada vez más, ya que aumentan los 
cargos jerárquicos y no los de menor nivel, ya que no ingresa 
personal y cuando sucede no se lo ubica en el último grado del 
escalafón. De esta manera, el costo del Banco sigue creciendo 
porque debe pagar adecuaciones que no se originan en su inte- 
rior, así como cubrir los defectos surgidos desde el exterior, 
Además, tiene que abonar una cuenta que, a pesar de que lo 
está haciendo en forma muy cauta -aunque en cualquier mo- 
mento puede desequilibrarse- debe solventarlo con su produc- 
ción, 


Oura situación grave es la referente a la relación premios- 
indemnización. Todos sabemos que este aspecto implica una 
pequeña parte, En realidad, lo que va a dar la nivelación de la 
cartera de empresas es dónde se coloquen esos premios. 


El Banco de Seguros trabaja para las colocaciones de los 
Bancos Central, Hipotecario y de la República, porque no tiene 
ningún tipo de trato preferencial. Esto significa que recauda 
para que otros generen su utilidad. 


Evidentemente, en esas condiciones, con monopolio o sin 
él, la situación del Banco de Seguros será caótica. La situación 
no va a cambiar según la cantidad de funcionarios; va a ser 
caótica porque su inserción dentro del mercado de seguros es 
sumamente atípica. 


Estos elementos hacen, señor Presidente, que en lo personal 
considere que el tema es complejo, más allá de mi buena 
voluntad en el tratamiento de este proyecto de ley. Se trata de 
una problemática que está por encima de la buena voluntad de 
votar afirmativamente la desmonopolización. Existen elemen- 
tos conexos que hacen a la necesidad de una normativa que 
establezca márgenes de solvencia. 


Me gustaría señalar el ejemplo de España, que vivió el 
mismo proceso que nuestro país, para que pudiera observarse 
los problemas que atravesó la empresa española después del 
real decreto por el que se niveló el marco reasegurador. 


Esto me lleva a pensar que en el Mercado Común no po- 
dremos integrar ningún acuerdo, fundamentalmente, con rela- 
ción al transporte, que es tan importante que lo hagamos dentro 
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de toda la región. Evidentemente, el MERCOSUR nos impone 
la desmonopolización; no nos queda otra alternativa, Tal vez, 
no exista una norma concreta que nos obligue; lo exige la 
propia realidad y la mala administración del Banco. Esto lo 
voy a debatir hasta el último instante, porque es injusto preten- 
der sostener lo contrario, 


Es notoria cierta creencia de que la clase política no es de 
las mejores; sin embargo, no salimos en su defensa cotidiana- 
mente. No obstante, debo decir que no es verdad que el Banco 
tenga premios que no sean competitivos. De lo contrario, pre- 
gunternos a la competencia del Banco que lucha diariamente 
para lograrlo. También es cierto que hubo una circunstancia en 
torno a la cartera de automóviles que, por otra parte, es muy 
difícil, ya que sus ganancias son muy comprometidas, pero en 
todas partes del mundo este tema es así. 


En cuanto a los reaseguros facultativos que maneja el Ban- 
co con el exterior, tenemos que la posición que consiguió el 
Uruguay a través del Banco de Seguros para el reaseguro de 
PLUNA, es mucho mejor que la que consiguieron Aerolíneas 
Argentinas y Aerolíneas Paraguayas para sus respectivos paí- 
ses; no sé cuál es el caso de Brasil. De todos modos esto lo 
logramos con una franca competencia y con el propio desarro- 
llo que el Banco tiene en su parte actuarial. ¿Acaso ha habido 
algún estudio o intervención de este último sector para indicar 
si hay un desfasaje en las primas? No se ha hecho nada al 
respecto y nadie “metió la cabeza” dentro del Banco para hacer 
averiguaciones. No obstante se ha dicho que las cosas están 
mal; es muy fácil decir esto basándose en la sensación térmica 
que se siente en la calle, pero muchas veces se tiene la sensa- 
ción de que las cosas están mal y luego se comprueba que no 
es así. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA, - Unicamente deseaba 
hacer una pequeña aclaración. El razonamiento que desarrollé 
al inicio de esta sesión, apuntaba a la explicación que refiere a 
la necesidad del desmantelamiento de los monopolios para bus- 
car una mejor relación entre precios y servicios, Esto obedece a 
una teoría que generalmente se aplica a cada uno de los mono- 
polios con éxito, señalando que lo que estos generan son inefi- 
ciencias ocultas. 


Por otro lado, el señor Senador Grenno acaba de admitir 
esto último al plantear que la gestión del Banco es carísima, lo 
que no está directamente relacionado con las administraciones 
actuales o pasadas de esa Institución y tampoco a las futuras, 
Seguramente el Banco debe moverse dentro de una normativa 
que ya está establecida por el Derecho vigente y, quizás parte 
de esa ineficiencia por problemas de costo puede tener su ori- 
gen, justamente, en el estatus que él tiene. 


Por estas razones, desde ya adhiero a la propuesta que for- 
muló el señor Senador Cadenas Boix al comienzo de la sesión, 
a los efectos de que el Banco de Seguros, una vez desmonopo- 
lizado -si se quiere a través de esta misma norma- pueda traba- 
jar en un estatus que le permita modificar su estructura de 
costos. 
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En cuanto a la precisión realizada por el señor Senador 
Astori de por qué el oficialismo insiste o plantea una desmono- 
polización si ello no obedece a un problema de costo, debo 
decir que justamente se trata de un problema de ese tipo y se 
pretende ir a la rebaja de los costos de gestión del Banco a 
través de la apertura del mercado, entre otras cosas. 


SEÑOR GRENNO. - Quizás me haya extendido demasiado 
en mi exposición y por ello pido disculpas a los señores sena- 
dores. Posteriormente, por medio de interrupciones o a nivel 
del Plenario, trataré de desarrollar mi pensamiento. Sintetizan- 
do, señalo que mi sector va a apoyar esta iniciativa -personal- 
mente también lo haré con las salvedades expuestas- pero, in- 
dependientemente de esto, creo que es absolutamente impres- 
cindible que arreglemos la plaza y le demos al Banco de Segu- 
ros todas las alternativas que pueda desarrollar, a efectos de 
transformarse en un elemento de competencia, en la medida en 
que el Estado desee tener una institución de este tipo para sí 
misma. Esta última es otra gran interrogante que en el correr de 
los próximos días vamos a dilucidar. 


SEÑOR ASTORI. - Simplemente, deseo saber si ya ha lle- 
gado a esta Comisión la información que solicitamos del Direc- 
torio del Banco de Seguros. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Aún no, señor Senador. Aclaro 
que con respecto a este tema, a pesar de que la mayor parte de 
las interrogantes fueron formuladas cuando estaba presente el 
Directorio de dicho Banco, se hizo llegar el texto de la versión 
taquigráfica -lo que fue recordado a través de Secretaría- y 
finalmente se enviaron notas formales solicitando dicha infor- 
mación. 


SEÑOR KORZENIAK, - Trataré de hacer una exposición 
lo más breve posible en la que desarrollaré tres temas. 


En primer lugar, haré una afirmación que fue largamente 
fundada y discutida en oportunidad de analizarse la Ley de 
Empresas Públicas. Concretamente, manifesté que tal como 
considero al monopolio del Banco de Seguros como una parte 
de su patrimonio -éste no está definido puramente en términos 
materiales sino intangibles- pienso que no es una solución co- 
rrecta que los problemas que puedan darse en las estructuras y 
organismos que lo manejan, se resuelvan simplemente por la 
vía de transferirlo. Si dejamos el monopolio cuando lo conside- 
ramos como un valor en sí mismo, en realidad, estamos ante 
una modalidad de transferencia. 


En segundo término, trataré el tema de las relaciones de 
este proyecto de ley con el MERCOSUR y la firma del Tratado 
de Asunción y, por último, voy a hacer una referencia de tipo 


-aclarálorio sobre la manera como se han encarado los concep- 


tos de Derecho Público y Privado, cuando, con buenas razones, 
se ha arguido y compartido que las normas que rigen a los 
organismos públicos -en este caso el Banco de Seguros- debie- 
ran tener otro tipo de connotación, 
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Con respecto al primer punto, voy a rescatar un argumento 
que se ha esgrimido aquí y que es muy importante, Me parece 
de una falta tremenda de oportunidad que se entregue un arma 
tan valiosa para las negociaciones con los países vecinos, antes 
de que estas se lleven a cabo. ¿Por qué digo antes? Vamos 
entonces al segundo tema que es que no estoy de acuerdo -por 
lo menos entiendo que es algo muy discutible- con la afirma- 
ción que viene en la exposición de motivos y que se ha reitera- 
do constantemente en los últimos tiempos. Concretamente se 
ha dicho que el Tratado de Asunción derogó los monopolios 
legales que existían en el Uruguay. No comparto esta afirma- 
ción y creo que una tesis mucho más cautelosa era la que tenía 
el propio Ministerio de Relaciones Exteriores que el año pasa- 
do organizó un seminario para discutir el tema. 


En la exposición de motivos que tenemos en nuestro poder 
se dice que en efecto los monopolios comerciales, como son 
los de seguros, resultan incompatibles con el MERCOSUR por 
tratarse de restricciones no arancelarias. En consecuencia, el 
Tratado de Asunción, aprobado en nuestro país por una deler- 
minada ley, produce su derogación. Creo que esta es una afir- 
mación muy delicada: -no digo temeraria porque este es un 
término que se utiliza mucho en los Códigos de Procedimiento 
para las condenas en costas- y compleja que requiere un estu- 
dio detenido. En la sesión pasada insinué que si efectivamente 
el Tratado de Asunción hubiera tenido como uno de sus pro- 
yectos la derogación de los monopolios legales, lo menos que 
podría haberse hecho en el curso de la discusión era, precisa- 
mente, referirse a ese tema, Cuando se elaboró el Tratado de 
Asunción -en realidad fue hecho por Argentina y Brasil porque 
nuestro país participó cuando ya estaba todo armado- no se 
establecieron referencias expresas a los monopolios -he revisa- 
do los antecedentes- es más, les pido a los señores senadores 
que recuerden que este Tratado fue votado por todas las fuerzas 
políticas. En lo que hace al Frente Amplio existieron algunas 
disidencias muy minoritarias pero, de todos modos, nuestro 
sector en bloque votó el Tratado y lo mismo hizo el Nuevo 
Espacio. Al mismo tiempo, es notorio que tanto un sector como 
otro, simultáneamente, estaban sosteniendo posiciones disími- 
les a las desmonopolizaciones. 


En consecuencia, creo que se nos debe conceder un mínimo 
de coherencia en el sentido de que cuando votamos esto lo 
hicimos en el entendido de que no se derogaban los monopo- 
lios. Recuerdo muy bien la discusión que se originó en el Sena- 
do, donde se habló con mucho énfasis de abrir las economías, 
de bajar los aranceles aduaneros llevándolos a cero y se debatió 
mucho sobre si ello implicaba una postura genérica hacia otros 
países que no integraban el MERCOSUR. De todos modos, en 
ningún momento se habló de que quedaban derogados los mo- 
nopolios. 


Entonces, si se llega a esa conclusión -reitero que, en ese 
caso, habría que discutirla- de que los monopolios son barreras 
no arancelarias, también se debe pensar lo mismo respecto de 
los regímenes de autorizaciones para instalar una compañía de 
seguros. Por tanto, lo único que se establecería en cl proyecto 
de ley, sería la fecha, porque cl monopolio ya no existe en 
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función del MERCOSUR, a menos que el artículo 2* indique 
que las compañías de seguros uruguayas que se instalen sí 
deberán solicitar autorización. Sin embargo, las extranjeras no 
se ubican en esta situación, ya que se señala que los contratos 
de seguros otorgados en el país, sólo podrán celebrarse con 
compañías públicas o privadas instaladas en el país, que cuen- 
ten con la autorización del Poder Ejecutivo para operar en la 
materia. De acuerdo a esta tesis, dicha autorización sería una 
barrera no arancelaria. Además, aclara que todo ello es sin 
perjuicio de lo dispuesto en tratados internacionales de que 
forme parte Uruguay. 


Esto significa que todos los artículos que hablan de una 
superintendencia de seguros establecen controles. Si las barre- 
ras no arancelarias son todas las mencionadas, hasta compren- 
der el concepto de los monopolios legales, entonces, con más 
razón, éstas lo serían y no regirían por estar el MERCOSUR. 


Por lo tanto, si el Tratado de Asunción derogó los monopo- 
lios, no podemos utilizar el término “derógase”, sino “declára- 
se derogado a partir de” una fecha determinada, 


De lo contrario, se estaría ante una afirmación un poco 
ligera, y no creo que sea correcta. Además, los antecedentes de 
la discusión del Tratado de Asunción, no me demuestran que 
eso sea así, 


Por otra parte, el señor Senador Cadenas Boix formuló una 
pregunta al señor Senador Astori, quien le respondió que esta- 
ría de acuerdo en que se rigiera el Banco de Seguros por el 
Derecho Privado, siempre que ello no fuera junto con la des- 
monopolización, porque -como en el caso general de las em- 
presas públicas- estaríamos probando si una modificación de la 
manera en que funciona y esa sería la solución al problema. Al 
respecto, deseo hacer una precisión. Pienso que todos estamos 
de acuerdo en que las reglas y la práctica que regula la activi- 
dad de las empresas públicas -en este caso el Banco de Seguros 
del Estado- deberían otorgarle eficacia y eficiencia a la Institu- 
ción. Creo que, al menos, los señores Senadores Cadenas Boix 
y Astori, además de quien habla estamos de acuerdo en ese 
punto, 


No obstante ello, pediría que eso se hiciera coincidir con la 
aplicación del Derecho Privado a las empresas públicas, si se 
toma un particular concepto de aquél. Estimo que debería to- 
marse una de las 104 definiciones de Derecho Privado y Dere- 
cho Público que figuran en un libro del señor Hollinger, muy 
citado por el doctor Sayagués Laso. Me parece que deberíamos 
elegir aquella que sostiene que el Derecho Privado es el dere- 
cho que modernamente caracteriza a las relaciones jurídicas 
que funcionan con agilidad. El Derecho Público nació con la 
finalidad de que se pudieran hacer las cosas más rápidas y de 


- manera eficiente. Tanto es así, que los pocos autores que nie- 


gan esta distinción, argumentan que fue un derecho nacido 
para actuaciones rápidas y unilaterales, donde las partes no 
tenían la oportunidad de controvertir. Este es el concepto clási- 
co de Derecho Público. Entre los cien criterios que se manejan 
al respecto, se mencionan las facultades exorbitantes del Esta- 
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do y la posibilidad de actuar sin consulta con la otra parte. 
Todo esto era lo que le confería agilidad al Derecho Público. 
Entonces, creo que cuando se afirma que se desea cambiar el 
Derecho Público por el Privado, en realidad, se está queriendo 
transformar la lentitud, la ineficacia y la burocracia. Por ejem- 
plo, ¿qué es lo que se dice con respecto a que se aplique el 
Derecho Público al Banco de Seguros del Estado? ¿Cuáles son 
los temas involucrados? Popularmente, se habla de la inamovi- 
lidad de los funcionarios, aspecto que es totalmente descoloca- 
do dentro de las empresas públicas, donde no exi:te tal inamo- 
vilidad. 


En consecuencia, sólo se trata de que los estatutos de los 
funcionarios de las empresas públicas deberían establecer un 
procedimiento rápido, tanto como el de una empresa privada, 
sin necesidad de que sea Derecho Privado. Por simple manejo 
de los conceptos clásicos, el estatuto de los funcionarios del 
Banco de Seguros, no podrá estar nunca en la órbita del Dere- 
cho Privado. Entonces, bastaría que una norma de ese estatuto 
indicara que, cumpliéndose ciertas garantías -no estoy de acuerdo 
con que en la función pública se despida al empleado por el 
solo hecho de pagarle indemnización- el funcionario puede cc- 
sar en sus tareas, Aclaro que no estoy de acuerdo ni creo que 
sea sano que se proceda tal como se hace en la función pública. 
Pero con la misma velocidad se puede dar la garantía de la 
defensa y establecerse una norma en la que se indicara, por 
ejemplo, que en diez días se deberá realizar una investigación, 
dándole la oportunidad de defenderse. Por lo tanto, no tiene 
nada que ver el hecho de que se trata de Derecho Público o 
Privado. Lo que sucede es que las normas actuales de Derecho 
Público están muy atrasadas. 


Tampoco creo que sea bueno que los organismos públi- 
cos -más allá de que se trate o no de empresas comerciales- 
actúen sin alguien que los controle, En ese sentido, hay meca- 
nismos de auditoría, internos o externos, que se aplican en las 
empresas privadas. Por lo tanto, el problema no radica en que 
exista un órgano de control, sino en que se demora mucho en 
efectuarlo. ¿Cuál es la razón por la cual el Derecho Público sea 
ineficaz? Es que se trata de normas y prácticas viejas que se 
han ido acumulando y hacen que darle vista al sumario de un 
empleado, insuma muchos años. 


SEÑOR GRENNO. - Deseo indicar que estoy de acuerdo 
con mucho de los aspectos que señala el señor Senador Korze- 
niak, Sin embargo, hay ofros casos que no debemos olvidar y, 
precisamente, son los relativos a la falta de compatibilidad 
entre la forma de conducirse de una empresa privada y olra 
regida por la norma estatal, en lo que tiene que ver con la 
elasticidad de la función. 


Me explico. Supongamos que el Banco de Seguros cambie 
el criterio de asegurar todo lo que sea asegurable -en función 
de tratarse de un organismo monopólico- porque va a haber 
otras empresas y pase a ser selectivo -cosa que no ocurre en 
este momento- resolviendo no hacer seguros rurales porque no 
le son convenientes, ¿cómo hace para desarmar un área de 
técnicos muy importante que posee, si no va a trabajar más en 
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esa materia? Supongamos que mañana decida no administrar 
más sus propiedades o convertir sus reservas, ¿qué cosa puede 
hacer con los arquitectos que en él revistan? La solución no es 
fácil, porque aquí no se trata de un solo tema. 


SEÑOR KORZENIAK. - En el Uruguay, la supresión de 
servicios es un fenómeno que la tradición política y jurídica lo 
registra. Por ejemplo, un día en nuestro país se eliminó el 
llamado Contralor de Exportaciones e Importaciones. La ofici- 
na que lo llevaba a cabo contaba con una cantidad importante 
de personal. Que recuerde, no se produjo ningún tipo de caos ni 
problema, porque siempre hay normas por las cuales se busca 
la forma de solucionar temas de este tipo. Cuando cerró FUN- 
SA y la ONDA, ¿acaso no se planteaba un problema similar? 
¿Por qué creemos que el Derecho Privado es como una especie 
de mago que saca de la galera las soluciones? Cerró ONDA y, 
¿qué pasó con sus empleados? Hubo problemas y se pedía que 
se buscaran soluciones. 


Entonces, si el Banco de Seguros comienza a trabajar con el 
criterio que el señor Senador Grenno tilda de elasticidad, que 
está previsto en el Derecho Público, hay que saber utilizarlo, 


Un sumario administrativo puede llevarse a cabo en un 
Ente Autónomo en 10 días. Esto es algo posible -no estoy 
hablando en teoría- cuando se trabaja bien y se desea hacer, 
Eso responde a un concepto especial de Derecho Privado y de 
Derecho Público. Precisamente por esta razón, deseo que no se 
tome como una disidencia con lo que hace unos momentos 
planteaban los señores Senadores Cadenas Boix y Astori; estoy 
totalmente de acuerdo con ellos, siempre que se tome tomo 
concepto para distinguir el Derecho Privado del Público uno de 
esos criterios modernos que tienden a... 


SEÑOR CADENAS BOIX. - ¿Me permite, señor Senador? 


Es para aclarar el sentido de mi intervención originaria, A 
lo que ie refería era a que el Banco de Seguros actuara dentro 
de un marco jurídico similar al del resto de las empresas que 
trabajan en el mismo giro. La idea es que su acción se midiera 
con la misma vara y que estuviera sujeta a idénticas consecuen- 
cias y responsabilidades; o sea que el marco jurídico de unas y 
olras fuera exactamente el mismo. 


SEÑOR KORZENIAK, - Lo que plantea el señor Senador 
Cadenas Boix puede ser posible en términos de actividad, pero 
no en términos estructurales. Por ejemplo, un organismo del 
Estado no puede tener un Directorio nombrado del mismo modo 
que el de una empresa privada puesto que, por algo, pertenece 
al Estado; son otras las reglas que lo rigen. 


Quiero decir, además, que el tema de la elasticidad comer- 
cial tampoco ha sido omitido por el Derecho Público; en él se 
ha trabajado desde mucho tiempo atrás. Precisamente, en la 
actividad comercial los organismos del Estado actúan efectiva- 
mente como si fueran particulares. Á nadie se le iba a ocurrir 
en la época en que AFE vendía boletos para pasaje, que cra 
necesario hacer una licitación en la ventanilla para que un 
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señor que viajaba de Montevideo a Rocha adquiriera su boleto. 
Obviamente, vendía sin licitación y sin hacer un llamado a 
precios, 


Tampoco el Banco de Seguros tiene que hacer ninguna 
operación extraña para contratar un seguro. ¿Por qué razón? 
Porque actúa en la vida comercial y este tipo de contratos 
responde a esa naturaleza, Entonces, de lo que se trata es de 
modificar aquellas cuestiones previas tales como la base fun- 
cional y de dirección, la forma en que se organiza la compra de 
sus edificios, etcétera, para que ello no le signifique incurrir en 
una actividad ineficaz. Sólo de eso se trata, ¿Acaso cuando el 
Banco va a colocar un seguro hace algo distinto a lo que haría 
una empresa privada? ¿Procede a una licitación? No; simple- 
mente realiza la operación comercial típica. Por su parte, el 
Banco de la República otorga préstamos, recibe depósitos y 
concede libretas de cheques al igual que cualquier banco priva- 
do. ¿Dónde está la diferencia? Está en la dirección, en la ges- 
tión y en otro de los temas del que siempre se habla: los 
empleados. En este sentido, en más de una oportunidad se ha 
hecho referencia al régimen de estímulos para que éstos puedan 
ascender y al de desestímulos para aplicarlo'a aquellos que no 
rinden y que toman la función como algo burocrático y sin 
ningún espíritu de progreso. ¿Qué impide que se establezcan 
esas normas? ¿Hay alguna regla de la Constitución que prohíba 
imponer el premio a los talentos y virtudes en la función públi- 
ca? No; por el contrario, el artículo 8% manda que esas diferen- 
cias se tengan en cuenta. Entonces, póngase eso en los estatu- 
tos. 


Repito que mi idea era aclarar que no con el simple hecho 
de decir que se rige por el Derecho Privado -salvo que tome- 
mos uno de sus conceptos, en cuyo caso sí estaríamos de acuer- 
do- se arregla la cuestión del funcionamiento de las empresas 
públicas; ni siquiera se lo hace diciendo que deben funcionar 
igual que las empresas privadas. En general -no conozco exac- 
tamente cómo funcionan las empresas de seguros- nuestro país 
no se ha caracterizado por un funcionamiento demasiado efi- 
ciente en el plano privado, y esto es algo muy conocido. 


Finalmente, deseo señalar que coincido totalmente en la 
inconveniencia de establecer, a esta altura, una desmonopoliza- 
ción respecto al Banco de Seguros. A mi juicio, del conjunto 
de la exposición del señor Senador Grenno, recogí la impre- 
sión -no lo puedo afirmar con total contundencia- de que 
también €l la consideraba inoportuna. Honestamente, me pare- 
ció que decía que sin haberse creado algún perfeccionamiento 
del mercado de seguros, era inoportuno comenzar con la des- 
monopolización, aun cuando tomé nota de sus afirmaciones en 
cuanto a que sustancialmente era partidario de que se llevara a 
cabo. 


Dejo planteado esto aquí, porque -reitero- me pareció que 
era lo que resultaba del conjunto de su exposición. 


SEÑOR RICALDONT. - Adelanto que voy a votar en gene- 
ral el proyecto, porque considero que en este tema no se justifl- 
ca una discusión de la profundidad y, digamos, de la inteligen- 
cia de la que venimos haciendo gala en estas sesiones. 
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Pienso que lo relativo a las áreas de actividad del Banco de 
Seguros que se verían afectadas en caso de que este proyecto 
se convirtiera en ley, no justifica que se esté pensando que 
dentro de esto está prácticamente implícita una suerte de modi- 
ficación tan sustancial de lo que son las estructuras habituales 
en esta materia en el quehacer de las empresas públicas, como 
se supone. 


Sin perjuicio de ello, deseo hacer algunas reflexiones que 
tienen que ver con el articulado del proyecto. 


Prácticamente, no coincido con la redacción de ninguno de 
sus artículos. Es más: creo que algunos adolecen de graves 
defectos técnicos, mientras que otros contienen soluciones que 
no son convenientes, 


Señalo esto porque, así como voy a votar el texto en gene- 
ral, mi intención es tratar de contribuir a que aquellos artículos 
con los que discrepo sean perfeccionados. 


Por otra parte, deseo referirme a otro aspecto que me pre- 
ocupa por lo que se viene diciendo en estas sesiones y que, a 
mi juicio, desborda lo relativo a la desmonopolización de algu- 
nos de los seguros que tiene el Banco. Este tema se vincula, 
fundamentalmente, con un concepto mucho más amplio, que 
es el de la llamada reforma del Estado. 


Se ha sostenido, señor Presidente, que con la plena entrada 
en vigencia del MERCOSUR habrían de cesar los monopolios 
estatales de los Estados parte. Admito, reconozco, sé que este 
es el punto de vista de una parte de la biblioteca, pero creo que 
no se trata de una afirmación que no admita discusión. Por el 
contrario, entiendo que esto es más que opinable. En lo perso- 
nal, estimo que no es así y, además, se debe tener en cuenta 
que no podemos estar promoviendo un proyecto de ley a partir 
de un supuesto que también es más que opinable que se dé, al 
menos en los plazos previstos. 


En el Mensaje que acompaña a este proyecto de ley se 
señala, textualmente, que “los monopolios comerciales, como 
lo son los de seguros, resultan incompatibles con el MERCO- 
SUR por tratarse de restricciones no arancelarias”. Las discu- 
siones que se han suscitado a este respecto, por ejemplo, en la 
Comunidad Económica Europea, y algunas de las soluciones 
que se han dado, sobre todo en las primeras décadas a partir del 
Tratado de Roma, podrían integrar la otra parte de la bibliote- 
cd. 


Realmente, no creo que las restricciones no arancelarias 
tengan que ver con los monopolios estatales. En el país hay 
otros monopolios y otras actividades estatales que, en mi con- 
cepto, son de mucha mayor importancia que aquello que bási- 
camente ha estado en el centro de la discusión de esta Comi- 
sión, que son las pólizas relativas a los seguros automotores. 
Entonces, me parece que compartir esta tesis es estar de acuer- 
do con la posición de que otras actividades o monopolios esta- 
tales cesan automáticamente con el MERCOSUR. Como ya 
señalé, reconozco que es un tema opinable y que quienes for- 
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mulan esas afirmaciones lo hacen con autoridad, pero entiendo 
que esa es una postura que dista mucho de ser aceptada pacífi- 
camente. 


Hay otro aspecto a tener en cuenta, Cuando se habla de que 
una ley puede estar en contradicción con un tratado internacio- 
nal, se olvida que este último, a partir del momento en que es 
aprobado, se transforma automáticamente en Derecho interno. 
Es decir que es tan Derecho interno como las demás leyes, con 
la diferencia sustancial de que su eventual incumplimiento, 
aunque no quita validez a la ley que pudiera estar violándolo 
en la esfera interna, crea responsabilidad internacional para el 
Estado. Pero eso es harina de otro costal, El problema del 
“pacta sunt servanda” -los pactos deben cumplirse- hace a lo 
que tiene que ver con las posibles responsabilidades del Estado, 
y no a la validez de una ley interna que desconozca el tratado 
internacional. 


Es posible que lo que voy a decir a continuación deba 
formar parte de la discusión particular, si es que se alcanza una 
mayoría para aprobar en general este proyecto de ley en la 
Comisión. De todas maneras, quiero hacer algunas observacio- 
nes en este sentido. En la exposición de motivos se dice que 
esto formaría parte de las llamadas restricciones no arancela- 
rias. A mi juicio, ello no es así y pienso que la fundamentación 
se podría buscar por otro lado, aunque no la he encontrado en 
forma categórica. Si observamos, por ejemplo, lo que expresa 
el artículo 2* de este proyecto y lo que antes se establece en el 
artículo 1*, advertiremos que existe una contradicción que me 
parece que la Comisión debería corregir, sea cual sea el camino 
que se tome en estos trabajos. 


En el artículo 2%, dentro de la línea que señalaba el señor 
Senador Korzeniak, inspirada en la exposición de motivos, se 
dice: “Los contratos de seguros otorgados en el país, sólo po- 
drán celebrarse con compañías públicas o privadas, instaladas 
en el país, que cuenten con la autorización del Poder Ejecutivo 
para operar en la materia, sin perjuicio de lo dispuesto en 
Tratados Internacionales en que la República sea parte”. Es 
decir que el MERCOSUR o cualquier otro tratado que se cele- 
bre o esté vigente en el país, podría contener una cláusula de 
esta naturaleza, lo que supondría producir el mismo efecto que 
establece el primer inciso del artículo 2%, En cambio, el artículo 
1% -luego de establecerse en la citada norma lo que podría 
denominarse la cuestión central en la materia, tanto para el 
proyecto de ley como para'la exposición de motivos- contradi- 
ciendo al 2%, dispone que se derogan todas las disposiciones 
que establecen monopolios de contratos de seguros en favor del 
Estado y que son ejercidos por el Banco de Seguros del Estado, 
con excepción de las relativas a accidentes de trabajo y enfer- 
medades profesionales. Entonces, ¿en qué quedamos, señor Pre- 
sidente? Si son correctos la tesis de la exposición de motivos y 
lo expresado en el artículo 2*, el artículo 1* está mal; pero si el 
artículo 1* es correcto, lo que está mal es el artículo 2%, Esa es 
una contradicción que, más allá de lo que resuelva la mayoría 
de la Comisión y del Senado, en su caso, tenemos que corregir, 
porque me parece que es evidente la diferencia de solución 
entre estos dos artículos, 
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El artículo 2*, además, contiene una diferencia de criterios 
entre sus incisos primero y segundo. En el primero, se deja a 
salvo lo que resulte de lo dispuesto en tratados internacionales 
en que la República sea parte. ¿Para qué? Para autorizar com- 
pañías de seguros públicas o privadas. Allí sí rigen los tratados; 
no hay monopolios, etcétera, 


En el inciso segundo no se hace la misma salvedad, con 
respecto a que ello es sin perjuicio de lo dispuesto en tratados 
internacionales. Está referido no a los contratos de seguros 
otorgados por compañías públicas o privadas, sino a las compa- 
fifas reaseguradoras. No sé si esta es una omisión involuntaria o 
si tiene una explicación pero, si la tiene, creo que sería impor- 
tante conocerla. 


SEÑOR GRENNO. - El inciso segundo del artículo 2* -no 
me refiero al tema de redacción- es absolutamente impractica- 
ble. No existen ni pueden existir compañías reaseguradoras de 
base nacional. Estos cuentan con un sistema de funcionamiento 
planetario; trabajan con ese tipo de respaldo. Tampoco sería 
posible que contaran con la preautorización del Poder Ejecuti- 
vo. Lo que sí funciona en el área son determinados corredores 
que sobre el mercado normal de ingresos, como el Lloyd, ha- 
cen su negocio, Sin embargo, establecer que las compañías 
reaseguradoras deben actuar en el país con control del Poder 
Ejecutivo es algo absolutamente 'inédito en el mundo entero, 
Además, eso haría que ningún reaseguro fuera confiable porque 
lo que le da esta característica es la gran dispersión del riesgo. 
Una compañía nacional concentra el riesgo, no lo dispersa. 


SEÑOR RICALDON!I, - Si lo que manifestó el señor Sena- 
dor Grenno fuera exacto -sin duda debe serlo- también estaría 
afectando los propósitos del propio proyecto. Si la limitación 
va a significar prácticamente el retiro de las compañías rease- 
guradoras en lo que tenga que ver con los seguros otorgados en 
el país, no veo cómo se instalarían con cierta tranquilidad las 
compañías de seguros públicas o privadas. 


SEÑOR GRENNO. - Las empresas reaseguradoras no tra- 
bajan en el lugar de origen. Son el respaldo de las empresas 
aseguradoras de origen, salvo en países muy desarrollados y 
con grandes carteras, Dichas empresas deberán escapar de cual- 
quier norma nacional, a menos que existan agentes de toma del 
reaseguro y de recolocación, que es la solución que encontra- 
ron Argentina y Brasil. No eran reaseguradoras en sí mismas, 
sino tomadoras de todo el seguro nacional, reconvirtiéndolo en 
el exterior. 


Evidentemente, en este proyecto el reaseguro no puede ser 
objeto de un tratamiento similar al del seguro porque en ningu- 


- na parte del mundo lo es. Existe una gran documentación que 


respalda este tipo de procedimiento. 


SEÑOR RICALDON!. - Como dije al principio, estoy seña- 
lando mi coincidencia con la idea general pero mi discrepancia 
con la formulación. Digo esto porque podría aparecer como 
contradictoria la conducta de un miembro de esta Comisión 
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integrada que vote en general un proyecto y posteriormente 
haga objeciones importantes a, prácticamente, la totalidad del 
articulado. 


En el artículo 42 comparto la solución de la Superintenden- 
cia de Seguros. Me parece bien que forme parte de los Órganos 
desconcentrados del Banco Central. Sin embargo, considero 
que son más importantes de lo que podrían parecer a primera 
vista las expresiones del último inciso que señalan que sola- 
mente tiene competencia para coordinar la actividad del sector 
público vinculado con los seguros. Si lo que pretende el pro- 
yecto es la competencia o la concurrencia entre compafilas 
públicas y privadas y el Banco de Seguros del Estado, no en- 
tiendo cuál será la coordinación. ¿Es lo que le queda a la 
institución como actividad o se considera que su actividad no 
es una coordinación sino que debemos involucrarnos en las 
cuestiones del Banco para tratar de realizar las mejoras que 
todos creemos que deben hacerse en su gestión? 


En mi opinión, la coordinación de esta Comisión debe abar- 
car a todo el sector asegurador que actúe dentro del país. No 
deseo entrar en otros detalles, señor Presidente, pero termino 
diciendo que esta Comisión Honoraria, que realmente no pa- 
rece algo importante dentro de la estructura del proyecto de 


ley pero evidentemente merece más del 20% de su contenido - 


-comprende dos de los siete artículos- involucra algunas dispo- 
siciones vinculadas a la integración de la Comisión que quizás 
diera mérito a alguna reflexión. No sé si no se justificaría -en el 
caso de que se desee efectivamente su participación en la mis- 
ma- la intervención de delegados, por ejemplo, de AEBU. Ya 
que los hemos invitado a la Comisión y escuchado, considero 
que sería bueno que se integraran e intervinieran en esta Comi- 
sión Asesora en todo lo que pudiera tener que ver con un 
manejo del mercado de seguros diferentes al que ha tenido el 
país durante muchas décadas. 


Sin embargo, no creo que temas como el del anteproyecto 
de una nueva Carta Orgánica del Banco de Seguros, la regula- 
ción de la actividad de intermediación en materia de seguros y 
otras disposiciones que aquí se mencionan, como el régimen 
jurídico del contrato de seguros y de reaseguros, deban ser 
materia de estudio de esta Comisión Honoraria. Preferiría que 
las propuestas de modificaciones a todos estos aspectos del 
proyecto de ley, formaran parte de las posibilidades de la su- 
perintendencia de seguros y reaseguros del propio Banco Cen- 
tral, por ejemplo, A mi juicio, transferir esta competencia de 
propuestas a la Comisión Honoraria es minimizar involuntaria- 
mente la trascendencia que puede tener dentro de lo que sería 
esta actividad, si el proyecto se convirtiera en ley. 


SEÑOR BOUZAS. - Voy a votar la derogación de los mo- 
nopolios por considerar que siempre son inconvenientes y que 
en raras excepciones son necesarios y justificados. Dada la 
larga discusión que esta Comisión ha mantenido, señalo que 
considero que los resultados del monopolio han sido particular- 
mente perjudiciales para los consumidores de seguros en cel 
Uruguay. 


CAMARA DE SENADORES 


€.S.- 263 


Por esa razón, es que voy a votar afirmativamente la dero- 
gación del monopolio, y no porque sienta que necesariamente 
el monopolio cae frente a la entrada en vigencia del acuerdo 
del Mercado Común del Sur. 


En segundo lugar, señalo que si queremos entender al MER- 
COSUR como un real mercado común o como una zona de 
libre comercio, el establecer legalmente monopolios, por me- 
dio de cualquiera de los Estados-partes, implica una restricción 
a quienes quieran desarrollar la actividad comercial que se 
limitará dentro del país, pero no a aquellos que la realicen 
fuera, en los Estados asociados a Uruguay. Desde el momento 
en que la zona de mercado común supone el libre intercambio 
de bienes y servicios, la libre circulación de ningún Estado 
podría resolver que determinada actividad comercial no puede 
llevarse a cabo fuera de su territorio, sin renunciar al concepto 
básico del Tratado. El Estado, en este caso, sólo podría decir 
que quienes desean realizar seguros a través de empresas fun- 
dadas en Uruguay, no pueden hacerlo. Solamente el Estado 
puede prestar este servicio a través del Banco de Seguros del 
Estado. Esto no se lo podrá decir ni a las empresas argentinas 
ni brasileras ni paraguayas. En consecuencia, si mantenemos el 
monopolio en favor del Banco de Seguros del Estado, estare- 
mos estableciendo una discriminación en perjuicio de las em- 
presas uruguayas o de los ciudadanos que quieran realizar la 
actividad de seguros. Reitero que aunque pienso que esos son 
los efectos del Tratado, mi posición está fundada en lo siguien- 
te: los monopolios pueden ser aceptados en situaciones de ex- 
cepción y aquí ha quedado demostrado que el tratamiento mo- 
nopólico sólo ha servidio para perjudicar a quienes debían ser 
considerados en primer término, es decir, los consumidores del 
servicio, 


En tercer término, quiero decir que discrepo con el acento 
que se ha puesto sobre el objetivo. He sentido hablar mucho 
del Banco de Seguros del Estado, de sus actividades y de sus 
funcionarios, cuando lo importante es que esté al servicio de 
los ciudadanos uruguayos, como cualquier otro Organismo del 
Estado. Siempre estaré enfocando a la situación de mejor bene- 
ficio para los habitantes de mi país. En consecuencia, desde mi 
punto de vista -y a diferencia de lo que he percibido en la 
discusión de esta Comisión- la preocupación fundamental debe 
ser cómo van a ser tratados quienes quieran asegurarse en el 
mercado uruguayo, de aquí hacia el futuro. Por esa razón, 
coloco en un segundo orden la preocupación de cuál será el 
destino de la empresa Banco de Seguros del Estado. Desde ese 
orden de valoraciones, creo que sería beneficioso encontrar una 
solución de libre competencia en las reglas de juego de los 
seguros, para proporcionar una ventaja a quienes quieran ase-, 
gurarse en Uruguay. 


En cuarto lugar -tal como lo expresó el señor Senador Ri- 
caldoni- comparto la idea central del proyecto pero tengo Ob- 
servaciones que hacer al articulado, las que desarrollaremos en 
la discusión particular. En ese sentido, quisiera que el proyecto 
hiciera una referencia expresa en el sentido de que no se man- 
tenga caído el monopolio del Banco de Seguros del Estado, en 
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beneficio del oligopolio de las empresas privadas. Creo que 
debemos ir a una real libertad de mercado, porque a través de 
las Leyes de 1911 y 1926, el Estado dio el monopolio al Banco 
de Seguros, reservando a las empresas que ya tenían actividad 
en algunos de esos seguros, el poder seguir actuando junto al 
Banco de Seguros del Estado. Mi propósito es que esta ley sea 
clara al establecer que a partir de su vigencia, el mercado de 
seguros será de libre competencia y no de exclusividad del 
Banco de Seguros del Estado ni de las empresas que desarrolla- 
ron esa actividad antes que se instaurara el monopolio. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - El enfoque que está dando el 
señor Senador Bouza a su exposición -sobre todo acerca de la 
competencia total entre las empresas nacionales y extranjeras 
que quieran dedicarse a los seguros en nuestro territorio- es 
exactamente el mismo que inspiró al Poder Ejecutivo al enviar 
este proyecto. Reitero que este proyecto de ley busca establecer 
la mayor transparencia y cristalinidad en la competencia en el 
rubro de los seguros. 


SEÑOR BOUZA. - No dudo que esa haya sido la intención 
del Poder Ejecutivo, pero desde el momento en que el texto no 
menciona, en ninguna de sus disposiciones, la situación de 
oligopolio en la que quedaron las empresas privadas, prefiero 
que su finalización sea expresamente determinada y no que 
ello surja de interpretaciones que pueden resultar erróneas, 


Por último, creo que cuando entremos en la discusión parti- 
cular podremos analizar muchas de las normas que criticaba el 
señor Senador Ricaldoni, así como otras que aprobó. A mi 
juicio, no tiene sentido que una Comisión Honoraria integrada 
por el sector privado, sea encomendada para tener una iniciati- 
va frente al Poder Ejecutivo a efectos de modificar la Carta 
Orgánica del Banco de Seguros del Estado. 


Cuando concurrieron los representantes de las empresas pri- 
vadas que desarrollan actividades de seguros en régimen de 
monopolio en el mercado uruguayo, les pregunté cómo habían 
funcionado sin una superintendencia del Banco Central del Uru- 
guay durante 80 años y sin tener quiebra. No fueron controla- 
das ni por el Banco de Seguros del Estado, ni por el Banco 
Central ni por el Estado. En consecuencia, les pregunté si con- 
sideraban mejor que a partir de la vigencia de esta ley estuvie- 
ran regidos por una oficina del Banco Central del Uruguay que 
les estableciera las condiciones para seguir funcionando. Ante 
mi sorpresa me contestaron que preferían esto último. Pienso 
que esa decisión se deba a que se trata de empresas que estu- 
vieron protegidas por el oligopolio. 


Observo que siempre tenemos -lo asumo como parte mía- 
una tendencia marcada a desconfiar de la gente y a creer que 
en el Parlamento y en los distintos Entes públicos a través de 
sus oficinas, siempre van a desarrollar sus actividades, mejor 
que cada uno de nosotros. Ese es un pecado que ha llevado al 
Uruguay a caer en la ineficiencia de la que tanto hemos habla- 
do en las reuniones de esta Comisión. Muchas veces pensamos 
que el burócrata siempre sabe más que quien arriesga, cuando 
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normalmente sabe menos y tiene menos interés en que las 
cosas funcionen con regularidad y eficiencia. En resumen, sería 
muy cauto en atribuir estas competencias y en fijar cómo se 
establecen. Asimismo, quiero dejar constancia que en la opor- 
tunidad en que nos visitaron las distinguidas personas que nos 
asesoraron hice observaciones con respecto al inciso segundo 
del artículo 2% y me parece, al igual que al señor Senador 
Grenno, una pretensión imposible, Por lo tanto, debería ser 
absolutamente desechable el hecho de que las compañías ase- 
guradoras sean autorizadas o no por el Poder Ejecutivo, así 
como también la pretensión de que exista -y no se dice cuál- 
una autorización previa de este Poder para toda empresa que 
quiera llevar adelante actividades de seguros. Esto quiere decir 
que por la vía de la Superintendencia del Banco Central se crea 
una especie de organismo rector que establece las reglas de 
funcionamiento. 


Cabe destacar que previamente se dice que el Poder Ejecu- 
tivo tiene que dar una autorización, pero no se establece en el 
proyecto sobre qué bases éste debe pronunciarse y cuáles son 
las garantías que se ofrecen a quienes deseen desarrollar esta 
actividad. Manifestarlo tal como aquí está escrito podría dar 
lugar a un mayor margen de arbitrariedad y discrecionalidad, 
El Poder Ejecutivo podría no aceptar una solicitud de una em- 
presa aseguradora para funcionar en el mercado uruguayo y no 
caberle, entonces, ninguna responsabilidad, 


Considero que, por lo menos, habría que establecer -si se 
estima conveniente- que exista una autorización inicial del Po- 
der Ejecutivo para poder operar en materia de seguros, a los 
efectos de establecer la responsabilidad de este organismo cuando 
otorgue o cuando niegue esas autorizaciones, esto es, cuando 
las autorice de acuerdo con las condiciones establecidas en la 
ley o las niegue sin respetar lo establecido. De esta manera, no 
dejaríamos total libertad de acción al Poder Ejecutivo. 


Deseo referirme a otro punto. El artículo 5*, que trata de la 
aplicabilidad para las empresas que se dediquen a seguros, es 
decir, de las normas del decreto-ley N* 15.322 y de las modifi- 
cativas de la Ley N* 16,327 de Intermediación Financiera, en 
su inciso segundo expresa que la reglamentación determinará 
las demás normas de las citadas leyes que deban ser aplicables 
a las compañías de seguros o en general a actividades de segu- 
ros en virtud de su naturaleza. 


Considero que la reglamentación no puede establecer cuá- 
les son las leyes que van a regir, sino que debe remitirse a 
aplicar las normas establecidas en las leyes que está reglamen- 
tando. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Deseo manifestar que concuerdo 


- con las exposiciones que han hecho mis compañeros de Parti- 


do, los señores Senadores Ricaldoni y Bouza, en el sentido de 
votar afirmativamente el proyecto de ley en general, apoyar la 
desmonopolización de los seguros y objetar ciertas disposicio- 
nes en la forma en que están redactadas. Á este respecto, para 
no incursionar en el tema, es mi intención hacerles llegar como 
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un aporte al trabajo realizado por los compañeros de la Comi- 
sión algunas notas que he efectuado acerca de este tema. En 
ese sentido, si la Comisión me autoriza, quisiera que estos 
como otros aportes realizados por otros señores senadores sean 
trasmitidos, vía Secretaría, a los demás miembros de la Comi- 
sión, a fin de trabajar más rápidamente en este proyecto de ley 
de urgente consideración. 


Con respecto al tema MERCOSUR, quiero dejar constancia 
de que coincido con el enfoque expuesto por el señor Senador 
Bouza. Esto quiere decir que sí nosotros sostuviéramos la vi- 
gencia de los monopolios sería algo en contra de nuestra posi- 
ción, ya que estaríamos habilitando la entrada de empresas de 
otros países, impidiendo que esos bienes y servicios se produje- 
ran en el Uruguay. Esta argumentación fue desarrollada cuando 
discutimos el tema de los alcoholes en la Comisión de Hacien- 
da integrada con la de Constitución y Legislación, 


Por último, con respecto al tema del régimen jurídico de las 
empresas -al que aludió el señor Senador Cadenas Boix- valen 
las mismas consideraciones que realicé en la discusión sobre 
empresas públicas, momento en que no se dieron las condicio- 
nes para incorporarlas al texto, por lo que redacté un proyecto 
de ley separado por los Entes Autónomos y los Servicios Des- 
centralizados, donde traté la problemática de los seguros. En 
consecuencia, debo decir que estoy de acuerdo con las mani- 
festaciones dadas a conocer por los señores Senadores Astori, 
Cassina y Grenno, en cuanto a que el Banco de Seguros -bajo 
el régimen actual- constituye un patrimonio en algunos aspec- 
tos intangible, que debe ser adecuado en igualdad de condicio- 
nes con aquellos que habrán de participar de aquí en adelante 
en el mercado de seguros. Por supuesto, adhiero a los ajustes 
que puedan efectuarse a la redacción del texto, pero quiero 
dejar en claro que el concepto filosófico es el que expuse en 
aquella iniciativa y reitero en esta ocasión: 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general el 
proyecto de ley. 


(Se vota:) 
-6 en 10. Afirmativa. 


SEÑOR ASTORI. - Simplemente deseo dejar constancia de 
que nuestro voto ha sido negativo por los fundamentos oportu- 
namente expuestos. 


SEÑOR ZUMARAN. - Ántes de culminar la sesión, quisie- 
ra informar que recibí de parte de la Agrupación de Producto- 
res de Seguros, presidida por el señor Fernando Caballero, la 
petición de ser oídos en esta Comisión, a raíz de los problemas 
que les afecta directamente. Por lo tanto, solicito su inclusión 
en una invitación para la reunión que se considere oportuno. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se levanta la sesión. 


(Es la hora 20 y 9 minutos) 
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VERSION TAQUIGRAFICA DE LA SESION DELA 
COMISION DEL DIA 14 DE JULIO DE 1993 


ASISTENCIA 

Presiden: Señores Senadores Juan Carlos Blanco y Al- 
berto Zumarán, Presidente y Presidente ad-hoc 
respectivamente 

Miembros: Señores Senadores Alvaro Alonso, Danilo As- 
tori, Federico Bouza, Carlos Cassina y Julio C, 
Grenno 

Integrantes: Señores Senadores Enrique Cadenas Boix, José 
Korzeniak y Américo Ricaldoni 

Invitados 


En representación del Banco Central del Uru- 
guay, Vicepresidente, Gerente General, Super- 
intendente de Instituciones de Intermediación 
Financiera y asesores, señores: Daniel H, Mar- 
tíns, Juan A. Olascoaga, Juan M. Braga, Gui- 
lermo García Pintos y Bernardo Serwiansky; y 
por la Agrupación de Productores de Seguros, 
Fernando Caballero, José E. Nieto, Raúl Na- 
rancio y Federico Massini 


especiales: 


Secretaria: Señora Raquel Suárez Coll 
Ayudante de 
Comisión: Señor Alberto Martínez Payssé 


(La Presidencia es ejercida, en esta instancia, por el señor 
Senador Zumarán) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta la 
sesión, 


(Es la hora 15 y 44 minutos) 


La Comisión tiene mucho gusto en recibir a la Agrupación 
de Productores de Seguros, a los efectos de tratar el Mensaje y 
proyecto de ley del Poder Ejecutivo, con declaratoria de urgen- 
te consideración, por el cual se establece la desmonopolización 
de los seguros a cargo del Banco de Seguros del Estado. (Carp. 
N?* 1177/93). 


Por lo tanto, cedemos el uso de la palabra a quienes nos 


visitan. 


SEÑOR CABALLERO. - Quien habla, Presidente de la 
Agrupación de Productores de Seguros, desea agradecer la in- 
vitación de que hemos sido objeto por parte de esta Comisión, 
ya que nos resulta sumamente interesante poder manifestar 
nuestra opinión respecto al proyecto de ley de supresión del 
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monopolio de seguros, Antes que nada, vamos a realizar una 


breve presentación de lo que es nuestra Agrupación de Produc- - 


tores de Seguros. 


Al respecto, debemos decir que es la única agremiación 
existente y que abarca la gran mayoría de los productores pro- 
fesionales de seguros de nuestro país. Fue fundada hace casi 50 
años, tiene personería jurídica y, actualmente, es reconocida 
por el Banco de Seguros del Estado y por la Comisión Local de 
Aseguradores como la representante de los productores de se- 
guros en el país, 


Nuestra Institución forma parte a nivel internacional de CO- 
PAPROSE (Confederación Panamericana de Productores de Se- 
gurps), del BIPAR (Buró Internacional de Productores y Aseso- 
res de Seguros) y del Club de Corredores de Seguros del MER- 
COSUR, que integramos con los colegas de Brasil, Argentina, 
Paraguay y los chilenos en calidad de invitados. 


A modo de presentación de nuestra profesión, debemos de- 
cir que el productor de seguros es una persona física O jurídica, 
absolutamente independiente de las partes que actúan en el 
mercado de seguros. 


Concretamente, hacemos la mediación del seguro entre el 
consumidor -que es el asegurado o el asegurable- y las Institu- 
ciones aseguradoras que en la actualidad funcionan legalmente 
en el país, al amparo de la Ley de 27 de diciembre del año 
1911. Nuestra actividad excede lo que es la simple venta de un 
contrato de seguros, ya que, particularmente, allí comienza nues- 
tra función, es decir, en el asesoramiento, la atención, hacia el 
cliente, por un lado, explicándole las condiciones del contrato 
que ha suscrito y, por otro, hacia las compañías aseguradoras, 
brindándoles toda la información acerca de los riesgos que van 
a asumir. A nuestro juicio, eso le da un carácter particularmen- 
te importante a nuestra profesión. En ese sentido, así como hay 
profesiones que cuidan la salud y otras los derechos, en nuestro 
caso lo hacemos con los bienes y los patrimonios de los parti- 
culares y de las empresas que desarrollan su actividad en el 
país. 


Con respecto al proyecto de ley de supresión del monopolio 
de los seguros, hemos hecho llegar a los sefíores senadores un 
breve resumen acerca de cuál es nuestra posición o aspiración 
en ese sentido. En principio, queremos manifestar que el inte- 
rés de los corredores es que la plaza de los seguros se mantenga 
como hasta el presente, es decir, seria y solvente. 


El Banco de Seguros del Estado fue creado en 1911. Las 
compañías privadas que desarrollan su actividad hasta el mo- 
mento, lo hacen porque ya existían en el momento de la crea- 
ción de dicha Institución. Entonces, debemos decir que en este 
lapso de casi un centenar de años, ninguna de las compañías ni 
el Banco que han actuado en este país, han dejado de pagar un 
sólo siniestro. Eso le ha dado a nuestra plaza una característica 
de singular seriedad y solvencia, sobre todo, comparándola con 
las plazas vecinas, donde se puede observar periódicamente 
que los avatares de las distintas situaciones hacen caer a las 
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compañías de seguros y, por lo tanto, dejan descubiertos a los 
asegurados, 


De modo que nuestra principal preocupación es esa, O sea, 
que producida la desmonopolización de los seguros, esta plaza 
continúe siendo tan seria y solvente como lo ha sido hasta el 
momento y como lo han hecho el Banco de Seguros del Estado 
y compañías privadas que desarrollan su actividad actualmente, 


Creemos que la forma de lograr ese objetivo, es a través del 
Organismo que prevé el proyecto de ley, es decir, la Superin- 
tendencia de Seguros, a cargo del Banco Central del Uruguay. 
Pensamos que ella deberá ser un Organismo eminentemente 
técnico en la materia, sumamente especializado y que, al mis- 
mo tiempo, tenga poderes suficientes como para ejercer una 
real vigilancia sobre todas las Instituciones que desarrollan la 
actividad de seguros en el país, Es solamente de esa forma, con 
un control eficaz, que se podría mantener la plaza realmente 
sana. Al respecto, tenemos ejemplos como los de Argentina, 
donde el INDRE (Instituto Nacional de Reaseguros) -que fue 
liquidado recientemente- lamentablemente no ejerció los con- 
troles necesarios y muchas compañías de seguros quebraron, 
dejando en descubierto a sus clientes y provocando una situa- 
ción de falta de credibilidad en el sistema. Normalmente, el 
asegurado que coloca sus seguros en una Institución y ve que 
ella quiebra, puede que una o dos veces busque un nuevo ase- 
gurador; pero si ese hecho se sucede, el asegurado no lo vuelve 
a hacer. Entonces, lo que pierde credibilidad no son las compa- 
fiías en particular, sino el sistema asegurador en general. Preci- 
samente, es eso lo que tratamos de evitar en nuestro país. 


La Superintendencia de Seguros, a crearse, también tendría 
como cometido regular la actividad de los corredores de segu- 
ros. Creemos que eso es muy apropiado. Hemos observado que 
en el proyecto se prevé la presencia de corredores de seguros y 
su representación en la Comisión Honoraria que asesorará al 
Poder Ejecutivo en esta materia. Queremos expresar que apre- 
ciamos vivamente lo que se está haciendo ya que como es 
cometido de esa Comisión elaborar proyectos de ley o regla- 
mentaciones acerca de nuestra actividad, creemos que es nece- 
saria nuestra presencia y participación aportando nuestras ideas. 
A grandes rasgos, esa es nuestra visión acerca del proyecto de 


«Supresión del monopolio de seguros. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El artículo 4? del proyecto que 
estamos analizando crea la Superintendencia de Seguros y Rea- 
seguros a la que en la exposición que ustedes han realizado se 
le da singular importancia, en el sentido de controlar el sistema 
de compañías de seguros a los efectos de que la plaza manten- 
ga la seriedad y solvencia que ha sido característica desde el 
año 1911, y que no se vea sometida a quiebras o contratiempos 


. como ha ocurrido en Argentina. Mi pregunta es si ustedes creen 


-coincidiendo con esta finalidad- que debería ajustarse el texto 
que crea esta Superintendencia. 


Su inciso final dice así: “Compete a la Superintendencia de 
Seguros y Reaseguros controlar a las empresas públicas y pri- 
vadas que realicen actividades de seguros, reaseguros, así como 
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a las personas que ejerzan actividad de intermediación en la 
materia indicada y coordinar la actividad del sector público”. 
¿Creen ustedes que esta norma es suficiente o sería mejor desa- 
rrollar la disposición en el sentido que lo han indicado en la 
nota a los efectos de ejercer un control eficiente de la responsa- 
bilidad, solvencia, balances y reaseguros? ¿Entienden que sería 
conveniente que la ley estableciera el manejo de las reservas y 
los márgenes o cálculos matemáticos que generalmente se ha- 
cen en matería de seguros, para contar con un sistema que nos 
ponga a cubierto de esa eventualidad, es decir de la quiebra o 
“crack” en las empresas aseguradoras? 


SEÑOR NIETO. - Nuestro deseo sería que ese Organismo 
tuviera las facultades necesarias para poder intervenir y reglar 
la actividad aseguradora. En este momento estamos esbozando 
una inquietud de carácter general pero, en el fondo quisiéramos 
que ese organismo no fuera meramente decorativo o testigo 
mudo y presencial de determinadas situaciones. De ser posible 
en el ordenamiento legal del país, nos gustaría que hubiera una 
intervención para frenar situaciones que se han convertido en 
desquiciantes. 


Cuando hablamos de corredores de seguros estamos pen- 
sando en el usuario, porque nosotros lo representamos. El con- 
trato de seguros tiene dos características muy coincidentes y de 
gran relevancia. La primera es un acto de comercio porque 
indudablemente quienes intervienen cuidan sus intereses pero, 
también -y esa sería la segunda característica- es un contrato 
solemne puesto que está reconocido en la legislación del país. 
En consecuencia como muy bien dijo el señor Caballero, sería 
necesario especificar un poco más a fondo, cuáles serían sus 
cometidos, No sé si esto podría hacerse por la vía general de la 
ley o por la reglamentación y funcionamiento de la misma. 
Insistimos en que nos da mucho gusto que haya un representan- 
te de los corredores en ese Organismo, ya que se daría la 
opinión de los asegurados. 


SEÑOR GRENNO. - En primer lugar, quiero agradecer la 
presencia de esta Agrupación en la Comisión porque nos per- 
mite enfocar el tema del monopolio y del área de seguros, 
desde un punto de vista totalmente diferente a las que aquí se 
consideran. 


En lugar de formularles una pregunta concreta, voy a reali- 
zar una serie de reflexiones por lo que solicitaría que las tuvie- 
ran en Cuenta para una respuesta posterior. 


En segundo término, creo que es verdad que todo lo relati- 
vo a la venta de seguros es imprescindible y fundamental para 
cualquier mercado. Por un lado se encuentran los corredores de 
seguros profesionales que intermedian entre el cliente y la em- 
presa aseguradora, que en todas partes del mundo están dotados 
de derechos y deberes, configurando una responsabilidad muy 
especial, calificada en marcos muy precisos. Por otra parte, 
están los agentes de seguros, que son figuras múltiples que 
dependen del asegurador, que normalmente se materializa por 
contratos de agentes de adhesión, que funcionan al servicio de 
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la empresa y tienen una dependencia directa fuera del marco 
que ustedes representan. 


En este caso, en el Uruguay se dan las dos situaciones. 
Existen los agentes cáuticos del Banco de Seguros y los agen- 
tes libres que colocan dentro del mercado oligopólico. Al pro- 
ducirse esta apertura de merado -sí se logra la aprobación de 
este proyecto de ley- esta diferencia se acentuará. En conse- 
cuencia, no sólo el Banco de Seguros, sino también empresas 
privadas contarán con agentes de adhesión que no entrarán 
dentro de su esquema. Por lo tanto, ese criterio de globalidad 
va a ser cuestionado por un doble proceso integrado por los 
corredores libres y los dependientes. 


Además, considero importante remarcar este tema, el cual 
hemos tratado muchas veces en el Banco de Seguros, Debemos 
tomar en cuenta la experiencia del Mercado Común Europeo 
que, en definitiva, es un espejo en el cual se verá reflejado 
nuestro mercado, por más distorsionadora que nos parezca la 
realidad europea. Tenemos como ejemplo el caso de España, 
que tiene mucho que ver con la tarea que ustedes efectúan, que 
creó un área que ha sido obviada en esta instancia por el legis- 
lador, que es imprescindible su reglamentación, La misma trata 
de la obligatoriedad o no de la colegialización del agente de 
seguros. En el país a que hacemos referencia, el texto referente 
a la producción de seguros privados del 1* de agosto de 1985, 
obligaba a la colegialización de todos aquellos que producían 
para las empresas de seguros, Con posterioridad, el Real De- 
creto Legislativo de 1986, modificó y permitió otra nueva for- 
mación. En mi opinión, en nuestro país esta formación será de 
rápido establecimiento, es decir, inmediato a la desmonopoli- 
zación. Me refiero a aquellas formas integradas fundamental- 
mente por financieras, mutualidades, agencias de viajes que 
trabajan con el seguro, dejando de lado al corredor. Existen 
actualmente ejemplos de seguros globales en los que se da este 
tipo de situación. En un marco global esto va a desdibujar el 
precio del seguro, ya que el corredor tiene una incidencia muy 
importante. Esto tuvo gran trascendencia en Europa. Por ejem- 
plo, si tomamos como base 100 el costo de una póliza, Alema- 
nia estaría cobrando en la actualidad 70, Dinamarca e ltalia 
100, Luxemburgo 110, Portugal 120, Francia 140, Bélgica 150, 
al igual que España. Esto se da en un mercado único donde 
sirve cualquiera de las garantías presentadas en los Estados 
miembros. Si esto sucediera en nuestro país, sería que un corre- 
dor pudiera competir con Otro Estado, si no cuenta con una 
diferenciación que le permita encontrarse dentro de esos nive- 
les, En otros Estados venden adherentes directos a las empresas 
o mutualidades, que en definitiva distorsionan la plaza. 


Sin temor a equivocarme, puedo decir que en este momen- 
to se ha llegado a una discusión que recibe el nombre de 
“problema del siglo”, ya que involucra a mucha gente -incluso 
en España- que ha alcanzado un nivel que podríamos decir 
traumático. El mismo, consiste en que todos estos canales al- 
temalivos de venta de seguros, que reitero, puede incluir sucur- 
sales bancarias, grandes almacenes, tarjetas de crédito, pasen a 
tener una colegialización grupal obligatoria para que el costo 
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del seguro no sea desnivelado con respecto con el costo produ- 
cido por aquel que gana su legítima comisión de venta. 


Considero que este problema no lo soluciona la Comisión 
Honoraria, sino que la solución estaría en disposiciones muy 
precisas establecidas por el legislador, donde exista amparo 
para la venta. Si esto no sucede, nos encontraremos con que en 
el mercado común, por ejemplo, las mutualidades argentinas 
podrán vender sus seguros en el Uruguay a un precio menor 
que cualquier empresa del ramo. De esta manera, no contarán 
ni con ustedes ni con los corredores. Quizás lo mismo pueda 
ocurrir con algunas mutualidades del sur de Brasil. Esas distor- 
siones que indudablemente traerán problemas al Legislador y 
al Poder Ejecutivo cuando tenga que establecer las normas, 
constituirán una gran distorsión también para ustedes. 


Concretamente, deseo saber sus opiniones acerca de la ne- 
cesidad de establecer las bases que marquen la obligatoriedad 
de colegialización o los marcos en que esta debe producirse. 


SEÑOR CABALLERO. - El señor Senador Grenno en su 
disertación globalizó varios aspectos que procuraremos aclarar, 


Sin duda nuestra mayor preocupación es la de la supervi- 
vencia de la profesión. Sin embargo, tenemos conocimiento de 
que más del 70% de los seguros que se contratan en el mundo, 
se realiza a través de productores profesionales de seguros. Esta 
modalidad recibe el nombre de “Nuevos Canales de Comercia- 
lización”. Refiere especificamente a lo que nosotros llamamos 
el seguro directo. Esto quiere decir que la compañía asegurado- 
ra contrata directamente sin la intervención de un corredor de 
seguros. Tenemos conocimiento de que ello existe y de que, 
además, alguna institución aseguradora de nuestro país está 
tratando de promoverlo a través de seguros grupales. 


Consideramos que la intervención del productor de seguros 
genera una producción que ya está calculada actuarialmente 
dentro del costo del seguro. Si la pretensión es bajar los costos 
mediante la supresión de esa comisión, creemos que lo que se 
está haciendo es, no solamente eliminar a un posible inlerme- 
diario, sino también una intervención saludable y iécnica. En 
definitiva, esto irá en perjuicio del consumidor, ya que colocará 
a éste frente a un producto de venta masivo. 


Al remitirse el señor Senador Grenno al ejemplo español, 
me ha hecho acordar de que en dicho país, los productores de 
seguros han distribuido un folleto, que en una de sus páginas 
dice “¿Le sirve a usted el traje de su vecino?”. Estamos absolu- 
tamente seguros que dentro de las condiciones generales de un 
seguro, hay cierta aplicabilidad a las necesidades de cada con- 
sumidor, pero para que esto se dé existen las condiciones parti- 
culares de cada póliza, En estas se contemplan las condiciones 
especiales y necesarias de cada cliente. 


En consecuencia, la venta masiva, a través de supermerca- 
dos, bancos y otro tipo de instituciones, puede alcanzar deter- 
minado nivel, pero nunca llegará al seguro técnicamente vendi- 
do, así como a la protección real del asegurado, Comprobamos 


CAMARA DE SENADORES 


5 de Agosto de 1993 


que en esta época se rige la economía a través de dos grandes 
lineamientos. Uno de ellos es la liberación y, el otro, la protec- 
ción al consumidor. Los derechos del consumidor son absoluta- 
mente respetados en la Comunidad Europea, idea que supone- 
mos llegará a estas latitudes. Consideramos que en este caso el 
consumidor tiene derecho a exigir que un técnico especializado 
en la materia -mejor aún de lo que estamos actualmente los 
corredores- sea quien le asesore y aconseje sobre las distintas 
condiciones. 


Queremos insistir con respecto al tipo de venta de seguros. 
Nuestra intervención no radica en vender un contrato, ya que 
no intentamos comercializar un producto material, sino un bien 
intangible que es la tranquilidad que le ofrecemos al cliente 
para que desarrolle su actividad comercial, su vida familiar y 
encare nuevos horizontes en todo lo que implica una nueva 
actividad económica, Esa característica de intangibilidad, lleva 
a que sea necesario tomar en cuenta factores particulares muy 
importantes, que solamente puede decidir un técnico en esta 
materia, 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Ricaldoni) 


El seguro vendido burocráticamente, a través de una máqui- 
na de un supermercado, o de un empleado que está detrás de un 
mostrador, necesariamente va a recibir los vicios que esa buro- 
cracia le ha dado a toda la actividad, Solamente aquel interme- 
diario que juega su propia supervivencia en el asesoramiento 
de sus clientes, se va a dedicar a informar bien al asegurado 
sobre las condiciones del contrato y a la compañía acerca de 
las condiciones de riesgo. Somos un nexo indispensable para 
clarificar el aspecto del contrato del seguro, Por un lado, le 
damos tranquilidad al asegurado acerca de que lo que está 
suscribiendo, es aquello que le va a servir y, por otro, a la 
compañía de seguros, en cuanto a que el asegurado no varía la 
información que debe darle sobre el contrato. 


Cabe acotar que no solamente el Banco de Seguros tiene 
agentes -que en la legislación española se llaman afectos- sino 
también las compañías privadas. Por ejemplo, la Royal -que 
ejerce su actividad en el país desde fines del siglo pasado- tiene 
en Uruguay cuatro agentes de seguros, además de su casa ma- 
triz. Los corredores de seguros trabajamos tan familiarmente 
con los agentes del Banco, y con la Institución directamente, 
del mismo modo que lo hacemos con los agentes de las compa- 
ñías privadas y sus casas matrices. 


La independencia que mantiene el corredor de seguros es 
saludable para el asegurado. En otros mercados, el corredor de 
seguros coloca los riesgos de acuerdo a una especialización que 
va generando en las compañías. Por ejemplo, se decide si una 
compañía es buena para colocar riesgos industriales o familia- 


- res. Esta es la manera en que proceden los corredores y, por su 


parte, las compañías lo agradecen. 


Por lo tanto, si respetamos ese gran lineamiento de la libre 
opción, creemos que a los corredores de seguros también se les 
debe otorgar la libertad de trabajar con todas las compañías 
legales que están en el mercado. 
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Con respecto al tema de la colegialización, siendo la nues- 
tra la única agremiación que hay en el país, debemos señalar 
que no pretendemos la colegialización obligatoria de los corre- 
dores de seguros. Pensamos que eso debe estar sujeto a la libre 
opción de cada persona o compañías que ejerzan la actividad 
mediadora en los seguros. 


En cuanto a lo que señalaba el señor Senador Grenno acer- 
ca de los seguros globales, pensamos que ello es altamente 
perjudicial para nuestra actividad, por lo menos, en la forma en 
que lo está encarando, en este momento, el Banco de Seguros. 
El Banco está trabajando de tal forma, que rebaja -y, a nuestro 
juicio, dudamos que tenga un basamento técnico- los porcenta- 
jes a un nivel bastante importante por el mero hecho de reunir 
en un contrato seguros que ya han sido vendidos. Esto significa 
que, por el hecho de emitir una póliza en lugar de 25, se rebaja, 
reitero, un porcentaje muy importante y, por la técnica propia 
de los seguros, esto debe ser recuperado de alguna forma. ¿De 
qué modo? A través de los otros pobres asegurados que no 
pueden reunirse en ningún agrupamiento. 


SEÑOR NIETO. - De todo lo que se ha dicho al respecto, 
no descartamos la posibilidad -y creo que es una necesidad- de 
que sea aprobado el proyecto de estatuto del corredor de segu- 
ros, que hemos presentado al Parlamento y debe estar a estudio 
de la Comisión. Allí, sentábamos nuestra aspiración, sobre ba- 
ses mínimas, de que nuestra profesión debería regularizarse, 
por entender que en una situación como la que se avecinaría si 
se aprueba el proyecto de ley, sería más necesaria que en la 
actualidad. 


Me permitiría agregar que el corredor, manejándose en los 
términos y con la profesionalidad que nosotros lo hacemos, 
puede ser -no sé hasta que punto se ha meditado esto- un 
auxiliar invalorable de las compañías aseguradoras. Cuando 
éstas pasan a través de redes de ventas, a agrupar indiscrimina- 
damente planes de seguros, no sólo están atentando contra el 
interés del asegurado, sino también están creando una masa 
burocrática que no resulta útil. El corredor, en su tarea de 
captación, preparación y formulación de los seguros, pone en 
funcionamiento una cantidad de estructuras que la compañía de 
seguros no tiene por qué poseerlas, Esto se debe a que la com- 
pañía, a nuestro juicio, debe dedicarse a la administración de su 
cartera, de reaseguros y de reservas matemáticas. El corredor 
es una persona que juega un papel muy importante y, en mu- 
chos casos, quizás ello no se valore de la manera que corres- 
ponda. id 


Además, cabe destacar que, de esa forma, el usuario cuando 
tiene un siniestro, no iría a preguntar sí tiene amparo ya que, de 
lo contrario, tendría la plena conciencia de cuáles son sus dere- 
chos y de si está protegido o no. 


SEÑOR MASSINI, - Desde indicar que hace 4 años, aproxi- 
madamente, la agrupación de corredores visitó a todos los se- 
fores senadores y les entregó un proyecto de ley del estatuto de 
los corredores de seguros. Digo esto, en respuesta a lo que 
mencionaba el señor Senador Grenno acerca de la colegializa- 
ción de los corredores. 
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Dentro de los requisitos para ser corredor de seguros, preci- 
samente, figuraba esta regulación. Somos conscientes de que 
no puede haber una indiscriminación general, y darle la matrí- 
cula de corredor a cualquier persona., Reitero que este proyec- 
to de ley está a consideración de la Comisión de Constitución y 
Legislación desde hace tres años. Cabe acotar que en una opor- 
tuna visita al señor Senador Grenno, le prometimos hacer un 
resumen que sea más factible, a fin de incluirlo dentro de la 
normativa general, dado que las condiciones del mercado han 
variado, En aquella época, se hacía referencia a la Agrupación 
de Agentes y Productores Profesionales del Banco de Seguros 
del Estado pero, en realidad, se refiere a todo el país. En aquel 
momento, por razones monopólicas, en la agrupación figuraba 
como mayoritario el Banco de Seguros del Estado. Incluso, 
cuando nos reunimos con el señor Senador Cadenas Boix, le 
explicamos que a pesar de dicho encabezamiento, este proyec- 
to de ley se extendía a todos los corredores del país, tanto de 
compañías privadas, como del Banco de Seguros del Estado. 


Actualmente, nuestros abogados están estudiando un resu- 
men de este proyecto de ley y cuando lo creamos oportuno, lo 
remitiremos al Parlamento, a fin de dar una copia a todos los 
señores Legisladores. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). - En nom- 
bre de todos los miembros de la Comisión, deseo agradecer la 
presencia de la delegación de agentes y corredores de seguros, 
Desde ya, adelanto que vamos a analizar detenidamente todo 
lo que se ha expresado lo cual, por otra parte, consta en la 
versión taquigráfica, 


(Se retira de Sala la delegación de agentes y corredores de 
seguros). 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Blanco) 
(Entran a Sala los integrantes del Directorio 
del Banco Central del Uruguay y asesores) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Continúa la sesión. 


Damos la bienvenida a los integrantes del Directorio del 
Banco Central del Uruguay y asesores en esta nueva coopera- 
ción con la Comisión de Hacienda integrada con tres miembros 
de la de Constitución y Legislación para el estudio de la Carpe- 
ta N* 1,177/93, “Monopolio de Seguros”, proyecto de ley del 
Poder Ejecutivo con declaratoria de urgente consideración. 


Creo que el texto del proyecto correspondiente obra en 
poder de la delegación del Banco Central. La Comisión apre- 
ciaría los comentarios de los invitados acerca de este proyecto. 
Obviamente, el mismo tiene disposiciones de diferente natura- 
leza, como es el caso del artículo 1* que trata el principio 


mismo de. la derogación de los monopolios. Nuestro interés 


fundamental se centra en las normas del proyecto que tienen 
que ver con las funciones de control y fiscalización que se 
conferirían al Banco Central del Uruguay a través de una Su- 
perintendencia de las actividades en materia de seguros luego 
de entrada en vigencia la desmonopolización, si el proyecto 
resulta sancionado por el Parlamento. 
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SEÑOR MARTINS. - Quisiera decir que el Directorio del 
Banco Central del Uruguay en la tarde de ayer consideró en 
general el proyecto de ley y dio su opinión favorable al mismo. 
Luego voy a comentar algunas discrepancias que se pueden 
tener con su texto, 


Desde el punto de vista macroeconómico, el Banco Central 
está de acuerdo en que se desmonopolicen estas actividades, así 
como otras que existen en el país. Eso evitaría las ineficiencias 
que se producen en virtud de la protección que significa el 
monopolio, 


Quisiera recordar que el artículo 27 de la ley N* 15,322 de 
Intermediación Financiera establece que es competencia del 
Banco Central del Uruguay reglamentar y controlar a las com- 
pañías de seguros. Dicha competencia ya está en función de la 
institución, pero en realidad no la ha ejercido porque, como se 
sabe, el Banco de Seguros del Estado tiene el monopolio de los 
seguros y las empresas privadas son aquellas que en 1911 po- 
dían operar en esta materia, Por lo tanto, no hay un mayor 
campo para la intervención del Banco Central, pcro éste no ha 
sido ajeno al tema de los seguros, por lo que lo ha estudiado 
desde dos vertientes, 


En primer término, desde que el Directorio del Banco de 
Seguros del Estado elaboró un anteproyecto de ley muy com- 
pleto que abarcaba el contrato de seguros, la Carta Orgánica de 
dicho Banco, el tema de los corredores y la creación de la 
Superintendencia de Seguros ha realizado internamente estu- 
dios al respecto, Tengo en mi poder los antecedentes de éstos, 


En segundo lugar, delegados del Banco Central han actua- 
do dentro de los grupos y subgrupos del Mercado Común, 
donde se han analizado distintos aspectos en cuanto a la sol- 
vencía de las empresas con relación a la actividad monopóli- 
ca. Con respecto a este tema, el Banco Central ha tomado 
posición y está de acuerdo en asumir la competencia que este 
proyecto de ley le asigna, aunque considera que no sería nece- 
saria, por el momento, la creación de una Superintendencia de 
seguros. Esta tarea puede ser ejercida por los actuales funcio- 
narios de la Superintendencia. de Instituciones de Intermedia- 
ción Financiera, 


¿Por qué razón? En primer lugar, porque considera que las 
compañtías de seguros ya fealizan intermediación financiera y, 
en segundo término, porque el contralor que se ejerce sobre 
éstas en cuanto a la solvencia, etcétera, es bastante similar al 
que se lleva a cabo en los Bancos y demás empresas de esta 
naturaleza. En consecuencia, creemos que no sería conveniente 
la existencia de dos Direcciones dentro del Banco Central con 
criterios diferentes sobre la solvencia, el capital, en fin, todos 
los requisitos de admisibilidad requeridos. 


De manera que lo que sugerimos es que en lugar de crearse 
una Superintendencia de Seguros, se encomiende a la Superin- 
tendencia de Empresas de Intermediación Financiera el contra- 
lor de las compañías de seguro. 
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Asimismo, cabe señalar que entendemos conveniente que 
en el texto de la ley no se establezca que el cargo es de particu- 
lar confianza, sino que lo que correspondería sería reproducir la 
misma norma que la Comisión aprobó respecto a la Superinten- 
dencia de Intermediación Financiera, 


En síntesis, el Directorio del Banco Central está de acuer- 
do con asumir esta competencia que, a su juicio, es muy 
importante, 


En general, no tenemos otras observaciones que hacer al 
proyecto de ley, no obstante lo cual en el correr de la sesión 
agregaremos otros elementos de juicio. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Simplemente, deseo dejar cons- 
tancia de por qué, el Poder Ejecutivo incluyó en este proyecto 
de ley la creación de la Superintendencia de Seguros. Concre- 
tamente, se debió a que temía que encomendar a la Superinten- 
dencia de Intermediación Financiera el contralor de las compa- 
flfas de seguro, podría interferir o ensuciar la actividad que ésta 
venía realizando. Sin perjuicio de ello, y si el organismo intere- 
sado en la materia, que es el Banco Central, entiende que la 
misma Superintendencia puede realizar ambas funciones, no 
tenemos objeciones en aceptar la sugerencia que se ha plan- 
teado. 


SEÑOR GRENNO. - Pienso, sobre todo en este momento, 
cuando prácticamente se han tratado casi simultáneamente el 
proyecto de ley relativo a la Carta Orgánica del Banco Central 
y éste que estamos considerando ahora que refiere al ordena- 
miento monopólico del Banco de Seguros, que es conveniente 
hacer ciertas puntualizaciones. 


Cuando fue analizado el primero de los proyectos citados, 
permanentemente escuché referencias a las experiencias inter- 
nacionales que en la materia existen. Sin embargo, la postura 
del Banco Central en el sentido de manejar la Superintendencia 
en el área financiera de la actividad de seguros es algo absolu- 
tamente inédito en el mundo, lo cual no significa que sea malo. 
Simplemente, estoy hablando de que no ha sido practicado por 
nadie. Entiendo que la finalidad de una Superintendencia de 
Seguros es exactamente lo contrario a lo que plantean las auto- 
ridades del Banco Central: se trata de que la empresa de segu- 
ros no se rija exclusivamente por la especulación financiera, 
debe transformarse en un sistema de amparo, de acuerdo con lo 
que es la función típica de esa área, aunque funcione en la 
órbita de esa institución. Por lo tanto, me parece que lo que se 
sugiere podría crear alarma en el mercado e, inclusive, a nivel 
de las empresas privadas. 


Es cierto que en Argentina la Superintendencia funciona en 


- relación directa con el Ministerio de Economía e, inclusive, el 


Subsecretario de esa Cartera posee una cierta especialización 
en el tema; pero el modelo vigente se ha impuesto por quienes 
están en el mercado de seguros. 


En más de una ocasión hemos señalado que las empresas de 
seguros desarrollan, por un lado, funciones típicas y, por otro, 
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llevan a cabo tareas que se relacionan con las empresas finan- 
cicras, entre otras cosas, porque hay que hacer rendir el dinero, 
Pero no vamos a poner -esta vez mucho más que en otros 
casos- la carreta delante de los bueyes y que no sea la necesi- 
dad de recaudar dinero la que marque la metodología de actuar 
de las empresas de seguros. De lo que se trata es de aplicar una 
real política de seguros y que el área financiera haga que esos 
dineros produzcan lo debido para que la solvencia y el dinamis- 
mo de las empresas se mantengan. 


Por lo tanto, creo que aplicar una resolución atípica no sería 
afortunado en nuestro país, tomando modelos de otras partes 
del mundo; me parece que lo que deberíamos hacer es probar 
con lo que ya se ha demostrado sirve, y no con lo que nunca 
existió. 


Pero, además, como en las competencias típicas de una 
Superintendencia de Seguro existe una especialización de tal 
grado, me voy a permitir repasar un proyecto que estuvo a 
disposición del Poder Ejecutivo y que supongo lo habrá dejado 
para considerar en otro momento, y que se basa en las siguien- 
tes funciones: cumplir y hacer cumplir las leyes y decretos. 
Esto, sin duda, requiere cierta especialización por parte de quic- 
nes ejerzan funciones en la Superintendencia. 


La Concesión de autorización en el caso de los mercados 
regionales está ligada a una pérdida de los antecedentes que 
hasta ahora han funcionado. En una integración regional, tam- 
bién la fiscalización desborda las atribuciones nacionales, fun- 
damentalmente, en lo que hace a seguros que se interrelacio- 
nan. Por ejemplo, en el Mercado Común Europeo -hago esta 
referencia porque, como expresa un viejo refrán, cuando veas 
las barbas de tu vecino arder, pon las tuyas a remojar- ni si- 
quiera la radicación de las empresas tiene que ser nacional; 
sólo basta con tener garantías de algunos de los países miem- 
bros del Mercado. Repito que el marco de contralor nacional 
desborda al regional, con una cantidad de matices que realmen- 
te hacen que el tema se torne muy confuso. Se me podrá decir 
que esto será más fácil para América Latina porque va a tomar 
materia hecha y experiencia ajena; pero, en definitiva, me pa- 
rece que conceder autorizaciones en modalidad y en política 
regional, actuar como tribunal de alzada entre el que toma la 
póliza y el que la emitió, es estar creando un área de decisión 
que supongo no es la más adecuada para la actividad financiera 
en el trato con un cliente. Orientar al público en materia de 
seguros, establecer los sistemas de cuentas, registrar los contra- 
tos, etcétera, son temas tan complejos que no los podemos 
cargar sobre una estructura que, inclusive mentalmente, está 
preparada para otra cosa. 


Si bien este no es un aspecto a discutir, en función de que 
se plantearon algunas observaciones, nos sentimos en la necesi- 
dad de hacer estas puntualizaciones. 


Por otra parte, entendemos que hay que establecer los lími- 
tes territoriales de aplicación y la competencia entre compa- 
ñías. Aquí hay que pensar que a diferencia de un sistema finan- 
ciero, cada una de estas operaciones representa un contrato de 
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valor real, que puede ser apelado a la Superintendencia de 
Seguros, Por lo tanto, estimamos que no se trata de un tema -y 
la experiencia regional lo avala- que pueda ser considerado 
como subsidiario de otro. 


En lo que tiene que ver con las relaciones del mercado, la 
Superintendencia es también la que regula lo relativo a los 
corredores, que nada tiene que ver con las entidades bancarias. 
Asimismo, la Superintendencia es la que debe establecer las 
relaciones entre los reaseguradores, que toman en el país res- 
ponsabilidades del exterior. En resumen, creo que la Superin- 
tendencia en sí misma tiene una responsabilidad compleja y se 
encuentra en un estado dinámico en estos momentos, porque se 
está readecuando para pasar de modelos nacionales a modelos 
regionales. Entiendo que debemos intentar llevar a cabo esta 
experiencia en el país para lograr que el Organismo a cargo de 
esa función cuenta con un criterio genérico. 


Por otra parte, el seguro está pasando de una etapa mi- 
croeconómica a una macroeconómica. Anteriormente, el segu- 
ro solamente le importaba a quien lo vendía, que trataba de 
tener en claro qué nicho de mercado ocupaba y cuál era el 
máximo rendimiento que podía obtener. Sin embargo, si se 
aprueba este proyecto -que da responsabilidad al Banco Cen- 
tral- van a entrar en juego factores macroeconómicos, tal como 
lo destacamos en la sesión anterior. No habrá que regular sola- 
mente el contrato de seguros, sino también las asimetrías que 
ticne el país respecto a distintos temas, que diferencian al con- 
trato hecho en Uruguay del celebrado en Argentina o Brasil. 
Necesariamente, queremos involucramos en el mercado regio- 
nal, porque ese es el motivo que ha llevado a la presentación 
de este proyecto de ley. 


Por lo tanto, me parece que deberíamos profundizar un 
poco más en este tema, porque es imprescindible que el orga- 
nismo que va a tener la custodia de todo esto, tenga en claro 
que se trata de un área compleja, no ya nacional, sino regional, 
que no se parece al sector de intermediación financiera. 


SEÑOR ZUMARAN. - Mi preocupación radica en lo si- 
guiente. Hasta ahora, se podrá objetar que la plaza de seguros 
uruguaya ha estado limitada. Sin ser un experto, en el mundo 
he podido advertir la existencia de una enorme variedad de 
seguros que parecería no son de recibo en nuestro país. Asimis- 
mo, se podrá cuestionar o no la eficiencia en cuanto al precio o 
el costo del seguro. Pero, más allá de esas circunstancias -que 
parecen muy atendibles, y sería bueno mejorar- no hay duda de 
que el país no ha sufrido el problema grave típico de los segu- 
ros, que es la insolvencia de la empresa aseguradora, 


Antes de que tuviéramos el gusto de recibir aquí al señor 
Vicepresidente del Banco Central y sus asesores, nos visitaron 
los corredores de seguros. Uno de ellos, muy gráficamente, 
señaló que la quiebra -sobre todo, la de varias instituciones de 
seguros en una plaza- no sólo afecta la relación bilateral asegu- 
rador-asegurado, sino que trae aparejado un descenso de la 
confiabilidad en el seguro mismo y una caída pronunciada en 
los niveles de utilización de este instrumento, respecto al que 
todos estamos de acuerdo que cuanto más se desarrolle, mejor. 
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Debemos tener en cuenta el ejemplo de lo que acaba de 
ocurrir en la República Argentina, donde se produjeron graves 
quiebras en materia de seguros. Es evidente que después de dos 
o tres quiebras de las empresas aseguradoras, el asegurado re- 
suelve no contratar más seguros. 


Me parece que debemos meditar un poco el paso que el país 
se propone dar, en el sentido de salir de una situación de un 
cierto quietismo y falta de variedad en materia de seguros, pero 
de solvencia. A este respecto, no recuerdo la quiebra de una 
empresa de seguros en el Uruguay desde 1911 hasta el presen- 
te; eso debe constituir un récord en el mundo. Entiendo que es 
bueno señalar este aspecto a la hora de juzgar el monopolio del 
Banco de Seguros, Aclaro que no estoy reivindicando el mono- 
polio de dicho Banco, porque esa no es mi posición y porque, 
además, introducirían un tema polémico al debate. Este preám- 
bulo simplemente atendía a que en este momento parece ser de 
crucial importancia tomar medidas muy claras y firmes para 
velar por la solvencia de las empresas de seguros cuando 'se 
produzca su liberalización. 


Creo que -y sin querer introducir tampoco en este caso un 
tema polémico- ha sido una constante que a los procesos de 
liberalización les sigan quiebras. Por ejemplo, recuerdo que en 
1978 o 1979 se adoptaron aquellos célebres decretos de octu- 
bre, que liberaron al sector agropecuario. Todavía hoy estamos 
votando leyes de refinanciación de deudas contraídas antes de 
1983. La apertura financiera también trajo quiebras de institu- 
ciones bancarias. Es decir que se produce un efecto de péndulo 
al pasar de un mercado muy comprimido, con muy pocos agen- 
tes, a la “irrupción de gran cantidad de empresas, en este caso, 
aseguradoras, que ofrecen una gama muy variada de seguros. 
Asistimos así a una gran expansión del mercado de seguros, 
que después puede traer aparejados serios problemas en cuanto 
a la solvencia de empresas que no trabajan en el país y a 
modalidades de seguros desconocidas en la práctica y tradición 
uruguayas. 


Entonces, me da la impresión de que la disposición conteni- 
da en el proyecto de ley que estamos considerando -aparte de 
io señalado por el señor Vicepresidente del Banco Central en el 
sentido de que no sería necesaria porque ya existe una norma 
que atribuye esa facultad al Organismo- adolece del defecto de 
poner en manos del Banco la responsabilidad, pero sin darle los 
instrumentos jurídicos para cumplirla y sin decirle qué debe 
hacer para velar por la solvencia y la seguridad de la plaza. No 
sé si esto surge de principios generales, pero de todas maneras 
me parece necesario establecer qué tipo de contralor va a ejer- 
cer el Banco y hasta dónde puede llegar. ¿Puede intervenir 
empresas de seguros? Parecería que sí porque, de lo contrario, 
¿cómo hace para asegurar la solvencia? ¿Cómo exige las reser- 
vas? ¿por qué criterios técnicos se va a regir? Estimo que no 
debemos ser muy minuciosos ni detallistas, pero por lo menos 
debémos dar algún contexto general para que el Banco tenga 
derecho 'a exigir a una empresa que aumente sus reservas, He 
escuchado que las empresas aseguradoras se guían por ciertos 
criterios matemáticos, pero no sé bien cómo se desarrollan. 
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En fin, me parece que tendría que existir un conjunto de 
normas jurídicas que aseguren al Banco -y no sé si las remisio- 
nes contenidas en el proyecto de ley son suficientes- las condi- 
ciones para desarrollar esta tarea. Creo que si se produce esta 
liberalización, inexorablemente va a ocurrir algo similar a lo 
que estoy anunciando. 


SEÑOR MARTINS. - Con respecto al último punto plan- 
teado por el señor Senador Zumarán, quiero recordar que el 
artículo 5? del proyecto de ley en consideración, establece: 
“Declárase especialmente aplicable a las compañías y a la acti- 
vidad de seguros y reaseguros, lo dispuesto en los artículos 20 a 
24 del decreto-ley N* 15,322”. Como sabrán los señores sena- 
dores, el artículo 20 de dicho decreto-ley expresa que el Banco 
Central puede establecer sanciones, Observaciones, apercibimicn- 
tos, multas, la intervención -la que podrá ir acompañada de la 
sustitución total o parcial de las autoridades- suspensión total o 
parcial de actividades con fijación expresa de plazo, revoca- 
ción de la autorización para funcionar, etc. Toda vez que el 
Banco Central del Uruguay presuma que una persona física o 
jurídica o esté ejerciendo actividades a que se refiere esta ley, 
podrá exigirle la presentación, en un plazo de 10 días, de la 
documentación y otras pruebas o información, a efectos de 
comprobar la índole de actividad. El Banco Central del Uru- 
guay podrá solicitar medidas de no innovar, ante el Juez com- 
petente, quien deberá pronunciarse dentro de las 24 horas, Se- 
rán responsables de desacato los directores, gerentes o adminis- 
tradores, en virtud de cuyas decisiones se haya alterado la si- 
tuación que se ordenó mantener incambiada. Los representan- 
tes, directores, gerentes, administradores, mandatarios, síndicos 
y fiscales de las empresas privadas comprendidas en esta ley, 
que en el desempeño de sus cargos aprueben o realicen actos o 
incurran en omisiones que impliquen la aplicación de las san- 
ciones previstas en los numerales 3) a 6) del artículo 20 de esta 
ley, podrán ser inhabilitados para ejercer dichos cargos hasta 
por 10 años, por el Banco Central del Uruguay. 


En el artículo 24 se establece que el Banco Central del 
Uruguay por resolución fundada, podrá solicitar, como medida 
cautelar, ante el Juzgado competente, quien decretará de plano 
y sin más trámite, el embargo sobre los bienes, créditos, dere- 
chos, acciones, etcétera. 


De manera que la ley prevé una gama muy importante de 
disposiciones, además de las medidas prudenciales que el Ban- 
co Central del Uruguay puede dictarle a las empresas de inter- 
mediación financiera, en este caso, a las compañías de seguros. 


Por otra parte, de acuerdo con este proyecto de ley nadie 
podrá actuar en plaza, sin previa autorización del Poder Ejecu- 
tivo y sin que cumpla con los requisitos que se van a estable- 
cer. Precisamente, estos ya han sido estudiados en cl V En- 
cuentro de Empresas de Seguros y Reaseguros del MERCO- 
SUR. Los temas allí estudiados fueron las formas jurídicas 
admitidas para la construcción de empresas de seguros y rease- 
guros, función del órgano fiscalizador, definición de la estruc- 
tura jurídica, sobre la cual serán implementadas las conclusio- 
nes respecto de las empresas oriundas del MERCOSUR, etcétera, 
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De manera que, dentro del Banco Central del Uruguay, 
existe toda una instrumentación a los efectos de poder controlar 
estas empresas. Cabe recordar que esto se ha previsto para el 
inicio, porque no sabemos el volumen que va a tener, En este 
momento, existe una media docena o diez empresas de seguros 
del Banco de Seguros del Estado, pero luego veremos, en fun- 
ción del volumen que tenga, si es necesario llegar a una Super- 
intendencia especializada. 


SEÑOR CASSINA. - Deseo consultar al señor Vicepresi- 
dente del Directorio del Banco Central del Uruguay acerca de 
la suficiencia de las normas proyectadas por el Poder Ejecuti- 
vo, en relación con los aspectos de la regulación de los contra- 
tos de seguros y de la actuación de las empresas aseguradoras, 
a que él hacía referencia en respuesta a una inquietud del señor 
Senador Zumarán. 


El artículo 5* -tal como se señalaba- establece qué normas 
expresas en la Ley de Intermediación Financiera se aplican a 
las compañías y a la actividad de seguros y reaseguros. Como 
se mencionó, se trata de disposiciones que refieren a sanciones, 
a medidas cautelares que el Banco puede solicitar de la Justicia 
competente, y que ésta deberá pronunciarse rápidamente al res- 
pecto; es decir, están comprendidas las situaciones de excep- 
ción. En cambio, la regulación de la actividad normal de esas 
empresas que sería competencia del Banco Central del Uru- 
guay, directamente ejercida por su Directorio o por la Superin- 
tendencia como órgano desconcentrado- a mi juicio, no está 
desrrollada en el proyecto de ley con el detalle que, supongo, 
debería tener, a diferencia de lo que ocurre en materia de insti- 
tuciones de intermediación financiera. Al respecto, la ley es 
bastante más precisa y minuciosa, quizás porque, entre otras 
cosas, existe una mayor experiencia incluso la que tiene el país 
en lo que hace a situaciones de quiebra o de riesgo de dichas 
Instituciones, En todo caso, tengo para mí que, a este respecto, 
la ley debería ser, reitero, mucho más minuciosa y no remitirse, 
solamente, a disposiciones de la Ley de Intermediación Finan- 
ciera. 


Entre otras cosas, el inciso segundo de este artículo $3, 
señala: “La reglamentación determinará las demás normas de 
las citadas leyes que deban ser aplicables a las compañías de 
seguros o reaseguros o en general a la actividad de seguros o 
reaseguros, en virtud de su naturaleza”. Advierto que no estoy 
seguro -valga la redundanciá- si basta con la simple remisión a 
la reglamentación que determine qué normas de una ley ya 
vigente -referida a empresas privadas que desarrollen otras ac- 
tividades de intermediación financiera- serán aplicables por la 
sola decisión administrativa, aunque ella sea por vía reglamen- 
taria y no tenga carácter individual. 


Finalmente, el inciso tercero del artículo 5*, señala que los 
poderes jurídicos que las normas citadas confieren al Banco 
Central del Uruguay, serán ejercidos por la Superintendencia 
de Seguros y Reaseguros. Me pregunto sí esto está bien en 
todos los casos o si algunos de estos poderes jurídicos no 
deberán ser ejercidos directamente por el Directorio del Ban- 
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co Central del Uruguay. A mi entender, existe una falta de 
precisión que puede generar algunos problemas en su aplica- 
ción práctica. 


SEÑOR ZUMARAN. - Concretamente, voy a referirme al 
penúltimo punto planteado por el señor Senador Cassina, es 
decir, al inciso segundo del artículo $*, que establece que la 
reglamentación determinará las demás normas de las citadas 
leyes que deban ser aplicables a las compañías de seguros o 
reaseguros o en general a la actividad de seguros o reaseguros, 
en virtud de su naturaleza. Desde el punto de vista jurídico, me 
parece incorrecto dejar a la reglamentación el marco legal de 
las compañías del Banco Central del Uruguay y del Banco de 
Seguros del Estado. Pienso que esa indeterminación no benefi- 
cia a nadie y a quien más perjudica es al Banco Central del 
Uruguay, ya que para saber qué es lo que debe hacer exacta- 
mente, debe estar a lo que dispone la fragilidad de una regla- 
mentación. Si bien no me quiero asociar a expresiones vertidas 
en otro momento en el seno de la Comisión, en el sentido de 
que el proyecto de ley ha sido redactado con cierto apresura- 
miento y dieron lugar a determinadas manifestaciones, creo 
que en este punto no se ha meditado suficientemente la grave- 
dad que puede ocasionar una disposición de esta naturaleza. 


Finalmente, deseo señalar que los poderes jurídicos del Ban- 
co Central del Uruguay es uno de los pocos aspectos claros de 
este proyecto de ley o de esta norma, con la remisión a los 
artículos de la Ley de Intermediación Financiera. Advierto que 
me refiero a los poderes jurídicos -y no conozco suficiente- 
mente el tema- en relación a los aspectos técnicos, es decir, 
qué le puedo pedir al respecto a una empresa de seguros, ¿Le 
tengo que solicitar que sus reservas representen el 30% de sus 
seguros? En materia bancaria sé que le tengo que pedir encajes 
en función de los depósitos a la vista, a corto plazo -y también 
me estoy introduciendo en una materia que no es de mi compe- 
tencia- pero en materia de seguros, como titular del Banco 
Central del Uruguay, ¿qué le voy a solicitar a dicha Institu- 
ción? Creo que debe existir algún criterio legal, que no encie- 
rre luego algo muy minucioso, pero que dé un marco para que 
el Banco, en una materia tan delicada y tan sensible como la 
del contralor, pueda actuar con otra seguridad y solvencia. 


SEÑOR MARTINS. - De acuerdo con lo expresado en mi 
exposición inicial, el Directorio del Banco Central del Uruguay 
señaló su aprobación en general a este proyecto. Precisamente, 
lo que a la Comisión le interesaba era si se consideraba que el 
Banco Central estaba capacitado para hacer estos trabajos. Sin 
perjuicio de ello, con respecto a algunos puntos particulares de 
redacción del proyecto de ley, manifesté que podíamos aportar 
algunos elementos de juicio para mejorarla, 


Quiero señalar que toda la delegación entiende que esta 
remisión a la reglamentación no es muy adecuada. 


Las autoridades del Banco Central habían bosquejado un 
proyecto de ley y como la Comisión de Hacienda había apro- 
bado el capítulo referido a la Superintendencia de Intermedia- 
ción Financiera sugirió que se recditara en esta ley la creación 
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de la Superintendencia sobre seguros con la misma competen- 
cia que se le ha cedido al Banco. De manera que eso quedaba 
perfectamente determinado, tal como lo ha venido estudiando 
la Comisión, en profundidad, en sesiones anteriores. Asimismo, 
atendiendo a la brevedad que solicita el Poder Ejecutivo al 
declararlo urgente, se puede hacer una remisión genérica a este 
proyecto, estableciendo que se aplicarán a las empresas de se- 
guros las mismas normas que a las de intermediación financie- 
ra, con lo cual esa serie de disposiciones que el Banco Central 
tiene con respecto a los no oficiales, será aplicada a las empre- 
sas privadas, en el sentido de que se les pueden dar instruccio- 
nes, exigir el plan de cuentas, márgenes de riesgo, solvencias, 
etcétera. Quiere decir que en relación al texto en sí mismo, 
podemos aportar algunas soluciones que mejoren y hagan más 
clara su redacción que, como toda obra humana, es perfectible, 


SEÑOR ASTORI. - Creo que en este tema no habría otra 
solución mejor -a nuestro juicio- que reiterar, más que reeditar, 
en este proyecto de ley, el trabajo realizado por la Comisión en 
oportunidad de discutirse la Carta Orgánica del Banco Central, 
Utilicé el término reiterar porque estoy pensando en que si la 
Carta Orgánica debe convertirse en ley en un futuro más o 
menos cercano, en dos proyectos de ley aparecerán disposicio- 
nes similares. El problema es que no sabemos cuándo será 
aprobada dicha Carta y, en estas circunstancias, nos encontra- 
mos ante un proyecto de ley de urgencia que tiene plazos 
establecidos para ser aprobado o rechazado. En el primer caso, 
sería promulgada inmediatamente, luego de su sanción. No 
obstante, resultaría peligroso que este proyecto de ley que esta- 
mos considerando, borrara de su contenido -en el afán de elimi- 
nar desprolijidades- disposiciones sobre superintendencia de se- 
guros, remitiéndose a lo que dice la Carta Orgánica del Banco 
Central. Esto es así porque, entre otras cosas, existiría una 
brecha temporal, que no estaríamos en condiciones de medir y 
que, a mi juicio, sería sumamente riesgosa. 


Mi propuesta en este punto, creo que es coincidente con la 
que acaba de exponer el señor Vicepresidente del Banco Cen- 
tral que, si no entendí mal, consiste en reproducir en este pro- 
yecto de ley el trabajo ya realizado a propósito de la Carta 
Orgánica de esa Institución. En este caso, se trataría de repro- 
ducirlo, no sólo en el sentido de que el Banco asumiría la 
responsabilidad de realizar Superintendencia de seguros, sino 
en el más amplio de que dicha superintendencia quedara com- 
prendida dentro de las de entidades de intermediación financie- 
ra de la Carta Orgánica. Por lo tanto, en cuanto al tema del 
funcionario de particular confianza, podemos decir que tendría- 
mos un Superintendente de entidades de intermediación finan- 
cicra, cuyo status jurídico ya fue por lo menos aprobado en 
Comisión, con un mandato, una naturaleza funcional y una 
ubicación en el Banco determinados. 


Por lo demás, también reiteraría las disposiciones de la ley 
que resultan aplicables a estas instituciones específicas, pero 
erradicando toda posibilidad de que la reglamentación establez- 
ca qué normas de la ley se van a aplicar en el caso de las 
compañías de seguros. 
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Finalmente, deseo hacer esta propuesta concreta que, por 
supuesto, no hay razón de aprobarla en este momento, pues 
entiendo que no hay otra salida más correcta que la de aprove- 
char el trabajo realizado. Además, desde el punto de vista sus- 
tantivo, todos estamos de acuerdo con que la superintendencia 
de entidades financieras debe comprender a las compañías de 


seguros. 


SEÑOR BLANCO. - Deseo consultar al señor Senador As- 
tori con respecto a su propuesta formulada en el sentido de 
reiterar el trabajo efectuado sobre entidades de intermediación 
financiera, sobre la Carta Orgánica y las potestades correspon- 
dientes. Concretamente, deseo saber si el señor Senador Astori 
propone que incorporemos a este proyecto, en lugar de las 
normas que se pretendían establecer, el texto -creo que es el 
artículo $1- tal y como figura en el proyecto de Carta Orgánica 
del Banco Central. Entiendo que podrían existir distintas for- 
mas de aproximarse a ese objetivo. A mi juicio hay dos aspec- 
tos, Uno, es el orgánico o institucional que es la Superintenden- 
cia. Sobre eso, se presenta una opción en la cual la Comisión 
eventualmente deberá decidir si se debe crear una superinten- 
dencia de seguros independiente y simétrica -por decirlo de 
alguna manera- de las de entidades de intermediación financie- 
ra o si las facultades en materia de seguros deberá ser ejercida 
por la misma superintendencia, la que tendría dos sectores, El 
primero, dedicado a los bancos y otras empresas de intermedia- 
ción financiera y, el segundo, a las funciones de control y 
fiscalización de las empresas aseguradoras. En este último caso, 
existiría una cabeza y dirección únicas que sería la ya citada 
superintendencia de intermediación financiera y de seguros. 
Esta sería una de las soluciones. Por su parte, la otra solución 
sería la de crear dos órganos desconcentrados deniro del Banco 
Central, simétricos, a los efectos de cumplir una u otra función. 
En definitiva, el tema global que estamos considerando con la 
asesoría del Banco Central, es el relativo a la intervención de 
dicho organismo en el tema de seguros. Como ya dije, en este 
tema hay dos aspectos: uno, orgánico, institucional, que admite 
dos soluciones posibles; es decir que o bien se crea una sola 
superintendencia con ambas funciones o dos superintendencias, 
una para bancos, y otra para seguros. 


Otro tema es el referente a los cometidos y poderes jurídi- 
cos de esos dos Organismos. Á su vez, esto también admitiría 
dos posibles soluciones. En primer lugar -que creo que es com- 
partido por los compañeros de los compañeros de la Comisión 
y por los representantes del Banco Central- hacer una remisión 
genérica a los cometidos y poderes jurídicos de la superinten- 
dencia de las Instituciones de Intermediación Financiera, agre- 
gándole una remisión expresa a lo que tiene que ver con los 
poderes jurídicos que acaba de mencionar el señor Vicepresi- 
dente del Banco Central. Sencillamente, la otra solución sería 


- tomar el artículo 51 del proyecto de Carta Orgánica del Banco 


Central y utilizar su texto como descripción de las facultades y 
cometidos que tendría la Superintendencia de Seguros. 


SEÑOR GRENNO. - Quizás el tema de las competencias 
pudiera obviarse a través de una disposición transitoria que 
permitiera crear la Superintendencia de Seguros, otorgándole 
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un carácter global. Asimismo, se podría establecer que, mien- 
tras no se consolide, funcionará la supervisión de entidades 
financieras como regidora de los seguros. De lo contrario, se 
estaría creando un antecedente totalmente atípico, y tendría que 
volver al Parlamento otro proyecto de ley, a los efectos de 
tratar el tema de la globalización de los seguros. 


SEÑOR MARTINS. - El artículo 7* del proyecto de ley que 
estamos considerando expresa que en los cometidos de la Co- 
misión Honoraria está el de proponer al Poder Ejecutivo textos 
legales o reglamentarios sobre las siguientes materias: régimen 
jurídico, control estatal sobre el Banco de Seguros del Estado, 
las compañías privadas de seguros y de reaseguros y las perso- 
nas que ejerzan actividad de intermediación en la materia. De 
manera que este proyecto de ley ha sido pensado como una ley 
madre. Comenzamos a tratar la desmonopolización, creamos 
una superintendencia y luego se va a seguir legislando. Digo 
esto, porque en mi opinión, el trabajo realizado por el Banco de 
Seguros del Estado sobre contratos de seguros, es excelente. Se 
trata de un proyecto de ley muy bien redactado y estructurado. 
Tenemos, entonces, un amplio camino a través del que se estu- 
dian todos los tipos de seguros, lo cual puede ser motivo de una 
legistación muy apropiada para este tema. 


SEÑOR ASTORI. - Comenzando por este último aspecto, 
sin perjuicio de que aquí se está proponiendo la creación de 
una Comisión Honoraria que, entre sus cometidos, incluye el 
de poponer iniciativas legales a todas las materias detalladas 
por el doctor Martins, considero que sería extraordinariamente 
peligroso que este proyecto de ley sea aprobado sin la instaura- 
ción de la Superintendencia de Seguros. 


Habida cuenta de mis discrepancias con esta iniciativa, pre- 
fiero que la misma incluya esa supcrintendencia a que, una vez 
aprobada la Carta Orgánica del Banco Central, la misma sea 
establecida. 


Por otra parte, considero que no podría haber reproducción 
de artículos, sino de conceptos. Digo esto, porque sería absurdo 
que en este proyecto de ley de desmonopolización de seguros, 
reprodujéramos disposiciones que son propias de la Carta Or- 
gánica del Banco Central. No podemos copiar artículos; tene- 
mos que trasladar o reiterar conceptos, pero, insisto, no pode- 
mos reproducir ni el artículo 50 ni el $1, porque pertenecen a la 
Carta Orgánica del Banco Central. Sería absurdo que en un 
proyecto de desmonopolización de seguros, expresáramos qué 
es lo que va a pasar en el Banco Central; esto tiene que estar en 
su Carta Orgánica. Sí podemos establecer que será el Banco 
Central la Institución encargada de tomar la responsabilidad y 
ejercer esta superintendencia. 


En este sentido, en principio me inclino porque haya una 
sola Superintendencia de Instituciones de Intermediación Fi- 
nanciera. No me parece conveniente reproducir una caracterís- 
tica de bicefalismo, propia de nuestro país y que muchas veces 
ha causado daño. 


Creo que debe haber una Superintendencia de Instituciones 


de Intermediación Financiera, cuya definición incluye a las 
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compañías de seguros. De esta manera, partiendo de que la 
compañía de seguros está definida como Institución de Inter- 
mediación Financiera, no podemos establecer una Superinten- 
dencia para estas Instituciones y otra para compañías de segu- 
ros. En la medida en que son entidades de intermediación 
financiera, quedan comprendidas en la única Superintendencia 
establecida. 


Creo que el régimen de desconcentración de funciones con 
autonomía funcional, es decir, independencia técnica, es el 
mejor también para este caso. Por lo tanto, reproduciría los 
conceptos en este proyecto de ley, procurando una redacción, 
que no es difícil realizar de manera tal que aparezca como una 
disposición propia de esta materia que se está tratando y no 
como tema propio de la Carta Orgánica del Banco Central. 


En ese sentido deseo aclarar que mi propuesta se refería a 
la reiteración de conceptos y no de artículos, porque estos no se 
pueden trasladar de un proyecto de ley a otro. A los efectos de 
esta reiteración de conceptos, debemos tener en cuenta varias 
disposiciones. Una de ellas, refiere a las Instituciones de Inter- 
mediación Financiera, que aparecen definidas en la Carta Or- 
gánica del Banco Central; otra, es la que tiene que ver con la 
autonomía funcional, es decir, con la desconcentración de fun- 
ciones; otra, es la relativa al detalle de algunas de las funciones 
del Superintendente. 


En síntesis, optaría por darle a este proyecto de ley, en esta 
materia concreta, la misma solución que venimos acordando en 
el estudio del proyecto de ley de la Carta Orgánica del Banco 
Central. Esto significa hacer una especie de norma que se com- 
plemente con la otra, aunque reitere conceptos. En la historia 
de la legislación a veces deben rciterarse conceptos y, por lo 
tanto, aparecen en más de una disposición, Esto nos ha ocurri- 
do en el caso de la Carta Orgánica del Banco Central y en la 
Ley de Intermediación Financiera, leyes en las que se han 
repetido conceptos. 


Considero que aquí, se reproduce, también, un error, al 
estudiar el proyecto de ley de la Carta Orgánica del Banco 
Central después de analizar la Ley de Intermediación Financie- 
ra. Ahora cometemos un error al considerar el proyecto de ley 
de desmonopolización del Banco de Seguros del Estado antes 
de que se instaure la Superintendencia de Seguros. Los errores 
conducen a situaciones de reiteración. 


Hubiera preferido que ya tuviéramos creada la Superinten- 
dencia antes de proceder a la desmonopolización; ahora lo 
estamos haciendo al mismo tiempo. 


SEÑOR ZUMARAN. - Deseo saber si el Banco Central ha 
considerado que también debe fiscalizar o controlar a las com- 


- pañías reaseguradoras. En ese caso, ¿a qué compañías de rease- 


guros? ¿a las que están instaladas en el país? Fuera del país no 
es posible hacerlo, La inmensa mayoría de las compañías rea- 
seguradoras si no me equivoco están fuera del país; no son 
nacionales. Entonces, me pregunto ¿qué sentido tiene otorgarle 
al Banco Central el cometido de controlar las compañías rease- 
guradoras? 
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SEÑOR ASTORI. - No deseo sustituir al Banco, lo que 
sucede es que estoy un poco ansioso. Evidentemente, se trata 
de una disposición preventiva, por la posibilidad de que esas 
compañías que son transnacionales instalen filiales en el país. 
Así como las filiadas de los bancos que se encuentran en Uru- 
guay deben ser controladas por la superintendencia, en el caso 
de los reaseguros pasa exactamente lo mismo. 


SEÑOR PRESIDENTE, - La Presidencia interpreta que la 
delegación del Banco Central está conforme con esa explica- 
ción, 


Sólo resta agradecer la presencia del señor Vicepresidente 
del Banco de Seguros y de la delegación que lo acompaña, 


(Se retiran de Sala el señor Vicepresidente del Banco Cen- 
tral y asesores) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se reanuda la sesión. 


Antes de comenzar con el tema que ahora nos ocupa, deseo 
informar a los señores senadores, que nos reuniremos nueva- 
mente el lunes a las 17 y 30 horas para recibir a la delegación 
de ANETRA y, posteriormente, proseguir con el trabajo regu- 
lar de funcionamiento. 


Habiendo concluido la discusión general del proyecto de 
ley de Monopolio de Seguros y luego de escuchar a los delega- 
dos del Banco Central, corresponde pasar a la discusión parti- 
cular. 


SEÑOR ZUMARAN. - No tengo inconveniente en iniciar 
el análisis particular del articulado, pero es evidente que en la 
materia que acabamos de tratar con el Banco Central faltan 
artículos. Según entendí, los delegados del Banco quedaban a 
las órdenes para brindarnos su colaboración y enviarnos algu- 
nos artículos. 


De modo que, pienso que en cierto momento de la discu- 
sión particular deberemos detenernos y esperar el envío que el 
Banco Central nos hará llegar de artículos relacionados con su 
función, contralor, Superintendencias y, sobre todo, las normas 
que regirán esta actividad. Lo que se ha venido haciendo con 
respecto a la Carta Orgánica del Banco Central es recibir a los 
delegados en Comisión para analizar conjuntamente el mate- 
rial, realizando observaciones y comentarios. Me parece que 
ese debería ser el régimen a seguir en este caso. No sé si en la 
propuesta del señor Presidente está comprendido esto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Mi propuesta no tenía un resulta- 
do predeterminado. Simplemente, señalé que correspondía co- 
menzar la discusión particular y creo que el propio curso de 
ésta nos indicará si podemos llegar a un entendimiento sobre 
algunos temas 0 no. 


En cuanto a la posibilidad de recibir algún elemento adicio- 
nal, pienso que puede ser una de las consecuencias de la deli- 
beración que hoy tengamos, Ese fue el sentido de mi propuesta. 
No quedaba excluida ninguna posibilidad. 
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, En discusión particular el proyecto de ley del Poder Ejecu- 
tivo sobre Monopolio de Seguros. (Carp. N? 1177/93), 


Léase el artículo 1*, 
(Se lee;) 


“ARTICULO 1*. - Deróganse todas las disposiciones que 
establecen monopolios de contratos de seguros en favor del 
Estado y que son ejercidos por el Banco de Seguros del Estado, 
con excepción de las relativas a accidentes de trabajo y enfer- 
medades profesionales contenidas en la Ley N* 16.074, de 10 
de octubre de 1989”. 


-En consideración. 


SEÑOR CASSINA. - No voy a discutir este punto, porque 
considero que este artículo es tanto como el proyecto en su 
conjunto. Sin embargo, consulto -y pido que no se vea ninguna 
travesura en mi pregunta- si una de las razones para adelantar- 
nos a suprimir el monopolio en favor del Estado sobre determi- 
nados contratos de seguros es la entrada en vigencia del Trata- 
do de Asunción que, según algunos intérpretes, implica la des- 
aparición de algunos monopolios en la subregión por-la libre 
circulación de bienes, servicios, etcétera. 


¿El mantenimiento de un monopolio referido a accidentes 
de trabajo y enfermedades profesionales no es contradictorio 
con la interpretación planteada? ¿El mantenimiento del mono- 
polio no es contradictorio? Personalmente, en el peor de los 
casos -que sería la desmonopolización- soy partidario de man- 
tener este monopolio. Creo que no sería desatinado, porque es 
un interés del Estado, conservar el monopolio de seguros de 
fianza de contratos con el Estado que consta en un proyecto de 
ley sancionado por la Cámara de Representantes en 1990, Se 
refiere a las compras del Estado y este aspecto, si mal no 
recuerdo y así me lo confirma el señor Senador Cadenas Boix, 
se mantenía en el proyecto de ley de dicha Cámara. 


No estoy abogando contra el mantenimiento parcial de es- 
tos monopolios pero pregunto: ¿no es contradictorio con la 
tesis que sostiene, más allá de los argumentos -que respeto- de 
quienes creen que en cualquier caso, aunque no existiera el 
Tratado de Asunción, los monopolios en materia de seguros 
deben desparecer? Si uno de los argumentos que se nos plan- 
tean para apresurarnos a eliminar el monopolio del Estado en 
estos contratos es la aplicación casi inmediata de las disposi- 
ciones del Tratado de Asunción, seftalo que éste, según la inter- 
pretación del Poder Ejecutivo, barre también el monopolio re- 
ferido a seguros sobre accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales y, eventualmente, el de los seguros de fianzas en 


- los contrátos del Estado por sus adquisiciones, 


Consulto esto porque, obviamente, no soy el autor de esta 
iniciativa. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Desde mi punto de vista, creo 
que no existe -como lo señalaba el señor Senador Cassina- una 
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razón fundamental para mantener en el Banco de Seguros del 
Estado el monopolio sobre accidentes de trabajo. No me parece 
inconveniente que dicho monopolio también sea derogado por 
este proyecto de ley. 


SEÑOR ASTORI. - Algo me hacía pensar que el señor 
Senador Cadenas Boix iba a decir eso. 


SEÑOR RICALDON! - En relación con lo que señalaba el 
señor Senador Cassina, quien habla planteó la misma cuestión 
en el día de ayer. No obstante, pienso que este es un tema que 
debe insertarse en el artículo 2? y no en el 1%, quizás porque 
estando en lo personal de acuerdo con el texto del artículo 1%, 
discrepo sin embargo con lo que acaba de manifestar el señor 
Senador Cadenas Boix. Me parece que sí algo debe dar tranqui- 
lidad al asegurado, en una forma muy particular, es todo lo que 
tiene que ver con la materia laboral. Por lo tanto, estoy total- 
mente de acuerdo con que los seguros de accidentes de trabajo 
y enfermedades profesionales se contraten con el Banco de 
Seguros, puesto que aquí se trata de la influencia que puede 
tener el Estado en política social, cosa que me parece más 
difícil que lo pueda hacer una empresa privada. Repito que el 
tema tiene que regularse en el artículo 2* porque como dije en 
el día de ayer -y hoy he podido apreciar que, aparentemente, el 
señor Senador Cassina sustenta similar punto de vista- hay una 
evidentísima contradicción entre el artículo 1* que se olvida del 
MERCOSUR y reserva un monopolio “per sccula seculorum”, 
y un artículo 2* que dice exactamente lo contrario. De pronto, 
la discusión de este aspecto tenga una mejor ubicación al ingre- 
sar al estudio del siguiente artículo. 


Me queda la duda -y por ello me gustaría que se nos brinda- 
ra algún tipo de fundamentación- sobre la cuestión vinculada a 
las fianzas relativas a las compras que efectúe el Estado. Con- 
fieso que no recuerdo el contenido del proyecto analizado en la 
Cámara de Representantes en lo que refiere a este aspecto. 
Quisiera, por tanto, que el señor Senador Cassina nos aportara 
algún elemento de juicio del que carecemos. 


SEÑOR CASSINA. - En el artículo 12 del proyecto de ley 
aprobado por la Cámara de Representantes se dice que el segu- 
ro de fianza a que hace referencia el artículo 503 de la Ley :N* 
15.903 del 10 de noviembre de 1987, sólo podrá contratarse 
con el Banco de Seguros del Estado. 


Agrego como comentario a este texto, que refiere a las 
pólizas de fianza que se otorgan al mantenimiento de la oferta 
y del precio, que recuerdo -además, Icí la versión taquigráfica 
de la sesión respectiva- que cuando en 1991 la Comisión consi- 
deró esta iniciativa, el Banco de Seguros, por medio del enton- 
ces Presidente de su Directorio y actual compañero de trabajo, 
señor Senador Grenno, defendió este artículo en la medida en 
que no sólo significaba una Cartera de cierta envergadura sino, 
además, porque aquí podría sostenerse que en tanto se trata de 
contratos con el Estado, éste tiene un interés legítimo en que 
los seguros de fianza se contraten con esa institución, por las 
garantías que el Estado tiene a ese respecto. 
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SEÑOR GRENNO. - El último argumento a que aludió el 
señor Senador Cassina es el que siempre se tuvo en cuenta: el 
Estado por medio del Banco de Seguros tenía un respaldo muy 
especial en la fianza, cosa que fue tomada por la ley. 


A continuación, voy a referirme a las excepciones. Si bien 
la fianza lo es, hay otra que no está contenida en el proyecto de 
ley -aunque de pronto hay muchas más que no imagino y que 
terminan por desvirtuar la desmonopolización en sí misma- y 
que tiene que ver con los seguros facultativos que realiza el 
Banco. Me refiero a los seguros de nuestras represas, de nues- 
tras fuentes termoeléctricas, etcétera. La experiencia de los 
últimos tiempos, con o sin ley, nos dice que las empresas del 
Estado han querido contratar fuera del Banco de Seguros, pero 
se veían impedidas por ley, Recuerdo haber mantenido una 
serie de reuniones con los Presidentes de ANCAP y PLUNA, 
así como con integrantes del Directorio de UTE porque estos 
Organismos tenían la mejor intención de contratar en forma 
directa sus seguros, cosa que también sucedía en la Armada en 
lo que hace a sus buques. Inclusive, en el Banco está radicado 
un expediente por el que planteaban la necesidad de tener 
autonomía en esta materia. Quiere decir que si el Estado o sus 
administradores entienden que no es conveniente asegurar es- 
tos organismos en el Banco, a esta altura lo de la fianza pasa a 
ser una pequeña brisa dentro de lo que puede sacudir la Cartera 
global. Si aquí hay algo lógico a preservar es que el Estado, 
por medio de su empresa aseguradora, se asegure a sí mismo. 
Sin embargo, en la práctica no ha habido vocación aseguradora 
de la empresa pública, es decir, de que sea el Banco el que 
intervenga. ¿Por qué razón? Porque contratando directamente 
en el exterior, la empresa podía obviar los gastos de gestión del 
Banco y Otra serie de rubros que le encarecían el seguro. Si el 
elemento comparativo y de respaldo es el MERCOSUR -en 
este sentido vale como ejemplo que en la región no hay mono- 
polio de seguros en accidentes de trabajo, ya que en el caso de 
Argentina, que era la única que lo había puesto en práctica, las 
empresas privadas dejaron de lado ese tipo de contratos cuando 
no les fue bien- no habrá amparo para nadie. Si la argumenta- 
ción que hicimos con respecto a la fianza como respaldo del 
Estado no es trasladable a los propios bienes del Estado, que 
escapan del Banco de Seguros, menos trasladable aún será con 
relación a las finanzas, dado que nuestras naves, aviones, edifi- 
cios, puentes y represas no van a estar asegurados en el Banco 
oficial. Puedo asegurar a los señores senadores que mi expe- 
riencia en esta materia ha sido muy amplia. En ese sentido, 
quiero señalar que fue muy difícil convencer a las distintas 
Administraciones de que la ley debía cumplirse, por lo que el 
Banco era el encargado de la ejecución de sus seguros. 


A modo de ejemplo, puedo citar que el año pasado, o el 
anterior, PLUNA, por su parte, emitió una serie de comunica- 


“ dos a las empresas aseguradoras del mundo estableciendo su 


voluntad de asegurar directamente con ellas, en desconoci- 
miento absoluto de este tema. Obviamente, eso después ameri- 
tó un reclamo del Banco, 


De todas maneras, la voluntad genérica es que, en esta 
materia, cada cual se maneje con absoluta libertad. Aclaro que 
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esta no es mi opinión, sino solamente el reflejo de los hechos 
acaecidos durante los dos últimos años. 


SEÑOR BOUZA. - Voy a reiterar el concepto que tengo 
respecto a la incidencia de la integración de Uruguay al Trata- 
do de Asunción. 


Refiriéndonos al tema concreto de seguros, este Tratado 
implica que, una vez entrado en vigencia, en el Uruguay se 
pueden contratar seguros -si se mantuviera tal como está la 
legislación interna- con el Banco de Seguros del Estado y con 
las empresas aseguradoras de la región, es decir, de Argentina, 
Brasil y Paraguay. Por consecuencia, quienes quedarían exclui- 
dos de poder ser empresas aseguradoras son todas aquellas 
otras que se pudieran formar en el Uruguay. Esa es la discrimi- 
nación que se establece a partir de la vigencia del Tratado de 
Asunción, en caso de mantenerse la legistación actual con res- 
pecto al monopolio del Banco de Seguros del Estado en nuestro 
país. 


Por consecuencia, creo que si se mantuviera en este proyec- 
to el monopolio para el Banco de Seguros en lo que hace a los 
seguros de accidentes del trabajo, se daría la situación de que 
todos los otros seguros podrían contratarse desde el Uruguay 
con empresas argentinas, brasileñas o paraguayas, con el Banco 
de Seguros o con empresas uruguayas. En cambio, los riesgos 
de accidentes del trabajo sólo se podrían asegurar con el Banco 
de Seguros o con las empresas argentinas, paraguayas o brasile- 
ñas. 


El señor Senador Cassina se refirió al tema de la fianza para 
las ventas al Estado. En ese caso, se daría la misma situación 
que describo para los accidentes del trabajo. Es decir, estaría- 
mos excluyendo a las posibles empresas uruguayas asegurado- 
ras de la participación en la contratación de esos seguros, Como 
me parece que eso es injusto para con la posibilidad de realizar 
actividades de seguros en el Uruguay, creo que este proyecto 
debería establecer, en primer lugar, el principio de la libertad y 
de la libre competencia en la materia para todos los seguros. Es 
más; una disposición de la Ley de julio de 1926, modificando 
el artículo 1 de la Ley del 27 de diciembre de 1911 -que, a su 
vez, modificaba el artículo 1* de la Ley de abril del mismo 
año- estableció: “Declárase monopolio del Estado el contrato 
de seguros cubriendo todos los riesgos”. Es decir que esta Ley 
de 1926 dispuso que todos los riesgos eran monopolio del 
Estado. , 

Considero que lo que tendríamos que hacer ahora es una 
inversión de esa situación, a fin de dejar a todos los riesgos en 
régimen de libertad. De esa forma, nos estaríamos asegurando - 
valga la redundancia- de que no haya perjuicio para la posibili- 
dad de realizar actividades de seguros en el Uruguay. En deli- 
nitiva, en virtud del Tratado de Asunción, lo que no podemos 
hacer es impedir que empresas aseguradoras de los países so- 
cios del MERCOSUR realicen seguros en nuestro país. 


Luego, lo que a mi juicio debería establecerse es que, ade- 
más, quedan derogadas las normas de las Leyes de abril y 
diciembre de 1911 que supusieron el establecimiento de un 
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régimen de excepción -que tuvo carácter de provisorio, pero 
duró más de 80 años- para las empresas aseguradoras que ya 
existían en el Uruguay al momento de sancionarse el monopo- 
lío en favor del Estado, Por ejemplo, el artículo 2* de la Ley de 
abril de 1911 dispone que “el Poder Ejecutivo fijará, por decre- 
to, para cada clase de seguro, la fecha en que comenzará a 
hacerse efectivo el monopolio”. Y agrega que, “mientras tanto, 
las compañías, sociedades y agencias que hacen actualmente 
operaciones de seguros, podrán continuar funcionando con ca- 
rácter provisorio”, Cabe destacar que esa provisoriedad dis- 
puesta en abril de 1911 dura hasta hoy; bien se dice que las 
provisoriedades son las cosas más permanentes. 


Creo, señor Presidente, que debería hacerse una derogación 
expresa de estas normas que aparecen en la Ley de abril de 
1911, que se reiteran en la de diciembre del mismo año y que 
vuelven a figurar en el artículo 29 de esta última disposición, 
que establece que desde su promulgación, queda prohibido el 
establecimiento, así como el funcionamiento de nuevas compa- 
fifas, sociedades o agencias de seguros que operen en los ries- 
gos que se declaran monopolio del Estado. Agrega que las que 
hicieren otra clase de seguros, sólo serán autorizadas por el 


. Poder Ejecutivo, previo reconocimiento que harán ellas mis- 


mas del carácter precario de funcionamiento, 


A su vez, la Ley de julio de 1926, en su artículo 3%, dispone 
que se deroga el inciso segundo del artículo 29 de la Ley de 27 
de diciembre de 1911. Es decir que, simplemente, derogó el 
inciso segundo, dejando vigente el primero. 


Entonces -naturalmente, no he elaborado una redacción en 
este sentido; creo que el señor Senador Cadenas Boix se estaba 
encargando de eso- para hacer una presentaciódn más prolija, 
en primer lugar, habría que declarar el principio de la libertad, 
así como las leyes de 1911 declaraban el principio del monopo- 
lio. En segundo término, habría que establecer las derogaciones 
expresas de las normas que dispusieron el monopolio y el sub- 
secuente oligopolio en favor de aquellas empresas aseguradoras 
que ya participaban en el mercado antes de 1911, 


SEÑOR CADENAS BOLX. - El señor Senador Bouza me 
había hecho llegar sus inquietudes sobre este tema antes de 
exponerlas en el seno de la Comisión. Creo que sus comenta- 
rios son acertados en cuanto a la consagración del principio de 
la libertad y en lo que hace a aventar toda duda de que, en 
manera alguna, va a subsistir el oligopolio en materia de cele- 
bración de contratos de seguros. 


Por lo tanto, y a fin de contemplar esas inquietudes del 
señor Senador Bouza, redacté un segundo inciso -que se agre- 
garía al primcro- que no establece la derogación expresa de las 
normas, tal como lo había sugerido el señor Senador. Aclaro 


que no me opongo a esa solución, pero me parece que este 


inciso igualmente la contempla. 


Diría así: “En consecuencia, el contrato de seguros será 
otorgado en régimen de libre concurrencia, sujeto solamente a 
las limitaciones que establece la presente ley y aquéllas que, dentro 
del límite de sus competencias, establezca la reglamentación”. 
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Creo que con esta redacción queda contemplada la inquie- 
tud y, si se considera del caso, no tendría inconveniente en que 
se establezca una derogación expresa y minuciosa de las nor- 
mas que puedan consagrar, de alguna manera, el monopolio o 
el oligopolio establecidos por las leyes de 1911 y 1926. 


SEÑOR BOUZA. - A pesar de que comparto el texto pro- 
puesto por el señor Senador Cadenas Boix, preferiría que en el 
texto del proyecto de ley se hiciera una mención expresa a la 
situación consecuente de las Leyes del oligopolio antes men- 
cionadas, lo que quedaría terminado con esta norma. Asimis- 
mo, no estoy totalmente de acuerdo con establecer que la regla- 
mentación fijará los límites, sino que preferiría que fueran los 
que determine la misma ley. 


Seguidamente, me voy a referir a una de las reflexiones 
realizadas por el señor Senador Grenno, en virtud de su expe- 
riencia en la administración del Banco de Seguros del Estado. 
Si el propio Estado uruguayo O empresas estatales de nuestro 
país se han resistido a celebrar contratos de seguros con el 
Banco de Seguros del Estado, tenemos que ver hasta dónde 
llega la discriminación. El Estado ha podido escapar de la 
limitación que imponen las leyes concediendo el monopolio de 
dicho Banco, pero no lo ha podido hacer el resto de los ciuda- 
danos uruguayos. En consecuencia, el Estado nos está marcan- 
do el camino por el cual tenemos que transitar, para que todos 
tengan las mismas oportunidades y libertades que él se ha to- 
mado por sí mismo. 


Además, y en virtud de la preocupación manifestada por el 
señor Senador Cassina, si existe la voluntad política de parte 
del Estado -a través de empresas como UTE, PLUNA, ANTEL 
o el propio Estado central- de cubrir sus riesgos celebrando 
contratos con el Banco de Seguros del Estado, pienso que esta- 
blecer en este proyecto de ley la libertad, no le quita a él oa 
sus empresas, la posibilidad de realizarlos -en ese marco de 
libertades- con dicha Institución. Tal como lo señalaba el señor 
Senador Grenno, aun no teniendo esa libertad por las leyes de 
1911, las empresas del Estado estaban celebrando contratos 
fuera del Banco de Seguros del Estado, 


SEÑOR GRENNO. - Se intentaron, señor Senador. 


SEÑOR BOUZA.- Entonces, ello está aún más en favor de 
mi tesis, Por ejemplo, PLUNA sintió que podía tener una ma- 
yor seguridad celebrando contratos con otras empresas asegura- 
doras que no fuera el Banco de Seguros del Estado, 
F 


La esencia del concepto que pretendo defender, es que a 
través de la libertad, le vamos a dar la mejor oportunidad al 
Estado uruguayo, a sus empresas y a todos sus habitantes de 
poder elegir dónde van a cubrir sus riesgos de la mejor manera. 
Reitero que, en el marco de esa libertad, tanto los uruguayos 
como el Estado y sus empresas, podrán elegir, ejerciendo su 
libertad, celebrar su contrato de seguros con el Banco de Segu- 
ros del Estado, u otras empresas si consideran que éstas van a 
cubrir sus riesgos de otro modo. 


Por lo tanto -y de acuerdo con mi interpretación- el artículo 
1%, que contiene la presentación del proyecto de Icy, no tiene 
que ir por la negativa sino por la afirmativa. Entonces, en lugar 
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de decir “Derógase el monopolio”, debería decir “Establécese 
la libertad” porque, en definitiva, es compatible con las dispo- 
siciones constitucionales que organizaron a la sociedad urugua- 
ya sobre la base de la libertad en todas las actividades. Como 
excepción, tendría que establecerse que la ley, por mayorías 
especiales, podría limitar esa libertad, concediendo monopolios 
y restringiendo las libertades. 


Luego, en el desarrollo de ese concepto central, habría que 
señalar cuáles son las derogaciones expresas que se hacen a 
las Leyes de 1911 y 1926, en tanto que ellas limitaron la 
libertad, y que trajo como consecuencia la concesión de un 
espacio de exclusividad- no en el marco de la competencia 
libre- a las empresas que ya realizaban seguros en el mercado 
uruguayo, a la fecha de 1911. 


A mi juicio, ese sería un ordenamiento más lógico de los 
conceptos que plantea este proyecto de ley. 


SEÑOR ASTORI. - En relación con lo planteado por el 
señor Senador Bouza, si bien no pretendo reabrir una nueva 
polémica, no quisiera permanecer en silencio cuando se está 
proponiendo establecer, por la vía de la ley la libertad y la libre 
competencia, en un mercado que es, quizás, uno de los más 
grandes ejemplos en el mundo que carece de esas característi- 
cas. 


El mercado de seguros en el mundo es uno de los testimo- 
nios más restallantes de concentración económica. Por supues- 
to, a nivel internacional, esto se palpa a simple vista y median- 
te las estadísticas, quienes han podido estudiar este tema lo 
habrán comprobado. Por lo tanto, resultaría contradictorio que 
se establezca por la vía de la ley, algo que los hechos desmien- 
ten permanentemente, Estoy de acuerdo con que el régimen 
uruguayo, hasta el presente, le ha concedido un monopolio a 
una institución pública; pero no se piense que por la deroga- 
ción del mismo, vamos a pasar a uno de libertad, ya que no 
será así. Sin duda, no habrá excepciones para los potenciales 
usuarios de un servicio de este tipo más que las que permiten 
esa concentración que, de hecho, existe en el mercado y que no 
serán articuladas mediante una ley uruguaya. 


Aclaro que me he visto impulsado a hacer estos comenta- 
rios, simplemente para dejar la constancia de un concepto ya 
expuesto. Reitero que, si hay un mercado de bienes y de servi- 
cios en el mundo que demuestre incontestablemente esta ten- 
dencia a la concentración, es el de seguros. 


SEÑOR RICALDONI. - Antes que nada, quiero decir que 
no estoy de acuerdo con la idea de que las empresas públicas 
del Estado uruguayo, con arreglo al régimen vigente, estén 
impedidas -salvo que exista una disposición que desconozca- 
por la normativa vigente, de contratar riesgos fuera del país. 


* Por ejeniplo, un avión uruguayo que estuviera transitando entre 


Buenos Aires y Lima, podría contratar un seguro fuera de la 
órbita del Banco de Seguros del Estado, ya que sería un riesgo 
que no ocurriría en nuestro territorio. Incluso, eso resultaría de 
las Leyes de 1911. Ese punto me parece muy claro, pero para 
entender bien este tema hay que centrarlo dentro de los riesgos 
que pueden darse en el territorio de la jurisdicción uruguaya, y 
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no otros. No veo ningún impedimento para que un petrolero 
uruguayo contrate un seguro para realizar un viaje en el exterior, 


Tal como está redactado este artículo, me plantea una sola 
duda que no es de redacción, sino con respecto a las fianzas 
vinculadas con las compras del Estado, tal como lo ha señalado 
el señor Senador Cassina. Me gustaría saber por qué se incluyó 
este punto -supongo que habrá sido en una Rendición de Cuen- 
tas porque así lo indica su numeración aunque no me opondría 
en incorporar junto con los accidentes de trabajo y las enferme- 
dades profesionales, la fianza del Estado. 


Reitero que el resto de la discusión debe apuntar a los otros 
artículos; éste lo votaría tal como está, sin descartar lo que ha 
señalado el señor Senador Cassina, 


SEÑOR PRESIDENTE, - Quisiera hacer dos comentarios. 
En primer lugar, con respecto a los accidentes de trabajo y a las 
enfermedades profesionales; aclaro que soy partidario del man- 
tenimiento de esta excepción en el proyecto de ley por dos 
razones. La primera es por la magnitud que estas Carteras tie- 
nen dentro de la funcionalidad del Banco, tal como nos lo 
explicó días pasados el señor Senador Grenno, en el sentido de 
que desde el punto de vista del Banco son importantes. Como 
en este momento quitaremos ciertos monopolios o ventajas que 
tiene el Banco en su competencia, me parece oportuno conser- 
var Carteras que desde ese punto de vista son interesantes. La 
segunda razón, que merece mayor importancia, consiste en que 
es fundamental que por la naturaleza social de los riesgos cu- 
biertos, sea el Estado el que provea, en todas las circunstancias, 
una cobertura fuera de otra área, 


SEÑOR GRENNO. - En mi opinión, no deberíamos afiliar- 
nos demasiado a la función social, porgue en el momento en 
que votemos este artículo, lo haremos también con la jubila- 
ción privada. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Con respecto al artículo 1%, soy 
partidario del mantenimiento de las referencias a estas dos ex- 
cepciones, por razones de economía del Banco y por el carácter 
social de los riesgos que cubre, ya que el Estado debe asegurar 
a la sociedad que estarán cubiertos en toda circunstancia. 


En cuanto al tema de las jubilaciones a que hizo referencia 
el señor Senador Grenno, quiero manifestar que sería posible 
que alguien tomara un tipo de seguro privado para prever el 
riesgo de vejez pero, en todo caso, tendría el carácter adicional 
del obligatorio del Estado para el que deben servirse las presta- 
ciones correspondientes. 


En segundo término, quería hacer referencia a las expresio- 
nes del señor Senador Bouza, en cuanto a una nueva formula- 
ción del artículo. Al respecto, diré que no me opongo a la 
misma, puesto que estoy de acuerdo con el texto del artículo 
que procura reafirmar lo que señala el señor Senador. Aunque 
podría acompañar una disposición de esa naturaleza, estoy en 
condiciones de votar el artículo con la redacción actual ya que 

“entiendo que nuestro régimen constitucional prevé como norma 
general la libertad, de manera que las excepciones a este régi- 
men deben estar establecidas en las leyes por razones de interés 
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general. En el caso de los monopolios, sería a través de una ley 
que los establece, en el sentido de que si estos son derogados, 
automáticamente, recobra el artículo 8%, de la norma constitu- 
cional recobra su plenitud. Entonces, hace viable que cualquier 
persona pueda dedicarse a esta actividad. 


En lo que se refiere a aquellas normas de carácter transito- 
rio, previstas en la legislación inicial de creación del régimen 
vigente, el riesgo de una implantación por vía administrativa de 
los monopolios, no existiría desde el momento que, por un 
lado, la ley básica estaría derogada por el artículo 1*, tal como 
está redactado. Aunque hubiera dudas sobre ese punto, la Ley 
de 1930 dejó sin efecto todas las normas que habilitaban al 
Poder Ejecutivo a implantar por la vía administrativa los mono- 
polios que hubieran sido creados anteriormente. De modo que 
esa facultad que se previó inicialmente, no dispone la habilita- 
ción en este momento. 


Concluyo mi intervención diciendo que estoy en condicio- 
nes de votar este artículo aun con la redacción actual y que 
tampoco me opongo a que haya derogación expresa de algunas 
normas, a condición de que no queden dudas del efecto deroga- 
torio pleno -aun tácitamente- que tiene la redacción del actual 
artículo. Consulto al scñor Senador Bouza si podría añadirse 
una norma final del artículo 1%, que establecicra derogaciones 
expresas, porque como el artículo comienza con la palabra 
“derogación” parecería el lugar adecuado para incluirlas, 


SEÑOR BOUZA. - A mi juicio, el articulado debería co- 
menzar con un artículo 1* que dijera: “Declárase libre la cele- 
bración de contratos de seguros sobre todos los riesgos”, El 
artículo 2* establecería: “Deróganse todas las disposiciones que 
establecen monopolios de contratos de seguros en favor del 
Estado, especialmente las contenidas en el artículo 1? de la Ley 
de diciembre de 1911 y el artículo 1* de la Ley de 1926”. Creo 
que las derogaciones tienen que ir en ese orden, tal como ve- 
nían del Poder Ejecutivo, El artículo 3* diría que se derogan las 
disposiciones que permitieron a algunas empresas celebrar con- 
tratos de seguros en régimen de exclusividad, quedando por 
tanto libre la actividad en esta materia, especificando, desde 
luego, el número de dichas disposiciones. 


A mi juicio, ese debería ser el encabezamiento del articula- 
do, para que quede absolutamente claro el propósito del pro- 
yecto. Naturalmente, no digo que la redacción enviada por el 
Poder Ejecutivo sea confusa, pero me parece mucho más explí- 
cita la que estoy proponiendo. Si bien me avengo a las ideas 
mayoritarias de la Comisión, creo que la redacción sugerida 
contemplaría -expresando una mayor claridad- tanto a quienes 
estamos a favor como a aquellos que están en contra de la 
iniciativa. y 


SEÑOR CASSINA. - Considero que quizá como método de 
trabajo y votación se podría mantener la redacción del inciso 
primero del artículo 1%, tal como consta en la primera parte del 
artículo 1? del proyecto del Poder Ejecutivo. Deseo aclarar que 
no voy a acompañar con mi voto el texto propuesto por el 
señor Senador Bouza. En tai sentido, existiría un inciso o un 
artículo 2* que establecería excepciones que contemplaría Jas 
inquictudes de aquellos señores senadores que creen que aún 
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aprobando el artículo 1* debe dejarse constancia de determina- 
das excepciones. Esto es válido para quienes no aprobándolo 
debemos esforzamos con el fin de establecer algunas excep- 
ciones, analizando previamente si existe mayoría para aprobarlas, 


Personalmente -y partiendo de la base de que en la Comi- 
sión existe mayoría para derogar con una u otra redacción los 
monopolios que indican leyes en materia de seguros- sería par- 
tidario de establecer, ya sea como un inciso segundo o como 
artículo 2*, la excepción. La misma sería, en primer lugar, para 
todos los contratos de seguros que celebren los organismos 
estatales y paraestatales. En segundo término, para los relativos 
a accidentes de trabajo y enfermedades profesionales contem- 
plados en la Ley N* 16.074. Por último, para el contrato seguro 
de fianza a que refiere el artículo 503 de la Ley N* 15.903, los 
que sólo podrán contratarse con el Banco de Seguros del Estado. 


El señor Presidente acaba de manifestar que es partidario de 
mantener en el Banco de Seguros del Estado el seguro de 
accidentes de trabajo y enfermedades profesionales. En todo 
caso, más adelante veríamos la manera en que el texto legal 
vaya adquiriendo forma, pero, me parece que a esta altura, no 
sería razonable poner a votación el texto del proyecto de ley tal 
como viene del Poder Ejecutivo. Digo esto, porque está consti- 
tuido por un único párrafo y creo que solamente el señor Presi- 
denle, a diferencia de los demás señores senadores, está de 
acuerdo con el mismo, 


Reitero, que considero propicio como método de trabajo 
que se vote como artículo 1% o inciso primero del artículo 1*, un 
texto que derogue genéricamente los monopolios. Obviamente, 
se tendrán en cuenta las precauciones señaladas por el señor 
Senador Bouza y que el mismo será votado por quienes este- 
mos de acuerdo, Como inciso segundo del mismo artículo se 
redactaría un texto que establezca las excepciones a esa dispo- 
sición. 


En resumen, voy a proponer un texto que exceptúe de la 
desmonopolización los contratos de seguros que celebren todos 
los organismos estatales, los de accidentes de trabajo y enfer- 
medades profesionales, así como los del contrato de fianza a 
que hace referencia el artículo 503 de la Ley N* 15.903, todos 
los cuales deberán contratarse con el Banco de Seguros del 
Estado. 


SEÑOR ASTORI. - Es de conocimiento de todos los inte- 
grantes de esta Comisión nuestra posición contraria a este pro- 
yecto de ley y, en particular, a su artículo 1%. Sin embargo, 
quisiera dejar constancia de que respaldamos la propuesta del 
señor Senador Cassina, porque nos parece que dentro de lo 
negativo que entraña el proyecto, es esta la solución que menos 
perjudica al país. 


SEÑOR ZUMARAN. - Quisiera plantear las dudas que me 
surgen a los autores de las iniciativas que estamos analizando, 
es decir, de la del proyecto del Poder Ejecutivo así como de la 
planteada por el señor Senador Bouza. 


En el proyecto de ley que se nos propone se derogan los 
seguros que, aparentemente, tendrían que reunir dos condicio- 
nes. La primera de ellas, que hayan sido otorgados a favor del 
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Estado y, la segunda, que sean ejercidos por el Banco de Segu- 
ros del Estado, Esto último me parece muy relevante, ya que 
deja fuera de la derogación el monopolio otorgado al Estado, 
pero que no es ofrecido por el Banco de Seguros del Estado, 
Este es el caso que planteaba el señor Senador Grenno, en 
cuanto al régimen jubilatorio o seguro de desempleo. Conside- 
ro que es importante dejar en claro que lo que se desmonopoli- 
za son los seguros, que han sido conferidos a favor del Banco 
de Seguros del Estado o que son ejercidos por éste. Nos parece 
que en la redacción sustitutiva se propone derogar los monopo- 
lios a los seguros otorgados a favor del Estado. Afirmando el 
principio de libertad, consideramos que esto podría darle una 
interpretación distinta a la nuestra. Por lo tanto, pensamos que 
la redacción sugerida por el señor Senador Bouza es mucho 
más amplia que la del proyecto de ley proveniente del Poder 
Ejecutivo, Creo entender que lo que pretende el proyecto es 
derogar los monopolios ejercidos por el Banco de Seguros del 
Estado y no otros. En consecuencia, la modificación que esti- 
mo conveniente sería que se establecieran los monopolios con- 
feridos por el Banco de Seguros del Estado y eliminar los 
referentes al Estado. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Quisiera dejar en claro al 
señor Senador Zumarán que la redacción propuesta por el se- 
ñor Senador Bouza obedece a la forma en que está redactada la 
Ley del año 1926, que, en su artículo 1%, dice declárase mono- 
polio del Estado el contrato de seguro, cubriendo todos los 
ricsgos. Como en este proyecto de derogación de monopolios 
se está refiriendo sola y exclusivamente a los contratos de 
seguros, necesariamente van a quedar fuera sistemas estatuta- 
rios, como lo son el seguro de desempleo y el que se cubre a 
través de los Institutos de Previsión Social, 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR ZUMARAN. - Le agradezco la aclaración al señor 
Senador Cadenas Boix. De todos modos, preferiría que en la 
redacción se acotara el tema a los contratos de seguros cuyo 
monopolio ha sido concedido en beneficio del Banco de Segu- 
ros del Estado. Reconozco que la ley del año 1926 establece 
esta definición genérica. 


SEÑOR BOUZA. - Si me permiten, desearía complementar 
la respuesta del señor Senador Cadenas Boix a la interrogante 
del señor Senador Zumarán. 


El Capítulo 1 de la Ley de 1911, refiere al monopolio de 
seguros del Estado. 


Por su parte, el artículo 8* del Capítulo II -bajo la denomi- 
nación de Banco de Seguros del Estado- Capital-domicilio- 
expresa lo siguiente: “Bajo la denominación de *Banco de Se- 
guros del Estado' el Poder Ejecutivo establecerá y hará funcio- 


- nar una institución con el cometido especial y exclusivo de 


realizar todos los seguros a que se refiere el artículo 1%, los 


cuales podrá hacer antes de que se fije por decreto la fecha en 


que algunos de ellos serán monopolizados por el Estado”. 


Como decía el señor Senador Cadenas Boix, al hacer refe- 
rencia a las disposiciones iniciales -es decir, a los dos primeros 
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artículos de las Leyes de 1911, en los que se hablaba única- 
mente de monopolio en manos del Estado- no estábamos alu- 
diendo a las normas siguientes en las que dicho monopolio se 
concede en exclusividad al Banco de Seguros. 


No tengo inconveniente de que en la derogación se haga la 
expresa aclaración de que se refiere al monopolio que aquellas 
disposiciones le concedieron al Estado y que le otorgaron el 
ejercicio en exclusividad al Banco de Seguros. 


SEÑOR ZUMARAN. - Me parece que esta segunda pro- 
puesta del señor Senador Bouza es aceptable, Por eso decía 
que, a mi juicio, en el proyecto de ley remitido por el Poder 
Ejecutivo, a fin de determinar los seguros que se derogan, es 
necesario atender a dos aspectos, es decir, que el monopolio 
haya sido concedido al Estado y el ejercicio al Banco de Segu- 
ros. Si dicho ejercicio fue otorgado a otra institución, significa 
que no está derogado. Es verdad lo que dice el señor Senador 
Bouza, o sea, que el artículo 19 de la Ley de diciembre de 
1911, comienza expresando: “Declárase monopolio del Esta- 
do”. Luego agrega: “el contrato de seguros cubriendo los ries- 
gos”, especificando cuáles son. Por lo tanto, se puede observar 
que hay una circunscripción a ciertos riesgos. 


SEÑOR BOUZA. - La Ley de 1926 abarca todo. 


SEÑOR ZUMARAN. - Pero tiene una redacción que, a mi 
juicio, desde esta perspectiva, es poco feliz. 


De todos modos, creo que si se exige el ejercicio por parte 
del Banco de Seguros del Estado, queda a salvo la duda de cuál 
es el alcance. Se incluyen los seguros estatutarios, colectivos o 
de naturaleza social que están fuera de la derogación. 


Si se aprueba este proyecto de ley tal como fue remitido por 
el Poder Ejecutivo, ¿a partir de cuándo comienza a regir esta 
derogación? En caso de aceptarse la redacción propuesta por el 
señor Senador Bouza, ¿cuándo se empieza a aplicar el nuevo 
régimen de libertad? A tenor del artículo 1%, ello es inmediato. 
De acuerdo con lo que establece el artículo 3%, se exige el plazo 
de un año a contar desde la fecha de reglamentación referida en 
esta disposición. Esto tiene que ver con el cumplimiento por 
parte del Banco de Seguros y de las compañías aseguradoras 
que actualmente operan en el país, los que deberán ajustarse al 
nuevo régimen. 


Me parece más claro determinar en la ley cuándo empieza a 
regir el nuevo régimen de libertad. Creo -lo planteo en un tono 
de duda- que ello no está claramente establecido en la redac- 
ción actual. 


SEÑOR RICALDONI. - Se trata del mismo sistema de 
entrada en vigencia de una ley contenida en la Rendición de 
Cuentas del año pasado, relativa a algunas normas jubilatorias. 
Concretamente, entran en vigencia a los dos años de dictada la 
correspondiente reglamentación por parte del Poder Ejecutivo. 
En función de lo que se votó en el Parlamento el año anterior, 
no comenzó a correr el plazo de vigencia, ya que esa ley no se 
reglamentó. Por lo tanto, es el mismo mecanismo que se esta- 
blece en este caso. 
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Confieso que no es uno de los procedimientos que más me 
atraen; en realidad, me parece que está mal que un legislador 
no sepa cuándo comienza a regir una ley lo que, en definitiva, 
queda en manos del Poder Ejecutivo. Este, en cualquier mo- 
mento, puede incumplir una ley válidamente, porque ésta se lo 
permite en forma indirecta. 


SEÑOR ZUMARAN, - Me parece que sería más claro decir 
que el nuevo régimen entrará en vigencia a partir de una fecha 
o plazo determinado. Pero esta fórmula indirecta no sólo está 
supeditada a la reglamentación, ya que lo que se subordina al 
plazo de un año a contar de la fecha de la reglamentación, es 
que el Banco de Seguros del Estado y las compañías asegura- 
doras deberán ajustarse al nuevo régimen legal. En realidad, no 
se indica que el régimen de libertad o la derogación va a operar 
a partir de cierta fecha. Pienso que esta sería la mejor forma de 
entendernos en idioma español. 


Creo que el tema, más que a una fecha, está indisoluble- 
mente unido a los aspectos que fueron tratados en el día de hoy 
con los delegados del Banco Central. Reitero que no se trata 
sólo de una fecha sino de que el Banco Central esté en condi- 
ciones de ejercer el contralor del nuevo sistema. En ese caso, 
no debería ponerse en marcha este mecanismo que, además, 
coincide con la fórmula contenida, según creo, en la Ley de 
diciembre de 1911. Entonces, se fue haciendo el procedimiento 
inverso, es decir, que se pasó al régimen de monopolio, no de 
inmediato, ya que fue previsto una vez cumplidas determinadas 
exigencias. 


En consecuencia, me parecería un error estampar un artícu- 
lo 1% con una definición tan rotunda, no siendo claros en la 
determinación de la fecha y, sobre todo, en cuanto a las condi- 
ciones que deben regir en Uruguay para poder hacer efectivo 
un régimen de libre concurrencia. . 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Si me permiten, voy a respon- 
der la segunda pregunta del señor Senador Zumarán, ya que la 
primera, a mi juicio, ya ha sido contestada, 


Lo que se desea indicar en este proyecto de ley es que la 
vigencia de la derogación de los monopolios comienza a regir 
una vez reglamentados y establecidos los sistemas de contralor. 
El señor Senador Grenno, fuera de sesión, me planteó inquietu- 
des similares, que comparto. 


Si existen dudas en el seno de la Comisión, no tendría 
inconveniente en supeditar la entrada en vigencia de la deroga- 
ción de los monopolios a que el Poder Ejecutivo dicte la regla- 
mentación correspondiente y el Banco Central organice la Su- 
perintendencia, estableciéndoles un plazo a ambos dentro del 
cual deberán elaborar la reglamentación y tener en pleno fun- 
cionamiento los sistemas de contralor de la Superintendencia. 


Creo que.no habría problema. Es cuestión de encontrar la re- 


dacción adecuada y determinar el plazo a fijar. 


SEÑOR CASSINA. - Se me ocurre que en la hipótesis de la 
consagración de los monopolios que hoy rigen en favor del 
Estado, debería tenerse en cuenta no sólo la necesidad del 
Estado de una previa reglamentación del Poder Ejecutivo y de 
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la organización del Banco Central en lo que hace a las funcio- 
nes de la Superintendencia, sino también de lo que podría 
considerarse un plazo imprescindible de adaptación del Ban- 
co de Seguros del Estado al nuevo régimen, en la medida en 
que -quien habla está esperando todavía y posteriormente pre- 
sentaré una moción de procedimiento- deben elaborarse textos 
por parte de dicha Institución que, de alguna manera, le permi- 
te ejercer sus cometidos dentro de un régimen de libre compe- 
tencia, 


Como se recordará, en la sesión en que concurrió a la 
Comisión, el Banco planteó la necesidad de tener algunas 
normas y, concretamente, solicité -la Comisión lo hizo suyo y 
se ha reiterado- que nos hicieran llegar algunos textos que 
consideren convenientes, que posteriormente la Comisión los 
hará suyos o no. 


Además, debemos tener en cuenta que puede existir la ne- 
cesidad de un plazo, no sólo para elaborar la reglamentación y 
para que el Banco Central asuma sus cometidos, ejerza los 
poderes jurídicos correspondientes y dicte las regulaciones que 
considere necesarias, sino también para que el Banco de Segu- 
ros se adapte. 


SEÑOR ZUMARAN. - La disposición que he Icído a este 
respecto se refiere a que al hacerse el proceso de estableci- 
miento de los monopolios hubo cierto gradualismo. El artículo 
2* de la Ley de abril de 1911 dice: “El Poder Ejecutivo fijará, 
por decreto, para cada clase de seguro, la fecha en que comen- 
zará a hacerse efectivo el monopolio. Mientras tanto, las com- 
pañías, sociedades y agencias que hacen actualmente operacio- 
nes de seguro podrán continuar funcionando con carácter pro- 
visorio”. Es decir que al fijarse el proceso para hacer efectivos 
los monopolios se estableció una graduación para cada tipo de 
seguros, de modo de permitir la necesaria adaptación -a que se 
refería el señor Senador Cassina y que olvidé expresar al seña- 
lar el problema de los plazos- de toda empresa a un nuevo 
marco jurídico. 


A mi juicio, sería conveniente ahora establecer el mismo 
procedimiento y determinar las tres condiciones: fijar la regla- 
mentación, poner en marcha por parte del Banco Central un 
sistema de contralor que comience a funcionar ahora sobre las 
compañías de seguro privadas que ya existen y sobre el propio 
Banco para que empiece a registrarse cierta experiencia dentro 
del nuevo sistema y solicitar al Banco de Seguros del Estado 
que nos informe sobre las' medidas que necesita adoptar para 
adaptarse al nuevo régimen y el tiempo que precisará. No digo 
que quienes propulsan esta idea vayan a votar el plazo que 
proponga el Banco de Seguros del Estado, porque quizá sea 
demasiado largo, pero me parece elemental, sobre todo tralán- 
dose de una empresa del Estado creada en 1911, que se otorgue 
cierto plazo para adaptarse a un cambio tan sustancial de las 
reglas de juego como es este, 


SEÑOR RICALDONI. - En este tipo de intercambios de 
ideas, que me parece muy importante -y lo digo verdaderamen- 
te convencido- a veces me asaltan las dudas, porque se habla 
de un sustancial cambio de régimen. 
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En este momento, estamos discutiendo una desmonopoliza- 
ción que, en la práctica, únicamente se refiere al sector de 
automotores, porque vida, fuego y hurto, están en un régimen 
de oligopolio, Creo que no se conmovería a la opinión pública 
del país y al sistema político si dicho oligopolio se desmonopo- 
lizara con respecto a esos 3 riesgos. 


Al hablarse de la sustancial transformación que tendrá que 
afrontar el Banco, me pregunto si no estamos pensando en las 
técnicas en su gestión. No es que cambie el regimen porque 
¿qué seguros realmente importantes está haciendo el Banco en 
este momento que se verían afectados por este proyecto de ley 
además del de automotores? Si existe algún otro seguro, no lo veo. 


Lo que el Banco necesita es tiempo, no para elaborar reglas 
de juego distintas sino para adecuarse a su gestión, lo que 
podría haberse iniciado antes de comenzar a discutir este pro- 
yecto de ley. Considero que se magnifica este tema relaciona- 
do con los cambios que se darán en materia de seguros de 
automotores. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Estoy de acuerdo con los 
señores Senadores Zumarán y Cassina en cuanto a que la dero- 
gación de los monopolios entraría a regir una vez reglamenta- 
dos y estructurados los sistemas de control por parte del Banco 
Central y que el plazo para que el Poder Ejecutivo y éste 
dictaran la reglamentación correspondiente se establecería en 
la ley. 


Por otra parte, los señores senadores han agregado otro 
elemento: la situación del Banco de Seguros del Estado. Me 
parece muy legítimo el planteo, siempre y cuando éste se ade- 
cue a las nuevas circunstancias dentro del plazo que se estable- 
ce para que el Poder Ejecutivo y el Banco Central dicten su 
reglamentación y establezcan los sistemas de control. Inclusi- 
ve, soy partidario de fijar un plazo de un año para que las 
compañías se adapten y precisamente, lo que ese artículo esta- 
blece es que las compañías se adaptarán al nuevo régimen 
dentro del plazo de un año de dictada la reglamentación. Sin 
embargo, de lo que se trata aquí es de que la reglamentación se 
va a dictar dentro del plazo de equis días de aprobada la ley, 
que el Banco Central estructurará un sistema de control de que 
el Banco de Seguros del Estado adoptará medidas para entrar a 
concurrir en el mismo plazo que regirá para aquél, Es probable 
que tanto al Banco Central como a nosotros nos pueda parecer 
que ese plazo es un tanto escaso, ya que no es fácil transformar 
una empresa monopólica en una de libre concurrencia; pero no 
debemos olvidar que allí entra a regir un principio que esbocé 
algunas sesiones atrás y que, particularmente, en la anterior, el 
señor Senador Bouza dejó sentado de manera irreversible: el 
conflicto de intereses que existe entre el usuario del servicio y 
un organismo del Estado que ha sido creado para servir a la 


- sociedad. Todos sabemos que en la actualidad esto se está 


haciendo mal y, por lo tanto, ese conflicto debe fallarse en 
beneficio del usuario. 


SEÑOR GRENNO. - Ante todo, pido excusas a la Comi- 
sión porque me veo obligado a retirarme, y así se lo había 
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manifestado al señor Presidente. Quisiera participar en la vota- 
ción del artículo y no sé si el método de trabajo de la Comi- 
sión, me puede amparar. 


Por otro lado, y con respecto a la afirmación que ha hecho 
el señor Senador Cadenas Boix, debo señalar que como medida 
precautoria entiendo que hay que reglamentar el mercado de 
seguros del Banco con independencia del beneficio del usuario, 
Digo esto porque, de pronto, podría ocurrir que en caso de que 
se desmonopolice el mercado y aumenten las primas, luego, 
con el mismo argumento, se nos diga que tenemos que volver 
al monopolio. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Precisamente, al final de mi 
intervención tenía pensado proponer la votación del artículo 1* 
con una redacción sustitutiva que haría llegar a la Mesa. Enton- 
ces, si la Comisión lo entiende conveniente, estoy dispuesto a 
invertir el orden, proponiendo en primer lugar el texto de este 
artículo y, posteriormente, me referiría a algunas otras conside- 
raciones sobre el tema, fundamentalmente, en lo que hace a las 
derogaciones, como forma de contemplar las observaciones plan- 
teadas por el señor Senador Bouza. 


SEÑOR PRESIDENTE. - De acuerdo, señor Senador. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - La redacción que sugiero para 
el artículo 1% es la siguiente. El inciso 1* diría: “Deróganse 
todas las disposiciones que establecen monopolios de contratos 
de seguros a favor del Estado y que son ejercidos por el Banco 
de Seguros del Estado”. Hasta aquí se transcribe la primera 
parte del artículo 1% del proyecto enviado por el Poder Ejecuti- 
vo que enfoca el tema desde el punto de vista de las leyes de 
1911 y 1926. 


Por su parte, el inciso 2* establecería: “En consecuencia, el 
contrato de seguros será otorgado en el régimen de libre concu- 
rrencia sujeto solamente a las limitaciones que establece la 
presente ley y a aquéllas que dentro del límite de sus compe- 
tencias establezca la reglamentación”. 


Me explico. Se ha hablado de mantener algunos monopo- 
lios para el Banco de Seguros; si bien no estoy de acuerdo con 
esto, reconozco que podrían contar con cierta mayoría. 


Las otras limitaciones $on las que sujetan a las compañías 
de seguros y, por tanto, al régimen de otorgamiento de contra- 
tos de este tipo al contralor de la Superintendencia del Banco 
Central que, a su vez, está facultada por esta ley a aplicar 
disposiciones de la Ley de Intermediación Financiera. 


Agrego “y a aquéllas que dentro del límite de sus compe- 
tencias establezca la reglamentación”, a fin de que si la Admi- 
nistración se siente tentada -cosa que muchas veces ocurre- a 
traspasar los límites de su competencia, la ley se lo impida. 


SEÑOR RICALDONI. - Voy a referirme a la propuesta del 
señor Senador Cadenas Boix, 
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Adelanto que estoy en condiciones de votar lo que el señor 
Senador llama primer inciso del artículo 1%, no obstante, creo 
que el 2* requiere alguna reflexión. 


A primera vista, no me gusta que se diga que las limitacio- 
nes son solamente las que resultan de esta ley, puesto que no 
sabemos cuán lejos estamos yendo en esa materia. Inclusive, 
hasta me parece muy peligroso, porque hay un ordenamiento 
jurídico en el país que de hecho establece otras limitaciones. 
Decir que son solamente las limitaciones que establece la 
Ley -con mayúscula, y no ésta, que sería una variante- es 
redundante y, por otra parte, tampoco agrega nada. 


Asimismo, tengo una vacilación -no quiero utilizar el térmi- 
no “duda”- en lo relacionado con las ventajas que podría tener 
esa referencia de establecer otras limitaciones dentro de las 
competencias reglamentarias del Poder Ejecutivo. Me parece 
que todo esto es demasiado elástico. 


De pronto, podría resultar un avance votar el primer inciso 
del artículo 1* en lugar de aprobar el artículo en su conjunto. 


Por otra parte, en su momento voy a plantear -y lo adelanto 
hoy- la siguiente posibilidad. Creo que está bien que se man- 
tenga el monopolio para los seguros de accidentes del trabajo y 
enfermedades profesionales. Me reservo la opinión acerca de 
alguna propuesta formulada por el señor Senador Cassina sobre 
el mantenimiento de algún otro monopolio por parte del Banco 
de Seguros. Sin embargo, me parece que debería establecerse 
que donde subsisten esos monopolios existe el derecho a cele- 
brar libremente seguros complementarios. Me explico. Concre- 
tamente, hace poco, una persona de mi amistad se encontró con 
la dificultad de la prohibición de contratar un seguro comple- 
mentario de accidentes del trabajo. Me parece que eso no tiene 
justificación alguna; no advierto por qué tiene que prohibirse el 
seguro complementario. Se trata de una opción que tiene al- 
guien que, si quiere y puede, la hace efectiva. 


Entonces, para terminar esta sesión, propongo que votemos 
aquello a que acabo de referir, tanto como artículo 1% o como 
inciso primero. 


SEÑOR CADENAS BOIX, - Quiero aclarar al señor Sena- 
dor Ricaldoni que no tengo inconveniente en votar el inciso 
primero y reflexionar de aquí en adelante sobre el resto de la 
propuesta. 


De todas maneras, corresponde señalar que la referencia a 
“las limitaciones que establece la presente ley” tiene por objeto 
cubrir cualquier posible limitación existente en normas anterio- 


res. O sea, no me opongo a que, de aquí en más, futuras leyes 


establezcan otras limitaciones, porque eso es imposible; pero, a 
los efectos de contemplar en algo la observación del señor 
Senador Bouza, en el sentido de que pudiera, de alguna mane- 
ra, interpretarse que el oligopolio se mantiene presente, y para 
cubrir esos efectos hacia el pasado, propuse que las limitacio- 
nes fueran las establecidas en la presente ley. 
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SEÑOR CASSINA, - Me voy a referir, tanto a algunas 
apreciaciones del señor Senador Cadenas Boix como a las ob- 
servaciones del señor Senador Ricaldoni. 


Me parece que hay que tener un tanto de cuidado en las 
referencias que podamos hacer a la reglamentación, porque si 
sujetamos el contrato a las disposiciones de la ley y de la 
reglamentación que dentro del límite de sus competencias dicte 
el Poder Ejecutivo, por ejemplo, podemos estar dejando de 
lado las reglamentaciones que puede dictar, con efecto obliga- 
torio, el Banco Central. Obviamente, cuando en una ley se hace 
referencia a la reglamentación, se trata de la del Poder Ejecuti- 
vo, que es el que tiene la potestad para ello, de acuerdo con la 
Constitución. Si no se hacen mayores especificaciones, se deja 
de lado el efecto obligatorio sobre los contratos de seguros que 
puedan tener reglamentaciones del Banco Central. No olvide- 
mos que según las funciones de Superintendencia que pasa a 
tener, evidentemente pude dictar normas de carácter obligato- 
ro. 


Haciendo mías algunas de las dudas del señor Senador Ri- 
caldoni, me parece que puede haber -no lo sé a ciencia cierta, 
pues es tan vasto el campo de la ley- algunas normas legales de 
carácter muy general -comprendidas, quizás, hasta en el Códi- 
go Civil- que deban aplicarse a estos contratos. Entonces, en la 
medida en que sólo nos referimos a esta ley, las estaríamos 
dejando de lado. 


Por lo tanto, entiendo que es pertinente reflexionar un poco 
sobre el alcance de esa disposición y el texto que habría de 
recoger esa voluntad legislativa. 


En relación con lo que manifestó el señor Senador Ricaldo- 
ni acerca de la posibilidad de seguros complementarios, por 
ejemplo, en el caso de accidentes del trabajo y enfermedades 
profesionales, en principio la idea parece compartible. Sin em- 
bargo, creo que no debe perderse de vista que la posible exis- 
tencia de seguros complementarios de alguna manera se puede 
volver un acicate para dejar de cumplir -o no cumplir totalmen- 
te- con las obligaciones que resultan de los seguros obligato- 
rios, tanto en materia de accidentes del trabajo, como en las 
jubilaciones, tal como lo mencionó el señor Senador Grenno. 
Ese es, en cierto modo, el efecto no querido, pero un tanto 
perverso, que pude tener, en un régimen de seguridad social 
estatal comprendiendo la legislación sobre seguros de acciden- 
tes del trabajo y enfermedades profesionales, que también es 
seguridad social- la disposición favorable a la existencia de 
seguros complementarios. Creo que éstos pueden tender a ero- 
sionar, en el mediano o largo plazo, la fidelidad para con los 
seguros obligatorios estatales o con la seguridad social. En 
nuestro país no tenemos experiencia en esta materia porque 
no se han dado estas posibilidades, pero pueden llegar a pre- 
sentarse. 


En resumen, me parece que vale la pena reflexionar sobre 
estos temas algunas horas más. 


SEÑOR BOUZA. - Varios señores senadores han manifes- 
tado que, a su juicio, la sesión iba a ser menos prolongada. 
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Además, algunos de nosotros hemos asumido compromisos in- 
eludibles. Entonces, a los efectos de poder reflexionar sobre 
estos puntos, me parece que podríamos levantar la sesión y 
disponer que se haga el repartido de los textos propuestos, tal 
como se hizo en el día de ayer con una redacción sustitutiva 
presentada por el señor Presidente. De esa forma, en la próxi- 
ma reunión podríamos tomar la decisión de votar con respecto 
a las primeras normas del articulado. 


SEÑOR ASTORI. - Antes de que se levante la sesión, quie- 
ro hacer una breve consulta, que deseo conste en la versión 
taquigráfica. 


La pregunta refiere a si llegó la información que solicité al 
Directorio del Banco de Seguros del Estado. Aclaro que reite- 
raré esta consulta -quiero que quede esta constancia en actas- 
hasta que se produzca el arribo de la información. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Hasta el momento no ha llegado 
ninguna respuesta, a pesar de que la Secretaría ha reiterado las 
gestiones ante el Banco a los efectos de su pronto diligencia- 
miento. 


SEÑOR ASTORI. - Muchas gracias. 


SEÑOR RICALDONI. - Deseo dejar constancia de que 
retiro mi moción, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Entonces, reitero que se resolvió 
que la próxima sesión de esta Comisión de Hacienda integrada 
tendrá lugar el lunes 19, a las 17 y 30 horas, para recibir, en 
primer término, a la delegación de ANETRA. Luego contínua- 
remos con la discusión particular de este proyecto de ley. Por 
Secretaría se van a distribuir los textos propuestos como modi- 
ficativos del artículo 1”, 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 19 y 10 minutos). 


VERSION TAQUIGRAFICA DE LA SESION DE LA 
COMISION DEL DIA 19 DE JULIO DE 1993 


ASISTENCIA 

Preside: Señor Senador Juan Carlos Blanco 

Miembros: Señores Senadores Alvaro Alonso Tellechea, 
Danilo Astori, Federico Bouza, Carlos Cassi- 
na, Julio C. Grenno y Alberto Zumarán 

Integrantes: Señores Senadores Enrique Cadenas Boix y 
Américo Ricaldoni 

Asiste: Señor Presidente del Cuerpo Gonzalo Aguirre 


Ramírez. 
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Invitados 

especiales; En representación de la Asociación Nacional 
de Empresas de Transporte Carretero por Au- 
tobús -ANETRA- señores Fernando Chainca, 
Presidente; Milton Rodríguez, Secretario; doc- 
tores Juan L. Aguerre Cat y Luis Muxi, aseso- 
res y Oscar Olivera, Gerente 

Secretaria: Señora Raquel Suárez Coll 

Ayudante de 

Comisión: 


Señor Alberto Martínez Payssé 
SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 17 y 40 minutos) 


-La Comisión de Hacienda integrada da la bienvenida a la 
delegación de ANETRA y le agradece su concurrencia en la 
tarde de hoy a fin de exponer los puntos de vista que esta 
Institución tiene con respecto al proyecto de ley que este Cuer- 
po tiene a estudio -Carpeta N* 1177/93- referente a la supresión 
del monopolio de seguros. Se trata de un Mensaje y proyecto 
de ley del Peder Ejecutivo con declaratoria de urgente conside- 
ración. 


SEÑOR CHAINCA. - Agradecemos a los señores Senado- 
res por habernos recibido, 


Ante todo, diremos que ANETRA es la Asociación Na- 
cional de Empresas de Transporte Carretero por Autobús. Á 
esta Asociación están afiliadas el 90% de las empresas de 
transporte, que suman un total de 63. Cuenta con 866 vehículos 
y ocupa 5.000 obreros directos, más los indirectos, que su- 
man varios miles más. El capital total está en el orden de los 
U$S"120:000.000. 


Nuestra intención es tratar el tema de la desmonopolización 
. de seguros con los señores senadores miembros de esta Comi- 
sión, y para ello contamos con la presencia de nuestros técni- 
cos, los doctores Aguerre Cat y Muxi. 


SEÑOR MUXI. - Esta Comisión está tratando un proyecto 
de ley de desmonopolización de seguros con carácter de urgen- 
te y nosotros venimos a este ámbito simplemente con el fin de 
plantear la relación que existe entre éste y otra iniciativa que 
había recibido aprobación por parte de la Cámara de Represen- 
tantes. Esta última contenía especificamente un capítulo que se 
refería a la responsabilidad civil por el transporte terrestre, 
Cuando este proyecto de ley -que había sido defendido muy 
especialmente por los señores Representantes Atchugarry y Stur- 
la- se trató en la Cámara de Senadores, suscitó una serie de 
polémicas, no sólo dentro de la Comisión respectiva, sino en el 
ámbito público. Este aspecto nos tocaba muy de cerca y por 
ello siempre quisimos tener la oportunidad concreta de hablar 
con los señores senadores y plantearles nuestra posición sobre 
el tema. Por lo tanto, estando en trámite un proyecto de ley de 
esta naturaleza, con el antecedente de una iniciativa que ya 
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había sido aprobada por la Cámara de Representantes y que 
contenía un conjunto de normas que nos resultaba de particular 
interés -aun cuando no las compartíamos íntegramente- debe- 
mos señalar que nos preocupa el destino de ese articulado que 
había sido tan debatido. 


El motivo central de discusión en aquel momento, y que se 
mantiene actualmente, se refiere a si es correcto o no limitar la 
responsabilidad civil derivada del transporte, es decir, si corres- 
ponde o no poner un tope a la responsabilidad civil. 


Previamente, quisiera destacar algunos elementos que me 
parecen muy importantes, A la fecha, el tema de la responsabi- 
lidad civil está monopolizado por el Banco de Seguros del 
Estado. Parte de esa responsabilidad civil -la responsabilidad 
por lesiones o muerte a los pasajeros- está incluida en un segu- 
ro obligatorio, que fue aprobado por ambas Cámaras en el año 
1987 y que fue reglamentado por el Banco de Seguros del 
Estado. Ese seguro es costoso -representa el 0,5% de la tarifa- y 
es irrelevante, porque desde el punto de vista práctico supone, 
pese a su intención de automaticidad, etcétera, una previsión 
económica inexistente. Este seguro cubre, en el caso de daños a 
pasajeros, hasta la suma de U$S 2.800 o U$S 3.000, lo que es 
insuficiente y absolutamente alejado de las demandas que esta- 
mos recibiendo a nivel judicial. Pese a haber arreglado cerca de 
65 juicios en los últimos tres años a nivel del transporte, tene- 
mos un remanente de siete u ocho casos. Algunas de las de- 
mandas llegan hasta los U$S 800.000 o U$S 900.000, lo que 
implica una “inflación” significativa en los reclamos y, conse- 
cuentemente, un aumento correlativo en las indemnizaciones 
que se han fijado. 


Por lo tanto, vemos que el seguro de responsabilidad civil 
está monopolizado y sólo es obligatorio el de pasajeros por un 
monto insignificante, pero costoso desde nuestro punto de vista. 


Por otra parte, no se ha tenido en cuenta en esta polémica -y 
consideramos que ello es muy importante- o no se ha podido 
ver suficientemente claro lo que plantéabamos los transportis- 
tas en el sentido de que existe una diferencia entre la responsa- 
bilidad civil contractual y la extracontractual. No es lo mismo 
que alguien provoque un daño a un tercero con quien no ticne 
ningún tipo de contrato, sino que simplemente lo ha atropella- 
do, a la situación que se genera con el conjunto de 60 ó 70.000 
pasajeros, aproximadamente, que trasladamos por día -que su- 
pone varios millones anuales- para con quienes, obviamente, 
no tenemos ninguna intención de causarles daño, ya sea por la 
vía del dolo, de la culpa, etcétera. Entonces, creo que es impor- 
tante tener bien claro que cuando se habla del límite de respon- 
sabilidad civil se establece una gran diferencia entre el daño 
que se provoca a un pasajero a quien estamos obligados a 


- transportar sano y salvo de un punto de origen a otro de desti- 


no, por cuyo posible daño somos responsables aunque no ten- 
gamos la culpa y el hecho que se genera en un evento de 
naturaleza extracontractual. Desde el punto de vista de la opi- 
nión pública y del propio concepto del legislador, eso es lo que 
se planteó en este Capítulo II del proyecto, que ya cuenta con 
media sanción. En el artículo 16 del citado capítulo se fijó un 
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tope a la responsabilidad civil, pero se lo hizo de una forma 
muy particular porque se estableció la indemnización de daños 
no patrimoniales -o sea, morales- correspondientes a responsa- 
bilidad contractual o extracontractual. Esta norma, que como 
ya dije cuenta con media sanción, coloca en la misma situación 
el daño contractual y el extracontractual; a nuestro juicio, esto 
es un gran efror. Además, dicha disposición equipara -aparen- 
temente sin motivo razonable- al transportista que cumple un 
servicio público sujeto a una tarifa con un conductor de camio- 
nes o con alguien que maneja un vehículo cualquiera. Reitero 
que a muestro criterio este es un gran defecto que tiene el 
proyecto antes mencionado, porque establece un tope a la res- 
ponsabilidad civil igualando el daño que no se desea causar, 
por ejemplo, a una señora que se golpea dentro de un ómnibus 
con el que provoca un joven que hurta el auto de su padre y, en 
estado de ebriedad, mata a alguien. En virtud de esto, se susci- 
taron una serie de discusiones con fundamento. Como ya dije, 
no es lo mismo la posición de quien está transportando pasaje- 
ros y no.es culpable de determinado evento, que la de aquella 
persona que causá daño debido a su imprudencia. 


A nuestro entender, este fue uno de los aspectos que más 
complicó el tratamiento del citado capítulo y que provocó, en 
su momento, críticas, tanto por parte del Colegio de Abogados, 
como de destacados juristas, por ejemplo, del doctor Gamarra. 
Dichas eríticas se basaban en el hecho de que se estaba permi- 
tiendo, tolerando o favoreciendo la impunidad, al fijar un deter- 
minado tope. Creemos que es muy diferente la impunidad con 
el tope a la responsabilidad civil de cualquier automovilista de 
la responsabilidad contractual, o sea, la que surge por el hecho 
de transportar a alguien. A fin de ejemplificar esto, voy a 
citar un caso concreto. Hace pocos meses sufrimos un acci- 
dente -cabe aclarar que cuando el accidentado es un vehículo 
que transporta pasajeros la situación se complica, puesto que 
generalmente hay numerosos heridos y quizá alguna persona 
muerta- que aún se está discutiendo en la sede judicial en el 
sentido+tle quién es el responsable del mismo. Nuestra primera 
actitud -a esos efectos estamos organizados en forma corporati- 
va y en todas las empresas- es la de buscar solución a los 
problemas que se plantean. De ese accidente concreto, resultó 
lesionada una señora de 75 años, a quien trasladamos a San 
José y, posteriormente, desde allí, a Montevideo, donde fue 
internada en el Sanatorio Italiano, siendo atendida por 18 médi- 
cos, por cuyos servicios debimos pagar alrededor de U$S 60.000. 
Cabe destacar que la accidentada es de nacionalidad argentina 
aunque, por supuesto, nose lo preguntamos. Aclaro que el 
Banco de Seguros del Estado, por este accidente, habría paga- 
do, solamente U$S 600 o U$S 700 en virtud de las lesiones 
sufridas. También nos ocupamos de trasladarla a su país de 
origen; como ya dije, la señora es argentina. Posteriormente se 
nos informó que la accidentada es una escritora famosa, dato 
que,: por supuesto, desconocíamos, puesto que nunca sabemos 
cuántos escritores famosos, industriales importante o personas 
que reciben salarios elevados -quizá por realizar alguna investi- 
gación importante en la zona arrocera- viajan con nosotros; 
concretamente, transportamos personas. Del accidente que men- 
cioné, evidentemente, no somos culpables. Sin embargo, luego 
de que pagamos los gastos a que he hecho mención, nos dicen 
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que la señora accidentada, además de ser muy importante como 
escritora, es periodista del diario “La Nación” y, justamente, 
estaba terminando un trabajo de gran relevancia, por cuya cau- 
sa, el daño moral sufrido a raíz del accidente se justiprecia, en 
principio, en U$S 350.000. 


Entonces, podríamos decir que es discutible el hecho de 
que hayamos incurrido o no en culpa con respecto a ese pasaje- 
ro al cual hemos comprometido un servicio y del que obvia- 
mente no conocemos su identidad. No obstante, después nos 
vemos sometidos a demandas absolutamente significativas des- 
de todo punto de vista, lo cual se repite en forma permanente, 
Pienso que eso es, sin duda, diferente de la situación que se da 
cuando, por ejemplo, un automovilista ebrio mata a otra perso- 
na. No se trata de la misma circunstancia ni de la misma 
hipótesis, ya sea jurídica o de hecho, 


Creemos que este artículo 16 fue una disposición que en la 
Cámara de Representantes amplió -a mi juicio, en forma des- 
mesurada- el ámbito de aplicación de la norma. Al hacerlo de 
esa forma, determinó un tope en el daño moral que se provoca, 
cualquiera sea la persona involucrada, la responsabilidad y la 
circunstancia. Asimismo, entendemos que el resto del articula- 
do es útil y que deben haber normas que regulen o que creen 
un sistema de seguridad social para los accidentes. Concreta- 
mente, era nuestro interés conversar con los señores senadores 
sobre este tema, 


Deseo expresar que no quiero extenderme en consideracio- 
nes jurídicas sobre el fondo del tema. Al respecto, la doctrina 
está dividida ya que hay personas que entienden que debe 
haber una reparación integral del daño y hay otras que no. En 
ese sentido, hay profesores muy destacados en Argentina, Bra- 
sil, Francia, Inglaterra, España, entre otros, que sostienen que 
el sistema de responsabilidad debe estar limitado y que no es 
inconstitucional coartarlo. 


Simplemente quisiera decir que en el Uruguay la limitación 
de la responsabilidad es tan legal que existen normas en distin- 
tos ámbitos desde hace mucho tiempo que han fijado topes a la 
indemnización por responsabilidad. 


En primer lugar, el tope surge del propio Código Civil. 
Concretamente, el artículo 1346 dice que en la responsabilidad 
contractual sólo se responde por los daños imprevistos siempre 
que haya dolo; si hay culpa, sólo se debe responder en los 
directos previsibles. 


En segundo término, quisiera expresar que la Ley N* 10.004 
del año 1941 estableció el sistema de seguros sociales y fijó 
topes en un ámbito tan importante como el de la actividad 
laboral. Por lo tanto, están tarifados, determinados, etcétera, y 


- han sido aceptados por los sectores de trabajadores y empresa- 


rios durante este período de más de 50 años. En ese sentido, 
está tarifado el hecho de perder un dedo, dos dedos, una mano 
o cuando alguien tiene tal o cual consecuencia de lesiones de 
distinta naturaleza, Hay formas determinadas tanto en la ley 
como en el reglamento de ajustar las rentas que se pagan por 
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las incapacidades, Es decir que en un ámbito tan importante 
como el laboral, la ley uruguaya ha limitado, tarifado y puesto 
topes al daño. 


En tercer lugar, la ley de nuestro país -en una distinción que 
nosotros juzgamos que no es adecuada ni correcta- tiene per- 
fectamente limitada la responsabilidad civil por todo concepto 
en el transporte aéreo. En éste -esto surge en el ámbito interna- 
cional desde hace 60 ó 70 años y ha sido ratificado muchas 
veces, concretamente, desde el Pacto de Varsovia- la responsa- 
bilidad está limitada cuando un pasajero fallece. La ley urugua- 
ya la límita; el Poder Ejecutivo hace todos los años el respecti- 
vo ajuste y lo determina. Inclusive, la norma dice que si el 
pasajero había sido transportado benévolamente, es decir, en 
forma gratuita, en caso de muerte, sólo responde si hubo culpa 
grave o dolo. O sea que en esas hipótesis existe derecho a ser 
indemnizado y esto está tarifado. Además, la ley uruguaya 
limita -en virtud de que el Poder Legislativo aprobó un pacto 
celebrado en Roma- la responsabilidad extracontractual que 
provoca el avión respecto de personas. Aparte de la responsabi- 
lidad en materia laboral y de la que surge del transporte, aéreo, 
inclusive, existe la responsabilidad respecto de daños a terceros 
provocados en la superficie. Aquí se trata de montos bajos. Si 
se miran los montos del límite máximo de responsabilidad civil 
por el transporte aéreo, se podrá apreciar que éstos son bastante 
más bajos de los que fijaba la ley con media sanción que el 
Senado tenía en consideración. 


Asimismo, ha habido sentencias muy importantes de la Su- 
prema Corte de Justicia con respecto a temas que también 
afectan a las personas. Por ejemplo, a través de la ley de resti- 
tuidos N* 15,783 este organismo ha entendido que no es resar- 
cible -en cierta forma, lo ha limitado- el pago de indemnizacio- 
nes por daño moral. Por su parte, la Ley N* 14.106 ha limita- 
do la reparación del daño moral y físico establecido en la 
Ley N* 13.872 que sufren los agentes de seguridad, Es decir 
que cuando un policía está cumpliendo sus funciones y sulre un 
daño después no puede accionar libremente; el Estado por vía 
legal lo ha limitado. 


Con estas palabras queremos decir que, si bien se expresó 
dentro de la Comisión del Senado que el principio de la repara- 
ción integral del daño es incuestionable, nosotros pensamos lo 
contrario. Además, se dijo que no habían antecedentes doctri- 
narios ni los había en la legislación uruguaya, aspecto con el 
cual no concordamos. Entendemos que es muy importante des- 
tacar que esa situación a nivel internacional recoge, también, 
antecedentes muy interesantes en materia de Derecho Marfti- 
mo. Al respecto, una consulta que hemos solicitado al profesor 
Ordoqui, podrá ilustrar a los señores senadores por lo que se la 
dejamos al señor Presidente de la Comisión a fin de que pueda 
ser de utilidad ya que allí el tema está manejado con mayor 
precisión y amplitud. 


El segundo aspecto sobre el cual deseo insistir es que una 
cosa es limitar el daño moral que se causa por responsabilidad 
extracontractual y otra es el que causamos nosotros por respon- 
sabilidad contractual. Es importante destacar que los transpor- 
tistas cumplimos un servicio público del Estado, es decir que 
llevamos a Cabo una tarea que éste nos concede a través del 
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sistema de concesiones o de permisos. Esto demuestra que, de 
alguna manera, cumplimos con el interés general que la socie- 
dad tiene y, consecuentemente, estamos limitados por tarifas. O 
sea que no estamos en un régimen de libertad en el ámbito del 
transporte, sino en uno de concesión y, por lo tanto, de contra- 
lor. En ese sentido, el Estado determina a qué hora debemos 
salir o llegar, de cuántos coches se pueden disponer, cuánto 
tenemos que pagar por tal o cual concepto e inclusive fija la 
tarifa en base a ciertos parámetros. Por ese motivo, expresa que 
para una ocupación promedio de equis suma de dinero, el kiló- 
metro de promedio es tanto y, también fija un porcentaje de 
seguros. Claro está que si tenemos muchos pasajeros la deman- 
da será siempre 100 ó 1.000 veces superior a lo que el Banco 
de Seguros establece en la póliza respectivamente. Si se trata 
de responsabilidad extracontractual, o sea del daño causado a 
un tercero, sucede lo mismo, En este momento el Banco de 
Seguros no nos defiende sino que nos dice que lo hagamos 
nosotros y que luego se lo hagamos saber porque lo que ellos 
pueden pagar, lamentablemente, está muy lejos de la deman- 
da que tenemos. Por ejemplo, si tenemos una demanda de 
U$S 350.000, el Banco de Seguros nos cobra por daño extra- 
contractual o dafio propio en un entorno de U$S 12.000 o 
U$S 15.000 por año y cubre hasta USS 50.000. 


Por lo tanto, como la demanda es elevada, nos dan el dere- 
cho a defendernos y nos solicitan que los llamemos en caso de 
que aparezca alguna solución. Nosotros estamos contentos con 
esa alternativa porque preferimos defendernos nosotros a que lo 
haga el Banco de Seguros del Estado, ya que creemos que 
vamos a poner más calor. 


De esta manera se soluciona el problema porque las tarifas 
que cobra el Banco de Seguros del Estado y los montos que 
está dispuesto a otorgar están muy lejos de los niveles prome- 
dio de las demandas que estamos recibiendo. 


Por un lado, tenemos una doble limitación en el sentido de 
que es responsabilidad contractual y no extracontractual, para 
la cual hemos pensado que debe existir un límite a la responsa- 
bilidad por pasajeros. Por otro lado, las tarifas no contemplan, 
ni remotamente, la situación que estamos viviendo en la actua- 
lidad. En ese sentido, si una empresa tiene dos demandas de, 
por ejemplo, U$S 800.000 y U$S 900.000, eso significaría el 
patrimonio total de la compañía, si tenemos en cuenta que un 
coche con 4 ú 5 años de antigiledad tiene un valor promedio de 
U$S 80.000 o U$S 100.000 y generalmente, una empresa tiene 
diez. Muchas veces, un accidente que puede no haber sido 
provocado por culpa de la compañía, es pasible de generar una 
demanda de esa naturaleza, 


Podríamos decir que estamos viviendo un momento de in- 
flación de la demanda y, se puede percibir que también existe 
inflación de las sentencias. En ese sentido, año a año crece la 
media de las indemnizaciones que acaban fijando los jueces. 
Aquí juega, por muchas razones, la diferencia entre la falsa 
oposición de una supuesta empresa, grande y rica y la persona 
afectada, pobre y débil. Muchas veces, los dafios ocasionados a 
un pasajero -aun cuando puedan provenir por culpa del propio 
dañado- provocan una actitud de protección frente a esa situa- 
ción por parte de los jueces. 
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En consecuencia, nosotros venimos a plantear a esta Comi- 
sión que se tenga en cuenta el Capítulo II de Responsabilidad 
Civil por Transporte Terrestre y, en particular, el artículo 16, 
aun cuando hacemos la salvedad de que entendemos que debe 
ser de aplicación específica al campo de la responsabilidad 
contractual y que en el caso del transporte colectivo se justifi- 
que con otros montos o topes la responsabilidad extracontrac- 
tual, entendiendo que, entre el transporte aéreo y terrestre no 
tienen diferencias sustanciales, Diría que nosotros tenemos mu- 
chos más riesgos y trabajamos más activamente en el transpor- 
te terrestre. Por otro lado, deseamos mantener los conceptos 
que están incluidos que tienen que ver con la responsabilidad 
civil, con el seguro automático y con los montos con que deben 
estar asegurados todos los vehículos de transportes, de tal for- 
ma que el tratamiento de este proyecto de ley de urgencia no 
deje de lado este campo tan vasto e importante, como es el de 
la responsabilidad civil y contractual. 


SEÑOR CASSINA. - Nuestros visitantes han hecho refe- 
rencia al Capítulo Il del proyecto de ley, oportunamente san- 
cionado por la Cámara de Representantes y no en la Cámara de 
Senadores. Este proyecto de ley comprende varios artículos 
entre los cuales, el 16 fue uno de los más polémicos en tanto 
establecía un tope de 5.000 unidades rcajustables para la in- 
demnización de daños patrimoniales correspondientes, tanto a 
responsabilidad contractual, como extracontractual originados 
en los eventos en los que refiere este Capítulo que eran de 
responsabilidad civil por transporte terrestre. 


En cuanto a las demás disposiciones del Capítulo, el pro- 
yecto de ley establecía la obligatoriedad del seguro. En ese 
sentido, me gustaría tener un comentario acerca de la posición 
de ANETRA, con respecto a una serie de montos para el segu- 
ro obligatorio que aumentaban en atención al precio y potencia 
del vehículo. Asimismo, existen sanciones para quien circule 
sin tener el seguro. 


En el régimen de desmonopolización el proyecto prevcía 
que todas las empresas aseguradoras tenían la obligación de 
contratar esos seguros. Podría ocurrir que como forma de rehu- 
sar esa obligación legal se levanten los montos a pagar por el 
asegurado. 


Me gustaría escuchar alguna reflexión de ustedes sobre to- 
dos los temas que tienen que ver con este Capítulo. 


SEÑOR MUXI, - Estamos de acuerdo con el espíritu que 
animaba este Capítulo. En ese sentido, no tenemos ninguna 
duda en cuanto a que el seguro, en esta materia, debe ser 
obligatorio, También creemos que es correcto que dicho seguro 
tenga distintos montos según el tipo de vehículo y actividad 
que desempeñe. Sin embargo, no estamos de acuerdo con que 
se hayan incluido, en el mismo artículo, casos que no licnen 
nada que ver. En ese sentido, entendemos que transportar 40 
personas en un Ómnibus y subirse a un auto y matar a alguien, 
son cosas totalmente distintas y por ello, nos parece que el 
límite es absurdo en sí mismo. 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.- 289 


En lo demás, creo que toda empresa debe tener asegurados 
a sus pasajeros, pero siendo contractual, entendemos que debe 
caber la posibilidad de que las personas que entiendan que su 
vida vale más que lo que fija la ley, hagan un seguro comple- 
mentario. En ese sentido, no existe ninguna imposibilidad prác- 
tica de que cada cual asegura su vida como quiera, en el caso 
de subir a un autobús. No nos parece justo que se trate el caso 
del transporte, que es un servicio público, sometido a tarifas. 
Asimismo, nos parece absurdo que los pasajeros estén despro- 
tegidos. Teniendo en cuenta que la responsabilidad contractual 
es una obligación de resultados quiere decir que una empresa 
se obliga a llevar a los pasajeros a determinado lugar- creo que 
no podemos compararlo con la situación de un ómnibus que se 
lleva por delante, imprudentemente, a una persona en una es- 
quina, Muchos de los daños que se causan a los pasajeros son 
totalmente diferentes en sus características y consecuencias que 
el daño extracontractual, 


Debemos decir que, en términos generales, nosotros estába- 
mos de acuerdo con todos los artículos y, además, con el hecho 
de que se impusieran sanciones a las empresas extranjeras, lo 
que estaba establecido. 


Por otro lado, aunque no en este capítulo, fueron incluidas 
otras normas respecto a la posibilidad de que hubiera un inter- 
medio de dos años, tiempo durante el cual las empresas po- 
drían organizarse entre ellas, a los efectos de tener coberturas 
propias mientras cesaba el régimen de desmonopolización. Ahora 
bien; no deseo entrar en ese tema, porque se está discutiendo 
acerca de un proyecto de ley totalmente diferente. 


En definitiva, queremos decir que, por un lado, nos interesa 
que se realice el mantenimiento global de todo el sector. 


En lo que respecta al tema de los topes, si los señores 
senadores lo desean, podríamos dar nuestra opinión escrita, 


En términos generales, podemos decir que no encontramos 
aquí ninguna norma que nos parezca mala; en realidad, todas 
son buenas e interesantes. Además, generan para la sociedad 
una cobertura que hoy no existe, ni siquiera en esta ley de 
urgencia, ya que ésta simplemente establece la desmonopoliza- 
ción, Por supuesto, existirán otras alternativas pero, de hecho, 
esa norma no regula nada en cuanto a los aspectos que han sido 
más debatidos del tema del seguro en materia de automotores. 


SEÑOR AGUERRE. - El temor del sector -que precisa- 
mente fue lo que nos condujo a solicitar esta audiencia, que 
mucho agradecemos- es que, en oportunidad de tratarse este 
proyecto de ley de urgencia, pasara desapercibido y desapare- 
ciera algo considerado por nosotros como una conquista logra- 
da tras la discusión del otro proyecto que viene con aprobación 


- de la Cámara de Representantes. Así, se perdería la oportuni- 


dad de discutir acerca de la temática del seguro en lo que 
respecta a la posibilidad de seguir consagrando estos principios 
-a los que hizo referencia el señor Senador Cassina- que consi- 
deramos positivos. Es por ello que no quisiéramos que se per- 
dicra esta ocasión para consagrarlos. 
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De ser posible, propondríamos que la Cámara de Senadores 
integre al proyecto de ley de urgencia todo aquello que ya ha 
sido consagrado por la Cámara de Representantes, porque pen- 
samos que es compatible con su contenido. Así, se podría lo- 
grar que el proyecto de ley de urgencia fuera mucho más com- 
pleto y, por otro lado, se llevaría a cabo la consagración de 
normas que consideramos son muy positivas. 


SEÑOR MUXI. - En mi opinión, otra debilidad de este 
proyecto es la relacionada con el monto del seguro que debe 
contratarse de acuerdo con lo que establece el artículo 18. 


Como es sabido, el artículo 17 fija distintas alternativas, 
con un mínimo de 3.000 UR hasta un máximo de 12,000 UR, 
Sin embargo, cuando se hace referencia concreta al sistema 
público de transporte, es decir, cuando se habla del caso de 
nuestras empresas, se hace alusión a un monto mínimo de 6.000 
UR por cada pasajero. Entendemos que ese límite, en términos 
relativos es bajo. Aquí debemos tener en cuenta la eventualidad 
de una indemnización por daño moral de hasta 5.000 UR; en- 
tonces, es obvio que 1.000 UR serán insuficientes en lo que 
respecta al daño material. Por ejemplo, podríamos citar el caso 
concreto de una señora de algo más de setenta años, a quien 
debimos brindar atención médica, lo que nos costó U$S 60,000. 
Aquí, no hay forma de contemplar el daño material, 


Entonces, por un lado, el legislador estableció límites y, por 
otro, fijó un sistema de seguro que no parece razonable tenien- 
do en cuenta el resto del articulado, En realidad, la indemniza- 
ción por daño material debería ser superior, Si se topea la 
responsabilidad civil contractual en 5,000 UR, fijar 1.000 
UR -que es lo que quedaría por descarte- en lo que hace a la 
indemnización por daño material, parece poco y se aleja bas- 
tante de las actuales sentencias en los tribunales. Para que sea 
realmente útil, tiene que estar lo más cerca posible de la realidad. 


Mientras que el daño material es cuantificable, porque uno 
puede determinar cuál es el daño que se causa a una persona, 
por ejemplo, un padre de familia con tres hijos -que será dife- 
rente en el caso de tener 30 ó 70 años- así como también el 
lucro cesante que tendrá, el daño moral es -de acuerdo con 
nuestra experiencia y teniendo en cuenta que en los últimos 
años las empresas han tenido cerca de 150 accidentes- de una 
apreciación totalmente subjetiva. A este respecto, debemos de- 
cir que hemos visto casos insólitos, así como también senten- 
cias absolutamente ridículas por lo leves y otras por lo excesi- 
vas. Todos sabemos que justipreciar el dolor es harto difícil. A 
este respecto, decimos que en todos los Juzgados Civiles del 
país, más allá de la buena voluntad de los tribunales para tratar 
de armonizar políticas, es muy difícil lograr un consenso. Esta 
es la razón por la cual muchas legislaciones se dirigen inevita- 
blemente hacia un sistema de límites, de topes en lo que res- 
pecta al daño moral. 


En definitiva, creo que el monto establecido para el seguro 
obligatorio es bajo. Por supuesto, esto tiene que ver con todo lo 
demás. Tenemos que pensar que la Judicatura uruguaya va a 
empezar a tasar daños morales que vienen con las debidas 
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pruebas, por lo que existirá toda una estructura. Además, debe- 
mos decir que más de una vez nos hemos encontrado con 
extensos informes siquiátricos en los que se detallan los proble- 
mas que, indudablemente, la gente tiene aunque quizás no en el 
grado que afirman los facultativos que los tratan. De modo que 
tenemos situaciones que son muy difíciles de manejar. 


Pienso que, en términos cualitativos, debe ser más impor- 
tante el seguro establecido en el artículo 18. 


En definitiva, si tuviéramos que pensar en primas o indem- 
nizaciones por daño moral subjetivas y sin límites, el costo del 
boleto va a sufrir un aumento muy significativo, porque el 
costo de ese riesgo es un complemento muy trascendente: de lo 
contrario, se le plantearían problemas a las empresas de trans- 


porte. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Agradecemos a los señores dele- 
gados de ANETRA los puntos de vista que nos han transmitido 
acerca del proyecto que, en su opinión, debería contemplar el 
texto ya aprobado por la Cámara de Representantes. Como 
aquí se ha señalado, en el proyecto de ley de urgente considera- 
ción no han sido incluidos los artículos a los que se ha hecho 
referencia. 


Hemos tomado nota de todos los comentarios que se han 
efectuado acerca de los artículos y de la aspiración de ANE- 
TRA en cuanto a que esta materia sea incorporada a la legisla- 
ción de urgencia que se está considerando. 


SEÑOR CHAINCA, - Nosotros agradecemos vuestra aten- 
ción y desde ya quedamos a la orden para cualquier consulta 
que se nos desee realizar. 


(Se retira de Sala la delegación de ANETRA) 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Comisión pasa a considerar la 
Carpeta N* 1177/93, relativa a la supresión del monopolio de 
seguros. 


Como se recordará, en la sesión anterior y luego de la 
discusión general del tema, habíamos estado analizando distin- 
tos artículos del proyecto de ley. Asimismo, varios señores 
senadores dieron a conocer que habían preparado algunas en- 
miendas, que fueron distribuidas. También recibimos algunas 
propuestas que nos hicieron llegar el Banco Central y el Banco 
de Seguros que, de acuerdo con lo que se nos ha informado, 
han sido repartidas y obran en poder de los señores senadores. 


En el día de hoy tendríamos que entrar en la consideración 
del artículo 1*, 


A este respecto tenemos, por un lado, la decisión de tipo 
político-filosófico en general sobre el mantenimiento o no de 
los monopolios. Dentro de la posición favorable a esta deroga» 
ción, se habían manejado dos posibles fórmulas en lo que tiene 
que ver con la redacción concreta de este artículo. Una es la 
que figura en el proyecto del Poder Ejecutivo, que tiende a ese 
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objetivo mediante una norma derogatoria de las disposiciones 
que establecen monopolios en beneficio del Estado y ejercidos 
por el Banco de Seguros. En este sentido, se había resaltado la 
importancia de que ambos requisitos se mantuvieran, es decir, 
que tales monopolios sean de beneficio del Estado y ejercidos 
por el Banco de Seguros. 


Por su parte, los señores Senadores Cadenas Boix y Bouza 
plantearon una fórmula alternativa, que partiría de la afirma- 
ción de la libertad de contratación y en función de ello, luego, 
se expresarían las derogaciones. 


Si no recuerdo mal, el planteo de tipo político-filosófico a 
que aludía al principio fue formulado en ocasión de la discu- 
sión general, por lo que no cerco del caso que se replantee en 
este momento, salvo que así lo descen. Consulto, pues, a los 
señores senadores si existe consenso entre los partidarios de la 
derogación del monopolio en favor de una u otra de las fórmu- 
las manejadas, o sea, la derogación lisa y llana o la que co- 
mienza por una afirmación del principio de libertad. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Luego de la discusión que 
tuvo lugar en la sesión anterior sobre el concepto general en- 
cuadrado en el artículo 1*, entiendo -aclaro que consulté a 
algunos señores senadores a este respecto- que es preferible 
partir del reconocimiento del principio de libertad en matería 
de contratación para luego desarrollar las derogaciones de los 
monopolios legales establecidos en beneficio del Estado y ejer- 
cidos por el Banco de Seguros. 


Es, pues, en base a este criterio que vamos a proponer la 
siguiente redacción sustitutiva para el artículo 1%. Diría su inci- 
so primero: “Declárase libre la celebración de contratos de 
seguros sobre todos los riesgos, en las condiciones que determi- 
nc la ley”. Como se habrá podido observar, aquí se recogería, 
fundamentalmente, la idca del señor Senador Bouza en cuanto 
a consagrar, en primer lugar, el principio de libertad en materia 
de contratación. 


Por su parte, el inciso segundo expresaría: “Deróganse to- 
das las disposiciones que establecen monopolios de contratos 
de seguros en favor del Estado y ejercidos por el Banco de 
Seguros del Estado y especialmente los artículos 1%, 3% a 72 
inclusive y 29 de la Ley N* 3,935, de 27 de diciembre de 1911 
y los artículos 1* y 2? de la Ley N* 7,975, de 19 de julio de 
1926”. Aquí también se atiende a una idea del señor Senador 
Bouza -que creo bastante atinada- en cuanto a que con esta 
redacción se estaría aventando toda posibilidad de que las com- 
pañías actuantes en este momento pudieran en el futuro reivin- 
dicar de algún modo el oligopolio por el que hoy se ven prote- 
gidas. 


Por último, el inciso tercero establecería: “Exceptúanse de 
lo dispuesto en este artículo los contratos de seguros sobre 
accidentes de trabajo y enfermedades profesionales y disposi- 
ciones relativas a las mismas contenidas en la Ley N* 16,074, 
de 10 de octubre de 1989.” 
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Es cuanto deseaba señalar. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Como se habrá podido advertir, 
el texto modificativo que acaba de leer el señor Senador Cade- 
nas Boix es una síntesis o fusión de las propuestas que él 
mismo y el señor Senador Bouza habían planteado. A su vez, 
allí se añade un párrafo relativo a las excepciones a la deroga- 
ción, Precisamente, es sobre este punto que deseo hacer un 
breve comentario, puesto que en el resumen que hice cuando 
pasamos a considerar este tema omití referirme a que en lo 
relativo a las derogaciones se habían expuesto distintos crite- 
rios en Sala, 


En lo personal, estoy de acuerdo con el criterio establecido 
en el texto al que se acaba de dar lectura, es decir, el que 
contempla estas dos excepciones, pero en Sala también se hizo 
referencia a la posibilidad de incluir otras, 


De modo que el artículo a consideración prevé la deroga- 
ción del monopolio por la vía afirmativa -es decir, del princi- 
pio- que luego es complementada con otras. A esto se agrega 
un párrafo relativo a los seguros excluidos, que serían dos: el 
de accidentes del trabajo y el de enfermedades profesionales, 


SEÑOR RICALDONI. - Señor Presidente: realmente, no 
puedo opinar sobre un artículo que fue leído rápidamente y que 
no tengo a la vista. En algunos aspectos, me parece razonable, 
pero en otros me asaltan las dudas; me parece que se pueden 
plantear, pues, algunas interrogantes. 


Francamente, valoro el esfuerzo que se ha hecho por mejo- 
rar un texto como este, que a todos nos ha merecido distintos 
tipos de observaciones, más allá de que la mayoría de los 
miembros de la Comisión integrada coincidan en la derogación 
de la mayor parte de los monopolios de seguros, Sin embargo, 
debido al apremio de los plazos con que estamos trabajando, 
por lo menos quien habla confiesa que no puede votar este 
texto sin saber realmente lo que dice y sin reflexionar al res- 
pecto. Que yo sepa, no se me ha enviado este texto, por lo que 
no lo conocía de antemano. Efectivamente, coincide con lo 
manifestado en la sesión pasada, pero una cosa son los puntos 
de vista y otra la forma en que se concretan sobre el papel. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Salvo el señor Presidente, con 
quien pude conversar sobre este tema, ningún otro señor Sena- 
dor conocía el texto de este artículo. 


SEÑOR ASTORI. - Nos ha sorprendido a todos. 


SEÑOR RICALDON!. - Aclaro que no estaba haciendo un 
reproche, sino simplemente una justificación de mi punto de 


. vista, y lo expresado por el señor Senador Cadenas Boix va en 


la misma dirección que mi argumentación: solamente dos miem- 
bros de la Comisión integrada conocen el proyecto. 


SEÑOR ZUMARAN. - En relación a los seguros que serían 
exceptuados, es notorio que en el proyecto del Poder Ejecutivo 
-ahora también es reiterado en el texto elaborado por el señor 
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Senador Cadenas Boix- figuran los relativos a accidentes del 
trabajo y a enfermedades profesionales. Pregunto si esto obede- 
ce a la intención de dejar fuera del régimen de libertad a estos 
dos seguros -es decir que se mantendrían en situación de mono- 
polio- o a que se piensa que son los únicos obligatorios. 


Se me ha informado que existen otros dos seguros obligato- 
rios: por un lado, el relativo a la propiedad horizontal, previsto 
en la Ley N* 10.751 -que hace obligatorio al seguro y lo con- 
fiere al Banco de Seguros del Estado- y, por otro, el que acaban 
de mencionar los visitantes que estuvieron hoy, es decir, el 
seguro de pasajeros, establecido en el Código de Aeronáutica, 


Evidentemente, estos dos seguros no fueron contemplados 
en la redacción enviada por el Poder Ejecutivo ni en la presen- 
tada por el señor Senador Cadenas Boix. Entonces, quiero sa- 
ber si la intención es dejarlos fuera de estas normas, y qué 
razones hay para ello. Imagino que al establecer este seguro 
con carácter obligatorio y darle el monopolio al Banco de Se- 
guros, se tuvieron en cuenta algunos elementos. ¿Por qué ahora 
se los deja sin efecto? ¿No podrían incluirse también estos dos 
seguros? 


SEÑOR RICALDONI, - Quiero señalar que, si entendí bien 
la mecánica de este proyecto de ley, hay dos aspectos distintos. 
Por un lado, tenemos la desmonopolización, salvo excepciones. 
Pero conviene aclarar que ello es sin perjuicio de la obligato- 
riedad de determinados seguros. Me explico: aun cuando se 
desmonopolizaran todos los seguros, incluidos el de accidentes 
de trabajo, el de enfermedades profesionales, el de propiedad 
horizontal y el de transporte de pasajeros por vía aérea, ello no 
implicaría -si no interpreto mal las normas jurídicas- que deja- 
ran de ser obligatorios; la obligatoriedad subsiste, pero existe 
libertad para elegir con quién se contrata el seguro obligatorio. 


SEÑOR ZUMARAN. - Entiendo la diferencia y me parece 
que la aclaración ha resultado muy oportuna. 


De todas maneras, deseo saber si estos seguros -aunque se 
mantuviera su obligatoriedad- pasarían a regirse por el princi- 
pio de libertad y se desmonopolizarían o si, por el contrario, su 
no inclusión en el proyecto obedece a que normalmente no se 
conocen y no tienen una entidad económica comparable con el 
seguro de automotores, En fin; me gustaría saber -a juicio de 
los redactores de esta dispósición- en qué situación van a que- 
dar, y si no existe alguna razón para quitarlos del monopolio 
del Banco de Seguros. 


SEÑOR CASSINA. - Como de alguna manera el señor 
Senador Zumarán ha formulado consultas a los colegas que 
están propiciando los textos de que dio cuenta el señor Senador 
Cadenas Boix, confieso que, día a día, este proyecto de ley me 
está planteando dudas de carácter legislativo. Tengo claro que 
el gran tema de la desmonopolización está definido política- 
mente. Por lo tanto, más allá de sentar mi posición a ese res- 
pecto, me interesa procurar que la legislación sea lo más per- 
fecta posible. 
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Debemos tener en cuenta que se nos están planteando una 
serie de temas que, a mi juicio, no fueron previstos en la pro- 
puesta del Poder Ejecutivo. 


El señor Senador Zumarán consulta sobre la situación en 
que quedan determinados seguros obligatorios. La respuesta, 
inobjetable, es que siguen siendo obligatorios; la única varia- 
ción es que se podrán contratar con cualquier compañía asegu- 
radora. Sin embargo, me preocupa el hecho de que no es lo 
mismo la obligatoriedad de asegurar con el Banco de Seguros 
del Estado que justamente, es un organismo del Estado, y por 
ello debe actuar razonablemente en esta materia, fijando pri- 
mas accesibles, lo que hace innecesaria una mayor regulación . 
legislativa sobre el tema- que liberar la contratación de seguros 
sobre algunos riesgos ahora monopolizados. En este último 
caso, me parece que la legislación -como lo preveía el proyecto 
de ley de la Cámara de Representantes, al que hizo referencia 
la delegación de ANETRA en su momento, en cuanto a los 
seguros por responsabilidad civil provenientes de accidentes en 
el transporte carretero- debería establecer algunas normas que 
hagan más efectiva la posibilidad de asegurase. Si el seguro no 
es obligatorio, cada empresa puede contratar su seguro, si así lo 
desea, con cualquier compañía privada y, en caso de que el 
contrato no le interese, puede rechazarlo. Otra posibilidad es 
que exista una obligación para todas las empresas de realizar 
esos contratos -como estaba previsto con este seguro de trans- 
porte carretero en el proyecto de ley aprobado por la Cámara 
de Representantes- y, en este caso, una forma de salirse de esa 
obligación es levantar las primas. Me pregunto si la reglamen- 
tación puede contemplar estos aspectos. Creo que debemos 
prever todos estos elementos en el proyecto de ley. 


Aclaro que digo esto sin ánimo de crear dificultades a la 
sanción de este proyecto; lo hago, simplemente, procurando 
que no nos encontremos después con la necesidad de dictar 
normas, un poco a las apuradas, para resolver problemas que 
no previmos. Igualmente, pienso que deberemos sancionar -noso- 
tros o los legisladores que ocupen nuestras bancas en el futuro- 
leyes complementarias sobre este tema, porque no es tan senci- 
llo pasar de un régimen de monopolio que lleva ya más de 
ochenta años, a un régimen de libertad total, de la noche a la 
mañana. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Deseo realizar un comentario acer- 
ca de la pregunta que ha formulado el señor Senador Zumarán, 
No puedo hablar por el redactor de la iniciativa original, que 
proviene del Poder Ejecutivo, pero como he participado en 
algunos ensayos de redacción ulterior, sí puedo hablar sobre mi 
intención a este respecto. 


Creo que en la redacción original del Poder Ejecutivo está 
claro que este tipo de riesgos quedarán excluidos del nuevo 
régimen. Esto está todavía más claro en la redacción a la que 
dio lectura el señor Senador Cadenas Boix, porque mientras 
que en la iniciativa del Poder Ejecutivo se trata de una norma 
que exceptúa de la derogación a estos riesgos, en el caso del 
artículo que se ha leído, se hace referencia a que los seguros 
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entrarán en régimen de libertad y, como consecuencia de ello, 
se establece la derogación. Este último párrafo dice: “Excep- 
tíase de lo dispuesto en este artículo los contratos...”, etcétera, 
De tal manera que los contratos de seguros por accidentes de 
trabajo y enfermedades profesionales, a tenor de estas normas, 
quedan exactamente en la misma situación, es decir, son de 
contratación obligatoria y el Banco de Seguros del Estado tiene 
el monopolio sobre ellos. Además, esta interpretación es con- 
gruente con la discusión que hubo en Sala en la sesión anterior, 
con las manifestaciones que hizo en esa oportunidad el señor 
Senador Grenno en el sentido de que esos riesgos constituyen 
una Cartera interesante para el Banco de Seguros del Estado -si 
no importante, como lo es Automotores- así como con la infor- 
mación que oportunamente dio el Banco de Seguros del Esta- 
do. Por esa razón, parecía oportuno, en el momento de quitarle 
el monopolio, que el Banco de Seguros del Estado mantuviera 
este tipo de riesgos, a fin de contribuir a la mejor estabilidad de 
la Institución en las nuevas circunstancias. 


Más allá de este argumento, la razón central -al menos en lo 
que a mí respecta- es que en los casos de seguros que cubren 
riesgos de naturaleza social, el Estado puede y debe asegurarse, 
en la mayor medida posible, de que ellos van a estar a cubierto 
de cualquier contingencia comercial de las empresas que pu- 
dicran asumirlos en un régimen de libertad sin restricciones. 
Esto se mencionó en sesiones anteriores de esta Comisión, y es 
mi inteligencia del artículo, tanto por la forma en que está 
redactado, como por sus antecedentes, que tienen que ver con 
la razón de ser de esa misma disposición. 


SEÑOR GRENNO. - Aunque me encuentro en la misma 
situación que la mayoría de los señores senadores, en cuanto a 
que no dispongo del texto de este artículo, por lo que he escu- 
chado creo entender que cambiamos -de acuerdo con la pro- 
puesta del señor Senador Bouza- el criterio de desmonopoliza- 
ción por el de libertad. Creo haber entendido, también, que la 
libertad pasaba a la de elección y no a la de participación, que 
son dos libertades distintas que actúan sobre el mismo merca- 
do: la de elegir lo que compro y la de vender lo que se me 
ocurre, Entiendo que esto también debería ser reglado en la 
propuesta, porque no son idénticas, aunque parezcan similares, 
Par lo tanto, debemos ser más ajustados en decir si la libertad 
debe estar condicionada a la elección de aquel que quiere to- 
mar un amparo entre las ofertas de plaza, o a la de presentar 
cualquier oferta en la plaza. ¡En caso de que estableciéramos la 
libertad de participación, esto condicionaría a la reglamenta- 
ción futura, porque partimos de la base de decir que todos 
tienen derecho a vender, por lo que la reglamentación quedará 
mucho más encorsetada para otro tipo de tareas. 


Entiendo que también debemos ser conscientes de que des- 
pués de que declaremos la libertad de elección o de participa- 
ción, el otro artículo es circunstancial. Decimos que no están 
integrados a ese criterio los accidentes de trabajo, no porque no 
estemos de acuerdo con la libertad de elección o de participa- 
ción, sino por otras razones. No los hemos incluido cn la liber- 
tad, pero los hemos dejado casi en la puerta. 
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Considero, además, que el seguro por accidentes de trabajo 
no puede desmonopolizarse, porque habría que cambiar una 
enorme cantidad de normas que ya existen en el país e incluso 
la forma de recaudación, ya que los accidentes de trabajo tribu- 
tan por aportaciones únicas, por lo menos en el caso de la 
construcción y rurales, que son los grupos más grandes que 
tiene esa cartera. No existe ninguna empresa privada que pueda 
aceptar que la prima que debe cobrar por cada amparo, quede 
fijada por un porcentual que no fue definido por la empresa 
dentro de una aportación genérica y legal. Por lo tanto, parece 
obvio que en el caso de los accidentes de trabajo no hay una 
consideración exclusivamente de tipo doctrinario, sino que es 
también de tipo práctico: es absolutamente imposible desmo- 
nopolizar los seguros por accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales, aunque para el Banco de Seguros del Estado 
fuera el peor de los negocios. Es decir que no existe la posibili- 
dad de hacerlo, si no se corrige una gran cantidad de normas. 


Volviendo al tema inicial, pienso que es muy importante 
que definamos si lo que tratamos de establecer es libertad de 
elección o de participación y que los dos conceptos no son 
“Mercosuristas”. 


Se trataría de un nuevo sistema de participación en la plaza, 
pero que no tiene nada que ver con mercados regionales, pues- 
to que se aplica con o sin ellos porque, de lo contrario, uniría- 
mos conceptos diferentes como son la necesidad regional de la 
existencia, de la libertad que puede tener un adquirente de 
tomar el producto que más le guste o la de la empresa, en el 
sentido de participar en un mercado abierto. En definitiva, creo 
que estas no son situaciones que se acomoden una a la otra por 
necesidad. 


SEÑOR ZUMARAN. - Según recuerdo, lo que se votó fue 
la ley en general y, entonces, lo que existe con referencia al 
artículo 1% es la propuesta de sustituirlo por una nueva redac- 
ción; por lo tanto, lo que el señor Presidente pondría a votación 
sería, precisamente, esa nueva redacción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Efectivamente, se trata de lo que 
expresa el señor Senador Zumarán. 


En la sesión anterior, discutimos ampliamente este tema, 
fundamentalmente acerca de dos posibles alternativas o formas 
de abordar el artículo 1%, Una de ellas, es la que viene proyec- 
tada por el Poder Ejecutivo, que parte de la derogación de las 
normas que establece el monopolio a favor del Estado -ejerci- 
do, en este caso, por el Banco de Seguros del Estado- con 
excepción de las dos clases de seguros que acabamos de men- 
cionar, En dicha oportunidad, se planteó la posibilidad de que 
en vez de derogar los monopolios por la forma negativa, se 


resolvicra.el asunto a través de la reafirmación del principio de 


libertad. Fue en ese momento que expresé que ninguna de las 
dos fórmulas me merecía objeción alguna porque, partiendo de 
la base de que de acuerdo con el régimen constitucional la 
libertad es el principio y el monopolio la excepción, si una 
norma deroga el monopolio, naturalmente, reaparece la liber- 
tad, de tal modo que la fórmula del Poder Ejecutivo sirve al 
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propósito que se busca. De todas maneras, si se desea reafirmar 
el concepto y partir desde el aspecto positivo, derivando de él 
las consecuencias de la derogación, tampoco tengo inconve- 
niente en que así se proceda. 


Posteriormente, se discutió el alcance de las excepciones, 
cuyas variantes podían ser: ninguna, las dos mencionadas por 
el Poder Ejecutivo, la de fianza, la de las empresas del Estado y 
las que ahora agrega el señor Senador Zumarán con relación al 
seguro obligatorio. Por esa razón, parecía que la redacción del 
artículo era accesible al nivel de discusión que en este momen- 
to tiene el Senado. Asimismo, pienso que si hay dificultades en 
virtud de la urgencia del tema, personalmente manifiesto que 
me inclino por el texto que envía el Poder Ejecutivo, a fin de 
avanzar rápidamente en el trabajo que debemos terminar esta 
misma semana, 


SEÑOR ZUMARAN. - Con el ánimo de ayudar a la Mesa a 
sortear esta laguna que se ha producido con respecto al artículo 
1? del proyecto en consideración, plantearía si es o no posible, 
para quienes proporcionan esta iniciativa, subordinar la vigen- 
cia de la misma a la concreción de cicrtos hechos. El primero 
de ellos, es que el Banco Central ponga en marcha una superin- 
tendencia relativa al sistema de control general de los seguros 
en el país, incluido el Banco de Seguros del Estado. El segundo 
hecho, que resulta más difícil de formular, es el vinculado a si 
el Banco de Seguros tendría un plazo determinado antes de la 
vigencia de este esquema, a los efectos de ajustar su funciona- 
miento a lo que formula en su propuesta. El esquema de esta 
Institución ya está en nuestro poder, si bien aun, en lo personal, 
no conozco su contenido, aunque podemos darlo por bueno o 
quizá realizarle algún ajuste. En ese sentido, pienso sí es posi- 
ble darle un plazo a ese Organismo para que ponga en funcio- 
namiento el nuevo sistema. 


A mi juicio, estas son las objeciones más importantes que 
se formulan al planteo de una desmonopolización lisa y llana o 
a un cambio legislativo que restablezca la libertad de contrata- 
ción de seguros, a la cual, en principio, no me opongo; por el 
contrario, soy partidario de ella, puesto que no considero que 
los seguros sobre automóviles deban estar exclusivamente en la 
órbita del Estado. No obstante, en virtud de los argumentos que 
ya he señalado y no quiero reiterar, pienso que ante una desmo- 
nopolización de esta naturaleza vendrán a trabajar empresas, no 
sólo en lo que tiene que ver con los seguros sobre automóviles, 
sino que se producirá un relanzamiento del mercado de segu- 
ros. Este es un riesgo que no me gustaría que corriera nuestro 
país sin que previamente estuviera en marcha en un plazo pru- 
dencial, la superintendencia mencionada a cargo del Banco 
Central. Por otro lado, a mi juicio sería conveniente que a una 
institución tan representativa del país, como es el Banco de 
Seguros del Estado, le otorguemos un plazo razonable, a fin de 
que ajuste su funcionamiento al nuevo régimen. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Considero que el tema que plan- 
tea el señor Senador Zumarán es muy interesante, porque en 
este proyecto se contemplan situaciones que ocurren en mo- 
mentos distintos. El hecho de que el artículo 1? traiga consigo 
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la libertad de contratación y la eliminación del monopolio de 
los seguros, no quiere decir que al día siguiente de ocurrido ese 
hecho jurídico, las compañías privadas -las ya instaladas y 
otras que puedan establecerse en el futuro- puedan empezar a 
operar en los riesgos hasta el momento monopolizados por el 
Banco de Seguros, puesto que ellas deberán contar con la auto- 
rización del Poder Ejecutivo. A su vez, dicha autorización de- 
berá ser dada en función de una reglamentación. En lo que 
refiere a las empresas de seguros ya instaladas para poder ope- 
rar en riesgos hasta ahora monopolizados por el Banco de 
Seguros, previamente -como ya dije- deberán ajustarse a la 
reglamentación que establezca el Poder Ejecutivo. Es decir que 
existirá cierto lapso entre la entrada en vigencia de la desmo- 
nopolización -establecida por el artículo 1%- y la puesta en 
funcionamiento de las empresas privadas que trabajarán en esa 
órbita. Sobre este punto hubo una propuesta del señor Senador 
Astori que también hizo notar algún otro señor Senador, que 
apunta al hecho de que la efectividad de la ley general de 
desmonopolización estaría dependiendo de la buena O mala 
voluntad del Poder Ejecutivo para instrumentar la reglamenta- 
ción. Entiendo que la mejor forma tomar en cuenta la inquie- 
tud planteada por el señor Senador Zumarán es fijar un plazo 
para que el Poder Ejecutivo establezca la reglamentación co- 
rrespondiente. Entonces, en ese plazo que va a mediar entre la 
promulgación de la ley y el momento en que el Poder Ejecuti- 
vo deba emitir la reglamentación, va a haber un momento en el 
que se van a poder ir acomodando las empresas privadas, la 
Superintendencia y el Banco de Seguros a las nuevas condicio- 
nes que crea el artículo 1? de la ley. 


SEÑOR ASTORI. - Deseo aclarar que en nuestra propuesta 
hay un doble plazo, por lo que también lo hay para la regla- 
mentación. En lo que tiene que ver con la reglamentación, le 
damos al Poder Ejecutivo un plazo de 90 días y en cuanto al 
ajuste de las empresas que actualmente operan corresponderá 
un plazo teórico de 3'a 12 meses, porque hay un artículo que 
en su momento consideraremos que dice que el Poder Ejecuti- 
vo con el asesoramiento del Banco Central podrá extender el 
plazo de adaptación hasta un año en el caso de que existan 
ciertas condiciones. 


Como se sabe, la propuesta que hemos hecho es para la 
Superintendencia de seguros y comprende artículos que aluden 
a la reglamentación de la actividad de las compañías de segu- 
ros y de reaseguros, como la adaptación de las actuales empre- 
sas privadas de seguros que operan en el país. 


Quiero hacer estos comentarios a raíz de la inquietud del 
señor Senador Zumarán. Tal como los señores senadores cono- 
cen, estamos en contra de la propuesta central de este proyecto, 
pero creemos que debemos contribuir a la instauración de la 
Superintendencia y por eso pretendíamos fijar esos plazos. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Pienso que estábamos anali- 
zando el artículo 1* del proyecto de ley y, sin perjuicio de lo 
interesante de la discusión, nos hemos ido del tema. 


Entiendo que se pretende optar por la fórmula venida del 
Poder Ejecutivo o la sustitutiva que recoge algunas ideas que 
se analizaron en la sesión anterior. 
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Los temas de la Superintendencia y de los plazos, lógica- 
mente, los vamos a tener que discutir pero pienso que están 
fuera de lo que concierne a este artículo 1*, que va a decir si 
nos mantenemos dentro del monopolio o en un régimen de 
libertad de contratación. 


SEÑOR ASTORI, - Pienso que, de todas formas, esos te- 
mas están vinculados, 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Por supuesto que sí, ya que la 
ley es una estructura armónica y relaciona un gran número de 
temas. Si queremos actuar con la requerida expeditividad que 
los tiempos o los términos nos disponen, debemos pronunciar- 
nos sobre el artículo llave del proyecto de ley, Entiendo que es 
vano discutir sobre los plazos o si la Superintendencia es con- 
veniente o no, si antes no nos pronunciamos sobre el artículo 1* 
a través del cual se mantiene o se saca este monopolio. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Deseo expresar que estoy de acuer- 
do con las dos opiniones que se dieron aunque ellas son absolu- 
tamente contradictorias. 


(Dialogados) 


La Mesa quiere aclarar que no funciona el audio en Sala y 
que, por lo tanto, los taquígrafos no pueden escuchar correcta- 
mente, por lo que solicita que los señores senadores hablen más 
alto. 


Si bien el artículo 1* define el tema sobre los monopolios, 
no significa que al día siguiente de aprobada la norma habrá un 
plazo para la reglamentación, para el ajuste de las compañías y 
para que pueda funcionar la Superintendencia. 


Reitero que está a consideración el artículo 1% con el texto 
propuesto por el Poder Ejecutivo y el que dio lectura el señor 
Senador Cadenas Boix, el cual fue repartido, 


SEÑOR GRENNO. - Pienso que sobre la propuesta” del 
señor Senador Zumarán y sobre el tiempo que tienen las em- 
presas para participar, debemos partir de la base de que las que 
ya están instaladas tendrán un plazo de un año que fijará el 
Poder Ejecutivo y podrán colocar su producto a los 10 días de 
aprobada esa ley. Entonces, ingresaríamos en la consideración 
que hacía el señor Senador Bouza en el sentido de que habría 
un desequilibrio en el Banco de Seguros porque se trata de 
plazos que regirán para las empresas que se acojan a esta ley y 
no para las que no lo hagan. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa desca aclarar que se ha 
restituido el audio en Sala. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - La idea del señor Senador 
Grenno es entendible. La idea es que las empresas que vengan 
lo hagan luego de dictada la reglamentación y una vez que el 
Poder Ejecutivo las autorice, Después, el Banco Central, las 
habilitará. 
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Deseo expresar que he redactado un artículo 3% que dice 
que las empresas públicas o privadas para desarrollar activida- 
des aseguradoras deberán ser autorizadas por el Poder Ejecuti- 
vo. La reglamentación dictada por el Poder Ejecutivo con el 
asesoramiento del Banco Central del Uruguay, determinará los 
requisitos de admisibilidad y regulará los aspectos relativos a la 
solvencia financiera y técnica de las empresas, reaseguros e 
inversiones, así como el sistema de control sobre las mismas. 
El Banco de Seguros del Estado y las compañías aseguradoras 
que actualmente operan en el país, deberán ajustarse a la regla- 
mentación; mientras tanto, solamente podrán celebrar los con- 
tratos de seguros que podían celebrar hasta el momento. En 
todo caso, Estarán sujetas a la supervisión y fiscalización esta- 
blecidas en esta ley. Pienso que este artículo solucionaría todos 
los cuestionamientos suscitados por el señor Senador Grenno. 
Las empresas van a entrar una vez que las autorice el Poder 
Ejecutivo y para que esto suceda, dicho Poder debe haber dic. 
tado previamente su reglamentación. Por su parte, las empresas 
que están actualmente trabajando, mientras no se ajusten a la 
reglamentación, podrán solamente seguir vendiendo los segu- 
ros que podían ofrecer hasta el momento de entrada en vigen- 
cia de la ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Propongo que nos apliquemos a 
la consideración del artículo primero, teniendo en mente -de 
acuerdo con la discusión planteada por el señor Senador Zuma- 
rán, a los efectos de llenar un vacío o laguna que se había 
producido- que es intención de la Comisión poner algún tipo de 
plazo, de manera tal que se eviten inconvenientes prácticos. 


Luego veremos cómo se va a redactar la ley. En este senti- 
do, el señor Senador Cadenas Boix propuso que se hiciesen 
fotocopias. 


SEÑOR ASTORI. - A raíz de la duda o preocupación plan- 
teada por el señor Senador Grenno, quisiera aclarar nuestra 
propuesta en el sentido de que a las compañías que actualmente 
operan las tiene que habilitar el Poder Ejecutivo para que pue- 
dan celebrar contratos distintos a los que ahora realiza. Tampo- 
co hay plazo para la habilitación por parte del Poder Ejecutivo 
y por eso éste lo hace cuando desea. A partir de allí, se tienen 
que adaptar de acuerdo con lo que dice el artículo. 


En la propuesta que formulamos el Poder Ejecutivo no sólo 
habilita a nuevas compañías, sino también a las actuales para 
que hagan contratos diferentes a los que ahora pueden realizar, 


SEÑOR CASSINA. - Ciñéndonos a la metodología que su- 
giere el señor Presidente, sugiero que el inciso final que refiere 
a las excepciones, se vote por separado ya que es mi propósito 
solicitar una votación de la Comisión sobre una propuesta que 
oportunamente hice y que amplía el ámbito de las excepciones 


a los contratos de seguros que celebren todos los organismos 


estatales y paraestatales y los de fianza en las compras del 
Estado, que venían previstos en la ley aprobada por la Cámara 
de Representantes, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Consulto a la Comisión en el 
sentido de si estamos en condiciones de votar el artículo 1* que 
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se nos presenta con la alternativa de hacerlo entre el texto 
propuesto por el Poder Ejecutivo y el que ahora tenemos sobre 
nuestra Mesa que concreta un planteo desarrollado en la sesión 
anterior. 


SEÑOR ZUMARAN. - Admito que esta discusión es enri- 
quecedora, pero desde mi punto de vista, es un poco oscura, 
porque, en lo personal, acabo de recibir el texto propuesto por 
el señor Senador Cadenas Boix. Asimismo, en la tarde de hoy 
he regresado de una sesión del Parlamento Latinoamericano y, 
por lo tanto, no conozco lo que nos envió el Banco de Seguros 
del Estado y apenas leí superficialmente, una propuesta del 
Banco Central respecto a la Superintendencia, 


Haciendo esas salvedades, digo que, fundamentalmente, 
planteé que la vigencia del artículo 1*%, en cuanto al principio de 
la libertad, debía estar subordinado al cumplimiento de dos 
hechos. En primer lugar, que la Superintendencia del Banco 
Central estuviera en funciones para ejercer el contralor de estas 
empresas. Y, en segundo término, que el Banco de Seguros del 
Estado tuviera un tiempo prudencial para ajustar su actividad a 
esta nueva realidad, que es bastante diferente a la del año 1911. 


Me congratulo de la buena voluntad del señor Senador Ca- 
denas Boix, en cuanto a prever un artículo 3%, que él proyecta, 
en relación -según lo que entendí- a subsanar uno de estos 
problemas. Admitamos que, una reglamentación del Poder Eje- 
cutivo -que no es lo mismo que la ley establezca que el régi- 
men no va a regir si no ocurre determinada cosa- fuera sufi- 
ciente garantía para saber que el nuevo régimen no va a empe- 
zar a correr hasta que comience a funcionar la Superintenden- 
cia de seguros, Pero queda la otra salvedad, en el sentido de no 
llevar al Banco de Seguros del Estado a desempeñar una lucha 
en condiciones desiguales. Aquí se discuiió mucho sobre esto y 
se dijo que era como poner a un boxcador a pelear con una o 
con las dos manos atadas a la espalda. En cualquiera de los dos 
casos esto significa poner a un contendor en inferioridad de 
condiciones. 


Me pregunto qué solución podríamos buscar a este segundo 
tema. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Por las palabras del señor 
Senador Zumarán, entiendo que él prefiere que todos los usua- 
rios de los seguros queden, con las dos manos atadas frente al 
Banco de Seguros del Estado, imposibilitándoles contratar más 
barato con otra persona, que brinda el mismo servicio a menor 
precio. 


SEÑOR ZUMARAN. - En ese caso, cambiamos la óptica 
de la discusión porque deberíamos partir de la base de que las 
nuevas empresas aseguradoras ofrecen mejores servicios y más 
barato. Es posible que ello ocurra y me congratularía si así 
sucedicre, pero no tenemos la seguridad de que esto ocurra en 
el caso de que sancionemos una ley, 


Entiendo que es bueno pensar que a veces se pueden armo- 
nizar los intereses. Podemos admitir que es legítimo el interés 
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de los consumidores, en el sentido de tener una pluralidad de 
empresas de seguros en donde poder celebrar sus contratos y 
que, por lo tanto, va a haber una diversidad de seguros, ya que 
es una materia que se ha enriquecido mucho con una variedad 
de figuras y elementos nuevos, Por lo tanto, muchas empresas 
de seguros podrán ofrecer un extenso abanico de posibilidades 
que satisfaga a los consumidores, Creo que también debemos 
tener en cuenta el interés del Banco de Seguros del Estado, En 
ese sentido, ¿pensamos que es bueno que se dé la desmonopo- 
lización del Banco de Seguros del Estado sin darle un tiempo y 
medios legales para poder ajustar su acción a los nuevos tiem- 
pos? Al respecto, creemos que de esa manera estaríamos bene- 
ficiando a los consumidores o no, pero estamos seguros de que 
vamos a perjudicar al patrimonio público en términos del Ban- 
co de Seguros del Estado que es propiedad del país y garantía 
del Estado. Pienso que como legisladores debemos pensar si 
podemos salvaguardarlo de una crisis que nadie tiene interés en 
provocar. No sé qué costo insumiría esto pero si con ello pu- 
diéramos habilitarle, en normas jurídicas que le permitan un 
funcionamiento más ágil, eficiente y descargarlo de ciertos 
compromisos, trabas o gravámenes que tiene para que pueda 
competir en igualdad de condiciones con los demás, sería muy 
positivo. Creo que nosotros podríamos estudiar esta hipótesis y 
es bueno que lo hagamos por no decir que es casi nuestro 
deber. 


Repito que con esto beneficiaremos o no a los consumido- 
res, -y no sabemos en cuanto- pero no sabemos qué podrá 
suceder con el Banco de Seguros del Estado que es patrimonio 
del país. Propongo armonizar estos distintos intereses plantean- 
do un plazo estricto, severo, perentorio, pero razonable, al Ban- 
co de Seguros del Estado que es una Institución del país, pro- 
piedad del Estado, para que ajuste su funcionamiento al nuevo 
escenario. Si esto demandara un plazo de uno o dos años, 
personalmente, estaría dispuesto a otorgárselo y me gustaría 
analizar entre todos la conveniencia o no de hacerlo. 


SEÑOR ASTORI. - Con respecto al comentario efectuado 
por el señor Senador Cadenas Boix -que es la segunda vez que 
lo realiza- cuando lo hizo en una primera oportunidad, expresé 
un punto de vista sobre el tema, pero ahora quiero agregar otro, 
Aclaro que lo hago con la convicción de que sobre este tema 
nos separan visiones diferentes. Seguramente, en términos de 
la realidad objetiva, el señor Senador Cadenas Boix coincidirá 
conmigo en que si esta disposición que estamos considerando 
le trae problemas de crisis al Banco de Seguros -cosa factible o 
probable y, a este respecto, debo decir que tengo total convic- 
ción, aunque no quiero extender mi opinión al resto de los 
integrantes de la Comisión- el perjuicio ya no sólo para los 
usuarios de Seguros sino para toda la sociedad uruguaya, en 
términos de lo que tendrá que aportar para solventar esa crisis, 
será extraordinariamente importante, mucho más que una even- 


- tual rebaja de tarifas. Entonces, preservar a la Institución de 


una posible caída es también defender ya no a los usuarios sino 
a todos y cada uno de los habitantes de la República. Pido por 
favor que se tenga en cuenta este argumento. 


SEÑOR ZUMARAN. - Para finalizar, quiero decir que des- 
de mi modesto punto de vista, estoy dispuesto a compartir la 
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inciativa del señor Senador Cadenas Boix, en lo que respecta a 
esta redacción a favor de la libertad, si es que surgen paralela- 
mente normas claras que pongan en funcionamiento la Superin- 
tendencia del Banco Central, otorgándose un plazo prudencial 
para ello. 


Por otro lado, quisiera que se le diera al Banco de Seguros 
del Estado la posibilidad de poder competir, en términos de 
razonables equidad y equivalencia, con las empresas privadas, 
haciéndonos saber a su vez, qué normas legales referidas al 
funcionamiento de la Institución habrá que modificar para esos 
fines. 


Por otro lado, debo decir que mantengo algunas dudas acer- 
ca de determinados seguros, por ejemplo, el de Propiedad Hori- 
zontal y el de Pasajeros en Aviones. El señor Senador Cassina 
ha citado otros muy interesantes relacionados con las fianzas 
en licitaciones públicas; eventualmente, habría que analizar si 
acaso existen otros, 


En lo que respecta a la obligatoriedad de asegurar las cargas 
y los camiones como consecuencia de la suscripción al MER- 
COSUR, pienso que es algo que se está generalizando por 
acuerdos, y deberfamos todos observar en qué situación queda- 
mos en lo que respecta a esos seguros especiales. 


En mi opinión, podría haber una solución en lo que hace a 
la puesta en marcha de la Superintendencia; creo que nadie 
hace objeción a eso, pues en realidad es una cuestión de tiempo 
y de redacción. Señalo que no me gusta el criterio de dejar esto 
subordinado a cuando el Poder Ejecutivo reglamente la ley, ya 
que podría hacerlo ahora o tal vez nunca. Podría suceder que 
transcurrieran años viviendo una situación de incertidumbre, 
porque la ley habría establecido un principio de libertad que en 
los hechos no se produciría, Me parece que lo más claro y 
conveniente es señalar una fecha -si podemos- o contar con la 
opinión del Banco Central en el sentido de que la Superinten- 
dencia ya estaría en condiciones de funcionar o que ya se ha 
iniciado esa tarea, por lo que se estaría controlando efectiva- 
mente a las empresas. A su vez, el Banco de Seguros debería 
establecer un plazo para la puesta en marcha de algunos meca- 
nismos que lo ayuden a competir en forma razonable, 


SEÑOR BOUZA. - Deseo hacer una exhortación a los se- 
fiores integrantes de esta Comisión, porque me parece que esta- 
mos llevando a cabo una Úiscusión general de nuevo y no del 
artículo que en realidad está en consideración. 


Tal como señaló el señor Senador Cadenas Boix, alguna de 
las preocupaciones planteadas por distintos señores senadores 
están contempladas en otros artículos de este proyecto y en 
otras modificaciones planteadas, particularmente por el men- 
cionado señor Senador. Así, estamos volcando sobre el primer 
artículo la discusión de todo el proyecto de ley, por lo que no 
podremos avanzar. Creo que de todo lo que se ha discutido 
hasta ahora, lo único que podría merecer consideración espe- 
cial es la última observación que realizó el señor Senador Zu- 
marán con respecto a si, además de mantener el monopolio en 
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cuanto a los seguros que se refieren a accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales, se incluyen otros. A mi juicio, 
esto sería lo único que podría incluirse en esta discusión. 


Como es sabido, la entrada en vigencia del régimen de 
libertad está prevista en los artículos 2* y 3* y en ese instante 
habrá que discutirlo, La entrada en vigencia de las facultades 
otorgadas al Banco Central en el sentido de controlar el régi- 
men de seguros se establece en el artículo 4% y será más adelan- 
te que deberemos discutirlo. 


Aquí lo que deberíamos ver es si estamos de acuerdo con la 
idea de establecer la libertad para todos los siniestros o con la 
excepción referida a accidentes de trabajo y enfermedades pro- 
fesionales, o agregar además otras excepciones. 


Además, el proyecto que ha presentado el señor Senador 
Cadenas Boix -que recoge algunas de las ideas que planteé en 
la sesión pasada- está diciendo, en definitiva, exactamente lo 
mismo que lo que establece el artículo que venía en el Mensaje 
del Poder Ejecutivo. Digo esto porque el resultado del conteni- 
do es el mismo; no hay una innovación de extensión de la 
norma. Simplemente, se dice por la vía positiva cuál es el 
régimen de libertad, las derogaciones que supone la elimina- 
ción del monopolio y la excepción referida a los seguros sobre 
accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, que ya 
estaba prevista en el Mensaje del Poder Ejecutivo. 


En consecuencia, pienso que este tema ya ha sido lo sufi- 
cieniemente discutido como para que pasemos a votar el artícu- 
lo 1%. A su vez cada uno tendrá su posición con respecto a la 
extensión de las excepciones al régimen de libertad. 


SEÑOR RICALDONI. - Quisiera referirme, por supuesto, 
al artículo 1%, Contemplando lo que señalaban hace un momen- 
to el señor Senador Bouza y antes el señor Senador Cassina, 
recuerdo que en la sesión anterior propuse -cosa que no fue 
aprobada- votar como primer inciso del artículo 1* lo que viene 
del Poder Ejecutivo hasta la palabra “Estado” y luego un se- 
gundo inciso que a mi juicio, debería recoger la propuesta del 
señor Senador Cassina, aunque con alguna modificación. Con- 
cretamente, formulo una propuesta en ese sentido. Repito que 
en lo que respecta al otro proyecto, me gustaría analizarlo con 
mayor cuidado. Pienso que a todos, salvo a los autores, nos 
sucede lo mismo que al señor Senador Zumarán. Debemos 
tener presente que recién hemos accedido al texto de la iniciati- 
va, e incluso el señor Senador Cadenas Boix ha tenido que 
hacerle algún retoque en Sala. 


SEÑOR BOUZA. - Quiero decir que el retoque que se ha 
hecho a la propuesta del señor Senador Cadenas Boix es única- 
mente la referencia a una Ley de abril de 1911 que, según lo 
informado por Secretaría, fue sólo Mensaje del Poder Ejecutivo 


y hunca se convirtió en ley. De acuerdo con el Registro Nacio- 


nal de Leyes, se sancionó una sola ley que es la del 27 de 
diciembre de 1911. 


SEÑOR RICALDON!I. - Entonces, propongo votar en pri- 
mer lugar, como primer inciso del artículo 1%, todo el artículo 
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hasta la palabra “Estado” que aparece en la tercera línea. Y 
luego votar como segundo inciso -teniendo en cuenta los co- 
mentarios que se efectúen en su momento- la propuesta del 
señor Senador Cassina. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa informa que están en 
consideración tres textos para el artículo 1*: el del proyecto del 
Poder Ejecutivo, el presentado por el señor Senador Cadenas 
Boix -que recoge una propuesta efectuada por el señor Senador 
Bouza en la sesión anterior- y el sugerido por el señor Senador 
Ricaldoni, que es básicamente el del proyecto inicial del Poder 
Ejecutivo aunque contempla parcialmente la propuesta formu- 
lada por el señor Senador Cassina. 


SEÑOR RICALDONTI. - Quisiera hacer una aclaración. En 
realidad, mi propuesta recoge todo el artículo 1* del proyecto 
del Poder Ejecutivo, ya que el resto vendría en el inciso segun- 
do con el agregado propuesto por el señor Senador Cassina. 


Asimismo, deseo referirme a lo siguiente. 


Deliberadamente, en mi propuesta sugiero mantener la re- 
dacción del Poder Ejecutivo sin entrar en este artículo, a los 
efectos de no restringir nuestra tarea al tema de si hay un plazo 
durante el cual entra o no en vigencia la ley. Entiendo que, 
quizá, esto convendría que se reservara para un artículo final 
del proyecto que diría, por ejemplo, que esta ley entrará en 
vigencia a partir de tal fecha, de tales actos, etcétera. Mi objeti- 
vo fue avanzar porque, repito, estamos frente a una ley de 
urgencia y no desearía que incumpliéramos el plazo constitu- 
cional. De pronto, no hay más remedio que reconocer la evi- 
dencia de que no pudimos hacerlo; pero insisto en que conven- 
dría, a fin de avanzar en el estudio del articulado, postergar 
algunos temas para otro momento. Todos sabemos que es parte 
de una técnica compartible establecer en un último artículo, 
este aspecto a que hemos hecho alusión. 


SEÑOR BOUZA. - Deseo hacer la siguiente propuesta en 
cuanto a la metodología de trabajo. 


Dado que el proyecto presentado por el señor Senador Ca- 
denas Boix contiene la norma prevista en el Mensaje del Poder 
Ejecutivo, me parece que a los efectos de que los señores 
senadores puedan fijar su posición, sería adecuado tomar como 
base su iniciativa e irla votando por incisos. O sea que quienes 
estamos a favor de hacer úna declaración en materia de libertad 
de celebración de contratos, votaremos el primer inciso del 
proyecto del señor Senador Cadenas Boix; aquellos que no 
desean hacer eso pero sí entienden que se debe derogar el 
monopolio, lo votarán negativamente, mientras que darán su 
voto afirmativo al segundo inciso. Luego se agregará, como 
propone el señor Senador Cadenas Boix, en ese mismo inciso 
la derogación expresa de las normas que consagraban monopo- 
lios en las leyes de 1911 y 1926. 


Por su parte, el inciso final del señor Senador se refiere a la 
misma norma establecida al final del artículo 1? del Mensaje 
del Poder Ejecutivo. 
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En consecuencia, y a los efectos de que todos podamos 
tener la mayor libertad de pronunciamiento, insisto en tomar 
como base el proyecto del señor Senador Cadenas Boix para 
votarlo por incisos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - A manera de fundamento de voto 
anticipado, reitero que para mí es tan satisfactoria una fórmula 
como la otra, Entiendo que todas ellas conducen al propósito 
deseado. 


Si no hay objeciones al método de trabajo sugerido por el 
señor Senador Bouza, se va a proceder en la forma indicada, 


SEÑOR ASTORI. - Solicito que se lea nuevamente el inci- 
so 1* del proyecto presentado por el señor Senador Cadenas 
Boix. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dice: “Declárase libre la celebra- 
ción de contratos de seguros sobre todos los riesgos en las 
condiciones que determine la ley”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-5 en 9. Afirmativa. 


SEÑOR RICALDONI. - Decía hace unos momentos que 
era preferible -naturalmente que, como no puede ser de otra 
manera, respeto el resultado de la votación- ceñirnos al proyec- 
to del Poder Ejecutivo. 


Esta redacción del inciso 1% -que no quise discutir porque 
me pareció que iba a contribuir involuntariamente a, digamos, 
irnos por las ramas- va a dar lugar a muchas vacilaciones en 
cuanto a sus verdaderos alcances. Aquí se señala que se declara 
libre la celebración de los contratos de seguros sobre todos los 
riesgos en las condiciones que determine la ley. Si es así, 


-entonces, la celebración del contrato de seguros no es libre, 


puesto que está limitada a lo que establezca la ley. 


Por otra parte, y dado que la palabra “ley” figura con mi- 
núscula, no sé si se trata de ésta -en cuyo caso debió hablarse 
de la “presente ley” lo cual, a su vez, podría ser peligroso 
porque obligaría a ignorar algunas- o si en caso de ponerse 
mayúscula se refiere a la vigente en este momento y a la 
futura. 


Asimismo, entiendo que además va a plantear dificultades 
en cuanto a la comprensión de sus alcances si, en definitiva, se 
aprueba el artículo 2* del proyecto remitido por el Poder Ejecu- 


tivo, que también me merece algunas observaciones. 


Tal como se ha dicho por los propios autores de este pro- 
yecto, lo que se pretende es obtener los mismos resultados que 
el proyecto enviado por el Poder Ejecutivo. Sin embargo, en- 
tiendo que su redacción dista de ser lo clara que parece. 
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SEÑOR BOUZA. - Como soy el culpable de esta fórmula, 
voy a asumirla, 


Me parece que lo que establece la ley es el principio de 
libertad, y naturalmente que este tiene las limitaciones que 
aquélla establece, como todos los que regulan nuestro Derecho, 
Todos los Derechos tienen el límite que la ley establece, 


No sé qué diferencia puede haber en poner con minúscula o 
mayúscula el vocablo “ley”. Simplemente, aquí se dice que la 
limitación surge de esta ley y de las que le sucedan, e inclusive 
de las que le anteceden, salvo aquellas que son expresamente 
derogadas por ésta. De manera que creo que es absolutamente 
claro el contenido y el sentido de la norma. 


SEÑOR RICALDONI. - Si es lo mismo, y luego de apro- 
barse este primer inciso, me sentiría más tranquilo si el término 
“ley” figurara con mayúscula y voy a explicar por qué, 


En general, en nuestro país la costumbre indica que cuando 
se pone “Ley” con mayúscula se refiere a la legislación, al 
Derecho, mientras que cuando está con minúscula es porque se 
desea aludir a una ley en particular, 


SEÑOR ASTORI, - A manera de fundamento de voto, de- 
seo hacer unas breves constancias, reconociendo por anticipado 
que éstas no se harán desde una perspectiva jurídica -que por 
supuesto respeto mucho- sino económica. 


Desde el punto de vista económico, y con una observación 
lo más desapasionada y objetiva de la realidad, digo que es 
imposible declarar por ley la libertad de un mercado. Esto es 
especialmente cierto en el caso de los seguros: uno de los 
mercados más concentrados que hay en el mundo, Obviamente, 
tal concentración afectará nuestro país con mayor razón, por 
tratarse de una nación pequeña. Con esta ley no habrá, libertad 
en materia de seguros, y no la habrá, por lo menos, por dos 
razones: en primer lugar, porque no existirá tal libertad para 
optar, y la concentración llegará progresivamente también a 
este mercado de seguros uruguayo y, en segundo término, por- 
que como lo muestra una larguísima y rica experiencia mun- 
dial, habrá muchos mercados de seguros que estarán inexisten- 
tes o gravísimamente incompletos. No se trata de que no habrá 
libertad para optar con quién contratar, sino que no habrá con 
quién hacerlo, ya que el mercado no será cubierto, tal como lo 
permite comprobar, una muy vasta experiencia mundial, 


Es por este conjunto de razones que no compartimos en 
particular este primer inciso, razón por la que lo hemos votado 
negativamente. 


SEÑOR ZUMARAN. - He votado negativamente por lo 
que surge de mis anteriores intervenciones. 


Naturalmente que si en las disposiciones posteriores se ga- 
rantizara que esta libertad o desmonopolización no entra a regir 
luego de cumplidas las dos circunstancias que he señalado, es 
decir, la puesta en marcha de la Superintendencia y un plazo 
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para que el Banco de Seguros pueda adaptarse al nuevo escena- 
rio, con gusto cambiaría mi voto, 


SEÑOR PRESIDENTE. - En consideración el inciso segun- 
do de la propuesta del señor Senador Cadenas Boix. 


Al respecto, debo señalar que el mismo es coincidente lite- 
ralmente, en su primera parte, con la fórmula contenida en el 
proyecto del Poder Ejecutivo, pero le afíade la expresión “y 
especialmente” y la referencia a los artículos que se derogan, 
De modo que la derogación genérica que aparece en la primera 
parte de esta disposición, se agrega otra específica de ciertas 
normas, contenidas en distintas leyes, que establecen el régi- 
men actual. 


SEÑOR RICALDONI. - Quisiera saber si, tal como figura 
en el repartido, luego de la palabra “Estado” va un punto. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - No, señor Senador, la frase 
continúa. 


SEÑOR RICALDONI, - En ese caso, habría que eliminar el 
punto y la mayúscula. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el segundo inciso de la 
propuesta del señor Senador Cadenas Boix. 


(Se lee:) 


“Deróganse todas las disposiciones que establecen monopo- 
lios de contratos de seguros en favor del Estado y que son 
ejercidos por el Banco de Seguros del Estado y especialmen- 
te los artículos 1%, 3% a 7%, inclusive, y 29 de la Ley N* 3.935 
de 27 de diciembre de 1911 y los artículos 1* y 2? de la Ley 
N? 7.975, de 19 de julio de 1926”. 


SEÑOR RICALDONI. - El artículo 2* de la Ley de diciem- 
bre de 1911 establece: “El Poder Ejecutivo fijará por decreto 
para cada clase de seguro la fecha en que empezará a hacerse 
efectivo el monopolio”. Me gustaría saber si esto quedaría vi- 
gente una vez aprobado el inciso que estamos considerando. 


SEÑOR PRESIDENTE. - A mi juicio, la disposición quedó 
derogada con la Ley Baltar, 


SEÑOR RICALDON!. - No estoy tan seguro de que la Ley 
Baltar la haya derogado; podría haber otra biblioteca. Entiendo 
que el sentido de esa norma es el que señala el señor Presidente 
-de esto se habló en la sesión anterior- pero no se refiere con- 
cretamente al tema del Banco de Seguros, sino que es de carác- 
ter general. 


A mi juicio, debemos aclarar todo aquello que pueda susci- 


tar dudas porque, en el futuro un intérprete, de muy buena fe, 


puede preguntarse qué sentido tiene el hecho de que no exista 
una referencia al artículo 2*, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Por mi parte, no existe inconve- 
niente en incorporar la aclaración del señor Senador, pese a que 


300 -C.S. 


considero que la norma del artículo 2* fue derogada por la Ley 
Baltar, 


SEÑOR CADENAS BOIX. - En cierto modo, soy el padre 
de esta redacción especial, y expresamente no incluí la deroga- 


ción del artículo 2% por entender que ella estaba comprendida . 
en la Ley Baltar, que fue ampliamente comentada por todos los :. 
administrativistas, y que apuntaba a prohibir que el Poder Eje- 


cutivo pudiera ampliar monopolios, aun en aquellos casos en 
que la ley le confiriera esa potestad. , 


No obstante, si algún señor Senador -especialmente con los 
conocimientos jurídicos del sefior Senador Ricaldoni- desea in- 
cluir dicha aclaración, no tendré inconveniente alguno. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el inciso segundo de la propuesta del señor Sena- 
dor Cadenas Boix, con la inclusión de la referencia al artículo 
22 de la ley de 27 de diciembre de 1911. 


(Se vota:) 
-6 en 9. Afirmativa. 


SEÑOR ASTORI. - El fundamento de voto de este inciso 
segundo es diferente del anterior, y por eso he pedido la pala- 
bra. 


En este caso voy a ser aún más breve porque, en rigor, las 
razones que tenemos para votar negativamente esta disposición 
ya fueran expuestas a raíz de la discusión general del proyecto, 
Simplemente, quiero señalar que para nosotros está en juego la 
suerte del Banco de Seguros del Estado con este segundo inciso 
en particular. Asimismo, consideramos que este proyecto de 
ley no da absolutarnente ninguna garantía de que dicha Institu- 
ción pueda seguir en pie, y mucho menos, actuando mejor que 
en estos momentos. 


Por estas razones, que nos preocupan enormemente -y que, 
como expresé anteriormente, ocasionarán el mayor perjuicio 
que quepa concebir sobre usuarios e integrantes de la sociedad 
uruguaya- hemos votado negativamente este inciso. 


SEÑOR RICALDONI, - He votado afirmativamente este 
inciso segundo en el entendido de que luego será aprobado un 
tercer inciso en el que se salvarán las objeciones que acaba de 
formular el señor Senador'Astori. 


SEÑOR ASTORI. - No, señor Senador; de ninguna manera. 


SEÑOR RICALDONI. - No quiero entrar en debate, Sim- 
plemente reitero que no habría votado esta disposición si no 
pensara que, a continuación, habrá un inciso tercero en el que 
se agregaría, entre otras cosas, lo planteado por el señor Sena- 
dor Cassina. . 


SEÑOR ASTORI. - No deseo violar el Reglamento, que 
impide hacer alusiones en el fundamento de voto, pero el señor 
Senador Ricaldoni me obliga a hacerlo. 
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Considero que el tercer inciso en absoluto salva las razones 
por las que hemos votado negativamente el segundo párrafo, 
que marca una posición totalmente diferente a la del señor 
Senador Ricaldoni sobre este proyecto. Nos preocupa la des- 
monopolización simultáneamente a la permanencia de la situa- 
ción actual del Banco de Seguros; nada tiene que ver el tercer 
inciso con estas razones. 


SEÑOR RICALDON!I. - Lo que recién señaló el señor Se- 
nador Astori -más allá de que yo pueda estar violando el Re- 
glamento involuntariamente- se salva con lo que expresé ante- 
riormente en cuanto a que el momento de entrada en vigencia 
de la ley deberá ser discutido en un artículo separado y final. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Quiero advertir a los señores se- 
nadores que esta fórmula contiene la excepción de solamente 
dos contratos de seguros: el de enfermedades profesionales y el 
de accidentes del trabajo, mientras que la propuesta de otros 
señores senadores incluiría otros riesgos. 


SEÑOR CASSINA. - Estoy de acuerdo con lo que se esta- 
blece en este artículo, aunque creo debe tener una excepción 
más amplia. Entonces, consulto: de votar este artículo, ¿se 
entiende que otra propuesta como la que hemos formulado, que 
contiene un campo de excepciones mayor, queda descartada? 
En ese caso no puedo votar. En concreto pregunto si, sin per- 
juicio de votar afirmativamente este artículo, podemos votar 
otras propuestas o realizar votaciones tentativas, para luego 
darle forma al artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Me inclino por la última fórmula 
que acaba de proponer el señor Senador Cassina. Incluso, he 
tratado de elaborar un pequeño esquema, antes de esta sesión, 
en este sentido. Creo que, independientemente del texto del 
artículo, lo importante es determinar qué riesgos se incluyen en 
la norma. Diría que la propuesta de mayor amplitud es aquella 
que, además de estos dos riesgos, incluye el seguro de fianza y 
los de los organismos estatales y paraestatales, 


SEÑOR RICALDON!I. - Celebro la sabiduría del señor Pre- 
sidente, que no requería esta confirmación, 


El señor Senador Zumarán mencionó los seguros sobre pro- 
piedad horizontal, y al respecto me asalta la siguiente preocu- 
pación. Hay muchos edificios que son construidos mediante 
sistemas de financiación, en los que el seguro es obligatorio. 
De ellos, la mayoría son financiados por el Banco Hipotecario 
del Uruguay. Pensando en voz alta, me pregunto si no sería 
conveniente que también en el caso de que se trate de seguros 
sobre edificios que tengan un financiamiento de entidades ofi- 
ciales o estatales sea obligatorio que se contraten con el Banco 
de Seguros del Estado. Digo esto porque podría darse el caso 
de que una financiación que otorgue el Banco Hipotecario del 
Uruguay no estuviera cubierta por ese monopolio y el seguro 
pudiera contratarse con cualquier empresa. Alguien podría de- 
cir que ese es el principio de libertad. De cualquier manera, me 
pregunto si no convendría incluirlo; tengo algunas dudas en 
este sentido y, ya que el tema fue planteado por el señor Sena- 


5 de Agosto de 1993 


dor Zumarán, quisiera conocer el pensamiento de los señores 
senadores. 


SEÑOR CASSINA. - Confieso que no tengo muy claro este 
tema; habría que volver sobre la Ley de Propiedad Horizontal. 
El seguro obligatorio en esta matería es, si no recuerdo mal, el 
que cubre las obligaciones recíprocas entre los copropietarios. 
Es distinto el caso del seguro que puede contratase y que cubri- 
ría las obligaciones con el Banco Hipotecario del Uruguay. No 
estoy seguro de ello, pero creo que este seguro no existe. En- 
tiendo que se trata de un seguro que estaba contratado con el 
Banco de Seguros del Estado y al que esta Institución renun- 
ció por el alto costo que tenía. En realidad, si no me equivo- 
co, era un seguro de vida a favor del Banco Hipotecario del 
Uruguay -seguramente el señor Senador Grenno va a aclarar- 
nos mejor el punto- que se incluía necesariamente en los con- 
tratos de préstamo, con garantía hipotecaria, celebrados por el 
Banco Hipotecario con sus deudores. Esto permitía que, de 
ocurrir el fallecimiento de la persona titular del préstamo, es 
decir, el prestatario, operara automáticamente el seguro contra- 
tado con el Banco de Seguros del Estado y el Banco Hipoteca- 
rio se resarciera del saldo de la deuda sin que los herederos 
tuvieran que pagar nada. Creo que ése ha sido el procedimiento 
y sobre eso no creo que hubiera un seguro obligatorio. Lo que 
había era un contrato entre el Banco de Seguros del Estado y el 
Banco Hipotecario del Uruguay, que creo fue renunciado por el 
primero, porque le resultaba deficitario. 


SEÑOR GRENNO. - El tema es exactamente como lo aca- 
ba de plantear el señor Senador Cassina. El seguro que ampara- 
ba el cumplimiento de las obligaciones con el Banco Hipoteca- 
rio del Uruguay, como el que puede hacerlo con terceros, era 
circunstancial, pactado por las partes a tiempo determinado y 
con capacidad, por parte de las empresas aseguradoras, de dar- 
lo de baja luego de cumplido el plazo pactado en el contrato 
inicial. Así ocurrió con el Banco Hipotecario del Uruguay, 
basándose en la forma como había sido suscrito el contrato y 
en sus resultados. Por lo tanto, realmente no hay ningún ampa- 
ro obligatorio, sino que tiene que ver con la voluntad de las 
partes. 


Cuando en la propuesta del señor Senador Cassina se dice: 
“contratos de seguros que celebren los organismos estatales y 
paraestatales”, se incluyen dos tipos de contratos: el que el 
organismo celebra para ampararse a sí mismo y el que exige a 
terceros. Cuando el Banco de la República, en deierminado 
momento, otorgaba un préstamo, se amparaba en un seguro, 
para los casos en que no se tuviera la solvencia necesaria. De 
esa forma, la maquinaria que se adquiría por esa vía estaba de 
alguna manera sostenida por el Banco. Este sistema fue practi- 
cado por esta Institución durante mucho ticmpo, con un resulta- 
do muy malo, porque en definitiva, por pcor administración 
que tenga una empresa de seguros, por lo menos está actuando 
dentro de su especialidad. 


El Banco de Seguros del Estado, en algunos casos, está 
funcionando dentro de ese esquema. Creo que aquí tendríamos 
que establecer -porque puede dar lugar a malas inlerpretacio- 
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nes- si esto implica los contratos de las empresas públicas para 
sí o para ampararse ante determinado tipo de acuerdos, conve- 
nios o coniratos de servicios que toma de terceros, 


SEÑOR CASSINA. - Con respecto a la inquietud del señor 
Senador Grenno, quiero decir que desde mi punto de vista, aquí 
se comprenden aquellos seguros que los organismos estatales y 
paraestatales contratan para sí. Por esa razón es que se incluye 
expresamente el contrato de fianza. De otro modo, tendríamos 
que decir: “todos los contratos de seguros de que sean parte los 
organismos estatales y paraestatales”. 


En relación con los contratos a que refiere finalmente el 
señor Senador Grenno, declaro que estoy dispuesto a examinar 
la situación, incluso en función de las informaciones que nos 
pueda dar el señor Senador Grenno -que evidentemente sabe 
mucho más de esto que quien habla- acerca de si estos contra- 
tos también deben incluirse, 


Parece obvio que existiendo un Banco de Seguros del Esta- 
do, aquellos contratos de seguros que para sí celebren los orga- 
nismos del Estado los hagan con dicha institución. Lo mismo 
debe suceder con los contratos de fianza que fueron incluidos 
en el texto aprobado por la Cámara de Representantes, porque 
parece que es de interés del Estado que estén asegurados en el 
Banco estatal. 


“SEÑOR ZUMARAN. - ¿Se trata de la concesión de obra 
pública? 


SEÑOR CASSINA. - No, señor Senador; son los referentes 
a fianza de oferta y de precio en las compras del Estado. Tal 
vez haya otros, pero en este momento no estoy en condiciones 
de especificarlos. De todos modos, en tanto tenemos algunos 
días más de trabajo por delante, si encuentro algún otro seguro 
que debiera figurar entre los exceptuados, lo informaré, Pudiera 
estar en esta situación el seguro que exige la ley de Propiedad 
Horizontal, aunque es un tanto limitado; pero me gustaría re- 
leer la ley. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Si mal no recuerdo -no puedo 
asegurarlo con total exactitud- el seguro previsto en la ley de 
Propiedad Horizontal es contra incendio. Y en este momento se 
contrata con el Banco de Seguros del Estado o con las compa- 
ñías privadas autorizadas para actuar en materia de seguros 
contra incendio. 


SEÑOR ASTORI. - No es así, señor Senador. 


Esa ley a que alude el señor Senador Cadenas Boix, además 
de hacer obligatorio el seguro contra incendio, establece que el 
contrato deberá celebrarse con el Banco de Seguros del Estado. 


SEÑOR ZUMARAN. - Por Secretaría se nos podría propor- 
cionar esa ley y la N* 15.581 que refiere a un seguro obligato- 
rio de pasajeros que viajen por avión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - De todas maneras, creo que po- 
demos avanzar en el pronunciamiento de los seguros acerca de 
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los que hay mayor claridad. Uno de ellos es el relativo a los 
organismos estatales que, tal como fue aclarado en Sala, se 
trata de los Seguros de los organismos estatales para sí. En ese 
sentido, estamos hablando de los seguros de accidentes de tra- 
bajo, de enfermedades profesionales y de los organismos esta- 
tales. 


SEÑOR RICALDONI. - Quisiera saber si esta disposición 
incluye a la fianza. 


SEÑOR PRESIDENTE. - No, señor Senador, la fianza no 
estaría comprendida en esta norma. 


SEÑOR ZUMARAN, - Se trata de los casos en que el Ente 
Público asegura para cubrir un riesgo para sí. Por ejemplo, 
ANCAP podría asegurar la refinería, UTE la Represa de Pal- 
mar, etcétera. 


SEÑOR PRESIDENTE. - También podemos citar el ejem- 
plo de CONAPROLE cuando asegura una planta industrial o 
un camión. 


SEÑOR RICALDONI. - Esto quiere decir que CONAPRO- 
LE no puede asegurar sus vehículos fuera del Banco de Segu- 
ros del Estado, mientras que una empresa particular sí lo puede 
hacer. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si, señor Senador; ese es el al- 
cance de la disposición que estamos analizando, 


SEÑOR GRENNO. - Comparto que este seguro tenga que 
existir; pero también pienso que debe cambiar el uso, la prácti- 
ca y las modalidades de este tipo de seguros en el país, ya que 
esto representa una gran pérdida para el Banco de Seguros. En 
primer lugar, porque el Banco de Seguros del Estado «aclaro 
que a mi izquierda se encuentra un señor Senador que puede 
avalar mi información- no permite que PLUNA deje de volar, 
mientras una empresa privada sí podría dejar parado en la pista 
a uno de sus aviones. 


Entiendo que lo mismo sucede con el tema de los seguros 
de la Marina y de los petroleros. O sea que si no le damos estos 
seguros a dicho Banco, el aparato estatal se detendría al día 
siguiente -salvo que se cambie la costumbre que hasta hoy se 
ha observado- porque no se estaría cumpliendo en forma co- 
rrecta con el ejercicio de la contratación. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Entonces, no se están hacien- 
do estas concesiones en función de beneficiar at Banco de 
Seguros del Estado, sino a fin de no perjudicar empresas estata- 
les que, de otra manera, no podrían trabajar. 


SEÑOR GRENNO. - Por este motivo le pregunté cuál era 
el alcance de esta norma al señor Senador Cassina. Creo que 
dentro de los seguros que celebran los organismos estatales y 
paraestatales figuran algunos que se encuentran deniro de esta 
característica y otros que no. Estos últimos son los facultativos, 
y a ellos aludimos en determinado momento puesto que se trata 
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de los seguros que corresponden a grandes obras nacionales, 
los que normalmente el Estado cumple en forma correcta. 


Pienso que si quitamos de la órbita del Banco el contrato 
del seguro del organismo estatal, evidentemente, pondremos en 
riesgo a dicha institución. 


SEÑOR RICALDONI. - Quisiera saber si cuando alude al 
organismo estatal el señor Senador está haciendo referencia al 
Banco de Seguros. 


SEÑOR GRENNO. - Estoy haciendo referencia al organis- 
mo estatal extrabanco y no sólo a éste, Por ejemplo, cuando el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas tiene que asegurar 
lo:: distintos puentes, lo hace con una gran elasticidad porque 
trabaja con el Banco de Seguros, Al respecto, PLUNA es un 
caso específico; salvo UTE y ANCAP, el resto de los organis- 
mos -sobre todo OSE- tienen grandes deudas con el Banco por 
no cumplir con el pago de las pólizas respectivas. Si esos 
organismos no están en condiciones de funcionar dentro de ese 
mecanismo de tolerancia que tiene esta empresa estatal, ¿qué 
sucedería el día en que no se pague puntualmente una póliza y 
la empresa privada, por ejemplo, corte un suministro, impida 
que vuele un avión o que salga un barco?. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Aclaro que no voy a 
acompañar esta propuesta en el sentido de que se mantenga la 
obligatoriedad de que las empresas del Estado contraten con el 
Banco de Seguros por multiplicidad de motivos. En primer 
lugar, quiero defender a las empresas del Estado en su conjun- 
to. Creo que una de las maneras de buscar su eficiencia es 
habilitarlas a que puedan contratar de acuerdo con su propia 
ecuación de costos y que no queden obligadas por la normativa 
legal a tener que hacerlo con determinada empresa, sea o no 
del Estado. Pienso que no le podemos negar a las empresas del 
Estado ese poder de negociación por el mero hecho de ser 
tales, Si de antemano le ponemos condiciones a las empresas 
del Estado en el sentido de que contraten obligatoriamente 
algún servicio o la compra de algún producto a una determina- 
da empresa -reitero, sea o no del Estado- le estamos quitando 
un poder de negociación y la posibilidad de trabajar más efi- 
cientemente. En segundo término, acompaño lo que planteó el 
señor Senador Grenno en el sentido de que no hay dudas de 
que uno de los peores negocios para el Banco de Seguros del 
Estado es, justamente, trabajar con las empresas del Estado, ya 
que éstas le pagan en forma tardía, Aclaro que tampoco niego 
que, muchas veces, se pierde mucho tiempo en las negociacio- 
nes de refinanciación de las deudas que después se sabe que no 
se van a pagar. Entiendo que el Banco de Seguros ni siquiera 
actúa como un Banco de fomento para las empresas del Estado 


. porque en el momento de hacer las refinanciaciones -ya sea por 


parte del Banco de Seguros como del de Previsión Social- en lo 
que tiene que ver con organismos paraestatales, no busca el 
desarrollo de la empresa sino salir del paso, 


Reitero que por éstas y por muchas otras razones no voy a 
acompañar esta disposición. 
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SEÑOR RICALDONI. - No sé si reglamentariamente es 
posible en esta propuesta separar lo que se refiere a organismos 
estatales de los paraestatales. 


Lo relativo a los organismos estatales y lo del contrato de 
fianza lo podría acompañar. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar si se extiende la 
excepción a los organismos estatales. 


(Se vota:) 
-5en 9. Afirmativa, 


Se va a votar si se extiende la excepción a los organismos 
paraestatales. 


(Se vota:) 
-2 en 9, Negativa. 


Se va a votar si se incorpora la excepción a los seguros de 
fianza. 


(Se vota:) 
-5en 9. Afirmativa. 


Se va a votar lo relativo a los accidentes de trabajo, enfer- 
medades profesionales y disposiciones relativas a los mismos. 


(Se vota:) 
-8 en 9. Afirmativa. 


Quedaría por votar lo relativo a propiedad horizontal y res- 
ponsabilidad por accidentes de aviación. 


SEÑOR CASSINA. - Con respecto a la fórmula presenta- 
da por los señores Senadores Cadenas Boix y Blanco, entien- 
do que “accidentes de trabajo”-debe ir con minúscula. Sugie- 
ro, además, que después de mencionar todos los seguros que 
quedan exceptuados, el texto finalice diciendo “los que sólo 
podrán contratarse con el Banco de Seguros del Estado”. Si 
bien esto puede parecer fedundante, entiendo que quedaría 
más claro. 


SEÑOR ASTORI. - Propongo que se ponga a votación el 
tercer inciso del artículo primero, a los efectos de cerrar el 
circuito formal. Ha quedado constancia en la versión taquigrá- 
fica de que recién estuvimos haciendo un sondeo exploratorio 
con respecto a este inciso, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el tercer inciso del artículo primero propuesto por 
el señor Senador Cassina, con la eliminación de las palabras “y 
paraestatales”. 
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(Se vota:) 
-5 en 9. Afirmativa. 


SEÑOR ASTORI. - Hemos votado afirmativamente esta 
propuesta -a pesar de que hubiéramos deseado incluir las pala- 
bras “y paraestatales”- porque entendemos que aun en el marco 
de la postura negativa que nos merece el artículo, se salvaguar- 
dan algunas situaciones que consideramos necesario preservar 
en la órbita de acción del Banco de Seguros del Estado, por los 
motivos oportunamente expuestos en Sala, 


SEÑOR BOUZA. - Dejo constancia de que he votado nega- 
tivamente, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Por mi parte, dejo constancia de 
que he votado negativamente este inciso tercero, por entender 
que solamente corresponde la excepción de lo preceptuado en 
el resto del artículo primero para el caso de los seguros de 
accidentes de trabajo y enfermedades profesionales. Creo que 
es particularmente negativa la inclusión de la referencia a los 
organismos públicos, tanto para ellos mismos como para el 
Banco de Seguros del Estado. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - He votado negativamente por 
entender que solamente correspondía la excepción de acciden- 
tos de trabajo y enfermedades profesionales y porque considero 
que es negativo que las entidades del Estado queden sometidas 
a contratar obligatoriamente con un solo asegurador, cuando 
podrían encontrar condiciones mucho más favorables en otras 
empresas. Si es el Banco de Seguros del Estado quien va a 
otorgarles las condiciones más favorables, las empresas esta- 
tales directamente lo contratarán con él, pero si éste no les 
da -como seguramente pasará- dichas condiciones, es contra- 
producente que se las obligue a contratarlo. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Dejo constancia de mi 
voto negativo en el mismo sentido que el del señor Senador 
Cadenas Boix. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Me acaban de alcanzar el Regis- 
tro de Leyes y dejo constancia de que el señor Senador Cade- 
nas Boix tenía razón en el sentido de que el seguro allí previsto 
no es monopolio del Banco de Seguros del Estado. 


SEÑOR CADENAS BOIX, - Estoy haciendo llegar a los 
señores senadores un borrador del proyecto, sin correcciones, 
que lo brindo a los solos efectos de que lo puedan considerar. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Es necesario proceder a fijar fe- 
cha para la próxima reunión de la Comisión, 


(Dialogados) 


-En virtud de lo conversado, la Comisión volverá a reunirse 
el día jueves 22 de julio a la hora 10, 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 20 y 35 minutos) 
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VERSION TAQUIGRAFICA DE LA SESION DE LA 
COMISION DEL DIA 22 DE JULIO DE 1993 


ASISTENCIA 

Preside: Señor Senador Juan Carlos Blanco 

Miembros:- Señores Senadores Alvaro Alonso Tellechca, 
Danilo Astori, Federico Bouza, Carlos Cassina, 
Julio C. Grenno y Alberto Zumarán 

Integrantes: Señores Senadores Enrique Cadenas Boix, José 
Korzeniak y Américo Ricaldoni 

Concurren: — Señor Presidente del Senado, Gonzalo Aguirre 
Ramírez; señor Senador Wilson Elso Goñi; y, 
señor Secretario del Senado, Mario Farachio 

Secretaria: Señora Raquel Suárez Coll 

Ayudante de 

Comisión: - Señor Alberto Martínez Payssé 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abicrta la 
sesión. 


(Es la hora 10 y 20 minutos) 


-Corresponde considerar la Carpeta N* 1177/93 sobre la 
supresión del monopolio de seguros que ha sido declarada de 
urgente consideración. 


En la sesión anterior, la Comisión aprobó el artículo 1* de 
un texto sustitutivo al proyecto de ley det Poder Ejecutivo. 
Asimismo, debo recordar que el señor Senador Cadenas Boix 
entregó una serie de artículos sustitutivos de dicho proyecto. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Estos artículos no son de mi 
autoría exclusiva, sino que fueron elaborados juntamente con cl 
señor Presidente de la Comisión, recogiendo las idcas mancja- 
das a nivel de la misma. Lógicamente, éstas pueden ser mejo- 
radas con propuestas como las formuladas por el señor Senador 
Astori, 


SEÑOR PRESIDENTE. - En este momento está a conside- 
ración el artículo 2* de este proyecto de ley. Al respecto, desco 
comentar que el propuesto por el señor Senador Cadenas Boix 
y el del Poder Ejecutivo tienen un objetivo similar que, en 
cierto modo, es el de establecer el predominio de la legislación 
naciortal en los contratos relacionados con el mercado nacional. 
Sin embargo, las soluciones que se buscan son diferentes. El 
proyecto del Poder Ejecutivo se hace sobre la base de restringir 
la celebración, ya que dice que los contratos de seguros realiza- 
dos en el país sólo podrán celebrarse por compañías públicas o 
privadas instaladas en el país; y cn el del señor Senador Cade- 
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nas Boix se hace referencia a los contratos de seguros que 
contemplen riesgos sobre bienes que se encuentran en la Repú- 
blica y agrega que la misma regla regirá con respecto a los 
contratos de seguros de vida y de accidentes personales, cuan- 
do cubra a personas que tengan domicilio en el territorio de la 
República. 


Por tanto, los “enfoques toman, ángulos diferentes, aunque 
el propósito sea similar. Entonces, antes que nada debemos 
decidir si nos inclinamos por una limitación o restricción del 
mercado en función del princpio de celebración del contrato de 
seguros o si preferimos procurar ese mismo objetivo sobre la 
base de la restricción de los contratos de seguros en función de 
la ubicación de los bienes o personas cubiertos por el seguro. 
Creo que este es un asunto técnico referente a cómo lograr los 
resultados. 


También es bueno recordar que hubo comentarios en la 
Comisión que apuntaban a señalar que ambas disposiciones, 
cualquicra fuera su redacción, en cierto modo no son completa- 
mente eficaces, ya que habría maneras prácticas de soslayar su 
cumplimiento. En ese sentido, cabría preguntarse cuál sería la 
razón de ser de estas disposiciones. Una podría ser el efecto 
disuasivo que, de alguna manera, sicológicamente ejerce sobre 
posibles contratantes de seguros, ya que si existe una norma de 
esta naturaleza y el seguro es contratado en contra de la dispo- 
sición -si bien es cierto que podrían confiar totalmente en que, 
la compaflía que otorga el seguro, en el caso de producirse cl 
siniestro va a realizar la indemnización correspondiente- no 
podrán acudir a los tribunales para hacer efectivos sus dere- 
chos. 


De mancra que se trata de dos temas diferentes. Primero 
habría que resolver si, en esas condiciones, se justifica la 
existencia de una norma de este carácter y luego, si se en- 
tiende justificada para cumplir esta misión u otra análoga, 
hay que resolver sobre cuál criterio tomar, es decir, el de la 
celebración o el de la ubicación de los bienes o personas 
cubiertas por el seguro. Decidido esto podremos pasar al 
estudio de los artículos ya que, de lo contrario, resultaría un 
ejercicio estéril. 


SEÑOR ASTORL - Señor Presidente: en primer lugar, de- 
seo expresar que, por lo menos personalmente, entiendo que la 
propuesta del señor Senador Cadenas Boix debe ser analizada 
tomando en conjunto sus artículos 2* y 3%, No creo que poda- 
mos hacer un estudio por separado del artículo 2% ya que, por 
ejemplo, el primer párrafo del artículo 3%, de la propuesta del 
señor Senador Cadenas Boix está contenido en el artículo 2* de 
la del Poder Ejecutivo. Este se refiere a la autorización del 
Poder Ejecutivo para que puedan funcionar en el país empresas 
de seguro públicas o privadas. Por lo tanto, reitero que tomaría 
por lo menos parcialmente los dos artículos en conjunto, guián- 
donos siempre por lo establecido en el artículo 2? del Mensaje 
del Poder Ejecutivo. 


5 de Agosto de 1993 


En segundo término, en principio, considero que el agrega- 
do que el señor Senador Cadenas Boix establece respecto a los 
segurós de vida y accidentes personales, mejora dicho Mensaje. 


En tercer lugar, el señor Senador Cadenas Boix agrega al 
Mensaje del Poder Ejecutiv en el artículo 2* de su propuesta, 
una autorización legal para que compañías aseguradoras, públi- 
cas o privadas, puedan funcionar en el país. En el Mensaje del 
Poder Ejecutivo.esto no figura. Este agregado me parece co- 
recto, sin perjuicio de la autorización que el Poder Ejecutivo 
mantiene, según el primer párrafo del artículo 3? de la iniciati- 
va del señor Senador Cadenas Boix. 

En cuarto término, en cl proyecto mencionado no se dice 
nada -por lo menos no lo veo- acerca de algo que sí está 
presente en el Mensaje del Poder Ejecutivo que es, con respec- 
to al tema de las compañías reaseguradoras, que también debe- 
rían ser autorizadas por dicho Poder para funcionar en el país, 
Crco que este aspecto tendría que mantenerse. 


He realizado un rápido recuento comparativo entre el Men- 
saje enviado por el Poder Ejecutivo y la propuesta del señor 
Senádor Cadenas Boix. Sobre los tres primeros puntos, en prin- 
cipio, debo decir que estoy de acuerdo, y con respecto al cuar- 
to, propondría incorporarlo a la iniciativa del señor Senador 
Cadenas Boix. Esto quiere decir que las compañías reascgura- 
doras también deben contar con la autorización del Poder Eje- 
cutivo para instalarse en el país. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - En cuanto a lo que el señor 
Senador Astori expresaba con respecto a que debían ser consi- 
derados conjuntamente los dos artículos, entiendo que puede 
ser atendible. Debo aclarar, en ese sentido, que uno de ellos se 
refiere al contrato de seguros y cl otro a las compañías de 
seguros. En lo que tiene que ver con el primer tema, el artículo 
2* lo regula" y dice quién, qué y a quiénes se podrá asegurar y 
qué seguros van a quedar exceptuados de ese régimen, tal como 
figura en el último inciso. El artículo 3% regula las compañías 
de seguros y la forma en que deberían ser autorizadas. Si bien 
puede haber una interferencia entre una y otra disposición, creo 
que no habría inconvenientes en analizar primero la segunda, 
pero quedaría supeditada a modificarla posteriormente si en- 
contramos que se produce alguna colisión. 


"SEÑOR ASTORI. - Lg que había expresado anteriormente 
era una propuesta fundada en el hecho de que las dos materias 
están tratadas conjuntamente en el artículo 2* del Mensaje del 
Poder Ejecutivo. Sin embargo, no tengo ningún problema en 
proceder como aconsejó el señor Senador Cadenas Boix. 


SEÑOR ZUMARAN., - La redacción que trac hoy el señor 
Senador Cadenas Boix, a mi entender, supera ampliamente cl 
artículo 2? del proyecto del Poder Ejecutivo. A mi juicio, de 
todas las Hlisposiciones contenidas en dicha iniciativa, este últi- 
mo arlíctlo era el peor redactado, independientemente de la 
posición.que se sostenga con relación a si deben o no desmono- 
polizarse los seguros. 
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Ahora pasaré a señalar los aciertos. En el Mensaje del Po- 
der Ejecutivo, el criterio para saber si un contrato se celebraba 
con compañías del país era tener en cuenta el lugar donde ello 
ocurría, Esto es muy difícil de precisar dado que el contrato de 
seguros no tiene solemnidades especiales que permitan decir 
con claridad -o no simular- dónde fue otorgado o firmado. Me 
parece mucho mejor la solución que propone el señor Senador 
Cadenas Boix con respecto al artículo 2*, en el sentido de que 
si se trata de riesgos sobre bienes que se encuentran en la 
República, sólo se puede celebrar contrato con compañías ase- 
guradoras autorizadas en el país. Si se refiere a personas, a mi 
juicio, el criterio a seguir es el domicilio de las personas, que 
ha sido el tradicional en nuestro Derecho. 


A mi entender, puede haber alguna dificultad con relación a 
bienes que se trasladan, pero no sobre bienes inmuebles, ya que 
sabemos dónde están ubicados. Los bienes muebles -como pue- 
den ser las mercaderías- son susceptibles de desplazarse y cl 
seguro sobre ellos es muy usado y quizás sea el de mayor 
importancia económica. 


Si se trata de mercaderías, es decir, de carga que se trans- 
porta, por ejemplo, por vía terrestre en nuestro comercio con la 
Argentina y el Brasil tanto en la importación como en la expor- 
tación, mi duda consistiría en saber cuál sería el criterio a 
seguir. Mc aclara el señor Senador Cadenas Boix que se aplica- 
ría el último párrafo que establece que la reglamentación podrá 
exceptuar de las obligaciones establecidas en este artículo a 
aquellos bienes que, de acuerdo con las prácticas de comercio 
internacional, se hallaren ya cubiertos por seguros a su ingreso 
al territorio nacional. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Después de haber redactado 
este último inciso, que refiere quizá a uno de los temas más 
importantes de este artículo, debo decir que tuve segundos pen- 
samicntos al respecto y me parece que no es conveniente dejar 
que la reglamentación sca la que disponga cuáles van a ser esos 
requisitos. En cambio, creo que scría mejor que se dijera: “es- 
tarán exceptuados de cumplir la obligación establecida en este 
artículo”, eliminando ta referencia a la reglamentación. 


SEÑOR ASTORI. - Entre otras cosas, porque no es la re- 
glamentación la que dice eso. 


SEÑOR ZUMARAN. - Quiero plantear la posibilidad de 
adoptar un criterio que, según se dijo -este es un tema muy 
técnico- es muy usado en esta materia: el criterio de la ocurren- 
cia. En lo que hace al transporte de la mercadería de un país a 
otro, rige el criterio de la posible ocurrencia del riesgo. Esto 
supone, entonces, que a los efectos de transportar un bien, por 
ejemplo, del Uruguay al Brasil, sea menester contratar un doble 
seguro. -Si el camión choca, se incendia o la mercadería se 
deteriora en alguna de las rutas del Uruguay, se contrata un 
seguro con una empresa uruguaya y, si el riesgo tiene lugar en 
territorio brasileño, es necesario un seguro que cubra la merca- 
dería en ese país. Esto tiene el inconveniente del doble seguro, 
Sé que es un problema muy técnico, pero me parece importan- 
te, en este caso, que la ley fije un criterio claro y, además, que 
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sea el mejor. De todas maneras, quizás el peor de todos, sea 
dejar el asunto en la nebulosa, porque tiene una enorme tras- 
cendencia económica. Por eso, en una propuesta que hicieron 
los Gerentes del Banco de Seguros al Directorio respecto a este 
artículo 2*, decían que: “resguarda para compañías instaladas 
en el país la celebración de contratos otorgados en el mismo. 
No refiere ni al lugar de ubicación de los bienes ni al domicilio 
de las personas ni al de la posible ocurrencia del riesgo, según 
sean las diferentes coberturas existentes para los diversos ca- 
sos”. Luego agregaban: “En nuestra opinión, la reserva debería 
complementarse declarando nulos aquellos contratos que no 
sean celebrados en el país referidos a riesgos situados en nues- 
tro territorio, de bienes y personas”. Este elemento está perfecta- 
mente incluido en la propuesta del señor Senador Cadenas Boix. 


En suma, no alcanzo a entender cómo se soluciona el tema 
de las mercaderías que se trasladan. Creo que un criterio claro 
es el de la posible ocurrencia del riesgo el que, aunque tiene la 
virtud de la certeza, adolece del inconveniente de una duplica- 
ción. Por otro lado, debo decir que no entiendo bien los alcan- 
ces del último inciso de este artículo 2%, aunque me parece 
correcto que no quede al arbitrio de la reglamentación; de todas 
maneras insisto en que no comprendo cómo soluciona el tema 
que se plantea. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - A mi entender, el tema se 
plantea hoy sin que este proyecto de ley haya sido aprobado 
aún, así como se va a presentar luego de que lo sca. El último 
inciso del artículo está buscando consagrar el principio de la 
libertad en la materia y que el mismo “statu quo” que existe 
hoy con el Banco de Seguros para asegurar mercaderías trasla- 
dables siga imperando con el régimen de la ley para las compa- 
itías instaladas en el Uruguay que van a estar sujetas al cumpli- 
miento de las obligaciones establecidas en los dos primeros 
incisos, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Por mi parte, quisiera proponer 
una sugerencia a este respecto, para ver si interpreto las pre- 
ocupaciones expuestas en Sala, Me parece que se puede redac- 
tar el último párrafo de este artículo 2* de la siguiente manera: 
“Se exceptúan de la obligación establecida en este artículo los 
seguros que cubran los bienes objeto del comercio internacio- 
nal, los que se efectuarán de acuerdo con las prácticas usuales 
en esa materia”, No sé si esta puede ser una fórmula que con- 
temple todas las inquietudes, Animado por esto, haría otra su- 
gerencia sobre el artículo 2*, concretamente en su primer párra- 
fo, Recogiendo un comentario realizado por el señor Senador 
Astori, propondría eliminar el adverbio “legalmente” porque, a 
mi juicio, da pie a confusiones. Con esa redacción, interpreto el 
término como la autorización concedida de acuerdo con las 
formalidades, condiciones y requisitos de la ley. Entonces, como 
la intención no es que cada compañía de seguros dcba ser 
autorizada por una ley, a los efectos de aventar cualquier duda, 
considero que sería adecuado eliminar esa palabra. 


Por otra parte, también desde el punto de vista gramatical, 
plantcaría eliminar, en el tercer párrafo, una coma después de 
la palabra “artículo”. La frase dice: “las pólizas emitidas en 


CAMARA DE SENADORES 


5 de Agosto de 1993 


contravención de lo dispuesto en este artículo, serán nulas”, 
Propongo, pues, quitar esa coma que está ubicada entre el 
sujeto y el verbo. ” 


No sé si con estas tres propuestas contemplo las inquietudes 
expresadas en Sala. 


SEÑOR ZUMARAN. - Respecto al tema que planteé, en 
principio me parece que la propuesta del señor Senador Blanco 
mejora la redacción. Ya al excluir a la reglamentación estába- 
mos progresando y creo que si nos remitimos a las prácticas de 
comercio internacional, quizás esto sea lo más adecuado y 
correcto. Naturalmente que esto lo acepto, sin perjuicio de que 
si con nuevos asesoramientos en un tema tan complejo y deli- 
cado surgiera alguna objeción, nosotros la plantearíamos. 


Para terminar, me parece muy feliz el haber eliminado del 
artículo 2* del proyecto de ley que nos propuso el Poder Ejecu- 
tivo, la referencia contenida al final del primer inciso respecto 
de los “Tratados Internacionales en que la República sea par- 
te”, porque eso complicaba las cosas tremendamente. De modo 
que su exclusión clarifica mucho el contenido. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Solamente quiero aclarar una 
duda manifestada por el señor Senador Astori en cuanto a la no 
inclusión de las compañías reaseguradoras en el artículo 22, las 
compañías reaseguradoras son, en su esencia, compañías ase- 
guradoras; lo que están haciendo es asegurar otros seguros. 
Pero por su naturaleza, reitero, son verdaderas compañías ase- 
guradoras. 


SEÑOR ASTORI. - Pero no estaría de más decirlo. 
SEÑOR CADENAS BOIX. - No me opongo. 


SEÑOR ASTORI. - Entre otras cosas, porque cuando ingre- 
semos en el tratamiento del tema de la Superintendencia, no 
hay una sola propuesta, ni la del Banco Central, ni la mía, ni la 
que proviene del Mensaje del Poder Ejecutivo que no las inclu- 
ya. Lo que pretendo es que haya simetría en la estructura del 
proyecto de ley, 


SEÑOR CADENAS BOLX. - Termino diciendo que si bien 
técnicamente esta redacción me parece más exacta, no me 
opongo a lo solicitado por el señor Senador Astori. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Deseo referirme al tema de las 
compañías reaseguradoras. La razón por la cual no se incluye- 
ron en este nuevo texto que se está considerando a diferencia 
del proyecto del Poder Ejecutivo, es porque normalmente di- 


- chas compañías son grandes empresas que si sitúan fuera del 


Uruguay y, generalmente, no se radican en él. Probablemente, 
estas compañías tengan su sede en otros países. Entonces, la 
exigencia de que el reaseguro se efectúe a través de compañías 
radicadas en el país podría limitar las posibilidades de las ase- 
guradoras -incluido el Banco de Seguros del Estado- radicadas 
en nuestro país, de reascgurar. . 
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Por lo tanto, si la compañía de reaseguros no cumple los 
trámites y no se instala en el Uruguay, el Banco de Seguros del 
Estado, de acuerdo con el proyecto del Poder Ejecutivo, no 
tendría posibilidades de reasegurar. 


Es por esta razón que el señor Senador Cadenas Boix y 
quien habla decidimos excluirlas en este punto. 


Evidentemente, desearía que una compañía de este tipo se 
instalara en el Uruguay para cumplir sus funciones en la re- 
gión, porque de esa manera estaría desempeñando un papel 
importante como sede de empresas internacionales de servi- 
cios, pero creo que esta posibilidad debería incluirse en otro 
artículo, porque de lo contrario nos traería confusión. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pienso que sin duda el artículo 2? 
del proyecto de ley del Poder Ejecutivo tendría que ser mejora- 
do, pero no estoy totalmente seguro de que la fórmula sustituti- 
va me convenza demasiado, tal como está planteado el tema de 
los reaseguros. 


Por otra parte, como lo expresaba el señor Senador Astori, 
el artículo 3% no puede estudiarse separadamente del 2%. El 
artículo 3% expresa que las empresas públicas y privadas, para 
desarrollar actividades aseguradoras, deberán ser autorizadas 
por el Poder Ejecutivo. En ese sentido, me pregunto si una 
empresa aseguradora que se dedica en nuestro país a realizar 
contratos de seguros que no se refieren a bienes ni a personas 
que están en el Uruguay necesita o no autorización, De acuerdo 
con lo expresado en el artículo 3%, precisarían autorización, 
pero teniendo en cuenta el texto del artículo 2?, daría la impre- 
sión de que si no involucran personas o bienes de nuestro país, 
podrían ser otorgados por compañías públicas o privadas que 
no csién autorizadas. El artículo 2* expresa que el contrato que 
contemple riesgos sobre bienes que se encuentran en la Repú- 
blica es el que puede ser otorgado sólo por compañías asegura- 
doras autorizadas. 


Hay otro aspecto sobre el que quisiera consultar, que me 
parece aun más importante. Me refiero a la posibilidad de que 
una compafiía aseguradora brasileña se dedique a efectuar se- 
guros vinculados a brasileños que viven en el Uruguay. En ese 
caso, pregunto si el artículo 2% abarcaría a dichas compañías. 
En ese sentido, una compañía brasileña, argentina, o de cual- 
quier otra nacionalidad, que se dedique a asegurar bienes en 
nuestro país, ¿tendrá que estar legalmente autorizada en el Uru- 
guay? Creo que con esta redacción daría la impresión de que 
pretendemos regular el sistema legal de seguros de otros países. 
Por lo tanto, solicitaría aclafación sobre el punto. 


SEÑOR BOUZA. - Cuando el señor Presidente de la Comi- 
sión se refirió a la norma propuesta por él y por el señor 
Senador Cadenas Boix, hizo alusión a algo que ya se había 
mencionado en otra reunión con respecto al Mensaje del Poder 
Ejecutivo, en el sentido de que esta norma tiene una pretensión 
que, quizás, no alcance a producir sus efectos. Al respecto, 
pregunto cómo una norma nacional puede regular contratos que 
celebren tanto personas domiciliadas en nuestro pais como en 
el extranjero, con referencia a bienes existentes aquí o que son 
transportados en el territorio nacional. 
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Entiendo que el artículo 2% no permite recurrir ante los 
tribunales nacionales la ejecución de un contrato de seguro con 
una compañía que no ha sido admitida por el Poder Ejecutivo. 
Si esto es así, ¿no se estaría desprotegiendo a aquellos habitan- 
tes o bienes del país que puedan haber sido asegurados bajo 
condiciones distintas a las que establece el artículo 2%? Por 
ejemplo, si una persona celebra un contrato con una compañía 
aseguradora no admitida por el Poder Ejecutivo porque no está 
radicada en el Uruguay, no tendría defensa frente a los tribuna- 
les nacionales, ya que la norma declara absolutamente nulos 
los efectos de este tipo de contrato. Según el ejemplo señalado 
por el señor Senador Korzeniak, esa persona tendría que recu- 
rrir a los tribunales brasileños. Entonces, si la norma no puede 
impedir que habitantes y bienes del territorio nacional puedan 
ser asegurados por empresas no autorizadas por el Poder Ejecu- 
tivo porque residen fuera de nuestro país, considero que estaría- 
mos quitando una eventual protección, a través de la jurisdic- 
ción que podrían tener los tribunales nacionales, a aquellos 
contratos que se hayan celebrado con empresas extranjeras no 
radicadas en el Uruguay. De esta manera, no tendríamos el 
efecto descado por quienes han propuesto la norma, en el senti- 
do de obligar a todas las empresas nacionales y a todos los 
uruguayos a celebrar contratos de seguros exclusivamente con 
aquellas empresas que han sido autorizadas por el Poder Ejecu- 
LIVvO. 


Refiriéndome a un ejemplo planteado por el señor Senador 
Zumarán, si a una empresa que exporta productos al Brasil, una 
compañía aseguradora de ese país le ofrece cubrir el riesgo del 
transporte también en cl territorio nacional y le expresa que 
puede recurrir ante los tribunales brasileños, ¿qué opción le 
queda si las aseguradoras uruguayas solamente le aseguran la 
mercadería en el territorio nacional y dejan de hacerlo cuando 
cruza la frontera? Seguramente, se asegurará con la empresa 
brasileña. 


Crco que aun aspirando a hacer predominar las empresas 
aseguradoras que estén controladas por nuestra organización 
jurídica con respecto a todas las demás, el efecto real que 
podríamos estar obteniendo con esta norma sería el contrario. 
O sca, que aquellas personas que deseen asegurarse a sí mismas 
v a sus bienes en el territorio nacional, van a tener una despro- 
tección de nuestra legislación frente a las reclamaciones judi- 
ciales que pudieran tener que hacer por los contratos que nues- 
tra legislación no le puede impedir que celebren fuera de nues- 
tro territorio; no van a poder recurrir ante nuestro tribunales. 


Me parece que una norma de este tipo -me estoy refiriendo 
no sólo a la presentada por los señores Senadores Blanco y 
Cadenas Boix, sino también al artículo 2% del Mensaje del 
Poder Ejecutivo- constituye una discriminación en perjuicio de 
aquellos que tienen que cubrir riesgos, siendo personas domici- 
liadas en el país y teniendo empresas radicadas aquí relaciona- 
das con bienes que están en el Uruguay. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - La norma contenida en el 
mencionado artículo 2% tiene una diferencia filosófica con el 
planteo realizado por el señor Senador Bouza. La razón de esta 
disposición -que difiere también del espíritu del artículo 2* del 
Mensaje del Poder Ejecutivo- es que se tomó en cuenta un 
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antecedente existente -la propuesta del señor Senador Blanco- 
y las reflexiones que hicieron los representantes de las compa- 
flías de seguros cuando visitaron esta Comisión. Ellos defendie- 
ron un sistema de esta naturaleza en base a los problemas 
impositivos que podrían plantearse, habida cuenta de que, dado 
el régimen que existe en el país en la materia, estarían en 
desventaja frente a empresas que puedan actuar sin los límites 
establecidos en dicha disposición. 


SEÑOR BOUZA. - Recuerdo el planteamiento que realiza- 
ron las compañías aseguradoras privadas y también que en ese 
momento pensé que ellas realizan una actividad económica 
como cualquiera de las que se llevan acabo en el territorio 
nacional, Á nadie se le ha ocurrido decir que, por ejemplo, la 
actividad industrial uruguaya, para compensar los perjuicios 
que supone la carga del Estado -entre otras- deba tener un 
régimen de exclusividad. 


Aquí se está planteando un tema general, que es el de cuán- 
to inciden la seguridad social y los impuestos nacionales y 
municipales en las actividades económicas que se realizan en 
el territorio nacional. Pero ello no se resuelve con esta norma. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Desde el punto de vista gene- 
ral, entiendo que la solución propuesta por el scñor Senador 
Bouza sería la que mejor se adecuaría a cómo debc ser la 
realidad contractual en materia de seguros, ya que seguiría el 
criterio utilizado en la Banca. Una redacción como esta autori- 
zaría -si me permiten, pido que se ponga especial atención a 
este tema que es muy importante y que por primera vez va a 
ser tratado en esta Comisión- que existieran en cl Uruguay 
compañías de seguros similares a la banca “off shore”. Esto 
podría permitir que una compañía instalada en el territorio na- 
cional, valiéndose de las reglas de la Ley de Intermediación 
Financiera, que dispone la exención de tributos para estas orga- 
nizaciones que se dedican a otorgar préstamos “off shore”, 
pudiera captar seguros realizados cn otros países. 


SEÑOR ASTORI, - Eso ya ocurre actualmente, señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Exactamente, pero sin los 
beneficios que brinda esa ley. Eso podría, dado la seriedad y el 
respeto que el Banco Central de Uruguay tiene a nivel regional 
e internacional, extender; -habida cuenta de que va a ser el 
encargado de esos controles- una actividad muy importante, 
con el consiguiente aumento de empleos e ingresos para cl 
país, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Con respecto al planteo inicial 
del señor Senador Korzeniak, referente a la correlación de los 
artículos 2% y 3%, que tienen que ver con la celebración de 
contratos sobre bienes en el Uruguay y a la autorización para 
funcionar a las empresas, creo que ambas normas son con- 
gruentes. El artículo 2% dice que el contrato de seguros sobre 
los bienes en el país, personas domiciliadas en él o asegurados 
en el Uruguay, debe ser hecho por empresas autorizadas. Asi- 
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mismo, el régimen de autorización se prevé en el artículo 3*, El 


“señor Senador Korzeniak planteaba el caso de que una empresa 


autorizada podría celebrar otro tipo de contratos sobre bienes 
que no están radicados en el país. Esta es la situación a la que 
acaba de aludir el señor Senador Cadenas Boix y, al respecto, . 
debo decir que es una solución deseable. 


El señor Senador Korzeniak también aludió a la posibilidad 
de que una compañía no autorizada por el Uruguay hiciera un 
seguro sobre los bienes referidos en el artículo 2%, Sin embargo, 
de acuerdo con esta norma no podría hacerlo. Entonces, se 
daría la situación que el señor Senador Bouza explicaba, relati- 
va a la desprotección que tendría un ciudadano uruguayo gue 
hubiera optado por un seguro de esa naturaleza. Esa observa- 
ción es, a mi juicio, exacta. El ciudadano uruguayo en esas 
condiciones no podría acudir a un Tribunal de nuestro país para 
reclamar el cumplimiento del contrato de seguros, desde el 
momento que habría sido otorgado por una compañía de segu- 
ros que no cumplió con los trámites de autorización y, por lo 
tanto, no estaría comprendida en el artículo 2”. Sin embargo, 
esto no ocurriría si se aprobara la fórmula presentada por el 
Poder Ejecutivo o la que estamos considerando. Es decir que 
sería un contrato nulo, no tendría valor y, en consecuencia, no 
se podría hacer cumplir. Justamente, una de las razones para la 
existencia de este artículo es que haya un cierto disuasivo para 
que las personas no realicen contratos con compañías no auto- 
rizadas por el Poder Ejecutivo, El incentivo para que lo hagan 
con empresas autorizadas radica, precisamente, en que de no 
ser así quedarían en cierta indefensión en lo que se refiere a los 
Tribunales nacionales; estarían dependiendo exclusivamente de 
la confianza que les mereciera la empresa extranjera, radicada 
fuera del país, que les hubiera extendido la póliza correspon- 
diente. 


En cuanto al caso que también señalaba el señor Senador 
Bouza relativo a las mercaderías de importación o exportación 
en tránsito, con un recorrido, para seguir el ejemplo que se 
puso en Sala, del Brasil al Uruguay o viceversa, el último 
párrafo de este artículo exceptuaría de la obligación de contra- 
tar en las condiciones que rigen para las compañías autorizadas 
por el país a los bienes objeto de comercio internacional, los 
que se regirían por las prácticas usuales en esta materia. Eso 
habilitaría a que el importador o exportador uruguayo pacte 
con su contraparte extranjera el seguro que sea más convenien- 
te para la cobertura de la mercadería en tránsito. De modo que 
ese aspecto no se vería afectado por el régimen establecido por 
cl artículo 2, 


Indudablemente, las inquietudes planteadas -tal como al- 
guien lo sugería al comenzar la sesión- ponen de relieve el 
hecho de que debemos tomar una decisión de tipo político o 
filosófico sobre esto, según que queramos o no procurar que 
los seguros sobre los bienes o personas radicados en el Uru- 
guay sean contratados por empresas que estén autorizadas en 
nuestro país. Si deseamos hacerlo -esa fue la intención del 
Poder Ejecutivo, la de la anterior iniciativa y también la de la 
fórmula sustitutiva que elaboramos con el señor Senador Cade- 
nas Boix- debemos crear un incentivo. ¿A qué se debe esto? 
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¿Por qué se habla de crear un incentivo que podría ser conside- 
rado incongruente con la filosofía que inspira el artículo 1* que 
hemos aprobado? Se trata de la misma razón por la que se han 
exceptuado de la desmonopolización -en ese caso di mi voto- 
las enfermedades profesionales y los accidentes de trabajo. Se 
considera que este tipo de empresas tienen un carácter muy 
especial, ya que de alguna manera son similares a la actividad 
bancaria, es decir, no son actividades comerciales o industriales 
cualesquiera. El que se empeña en esta empresa corre el riesgo 
por sí y ante sí. Pone en juego su capital y si gana, gana €l, 
pero si pierde, también pierde él, 


En este caso estamos considerando la cobertura de riesgo 
que afecta en forma generalizada a la comunidad. La participa- 
ción en una actividad comercial que afecte muy ampliamente a 
la comunidad debe hacerse a través de empresas que tengan el 
filtro de la autorización dada por el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR KORZENIAK. - En la medida en que el señor 
Presidente se refirió a alguna de las preguntas que habíamos 
planteado, quiero insistir en que mi primera interrogante se 
refería a una hipótesis en cierto modo inversa a la que fue 
comentada. 


Lo que pregunté fue lo siguiente: ¿qué consecuencia tendrá 
una empresa pública o privada, sí establece domicilio en el 
Uruguay y hace contratos de seguros que no se refieran a bic- 
nes o personas de nuestro país, pero no está autorizada por el 
Poder Ejecutivo? No tendrá ninguna en especial. 


¿Cuál es la situación de una empresa que no se dedica a 
hacer contratos que cubran riesgos de bienes o personas radica- 
das en el Uruguay y que no está legalmente autorizada para 
ello? Al respecto, existe una norma prohibitiva que es el artícu- 
lo 3%, por la que sería ilegal que los efectuara. ¿Cuáles son las 
consecuencias sobre sus contratos? Si por violar una norma de 
orden público dichos contratos son nulos, no tiene sentido decir 
que sólo lo son cuando afectan a bienes o personas uruguayos, 
porque la nulidad se aplica para todos los contratos hechos en 
tales términos. Esa es la contradicción que encuentro. 


Mi otra interrogante es la inversa. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - La Ley de Intermediación 
Financiera, por ejemplo, prohíbe ejercer actividad de interme- 
diación financiera a todas “aquellas empresas que no sean Ban- 
cos y que no estén autorizadas por el Poder Ejecutivo y el 
Banco Central. Sin embargo, eso no impide que aparezcan 
varios avisos publicados por escribanos que prestan dinero y 
realizan intermediación financiera con contratos que son ejecu- 
tables ante los Tribunales uruguayos. Si mañana cl señor Sena- 
dor Korzeniak decide hacer una sociedad con el señor Senador 
Zumarán y resuelven asegurar bienes y personas domiciliados 
en la Argentina, no se violaría en absoluto la ley y el contrato 
sería perfectamente ejecutable en el Uruguay. 


SEÑOR KORZENIAK. - El alcance del artículo 3% pro- 
puesto por el señor Senador Cadenas Boix, cuando dice: “Las 
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empresas públicas o privadas para desarrollar actividad asegu- 
radora” -ahí no hace distinciones- “deberán ser autorizadas por 
el Poder Ejecutivo”, no es general para toda compañía asegura- 
dora. Entonces, no se abarca a las compañías aseguradoras que 
realizan seguros sobre personas o bienes que no se encuentran 
en el Uruguay. 


Quiere decir, señor Presidente, que el proyecto de ley en- 
viado por el Poder Ejecutivo establece que todas las compañías 
de seguros que trabajen en ese ramo en el Uruguay -ya sea que 
éstos recaigan sobre personas o bienes que están o no en el 
país- necesitan de la autorización del Poder Ejecutivo. Sin em- 
bargo, en la propuesta Sustitutiva presentada por el señor Sena- 
dor Cadenas Boix, de acuerdo con la explicación que se nos ha 
dado, no se requiere dicha autorización. Lo que quería saber es 
si esto es así realmente, 


La otra interrogante que no advierto que haya tenido res- 
puesta se refiere a la situación inversa. Supongamos el caso de 
una compañía de seguros extranjera que no tiene domicilio, 
agencia o funcionarios en el Uruguay y que está radicada en el 
Brasil, que celebra un contrato de seguros con un brasileño que 
cubre sus riesgos de vida y que reside en el Uruguay. Según el 
texto del artículo 2* -admito que es una interpretación demasia- 
do piedeletrista- que propone el señor Senador Cadenas Boix, 
ese seguro es nulo porque a pesar de que recae sobre una 
persona que reside en el Uruguay, no fue hecho por una empre- 
sa autorizada por el Poder Ejecutivo de nuestro país y sometida 
a las leyes fiscales y reglamentarias uruguayas. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Es así, señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK. - Se está estableciendo que el con- 
trato es nulo, aunque lo haya celebrado una compañía en el 
Brasil con un brasileño radicado en el Uruguay. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - De acuerdo con la redacción 
del artículo 2%, el contrato es nulo para los Tribunales urugua- 
yos, es decir que no puede ser ejecutado ante éstos. Sin embar- 
go, como la compañía está domiciliada en el Brasil y la perso- 
na que hace el contrato con ella quiere hacer valer sus derechos 
en ese país, es problema de los tribunales brasileños admitir o 
no este tipo de seguros. 


En cuanto al aspecto de la autorización, el artículo 3* esta- 
blece: “Las empresas públicas o privadas para desarrollar acti- 
vidad aseguradora” -todas, sin distinción e incluso podríamos 
agregar a las compañías reaseguradoras- “deberán ser autoriza- 
das por el Poder Ejecutivo”. Pero eso no impide que puedan 
existir empresas aseguradoras clandestinas; actualmente hay per- 
sonas que realizan actividades de intermediación financiera en 
forma clandestina y también otras que se dedican a la actividad 
bancaria en las llamadas “cuevas”. Esto ocurre hoy día, aunque 


- están en franca violación del orden jurídico uruguayo; es parte 


de nuestra realidad económica. 


Si el contrato va a ser ejercido ante los Tribunales urugua- 
yos, será considerado como nulo, porque una de las partes 
carece de legitimación activa. 
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SEÑOR KORZENIAK. - Si las aclaraciones que se han 
venido haciendo recogen una idea relativamente consensual, lo 
que habría que decir, concretamente, es que todos los contratos 
de seguros hechos en el Uruguay con empresas que no estén 
legalmente autorizadas son nulos; y no establecer que solamen- 
te tienen este carácter aquellos que se han celebrado con em- 
presas no autorizadas, cuando los bienes de una persona se 
encuentran en el Uruguay. Si la idea es que no pueden haber 
empresas clandestinas y que si las hay, se está violando una 
norma legal y por lo tanto el contrato es nulo, hay que decirlo, 
Es mucho más fácil unificar los artículos 2* y 3? diciendo que 
todas las empresas públicas o privadas que aseguren en el Uru- 
guay deben estar autorizadas y que son nulos todos los contra- 
tos que se celebren violando esta disposición u otras normas 
fiscales o reglamentarias, Reitero que si esa es la intención, hay 
que establecerlo porque tal como está redactado, al no estable- 
cerse la consecuencia jurídica en el artículo 3* y sí en el 22, se 
genera una duda, 


En materia de intermediación financiera, la violación de las 
reglas en lo que tiene que ver con la autorización -me refiero, 
por ejemplo, al escribano que se dedica a la intermediación 
financiera- no excluye que en la relación personal haya validez 
de las obligaciones contraídas, a pesar de que se está violando 
una norma legal que es de orden público. El mismo razona- 
miento se puede hacer con el artículo 3% y decir que una empre- 
sa tiene que tener autorización ejecutiva, pero si se asegura en 
una empresa clandestina, el seguro es válido. No creo que esa 
sea la intención, sino que se busca lo contrario. 


La fórmula presentada por el Poder Ejecutivo que optó por 
la tesis orgánica -que no es la que alude a qué riesgos cubre en 
materia de lugar el seguro- establece que los contratos de segu- 
ros en el país sólo pueden ser realizados por empresas autoriza- 
das. Es una tesis que abarca las dos hipótesis. Entonces, toda 
vez que se viole una norma de este tipo, el contrato va a ser 
nulo, lo que constituye un desestímulo para que se opere en 
forma clandestina, Naturalmente, sí se quieren mantener los 
dos artículos desdoblados, como están, y se quiere hacer espe- 
cial hincapié en los seguros que cubren riesgos de personas o 
bienes que están en el Uruguay, no veo ningún inconveniente, 
Pero entonces habría que agregar que los otros contratos de 
seguros celebrados con empresas clandestinas también son nu- 
los a los efectos de los Tribunales uruguayos. 


SEÑOR CASSINA. -“Señor Presidente: desde la primera 
reunión en que analizamos este tema, confieso que me he senti- 
do asaltado por algunas dudas acerca del grado de voluntaris- 
mo que traducen estas normas. Creo que el tema es el siguien- 
te. Hoy en día, cuando rigen los monopolios del Estado a favor 
del Banco de Seguros, por ejemplo, en lo que hace al seguro de 
automóviles, puedo contratar por el que tengo en el Uruguay 
un seguro en Brasil, por el que obviamente reclamaré en ese 
país. En el texto propuesto por el señor Senador Cadenas Boix 
se establece que eso no tiene validez, es decir que va más allá 
del monopolio vigente, He estado repasando la Ley de 1911 y 
ella no establece semejante cosa, porque lógicamente no lo 
podría decir. Nadie puede impedir -aun en un régimen de mo- 
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nopolio- que yo vaya a la Argentina y me asegure en vida, en 
incendios, en hurto o en accidentes de automóviles por la con- 
currencia de hechos en el Uruguay. Por supuesto que tendré 
que reclamar en aquel país. Entonces, la fórmula del Poder 
Ejecutivo tiene sentido. Los contratos que se celebren en el 
Uruguay deben ser con compañías aseguradoras o reasegurado- 
ras autorizadas en este país. En función de ello -y eso sí- 
constituye un incentivo para que nos aseguremos en el Uru- 
guay y no en la Argentina- estamos autorizados a reclamar en 
el Uruguay porque de otro modo los contratos son nulos, 


A medida que ha transcurrido la discusión, he podido apre- 
ciar que ese es el argumento decisivo, En ese sentido, leyendo 
el texto de la Ley de 1911, le comenté al señor Senador Korze- 
niak que nadie me puede impedir que contrate un seguro por 
mi automóvil en la Argentina o en el Brasil. Pienso que en la 
fórmula del señor Senador Cadenas Boix se establece que eso 
es inválido O nulo, con lo que se le estaría dando a la ley 
uruguaya un efecto de extraterritorialidad increíble. 


Por otro lado, quiero decir que ayer por la tarde el señor 
Senador Elso Gofti me hizo entrega de un anteproyecto de 
ley -no sé si soy el único que lo tiene- que entiendo está 
claborado por técnicos del Banco de Seguros -probablemente 
para su sector político- el que pediría se distribuyera, a fin de 
que lo podamos leer en el cuarto intermedio, En él están conte- 
nidas distintas disposiciones sobre la derogación del monopo- 
lio, sobre la Superintendencia de Seguros y reaseguros y una 
nueva Ley Orgánica del propio Banco, que me parece difícil de 
incluir en el texto que estamos considerando. Sin embargo, 
creo que algunas de las disposiciones que allí figuran podrían 
incluirse en esta ley, por lo que sugeriría, si no hay inconve- 
niente, que se distribuycra. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - De acuerdo con lo manifesta- 
do por el señor Senador Cassina, estaría de acuerdo con el 
artículo 2* enviado por el Poder Ejecutivo, en cuanto dice que 
los contratos de seguros y reaseguros otorgados en el país sólo 
podrán celebrarse con compaflías públicas o privadas instala- 
das en el país que cuenten con la autorización del Poder Ejecu- 
tivo para operar en la materia. 


SEÑOR CASSINA. - ... o legalmente autorizadas. Habría 
que agregarle una cláusula expresa de nutidad, porque ésta no 
está contenida en el proyecto del Poder Ejecutivo. Creo que no 
está de más agregar que los contratos celebrados en contraven- 
ción a lo dispuesto precedentemente, serán absolutamente nu- 
los. Si no recuerdo mal, esto se expresa en la propuesta del 
señor Senador Cadenas Boix. 


SEÑOR ASTORI. - Si se acepta el razonamiento del señor 


- Senador Cassina -que luce muy sólido- me parece que lo con- 


veniente sería retornar a la propuesta del Poder Ejecutivo, con 
algún grado de mejoramiento. Aquí volvemos a unir en un solo 
artículo las inquietudes que figuraban en los artículos 2? y 3* de 
la propuesta del señor Senador Cadenas Boix. En principio, 
comparto el agregado de alguna cláusula de nulidad, como la 
llamaba cl señor Senador Cassina. 
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En lo que respecta al razonamiento sobre compañías rease- 
guradoras, acepto el argumento del señor Presidente, que me 
parece sólido, Por lo tanto, restringiríamos la alusión a las 
compañías reaseguradoras solamente a los efectos de la autori- 
zación del Poder Ejecutivo, cuando deseen operar en el país, 
como dice la última frase del artículo propuesto por el Poder 
Ejecutivo. Este expresa que para poder operar en el país las 
compañías reaseguradoras también deberán contar con la pre- 
via autorización del Poder Ejecutivo, lo que hace simétrica una 
disposición de este tipo con lo que luego vamos a decir con 
respecto a la Superintendencia. 


Entonces, concluyo que los caminos de razonamiento que 
se vienen haciendo conducen a reflotar la propuesta inicial, 
mejorando su redacción y agregando el tema de la nulidad de 
algunos contratos. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Desco proponer un texto sus- 
titutivo al artículo que diría lo siguiente: “Los contratos de 
seguros y reaseguros otorgados en el país sólo podrán celcbrar- 
se por compañías públicas o privadas instaladas en el mismo, 
que cuenten con la autorización del Poder Ejecutivo para ope- 
rar en la materia”. Un segundo inciso diría: “Los contratos 
celebrados en contravención a lo dispuesto en este artículo 
serán nulos”. 


SEÑOR ASTORI. - De esta forma surge el problema -que 
planteo a los efectos de tenerlo en cuenta en la nueva redac- 
ción- a que aludía el señor Presidente, en el sentido de que sólo 
se podrán hacer reaseguros con empresas instaladas en el país. 
Esto no ocurre ni siquiera ahora. 


Creo que las compañías de reaseguros sólo deberían men- 
cionarse cuando se habla de la autorización del Poder Ejecuti- 
vo, es decir, en el tercer artículo. En ese sentido, el proyecto 
del Poder Ejecutivo dice: “Las compañías reaseguradoras, para 
operar en el país” -si lo desean- “deberán también contar con la 
previa autorización del Poder Ejecutivo”. Pienso que sería me- 
jor ponerlo todo en el segundo artículo, ya que me han conven- 
cido de que es mejor tener un solo artículo sobre este tema, con 
la estructura del Poder Ejecutivo y con el agregado de la cláu- 
Sula de nulidad. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Sugiero que en el segundo párra- 
fo se diga: “Esta disposición es de orden público”, De esta 
forma, lo hecho en su contrá es nulo. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Creo que no hay inconvenien- 
te, ya que al incluir “sólo podrán” se está estableciendo la 
naturaleza de orden público de la disposición. 


Estoy de acuerdo con la observación del señor Senador 
Astori en cuanto a que las compañías de reaseguro sólo nccesi- 
tan ser autorizadas cuando celebran reaseguros en el país. Eso 
es evidente, porque la mayoría de los reaseguros se hacen con 
compañías extranjeras no domiciliadas en el país. La compañía 
asegura riesgos en el Uruguay y se reasegura con sus casas 
matrices o con otras compañías especializadas en esa materia. 
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Entonces, el artículo quedaría redactado de la siguiente ma- 
nera: “Los contratos de seguros otorgados en el país sólo po- 
drán celebrarse con compañías públicas o privadas instaladas 
en el Uruguay que cuenten con la autorización del Poder Eje- 
cutivo para operar en la materia. 


Las compañías reaseguradoras, para operar en el país, debe- 
rán también contar con la previa autorización del Poder Ejecu- 
tivo. Esta disposición es de orden público”. 


SEÑOR ASTORI. - Creo que, a esta altura, es la mejor 
solución. 


SEÑOR ZUMARAN. - Entiendo que en este tema hay di- 
versas hipótesis, En primer lugar, sobre los contratos de segu- 
ros, el proyecto del Poder Ejecutivo dice que sólo son válidos 
aquellos que se celebren u otorguen en el país con compañías 
públicas o privadas y que cuenten con la autorización del Poder 
Ejecutivo, no tomando en cuenta la ubicación de los bicnes ni 
el domicilio de las personas. Por el contrario, el proyecto del 
señor Senador Cadenas Boix, en su artículo 2*, toma en cuenta 
la ubicación de los bienes y el domicilio de las personas, según 
el riesgo de que se trate, pero no comienza exigiendo que sean 
celcbrados con empresas instaladas en el país. Me parece que 
para darle plena eficacia a la ley tenemos que decir ambas 
Cosas. 


En la redacción que se busque se debe decir que son válidos 
los contratos que se celebren u otorguen en el país con compa- 
ñías públicas o privadas instaladas -creo que en lugar de “insta- 
ladas” habría que decir “con domicilio”, ya que es más propio 
del Derecho Internacional Privado- en el Uruguay y luego agre- 
gar la disposición que se había redactado con respecto a los 
bienes de objeto de comercio internacional. Me parece que si 
nos referimos solamente a contratos otorgados en el país pue- 
den surgir dudas en cuanto a con quién y dónde se otorga, y 
dan poca certeza al tema. 


Con respecto a las compañías de reaseguro, considero que 
se deben incluir en otro artículo. Al respecto hay dos hipótesis. 
Las compañías de seguro con domicilio en el país podrán rea- 
segurar con quien lo descen, ya que esto se hace normalmente 
con empresas internacionales, En ese sentido, debe haber una 
disposición que permita el funcionamiento en el Uruguay de 
compañías de este tipo, a fin de reasegurar seguros otorgados 
en cualquier parte del mundo. Esas compañías reaseguradoras 
domiciliadas en el país deben contar con la previa autorización 
del Poder Ejecutivo y estar sujetas a la Superintendencia del 
Banco Central, Me parece que de esta forma la disposición 
adquiere sentido. 


SEÑOR BOUZA. - Pienso que se está formando consenso 


en la Comisión orientado a buscar una solución mucho más 


parecida a la propuesta por el Poder Ejecutivo que a la que fue 
elaborada por los señores Senadores Blanco y Cadenas Boix. 
Como a ambas soluciones las considero inconvenientes por las 
razones que he mencionado anteriormente, creo que los estímu- 
los a que hacía referencia el señor Presidente en definitiva no 
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van a ser lo suficientemente eficaces y, por lo tanto, va a 
predominar la desprotección para los uruguayos residentes y 
los bienes ubicados en el Uruguay asegurados con compañías 
no radicadas aquí ni autorizadas por el Poder Ejecutivo nacio- 
nal, Por este motivo, no voy a acompañarla, Advicrto a quienes 
están dispuestos a sancionar esta norma que existe un último 
inciso de la propuesta de los señores Senadores Blanco y Cade- 
nas Boix que no estaría siendo contemplado en este momento y 
considero que es muy importante, ya que se refiere a los con- 
tratos de seguros sobre operaciones de comercio internacional, 
En dicha iniciativa se protege por lo menos a las importaciones 
o excluyendo del oligopolio nacional que se pretende hacer por 
esta norma. Á mi juicio, se debe adaptar esta excepción a todas 
las operaciones de comercio internacional para colocar a quie- 
nes trabajan en dicho ámbito en nuestro país, en igualdad de 
condiciones con sus competidores externos. En consecucncia, 
me parece que dicha excepción debería referirse, reitero, a 
todas las operaciones de comercio exterior y, de esta forma, se 
rescataría la libertad que pretendo se dé a todos los contratos y 
no solamente a los que se refieren al comercio internacional. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Entiendo que el nuevo pro- 
yecto, de acuerdo con lo que hemos hablado, al decir que los 
contratos celebrados en el Uruguay sólo podrán realizarse por 
compañías autorizadas, está permitiendo que en nuestro país se 
firmen contratos sobre bienes y personas ubicados en el extran- 
jero y que pueden ser ejecutables ante los tribunales nacionales. 
Con esta redacción creo que ese aspecto está contemplado. Lo 
que sí se impide con ella es que puedan existir contratos váli- 
dos realizados por empresas que no cuenten con la autorización 
del Poder Ejecutivo y, por ende, con la supervisión y control 
que a posteriori ejercerá el Banco Central. Esta solución estaría 
permitiendo lo que planteé hace un rato acerca de posibilitar la 
instalación, con la excepción prevista para las entidades de 
intermediación financiera, de compañías de seguros que actúen 
fuera de fronteras -“off shore”- y con los naturales beneficios 
que ello podría traer para la economía nacional. 


SEÑOR ASTORI. - Simplemente, quería acotar que la ex- 
cepción prevista en el último párrafo de la iniciativa precedente 
del señor Senador Cadenas Boix, solamente tenía sentido en el 
cuadro de todas las propuestas que comenzaba con una frase 
que señalaba que el contrato que contemple riesgos sobre bic- 
nes que se encuentran en la República, sólo podrá ser otorgado 
por compañías legalmente autorizadas. En la medida en que 
volvamos a la redacción del Poder Ejecutivo, la excepción 
mencionada que figura en él proyecto de los señores Senadores 
Blanco y Cadenas Boix pierde sentido. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Me gustaría disipar algunas 
dudas con lo que ha expresado el señor Senador Bouza, para lo 
cual sería inconveniente mantener la versión taquigráfica, a fin 
de poder conversar en forma más fluida. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Antes de hacer una breve pausa 
en la toma de la versión taquigráfica, quisiera señalar, con 
respecto a esta deliberación que hemos estado manteniendo, 
que por inás que he participado en la redacción de una fórmula 
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-como lo dije al comienzo- ambas propuestas apuntan a un 
objetivo similar, con el cual concuerdo, por lo que no me 
violenta acompañar una u otra solución. 


Además, aun desde ese punto de vista y teniendo en cuenta 
la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo, creo que es 
necesaria la salvedad final a que hacía referencia el señor Se- 
nador Bouza porque, de todas maneras, se trataría de una limi- 
tación -esto es, el artículo 2? propuesto en el Mensaje del Poder 
Eje: utivo y mejorado por la iniciativa mencionada- a los con- 
tratos que podría ir en contra de lo que son las prácticas actua- 
les del Derecho Internacional. 


Por otra parte, por más que me avengo a esta solución, 
des:.o recordar que otra fórmula, aunque algunas de sus conse- 
cuencias puedan parecer exorbitantes para el Derecho nacional 
porque estaría radicando la nulidad de contratos realizados con 
compañías extranjeras en el exterior -el señor Senador Cassina 
puso un ejemplo al respecto- tiene respaldo en el artículo 2.399 
del Código Civil que contiene normas sobre Derecho Interna- 
cional Privado, que establece que los actos jurídicos se rigen en 
cuanto a su existencia, naturaleza, validez y efectos por la Icy 
del lugar de su cumplimiento. De modo que si interpretamos el 
cumplimiento del contrato de seguros como el pago de la in 
demnización correspondiente en caso de ocurrir el ricsgo y el 
lugar de dicho pago es nuestro país, sería congruente con la 
norma que hemos establecido decir que se rige por el Derecho 
uruguayo y que éste declara nula cualquier otra disposición. 
Simplemente, desco aclarar que, sin oponcrme a la fórmula, 
desde el punto de vista de la inteligencia armónica del orden 
Jurídico nacional, la propuesta que formulamos con el señor 
Senador Cadenas Boix guarda cierta prudencia. 


SEÑOR RICALDONI. - Hace un rato, casi al pasar, el 
señor Senador Zumarán se refirió a un tema que me parece 
muy importante, que es el que, entre otros, deseaba abordar. 


Entiendo que, insensiblemente, estamos entrando en el te- 
rreno de las normas de Derecho Internacional Privado. El señor 
Presidente confirma esta opinión citando un artículo del Apén- 
dice del Código Civil. Personalmente, quiero señalar mi pre- 
ocupación por algunas disposiciones que podríamos estar apro- 
bando sin pensar en fas consecuencias que pudieran tener las 
mismas. 


En primer lugar, quiero recordar que son de Derecho uru- 
guayo, tanto las normas de carácter estrictamente interno -por 
decirlo de alguna manera- como las llamadas de Derccho Inter- 
nacional Privado. 


En segundo término, reitero, el señor Presidente citó un 
artículo del Apéndice del Código Civil que se refiere a una 
parte delo que tiene que ver con el contenido natural de las 
normas de Derccho Internacional Privado, que es la ley aplica- 
ble. A mi juicio, en ese sentido hay que ser muy cuidadosos, 
porque dichas normas a veces tratan de la ley y otras de la 
jurisdicción aplicable, Entonces, puede ocurrir que se apliquen 
las disposiciones uruguayas por parte de un Tribunal extranje- 
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ro, O que se ejecute la ley extranjera por un Tribunal uruguayo. 
Estas son las finalidades principales de las normas de Derecho 
Internacional Privado. 


SEÑOR PRESIDENTE. - A los efectos del caso específico, 
eso estaría cubierto por el artículo 2.401 del Apéndice del 
Código Civil, que establece genéricamente que cuando en vir- 
tud de una disposición de dicho Apéndice se declara que una 
determinada relación, bien o persona están regidos por una ley, 
será competente para entender en las controversias a propósito 
de esa situación el Tribunal del país correspondiente a la ley 
que es aplicable. De modo que, de acuerdo con esta norma, si 
la ley aplicable es del país “A”, el Tribunal competente tam- 
bién será del país “A”. Esto es lo que dice el artículo que cité. 


SEÑOR RICALDONI. - Yo también conozco la disposi- 
ción que el señor Presidente acaba de citar. Pero el Apéndice 
del Código Civil -que fue, como todos sabemos, originado en 
un proyecto del doctor Vargas Guillemcue por la década del 
cuarenta- se refiere a la mayor parte de las normas de Derecho 
Internacional Privado que ligan bilateral o multilateralmente al 
país. Todas las normas, por ejemplo, llamadas Civil 1, 1, HL 
etcétera y otros Tratados de Montevideo, tanto del año 89 como 
del año 40- normas que hacen inapticable el Apéndice del 
Código Civil, porque hay normas específicas. Entonces, si bien 
es cierto que el principio general del Apéndice es esc, que hace 
coincidir la jurisdicción aplicable con la ley que aplica el Tri- 
bunal, no necesariamente siempre es así. En este momento -por 
lo menos yo- no estoy seguro acerca de cuáles son las normas 
que estaríamos modificando o alterando en ese sentido, porque 
no las tengo sobre la mesa. Pero hay una serie de normas de los 
últimos años que bien valdría la pena tener en cuenta, si es que 
se quiere ingresar en este aspecto de la cuestión. En ese senti- 
do, me parece mucho más sobria la redacción propuesta por el 
Poder Ejecutivo. Comprendo la preocupación por afinar los 
conceptos, pero creo que eso nos puede llevar, por lo menos en 
la mañana de hoy, demasiado lejos y, quizás, a cometer un 
error. Y sobre esto me quiero referir a dos cosas. Hay una 
norma de Derecho Internacional Privado que no tiene más de 
dos años y que figura en fa Ley de Sociedades Comerciales, 
Me refiero al artículo 198, cuyo texto no tengo delante, pero 
creo recordar casi exactamente su contenido. El artículo 198 de 
la Ley N* 16.060 establece que cuando una sociedad constitui- 
da en el extranjero tenga su establecimiento principal en el país 
o realice actividades que ¡formen parte de su objeto social, 
estarán sometidas a la ley uruguaya. Hay otra disposición que 
está al principio de esa Ley, que establece que para esos casos 
lo menos que se debe hacer -lo menos, reitero, porque también 
hay otros requisitos que deberían cumplirse- es obiener el re- 
gistro -como dice la Ley- dentro del país. Y se sostiene que 
cuando esas sociedades constituidas en el extranjero tienen su 
establecimiento principal en el Uruguay o realizan su actividad 
social en él y no cumplen con esos requisitos. son consideradas 
sociedades irregulares o de hecho, lo que significa que los 
responsables de los actos de esas sociedades pasan a ser las 
personas que las integran, porque no existiría una sociedad con 
personería jurídica. Entonces, creo que introducirnos en un tema 
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de nulidades de esta naturaleza, es un poco peligroso sin una 
reflexión sobre todas estas cuestiones y adelanto que no estoy 
en este momento en condiciones de pronunciarme. Quizás mi 
preocupación sea exagerada pero creo que la cita que realizaba 
el señor Senador Zumarán y que luego, por. otros motivos, 
formulaba también el señor Presidente, nos deberían hacer me- 
ditar mucho sobre este punto de estar modificando normas de 
Derecho Internacional Privado del país. Preferiría, en ese senti- 
do, no penetrar en este tema y dejar librado al juego de las 
riormas ya existentes en materia de Derecho Internacional uru- 
guayo y también a las interpretaciones que hagan en su mo- 
mento la Jurisprudencia y la Doctrina, todas las consecuencias 
derivadas de la realización de contratos de este tipo no autori- 
zados por la Ley, 


Por otra parte -también con respecto a este artículo que 
ahora estaríamos elaborando, combinando en bucna medida la 
propuesta del Poder Ejecutivo y el proyecto de los señores 
Senadores Cadenas Boix y Blanco- creo que la idea acerca de 
que se exceptúcn de lo establecido en esta iniciativa a aquellos 
bienes que de acuerdo con las prácticas de comercio internacio- 
nales hallaren ya cubiertos por seguros a su ingreso en el terri- 
torio nacional, es razonable y se justifica, pero lo que creo que 
no correspondería es que ello quede librado a la reglamenta- 
ción. Pienso que aquí debería decirse tisa y llanamente que 
esos bienes están exceptuados de la Ley. Luego habrá una 
norma en la propia Ley que diga que el Poder Ejecutivo regla- 
mentará la Ley. Allí se reglamentará esta parte del artículo, 
pero lo que no me parece bien es que sea cl Poder Ejecutivo, 
por la vía de la reglamentación, quien se pronuncie sobre el 
tema, cn lugar del propio legislador. De modo que propondría 
que en este tercer inciso se hiciera una corrección en ese 
sentido. 


En resumen, le tengo mucho temor a la introducción, por 
parte de la Comisión, en lo que es la normativa de Derecho 
Internacional Privado, porque son muchas las normas que hay 
en el país y, al menos el que habla, en este momento no está en 
condiciones de pronunciarse porque no está seguro de cuáles 
son las consecuencias -más allá de las buenas intenciones- de 
esta disposición. Y repito: en lo que tiene que ver con los 
bienes que de acuerdo a las prácticas de comercio internacional 
se hallaren ya cubiertos por seguros, creo que no es la regla- 
mentación la que debe exceptuarlos, sino la propia ley y luego, 
como el Poder Ejecutivo reglamentará la Ley, veremos qué 
dice al respecto; pero tenemos que ser nosotros los que diga- 
mos que están exceptuados y no el Poder Ejecutivo el que 
determine cuando sí y cuando no. 


Para finalizar, quiero referirme a una cuestión de detalle, El 
artículo 2* del proyecto de ley del Poder Ejecutivo, así como el 


de la iniciativa presentada por los señores senadores Cadenas 


Boix y Blanco fueron redactados, a mi manera de ver, antes de 
que se aprobara, con la redacción que todos conocemos, el 
artículo 1* que resulta ser parcialmente diferente, por su nuevo 
primer inciso, al que remitiera cl Poder Ejecutivo. Entonces, 
erco que habría que hacer un ajuste a la redacción del artículo 
2% porque éste, reitero, tanto en la propuesta de los señores 
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senadores Blanco y Cadenas Boix como en la del Poder Ejecu- 
tivo, establece una generalidad que no se compadece con lo 
determinado por el artículo 1%, por el que quedan fuera de la 
libertad algunos tipos de seguros. 


Es cuanto quería decir, 


SEÑOR ZUMARAN. - Me parece que el artículo 2* del 
texto del Poder Ejecutivo es demasiado restrictivo al utilizar el 
criterio de otorgar los contratos de seguros con empresas insta- 
ladas en el país. En ese sentido, estuve buscando una redacción 
que abarcara los dos extremos y que dice que el contrato de 
seguro otorgado en el país sólo podrá celebrarse por compañías 
públicas o privadas con domicilio en el país que cuenten con 
autorización del Poder Ejecutivo para opcrar en la materia, Y 
agregaba: si contempla riesgos sobre bienes, estos deberán en- 
contrarse en el territorio de la República y cuando cubra ries- 

- gos sobre personas, éstas deberán domiciliarse en el Uruguay. 


Sin embargo, la intervención que hizo el señor Senador 
Korzeniak respecto a la posibilidad de que una compañía insta- 
lada en el país pueda hacer contratos de seguros respecto de 
bienes y personas ubicados en Brasil, Argentina, etcétera, me 
parece que es algo que debemos atender, ya que puede ser una 
fuente de trabajo para muchos uruguayos y que dada la redac- 
ción de este artículo se vería anulado. En ese sentido, recordé 
un memorándum realizado por gerentes del Banco de Seguros 
del Estado que fue elevado a su Directorio, sobre el cual el 
señor Senador Cassina nos entregó un proyecto articulado, Res- 
pecto a los artículos 2? y 3%, creo que dan una buena solución a 
este tema. En el artículo 2% de ese proyecto se prevé que los 
contratos de seguros otorgados en el país sólo podrán celcbrar- 
se con compañías de seguros públicas o privadas instaladas en 
él y que cuenten con la habilitación correspondiente para ac- 
tuar en la materia, O sea que repite la primera parte de la 
fórmula del artículo 2% del Poder Ejecutivo, Por otro lado, el 
artículo 3% expresa que se declaran nulos los contratos de segu- 
ros otorgados fuera del país, referidos a personas domiciliadas 
en la República o a bienes situados en ella, o de riesgos cuya 
ocurrencia pudiera verificarse en el territorio del país, Esta 
última fue la hipótesis que plantcé al comienzo de la sesión. 
Me parece que esto está bien, porque estaríamos permitiendo 
que una compañía instalada en Uruguay contrate seguros res- 
pecto de bienes o personas situados o domiciliadas en el ex- 
tranjero, que tengan validez en el país y, por ende, pueda ser 
demandada ante órganos jurisdiccionales uruguayos. 


El artículo 3% dispone que si un uruguayo asegura sus bienes 
o su persona en un país extranjero, ese contrato no sea judicial- 
mente exigible ante las autoridades del país. Naturalmente, si 
ese ciudadano optó por asegurar, por ejemplo, su vida, en una 
compañía argentina o brasileña, demandará el seguro ante las 
autoridades de aquellos países. Basta decir simplemente que 
ese seguro no es exigible ante los tribunales uruguayos por el 
artículo 3%, Me parece que esa es la garantía y el resguardo que 
queremos otorgar para el buen funcionamiento de nuestra plaza 
de seguros. 
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Por lo tanto, entiendo que en este nuevo proyecto están 
previstas todas las hipótesis de una forma mejor a como estaba 
redactado. 


SEÑOR RICALDONI. - Gracias a la preocupación del se- 
flor Senador Cassina, recién he tomado contacto con este pro- 
yecto que ha mencionado el señor Senador Zumarán y que fue 
elaborado por los técnicos del Banco de Seguros del Estado. 


Me quiero referir nuevamente al tema de las nulidades por- 
que me parece que es tremendamente riesgoso que lo introduz- 
camos de la forma en que lo estamos haciendo porque, repito, 
puede estar creando una serie de perturbaciones en todo lo que 
hace a la estructura del Derecho Internacional Privado del país. 
Advierto que de ser aprobado este artículo, por ejemplo, serían 
nulos los contratos de seguros que se están haciendo en este 
momento como los seguros médicos en el exterior. Por lo tan- 
to, no sé qué consecuencias tendría esto. 


Por otro lado, hay contratos de seguros que cubren riesgos 
de viaje y que en las propias tarjetas de crédito están expresa- 
mente establecidos, En este sentido, entiendo que el artículo 3% 
va mucho más lejos y, quizás, no nos estemos dando cuenta. 


También digo que serían nulos los contratos como los que 
señalaba el señor Senador Cassina, Hoy en día, nadie está 
impedido de contratar un seguro para su automóvil en otro país 
a los efectos de transitar en él. Es cierto que también se puede 
contratar ese seguro en el Banco de Seguros del Estado, porque 
cubre el riesgo del automóvil fuera del país. De acuerdo con 
esta forma de redacción del artículo 3* se establecen requisitos 
que no son acumulativos sino disyuntivos porque o bien se 
trata del otorgamiento fuera del país o bien de personas 
domiciliadas en él, de bienes situados en la República o de 
ricsgos que pudieran ocurrir en el territorio nacional. 


Esto significa que si una persona domiciliada en el país 
sufre daños ocasionados en el exterior, no estaría protegido por 
el seguro, y así sucesivamente. Por lo tanto, este artículo 3% es 
muy peligroso. 


Por otro lado, quisiera referirme al tema de los reaseguros. 


SEÑOR ZUMARAN. - Le aclaro que no planteé el tema de 
los reaseguros en el artículo 2”, 


SEÑOR RICALDONT. - Pero está en el proyecto que se ha 
distribuido hace un momento, y hace un rato también se habló 
de este lema. 


El asunto de los reaseguros es muy delicado porque, si bien 


- es cierto-que no podemos fomentar el funcionamiento de em- 


presas o propiedades constituidas en el extranjero sin que ellas 
dentro del país actúen al margen de la ley uruguaya, también 
es cierto que tenemos que tener en cuenta el hecho de que en 
realidad el reaseguro es una garantía adicional que tiene el 
asegurado. Por lo tanto, cuanto más dificultemos el reaseguro, 
más riesgos tiene quien contrata la póliza. En ese sentido, me 
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pregunto si no debemos tener cuidado en este aspecto. Hay que 
cuidar la redacción de este texto y me parece que es algo muy 
simple de entender, porque el reaseguro es una cobertura que 
tiene la compañía aseguradora, pero va, fundamentalmente, en 
garantía de quien se asegura. 


SEÑOR ZUMARAN, - Debo aclarar que cuando el señor 
Senador Ricaldoni me solicitó la interrupción, yo no había alu- 
dido en ningún momento al tema de los reaseguros, que creo 
mercce un tratamiento aparte, Concretamente, con relación a 
los artículos 2? y 3*, había expresado que a mi juicio soluciona- 
ban correctamente ambos problemas: el otorgamiento del con- 
trato por empresas autorizadas en el país y el tema de la ubica- 
ción de los bienes en el domicilio de las personas. 


Si bien el proyecto establece la nulidad de esos contratos, el 
señor Senador Ricaldoni hace notar que de todas formas se 
celcbran diariamente. Lógicamente que cllo es así; cuando un 
ciudadano sale de viaje, contrata un seguro de viaje, El decla- 
rarlo nulo quiere decir que en el Uruguay no es oponible y el 
cumplimiento de ese seguro no puede ser exigido ante las auto- 
ridades judiciales uruguayas. Si se contrata un seguro de viaje, 
en las condiciones que señaló el señor Senador Ricaldoni, el 
cumplimiento del mismo se va a exigir en la sede y bajo la ley 
del país al que pertenece la empresa que realizó dicho contrato, 
o donde ocurrió el riesgo. Reitero, esas acciones no podrán 
llevarse adelante en los Tribunales de nuestro país. 


SEÑOR RICALDONI. - A mi juicio, el tema del Derecho 
Internacional Privado y el referente a las nulidades debería 
quedar librado a la interpretación que en su momento realicen 
los Tribunales uruguayos, si es que se planica un reclamo por 
un particular, Personalmente, entiendo que estamos adelantan- 
do soluciones que no alcanzo a distinguir qué consecuencias 
pueden tener. El señor Senador Zumarán expresaba que esos 
contratos sólo son nulos en el Uruguay. Desde mi punto de 
vista, ello puede significar que también lo sean en el exterior. 
En tal sentido, advierto que ninguno de los aquí presentes sabe- 
mos qué es Jo que en la materia dispone, por ejemplo, la ley 
dinamarquesa, la sueca o la estadounidense donde, por la Cons- 
titución federal que tiene ese país, las legislaciones de los dife- 
rentes Estados son distintas. Entonces, es posible pensar -ad- 
vierto que no estoy afirmando que así sea- que en algún país 
exista una forma que establezca que cuando se declara nulo un 
contrato de este tipo en el lugar donde esté domiciliado cl que 
contrate con una empresa de este país, también se anulará en 
éste. Por lo tanto, estamos complicándole la vida a muchas 
personas respecto de situaciones que hasta el día de hoy en el 
país no le crean problemas a nadie. Cabe preguntarse por qué 
razón hacemos esto y qué tiene que ver con la desmonopoliza- 
ción del Banco de Seguros o con la prescrvación de sus intere- 
ses. Sobre el particular, advierto que estamos legislando sobre 
la temática de los seguros y, sin embargo, nos estamos alejando 
del objetivo central de este proyecto de ley que integra -no 
quiero despertar polémicas con esta aseveración- uno de los 
aspectos de la llamada Reforma del Estado. 


SEÑOR CASSINA. - Cuando hice uso de la palabra en el 
día de hoy -en una intervención que al parecer fue muy convin- 
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cente para algunos colegas- ya había tomado conocimiento del 
texto del artículo 3% del anteproyecto, realizado por técnicos 
del Banco de Seguros, Frente a éste, me asalta la misma duda 
que la que surge del proyecto de los señores Senadores Blanco 
y Cadenas Boix. 


Por otra parte, cabría preguntarse si los legisladores y la ley 
uruguaya tienen derecho a impedirle a un ciudadano que asegu- 
re sus bienes, su vida o su automóvil en el exterior. En tal 
sentido, es importante recordar el ejemplo que cité acerca del 
actual monopolio; éste no impide asegurar un automóvil en la 
Argentina, Obviamente, esa empresa no puede operar en nues- 
tro país, porque existe monopolio. Por lo tanto, deberá radicar- 
se cualquier denuncia en dicho país. Tal vez no sea esa la 
intención, pero el texto literal de este artículo 3* está diciendo 
que los uruguayos o los residentes en el Uruguay estamos im- 
pedidos, bajo pena de nulidad, de contratar seguros fuera del 
país. 


SEÑOR RICALDON!, - Le estamos dando a nuestra legis- 
lación un efecto extraterritorial. 


SEÑOR CASSINA. - De todas formas, advierto que sobre 
este punto no tengo una convicción absoluta. Creo que estamos 
dialogando para darnos razones los unos a los otros y tratar de 
convencernos de cuál es la mejor solución. 


Reitero, si es posible asegurar en otro país aun con el mo- 
nopolio actual, ¿por qué no va a poder hacerse una vez que éste 
haya desaparecido? 


A mi juicio, la disposición, tal como viene redactada por el 
Podcr Ejecutivo, es suficiente en tanto está señalando que los 
contratos que se celebren en el Uruguay deben realizarse por 
empresas constituidas o instaladas en el país y autorizadas por 
el Gobierno uruguayo, es decir, que cumplan con la regulación 
legal para operar con seguros en el territorio nacional. Segura- 
mente, esa norma constituya el estímulo razonable para que 
quien habia, por ejemplo, contrate seguros en el Uruguay con 
empresas habilitadas y no se te ocurra, por los mismos riesgos, 
hacerlo en la Argentina. 


Reitero, esta es la convicción que voy adquiriendo de la 
discusión que se ha planteado, pero no es una conclusión defi- 
nitiva en la medida en que todos estamos intercambiando pun- 
tos de vista y aprendiendo recíprocamente. 


SEÑOR ZUMARAN. - En primer lugar, adelanto que parti- 
cipo del espíritu creativo que anima al señor Senador Cassina, 


En segundo término, desco expresar que si es más satisfac- 


. torio establecer que no son exigibles ante los Tribunales del 


país que decir que son nulos. Creo que deberíamos realizar el 
cambio porque a mi juicio debemos reservarles a las compañías 
instaladas en el Uruguay, inspeccionadas o controladas por la 
Superintendencia que vamos a crear en el Banco Central, nues- 
tro mercado de seguros en el sentido de que se vean amparadas 
por el régimen jurídico nacional. Sin perjuicio de ello, advierto 
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que aquí no está establecida ninguna sanción especial para 
quien realice esos contratos, salvo que así se entienda por el 
hegho de expresar que no son exigibles ante los Tribunales 
uruguayos. Entonces, reitero, si se quiere cambiar el término 
“nulo”, no tendría inconvenientes pero insisto en que alguna 
referencia de este tipo hay que prever. 


La parte final del artículo 3% que se refiere al riesgo cuya 
ocurrencia pudiera ubicarse en el territorio del país, tal vez esté 
mejor prevista en esa fórmula que hemos ido creando, remi- 
tiéndonos a las prácticas de comercio internacional para los 
bienes objeto de comercio que creo, constituyen el objetivo de 
esta disposición, 


SEÑOR GRENNO. - Antes que nada, deseo pedir excusas a 
la Comisión por mi tardanza. 


En cuanto al tema de la legislación que cubre cada contrato 
y las exigencias de cada Estado, personalmente pienso que en 
este momento el Senado se encuentra en una situación suma- 
mente circunstancial, ya que estamos reglando un mercado que 
no será el definitivo porque más adelante tendremos uno regio- 
nal. Aparentemente, la fundamentación que motivó el proyecto 
tiende a un mercado regional. 


Si tomamos como antecedente lo ocurrido en la matcria en 
mercados regionales, nos encontraremos con que las exigencias 
de obligaciones nacionales han sido Supeditadas a las regiona- 
les: En cl caso de Europa, por ejemplo, y particularmente en 
España, observamos que en el Tratado de Adhesión de 1988 se 
estableció que incluso las sucursales de empresas extranjeras 
con representación en el país podían suscribir.contratos con la 
legislación comunitaria. Quizás algún día el Uruguay tenga una 
legislación comunitaria, pero actualmente no existe y creo que 
todas las especulaciones que podamos hacer debemos dejarlas 
entré paréntesis para corregir cuando los hechos sucedan. Ac- 
tualmente, la única legislación admisible para contratar seguros 
es la nacional; no existe otra. 


Me parece que el fijar como norma que en el Uruguay no se 
va a amparar a aquel que celebre un contrato en el exterior, es 
un agregado que no tiene significado. Nadie puede reclamar en 
el Uruguay contra pólizas suscritas en otros países. Esto no 
tiene vigencia, no existe y no podemos reglar lo que no existe. 
La obligatoriedad de que se trate de empresas nacionales -no la 
podemos establecer cuando se da un acto volitivo de la persona 
que' decide asegurar un bien donde desea y en este sentido 
quería advertir lo que había planteado el señor Senador Cassi- 
na- cambia cuando el daño es garantía ante terceros. 


Evidentemente, si tenemos que garantizar responsabilidad 
civil no podemos admitir que el contrato se realice en otro país 
porque afectará a personas que serán dañadas en cl Uruguay y 
la.legislación debe ser adecuada para ambas partes, es decir la 
reclamante y la que está cubierta. 


Lo mismo sucede con algunos tipos de fianzas. Cuando el 
individuo parte del hecho de que adquiere una seguridad para 
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bienes sobre los que quiere ampararse como titular sin dañar a 
terceros, tiene la libertad de contratar un seguro en el exterior y 
esto también se puede realizar actualmente, aunque el mercado 
está monopolizado. Nadie puede impedirle a otra persona, por 
ejemplo, que asegure su vida en el exterior. La empresa extran- 
jera es la que debería determinar si puede aceptar las condicio- 
nes. 


Cuando se trata de normas que afectan a terceros, en casos 
de incendios, de accidentes de trabajo, de responsabilidad civil, 
no podemos permitir que el daño esté garantizado en una plaza 
a la que no tiene acceso ni siquiera el reclamante uruguayo. Se 
dejaría en una situación de total indefensión al individuo que 
queremos amparar. Eso es lo que quería hacer notar, 


Comparto lo que se ha dicho con respecto a que el del 
seguro es un mercado distinto que debe estar enmarcado en 
otro cuadro normativo. Además, quiero advertir que todo segu- 
ro contratado fuera del. país produce una evasión fiscal muy 
importante, Las personas no se aseguran en el extranjero por- 
que la prima sca más barata sino porque los impuestos son 
diferentes. En el caso de los seguros de vida, uno de los pocos 
países que incluye el Impuesto al Valor Agregado en la póliza 
es el Uruguay, por lo que jar::ás podremos vender un seguro a 
menor precio que los demás países de la región o del mundo. 
Tenemos un 22% sobre la póliza que no se recarga en otros 
países. El que desca contratar un seguro de vida de entidad, no 
lo hará en un lugar en que por encima de las condiciones 
actuariales que tenga el cálculo del seguro ya se encuentre en 
desventaja. Á ese individuo no lo podremos amparar jamás. 


Sin embargo, cuando se trata de un seguro mutual que 
cubre a muchas personas y el individuo no tiene acceso a 
mercados lejanos donde reclamar, debe pagar el Impuesto al 
Valor Agregado porque aún no hemos modificado nuestra le- 
gislación. El que tiene posibilidad de contratar un seguro en el 
extranjero podrá evadir la carga fiscal, pero quien debe tomar 
el seguro de la plaza no estará en condiciones de hacerlo ya 
que debe recurrir a los mostradores en los que puede tener 
reclamo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Deseo hacer una propuesta. Pien- 
so que, aunque sea en forma tentativa, deberíamos pasar a 
votar, Quizás ello pueda parecer un tanto prematuro, pero no 
pretendo definir ya nuestra posición final, sino ordenar un poco 
nuestro trabajo. 


A la luz de todo lo que hemos estado discutiendo esta 
mañana, me parece que deberíamos tratar de concretar nuestros 
puntos de acuerdo o de desacuerdo. Con ese fin, quisiera some- 
ter a consideración de la Comisión una propuesta de votación 
que comprende cuatro párrafos, 


El artículo 2* que estamos discutiendo se refiere a la cele- 
bración del contrato de seguros y a la limitación que debería 
hacérscle, que fundamentalmente consiste en que deberá sus- 
cribirse con empresas autorizadas por el Poder Ejecutivo. El 
artículo 3%, tal como lo señalaban los señores Senadores Astori 
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y Korzeniak, tiene que ver, no con el contrato, sino con el 
proceso de autorización de las empresas. 


Propongo que se elimine el artículo 2%, o sea que no se 
regule el contrato de seguros sino que simplemente el artículo 
3* exprese que las empresas públicas o privadas para desarro- 
llar actividad aseguradora deberán ser autorizadas por el Poder 
Ejecutivo; con estas u otras palabras se podría establecer una 
fórmula similar, De esta manera no habría ninguna regulación 
del contrato. Este es el punto de vista expuesto por el señor 
Senador Bouza y que planteaba como fórmula altemativa el 
señtor Senador Alonso Tellechea. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - En el caso planteado, el con- 
trato de seguros ¿quedaría regido como hasta ahora por las 
disposiciones del Código de Comercio y la legislación que 
sobre esa materia existe? 


SEÑOR PRESIDENTE. - Exactamente, señor Senador. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Entonces, no me opongo a 
esto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Por lo tanto, nosotros no aproba- 
ríamos ningún artículo 2? e iríamos directamente al artículo 3* 
con una introducción que dijera: “Las empresas públicas o pri- 
vadas, para desarrollar actividad aseguradora, deberán ser auto- 
rizadas por el Poder Ejecutivo...”. También incluiríamos ahí lo 
relacionado con el reaseguro. 


SEÑOR GRENNO. - ¿Qué se agregaría sobre el reaseguro? 


SEÑOR PRESIDENTE, - Se haría referencia a las compa- 
filas de reaseguro. 


Según lo que se señaló esta mañana, impedir el reaseguro 


sería totalmente absurdo. El señor Senador Grenno había men- 


cionado esto y fue señalado nuevamente en Sala. La Comisión 
de ninguna manera alienta esa pretensión. 


Pregunto a los señores senadores si estamos en condiciones 
de llegar a un consenso para eliminar el artículo 2? del proyecto 
y pasar a un artículo 3*, Esa es una alternativa. 


Si, por el contrario, decidimos que queremos establecer un 
artículo 22, la redacción tentativa que propongo es la siguiente. 
El primer párrafo diría: “Los contratos de seguros otorgados en 
el país sólo podrán celebrarse con compañías públicas o priva- 
das instaladas en la República que cuenten con la autorización 
del Poder Ejecutivo para operar en la materia”, 


Asimismo, propondría no incluir en un segundo párrafo a 
las compañías reaseguradoras al que hizo referencia el señor 
Senador Cadenas Boix. Si estamos hablando de los contratos 
de seguros, no tenemos necesidad de establecer los requisitos 
de las compañías reaseguradoras o aseguradoras. Creo que ese 
es el error en que incurre el Poder Ejecutivo en su fórmula y 
que nos ha llevado a grandes confusiones, porque el artículo 
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relativo a los contratos, hace mención al trámite de habilitación 
de las compañías de reaseguros. Eso es materia del artículo 32, 


SEÑOR ASTORI. - En el artículo 2* del Mensaje del Poder 
Ejecutivo no sólo se habla de contratos, sino también de autori- 
zación para compañías de seguros. Luego, en un párrafo aparte, 
se extiende el requisito de autorización a las compañías de 
reaseguros. Por lo tanto, desde ese punto de vista, tampoco 
existe mucha contradicción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Cuando en el artículo 2* de la 
propuesta del Poder Ejecutivo se hace referencia a los contratos 
de seguros, se exige que éstos sean celebrados con compañías 
que estén autorizadas para operar en el país, Luego, en el 
artículo 3*, se alude a todo el proceso de autorización. Por ello 
digo que el artículo 2* tiene que ver con los contratos y el 
artículo 3* con la autorización. Obviamente tienen vinculación, 
porque el requisito para celebrar los contratos es que se reali- 
cen con compañías autorizadas, Pero si incluimos allí lo relati- 
vo a los reaseguros, se corre el riesgo de que se confunda con 
lo que señalaba el señor Senador Grenno días pasados en el 
sentido de que estaríamos diciendo que los reaseguros sola- 
mente podrán realizarse con compañías instaladas en nuestro 
país. Por lo tanto, pienso que lo referente a las compañías de 
reaseguros tendría que figurar en el otro artículo, para evitar 
esa confusión. 


En síntesis, en el primer párrafo se establecería que los 
contratos de seguros otorgados en el país sólo podrán celebrar- 
se con compañías públicas o privadas instaladas en la Repúbli- 
ca, que cuenten con autorización del Poder Ejecutivo para ope- 
rar en la materia. Esto fue propuesto por el señor Senador 
Cadenas Boix y es lo que dice básicamente el proyecto del 
Poder Ejecutivo. 


En atención a la sugerencia del señor Senador Zumarán, un 
segundo párrafo podría decir que los contratos de seguros otor- 
gados fuera del país, referidos a personas domiciliadas o a 
bienes situados en la República, seguirán la misma regla, es 
decir, que deberán ser celebrados con compañías autorizadas 
por el Poder Ejecutivo. 


Un tercer párrafo diría que estas disposiciones son de orden 
público. 


Por último, un cuarto párrafo podría señalar que se excep- 
túan de las obligaciones establecidas en este artículo los segu- 
ros que cubran los bienes objeto del comercio internacional, los 
que se efectuarán de acuerdo con las prácticas usuales en esa 
materia. ! 

En lo personal, no estoy auspiciando la totalidad de estas 
normas, sino que estoy proponiendo dos opciones a la Comi- 
sión. Una de ellas sería eliminar el artículo 2?, pasando directa- 
mente a regular la autorización de las compañías que van a 
funcionar en el país en materia de seguros o reaseguros, tema 
del artículo 3%. La otra opción consistiría en mantener el artícu- 
lo 2*, oportunidad en la que deberíamos considerar cuatro ele- 
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mentos, En primer lugar, que los contratos celebrados en el 
país sean hechos con compañías autorizadas por el Poder Eje- 
cutivo. En segundo término -y esto reforzaría el concepto ante- 
rior- que cuando esos contratos recaen sobre bienes y sobre 
personas radicadas o domiciliadas en la República, también 
deben ser hechos con compañias instaladas en el país. En tercer 
lugar, el efecto que tendría el hecho de actuar en contra de esta 
disposición -aspecto que fue señalado por los señores Senado- 
res Ricaldoni y Cassina, entre otros- es decir, la posible nulidad 
de los contratos celebrados en contravención con estas normas. 
En cuarto término, la excepción de esa disposición, de los 
bienes que son objeto de comercio intemacional. Estos son los 
cuatro elementos a contemplar en caso de que se decida mante- 
ner el artículo 2*. 


Por lo tanto, si los miembros de la Comisión están dispues- 
tos, propondría votar, en primer término, si se mantiene o no el 
artículo 2* relativo a los contratos, Si la votación resulta afir- 
mativa, deberíamos pronunciarnos sobre cada uno de estos cua- 
tro elementos a efectos de poder ir acercando los distintos 
puntos de visa. 


SEÑOR ASTORI. - Es una metodología que podría ser 
transformada en algo que ya fue planteado. Me refiero a optar 
o no por la propuesta del Poder Ejecutivo, con el agregado de 
la disposición de orden público, y nada más. En mi modesta 
opinión, la cláusula referida al comercio internacional es abso- 
lutamente redundante. Eso va a seguir operando como lo hizo 
siempre, porque cuando se contratan costos, seguros y fletes en 
una importación, si hay siniestro, se le va a reclamar a la 
compañía aseguradora, cualquiera sea su origen. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Creo que la metodología que he 
propuesto permitirá al señor Senador Astori pronunciarse en 
ese sentido, porque votaría afirmativamente el primer párrafo, 
negativamente el segundo, afirmativamente el tercero y negati- 
vamente el cuarto. 


SEÑOR ASTORI, - No hago cuestión al respecto. 


SEÑOR GRENNO. - Quisiera saber si parte del artículo 
2% -que está referido a los contratos- pasaría a integrar el 
artículo 3%. Disculpe la interrupción, pero aún no estoy en con- 
diciones de votar. 


F 
SEÑOR PRESIDENTE, - Reconozco que es un tema com- 
plejo. 


A lo largo de la deliberación que hoy se ha llevado a cabo, 
se ha podido apreciar una confusión entre los artículos 2* y 32. 
Digo esto, porque el artículo 2* dice que los seguros deben 
celebrarse con compañías autorizadas por el Poder Ejecutivo y 
el artículo 3% se refiere al régimen de autorización de dicho 
Poder. Entonces, después de muchas deliberaciones, se pensó 
que tal vez lo más práctico sería no hablar de que los seguros 
deben ser celebrados con compañías establecidas en el Uru- 
guay, sino que para operar en materia de seguros, se debe tener 
la autorización del Poder Ejecutivo, Si el contrato se celebra en 
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el exterior sobre bienes que están en la República, deberá ser 
regido por la legislación general que existe en el Código de 
Comercio, Si se quiere reforzar el concepto de la vinculación 
con la empresa, tendría que votarse un artículo 2%. Confieso 
que considero que este no es un tema especialmente relevante 
porque la discusión lo ha clarificado. No obstante, adelanto 
que, sin violencia, me puedo adherir a la fórmula que predomi- 
na a nivel de los miembros de la Comisión. 


SEÑOR RICALDONI. - Señor Presidente: a esta altura del 
debate, creo que deberíamos mantener, como lo hemos hecho, 
el artículo 1% luego analizar las normas sobre el control que 
estarían vinculadas con la Superintendencia; más adelante, dis- 
cutir y resolver algunos otros temas que han quedado pendien- 
tes, como la obligatoriedad de determinados seguros, por ejem- 
plo en el transporte, la limitación de responsabilidad y algunos 
otros aspectos relativos a si esta ley debe entrar o no en vigen- 
cia de inmediato. Pero todas estas normas que posiblemente 
sean aprobadas vuelvo a insistir tozudamente, podrían producir 
modificaciones de cuyas consecuencias no somos conscientes. 


Hace un momento cité cl artículo 198 de la Ley número 
16.060 de Sociedades Comerciales. Reconozco que luego ha- 
brá una discusión acerca de si estas compañías son de interme- 
diación financiera o no; si lo son, como entiende el señor 
Senador Astori, debe tenerse en cuenta lo que establece una 
norma vigente y muy moderna dentro de nuestro ordenamiento 
jurídico. En abono de mi teoría de no votar nada sobre estas 
cuestiones, voy a dar lectura al inciso primero del artículo 
517 de la Ley de Sociedades Comerciales dice: “Las socie- 
dades” -se refiere a las sociedades de intermediación financic- 
ra- “cuya actividad esté regulada por el decreto ley N* 15,322, 
de 17 de setiembre de 1982, continuarán rigiéndose por las 
disposiciones de dicho cuerpo legal y por las demás que exis- 
tan en materia de actividad financiera y bancaria”. 


Entonces, si se trata de empresas de intermediación finan- 
ciera y estamos modificando, aunque sea indirectamente, otras 
normas que ya están pacíficamente admitidas en el país y, por 
lo tanto, podemos crear un embrollo cuyas consecuencias des- 
Conozco. 


Por consiguiente, creo que es necesario deslindar los temas 
de la ley. Lo que la norma quiere determinar es qué aspectos 
continúan bajo el monopolio del Banco de Seguros del Estado 
y establecer el control de aquí en más del oligopolio actual 
para empresas privadas que operan con seguros de vida, contra 
incendios y hurtos, y de la actividad de seguros en el país. Lo 
demás es introducirnos -y no voy a mencionar nuevamente este 
asunto- en el tema de fondo vinculado al funcionamiento de 
sociedades que operan habitual o accidentalmente en el Uru- 
guay, pero que fueron constituidas en el exterior, en do relativo 
a los reaseguros y en una serie de aspectos que no hacen 
directamente a los propósitos de este proyecto de ley, 


Por lo expuesto, adelanto que no voy a votar nada referente 
a este lema. 
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SEÑOR PRESIDENTE, - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar si se decide mantener el artículo 2* tal como vino 
en el Mensaje del Poder Ejecutivo. 


(Se vota:) 
4 en 9. Negativa. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 2% 
con las variantes que luego serían estudiadas en profundidad. 


(Se vota:) 
4en9. Negativa. 


SEÑOR CADENAS BOLX. - En el afán de buscar un con- 
senso en la Comisión, junto con el señor Senador Blanco y 
consultando. a otros señores senadores, propusimos la fórmula 
del artículo 2* que trata expresamente de la regulación del 
contrato de seguros. 


Luego de la discusión mantenida esta mañana en el seno de 
la Comisión, quien habla advirtió que en una ley que tiende a 
la desmonopolización de determinados seguros establecidos a 
favor del Estado uruguayo y ejercidos por el Banco de Seguros 
del Estado, no es estrictamente necesario regular el contrato 
que, por otra parte, está regido, fundamentalmente, por el Có- 
digo de Comercio y por textos legales que han sido dictados 
para materias especiales. Por lo tanto, creo que una regulación 
del contrato no es la esencia que se persigue con esta ley y por 
ello me avine a votar la no necesidad de incluir el artículo 2? en 
este proyecto de ley, 


SEÑOR CASSINA. - De todos modos, estableceríamos que 
las compañías, para operar en el país, requieren de la autoriza- 
ción del Poder Ejecutivo, ya que esto no hace a la regulación 
del contrato. 


SEÑOR RICALDON!I. - Creo que eso está previsto en el 
artículo 517 de la Ley de Sociedades Comerciales. 


SEÑOR ASTORI, - No, señor Senador, 


SEÑOR RICALDONI. - No se puede ser tan categórico, 
señor Senador. 


F 

SEÑOR CASSINA. - Es probable que sea como dice el 
señor Senador Ricaldoni, pero sin perjuicio de que considere- 
mos a las empresas de seguros y reaseguros como instituciones 
de intermediación financiera -es un tema a discutir- me parece 
necesario que esta ley, que es específica para la materia de 
empresas de seguros, establezca el requisito de la autorización 
del Poder Ejecutivo, que ya existe como norma vigente para 
los Bancos y para cualquier otra institución de intermediación 
financiera. 


SEÑOR PRESIDENTE. - No deseo coartar el uso de la 
palabra de los señores senadores, pero creo que eso es materia 
del artículo 3* que luego vamos a tratar. 
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SEÑOR ASTORI. - Deseo hacer una aclaración que tam- 
bién opera como fundamento de voto precedente. Espero que 
en el artículo 3* establezcamos explícitamente la autorización 
requerida para compafiías de seguros y reaseguros que deseen 
operar en el país, porque al haber suprimido el artículo 2*, 
dejamos un margen para que contratos celebrados en el territo- 
rio nacional se puedan hacer por compañías que no estén auto- 
rizadas, Cabe recordar que el Mensaje del Poder Ejecutivo 
establecía que los contratos de seguros otorgados en el país 
sólo podrán celebrarse con compañías públicas o privadas que 
cuenten con la autorización de dicho Poder. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Propongo que pasemos a cuarto 
intermedio hasta la hora 14 para luego continuar con la consi- 
deración del artículo 3* y los restantes temas que quedan por 
tratar. 


Si no hay inconveniente, así se procede. 
(Así se hace a la hora 12 y 49 minutos) 
-Se levanta el cuarto intermedio. 

(Es la hora 14 y 30 minutos) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


Deseo informar a los miembros de la Comisión que durante 
el cuario intermedio hemos estado cambiando ideas entre va- 
rios integrantes a los efectos de aunar criterios acerca de un 
posible texto de consenso para el artículo 3* que ahora pasaría a 
ser el 2*, De estas consultas informales surgió una redacción, la 
que voy a proceder a dar lectura para poder examinar y anali- 
zar sus distintos elementos. Su primer inciso diría así: “Las 
empresas públicas o privadas para desarrollar actividad asegu- 
radora deberán ser autorizadas por el Poder Ejecutivo con el 
asesoramiento del Banco Central del Uruguay. Las compañías 
reaseguradoras, para radicarse en la República deberán, asimis- 
mo, ser autorizadas por el Poder Ejecutivo”. En resumen, por 
este primer párrafo se establece la obligación de obtener una 
autorización del Poder Ejecutivo, con asesoramiento del Banco 
Central para las compañías que operen en seguros y para las de 
reaseguros que intenten o procuren radicarse en el país, con lo 
cual se evita el inconveniente que manifestaba el señor Senador 
Grenno en otra sesión, en el sentido de que ese pudiera estar 
impidiendo los necesarios contratos de reaseguros a las compa- 
ñíías instaladas en el país en el giro de seguros. El señor Sena- 
dor Grenno me acota que en la redacción que acabo de leer se 
expresa que se requiere el asesoramiento del Banco Central 
para empresas aseguradoras y no se estaría solicitando para las 
reaseguradoras, Se debe entender que ambas están regidas por 
las mismas condiciones; es decir que deberán, asimismo, ser 
autorizadas en las mismas condiciones, 


El segundo inciso, que se refiere a la reglamentación, esta- 
blecería lo siguiente: “La reglamentación dictada por el Poder 
Ejecutivo con el asesoramiento del Banco Central del Uruguay, 
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determinará los requisitos de admisibilidad y regulará los as- 
pectos relativos a la solvencia financiera y técnica de las em- 
presas, reaseguros e inversiones, así como el sistema de control 
sobre las mismas. Dicha reglamentación deberá ser dictada den- 
tro de los 90 días de la promulgación de esta ley”. En la 
segunda cláusula de este inciso se recoge la iniciativa del señor 
Senador Astori en el sentido de ponerle un plazo al Poder 
Ejecutivo para dictar la reglamentación y asimismo se recoge 
su extensión, que es de 90 días. 


El tercer inciso está dedicado a las compañías públicas y 
privadas que están operando en el país, Establecería: “El Banco 
de Seguros del Estado y las compañías aseguradoras que ac- 
tualmente operan en el país, deberán ajustarse a la reglamenta- 
ción dentro de los 90 días de dictada ésta. El Poder Ejecutivo, 
con el asesoramiento del Banco Central, podrá extender este 
plazo hasta un año”, Aquí también estamos teniendo en cuenta 
la propuesta del señor Senador Astori en cuanto a que el plazo 
para ajustarse sea de 90 días, pero que exista la posibilidad de 
una prórroga de hasta un año. Continúa el inciso diciendo: 
“Mientras tanto, solamente podrán celcbrar los contratos de 
seguros correspondientes a los riesgos que podían cubrir hasta 
la fecha de esta ley.” Aquí finaliza el inciso relacionado con las 
empresas públicas o privadas que están operando. 


La situación especial del Banco de Seguros del Estado -a la 
cual se refería en una conversación informal el señor Senador 
Astori- se contemplaría por el hecho -que corroboraba el señor 
Senador Grenno hace un momento- de que actualmente no 
tiene límites en cuanto a la cobertura de riesgos. Entonces, 
aunque demorara su adaptación y ajuste a la reglamentación y 
aunque debiera prolongarse más allá del plazo de un año -que 
es el plazo máximo que se daría a otras compañías para ajustar- 
se- no se vería perjudicado ni demorado en la posibilidad de 
continuar operando o de abrir nuevos productos en materia de 
seguros porque hasta el momento ninguno le está vedado y 
puede cumplirlos todos, legalmente. 


Por último, el artículo cerraría con un inciso final integrado 
por una sola cláusula: “En todo caso, dichas empresas estarán 
sujetas a la supervisión y fiscalización establecidas en esta ley.” 
La razón por la que se ha redactado este inciso es que podría 
ocurrir que hubiera un lapso entre la vigencia de la ley y la 
habilitación por parte del Poder Ejecutivo en el cual las empre- 
sas podrían alegar que no van a cubrir otros riesgos y de esa 
manera quedarían exentas de los mecanismos de fiscalización y 
supervisión que se prevén en otras disposiciones de este pro- 
yecto. 


SEÑOR ASTORI. - Coincido en términos generales con la 
propuesta, pero sinceramente pediría que se considerara la re- 
dacción que planteé porque me parece un poco mejor. Además, 
creo que coincide hasta en su lenguaje con los artículos ya 
aprobados del proyecto de Carta Orgánica del Banco Central 
del Uruguay por esta Comisión. Incluso, recoge una propuesta 
del señor Senador Grenno, que fue tomada en cuenta en el 
proyecto de Carta Orgánica del Banco Central y que con la 
nueva redacción desaparecería. 
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SEÑOR ASTORI. - Creo que debería haber un artículo sin 
otro contenido que estableciera que para poder funcionar se 
requeriría el requisito de la autorización del Poder Ejecutivo 
con el asesoramiento del Banco Central. Me gusta más la pala- 
bra “instalación” que “radicación”, porque esta última, por lo 
menos en el lenguaje económico, daría la idea de instalación 
de la casa matriz en el Uruguay, porque las compañías de 
reaseguro son trasnacionales. Por el contrario, la palabra “ins- 
talación” nos da la idea de que una filial estaría en esas condi- 
ciones. Si bien es un problema semiótico, repito que creo que 
es mejor incluir la palabra “instalación” antes que “radica- 
ción”, 


Me estoy refiriendo al artículo que autoriza a las compañías 
a funcionar o a instalarse en el país. No está en mi propuesta el 
hecho de hacer un artículo nuevo; simplemente me reficro al 
control. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Deseo preguntar al señor Sena- 
dor Astori si entiende que la redacción a la que di lectura del 
primer inciso, podría ser un artículo sólo. Personalmente, no 
tengo inconveniente en que así sea. 


SEÑOR ASTORI. - El señor Presidente se estaría refirien- 
do al artículo 3%, porque en la mañana de hoy decidimos no 
considerar el artículo 2*, 


Por lo tanto, por ese artículo 3% nosotros estaríamos estable- 
ciendo el requisito de la autorización por el Poder Ejecutivo 
con el asesoramiento del Banco Central, Simplemente me per- 
mito sugerir que aquí debería incluirse la expresión “mutua” de 
la que hablaba el señor Senador Grenno y, por lo tanto, hacer 
referencia a “empresas y mutuas de seguros y reaseguros”, a 
los efectos de que quede simétrico. 


Ahora estoy sugiriendo que se adopte la propuesta de re- 
dacción de reglamentación del Poder Ejecutivo y de adapta- 
ción de las empresas aseguradoras en funcionamiento conteni- 
da en el repartido que hicimos llegar a la Comisión. Allí hay 
un artículo que dice: “El Poder Ejecutivo, con el asesoramiento 
del Banco Central del Uruguay, dictará las normas genéricas 
para la instalación y el funcionamiento de las empresas y mu- 
tuas de seguros y reaseguros, así como para regular la actividad 
de los corredores de seguros y reaseguros, dentro de un plazo 
de noventa días contados a partir de la entrada en vigencia de 
la presente ley.” 


Esta redacción es coincidente en forma absoluta no sólo 
con el proyecto de Carga Orgánica del Banco Central, sino con 
la propuesta de dicho Banco sobre el tema de los seguros que 
trajera el doctor Martins a esta Comisión. 


-Otró artículo expresa: “El Banco de Seguros del Estado y 
las empresas aseguradoras privadas que actualmente operan 
en el país deberán ceñirse a la reglamentación referida en el 
artículo precedente, dentro de los tres meses siguientes a su 
entrada en vigencia. Mientras el Poder Ejecutivo no habilite a 
dichas empresas privadas, éstas sólo podrán celebrar los con- 
tratos que pueden concertar hasta el presente”. 
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SEÑOR GRENNO, - Sugeriría que la expresión “los con- 
tratos que pueden concertar” se cambie por “los contratos que 
están autorizados a concertar”, porque algunos hacen lo que no 
deben. 


SEÑOR ASTORI. - Entonces, quedaría: “los contratos que 
están autorizados a realizar hasta el presente”. 


El artículo continúa de la siguiente manera: “En caso de 
considerar adecuado el plan de adaptación presentado por una 
empresa privada que estuviera operando, el Poder Ejecutivo, 
con el asesoramiento del Banco Central del Uruguay, podrá 
extenderle dicho plazo hasta un año”. Me da la impresión de 
que con esta redacción establecemos con mayor claridad lo que 
conceptualmente estamos acordando. Nuevamenie expreso que 
no lo hago por un interés personal ni mucho menos, sino por- 
que ésta es la redacción que elaboró quien va a asesorar al 
Poder Ejecutivo en esta materia. Por lo tanto, ésta es la redac- 
ción formulada por el Banco Central. En ese sentido, el señor 
Presidente podrá comparar esos dos artículos con el que trajo la 
delegación del Banco Central y confirmará que es exactamente 
lo mismo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Compruebo que tenemos coinci- 
dencias en nuestros puntos de vista. Crco también que es posi- 
ble traducir esas coincidencias conceptuales en un consenso 
sobre la forma de instrumentarlas. 


El artículo 3%, que pasaría a ser 2*, quedaría redactado de la 
siguiente manera: “Las empresas públicas o privadas, para de- 
sarrollar actividad aseguradora, deberán ser autorizadas por el 
Poder Ejecutivo con el asesoramiento del Banco Central del 
Uruguay. Las compañías reaseguradoras, para instalarse en la 
República deberán, asimismo, ser autorizadas en las mismas 
condiciones”. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Deseo hacer una con- 
sulta, que es la siguiente, Estamos hablando de las compañías 
reaseguradoras y planteando la necesidad de que para instalarse 
sean autorizadas. Me pregunto si no estamos dejando sin cubrir 
la posibilidad de que una empresa nacional pueda ser reascgu- 
radora. Digo esto por la referencia que se hace a la palabra 
“instalarse”. Quizás, sería mejor decir “para poder operar”. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR RICALDONI. - Creo que se podría poner todo en 
una sola frase, ya que se dice lo mismo en el segundo párrafo 
que en el primero. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Existe una pequeña diferencia de 
matiz. En la primera cláusula se dice: “para desarrollar activi- 
dad aseguradora” y en la segunda, se establece: “para instalar- 
se”. La diferencia está en lo que señalaba el señor Senador 
Grenno en el sentido de que las compañías de reaseguros cum- 
plen normalmente actividades de ese tipo en nuestro país, ya 
que a las compañías de seguros del Uruguay les interesa rease- 
gurarse en el exterior. Sin embargo, las empresas de reaseguros 
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no están radicadas en el país, y lo que pretendemos es que 
cumplan el trámite de autorización. Por eso se le dio ese giro a 
la redacción, que es un poco complejo, pero necesario para que 
quede clara esa diferencia. 


El artículo 3* sería el propuesto por el señor Senador Astori, 
que diría así: “El Poder Ejecutivo, con el asesoramiento del 
Banco Central del Uruguay, dictará las normas genéricas para 
la instalación y el funcionamiento de las empresas y mutuas de 
seguros y reaseguros, así como para regular la actividad de los 
corredores de seguros y reaseguros, dentro de un plazo de 90 
días contados a partir de la entrada en vigencia de la presente 
ley”. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Quisiera preguntar al 
señor Senador Astori a qué se debe el establecimiento de nor- 
mas genéricas, 


SEÑOR ASTORI. - Al Banco Central del Uruguay. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El señor Senador Astori ha acla- 
rado que las propuestas que ha formulado son idénticas a las 
del Banco Central del Uruguay. 


Luego, incluiríamos un artículo 4%, que también tendría una 
redacción. propuesta por el señor Senador Astori, que expresa- 
ría: “El Banco de Seguros del Estado y las empresas asegura- 
doras privadas que actualmente operan en el país deberán ce- 
ñirsc a la reglamentación referida en el artículo precedente, 
dentro de los tres meses siguientes a su entrada en vigencia. 
Mientas el Poder Ejecutivo no habilite a dichas empresas priva- 
das, éstas sólo podrán celebrar los contratos que están autoriza- 
das a concertar hasta el presente. En caso de considerar adecua- 
do el plan de adaptación presentado por una empresa privada 
que estuviera operando, el Poder Ejecutivo, con el asesora- 
miento del Banco Central del Uruguay, podrá extenderle dicho 
plazo hasta un año”. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Consulto sobre la posi- 
bilidad de cambiar la palabra “ceñirse”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no hay inconveniente, diría: 
“ajustarse”. 


SEÑOR ASTORI. - En caso de que se siga la técnica de 
poner un “nomen juris” a cada artículo, propondría lo siguien- 
te. Al precedente le correspondería “Reglamentación de la acti- 
vidad de seguros y reaseguros”, y al último “Adaptación de las 
empresas aseguradoras en funcionamiento”. 


El artículo que ahora llevaría el número 4*, tiene un texto 
que no obsta a la eventualidad de que esta Comisión y el 
Senado posteriormente, aprucben algún período de transición 
hacia la desmonopolización. En caso de que hubiera mayoría y 
que fuera una disposición transitoria, dejo constancia de que no 
la considero incompatible y que personalmente aspiro a que 
puedan incluirse en la ley. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Por mi parte, manifiesto que cla- 
“ ramente no son incompatibles, aunque se pueda no compartir- 
las. 


SEÑOR CASSINA. - Había señalado la misma preocupa- 
ción que ahora expresa el señor Senador Astori en momentos 
en que estábamos trabajando sin versión taquigráfica, razón por 
la cual dejo constancia en el mismo sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Propongo que pasemos a votar 
los tres artículos en conjunto, 


SEÑOR CASSINA. - Como he advertido, debo retirarme a 
efectos de asistir a la sesión de la Comisión de Asuntos Labora- 
les y Seguridad Social, que ha sido convocada para recibir al 
señor Ministro. 


SEÑOR RICALDONI. - Me interesa mucho la opinión de 
todos los miembros de la Comisión, pero dado que tenemos 
poco tiempo, quisiera formular algunas precisiones acerca de 
mis diferencias con esta propuesta del señor Senador Astori. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Propongo que se postergue la 
votación hasta que regrese el Senador Cassina. 


SEÑOR RICALDONI. - Esta mañana la Comisión, por ma- 
yoría de presentes, adoptó el criterio de eliminar determinadas 
normas que no hicieran al tema del contrato de seguros en sí 
mismo, e incluso al de reaseguros, y referirse exclusivamente a 
quienes tenían el derecho de realizar la actividad aseguradora o 
reaseguradora. 


Este proyecto de artículo no numerado del señor Senador 
Astorí, cuyo “nomen juris” es “Reglamentación de la actividad 
de seguros y reaseguros” me merece algunas observaciones. 


En primer lugar, desde el punto de vista de la técnica jurídi- 
ca no me agrada mucho la expresión “normas genéricas”. Las 
normas son jurídicas. El hecho de determinar que son normas 
genéricas no da ninguna seguridad con respecto a la interpreta- 
ción que hará el Poder Ejecutivo posteriormente. 


En segundo término, si se piensa bien, me parece que el 
Poder Ejecutivo, de acuerdo con las potestades constituciona- 
les, tiene la facultad de reglamentar las leyes. Eso significa 
darles un grado de especificidad a las normas que surjan de una 
reglamentación y es diferente a lo que quien habla entiende que 
es el término genérico. Cuando el decreto reglamenta una ley, 
tiene un contenido que, si debemos ubicarlo en una familia 
terminológica, lo colocaríamos en la de normas específicas y 
no genéricas. Las normas genéricas son propias de la ley y las 
específicas, de la reglamentación. El problema se podría supe- 
rar quizás eliminando la palabra. 


En tercer lugar, quisiera hacer otra observación sobre este 
artículo. Por un lado, se le está transfiriendo al Poder Ejecutivo 
la potestad de determinar las condiciones de instalación y fun- 
cionamiento de las empresas y mutuas de seguros y reasegu- 
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ros. En principio, esto no me parece adecuado porque creo 
que -sobre esto ya dije algo en el correr de esta mañana- exis- 
ten normas legales relativas a la instalación y funcionamiento 
de sociedades en el Uruguay. Por otro lado -me refiero exclusi- 
vamente a este artículo- se está transfiriendo al Poder Ejecutivo 
la reglamentación relativa a la regulación de la actividad de los 
corredores de seguros y reaseguros. No conozco este tema en 
profundidad, pero desde hace tiempo -lamento que el señor 
Senador Cadenas Boix no esté presente porque fue uno de los 
que más se interesó en la cuestión- existe un movimiento de 
corredores de seguros que buscan la sanción de algún tipo de 
texto legal que regule su actividad. Si mal no recuerdo, en 
alguna de las sesiones anteriores de esta Comisión, alguna gre- 
mial vinculada a los corredores de seguros concurrió para ana- 
lizar esta materia. 


No sé cuál es la actitud más conveniente que debe adoptar 
el Parlamento sobre esta materia, si debe legislar realmente o 
no la actividad de los corredores de seguros y reaseguros. Sin 
embargo, no tengo dudas de que si la respuesta fuera afirmati- 
va sería preferible que la regulación la hiciera un texto legal y 
no que se le transfiriera al Poder Ejecutivo. Esto podría plan- 
tear alguna cuestión vinculada a la propia constitucionalidad de 
la norma, ya que la regulación de una actividad es una limita- 
ción al derecho de trabajo establecido en nuestra Carta Magna 
y sólo puede ser modificada por leyes dictadas en atención al 
interés general. Así está establecido en el artículo 7* de la 
Constitución. 


Preferiría no entrar en la aprobación de un artículo de esta 
naturaleza y remitimos a un artículo final “genérico” en el que 
se estableciera un plazo para que el Poder Ejecutivo, con ase- 
soramiento del Banco Central, reglamente la presente ley. Lo 
hará de acuerdo con su leal saber y entender, pero cuidando los 
aspectos a los que me he referido. 

s 

Como es natural, el autor de la norma tiene el derecho de 
hacer una réplica a lo que digo, pero, además, me interesa su 
argumentación al respecto. Quería expresar cuáles son mis re- 
servas a la incorporación de una disposición de este tipo en el 
proyecto de ley, 


SEÑOR ASTORI. - En primer lugar, la redacción que esta- 
mos analizando es la propuesta por el Banco Central del Uru- 
guay. Hubo un reordenamiento y se cambiaron algunas pala- 
bras, pero los conceptos son los mismos. Incluso envié la pro- 
puesta sin firma y lucgo se le agregó para identificarla. 


En segundo término, creo que no habría problema en elimi- 
nar la palabra “genérica”. No tengo inconveniente, pero quise 
respetar la propuesta porque en esta Comisión estamos traba- 
jando desde hace meses simultáneamente con el proyecto de 
Carta Orgánica del Banco Central y hemos llegado -según mi 
criterio personal- a una correspondencia de opiniones casi to- 
tal. Me parece que en el momento de considerar esta norma 
debemos respetar esta correspondencia de opiniones. Es más, 
considero que sería peligroso alterarla aunque más no fuera por 
la vía de un texto en materia de seguros. 
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En tercer lugar, me parece que es perfectamente posible 
que el Poder Ejecutivo, al mismo tiempo de reglamentar la 
instalación y el funcionamiento de empresas de seguros y rea- 
seguros, regule la actividad de los corredores, sobre todo por- 
que tendrá que establecer un equilibrio entre ambos. 


Si el Poder Ejecutivo hace lo primero, creo que debe llevar 
a cabo lo segundo, lo que no obsta a que el Parlamento no 
reglamente o regule, ya que puede establecer, cuando desee, 
alguna organicidad para el funcionamiento de los corredores. 


Creo que con este artículo no estamos invadiendo ni impi- 
diendo la acción del Poder Legislativo en el futuro. En este 
sentido, no sé si existe alguna ley en vigencia relativa a corre- 
dores de seguros y reaseguros. Me acotan que ello no es así. 


SEÑOR GRENNO. - Las normas que existen están fijadas 
por el Banco de Seguros, quien establece para sus corredores la 
calidad de exclusividad. De ese modo, el corredor del Banco de 
Seguros que haga corretajes para empresas privadas, quedaría 
descalificado automáticamente de sus planillas. Esto no se da 
en la práctica, pero es la única reglamentación que rige para los 
corredores, 


SEÑOR ASTORL. - Creo que la aclaración que acaba de 
realizar el señor Senador Grenno revitaliza aun más la tesis de 
que si hoy existe alguna reglamentación en vigencia y este 
proyecto de ley cambia las reglas de juego asignando al Poder 
Ejecutivo la facultad de regular la instalación y el funciona- 
miento de empresas de seguros y de reaseguros, también habría 
que darle la posibilidad de que regule coordinada y coherente- 
mente con lo anterior, la actividad de corredores de seguros y 
de reaseguros. Por ello sigo compartiendo la tesis del Banco 
Central. 


En cuanto al motivo general de esta propuesta, debo decir 
que se corresponde con lo relativo a la Superintendencia que 
figura en nuestra fórmula. No tendría ningún sentido proponer 
una Superintendencia si, al mismo tiempo, no le damos al 
Poder Ejecutivo facultades para que, con el asesoramiento del 
Banco Central, regule las actividades que luego van a ser con- 
troladas y fiscalizadas por la Superintendencia. Por eso en nuestra 
propuesta -y esto sí es personal y no del Banco Central- estos 
dos artículos figuran después de lo referente a la Superinten- 
dencia. Habrán observado que los primeros artículos de la fór- 
mula en cuestión refieren a la Superintendencia y estos son los 
dos últimos. No tengo inconveniente en que se inviertan los 
términos en el proyecto de ley; lo que sí me preocupa es que 
haya coherencia conceptual entre el contenido de estos artícu- 
los y los que establezcan la Superintendencia. 


Estos son los motivos que nos han llevado a apoyar esta 
redacción, y los reitero para dar respuesta a las inquietudes 
planteadas por el señor Senador Ricaldon:, 


SEÑOR RICALDON!. - Quisiera saber qué se entiende por 
“mutuas de seguros y reaseguros”. 
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SEÑOR ASTORI. - Es una propuesta del sefior Senador 
Grenno que incorporamos en el proyecto de Carta Orgánica del 
Banco Central -que ya está aprobado- y que ahora incluimos 
aquí para que haya correspondencia entre esta iniciativa y la 
que esta misma Comisión viene elaborando por otro lado. 


Quiero aclarar que “mutuas” son aquellas organizaciones, 
instituciones o empresas que respecto de una actividad especí- 
fica o reuniendo agentes involucrados, desarrollan cierta activi- 
dad en particular, que deciden por sí, colectivamente, instaurar 
algún mecanismo de seguro. Esto figura en la Carta Orgánica 
del Banco Central y es el régimen que tienen los taximetristas, 
que tienen una organización propia para asegurarse contra de- 
terminados siniestros. 


SEÑOR GRENNO., - La palabra “mutua” proviene de mu- 
tualidad: es decir que se trata de seguros mutuales en donde se 
parte de la base que no hay fines de lucro sino que es la unión 
de determinadas personas para ampararse en forma conjunta en 
una acción solidaria. Pero como eso también debe tener un 
control actuarial -de fondo o de solvencia, porque por alguien 
está regido- la experiencia internacional indica que tiene que 
existir alguien que la administre, que puede ser la propia mutua 
o un contratado. 


El señor Senador Cassina hizo mención a MAFRE, que es 
la gran administradora de mutuas de España y de muchos paí- 
ses de América. Entonces, sobre mutualidades ya establecidas, 
ellos aportan la administración, el modo de hacer y, en definiti- 
va, se parece a una empresa de seguros en todos sus puntos. 
Cabe aclarar que la finalidad de lucro no está integrada dentro 
de sus objetivos, 


SEÑOR RICALDONI. - Tengo una duda que está relacio- 
nada con la anterior, En el texto se hace mención a “empresas” 
y a “mutuas”, lo cual parccería, a la letra, indicar que una 
mutua no es una empresa. Por lo que acabo de escuchar, las 
mutuas, en realidad, al no perseguir finalidades de lucro, tienen 
una característica especial que las diferencia de las anteriores, 


SEÑOR ASTORI. - Ese aspecto queda claro con esta redac- 
ción. Lo mismo figura en la Carta Orgánica del Banco Central, 


SEÑOR RICALDONTI. - De todos modos, no sé si no con- 
vendría hablar del funcionamiento de las sociedades, incluidas 
las mutuas de seguros y reaseguros. 


SEÑOR ASTORI. - Las empresas pueden no ser socieda- 
des. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En todo caso, en la línea que 
proponía el señor Senador Astori, sugiero que se diga que las 
empresas, incluso mutuas, de seguros y reaseguros, etcétera. 
Digo esto porque la intención de la referencia a mutuas, es 
dejar en claro que las instituciones con un contenido social 
loable y positivo no quedaran al margen de la apertura que 
intenta hacer esta legislación. 


324 -C.S. 


SEÑOR GRENNO., - No conozco ejemplos de empresas de 
reaseguros que sean mutuas. Si reaseguraran a otros, en defini- 
tiva, estarían desarrollando una operación comercial con fines 
de lucro; lo hacen para asegurarse ellas mismas. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Por lo tanto, el texto de este 
artículo quedaría modificado en la forma que se ha señalado, es 
decir, que tendría que establecerse: “Las empresas, incluso mu- 
tuas, de seguros y reaseguros”, etcétera, Además, se elimina- 
ría la palabra “genéricas” en la primera parte de este mismo 
artículo. 


Entonces, no procedemos a votar, ya que no tenemos núme- 
ro para hacerlo, pero las tres normas a que se hizo referencia 
quedarían estructuradas de la siguiente manera: una primera 
con el nombre de “Autorización para empresas de seguros y 
reaseguros”, una segunda que diría “Reglamentación de la acti- 
vidad de seguros y reaseguros” y otra tercera sobre adaptación 
de las empresas aseguradoras en funcionamiento que, en la 
nueva numeración, serían los artículos 2%, 3% y 4%, respectiva- 
mente. 


La Comisión pasa a cuarto intermedio, 


(Así se hace. Es la hora 15 y 27 minutos) 


VERSION TAQUIGRAFICA DE LA SESION DE LA 
COMISIÓN 
DEL DIA 22 DE JULIO DE 1993 


SEGUNDA PARTE 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se reanuda la sesión. La Comi- 
sión continúa considerando el proyecto de ley en la forma 
acordada antes del cuarto intermedio. 


Sin perjuicio de ello, quisiera proponer la inclusión de un 
“nomen juris” en el artículo 1*, que diría “Libre contratación de 
seguros”, 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 1? 
con las siguientes modificaciones propuestas: inclusión de un 
“nomen juris” que diga “Libre contratación de seguros” y susti- 
tución de la expresión “organismos estatales” por la de “perso- 
nas públicas estatales”, 


(Se vota:) 
-8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Quiero dejar constan- 
cia de mi desacuerdo con la inclusión de la expresión “personas 
públicas estatales”, pero que, a pesar de ello, igualmente vota- 
mos a su favor, a fin de dar una redacción más correcta que la 
anterior, 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Recuerdo a los señores Senado- 
res que los artículos discutidos y analizados antes de pasar a 
cuarto intermedio son los numerados como 2*, 3* y 4? 


Léase el artículo 2? con la redacción acordada. 
(Se lee:) 


“Artículo 22, - Las empresas públicas o privadas para desa- 
rrollar actividad aseguradora deberán ser autorizadas por el 
Poder Ejecutivo con el asesoramiento del Banco Central del 
Uruguay. Las compañías reaseguradoras para instalarse en la 
República deberán asimismo ser autorizadas en las mismas 
condiciones”, 


El “nomen juris” de este artículo 2* sería “Autorización 
para empresas de seguros y reaseguros”. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Creo que debe supri-. 
mirse la expresión “en las mismas condiciones”, finalizando la 
frase donde dice “ser autorizadas”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el artículo 22 tal como 
quedaría redactado. 


(Se lee:) 


“Artículo 2%. - Las empresas públicas o privadas para desa- 
rrollar actividad aseguradora deberán ser autorizadas por el 
Poder Ejecutivo con el asesoramiento del Banco Central del 
Uruguay. Las compañías reaseguradoras para instalarse en la 
República deberán asimismo ser autorizadas”, 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 2% a 
que se dio lectura. 


(Se vota:) 
-8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD, 


Asimismo, en el artículo 3% se incluiría, como “nomen ju- 
ris”, “Reglamentación de la actividad de seguros y reasegu- 


” 


ros”, 
-Léase el artículo 32. 
(Se Icc:) 
“Artículo 3*, - El Poder Ejecutivo, con el asesoramiento del 


Banco Central del Uruguay, dictará las normas para la instala- 
ción y el funcionamiento de las empresas, incluso mutuas de 


- SEguros y reaseguros, así cono para regular la actividad de los 


corredores de seguros y reaseguros dentro de un plazo de no- 
venta días contados a partir de la entrada en vigencia de la 
presente ley”. 


CADENAS BOIX. - Quisiera despejar una interrogante de 
carácter terminológico. La expresión “mutuo”, ¿tiene una defi- 
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nición legal precisa o no? Si no la tiene, creo que no sería 
prudente incluirla, 


SEÑOR ASTORI. - Quiero recordarle al señor Senador que 
esta expresión ya fue incluida en el proyecto de ley de Carta 
Orgánica del Banco Central. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Seguramente, me pasó inad- 
vertido, pero siento que la palabra “mutua” no tiene un conte- 
nido jurídico preciso; ni siquiera lo tiene desde el punto de 
vista idiomático. Por lo tanto, creo que correspondería revisarlo 
también en la Carta Orgánica. Aclaro que estoy confesando mi 
ignorancia sobre el tema. 


SEÑOR ASTORI. - Sugiero que votemos el artículo tal 
como está, porque luego tendremos tiempo de revisar el conte- 
nido de la palabra “mutua”, tanto desde el punto de vista idio- 
mático como jurídico, y de corregirla en este artículo y también 
en la Carta Orgánica del Banco Central. Me parece que no es 
conveniente trancarse ahora por una cuestión de este Lipo. 


SEÑOR GRENNO. - No tengo presentes los antecedentes 
nacionales, pero en la legislación comparada, en lo que tiene 
que ver con seguros, en casi todas las reglamentaciones se 
habla de seguros mutuos al definir este tipo de asociación para 
asegurarse. En la práctica monopólica que tuvo nuestro país 
hasta el momento, no sé si era necesario establecerlo, puesto 
que las mutuales uruguayas fueron de hecho y no de derecho; 
pero actualmente, cualquier legislación habitual en la materia 
establece seguros mutuos que, incluso, en el caso de la Argenti- 
na participan en el Consejo Consultivo del Seguro, que asiste a 
la Superintendencia como una rama especial. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Adhiero a la propuesta del 
señor Senador Astori en cuanto a votar este artículo tal como 
está, dejando supeditada la resolución terminológica a lo que 
resulte de un estudio más profundo, que se podrá hacer en el 
debate parlamentario. 


Entiendo que “mutuo” es un contrato definido jurídicamen- 
te como un préstamo de dinero. Por lo tanto, podría originar 
alguna confusión, si bien entiendo que aquí se trata de seguros 
recíprocos organizados en forma de cooperativa. 


SEÑOR ASTORI. - Ese sería un ejemplo. 
F 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Esa es la realidad que se nos 
presenta hoy en día. 


SEÑOR RICALDONL - Solicito que el artículo 3* se divida 
en dos incisos. El primero, finalizaría donde dice: “funciona- 
miento de las empresas de seguros y reaseguros” y, el segundo 
debería decir: “igualmente reglamentará determinada actividad 
de los corredores de seguros y reaseguros”. 


Como los señores Senadores recordarán, durante el receso 
de la Comisión señalé que esta regulación de la actividad de 
los corredores es una limitación, y si ésta se transfiere al Poder 
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Ejecutivo, creo que habría una delegación inconstitucional de 
competencias del Poder Legislativo al Ejecutivo, porque se 
trata de la limitación del derecho al trabajo, que está garantiza- 
do constitucionalmente. Por esta razón, votaría el inciso prime- 
ro y no el segundo. 


SEÑOR ASTORI. - Habría que cambiar toda la redacción 
del artículo 3*, 


SEÑOR PRESIDENTE. - A los efectos de habilitar la vota- 
ción como lo sugiere el señor Senador Ricaldoni, propongo la 
siguiente redacción: “El Poder Ejecutivo, con el asesoramiento 
del Banco Central del Uruguay, dictará las normas para la 
instalación y el funcionamiento de las empresas, incluso mu- 
tuas de seguros y reaseguros, dentro de un plazo de noventa 
días contados a partir de la entrada en vigencia de la presente 
ley. Igualmente regulará la actividad de los corredores de segu- 
ros y reaseguros dentro de dicho plazo”. 


SEÑOR RICALDONT. - Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la primera parte del artículo propuesto. 


(Se vota:) 
-9 en 9. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el segundo 
inciso del artículo 3%, que dice: “Igualmente regulará la activi- 
dad de los corredores de seguros y reaseguros dentro de dicho 
plazo”. 


(Se vota:) 
-7 en 9. Afirmativa. 


SEÑOR RICALDON!L. - He votado negativamente este in- 
ciso segundo, no por estar en desacuerdo con regular la activi- 
dad de los corredores, sino porque creo que es inconstitucional 
que dicha regulación se deje librada al Poder Ejecutivo. 


Repito que la limitación de los derechos individuales re- 
quiere ser legislada y aquí estamos dando la posibilidad de 
limitar un derecho garantizado constitucionalmente, no al Par- 
lamento -eso sí se podría hacer, por razones de interés general- 
sino al Poder Ejecutivo. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - He votado negativamente este 
inciso por las razones que scñialó el señor Senador Ricaldoni en 
cuanto a que no se pueden dictar limitaciones a la libertad de 
trabajo en una reglamentación. Sin embargo, podría votarlo si 


- ese artículo se refiriera a una regulación que el Poder Ejecutivo 


hiciera dentro del límite de sus competencias. 


Sugeriría, entonces, que se incluyera en ese inciso la expre- 
sión: “dentro del límite de sus competencias”, y de esa manera 
no tendría ningún inconveniente en votarlo. Por lo tanto, solici- 
to la reconsideración del segundo inciso del artículo 3*. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar si se reconsidera el 
segundo inciso del artículo 3*, 


(Se vota:) 
-9 en 9, Afirmativa. UNANIMIDAD. 


La Mesa recoge la propuesta del señor Senador Cadenas 
Boix en el sentido de que el texto diga: “Igualmente regulará, 
dentro de su competencia, la actividad de los corredores de 
seguros y reaseguros en el plazo indicado”. 


SEÑOR KORZENIAK,. - Quisiera decir algo con respecto a 
los corredores de seguros, corredores de cambio y, en general, 
a aquello que tiene que ver con las actividades de los despa- 
chantes de aduana. Sin perjuicio de la seriedad de los planteos 
que se han hecho en torno a que una reglamentación puede 
contener limitación de derechos, debo decir que en el Uruguay 
hace muchos años que se está discutiendo el tema, sobre todo 
por las reglamentaciones que para las casas de cambio dicta el 
Banco Central del Uruguay; ni siquiera se trata de reglamenta- 
ciones del Poder Ejecutivo. En ese sentido, el Banco Central 
del Uruguay dictó circulares por las que impuso la necesidad 
de efectuar depósitos en garantía y el Tribunal de lo Contencio- 
so Administrativo -ante el cual fueron impugnados- los confir- 
mó de manera invariable. 


Este es un tema discutible desde el punto de vista teórico, 
pero en la práctica ha ocurrido de esta manera: las garantías, 
las fianzas de dinero de las casas de cambio, el establecimiento 
de sanciones, etcétera, se resolvían por circulares del Banco 
Central y no por decretos del Poder Ejecutivo. De todas manc- 
ras, me parece que esta fórmula puede ser viable, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Creo que hay consenso en la 
Comisión para votar este artículo con el agregado propuesto, 
por lo que la redacción sería la siguiente: “Igualmente regulará, 
en el ámbito de su competencia, la actividad de los corredores 
de seguros y reaseguros dentro del plazo indicado”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-9 en 9. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Por su parte, el artículo 4% dice así: “Adaptación de las 
empresas aseguradoras en funcionamiento. El Banco de Segu- 
ros del Estado y las empresas ascguradoras privadas que actual- 
mente operan en el país, deberán ajustarse a la reglamentación 
referida en el artículo precedente dentro de los tres meses si- 
guientes de su entrada en vigencia. Mientras el Poder Ejecutivo 
no habilite a dichas empresas privadas, éstas sólo podrán cele- 
brar los contratos que están autorizadas a concertar hasta el 
presente. En caso de considerar adecuado el plan de adaptación 
presentado por una empresa privada que estuviera operando, cl 
Poder Ejecutivo, con el asesoramiento del Banco Central del 
Uruguay, podrá extenderle dicho plazo hasta un año”. 
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En consideración. 


Señalo que las diferencias que existen respecto al texto que 
figura en el repartido que obra en poder de los señores Senado- 
res son que en la tercera línea dice “ajustarse” en vez de “ce-. 
firse” y al final del primer párrafo dice “los contratos que están 
autorizados a concertar” en lugar de “los contratos que pueden 
concertar”, 


SEÑOR RICALDONI. - Quisiera saber si los tres meses a 
los que alude este artículo corren desde que entra en vigencia 
el decreto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En realidad, están referidos a la 
entrada en vigencia de la reglamentación. 


El último inciso prevé la hipótesis de una empresa que ya 
esté operando y que presente un plan de readaptación que no 
fuera posible llevar a cabo dentro de los tres meses, pero sí 
razonablemente sólido, viable y serio como para justificar una 
postergación. Recuerdo que el proyecto del Poder Ejecutivo 
preveía un plazo de un año. Asimismo cabe resaltar que este 
texto es coincidente con la propuesta formulada por el Banco 
Central. 


Si na se hace uso de la palabra, se va a votar, 
(Se vota:) 
-9 en 9. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR RICALDON!. - A mi juicio, la referencia al plazo 
de un año es más precisa en cuanto a su comprensión en el 
texto remitido por el Poder Ejecutivo, que dice: “en el plazo de 
un año a contar de la fecha de la reglamentación referida en 
este artículo”. 


SEÑOR ASTORI. - Advierto que el plazo está establecido 
cuando se hace referencia a los 90 días. Posteriormente, se 
establece que se podrá extender dicho plazo, a partir de la 
entrada en vigencia de la reglamentación, hasta un año. 


SEÑOR RICALDON!. - En realidad, no estoy negando que 
sea así, sino que simplemente manifesté que es más clara la 
redacción propuesta por el Poder Ejecutivo, 


SEÑOR BOUZA. - Me pregunto si con esta redacción no 
estamos corriendo el riesgo de que una vez terminado el mono- 
polio, alguna de las empresas que hoy participa en seguros 
junto al Banco de Seguros del Estado no obtenga la autoriza- 


- ción del Poder Ejecutivo, e igualmente pueda seguir contratan- 


do los seguros para los que estaba habilitada hasta el día de 
hoy. En consecuencia, estaríamos creando dos categorías de 
empresas: por un lado, la integrada por todas aquellas que son 
autorizadas por el Poder Ejecutivo y, por otro, las que subsisten 
de la situación de la ley de 1911 y que no fueron autorizadas 
por dicho Poder. 
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A mi entender, esta norma tiene otra intención, esto es, que 
todas las empresas -las que ya estaban actuando y las que se 
instalen- deban ser autorizadas por el Poder Ejecutivo. Lógica- 
mente, se les podrá dar un plazo -ya sea de 90 días, como de un 
año- para su adaptación, pero una vez vencido, no podrá haber 
en el mercado ninguna empresa aseguradora que no cuente con 
dicha autorización. Si bien es ese el espíritu de este artículo, 
temo que con la actual redacción no quede muy claro. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Entiendo el planteo que hace el 
señor Senador Bouza, y debo manifestar que este tema fue 
objeto de un intercambio de ideas informal que mantuvimos 
algunos miembros de la Comisión. Asimismo, quiero destacar 
que la intención de este artículo es, precisamente, la que se 
acaba de señalar. En lo que tiene que ver con su aplicación, 
considero que una vez establecida la reglamentación, las em- 
presas que actualmente están operando en plaza deberán ajus- 
tarse a la misma dentro de los tres meses; la norma es imperali- 
va, porque establece “deberán ajustarse”. De esta manera, se 
prevé una flexibilización de hasta un año para que puedan 
cumplir con esa disposición. 


SEÑOR ASTORI. - Quiero agregar que esa situación se 
dará siempre y cuando el Poder Ejecutivo encuentre que el plan 
de adaptación converge en esa dirección; debe quedar en claro 
que es aquél quien decide en definitiva. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Considero que la fórmula que 
estamos analizando es más severa que la propuesta por el Poder 
Ejecutivo, ya que ésta expresa que tendrán un año para adaptar- 
se y, en la que tenemos a consideración solamente se prevé un 
plazo de tres meses. De todas formas, en ninguno de los dos 
proyectos se establece qué pasa si una vez expirado el plazo de 
tres meses o un año la empresa no se ajustó. A mi juicio, en ese 
caso se trataría de una empresa que no cumplió con los requisi- 
tos para la habilitación y no fue autorizada. 


SEÑOR RICALDON!. - Pienso que, además de lo que plan- 
tea el señor Senador Bouza, más allá de que se entienda que la 
conclusión natural sería que queden automáticamente inhibidas 
de continuar actuando, no estaría de más que se dijera que si al 
vencimiento del plazo correspondiente no se hubiera obtenido 
la autorización del Poder Ejecutivo, quedarán automáticamente 
impedidas de seguir actuando. 

F 

SEÑOR BOUZA. - La parte final del primer inciso del 
artículo expresa: “Mientras el Poder Ejecutivo no habilite a 
dichas empresas privadas, éstas sólo podrán celebrar los contra- 
tos que pueden contratar hasta cl presente”. Está estableciendo 
el derecho de seguir funcionando, concertando contratos de 
seguros que le están permitidos de acuerdo con la ley de 1911. 
Mi temor es que luego se pueda interpretar esta norma enten- 
diendo que aun vencido el plazo de tres meses o un año, esas 
empresas pueden seguir concertando los contratos que celebra- 
ban de acuerdo con la ley de 1911. 


SEÑOR ASTORI. - Pueden hacerlo. 
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SEÑOR BOUZA. - A mi juicio lo que tenemos que estable- 
cer es una regla común para todos y no una categoría de em- 
presas aseguradoras que puedan concertar todos los contratos 
de seguros y otra de las que, no reglamentadas ni autorizadas 
por el Poder Ejecutivo, puedan celebrar algunos contratos de 
seguros de acuerdo con la ley de 1911. 


SEÑOR ASTORI. - Las empresas que ya existen en el país 
cuentan con la autorización que en algún momento se les dio. 
No recuerdo en base a qué norma se hizo, si fue por la ley de 
1911, la de 1926 u otras disposiciones anteriores o posteriores, 
pero ya están autorizadas. No creo que requieran de nueva 
autorización, aunque sí la requieren para realizar contratos que 
nunca celebraron hasta ahora, sin perjuicio de lo cual estarán 
sujetas, de acuerdo con lo que veremos más adelante, a la 
Superintendencia del Banco Central, 


Para adaptarse a la nueva situación creada por este proyecto 
de ley, diferente a la que han transitado durante toda su vida, 
deberán correr los plazos que estamos mencionando. Según mi 
interpretación, estas compañías podían seguir realizando sin 
autorización lo mismo que han estado haciendo hasta ahora, 
pero acepto que se haga otra distinta. 


Si se entiende que una vez transcurridos los plazos esas 
empresas. no podrán hacer nada sin contar con una autoriza- 
ción, pienso que este texto obviamente no sirve. 


SEÑOR RICALDONL - Quisiera hacer notar al señor Sena- 
dor Astori que en un artículo que hemos aprobado se dice que 
el Poder Ejecutivo, con el asesoramiento del Banco Central, 
dictará normas para la instalación y funcionamiento de esas 
empresas. Podría resultar que esa reglamentación sobre el fun- 
cionamiento no coincida con las normas que se les han estable- 
cido a las aseguradoras del oligopolio actual. No tendría senti- 
do que hubiera dos marcos reglamentarios relativos al funcio- 
namiento de una misma actividad. 


Por lo tanto, creo que como no sabemos cuál será esa regla- 
mentación relativa al funcionamiento de las empresas asegura- 
doras, tenemos que decir que -entiendo que esa es la idea del 
señor Senador Bouza y me parece que debe merecer el apoyo 
de la Comisión- las que ya están actuando también deberán 
volver a presentarse, a menos que el Poder Ejecutivo, que es 
quien establece ciertos requisitos, considere que ello es innece- 
sario, 


Me parece que no puede existir un marco de actividad regu- 
lado en forma diferente, según se trate de empresas que vienen 
trabajando como oligopolio desde hace varios años, o de Otras 
que comienzan ahora. Existiría una desigualdad en el trata- 


«miento de la cuestión y hasta podría darse una competencia 


dosical en esta materia. 


SEÑOR BOUZA. - Me parece que por lo menos nos esta- 
mos poniendo de acuerdo en el sentido de la norma. El señor 
Senador Astori, que es quien presentó la propuesta, coincide en 
su interpretación con la que hizo quien habla. La norma está 
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dirigida a crear dos situaciones diferentes de regulación de las 
empresas aseguradoras: una para las que ya existen en régimen 
de oligopolio y otra para las que podrán participar a partir de la 
vigencia de la ley. 


Coincido con el señor Senador Ricaldoni con respecto a que 
no debemos establecer dos mecanismos o sistemas diferentes. 
Desde el momento en que determinamos la obligación para las 
empresas que actualmente están operando, de adaptarse dentro 
de determinados plazos a las condiciones fijadas por el Poder 
Ejccutivo para conseguir su autorización para poder funcionar, 
creo que eso debe establecerse tanto para los nuevos contratos 
que se celebren como para los que ya se venían realizando. 


SEÑOR ASTORI. - El objetivo no es crear dos situaciones. 
Declaro que personalmente entendía que con este texto las 
empresas que ya estaban trabajando en el país podían seguir 
haciéndolo sin una nueva autorización. Sin embargo, mi objeti- 
vo no era crear dos situaciones sino considerar que las empre- 
sas en cuestión ya habían sido autorizadas por el Poder Ejecuti- 
vo. De todas mancras, comparto lo que se ha dicho en cuanto a 
que este texto, a los efectos de cumplir con el objetivo de una 
sala situación, no sirve. 


Personalmente, declaro que me convencí de que es conve- 
niente agregar otra frase que diga, por ejemplo: “Vencidos los 
plazos referidos en los incisos precedentes, las empresas aludi- 
das no podrán seguir operando en el país bajo ningún concepto 
o ningún contrato”. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Estoy totalmente de acuerdo 
con la interpretación del señor Senador Ricaldoni y comparto 
las dudas planteadas por el señor Senador Bouza sobre el tema 
que se está discutiendo. 


Quisiera proponer un agregado del artículo que, a mi juicio, 
aclararía su sentido. Diría así: “Vencido este plazo o, en su 
caso, el de tres meses sin que las empresas se hayan adaptado 
al régimen establecido en la reglamentación, las mismas entra- 
rán en liquidación. También entrarán en liquidación en caso de 
no obtener la autorización del Poder Ejecutivo”. Es decir que 
hay dos hipótesis según las cuales las empresas entran en liqui- 
dación. 


SEÑOR CASSINA. - Me parece que puede admitirse que 


durante ese lapso previsto en la ley y muy limitado, las empre- 
sas hoy día actuantes pueden seguir contratando con los riesgos 
que hoy pueden hacerlo, hasta tanto se ajusten a la reglamenta- 
ción en los plazos previstos. Por lo tanto, a partir del venci- 
miento del plazo previsto en el inciso primero o de su prórroga 
que figura en el inciso segundo, si no se han ajustado, no 
pueden seguir actuando. Creo que no se puede hablar de liqui- 
dación, porque con ello se estaría introduciendo un concepto 
muy fuerte cuando la misma empresa cesaría en su actividad 
aseguradora hasta que normalice su situación. Imponerle la 
liquidación me parece que es una medida casi sancionatoria 
que no corresponde. 
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Con ánimo exclusivamente tentativo, se podría introducir 
un tercer inciso que diría lo siguiente: “Vencido el plazo pre- 
visto en el inciso primero o, en su caso, el de la prórroga que 
refiere en el inciso segundo, las empresas que no se hayan 
ajustado a la reglamentación que se dicte, cesarán en su activi- 
dad aseguradora”. 


SEÑOR BOUZA. - Me parece que lo que confunde en el 
texto presentado es que se menciona la situación de provisorie- 
dad de seguir celebrando los contratos. Preferiría que el inciso 
primero estableciera la obligatoriedad de ceñirse a la regla- 
mentación dentro del plazo de tres meses. Asimismo, propon- 
dría que ese mismo inciso estableciera la facultad del Poder 
Ejecutivo de extenderlo hasta un año, si se dan las condiciones 
aquí planteadas, Luego se podría decir que mientras corra ese 
plazo, estas empresas sólo podrán celebrar aquellos contratos 
que venían realizando. Si se cambia el orden, la redacción 
quedaría más clara, porque cuando el artículo finaliza diciendo 
que sólo dentro de ese plazo podrán celebrar los contratos que 
venían concertando hasta el presente, queda claro que una vez 
vencido el plazo, no podrán celebrar ningún contrato de segu- 
ros. De todas formas, me avengo a la fórmula planteada por el 
señor Senador Cassina, ya que todos tenemos la misma idea. 


SEÑOR RICALDON!. - Creo que la intención es la misma, 
pero si establecemos que no podrán continuar en la actividad 
aseguradora, el concepto es mucho más amplio de lo que se 
piensa. Por eso preferiría que se siguiera la línea planteada por 
el señor Senador Bouza. También forma parte de la actividad 
aseguradora pagar las primas y los premios correspondientes. 
El tema es que vencido el plazo, no podrán celebrar nuevos 
contratos hasta que regularicen su situación. Por eso, reitero, 
estoy de acuerdo con la precisión realizada por el señor Sena- 
dor Bouza. 


Por otro lado, quiero aclarar que tampoco se puede entrar 
en disolución porque el primer perjudicado será el asegurado. 
Además, como existen muchas sucursales de casas matrices en 
el extranjero, es más que difícil pretender, también en este 
caso, una especie de extraterritorialidad que no tendría eficacia 
real en la materia. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Sugeriría suprimir la versión ta- 
quigráfica durante algunos minutos. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR BOUZA. - El “nomen juris” del artículo 4? sería: 
“Adaptación de las empresas aseguradoras en funcionamiento” 
y quedaría redactado de la siguiente manera: “El Banco de 
Seguros del Estado y las empresas aseguradoras privadas que 
actualmente operan en el país, deberán ajustarse a la reglamen- 
tación referida en el artículo precedente, dentro de los tres 
meses siguientes a su entrada en vigencia. En caso de conside- 
rar adecuado el plan de adaptación presentado por una empresa 
privada que estuviera operando, el Poder Ejecutivo, con el 
asesoramiento del Banco Central del Uruguay, podrá extender- 
le dicho plazo hasta un año. Mientras el Poder Ejecutivo no 
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habilite a dichas empresas privadas y únicamente durante los 
plazos establecidos en el inciso anterior, éstas sólo podrán cele- 
brar los contratos que estén autorizados a concertar hasta el 
presente”. 


SEÑOR RICALDON!. - Esta redacción no da a entender lo 
que se está buscando, porque si lo que se dice es que podrán 
celebrar únicamente los contratos que puedan concertar durante 
dicho plazo, no está previsto qué pueden hacer a su vencimien- 
to. 


SEÑOR ASTORI. - Está previsto, señor Senador, porque 
dice “Únicamente durante los plazos”. Luego de vencido, como 
no están autorizadas, no pueden hacer nada nuevo. 


SEÑOR RICALDONI. - Eso no se está dicho en ningún 
lado. 


No voy a insistir más pero si se dice que sólo podrán reali- 
zar los contratos para los que están habilitados hasta el presen- 
te, se podría entender que lo pueden seguir haciendo luego de 
vencido el plazo. 


SEÑOR ASTORL - No; únicamente durante los plazos, lo 
que quicre decir exclusivamente dentro de los plazos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 4% con la redacción propuesta. 


(Se vota:) 
-8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


De acuerdo con el proyecto de ley del Poder Ejecutivo, 
corresponde considerar el artículo que allí lleva el número 4* y 
que se refiere a la creación de la Superintendencia de seguros y 
reaseguros, junto con el artículo 5* referente al régimen jurídi- 
co y a las potestades de control y fiscalización sobre las empre- 
sas aseguradoras. Es decir que los artículos 4? y 5% hacen alu- 
sión al funcionamiento y control de estas empresas, ya que el 
4% crea la Superintendencia y el 5% establece su régimen jurídi- 
Co. 


Además, la Comisión ticne una serie de sugerencias plan- 
teadas por varios señores senadores y por el Banco Central del 
Uruguay. 


Creo que debemos comenzar estudiando la propuesta del 
señor Senador Astori que figura en primer lugar, cuyo “nomen 
juris” es “Empresas de seguros y reaseguros”. Esta las declara 
como instituciones de intermediación financiera, por lo que de 
allí fluye el régimen jurídico que le es aplicable, es decir, 
decreto-ley N* 15,322 y la Ley N* 16.327. 


En consecuencia, consulto a la Comisión si está de acuerdo 
en tratar en primer lugar este artículo, ya que de él derivarían 
una cantidad de consecuencias jurídicas importantes para csta- 
blecer el régimen de control y fiscalización. 
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SEÑOR ASTORI. - Señor Presidente: creo que entramos en 


, un área importante del proyecto, que es el del control de estas 


instituciones. Al respecto, hemos hecho una propuesta que se 
adapta a la que realizó el Banco Central y que, al mismo 
tiempo, es rigurosamente coherente con las disposiciones que 
ya hemos aprobado en relación con el proyecto de ley de Carta 
Orgánica del Banco Central. 


Quiero expresar que, por el momento, comparto el criterio 
del señor Presidente de iniciar la consideración de este artículo. 
No es por casualidad que la planteé en primer lugar, porque 
debemos discutirlo y aprobarlo, o no, para luego pasar al con- 
cepto de Superintendencia. 


Finalmente, aclaro que este texto ya lo hemos aprobado en 
el caso de la Carta Orgánica del Banco Central, Es decir que se 
debe interpretar a las empresas y mutuas de seguros y reasegu- 
ros -“ad referéndum” de la interpretación que se haga de la 
palabra “mutuas”, como había propuesto el señor Senador Ca- 
denas Boix- como instituciones de intermediación financiera. 
A mi juicio, esto ya fue resuelto correctamente en el caso de la 
Carta Orgánica del Banco Central, por lo que simplemente hay 
que ser simétricos. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - En el mismo sentido que los 
señores Senadores Blanco y Astori, propongo ingresar al capí- 
tulo con este artículo, sobre el que no tengo objeciones salvo 
con respecto a la terminología que hizo referencia el señor 
Senador Astori. Con la filosofía que ha adaptado la ley en 
materia de regular la desmonopolización de los seguros, habida 
cuenta de que existe una exoncración ya propuesta por el Poder 
Ejecutivo para las empresas de intermediación financiera, este 
artículo nos está permitiendo instalar empresas uruguayas exo- 
neradas de impuestos que aseguren riesgos en otros países. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no hay inconveniente, pasaría- 
mos a votar ahora el artículo 5%, titulado “Empresas de seguros 
y de reaseguros”. Para ser coherentes con lo realizado en la 
disposición anterior, sugeriría que dijera: “Declárase que las 
empresas, incluso mutuas de seguros y de reaseguros”, etcétera, 
y que luego se realizara un análisis terminológico de la palabra 
mutua. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 5? 
con la redacción que figura en el repartido, al cual se dio 
lectura. 


(Se vota:) 
-7en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD, 


- Entiendo que, guardando relación con este artículo, corres- 
ponde continuar con el siguiente, tal como lo propuso el señor 
Senador Astori, que coincide con los lineamientos sugeridos 
por el Banco Central del Uruguay. Esta disposición llevaría el 
número seis y se lilularía “Supervisión y fiscalización de las 
empresas de seguros y reaseguros”. 
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SEÑOR ASTORI. - No voy a proponer un tratamiento en 
bloque ni mucho menos -es un poco fuerte- pero sí un análisis 
conjunto de los dos artículos que están a continuación, aunque 
reconozco que uno de ellos es un poco extenso. 


He dicho antes que he adoptado la propuesta formulada por 
los representantes del Directorio del Banco Central por lo si- 
guiente. 


En primer lugar, he defendido en esta Comisión -y creo que 
con el consentimiento pleno de la delegación del Banco Cen- 
tral, que por lo menos así lo hizo saber- que debe haber una 
entera correspondencia, inclusive repitiendo disposiciones, con 
la Carta Orgánica de dicha Institución. 


En segundo término, debo decir que conceptualmente no 
estoy de acuerdo con que exista una Superintendencia de segu- 
ros y reaseguros aparte, sino que debe haber una única Superin- 
tendencia de instituciones de intermediación financiera, que 
debe funcionar en el Banco Central del Uruguay. 


En tercer lugar, por considerar esto, creo que hay que atri- 
buir en el artículo que se llama “Supervisión y fiscalización de 
las empresas de seguros y reaseguros”, la responsabilidad de 
este control al Banco Central, en cuyo seno funcionará la Su- 
perintendencia mencionada en último término. 


Por último, quiero decir que no creo que en una ley de 
desmonopolización de seguros tengamos que extralimitarnos 
en disposiciones que son propias de una Carta Orgánica del 
Banco Central. Por tanto, propongo simplemente agregar un 
artículo de cometidos y atribuciones, que es exactamente igual 
al que ya aprobamos en la Carta Orgánica de dicha Institución 
con alguna pequeña modificación de texto -aunque es concep- 
tualmente idéntica- a fin de adoptarlo al proyecto que estamos 
elaborando. De esta manera, mientras aquí establecemos que 
habrá una Superintendencia del Banco Central que controlará 
también los seguros y los reaseguros, en dicha Carta Orgánica 
brindamos los detalles de cómo funcionará operativamente -allí 
se hablaría de autonomía funcional, desconcentración de fun- 
ciones, etcétera- aunque aquí ya fijamos sus cometidos, 


Como se sabe, el Banco Central aún no tiene Carta Orgáni- 
ca, pero ya cuenta con una Superintendencia -no se puede 
funcionar sin elta- que podríamos decir que es de facto. Ade- 
más, el Superintendente dél Banco Central es una de las perso- 
nas que nos acompaña en el trabajo semanal de la Comisión, 
Reitero que, de hecho, la Superintendencia existe y ello está 
bien porque el país no puede funcionar sin un control de insti- 
tuciones de intermediación financiera. Aquí le damos estatuto 
legal en lo que refiere a seguros y por eso establecemos los 
cometidos y atribuciones de la Superintendencia. Sin embargo, 
no creo que haya que extralimitarse e ingresar en detalles de 
funcionamiento de una Superintendencia, que sólo puede dar- 
los el proyecto de ley de Carta Orgánica del Banco Central. 


Ese es el espíritu de la propuesta y por cllo está asentada en 
los dos artículos de que disponen los señores senadores. 
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SEÑOR GRENNO. - En oportunidad de tratarse el tema de 
la Carta Orgánica del Banco Central, habíamos insistido en la 
inclusión en ella de la Superintendencia de seguros. Esta posi- 
ción quedó luego debilitada por globalizarse el contralor de la 
Superintendencia de entidades financieras. 


Lamento no compartir la posición del señor Senador Astori 
pero, en mi opinión, nosotros no estamos reglamentando para 
la plaza, sino para la inserción del Uruguay en materia de 
seguros, inclusive más allá de nuestras propias fronteras, La 
experiencia en cuanto a la práctica que se tiene en la región y 
las asimetrías del país a nivel mundial, son méritos a tener en 
cuenta. 


Hemos planteado al señor Vicepresidente del Banco Cen- 
tral, en oportunidad de su visita, que no existen antecedentes 
en el mundo de que una Superintendencia financiera reglamen- 
te una empresa de ese tipo. 


Voy a hacer ahora una pequeña síntesis de lo que sucede a 
nuestro alrededor. Debo decir que tampoco existen demasiados 
antecedentes en el sentido de que sea bancocentralista la regu- 
lación de las empresas de seguros ya que son los Ministros de 
Economía y Finanzas los que se ocupan de la materia. Plantea- 
mos el tema del Banco Central porque era necesario crear una 
Superintendencia de seguros, pues mucho peor hubiera sido 
que ésta no existiera. Sin embargo, en los mercados con los 
que vamos a tener los primeros contactos como, por ejemplo, 
el caso de la Argentina, el artículo 65 de la Ley N* 20,091 
establece que la Superintendencia de seguros es una entidad 
autárquica, con autonomía funcional y financiera, en jurisdic- 
ción del Ministerio de Hacienda y Finanzas, que es la Subse- 
cretaría de Economía y está a cargo de un funcionario con el 
título de Superintendente. Como establece la propuesta del Po- 
der Ejecutivo, en dicha ley se crea un Consejo que, en el caso 
específico de la Argentina, está conformado por cinco repre- 
sentantes: uno de las Sociedades Anónimas con domicilio en la 
Capital Federal, otro de las Sociedades Anónimas con domici- 
lio en el interior del país, uno de las Sociedades Cooperativas y 
de Seguros Mutuos y uno de cada una de las entidades asegura- 
doras indicadas en la Reglamentación. Por lo tanto, no se trata 
de un contralor financiero. 


Por otro lado, en el Brasil el tema es mucho más diverso, 
ya que está reglamentado por tres instrumentos de manejo de la 
plaza: un Consejo Nacional de Seguros Privados, la Superin- 
tendencia de Seguros Privados y el Instituto Nacional de Rea- 
seguros. El Consejo Nacional de Seguros Privados -me interesa 
destacarlo por la importancia que tiene inclusive en su integra- 
ción- está constituido por diversas áreas de Gobierno. Las más 
importantes son los Ministerios de Hacienda, de Industria y 
Comercio, de Planeamiento y Ordenación Económica, el de 
Salud, el de Trabajo y Previsión Social y el de Agricultura, la 
Superintendencia de Seguros Privados -con un comportamiento 
diferente y atípico- el Presidente del Instituto de Reaseguros 
del Brasil, y un representante del Consejo Nacional de Medici- 
na, porque para ellos los seguros de salud son muy importan- 
tes. Pero además poscen la Superintendencia de Seguros Priva- 
dos (SUSEP) que depende y es designada por el Ministerio de 
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Industria y Comercio. Asimismo, tienen el monopolio de rease- 
guros por medio del INDER, que es un tema que piensan corre- 
girlo porque obliga a un tipo de estructura diferente debido al 
contralor que se realiza. 


Los seguros en Chile, son más abiertos aun; tienen una 
Superintendencia de seguros con dos ramas: una de control 
financiero y otra de estudios y técnicas de seguros, y práctica- 
mente no tiene nada que ver con este ordenamiento. El decreto- 
ley N* 3,538 de diciembre de 1980, en su primer artículo esta- 
blece la creación específica de una Superintendencia de valores 
y seguros que funciona como institución autónoma con perso- 
nería jurídica y patrimonio propio y luego regula cada rama 
con importantes funciones. 


El único caso en la región en que se estaría supeditando la 
Superintendencia a un esquema financiero es el del Paraguay, 
así como el de Colombia, en algún grado, pero actualmente se 
está haciendo una reforma por considerarse que dicho esquema 
no sirve. Es decir que casi todas las repúblicas americanas se 
encuentran en la misma situación. 


Considero que establecer en el Uruguay un método tan atí- 
pico y colocar el tema del seguro -que es tan especial y está 
regulado por normas que tienen peculiaridades y características 
que difieren de la materia bancaria- dentro de una modalidad 
exclusivamente bancaria, es un grave error. Por esta razón, no 
lo voy a acompañar ni en la Comisión ni en el Plenario, donde 
sostendré mi argumento con prucbas, testimonios y elementos 
concretos. Además, creo que nadie puede probarnos que ese 
ejercicio sea practicado en alguna parte. Si las circunstancias 
hacen que en el Uruguay, por determinadas causas o motivos, 
se esté dando a la Superintendencia de entidades financieras el 
contralor de seguros, pronto tendremos que revisar esa actitud 
porque la comparación con otros países de la región nos lleva- 
ría a una situación de absoluta incompatibilidad en ese caso, 
porque estaríamos enfrascados en una discusión que ya se ha 
sostenido. El Viceministro de Economía de la Argentina, señor 
Sánchez, lo planteó claramente en la última reunión que se 
realizó. Si tuviéramos que optar y si no se discute que el Banco 
Central sca el responsable de eso, nos parece que la existencia 
de una Superintendencia de seguros y reaseguros es imprescin- 
dible y en ese sentido, acompañamos la propuesta del Poder 
Ejecutivo, aunque en algunos de los ítems tendríamos alguna 
observación que hacer. Si este fuera un debate mayor, tendría- 
mos material suficiente sobre los resultados nocivos que en 
cada caso tuvo cuando se colocó la materia de intermediación 
financiera y la de seguros dentro de un mismo paquete. Áde- 
más, se han planteado problemas bastante serios en cuanto a la 
compatibilización y el desarrollo del mercado, que creo sería 
extensísimo exponer, pero no tendría inconveniente cn hacerlo. 


SEÑOR CADENAS BOIX, - Las observaciones efectuadas 
por el señor Senador Grenno no me parecen nada desatinadas. 
Además, ese es el sentido de la propuesta del Poder Ejecutivo. 
Ahora bien; cuando concurrieron los representantes del Banco 
Central a esta Comisión y fueron interrogados sobre este lema, 
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ellos -órgano encargado por este proyecto de ley para ejercer la 
Superintendencia- sentaron un determinado criterio que está 
reflejado en la propuesta redactada por el señor Senador Ásto- 
ri. Fue en función de ello y de razones estrictamente prácti- 
cas -que esgrimió el Banco Central en cuanto a que la Superin- 
tendencia debía ser unicéfala y no bicéfala- que me inclino por 
el proyecto redactado por el señor Senador Astori, aunque acla- 
ro que no lo hago porque tenga un convencimiento de fondo en 
uno u otro sentido. Solamente me inclino por razones prácticas 
a aceptarlo, habida cuenta de que es el órgano que va a realizar 
la fiscalización quien propuso la manera en la que se sentiría 
más cómodo para llevarla a cabo, 


SEÑOR CASSINA. - Señor Presidente: en primer lugar 
deseo manifestar que este es un tema muy opinable y no tengo 
en absoluto los conocimientos y la experiencia que posee el 
señor Senador Grenno. Pero, compartiendo el razonamiento 
que acaba de exponer el señor Senador Cadenas Boix, señalo 
que me parece razonable -por lo menos en una primera expe- 
riencia- atenerse a la opinión del organismo que va a ejercer el 
control sobre las instituciones aseguradoras, esto es, el Banco 
Central del Uruguay directamente en algunos casos o a través 
de la Superintendencia de las instituciones de intermediación 
financiera, que ha entendido conveniente no crear dos Superin- 
tendencias con cometidos específicos sino trabajar con una sola. 
Si bien es cierto que hay diferencias importantes entre la activi- 
dad bancaria -por decirlo de una manera simple- y la actividad 
aseguradora, también existen aspectos semejantes en lo que 
hace, fundamentalmente, a la regulación y al control de un 
Órgano estatal, como es el caso del Banco Central. Dada mi 
ignorancia del tema, digo que me preocupa el hecho de que de 
existir dos Superintendencias, aun cuando ambas tengan un 
mismo jerarca -que es el Directorio del Banco Central- pudie- 
ran, dentro de sus respectivas órbitas y ámbitos de competen- 
cia, dictarse regulaciones o decisiones concretas que no estu- 
vieran guiadas por los mismos criterios, naturalmente en lo que 
sea aplicable a las actividades bancarias y a las aseguradoras, 
Por lo tanto, me inclino por la existencia de una sola Superin- 
tendencia, la de instituciones de intermediación financiera que 
será, también, la de empresas aseguradoras en tanto así las 
conceptuamos. 


En relación con la propuesta efectuada por el señor Senador 
Astori, declaro que estoy de acuerdo con ella, sólo que -como 
se lo he manifestado a él, al señor Senador Cadenas Boix y al 
señor Presidente- tengo la preocupación acerca de la necesidad 
de incluir en esta ley -que por ser de urgencia seguramente 
tendrá una relativamente rápida aprobación legislativa- algún 
texto que configure orgánicamente la Superintendencia, tal como 
lo hemos resuelto en Comisión para el caso del Banco Central. 
Es cierto que actualmente hay una Superintendencia, pero lo es 


. de hecho: Por lo tanto, puede haber cierto lapso en el que esta 


ley esté vigente y no haya entrado en vigor la Carta Orgánica 
del Banco Central, cuyo tratamiento la Comisión del Senado 
debe finalizar. Luego debe pasar a la Cámara de Representan- 
tes, la que puede tomarse tiempo para estudiarlas, introducirle 
enmiendas y, posteriormente, devolverla a este ámbito. Me pa- 
rece que configurarlo orgánicamente -por ejemplo- como un 
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órgano desconcentrado del Banco Central, a cargo de un fun- 
cionario que debe tener determinadas condiciones técnicas y 
cierto mandato -la misma regla que hemos establecido en la 
Carta Orgánica- es necesario máxime cuando esta Superinten- 
dencia, que de hecho existe y opera en el ámbito de las institu- 
ciones bancarias, entraría de inmediato a operar en un ámbito 
donde hasta ahora no lo ha hecho, que es el de las empresas 
aseguradoras. Entonces, reitero, configurarlo orgánicamente ante 
la ley -salvo que se me demuestre lo contrario- me parece 
necesario. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Debo decir, en primer término, 
que comparto el punto de vista que ha expuesto el señor Sena- 
dor Grenno, en el sentido de que soy partidario de que haya dos 
Superintendencias. Sin embargo, reconozco el valor de los ar- 
gumentos prácticos que se han manifestado en Sala y no los 
voy a repetir, Por eso me aventuraría a consultar con la Comi- 
sión sí pudiera tener cabida una fórmula que en la redacción 
propuesta por el señor Senador Astori dijera al final, en vez de 
“Superintendencia de instituciones de intermediación financie- 
ra””, “Superintendencia de seguros”, y a continuación expresar: 
“En tanto ésta no se constituya, dichas funciones las ejercerán 
las Superintendencias de intermediación financiera”. 


SEÑOR ASTORI. - Con respecto a eso tengo diferencias 
conceptuales de fondo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Formulo esta consulta para ver si 
podemos lograr una organización independiente o separada a 
los efectos de que haya una correspondencia entre cl régimen 
jurídico nacional y lo que es normal internacionalmente en la 
regulación de este tipo de actividades, teniendo en cuenta que, 
desde el punto de vista práctico, tenemos una institución ya 
operativa. 


Antes de recoger la opinión de los señores senadores acer- 
ca de lo que he expuesto, quisiera hacer un comentario referido 
a otro aspecto señalado por el señor Senador Cassina acerca de 
la estructuración orgánica de la Superintendencia, tanto se adopte 
un criterio u Otro, porque el argumento que él ha expuesto es 
significativo o relevante en ambos casos. A ese respecto, aun 
cuando esto sería lo descable, desde cel punto de vista práctico 
podemos manejarnos con una fórmula como la que está esbo- 
zada en esta propuesta del señor Senador Astori que coincide 
con la del Banco Central. De esta manera, si la supervisión y 
fiscalización de todas las instituciones de intermediación finan- 
ciera -nos estamos refirieido a todo el sistema bancario nacio- 
nal aparte de otras instituciones menores dentro de esta calego- 
ría- se realiza a través de la Superintendencia -que no tiene la 
jerarquía que debería tener según la Carta Orgánica del Banco 
Central y tiene las atribuciones que le otorga una serie de 
normas en cierto modo fragmentario- y si esto es suficiente 
para regular un área compleja y delicada de la magnitud de la 
actividad financiera, también lo habrá de ser para controlar las 
instituciones de seguro en este período interino. Si tenemos la 
fortuna de lograr la aprobación de la Carta Orgánica del Banco 
Central, automáticamente el contenido normativo de la misma 
sustentaría la disposición que estamos aprobando en la sesión 
de hoy. Por eso considero que esta fórmula es prácticamente 
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operativa, sin perjuicio de que tal vez pudiera haber alguna 
otra más perfecta. 


SEÑOR CASSINA. - El señor Presidente es partidario de la 
existencia de dos Superintendencias con cometidos específicos 
para Bancos y empresas aseguradoras. Transitoriamente la Su- 
perintendencia de Bancos actuaría como Superintendencia de 
entidades aseguradoras, por decirlo de algún modo. Pero la ley 
tiene la potestad de crearla o no, y si lo hace, al día siguiente 
de entrada en vigencia la ley el Directorio del Banco Central 
puede designarla. Entonces, no entiendo bien el alcance de la 
propuesta del sefior Presidente. Por lo tanto, tendríamos dos 
Órganos: uno va a funcionar “de jure” -que es la Superinten- 
dencia de seguros- y otro que lo va a hacer de facto -que es la 
Superintendencia de Bancos- hasta que no se apruebe la Carta 
Orgánica, salvo que propusiéramos que se cree más adelante, 
cosa que no advierto que esté en la propuesta del señor Presi- 
dente. ; 


SEÑOR PRESIDENTE. - Intentaré aclarar la propuesta que, 
reconozco, no ha sido del todo nítida, aunque tiene el ánimo de 
buscar un punto de encuentro. La misma expresa: “Hasta tanto 
no se establezca dicha Superintendencia, sus funciones las ejer- 
cerá la Superintendencia de intermediación financiera”. Ésto 
quiere decir que -usando la misma fórmula del señor Senador 
Astori- esta Superintendencia quedaría creada jurídicamente, 
pero su instalación práctica estaría referida a una acción de tipo 
operacional de parte del Banco Central, que podría efectuarse 
de inmediato -tal como lo expresó el señor Senador Cassina- o 
demorarse en el tiempo. 


En cierto modo, esto le estaría dando al Banco Central la 
posibilidad de estimar -si las condiciones son apropiadas. el 
establecimiento de la Superintendencia y, por tanto, la transfe- 
rencia a ella de las competencias y cometidos y la aplicación 
plena de la norma. Reconozco que esto puede ser objetado en 
el sentido de que la norma estaría subordinada a la potestad del 
Banco Central, ya que, por el simple expediente de demorar el 
establecimiento de la Superintendencia de seguros, en los he- 
chos quedaría conformada como una Superintendencia única. 


También €s verdad que hemos discutido en Sala la confron- 
tación entre el concepto doctrinario recogido del Derecho 
Comparado de una Organización bicéfala, de dos Superinten- 
dencias -o, dicho de otra manera, de una Superintendencia 
especializada en seguros- con el razonamiento del tipo prácti- 
co, que me parece sumamente fuerte, en el sentido de que el 
Organismo encargado de hacer ese control se manifiesta parti- 
dario de una sola Superintendencia y que, además, declaró que 
se encontraba en condiciones de ejercer esas funciones con su 
estructura actual. 


Buscando un compromiso entre estos dos conceptos intenté 
delincar esta fórmula. Pero insisto en que si ella tropieza con 
dudas o resistencias por parte de la Comisión, o no soluciona 
esta confrontación, no tengo inconveniente en que no se adop- 
te. Simplemente es una sugerencia para su posible considera- 
ción. 
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SEÑOR GRENNO. - Todos los miembros de la Comisión 
somos conscientes de que el Banco Central no tiene adiestra- 
miénto asegurador, y tiene que ir penetrando en el mundo del 
seguro. En ese sentido, el hecho de estar limitado por disposi- 
ción de la ley a no poder desarrollar una actividad definida por 


medio de una Superintendencia de seguros, creo que no es: 


conveniente. Si le confiriéramos al Banco Central la potestad 
de regular el área -y creo que todos estamos de acuerdo en 
esto- y lo dejáramos librado a su propia decisión, en lo personal 
estoy seguro de que llegaría a la convicción de que es impres- 
cindible tener un área de seguros definida, con autoridades 
competentes que la lleven adelante, Me parece que en esta 
instancia estamos poniendo un impedimento formal, que es cl 
supeditar a la Superintendencia de actividades financieras en cl 
propio texto de la ley, por un período que evidentemente no va 
a poder ser corto porque habría que revisarlo todo, el tema del 
área de seguros. Darle elasticidad y fluidez al área de seguros 
podría ser parte de una decisión posterior del Banco Central, 
pero evidentemente establecerlo y condicionarlo en esa instan- 
cia, no es lo adecuado. Pienso que es aceptable sujetar la clasti- 
cidad a decisiones del Banco Central y del Poder Ejecutivo, 
pero establecer un marco tan estrecho para la actividad tracrá al 
área de seguros en el país serios inconvenientes, 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 
SEÑOR PRESIDENTE. - Continúa la sesión. 


SEÑOR ASTORI. - No pretendo abrir una polémica, y mu- 
cho menos a esta altura del debate, quiero señalar, en concor- 
dancia con la línea que ha expuesto aquí el Banco Central del 
Uruguay que por motivos muy peculiares de este país, se erige 
a este organismo y, especialmente, a su personal -que no es un 
dato menor- como único capacitado para controlar a las institu- 
ciones de intermediación financiera y, por lo tanto, me parece 
necesario que permanezca esta redacción. Luego la Superinten- 
dencia de instituciones de intermediación financiera se dará a sí 
misma la organización que estime conveniente para enfocar el 
tema de los seguros, sobre la base de la experiencia que tiene, 
que no es poca, y que, en mi modesta opinión, es inigualada en 
el Uruguay. Reitero que aludo a toda una tradición, a años de 
experiencia y a personas de carne y hueso con nombre y apelli- 
do, que afortunadamente para el Uruguay se han mantenido cn 
el Banco Central del Uruguay, más allá de los avatares de las 
sucesiones de los diferentes gobiernos. Son siempre las mismas 
personas las que han acumulado hasta incluso un estilo de 
trabajo, en el que en este momento debemos confiar, 


No obstante, atendiendo a la inquietud del señor Senador 
Cassina -que me parece válida- propondría una modificación, 
que es la siguiente. En el artículo denominado “Supervisión y 
fiscalización de las empresas de seguros”, que termina con la 
expresión “a través de la Superintendencia de instituciones de 
intermediación financiera”, se podría incluir un inciso adicio- 
nal que diría así: “Dicha Superintendencia, que dependerá del 
Directorio, actuará con autonomía técnica y Operativa en rógi- 
men de desconcentración orgánica y funcional. Las resolucio- 
nes del Superintendente podrán ser impugnadas con el recurso 
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de revocación ante el mismo y con el recurso jerárquico ante el 
Directorio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 317 
de la Constitución. No abundaría en mayores detalles por el 
argumento que expuse al principio: no conviene que esta ley 
sustituya a la Carta Orgánica del Banco Central. Creo que con 
estos agregados contribuyo a atender las inquietudes del señor 
Senador Cassina, ya que con ellos se da un poco más de fuerza 
al acto de creación de la Superintendencia de instituciones de 
intermediación financiera. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Correspondería pasar a votar el 
artículo 6*, que lleva por título: “Supervisión y fiscalización de 
las empresas de seguros y reaseguros”, 


Léase el artículo 6* del distribuido correspondiente a la 
propuesta de varios señores senadores, incluyendo al señor Se- 
nador Astori quien ha hecho otra modificación a esta norma. 


(Sc Icc:) 


“Artículo 6*. - La supervisión y la fiscalización de las em- 
presas, incluso mutuas, a que refiere el artículo precedente, así 
como los agentes que desarrollen actividades de intermediación 
comercial e industrial, serán ejercidas por el Banco Central del 
Uruguay a través de la Superintendencia de instituciones de 
intermediación financiera. Dicha Superintendencia, que depen- 
derá del Directorio del Banco Central, actuará con autonomía 
dc dicho Banco en régimen de desconcentración orgánica y 
Funcional. Las resoluciones de la Superintendencia podrán ser 
impugnadas con el recurso de revocación ante la misma y con 
recurso jerárquico ante el Directorio de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 317 de la Constitución.” 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-6 en 7. Afirmativa. 


Corresponde pasar a considerar el siguiente artículo de este 
conjunto de normas, que se titula: “Cometidos y atribuciones 
dc ta Superintendencia” y cuenta con una relación, precisamen- 
te, de dichos cometidos y atribuciones. 


Conviene tener presente que la técnica para asignar cometi- 
dos y atribuciones a la Superintendencia que figura en esta 
propuesta de redacción para el artículo diftere de la presentada 
por el Poder Ejecutivo, ya que éste elige el camino de una 
revisión genérica de las normas que determinan este tipo de 
funciones al Banco Central y a la Superintendencia con una 
referencia específica a algunas disposiciones concretas del de- 


.creto-ley de intermediación financiera y a sus normas modifi- 


calivas, que recaen en los artículos que le confieren a dicho 
organismo del Estado potestades sancionatorias. 


Aquí tenemos dos opciones: aprobar un texto que atribuya 
cometidos y poderes jurídicos a la Superintendencia del Banco 
Central por una remisión genérica a la normativa vigente en 


334 -C.S. 


materia de intermediación financiera o una disposición que 


asigne los cometidos y atribuciones en función de un listado | 


detallado de las citadas normas. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - El Poder Ejecutivo envía un 
proyecto de ley tomando fundamentalmente como base el apro- 
bado por la Cámara de Representantes, en el que se incluía a la 
Superintendencia en la órbita del Ministerio de Economía y 
Finanzas. El Poder Ejecutivo resolvió que lo más conveniente 
para la Superintendencia era en el ámbito del Banco Central 
del Uruguay. 


La Comisión encargada de estudiar este tema solicitó el 
asesoramiento de los técnicos y del Vicepresidente del Banco 
Central del Uruguay, quienes manifestaron su opinión sobre el 
funcionamiento y los cometidos de la Superintendencia. Por las 
razones que explicaron, la propuesta que aportaron y por inte- 
grar un organismo especializado, me inclino por incluir a la 
Superintendencia en la órbita del Banco Central del Uruguay. 
Esta sugerencia fue sometida a la consideración de csta Comi.- 
sión y, además, recogida y sistematizada de manera por demás 
encomiable por el señor Senador Astori, mérito que debemos 
resaltar porque, pese a estar en contra del fundamento de la ley, 
tuvo una importante participación y realizó un trabajo de gran 
responsabilidad en su redacción. 


Me parece más conveniente el texto de este proyecto de 
ley, pero creo que, fundamentalmente, en lo que respecta a este 
artículo podría presentarse la duda de si no es demasiado ca- 
suista en relación con los cometidos que tiene la Superinten- 
dencia en la fiscalización de las compañías de seguros. Sin 
embargo, después de analizar todos los cometidos uno debe 
tomar conciencia de que la quicbra de una compañía de segu- 
ros es algo muy serio y afecta a la comunidad dc manera por 
demás grave. Es absolutamente distinta la quiebra de una com- 
pañía de seguros que la de una pizzería. En este último caso 
quiebra el comerciante, mientras que en el tema que nos ocupa 
son muchos los perjudicados, 


Por lo tanto, si bien en principio no considero que haya que 
ser demasiado casuista en lo que tiene que ver con los cometi- 
dos de un organismo, en el caso que estamos discutiendo y por 
las razones que ya he expuesto, sería partidario de votarlo tal 
como está redactado. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Adhicro a lo expresado por el 
señor Senador Cadenas Boix y si los demás miembros de la 
Comisión coinciden con esa opinión, pasaremos a votar el 
artículo que pasó a ser 7*, con el texto que figura en el distri- 
buido que contiene la propuesta del señor Senador Astori. 


(Se vota:) 
-7en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Siguiendo el orden del proyecto de ley original del Poder 


Ejecutivo, pasamos a considerar el que figuraba como artículo 
6*, “Creación de la Comisión Honoraria”, 
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Léase el artículo que figuraba como 6”. 
(Se lee:) 


“Artículo 6%, - Créase una Comisión Honoraria integrada 
por un representante del Ministerio de Economía y Finanzas 
que la presidirá, dos del Banco de Seguros del Estado y dos 
delegados del sector privado designados por dicho Ministerio a 
propuesta de las compañías de seguros y de reaseguros que 
operen en plaza y de quienes ejercen la actividad de interme- 
diación en la materia. La reglamentación regulará la forma de 
designación de los integrantes de esta Comisión y el Ministerio 
de Economía y Finanzas suministrará los recursos necesarios 
para su funcionamiento”. 


Tengo en mi poder una propuesta del señor Senador Cade- 
nas Boix que básicamente mantiene estos lineamientos pero da 
a la Comisión una integración diferente, con un representante 
del Ministerio de Economía y Finanzas, uno del Banco Central 
del Uruguay, uno del Banco de Seguros del Estado y dos dele- 
gados del sector privado designados en la forma referida en la 
anterior propuesta. Creo que en lo demás no hay variantes. 


En ambos textos la Comisión Honoraria tendría cinco miem- 
bros. La diferencia radica en que en uno de ellos habría un 
representante del Ministerio de Economía y Finanzas y dos del 
Banco de Seguros del Estado y en el otro uno del Ministerio de 
Economía y Finanzas, uno del Banco Central y uno del Banco 
de Seguros. 


SEÑOR GRENNO. - Quizás me vuelva demasiado reitera- 
tivo con los ejemplos de la región, pero existen algunos países 
que tienen Comisiones de esta naturaleza, entre los que pode- 
mos destacar a la Argentina, el Brasil, Venezuela y Panamá. 
En Argentina, como ya lo describimos, esta Comisión está 
integrada por representantes de los posibles clientes. Allí se 
toma a la sociedad anónima como base de integración y luego 
a los representantes de las empresas de seguros y de institutos 
de reaseguros. El sistema de Brasil, por su parte, es más com- 
plejo, En este caso rige la empresa privada como tutora de sí 
misma e integra un organismo complejo que prácticamente 
defiende a la empresa privada de seguros del contralor oficial. 
En Venezuela, esta Comisión está integrada por el propio Su- 
perintendente, por un representante de cada una de las empre- 
sas de seguros y de reaseguros por tres de los productores de 
seguros y no de la Sociedad de Corretaje. En definitiva, para 
crear una Comisión asesora, tenemos que tomar en cuenta qué 
es lo que va a asesorar. Creo que aquí se está pensando en 
cómo se integra la plaza y no en el resultado de la Comisión, 


La Comisión Asesora de Seguros tiene mucho que ver con 


el mercado y con la colocación de productos, y es casi imposi- 


ble prescindir de sus clientes o corredores en representación de 
los mismos. Esto está corroborado por la experiencia de quie- 
nes han instituido Consejos Asesores y, por supuesto, de las 
empresas que se encuentran en plaza. Pero en ningún caso 
existe capacidad de reglar -como aparece en un artículo poste- 
rior- O de asesorar sobre Cartas Orgánicas -aspecto que es 
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totalmente atípico y no aconsejable- así como tampoco incidir 
en la plaza por medio de los vendedores y, de esta forma, 
postergar totalmente a los adquirentes, Creo que la filosofía 
general del proyecto se rige más por los clientes que por los 
productores. Sin embargo, los Consejos están pautados funda- 
mentalmente por los productores, y no tanto por los clientes. 
Entonces, creo que este artículo no se acompasa con la volun- 
tad o la intención que tiene el propio proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Quisiera hacer una consulta al 
señor Senador Grenno en el sentido de si desea sugerir alguna 
forma de integración diferente a la propuesta. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Fuimos fieles al proyecto ela- 
borado por el Poder Ejecutivo y modificamos ligeramente el 
texto, sustituyendo uno de los delegados del Banco de Seguros 
del Estado por uno del Banco Central del Uruguay, porque 
como la Superintendencia se encuentra dentro de la estructura 
del Banco Central, nos pareció lógico que un representante de 
esta institución no podía ser ajeno a una Comisión Asesora. 


Por otro lado, comparto totalmente las manifestaciones del 
señor Senador Grenno en cuanto a que el principal interesado 
es el usuario de los servicios que prestan las compañías de 
seguros. De eso no tengo la menor duda y es un concepto que 
hice valor varias veces en las discusiones planteadas en esta 
Comisión. Sin embargo, creo que la representación de cse usuario 
-salvo que existiera el instituto del Ombudsman que podría 
tener un delegado en esa Comisión, al no existir el defensor de 
los derechos del pueblo- sería muy difícil de consagrar en un 
texto legal. Pienso que no debemos perder de vista que esta 
Comisión Honoraria es simplemente un órgano asesor que tie- 
ne sus cometidos definidos en el artículo 7%, que consisten en 
asesorar al Poder Ejecutivo y a la Superintendencia de Seguros 
y Reaseguros sobre la regulación, fiscalización y mejor desen- 
volvimiento de esas empresas y de los contratos que ellas atien- 
den, Asimismo, tiene como función proponer al Poder Ejecuti- 
vo textos legales o reglamentarios sobre el régimen jurídico de 
control estatal sobre el Banco de Seguros del Estado, las com- 
pañías privadas de seguros, las personas que ejerzan actividad 
de intermediación en la materia y el régimen jurídico del con- 
trato de seguros y reaseguros. Creo que una Comisión especia- 
lizada, con estos cometidos y con la integración que se lc 
otorga, no afecta nada; tampoco los derechos de los principales 
destinatarios de este proyecto de ley, que son los usuarios del 
servicio, Gl 


SEÑOR PRESIDENTE. - De acuerdo con lo manifestado 
por los señores Senadores Grenno y Cadenas Boix, evidente- 
mente, el artículo relativo a la integración de la Comisión cstá 
estrechamente relacionado con el que fija los cometidos. Me 
parece que una cosa está vinculada con la ova. Propondría que 
en el artículo relativo a los cometidos se hiciera una simplifica- 
ción y no se entrara en el detalle de los textos que aquí se 
mencionan. De ese modo, se podría hacer una referencia gené- 
rica a que los cometidos de la Comisión Honoraria son los de 
prestar un asesoramiento al Ministerio de Economía y Finan- 
zas, al Banco Central, y a la Superintendencia de intermedia- 
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ción financiera en materia de seguros y reaseguros. A tal efec- 
to, también podrá proponer textos legales y reglamentarios, De 
ese modo, se evitaría entrar en el detalle de algunas normas que 
no pueden figurar como, por ejemplo, la relacionada con la 
proposición de la Carta Orgánica del Banco de Seguros. De ta 
forma se estaría simplificando el texto del artículo 7%, Con 
respecto al artículo 6* quedaríamos a la espera de una fórmula 
sustitutiva de las que ahora están en consideración. 


SEÑOR GRENNO. - Creo que deberíamos invertir el trata- 
miento de estos artículos y considerar, en primer lugar, la ini- 
ciativa que corresponde a los cometidos y luego el artículo 
referente a la integración, porque de acuerdo con los cometidos 
que aquí se establezcan, podría variar la integración. En caso 
de que se trate tal como lo propongo, sugeriría la siguiente: un 
representante del Banco Central, como Presidente, un delegado 
de la empresa pública de seguros, uno de la empresa privada de 
seguros, uno de las cooperativas y mutuales de seguros y uno 
de los corredores. 


SEÑOR RICALDON!I. - Tengo entendido que en mi ausen- 
cia se votaron los artículos 4% y 5% propuestos por el señor 
Senador Astori, por lo que pido autorización a ta Comisión 
para referirme a ellos. 


Debo decir que estoy de acuerdo con la nueva redacción de 
estos artículos porque ahora no se hace referencia a una parte 
de las normas de intermediación financiera, sino a todas. Digo 
esto porque hay algunos artículos de esta ley que en mi concep- 
to son especialmente importantes y que estaban fuera de los 
que mencionaban los dos proyectos anteriores, Por ejemplo, el 
artículo 6% sobre autorización para el funcionamiento de las 
entidades comprendidas en la Ley de Intermediación Financie- 
ra es tremendamente importante, y la nueva redacción le daría 
mucho más énfasis. Sin embargo, la duda que se me presenta 
es si este artículo 6? de la Ley N* 15,322 y su modificación por 
la Ley N* 16.327 no plantea el problema de si lo que se ha 
votado con anterioridad deroga o no a este artículo 6% en lo que 
se refiere a los seguros. El artículo 6* de la Ley N* 16,327 pide, 
para las empresas incluidas en esta ley, tanto la autorización 
previa del Poder Ejecutivo, como la habilitación del Banco 
Central. En cambio, lo que hemos votado se refiere solamente 
a la autorización del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR CASSINA. - Creo que tenemos que contextualizar 
las distintas normas de la ley que estamos tratando de estructu- 
rar. Por un lado, hemos establecido expresamente que la activi- 
dad de las empresas aseguradoras requiere autorización del Po- 
der Ejecutivo. A su vez, en el artículo $* o 6* -no tengo claro 
cuál es el núrnero que le darecmos- declaramos que las empre- 


sas de seguros y reaseguros constituyen instituciones de inter- 


mediación financicra, resultándoles aplicables en lo pertinente 
el decreto-ley N* 15,322 y la Ley N* 16.327. Por lo tanto, a mi 
juicio, es fácil inferir que en el caso de las empresas de seguro 
estamos requiriendo sólo la autorización del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR RICALDON!I. - No la del Banco Central. 
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SEÑOR ASTORI. - No, señor Senador; “se actúa con el 
asesoramiento del Banco Central. 


SEÑOR RICALDONI. - En lo pertinente, se aplica la otra 
normativa sobre intermediación financiera, según la que, para 
todas las entidades que realizan este tipo de actividad se re- 
quiere una doble autorización: la del Poder Ejecutivo y la habi- 
litación del Banco Central. Además, se aclara que tanto para la 
autorización del Poder Ejecutivo como para la habilitación que 
otorga el Banco Central se tendrán en cuenta razones de legali- 
dad, de oportunidad y de conveniencia, así como que los actos 
de habilitación y autorización deberán ser fundados apreciando 
especialmente la solvencia y rectitud de la empresa solicitante, 


SEÑOR CASSINA. - Voy a aventurar una opinión que tal 
vez no sea correcta. En ese caso, solicito que se me corrija, 


La instalación de bancos -por decirlo en forma simple- es 
facultad discrecional del Poder Ejecutivo. Entonces, éste pri- 
mero autoriza la instalación de un banco y luego otorga la 
habilitación, en la medida, en que cumpla con los requerimien- 
tos que fije la ley o el Banco Central, En cambio, en el caso de 
las empresas aseguradoras, la autorización para constituirse € 
instalarse en el país no es una facultad discrecional, sino un 
acto que el Poder Ejecutivo debe cumplir, en tanto la empresa 
que lo requiera cumpla a su vez, con sus exigencias legales y 
reglamentarias. Eso es lo que diferencia la autorización de la 
habilitación. Repito que puedo estar profundamente equivoca- 
do, pero creo que ese es el tema, porque salvo las limitaciones 
que establezca la Constitución o la ley por razones de interés 
general, las diferentes actividades -comerciales e industriales 
lícitas- son libres. Para algunas de ellas -por su naturaleza o por 
los intereses que comprometen- hay remuneraciones específl- 
cas, así como autorizaciones para funcionar o no. Pero en el 
caso de los bancos, el constituyente ha ido más lejos, pues ha 
transformado la autorización del Poder Ejecutivo en una facul- 
tad discrecional. Precisamente, en este caso, el Poder Ejecutivo 
dice que no le hace bien al país tener más de diez. Reitero que 
el criterip del Poder Ejecutivo es discrecional, lo que obvia- 
mente no significa que la decisión deba ser arbitraria. 


SEÑOR RICALDONT. - No obstante lo que expresa el se- 
ñor Senador Cassina, quiero advertir lo siguiente. La Ley de 
Intermediación Financiera, como todos sabemos, no sólo se 
refiere a los bancos, sino que menciona, inclusive, los merca- 
dos de valores, Es más: el artículo 27 de la Ley N* 15.322 
alude a las empresas de seguros. Precisamente, dicha norma 
establece que el Banco Central podrá reglamentar y controlar 
la actividad financiera de tales empresas. Por su parte, el 
artículo anterior asigna la misma competencia, pero en lo que 
tiene que ver con los mercados a término y con las bolsas de 
valores, Si esto es así, también a las empresas que se dedican a 
estas actividades les es aplicable el artículo 6%, modificado por 
la Ley N* 16.327. Allí se dice que dichas empresas -no sólo los 
bancos- requieren autorización del Poder Ejecutivo, habilita- 
ción del Banco y, aun, una serie de requisitos para que se 
concedan las mismas. Se me ocurre que tendría que quedar 
muy en claro que esto le es aplicable, también, a las compañías 
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aseguradoras, sin perjuicio de coincidir con la interpretación 
del señor Senador Cassina, respecto a que el principio es el de 
libertad. A mi juicio, se trata de una libertad reglada fuerte- 
mente por razones de interés general. 


Recién ahora advierto que, tal como hemos aprobado el 
tema de las autorizaciones, podría sostenerse con muy buen 
fundamento que la Ley N* 16.327 -que modifica el artículo 6% 
de la Ley N* 15,322- no es aplicable para los seguros. 


De acuerdo con mi criterio de cómo debería funcionar el 
nuevo régimen, me gustaría más ese artículo 6%, Por lo tanto, 
pido disculpas a los señores senadores, pero desde ya dejo 
marcada mi preocupación en ese sentido. 


SEÑOR CASSINA, - En el artículo 7* que votó esta Comi- 
sión -que de alguna manera estamos examinando nuevamente 
con el señor Senador Ricaldoni y que, en realidad, es una 
iniciativa del señor Senador Astori, que recoge la fórmula pre- 
sentada por el Banco Central y cuyo “nomen juris” es “Come- 
tidos y Atribuciones de la Superintendencia”- el literal b) esta- 
blece: “Habilitar su instalación una vez autorizada por el Poder 
Ejecutivo”, Es decir que hay un grado de diferencia, pero es el 
Banco Central el que habilita, a través de la Superintendencia. 
De modo que no hay una diferencia apreciable. En este caso, 
obviamente, en la medida que existen normas expresas de esta 
ley, están modificando, en lo pertinente los textos de la Ley de 
Intermediación Financiera. 


SEÑOR ASTORI. - Es por esa razón que se dice “en lo 
pertinente”. 


SEÑOR CASSINA. - Pero, reitero, la habilitación del Ban- 
co Central se da a través de la Superintendencia. 


SEÑOR RICALDONI. - Estoy de acuerdo con el señor 
Senador en que se trata de una diferencia de matiz. 


Reitero que habría votado este artículo de haber estado 
presente, pero en este caso la habilitación no está reglada por la 
Ley N* 16.327. Su artículo 6% dice que la habilitación debe 
tener en cuenta razones de legalidad, oportunidad y convenien- 
cia. 


SEÑOR ASTORI. - Para ello le obligan, en lo pertinente, 
las disposiciones de esa ley. 


SEÑOR RICALDONI, - Teniendo en cuenta esta observa- 
ción, debo decir que me he convencido. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Continúan en consideración los 


artículos 6* y 7% del proyecto original del Poder Ejecutivo. 


Cabe recordar que los estamos tratando en conjunto, pues se 
entiende que la integración tiene que ver con los cometidos y 
viceversa. 


Al respecto, existe una propuesta del señor Senador Grenno 
en el sentido de variar la integración; otra, formulada por el 
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señor Senador Cadenas Boix, que agrega una sugerencia dife- 
rente; y, a su vez, quien habla presentó la idea de aligerar la 
redacción de los cometidos de la Comisión Asesora, eliminan- 
do todas las diferencias concretas a las distintas funciones que 
se le atribuyen. 


SEÑOR ASTORI. - Deseo hacer una propuesta muy con- 
creta, breve y específica en el sentido de que esta Comisión 
Honoraria pudiera acoger en su seno a un delegado de los 
trabajadores de estas instituciones, nucleados en la Asociación 
de Empleados Bancarios del Uruguay. Digo esto porque han 
demostrado, más allá de sus intereses gremiales -evidentemen- 
te, este no es un asunto gremial- gran capacidad para aportar 
ideas en materia de organización de seguros en el país. 


Debemos recordar -como lo puntualizaba el señor Senador 
Cadenas Boix- que ésta es una Comisión Honoraria, de tipo 
consultivo o asesor, exclusivamente. 


Al no existir en el país un régimen como el que quisiéramos 
-y que hemos propuesto a través de distintos proyectos de ley, 
en el sentido de que existan Comisiones representativas de los 
trabajadores, que pudieran servir de nexo entre ellos y las insti- 
tuciones- creemos que en dicha Comisión Honoraría se podría 
dar lugar a que un representante aportara el punto de vista -no 
gremial- de esos trabajadores sobre el funcionamiento de la 
actividad a que refiere la mencionada Comisión. 


Sobre la base de esos fundamentos es que propongo que a 
la Comisión Honoraría se integre un delegado, que deberíamos 
atribuir a la Asociación de Empleados Bancarios del Uruguay, 
sobreentendiendo -o se puede determinar, si se compartiera 
esta propuesta- que refiere a los trabajadores del Banco de 
Seguros del Estado, Lo que sucede es que éstos están nuclcados 
en la Asociación de Empleados Bancarios del Uruguay y por 
eso identifico mi propuesta con ese nombre. 


SEÑOR CASSINA. - Quiero apoyar la propuesta del señor 
Senador Astori. Es claro, como él ha señalado, que aquí no se 
trata de la participación de representantes de los trabajadores 
en un ámbito gremial o en la toma de decisiones que puedan 
estar relacionadas con la materia o los intereses gremiales. 


Desde nuestro punto de vista -esto lo hemos planteado en 
reiteradas oportunidades y de muchas maneras- es bueno dar 
responsabilidades a los furrcionarios públicos en lo que hace a 
la gestión de los organismos que integran porque, de alguna 
forma, evita que por la fuerza de las circunstancias las organi- 
zaciones gremiales que los agrupan se transformen en institu- 
ciones que casi exclusivamente se atienen al planteamiento de 
asuntos de interés estrictamente gremial, como las condiciones 
de trabajo, las remuneraciones, etcétera. 


Tratándose de funcionarios de una empresa del Estado -y 
aceptando el criterio que empiezan a tomar para sí las empresas 
privadas- nos parece importante que los trabajadores se sientan 
con responsabilidades en asuntos de interés colectivo, que van 
más allá de lo estrictantente gremial, si es que de alguna mane- 
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ra puede delimitarse lo estrictamente gremial, tal como lo estoy 
haciendo. 


Por lo expuesto, apoyo esta propuesta que me parece que 
introduce una modificación saludable en la iniciativa que esta- 
mos tratando. 


SEÑOR RICALDON!I. - Adelanto que también voy a acom- 
pañar esta iniciativa, tal como lo había manifestado en una 
sesión anterior, por las mismas razones que por su orden expu- 
sieron los señores Senadores Astori y Cassina. Simplemente 
deseo señalar que esta opinión no sólo es importante que se 
manifieste en la Comisión como tal, sino que forma parte, a mi 
juicio, de lo que significa favorecer la coparticipación en todo 
lo que tiene que ver con experiencias nuevas, dentro de las 
estructuras estatales, del sector laboral. En ese sentido creo, la 
AEBU es indiscutiblemente la única representante válida de los 
trabajadores bancarios y, por lo tanto, es la que debe formar 
parte de la Comisión o designar a su delegado. 


Me parece que ni siquiera es necesario plantearse el proble- 
ma de que con la representación de un delegado de la AEBU se 
puede llegar a un número par en la Comisión. Ante esto, habría 
dos posibilidades. En primer lugar, mantener el número par, 
porque al fin y al cabo es una comisión asesora y si hubiera un 
número igual de opiniones en un sentido y otro, nada sucedería, 
porque el Gobierno puede elegir cualquiera de las dos opinio- 
nes o ninguna. La otra posibilidad es que, en lugar de haber dos 
delegados del sector privado, hubiera solamente uno, mientras 
que el otro sería de AEBU, Considero que esto es digno de 
pensarse desde otro punto de vista, porque creo que darle la 
misma representación al sector privado que al Banco de Segu- 
ros en esta materia, puede no ser lo más aconsejable, Esta es 
simplemente una duda que dejo planteada, 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Pido disculpas a los 
compañeros de la Comisión porque mi intención era intervenir 
antes de que se empezara a discutir este tema, pero debí aten- 
der un asunto urgente, 


De un primer análisis del proyecto se desprende, a mi jui- 
cio, que tiene dos o tres áreas de relativa importancia e interés: 
lo relativo a las derogaciones, a la superintendencia y a los 
plazos que se otorgan, En mi concepto, la jerarquía de lo esta- 
blecido en los artículos 6? y 7% es muy menor con respecto al 
resto del proyecto. Es posible que se trate de una visión parti- 
cular, pero pienso que todo el texto tiene una fuerza o una vida 
propia que no necesariamente tiene que estar complementada 
con la creación de esta Comisión Honoraria, 


Es más; pienso que si no incorporamos al texto la Comisión 
Honoraria el proyecto puede vivir perfectamente y, a través de 


- la Superintendencia que va a trabajar en la órbita del Banco 


Central, se pueden generar todos los ámbitos de consulta nece- 
sarios para que el sistema de los seguros en el país tenga un 
marco jurídico aceptable. Además, es justamente a esos efectos 
que se crea la Superintendencia: para que el control de las 
normas legalos vigentes sea permanente y se pueda tener una 
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directa relación de información sobre lo que está pasando con 
las empresas que prestan los servicios, 


Por lo expuesto, debo señalar que me siento inclinado a 
plantear la posibilidad de eliminar los artículos 6* y 7*, porque 
entiendo que de esa forma estaríamos creando un órgano admi- 
nistrativo más, con cometidos que podrían ser tanto esos como 
otros. Del razonamiento del tema en general se deduce que los 
cometidos planteados en el proyecto original o en los artículos 
sustitutivos que se han presentado, podrían ser esos o muchos 
más. 


Aclaro que no me estoy manifestando definitivamente en 
contra, pero creo que la jerarquía de la norma en su conjunto 
no está acompañada de lo que se plantea mediante la creación 
de esta Comisión, En última instancia, me sentiría inclinado a 
la constitución de la Comisión tal como se establece en el 
artículo 6*, definiendo desde ese momento que se trata de un 
Cuerpo asesor y determinando la representación que va a tener, 
Me parece que con el texto actual estaríamos extralimitándonos 
en la reglamentación o articulación de un problema que está lo 
suficientemente tratado en las disposiciones previas. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - La propuesta del señor Sena- 
dor Alonso Tellechea me ha tomado un poco de sorpresa, y 
aclaro que no estoy en contra de ella, sino que simplemente no 
la había pensado. Es más, cuando estudié el proyecto de ley 
enviado por el Poder Ejecutivo y cuando analizamos el tema 
con el señor Senador Blanco a los efectos de encontrar una 
redacción sustitutiva, no se me ocurrió examinar cl mérito o 
demérito de esta Comisión asesora. Sin perjuicio de ello, ha- 
biendo escuchado al señor Senador Alonso Tellechea, to- 
mando en consideración los razonamientos del señor Senador 
Grenno -en el sentido de que el principal interesado, es decir, el 
usuario del servicio, no va a estar representado en la Comisión 
a pesar de ser quien indudablemente tiene los mayores dere- 
chos a integrarla- y teniendo presente, además, que en lo que 
hace a la intermediación financiera en la actividad bancaria no 
existe, a nivel del Ministerio de Economía y Finanzas, una 
Comisión asesora en el tema bancos para que aconseje a la 
Superintendencia del Banco Central en esta materia, creo que 
asiste razón al señor senador en la propuesta que ha presentado. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa desea recordar a los 
señores senadores que, aparte de una serie de propuestas que 
varían la integración de esta Comisión, ahora se ha sugerido 
que estos artículos sean eliminados del proyecto de ley, 


SEÑOR ASTORI. - Deseo señalar que en el marco de un 
proyecto con el que se sabe no estoy de acuerdo con su filoso- 
fía ni con su propuesta y en el que, sin embargo, hemos tratado 
de colaborar para mejorar algunas disposiciones, me parece 
buena la idea de la creación de esta Comisión Honoraria. Si 
este proyecto se convirtiera en ley, no dudo que cl país iniciará 
una etapa que no conocemos y que no ha transitado durante 
más de 80 años. No me parece mal que haya un grupo que 
genere ideas al respecto, que luego podrán o no ser utilizadas. 
Creo que esta es una transformación profunda a producirse en 
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el Uruguay y, por ello, entiendo que, al menos y por la vía de 
la ley, debemos dar la chance de que haya un ámbito de discu- 
sión en el que es claro que los usuarios no podrán estar repre- 
sentados, puesto que no hay forma de organizar tal representa- 
ción. Por esta razón, aprovecho para pasar la tanda de que es 
necesario instaurar una defensoría de los usuarios de los servi- 
cios públicos -tema que hemos propuesto en un proyecto de ley 
que esperamos se apruebe- con lo que luego no habría dificul- 
tad en elegir un representante para casos como este y otros que 
también importan. Entiendo que esta Comisión se podría inte- 
grar de tal modo de generar propuestas para el futuro, inclusive 
en lo que hace a una Carta Orgánica del Banco de Seguros que 
le permita adaptarse a las nuevas situaciones que deberá en- 
frentar, puesto que se trata de aportes positivos que luego el 
país verá si los aplica o no en la práctica. 


SEÑOR CADENAS BOIX, - ¿Me permite, señor Presiden- 
te? 


Creo que el más indicado para proponer modificaciones al 
régimen de funcionamiento del Banco de Seguros es el propio 
organismo. Es por esta razón que no habíamos compartido la 
propuesta del Poder Ejecutivo de que esta Comisión sería la 
que le haría llegar, digamos, un anteproyecto. Reiteramos que 
nos parece que es el propio Banco de Seguros el que está en 
mejores condiciones para presentar sus necesidades a fin de 
poder adecuarse para funcionar en concurrencia con otras com- 
pañías. 


SEÑOR ASTORI. - Siendo eso compartible -aunque habría 
que ver qué quiere decir Banco de Seguros, si es su Directorio 
o si es algo más- no hay incompatibilidad entre ambas cosas, 
De aquí podrían surgir ideas sobre ese tema, y también del 
Banco. 


De todas maneras, declaro que más que hacer cuestión so- 
bre ese cometido de la Comisión, lo que cuestiono es qué 
criterios se van a aplicar en tomo a su existencia, a su integra- 
ción, etcétera. Los cometidos se pueden reformular y estable- 
cer en términos más generales; inclusive, se puede llegar a 
aligerar el texto en este sentido, tal como proyectaba proponer 
el señor Presidente. 


En síntesis, lo que me interesa es rescatar esta idea, que no 
me parece mala sino, por el contrario, positiva, Repito que ese 
ámbito que, desde mi punto de vista es positivo se podría ver 
mejor alimentado si se contara con un representante de los 
trabajadores que, como han demostrado, tienen mucho que apor- 
tar sobre este asunto. 


SEÑOR CASSINA. - Estoy totalmente de acuerdo con la 


creación de esta Comisión Honoraria y no tengo ningún incon- 


veniente en que se hable de Comisión Honoraria Asesora siem- 
pre y cuando se deje claro que resulta de sus cometidos que es 
sólo asesora. 


Me parece conveniente que, en la medida en que el país va 
a ingresar en una nueva etapa en maleria de actividad asegura- 
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dora, exista un ámbito en el que haya un diálogo y un asesora- 
miento producto del intercambio de opiniones del sector públi- 
co y del privado vinculado con el negocio de los seguros. 


Deseo sefíalar, además, que aprecié la favorable expectativa 
con que dos de los sectores privados contemplados en la pro- 
puesta del Poder Ejecutivo -me refiero a las empresas privadas 
aseguradoras y a los corredores de seguros- veían su inclusión 
en una Comisión asesora. Creo que no debemos frustrar tales 
expectativas, y sí tengo claro que en la medida en que su 
cometido es asesorar, esta Comisión puede no tener, dentro del 
contexto de este proyecto de ley, la relevancia de otras disposi- 
ciones. Pero en absoluto me parece irrelevante; todo lo contra- 
rio, entiendo que es bueno que el país haga este tipo de prácti- 
cas -aunque sea desde el punto de vista del asesoramiento- en 
distintos campos específicos, que conforman un modo de parti- 
cipar los sectores público y privado en asuntos de interés colec- 
tivo. En consecuencia, declaro que soy firmemente partidario 
de la creación de esta Comisión. 


En cuanto a los cometidos -y descartado el de estudiar una 
nueva Carta Orgánica del Banco de Seguros que como hemos 
dicho desde el principio, no puede ser un cometido de esta 
Comisión- ¡vaya si es bueno que exista un organismo de esta 
naturaleza en el que se encuentren el Banco de Seguros, las 
compafilas privadas, los corredores y, según la propuesta del 
señor Senador Astori, también los funcionarios bancarios! En- 
tiendo que esto le hace bien no sólo al desarrolio de esta activi- 
dad, sino también al del país. Me refiero a crear ámbitos de 
diálogo y de trabajo en común que, a la larga, resultan muy 
constructivos. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Como fui quien intro- 
dujo el tema de eliminar la Comisión Asesora, desco scñalar 
que complementariamente plantéc la posibilidad de que, por 
ejemplo en un único artículo, se hiciera referencia a su crca- 
ción, otorgándole una composición determinada -tema en cl 
que tendríamos que ponernos de acuerdo- y también genérica- 
mente indicando que se trata de una Comisión Asesora del 
Poder Ejecutivo y de la Superintendencia del Banco Central. 
En este sentido, la jerarquía sigue siendo más o menos la mis- 
ma y la única diferencia es que no se le determinan específica- 
mente sus cometidos. La Comisión existirá y tendrá la misma 
injerencia sobre la actividad que se presupone puede llegar a 
tener a partir de la explícita definición de sus cometidos. 


En este sentido, pues, que quería reafirmar en lo que había 
sido la segunda parte de mi propuesta cuando me referí al 
asunto. : 


SEÑOR GRENNO. - Estamos de acuerdo con la creación 
de la Comisión Honoraria; es más, nos parece un hecho posili- 
vo. Sin embargo, nos merece serias dudas Su participación in- 
mediata en la regulación del mercado. 


Cabe destacar que se nos presenta un problema de forma, 
que consiste en que nadie puede designar la representación del 
sector privado, simplemente, porque éste no existe, En el pro- 
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yecto hay plazos establecidos para la ratificación de las actua- 
les empresas y para que paulatinamente ingresen otras en pla- 
za, Si se hiciera una designación rápida de la Comisión Hono- 
raria, ésta recaería en las empresas que se establecieron en el 
período del oligopolio -o sea, que ya existen- porque, difícil- 
mente, hubiera otras que participaran en calidad de mayoría. 
Esto significa que la Comisión Honoraría podría ser representa- 
tiva del período pasado, pero no quiere decir que pueda serlo 
de igual modo en el nuevo período. Para que pueda ser elegido 
un representante del sector privado será necesario que transcu- 
rra un plazo prudencial para que éste se constituya. Lo que 
actualmente hay es -tal como lo ha señalado reiteradamente el 
señor senador Bouza- un sector oligopólico que acompañó la 
política del Banco. Si vamos a colocar en el Banco a los repre» 
sentantes del oligopolio, en un período corto prácticamente el 
sector privado no va a existir y, en caso de que exista, será 
engañoso porque no va a sostener las condicionantes de la 
plaza. 


Por lo tanto, estoy de acuerdo con que se cree la Comisión 
Honoraria, y que se establezca que el Banco Central requerirá 
de ella los asesoramientos debidos. Pienso que debemos dejar 
latente la posibilidad de definirla en términos más precisos, en 
virtud de que no hay a quien convocar para que pueda tener 
una representación real. Digo esto, siempre y cuando sea ésta 
la postura que se adopte y no otras propuestas de mayor am- 
pliación, como las que habíamos mencionado en primera ins- 
tancia. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si me permiten, quisiera plantear 
una propuesta a los señores miembros de esta Comisión, con el 
fin de llegar a un acuerdo, 


Comenzando por el aspecto estructural o formal, pienso que 
podríamos hacer de estos dos artículos uno solo. Concretamen- 
te, la segunda parte de éste sería el actual artículo 7*, que 
establece los cometidos. 


En ese sentido, propongo la siguiente redacción: “La Comi- 
sión Honoraría tendrá el cometido de asesorar al Poder Ejecuti- 
vo, al Banco Central del Uruguay y a la Superintendencia de 
Institución de Intermediación Financiera en materia de seguros 
y reaseguros. Podrá a esos efectos proponer también textos 
lcgales y reglamentarios”. No agregaría nada más que esto, 
porque toda esa otra enumeración da la sensación de que se 
trata de un Órgano poco menos que con iniciativa legislativa, 


SEÑOR RICALDON!. - Pienso que se debería aclarar que 
dicha propuesta se hará al Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - No me parece conveniente, por- 


. que puede hacerlo al Banco Central. 


SEÑOR RICALDON!. - Entonces, deberíamos especificar 
a quiénes se podrá hacer dicha propuesta. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Con respecto a la primera parte 
de este nuevo artículo -el señor Senador Astori podrá compro- 
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bar ahora que he dejado esto para el final porque puede generar 
algún tipo de inconveniente- pienso que, en suma, debemos 
decidir quiénes serán los representantes. 


Concretamente, propongo la siguiente redacción: “Créase 
una Comisión Honoraria integrada por un representante del 
Ministerio de Economía y Finanzas, que la presidirá, un repre- 
sentante del Banco Central del Uruguay, uno del Banco de 
Seguros del Estado y tres delegados del sector privado designa- 
dos por dicho Ministerio a propuesta de las compañías de segu- 
ros y reaseguros que operan en plaza, de los empleados de esas 
empresas y de quienes ejercen actividad de intermediación en 
la materia. La reglamentación regulará la forma de designación 
de los integrantes de esta Comisión. El Ministerio de Economía 
y Finanzas suministrará los recursos necesarios para su funcio- 
namiento.” 


SEÑOR CASSINA. - Creo que con la redacción que ha 
propuesto el señor Presidente, en lo que tiene que ver con los 
representantes de los empleados, se crearía un problema y, 
probablemente, de manera involuntaria colocaríamos al Poder 
Ejecutivo ante otra dificultad. No es lo mismo hablar de repre- 
sentantes de los funcionarios del Banco de Seguros, que de los 
representantes de los empleados de las compañías asegurado- 
ras, porque no pertenecen a la misma agremiación. Es más; no 
sé si existe una agremiación de empleados de compañías ase- 
guradoras. Por eso digo que al Poder Ejecutivo se le plantearía 
un problema de difícil solución, 


Teniendo esto en cuenta, había previsto una redacción simi- 
lar en la que se estableciera la designación por parte del Minis- 
terio de tres delegados del sector privado, a propuesta de las 
compafiías de seguros y reaseguros que operan en plaza, de 
quien ejerce la actividad de intermediación en la materia y de 
la Asociación de Empleados Bancarios del Uruguay. 


Aclaro que me parece plausible la propuesta del señor Pre- 
sidente, pero se crearía un problema de representatividad, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Brevemente quisiera aclarar que 
el sentido de la propuesta es que no hacemos referencia, en 
general, a las organizaciones del sector privado representativas 
de sus áreas de actividad, ya que de esa manera estaríamos 
congelando en la ley una representatividad gremial que no es 
competencia de ella. Además, esto está vinculado a lo que ha 
dicho el señor Senador Cassina en el sentido de que habrá 
empleados de una y otra agremiación. Es decir que en este 
proyecto de ley estamos dirimiendo una cuestión de representa- 
tividad gremial que, repito, no está dentro de mi órbita. En la 
reglamentación tenemos que buscar la forma de incentivar a 
los empleados para que encuentren la manera de presentar un 
candidato común. Esto también puede ocurrir, en materia de 
compañías que estén organizadas en más de una gremial -como 
es común que pase en otros sectores- por lo que, a mi juicio, no 
creo que sea pertinente que la iniciativa entre en esa definición 
específica y particularizada de quien tiene la representatividad 
del sector trabajador o empresarial, En algunos casos esa difi- 
cultad no se da cuando hay una representación general, como 
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ocurre en la Cámara de Comercio, que no tiene otra actividad 
en potencial conflicto de competencia. 


Por todas estas razones se ha presentado de esta forma, 
porque es congruente con la no individualización o denomina- 
ción de entidades presentes y representativas, dejando eso li- 
brado a la reglamentación y al contacto que puedan tener los 
propios interesados, a los efectos de promover sus candidaturas 
comunes para dichos puestos. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Estoy de acuerdo con 
lo que ha expresado el señor Presidente, pero desearía incorpo- 
rar algún concepto complementario, 


Pienso que no sería adecuado el hecho de plasmar en una 
ley la integración de una Comisión Honoraria para el tema 
específico de los seguros, de la que formara parte la Asocia- 
ción de Empleados Bancarios del Uruguay. Sabemos que dicha 
organización tiene una determinada estructura que responde a 
los intereses de los empleados bancarios, En el Uruguay los 
seguros están administrados por una institución que recibe el 
nombre de banco, y aglutina a sus funcionarios, pero no nece- 
sariamente tienen idéntica problemática el personal de esta 
organización con los empleados de las compañías asegurado- 
ras. l 


En lo que me es personal, creo que no corresponde y en el 
caso de que se planteara esta situación, sería partidario de que 
la integración de la Comisión fuera nula. 


SEÑOR ASTORI. - Señor Presidente: vuelvo a aclarar que 
lo del nombre es por el tipo de denominación que tiene el 
sindicato, Nuestra propuesta es que estén representados los em- 
pleados del Banco de Seguros del Estado, ya que sobre esta 
materia poseen amplios conocimientos, la han estudiado y tie- 
nen propuestas como Institución. Es con la opinión de ellos 
que entiendo se beneficiaría la Comisión Honoraria. El hecho 
de decir Asociación de Empleados Bancarios del Uruguay obe- 
dece exclusivamente a que dichos funcionarios están nucleados 
en ese sindicato, pero quiero aclarar que este personal pertene- 
ce al Banco de Seguros del Estado. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Voy a acompañar la propues- 
ta del señor Senador Blanco exceptuando la representación, 
tanto de los empleados de las compañías privadas como de los 
del Banco de Seguros del Estado. 


A mi entender, no son convenientes las representaciones 
sindicales dentro de comisiones asesoras, ya que las funciones 
sindicales están ubicadas dentro de un ámbito que no es el de 
dirigir ni asesorar empresas de seguros ni ningún otro tipo de 
ellas. Sus funciones y sus cometidos son de naturaleza distinta, 
como la de defender sus intereses laborales, primordialmente 
dentro del ámbito donde desarrollan sus tareas. A mi juicio, 
excedería mucho el concepto de lo que debe ser las funciones 
de un sindicato el darle esta injerencia y creo que sería un 
precedente que no debe tomarse de manera apresurada. 
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SEÑOR RICALDONI. - Señor Presidente: cada vez me 
convenzo más -aceptando que son muy respetables los demás 
puntos de vista- de la utilidad de esta comisión asesora, en la 
medida en que participen de ella también los trabajadores vin- 
culados al tema del proyecto de ley que tenemos a estudio. 


Me parece muy equivocado constreñir, limitar, circunscribir 
el papel de un grupo laboral, de un sector gremial a la reivindi- 
cación del salario o de cualquier otro de los términos vincula- 
dos a la relación de trabajo. Eso es justamente lo que termina 
creando fricciones y enfrentamientos que muchas veces son 


más consecuencia de la falta de un lugar para sentarse y discu- 


tir otros temas ajenos a la reivindicación propiamente laboral 
que de la diferencia en cuanto a los puntos de vista. 


A mi entender, la Comisión, con la redacción que propone 
el señor Senador Blanco para el segundo inciso, mejora sensi- 
blemente la propuesta del Poder Ejecutivo y, naturalmente, lo 
voy a apoyar. Va de suyo que si estoy de acuerdo con él, 
también lo estoy en el sentido de crear la Comisión. Pero creo 
que ella debe contar con la representación laboral y ésta debe 
ser a través de AEBU, Sobre esto último quiero expresar lo 
siguiente. En esta Asociación están representados, indiscutible- 
mente, todos los sectores de la banca oficial y de la privada, de 
modo que la sigla AEBU, no sólo está referida a aspectos 
puntuales en cuanto a su papel concreto, a través de lo que 
establecen sus estatutos, sino también por otra razón. El Banco 
Central va a tener un papel muy importante en lo que tiene que 
ver con el funcionamiento de las compañías que ingresen al 
mercado de seguros. Esta institución va a controlar y a autori- 
zar o no el mercado de seguros. Entonces, no está pensada 
solamente la representación de AEBU en iérminos del Banco 
de Seguros, sino del propio Banco Central, cuyos funcionarios 
de jerarquía también van a tener participación permanente si 
este proyecto se convierte en ley. 


Incluso, podría ir un poco más lejos. Creo que una de las 
formas de hacer que este sistema nuevo funcione es que sus 
actores, sus protagonistas, se convenzan de las ventajas que 
tiene este sistema y que contribuyan a mejorar lo que sea nece- 
sario, ya que, naturalmente, todo es perfectible, 


Este es un ámbito civilizado, pacífico, serio y responsable 
en el que se puede discutir y formular propuestas que sean 
relevantes. Repito que limitar el papel gremial a la reivindica- 
ción salarial o a todo lo vinculado al contrato de trabajo es tan 
equivocado como aceptar la participación de las fuerzas sindi- 
cales en actividades ajenas a lo que son los intereses directos y 
específicos. 


Por último, me pregunto si no sería, inclusive a estos efec- 
tos, más adecuado, que así como hay dos representantes del 
sector privado, que haya dos por parte de los trabajadores, para 
que no parezca que hay una especie de renqueo en el cual, 
quien menos importancia tiene en cuanto a la participación 
dentro de la Comisión, sea el sector de los trabajadores. 
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Realmente no entiendo -y no sé por qué el señor Senador 
Cadenas Boix sonríe- por qué se piensa que es más importante 
el asesoramiento, si de integrantes se trata, de las empresas 
aseguradoras que no sabemos quiénes son, porque todavía no 
hay ninguna, que el del sector de los trabajadores que ya está 
en el país. 


Entonces, apruebo el segundo inciso; creo que habría que 
hacerle los ajustes de texto correspondientes al primer inciso y, 
concretamente, propongo que el número sea elevado a 7, desig- 
nando dos representantes también del sector de los trabajadores 
en esta Comisión Asesora. Es decir que la integrarían el Presi- 
dente, que es el Ministro de Economía y Finanzas, un represen- 
tante del Banco de Seguros del Estado, uno del Banco Central, 
dos del sector privado y dos de AEBU, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Quisiera hacer un comentario so- 
bre esto con la intención de llegar a un acuerdo. En primer 
lugar, para aclarar que cuando leí la propuesta que los señores 
senadores conocen, incurrí en un error, ya que la redacción que 
dí era de tal naturaleza que excluía expresamente la representa- 
ción de los funcionarios del Banco de Seguros del Estado. 
Aclaro que no era esa la intención, porque yo mencionaba a los 
empleados de dichas empresas, refiriéndome así a las empresas 
privadas, por lo que quedaban excluidos. Reitero que no era esa 
la intención, de manera que la redacción que propondría es la 
siguiente: ...“y los empleados de dichas empresas públicas y 
privadas que actúan en materia de seguros”. Es decir que mi 
preferencia sería que hubiera un delegado de quienes trabajan 
en materia de seguros. 


En segundo lugar, no creo que en ese sentido se dé una 
mayor preferencia a un tipo de entidades patronales en un caso 
y a trabajadores en otro, porque según se puede observar, en 
esta forma de integración cada uno tiene un delegado. El Mi- 
nisterio de Economía y Finanzas, uno; el Banco Central, uno; 
Banco de Seguros, uno; las empresas privadas en materias de 
seguros, uno; intermediarios y corredores, uno; empleados de 
empresas de seguros públicas y privadas, uno. O sea que se 
trata de un delegado para cada uno, hay absoluta igualdad entre 
ellos, Quería clarificar esto porque no se hace ninguna discri- 
minación y todos los organismos y entidades representadas all, 
actúan a través de una entidad gremial representativa de los 
sectores en los que sabemos -por lo que se ha dicho en Sala- 
que no exisie unidad de representación, equivale a que la Co- 
misión estuviera ahora recomendando al Senado una definición 
en matería de representatividad gremial y me parece que no es 
ese el espíritu de la norma o por lo menos el de quien habla al 
proponer esa fórmula de participación, De ninguna manera me 
resulta violento, -todo lo contrario- que quienes están trabajan- 
do con este tipo de instituciones puedan tener voz en un orga- 


_nismo de carácter asesor. Me parece que es lógico que sea así y 


por eso es que lo he propuesto. En cambio, no me avendría a la 
definición de una entidad concreta para que los representara, 


Quisiera sugerir ahora que si estamos de acuerdo en todas 
las representaciones que se han mencionado, excepto en el caso 
de los trabajadores, podíamos hacer una consulta votando al 
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respecto, a efectos de dirimir este punto porque, de lo contra- 
río, las razones que hemos escuchado en un sentido o en otro 
-lo digo con todo respeto y consideración- probablemente no 
nos permitirían avanzar mucho más en el terreno de convencer- 
nos los unos a los otros. Entonces, invitaría a la Comisión a 
pronunciarse sobre las siguientes alternativas que se han mane- 
jado en lo que refiere a la representación de los trabajadores. 
Una de las alternativas es la de que esa representación corres- 
ponda a un delegado de AEBU; otra propuesta es que sea un 
delegado de los empleados de las empresas públicas o privadas 
que actúan en ese sector de seguros; y la tercera, formulada por 
el señor Senador Ricaldoni que haya dos delegados de AEBU. 
Creo que en ese orden fueron planteadas, 


SEÑOR RICALDONI. - Reitero mi propuest en beneficio 
de que haya un representante de AEBU y otro de las empresas 
aseguradoras, 


SEÑOR ASTORTI. - También yo adhiero a esa postura. Pon- 
gamos un representante de los empleados de las empresas pri- 
vadas y uno de AEBU y llegaríamos así, a siete. En resumen, 
sería de la siguiente manera: Ministerio de Economía y Finan- 
“as "ue preside; Banco Central; Banco de Seguros; empresas 
privadas de seguros; corredores e intermediarios; AEBU; cm- 
pleados de las empresas privadas incluyendo las intermediarias, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Adelanto que estoy de acuerdo 
con esa fórmula, 


SEÑOR BOUZA. - Comenzaría diciendo algo parecido a lo 
que dijo hace poco rato el señor Senador Ricaldoni: a medida 
que va avanzando la deliberación sobre este tema en el cual he 
estado muy callado, cada vez me convenzo más, pero a la 
inversa del señor Senador Ricaldoni, de la razón que tenía en 
su propuesta el señor Senador Alonso Tellechea. A esta altura, 
estamos ya creando una Asamblea, no un Consejo Consultivo. 
Todos hemos coincidido en que la gran dificultad ha estado en 
no poder encomendarle esa tarea de asesoramiento a quien es 
el interesado, es decir a los asegurados. Me pregunto si de 
actuar bien el Banco Central, a través de su Superintendencia o 
a través de su Directorio, o el Poder Ejecutivo son los represen- 
tantes del interés general y en consecuencia aquellos que se 
van a preocupar de que la reglamentación y el funcionamiento 
de la actividad aseguradora en el país, tanto a través del Banco 
de Seguros como de las empresas privadas que van a participar 
en este mercado, se cumplan de la mejor forma y al servicio 
del interés de los usuarios. Por lo tanto, coincidiendo con el 
planteo del señor Senador Alonso Tellechea creo que las facul- 
tades ya atribuidas al Poder Ejecutivo, al Banco Central y a la 
Superintendencia de este último son suficientes como para in- 
tervenir en esa actividad defendiendo el interés general. Esto 
otro es tratar, como se ha hecho tantas veces en este país, de 
dar participación a distintos sectores, terminando casi en una 
corporativización de nuestra organización política y social, esto 
es malo, porque en definitiva lo único que hace es fraccionar, 
dividir y enfrentar. La obligación de defender el interés general 
la tiene el Estado que debe hacerlo bien y creo que tenemos 
que legislar para que lo haga en este sentido, Por el contrario, 
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crear este tipo de organizaciones sólo va a generar expectativas 
que no podrán ser satisfechas y ámbitos para el conflicto. 


SEÑOR CASSINA. - Estoy seguro de que no fue la inten- 
ción del señor Senador Bouza, pero creo que el hecho de vin- 
cular mi fundamento a favor de la participación de las entida- 
des privadas en una labor de asesoramiento, dándoles responsa- 
bilidades sociales, con experiencias corporativistas, del tipo de 
las falangistas, fachistas o, en algún caso, de las peronistas, me 
parece algo tan alejado de la realidad -y estoy midiendo los 
términos- que sólo se puede explicar por lo avanzado de la 
hora y por el tiempo que llevamos trabajando en el día de hoy, 
Para nosotros eso no es corporativismo, sino formas de dar 
participación a sectores sociales en asuntos de interés general, 
con la salvedad de que las decisiones políticas las toman los 
poderes políticos del Estado, integrados representativamenite en 
función de una estructura de partidos políticos. 


SEÑOR ASTORI. - Deseo dejar constancia de que compar- 
to integralmente lo dicho por el señor Senador Cassina, 


SEÑOR BOUZA. - Debo aclarar que lo que dije no tiene 
nada que ver con la hora ni con el tiempo que llevamos traba- 
Jando, sino que es lo que siento. Lo digo con todo respeto para 
con las opiniones discrepantes y, por lo tanto, reclamo lo mis- 
mo para mis puntos de vista, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Entiendo que ahora se presenta 
otra vertiente en el pronunciamiento de la Comisión, ya que 
me parece que el señor Senador Bouza propondría que no haya 
ningún integrante. 


SEÑOR ASTORI. - Advierto que simplemente hemos oído 
la opinión del señor Senador Bouza, que respeto mucho, pero 
no deja de ser un punto de vista más. Por lo tanto, sugiero que 
el señor Presidente ponga a votación la integración de siete 
miembros que hemos propuesto con el señor Senador Ricaldo- 
ni. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a volar el primer párrafo de este artículo que diría: Créase 
una Comisión Honoraria integrada por un representante del 
Ministerio de Economía y Finanzas, que la presidirá, uno del 
Banco Central del Uruguay, uno del Banco de Seguros del 
Estado y cuatro delegados del sector privado designados por 
dicho Ministerio a propuesta de las compañías de seguros y 
reaseguros que operan en plaza, de quienes ejercen actividad 
de intermediación en la materia, de la Asociación de Emplea- 
dos Bancarios del Uruguay y de los empleados de las empresas 
aseguradoras privadas. 


(Se vota:) 
-5 en 9. Afirmativa. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Solicito que se rectifi- 
que la votación. 
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SEÑOR PRESIDENTE, - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a rectificar la votación. 


(Se vota:) 
-7en 9, Afirmativa, 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el segundo 
párrafo de este artículo que expresaría: La Comisión Honoraria 
tendrá el cometido de asesorar al Poder Ejecutivo, al Banco 
Central del Uruguay y a la Superintendencia de intermediación 
financiera en materia de seguros y reaseguros. Podrán a esos 
efectos proponerles también textos legales y reglamentarios. 


(Se vota:) 
-7en 9, Afirmativa, 


A los efectos de que quede constancia en la versión taqui- 
gráfica, expreso que el “nomen juris” de este artículo es: “Co- 
misión Honoraria Asesora”. 


Hemos terminado de considerar los artículos proyectados 
por el Poder Ejecutivo. Restaría considerar los artículos sustitu- 
tivos y los aditivos, entre los que me permito mencionar uno de 
mi autoría, El último artículo propuesto dice que el Banco de 
Seguros del Estado se regirá por el Derecho privado, salvo en 
lo que la Constitución expresamente disponga otra cosa, Podrá 
realizar las actividades de su giro en el exterior de la Repúbli- 


ca. Este artículo tendría como “nomen juris”: Banco de Segu- . 


ros del Estado. No sé si se desea considerar este artículo o 
descartarlo. 


SEÑOR RICALDONI. - En primer lugar, quisiera saber 
cuál es el alcance que se trata de dar con este artículo al 
régimen jurídico del Banco de Seguros del Estado y si, cuando 
se refiere a que se regirá por el Derecho Privado, se habla 
solamente de lo que tiene que ver con su gestión c también con 
la situación de su personal o con su patrimonio. Si decimos que 
solamente se regula por el Derecho Privado, pienso, por ejem- 
plo, que escaparía a la órbita de contralor propio de un Ente 
Autónomo vinculado jerárquicamente, a través de un determi- 
nado Ministerio, al Poder Ejecutivo. En tal sentido, podría en- 
tenderse que a partir de ese momento está fuera del contralor 
del Tribunal de Cuentas. Por lo tanto, decir tan escuetamente 
que se regirá por el Derecho Privado sin establecer claramente 
en qué aspecto se regula por éste me plantea estas interrogan- 
tes. 


SEÑOR CASSINA. - Si bien no me encuentro del todo 
bien, no me voy a oponer a seguir trabajando en el día de hoy 
si la Comisión así lo decide, Desde mi punto de vista, hay dos 
o tres aspectos que tal vez fuera conveniente analizarlos, por 
ejemplo, mañana de tarde. Uno de ellos está vinculado con lo 
que planteó el señor Presidente. En tal sentido, recuerdo que 
algo he adelantado en Comisión, en el sentido de que una 
fórmula tan escueta me causa temor por los problemas que 
pueda generar en la práctica, por ejemplo, entre el Banco de 
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Seguros y el Tribunal de Cuentas o con el propio Poder Ejecu- 
tivo, 


Muy probablemente, los señores senadores no tuvieron tiem- 
po de estudiar un proyecto elaborado por funcionarios y técni- 
cos del Banco Central, en virtud de que hemos estado trabajan- 
do de continuo, al que se refirió el señor Senador Elso Goñi en 
el día de ayer, y que anteriormente solicité fuera repartido. En 
dicho trabajo, en primera instancia se alude a las normas referi- 
das a la derogación del monopolio y a la situación en que 
queda el Banco de Seguros. En tal sentido, señalo que aquí se 
planteaba que la derogación del monopolio -decretada ahora 
por la ley- operaría dentro de tres años. 


Volviendo al análisis del mencionado proyecto, debo decir 
que más adelante contiene normas bastante extensas referidas a 
la Superintendencia y figura un Capítulo III relativo a la Ley 
Orgánica del Banco de Seguros del Estado que he leído muy 
por encima. De todas formas, estoy en condiciones de adelantar 
que contiene algunas disposiciones que yo creo podríamos es- 
tudiar con más detenimiento, porque el Senado tendrá tiempo 


- suficiente para aprobar este proyecto sin que ello signifique que 


deba votarlo el último día y a última hora. Asimismo, el artícu- 
lo 18 me parece innecesario en lo que hace a la denominación 
como así también al domicilio. En lo que tiene que ver con el 
objeto, declaro no tener presente las normas actuales de segu- 
ros, pero a través de esta disposición se le atribuiría las faculta- 
des de adquirir carteras de otras empresas de seguros; colocar 
en deuda pública, un valor de fácil y segura realización, las 
reservas técnicas que corresponden a cada clase de riesgo; efec- 
tuar préstamos sobre sus pólizas de seguros; etcétera, Por otro 
lado, dicho proyecto también contiene una norma referida al 
patrimonio del Banco, el que estará compuesto por un determi- 
nado capital, las reservas, entre otros. A su vez, hay otra dispo- 
sición que refiere a las utilidades y al destino de las mismas. 
Por su parte, el artículo 23 alude a cómo se obtienen las utilida- 
des líquidas, mientras que el 24 trata de exenciones tributarias, 
que, estimo yo, algunas debe tener el Banco y, de todas formas, 
se necesita la iniciativa del Poder Ejecutivo. Mientras tanto, el 
artículo 25 versa sobre administración, lo que no me parece de 
gran necesidad, Concretamente, modifica la integración del Di- 
rectorio de cinco a tres miembros, lo que no constituye un tema 
nuevo. El artículo 26 refiere al mandato del Directorio, el 27 a 
su quórum y el 28 a la representación, Confieso que todos estos 
temas me parecen absolutamente innecesarios en este momen- 
to. Por el contrario, el artículo 29 apunta a un tema que creo 
planteaba el señor Senador Ricaldoni, que es la relación del 
Banco con su personal, es decir, el Estatuto del Funcionario. Si 
bien se trata de una norma bastante general, poco precisa, en- 
tiendo que da una mayor flexibilidad en la relación entre el 
Banco y sus funcionarios. Asimismo, el artículo 30 establece 


. que el contralor externo estará a cargo del Tribunal de Cuentas, 


de acuerdo con las normas legales vigentes. Mientras tanto, el 
artículo 31 habla de la intervención preventiva del Tribunal de 
Cuentas a través de delegados o auditores, y el 32 expresa que 
en los gastos propios de sus giros, como empresas de seguros y 
reaseguros, el Banco de Seguros del Estado actuará con total 
autonomía, estando sólo sometido al contralor del resultado de 
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su gestión por parte del Tribunal de Cuentas y/o de la Superin- 
tendencia de Seguros y Reaseguros. Creo que se trata de una 
norma que sería interesante examinar, aunque no con este tex- 
to. Pienso que es importante referir al control del Poder Ejecu- 
tivo, que, obviamente, no puede quedar de lado. En tal sentido, 
advierto que no se lo soslaya, por más que esta norma no diga 


nada al respecto, porque figura en la Constitución, Por su parte, 


el artículo 33 alude a los ejercicios económicos; el 34 a los 
títulos ejecutivos -considero que el Banco debe tener una fór- 
mula al respecto- y el 35 establece que el Banco deberá consti- 
tuir todas las reservas necesarias que permitan poner en salva- 
guarda los intereses de los asegurados y las que, además, pon- 
gan a cubierto de toda contingencia el patrimonio de la Insti- 
tución. Asimismo, el artículo 36 alude al patrimonio del Banco 
y a la responsabilidad del Estado, mientras que el 37 está 
recogido -es la obligación de los organismos del Estado de 
asegurarse en el Banco de Seguros- en el artículo 1? que vota- 
mos en el día de hoy. 


Estimo que tal vez sería prudente darnos unas horas para 
examinar estas disposiciones, que podría llegar a ser de utilidad 
establecer, 


Reitero, no descarto una solución como la que propone el 
señor Presidente, pero me parece que puede significar una fuente 
de conflicto. 


Por otro lado, hay un tema de gran importancia, que puede 
ser Objeto de una disposición transitoria; concretamente, me 
refiero a la fecha en que comenzará a regir la desmonopoliza- 
ción. En tal sentido, cabe preguntarse si le vamos a otorgar al 
Banco de Seguros un plazo de cierta extensión para prepararse 
previamente al mercado. Lógicamente, se trata de una decisión 
política, que sea cual sea la que adopte la Comisión, puede 
replantearse en Sala. De todas formas, sería conveniente que 
fuéramos considerando ese punto. 


Por último, está el tema de la responsabilidad civil por 
accidentes en el transporte terrestre y el del seguro obligatorio 
en ese sentido. Recuerdo que son temas que venían planteados 
en el proyecto de la Cámara de Representantes, que también 
figuran en una iniciativa que había elaborado el Banco de Se- 
guros y que nos hizo conocer cuando la Comisión de Hacienda 
consideró el proyecto elaborado por la Cámara de Representan- 
tes en 1991. 


F 

SEÑOR CADENAS BOIX. - Debo decir que por razones 
de tiempo no he podido examinar en profundidad el proyecto 
de Carta Orgánica elaborado por el Banco de Seguros del Esta- 
do. De todas maneras, creo que en muchas de las disposiciones 
no cambia lo que es la esencia actual del organismo, salvo en 
una que me parece muy importante y que considero que debe- 
ríamos aceptarla. Me refiero al artículo 32. 


Tengo entendido que en otros Entes Autónomos como, por 
ejemplo, el Banco de la República opera un sistema parccido, 
que consiste en que en los gastos propios de su giro como 
empresa de seguros y reaseguros, el Banco de Seguros del 
Estado actuará con total autonomía, estando sometido sólo al 
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contralor del resultado de su gestión por parte del Tribunal de 
Cuentas. 


A mi juicio, deberíamos encontrar una redacción que com- 
prendiera también lo propuesto por el señor Senador Blanco. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Deseo consultar a la Comisión 
sobre el régimen de trabajo. Tenemos por delante la considera- 
ción de tres temas: por un lado, el régimen jurídico del Banco 
de Seguros, por otro, la posible inclusión en este proyecto de 
ley de disposiciones sustantivas sobre seguros de responsabili- 
dad y, por último, la posibilidad de incluir una norma transito- 
ria que condicione la efectividad de la derogación de los mono- 
polios. 


SEÑOR BOUZA. - Deseo señalar que por los motivos que 
expresaba el señor Presidente relativos a la perentoriedad de 
los plazos y a las características del Mensaje del Poder Ejecuti- 
vo, al reducir la propuesta al aspecto concreto de la derogación 
del monopolio y del funcionamiento de un régimen abierto -y 
como consecuencia la no inclusión en esta iniciativa de otras 
materias- se tuvo la intención de simplificar el proyecto de ley, 
a los efectos de poder darle el tratamiento que correspondería a 
una ley de urgencia. Sin embargo, al tratarse de una ley de 
contenido muy amplio, es difícil poder aprobarla rápidamente 
en base a los trámites que establece la Constitución. 


En cuanto a la consideración de estos temas, propongo tra- 
tar primeramente lo que se refiere a reglamentar los contratos 
de seguros, es decir, lo planteado por ANETRA. Al respecto, 
adelanto mi posición negativa. De esta manera soy coherente 
con la postura que adopté en la Comisión al no votar el artículo 
29 del proyecto de ley, que finalmente no fue sancionado. 


En definitiva, creo que no debemos incluir -esto no excluye 
que en otras iniciativas y en otra oportunidad se pueda hacer- 
una regulación de los contratos de seguros. 


En cuanto a la discusión acerca de si la derogación del 
monopolio tendrá un plazo o comenzará a regir a partir de la 
entrada en vigencia de la ley, desde mi punto de vista el tema 
está contemplado en el proyecto de ley. Aun cuando mi posi- 
ción pueda no ser la de contemplar un plazo muy amplio, 
admito que esto está comprendido por el plazo de seis meses 
propuesto. 


Con referencia a la incorporación de normas de la Carta 
Orgánica del Banco de Seguros -ya lo hemos ido realizando en 
la Comisión a medida que el señor Senador Cassina daba a 
conocer el texto que trajo- tengo, en principio, la misma obje- 
ción que planteaba con respecto a la inclusión de artículos 
sobre contratos de seguros, salvo que se hiciera una selección 
tan ajustada como para incluir solamente una o dos disposicio- 
nes -adelanto que quizá no me pronuncie ni a favor ni en 
conira- como podrían ser en la mencionada por el señor Sena- 
dor Cadenas Boix, que creo es la prevista en el artículo 32 del 
proyecto elaborado por los funcionarios del Banco de Seguros, 
o a la que se refería el señor Presidente de la Comisión con 
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respecto a la competencia del Banco para tener actividad 
fuera del país. Si se sancionara una norma con estas caracte- 
rísticas -me parece bueno que el Banco se prepare para tener 
actividad aseguradora de bienes y personas fuera del territorio 
nacional- tal vez habría que establecer que aquellas empresas 
privadas que obtengan la autorización de las autoridades nacio- 
nales, también pueden obtener, esas mismas facultades. Creo 
que lo que estamos tratando de lograr es un régimen de equili- 
brio y de igualdad para las condiciones de todos los que vayan 
a participar en el mercado. 


En consecuencia, mi propuesta consistiría en excluir de este 
proyecto de ley la consideración de normas relativas a conira- 
tos de seguros, analizar la propuesta con respecto a la entrada 
en vigencia del régimen de libertad frente al monopolio vigente 
y seleccionar algunas de las propuestas que hacen referencia a 
la Carta Orgánica del Banco de Seguros. Creo que con este 
criterto estaríamos en condiciones de concluir nuestro trabajo 
dentro de los plazos que tiene la Comisión. De esta forma, se 
llegaría a una situación de compatibilidad con cl criterio del 
Poder Ejecutivo para elegir la vía constitucional de ley de 
urgencia, ya que no puede ser una ley demasiado extendida 
debido a las materias que abarca. Por consecuencia, se acentua- 
ría todo el contenido de la iniciativa en la derogación del mo- 
nopolio y en la regulación de los efectos de una actividad libre 
en matería de seguros. 


Hago moción en ese sentido, porque me parece que sí pre- 
tendiéramos algo más, seguramente no culminaríamos nuestro 
trabajo y ocasionaríamos dificultades al propio Senado cuando 
se iniciara el estudio de este tema, Además, se correría el 
riesgo, por el propio mecanismo constitucional, de que final- 
mente el proyecto de ley se aprobara por incumplimiento de los 
plazos, sin haberse incorporado las modificaciones que, por un 
consenso muy cercano a la unanimidad, la Comisión ha incor- 
porado a la iniciativa del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR RICALDONI. - Comparto totalmente lo expresado 
por el señor Senador Bouza. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Como existe un consenso sobre 
la fórmula presentada por el señor Senador Bouza, correspon- 
dería no incorporar las normas sobre contratos de seguros, Por 
lo tanto, habría que discutir lo relacionado con el plazo a partir 
del cual entraría en vigencia la derogación. 


Sería bueno que algún señor senador formule una propuesta 
concreta en cuanto a cuál sería el plazo durante el cual no 
entraría en vigencia el régimen resultante del artículo 1% del 
proyecto de ley sustitutivo. 


SEÑOR ASTORI. - Esta redacción que estamos considerando 
propone un plazo de 3 años a partir de la sanción de esta ley. 


SEÑOR ZUMARAN. - Soy un caluroso defensor de esa 
tesis y en caso de que este artículo se sancionara, revisaría mi 
posición de voto negativo respecto a algunas de las disposicio- 
nes de este proyecto de ley. 
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SEÑOR CADENAS BOIX, - Entiendo que el Banco de 
Seguros debe ajustarse a las nuevas reglas de la concurrencia 
con otras compañías, Creo que es un derecho innegable que 
debe tener como entidad que desarrolla ese tipo de actividades. 
Sin embargo, frente a ello contrapongo el derecho de los usua- 
rios del servicio, a quienes hoy, con razón, recordaba el señor 
Senador Grenno. 


Como representante del interés general, en lo que a mí 
concierne, me siento más inclinado por los intereses de los 
usuarios que por el interés particular del Banco de Seguros. 


SEÑOR BOUZA. - La Secretaría ha estado muy diligente 
en su trabajo y ya nos ha acercado el texto del 1* al 7* de los 
artículos aprobados. Sin embargo, no contamos con uno que, si 
mal no recuerdo, se refiere a plazos y que también ya fue 
aprobado. Me gustaría conocer su texto, considerando que he- 
mos hecho muchas modificaciones. 


SEÑOR ASTORI. - El señor senador se refiere al artículo 
4?. En este caso, no hay problemas de compatibilidad, porque 
si se aprobara una disposición transitoria como la que estamos 
considerando, obviamente el artículo 4% en su conjunto funcio- 
naría a la luz de esa norma. Inclusive, cuando consideramos el 
artículo 4% -no sé si lo recuerda el señor Senador Bouza- deja- 
mos constancia expresa de que no había inconsistencia entre 
esta propuesta y la aprobación de un período de transición. 


SEÑOR BOUZA. - Deseo aclarar que no quería marcar 
contradicciones cuando hice alusión a esta iniciativa. En mi 
concepto, el artículo 4? establece que tanto el Banco de Segu- 
ros como las empresas aseguradoras privadas -las que actual- 
mente operan y las que se puedan incorporar- tienen un plazo 
que nace, en primer lugar, de la reglamentación de esta ley por 
parte del Poder Ejecutivo y, en segundo término, a partir de la 
reglamentación que se estipula en 90 días más, que pueden ser 
prorrogables a un año. 


A eso agrego el plazo de tramitación de esta ley de urgencia 
que, si no me equivoco, todavía tiene 60 días. Es decir que 
tenemos 60 días más 90 del primer plazo -que hacen un total de 
150 días- más un año y lo que el Poder Ejecutivo demore en 
reglamentarla. De esta manera, llegamos a casi dos años. En- 
tonces, me pregunto si sería razonable agregarle otro plazo a 
este que surge del propio texto de la ley y trasladar, práctica- 
mente, el contenido central del proyecto al segundo tramo del 
próximo período de Gobierno. 


SEÑOR ASTORI. - A continuación voy a hacer una breví- 
sima aclaración sobre un aspecto que no hace al fondo del 
planteamiento del señor Senador Bouza. 


Para las nuevas empresas que se instalen, regirá el artículo 
3%, que es el precedente, en donde también se establecen plazos 
coherentes con los del artículo 4%. Simplemente digo esto, por- 
que al comienzo de su exposición, el señor Senador Bouza dijo 
que habría que corregir eso. Reitero que ya está contemplado 
en cl artículo 3%, 
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El plazo de sanción de la ley, sinceramente, no lo contaría; 
entraremos a operar sobre este problema una vez que haya ley. 
No creo que el Banco piense transformarse ahora con la con- 
vicción de que exista la ley, sino que lo hará cuando esté 
sancionada. 


Por otra parte, sobre los plazos que plantean los artículos 3* 
y 4%, pero sobre todo este último, creo que tienen que ver 
mucho más -según lo dice su propio texto- con el ajuste del 
Banco de Seguros del Estado a la nueva situación creada por la 
ley que con su transformación interna como institución. En mi 
opinión, esto tendría que producirse aunque no hubiera una ley 
de desmonopolización, porque como ya lo hemos dicho acá -no 
pretende reingresar ahora en este lema- a nuestro juicio, no 
funciona bien, lo que se traduce en los resultados que hemos 
analizado y vemos en la práctica. 


Entonces, el plazo de transición -que, como decíamos ante- 
riormente, este proyecto que se distribuyó a partir de la iniciati- 
va del señor Senador Cassina, fija en tres años- está establecido 
para que el Banco se transforme por dentro, como institución, y 
cuente con una nueva organización, estructura y criterios de 
gestión, recogiendo, entre otras cosas, disposiciones que tam- 
bién están acá y que como decía el señor Senador Bouza -lo 
cual comparto- es un poco apresurado incorporar ahora, salvo 
algunos aspectos muy específicos y evidentes a la vista de la 
Comisión. En ese sentido, me da la impresión de que el Banco 
debería disponer de un período largo -que se podría discutir- 
para transformarse por dentro en una institución más eficiente 
de lo que es ahora y no para ajustarse meramente a la ley, 
como to indica el artículo 4%, 


SEÑOR CASSINA. - Considero que el señor Senador Bou- 
za realiza una suma de plazos que no es lo que corresponde 
hacer, de acuerdo con los textos. Si nada decimos respecto a un 
plazo especial de vigencia de esta ley, ésta entra en vigencia de 
hecho -de derecho entra en vigencia a los 10 días de su promul- 
gación- dictada la reglamentación del Poder Ejecutivo. El otro 
plazo de 90 días es para que el Banco de Seguros y las compa- 
ñías privadas existentes se ajusten a la reglamentación. Por lo 
tanto, el Banco de Seguros -léase bien el artículo 4% nunca 
ticne el plazo de un año, sino de 90 días, para ajustarse a la 
reglamentación. 


Por otra parte, el plazo de un año es para aquellas empresas 
privadas que funcionan hoy en día y que presenten un plan que 
a juicio del Poder Ejecuiivo sea adecuado. Entonces, para el 
Banco de Seguros del Estado, la desmonopolización, de hecho, 
opera a los tres meses de la vigencia de la ley, que es el plazo 
máximo que tiene el Poder Ejecutivo para dictar la reglamenta- 
ción. Si lo hace en 30 días, ésta opera en ese término. Existen 
dos aspectos diferentes a considerar. Una cosa es que el Banco 
de Seguros del Estado se ajuste a la reglamentación que dicta 
el Poder Ejecutivo en esta materia y, otra, que a su vez se 
reestructure internamente a fin de estar en condiciones de com- 
petir en un régimen de libertad. El plazo que nosotros estamos 
pidiendo en la disposición transitoria hace a lo segundo y no a 
lo primero, para lo que tiene un plazo inexorable dec 90 días a 
partir de la fecha de dictada la reglamentación, 
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SEÑOR ASTORL - Esta reflexión del señor Senador Cassi- 
na contribuye a precisar y reforzar el tema de los plazos que 
estamos discutiendo. Repito que no contaría el plazo de san- 
ción de la ley, porque ésta lo será para todos, inclusive para el 
Banco Central, una vez sancionada. Creo que son conceptual- 
mente -y no cronológicamente- diferentes el periodo para adap- 
tarse a la ley y el necesario para transformarse como institu- 
ción. Para que ocurra esto último -lo que supongo que quere- 
mos todos- el Banco necesita un período más largo y es por eso 
que propongo, como iniciación de esta discusión, el plazo que 
está fijado en el proyecto de ley que ha sido distribuido en el 
día de hoy. Con esto recojo algo que ya estaba en el proyecto 
sancionado por la Cámara de Representantes en esta Legislatu- 
ra, por el que aprobaba un período de transición que, si no 
recuerdo mal, era de dos años. 


SEÑOR ALONSO. - Señor Presidente: creo que el tema ha 
sido lo suficientemente difundido previo al debate de este y del 
anterior proyecto de ley que, oportunamente, tuvo media san- 
ción. Entiendo perfectamente el hecho de que existe cierta 
parte del espectro político que se ve inclinado a plantear o 
habilitar un plazo para que el Banco de Seguros se transforme 
Oo se reestructure, a los efectos de estar preparado para la com- 
petencia o la concurrencia con otras empresas, 


Pienso que la reestructura sin competencia es de muy difícil 
emprendimiento y la reorganización del Banco o de cualquier 
empresa, si no tiene concurrencia, también lo es. A lo largo de 
la vida de todas las empresas del Estado -y este ha sido el 
motivo de cada uno de los Directorios- se ha buscado su efi- 
ciencia, es decir, la forma de brindar los mejores servicios o de 
vender los productos de mejor calidad a menor precio, contri- 
buyendo de esa manera al desarrollo del país. 


En nuestra opinión, hay costos que deben ser asumidos 
tarde o temprano, y en la transformación de las empresas o del 
Banco de Seguros también habrá que asumirlos. La asunción 
del costo tendrá que corresponder a una parte de la sociedad o 
a su totalidad. En el caso de que asignáramos un plazo al 
Banco de Seguros para que se transformara, el costo de esa 
transición lo van a pagar los usuarios de esa institución. La otra 
hipótesis de trabajo consistiría en no otorgar un plazo para su 
reestructura. En este caso, los costos los va a asumir la socie- 
dad en su conjunto, porque el Banco de Seguros no va a dejar 
de operar ni los funcionarios dejarán de tener sus cargos, Si 
dicha institución tiene problemas económicos o financieros, 
será la sociedad en su conjunto quien los asuma, como decía, a 
través de Jos subsidios de Rentas Generales se deberán destinar 
para que el Banco pueda seguir operando. 


De modo que en cualquiera de las dos hipótesis existe una 
asunción de costos. En la primera de ellas, en la que se estable- 
cería un plazo determinado de gracia para que el Banco pueda 
amoldarse, el costo lo asume determinado sector de la pobla- 
ción, es decir, sus usuarios. En la segunda opción, si se 
aplica de inmediato ta desregulación, los costos van a ser 
menores -puesto que no habrá ningún juego de medidas de 
artificio que oculten las ineficiencias- y resultará más justo que 
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los asuma la sociedad en su conjunto. En ese sentido, creemos 
que no se debe establecer un plazo específico de gracia al 
Banco de Seguros. 


SEÑOR RICALDONI. - Debo señalar que este es un tema 
que, personalmente, me resulta mucho más difícil de resolver 
que todos los otros que se han analizado en el proyecto. 


Existe un aspecto del tema que debería ser considerado más 
exhaustivamente. Me pregunto para qué es este plazo, Pienso 
que se trata de una cuestión central. Al respecto, el señor Sena- 
dor Astori “sottovoce” me indica que es para que el Banco se 
transforme. 


SEÑOR ASTORI. - Agrego que es para que también se 
estudie en el país cuáles son los alcances de que esa disposición 
que figura en la propuesta del señor Senador Blanco -que como 
objetivo final comparto, como ya lo he adelantado en esta 
Comisión- funcione en un régimen de Derecho Privado. Se 
trata de un aspecto que hay que estudiar muy bien, por las 
propias objeciones que señalaba el señor Senador Ricaldoni. 
No se puede hacer de un día para el otro, porque es un tema 
muy delicado y pienso que para eso también se necesita un 
plazo. 


SEÑOR RICALDONI. - Cabe señalar que también estamos 
dando un plazo de adaptación a las empresas privadas que en la 
actualidad forman parte del oligopolio, A mi juicio, se trata de 
algo distinto. 


La adaptación del Banco de Seguros -en lo que tiene que 
ver con lo que puede ser por sí solo, sin que se modifique su 
Carta Orgánica- significa un ajuste en la eficiencia de la ges- 
tión empresarial, pero no en lo relativo a asumir actividades 
que hoy no cumple. Precisamente, el Banco en la actualidad, 
ofrece todos los seguros posibles, unos en un régimen de mo- 
nopolio, otros en uno de libre concurrencia con las empresas 
oligopólicas y, finalmente, los que efectúa con empresas del 
exterior, tal como lo veíamos en la mañana de hoy con una 
serie de ejemplos de contratos de seguros. Por lo tanto, para cl 
Banco, el plazo no debe entenderse referido a abordar carteras 
de seguros que no esté realizando en la actualidad; en cambio, 
para otras empresas, la situación es distinta, ya que lienen hoy 
la posibilidad de contratar seguros de vida, de incendio y de 
hurto. Eventualmente, ellas podrían encarar, si tienen la autori- 
zación del caso, otros tipos'de seguro, a los efectos de olrecer- 
los a su clientela potencial. Desde ese punto de vista, podría- 
mos pensar que existe una diferencia que, evidentemente, la 
hay. 


El tema no es el de la actividad nueva, sino el de la cficien- 
cia de una que ya está realizando y que, en lugar de hacerlo en 
un régimen de monopolio, lo hará en uno de libre competencia 
con otras empresas aseguradoras. 


Por lo tanto, no creo que sea justificable pretender un plazo 
demasiado extenso para que el Banco mire hacia su interior y 
se pregunte qué es lo que podría mejorar. Pienso que en el 
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trasfondo de todo esto se está pensando en proteger el mayor 
tiempo posible al Banco de Seguros en el sector más sensible, 
es decir, el de seguros de automotores. Precisamente, si hay un 
seguro que constituye el arquetipo de todo aquello a través de 
lo cual la gente hace hincapié para reclamar modificaciones del 
sistema de seguros del país, es el referido a los automotores, 
Me pregunto si vamos a postergar tres años -como proponen 
los técnicos del Banco- la entrada en vigencia de este mecanis- 
mo para que se hagan los ajustes empresariales internos, Pienso 
que éstos se deben hacer todos los días, ya se trate de institu- 
ciones públicas o privadas. A mi juicio, ello no quita que se dé 
un plazo razonable -como el que se concede a las empresas 
privadas que, en la actualidad, están operando en el país- a los 
efectos de hacer una adecuación a las normas que se dicten. 


Se me acota que se trata de una reconversión, pero pienso 
que es muy distinta a la de las otras empresas. Digo esto, 
porque se trata de una reconversión destinada, no a abordar 
nuevas actividades, sino a acostumbrarse a competir con otros, 
que no es lo mismo. 


Por lo tanto, pienso que si el Banco nos pide un plazo, 
debemos concedérselo, porque ello contribuye a evitar discu- 
siones y problemas inútiles. Sin embargo, no entiendo por qué 
hay que otorgar un plazo mayor de, por ejemplo, seis meses a 
partir de la entrada en vigencia de la reglamentación. Si hace- 
mos una suma como la que realizaba el señor Senador Bouza, 
no se trataría de seis meses, sino de un plazo mayor. 


SEÑOR CASSINA, - Deseo señalar que cuando reclama- 
mos un plazo -que no puede ser corto- para la aplicación del 
régimen de libertad de mercado, particularmente, en el tema de 
seguros de automotores -que, como dijo el señor Senador Ri- 
caldoni, es el gran tema- debemos tener presente que una de las 
medidas de reconversión que el Banco necesita es el dictado de 
una Carta Orgánica, que no depende sólo del Banco. 


A mi entender, se podría incluir una norma mediante la 
cual se obligue al Banco de Seguros a elaborar, y al Poder 
Ejecutivo a enviar al Parlamento, un proyecto de ley referido a 
una nueva Carta Orgánica del Banco en un plazo no mayor de 
180 días. No debemos olvidar que aun cuando podamos incluir 
dos o tres disposiciones de las que hemos estado analizando tan 
rápidamente, en ellas no se agotan las necesarias modificacio- 
nes de su estructura orgánica para que pueda encontrarse en 
una situación de igualdad de competencia. 


Según recuerdo, el proyecto aprobado por la Cámara de 
Representantes -sobre el cual el señor Senador Astori hizo una 
cita que contenía un error- no establecía un plazo de dos afíos 
para que comenzara a operar la desmonopolización, sino que se 


-otorgaban seis meses contados a partir de la promulgación de la 


ley. Sólo se fijaban dos años para la derogación del monopolio 
cn materia de seguros de automolores. 


Admito las muy fuertes razones que dio el señor Senador 
Bouza -y por ello no insistí en tocar los aspectos de regulación 
del contrato de seguros en este proyecto de ley- pero estimo 
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que vamos a tener que legislar antes de que comience a regir la 
desmonopolización. Porque, ¿qué va a suceder en un mercado 
libre de seguros referidos a siniestros ocasionados por vehícu- 
los automotores? Tal como hemos demostrado -además, ello 
resulta de la experiencia existente a nivel mundial- las compa- 
filas privadas tenderán a asegurar solamente los vehículos nue- 
vos, es decir, los de menos de cinco años, y el resto deberá ser 
atendido por el Banco de Seguros porque, entre otras cosas, 
aunque no tenga la obligación legal de hacerlo, es el Banco de 
Seguros del Estado. Entonces, ese plazo también sería necesa- 
rio para regular por ley el contrato de seguros en ese sentido, 
Estoy de acuerdo con que ahora no habría tiempo para entrar 
en esa materia, pero estimo que es imprescindible regular la 
desmonopolización, por lo menos en lo que hace al contrato de 
seguros sobre automóviles, antes de que ella entre a regir, 


Por lo tanto, a mi juicio habría que dictar dos leyes: una 
relativa a la nueva Carta Orgánica del Banco de Seguros y otra 
que determine que el régimen legal de seguro de automóviles 
será obligatorio, tal como establece este proyecto de ley. Así, 
ninguna empresa se:podría negar a asegurar un automóvil por 
el simple hecho de ser viejo. Entonces, habrá un seguro obliga- 
torio, asumiendo cierta base social que existe en este riesgo. 
Pienso que estas dos leyes deben dictarse, repito, antes de que 
empiece a regir la desmonopolización. 


Naturalmente, mis colegas me podrán atribuir una determi- 
nada posición a partir de la actitud que tuvo mi Partido con 
relación al tema fundamental de la ley, que es la posibilidad de 
desmonopolización. Pero. lo que a mí me preocupa es cómo 
quedará después el mercado. ¿Por qué? Porque este no es un 
mercado que se inicia desde cero en la libertad sino que, desde 
que existen automóviles en el país, hemos tenido un monopolio 
de seguros. Entonces, el tránsito de este asunto no es tan senci- 
llo; la desmonopolización no puede decretarse en una ley, por- 
que seguramente van a surgir dificultades de aplicación que 
requerirán otras normas legales. 


En consecuencia, el plazo que se solicita no es simplemente 
para que el Banco de Seguros se reestructure -cosa que debe 
hacer- sino que, además, dentro de él se deben dictar dos leyes, 
lo que depende del Parlamento y del Poder Ejecutivo y no del 
Banco de Seguros. Me refiero, como ya expresé, a su nueva 
Carta Orgánica y a decidir si habrá un seguro obligatorio en 
materia de accidentes causados por el transporte terrestre y, en 
ese caso, al alcance de dicha obligatoriedad. 


SEÑOR ASTORI. - Quisiera acotar que todos los proble- 
mas que recién planicaba el señor Senador Cassina no se re- 
suelven por medio de los artículos 3* y 4% de este proyecto de 
ley. Inclusive, los argumentos que ha expuesto el señor Sena- 
dor Bouza -que no tiene la misma postura que quien habla en 
materia de contratos de seguros- reafirman esto. 


SEÑOR RICALDONI. - Entiendo que en este tema debe- 
mos tratar de “desdramatizar” la situación. A modo de ejem- 
plo, voy a citar los casos de UTE y ANTEL. Son organismos 
que están haciendo un esfuerzo muy importante de moderniza- 
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ción y adecuación a la nueva tecnología y a las nuevas exigen- 
cias del mercado local e internacional. Por supuesto que esto 
no es mérito de sus Directorios actuales ni de los de la Admi- 
nistración anterior sino, fundamentalmente, de sus técnicos, y 
así lo demuestran algunos informes de organismos internacio- 
nales -he clasificado varios de ellos en ocasión de discutirse la 
Ley de Reforma del Estado- que ponen de manifiesto que este 
tema pasa más por la voluntad de hacer las cosas que por los 
plazos. Es a esto a lo que me refería cuando hablé de desdra- 
matización del tema. 


En lo que tiene que ver con el tema de los vehículos auto- 
motores, tengo una pequeña discrepancia con el señor Senador 
Cassina. Según él, en el país ha habido un monopolio de este 
tipo de seguros que ya lleva 82 años, dado que la ley primige- 
nia data de diciembre de 1911. Pero cabe destacar que no todos 
los vehículos del país están asegurados; esa es la realidad. 
Según me he informado, los que sí lo están constituyen el 60% 
del total. 


SEÑOR GRENNO., - En realidad, el porcentaje se ubica en 
el orden del 50%, pero debemos tener en cuenta que no sólo 
los automóviles se aseguran dentro del rubro transporte, puesto 
que también tenemos que incluir a las motos y motonetas, 
donde los seguros prácticamente no superan el 20%. Quicre 
decir que si tomáramos en cuenta todo vehículo que rueda -esta 
definición la utilizó la Cámara de Representantes, olvidándose 
de las bicicletas- observaríamos que la cantidad asegurada se- 
ría mucho menor. 


El otro tema que deseaba aclarar es que no existe ningún 
estudio realizado por el Banco que pruebe que los seguros que 
producen déficit son los coches viejos, sino que, por el contra- 
rio, la faja de gran riesgo está constituida por los autos nuevos, 


SEÑOR RICALDON!T. - Creo que es muy útil lo que acaba 
de decir el señor Senador Grenno. Pero además, quiero agregar 
que, implícitamente, le estamos dando una transición al Banco 
de Seguros del Estado, no sólo con la reserva de monopolio 
que figuraba en el Mensaje del Poder Ejecutivo, sino con la 
adicional que se aprobó con mi voto a raíz de la saludable 
inquietud del señor Senador Cassina. 


Allí hay una especie de transición implícita por el hecho de 
que todas las empresas públicas deben contratar a través del 
Banco de Seguros, lo que, a mi juicio, no estaba en los cálculos 
de su Directorio cuando concurrió a esta Comisión. Digo esto 
porque la Institución no planteó el tema, sino que quien lo hizo 
fue el señor Senador Cassina y celebro que lo haya hecho, Esto 
no sólo abarca toda la flota automotora del Estado, de los 
Municipios, de los Entes Autónomos y de los Servicios Des- 
centralizados, sino también los demás bienes, Cuando decimos 
esto pensamos en la refinería de ANCAP, en las usinas de 
UTE, etcétera. Entonces, todo esto ya le está dando un régimen 
de transición en lo que tiene que ver con los recursos con que 
cuenta el Banco. Si sumamos los tres meses que seguramente 
va a tomar el Poder Ejecutivo para reglamentar la ley y el 
plazo de scis meses que se otorga a través del proyecto, a partir 
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de hoy transcurriría un año para que el Banco solucione el 
problema que realmente está en la superficie, aunque no lo 


veamos claramente, que tiene que ver con no desprenderse del 


monopolio del seguro de automotores, que permanece luego de 
la sanción del artículo 1* de la iniciativa que tenemos a estudio. 
Por estas razones, entiendo que hay que quitarle dramatismo al 
tema. 


SEÑOR BOUZA. - En mi opinión, también debemos pen- 
sar cuánto tiempo va a pasar desde la entrada en vigencia de la 
ley y aún luego de transcurridos los plazos que mencionaba el 
señor Senador Ricaldoni, para que haya empresas privadas que 
trabajen en las carteras de automóviles, Es fácil darse cuenta 
que no lo podrán hacer con rapidez. 


SEÑOR RICALDONI. - No creo que para lo que preocupa 
a las autoridades del Banco de Seguros del Estado y probable- 
mente también a su personal, sea imprescindible una reforma 
de la Carta Orgánica de dicha Institución. Esta reforma -que 
tiene que ver con algo que comparto personalmente, que es una 
antigua obsesión del señor Senador Blanco- que consiste en dar 
a su actividad un marco lo más cercano posible al Derecho 
Privado -nunca va a ser totalmente así- no solamente es válido 
para el Banco de Seguros, sino que también lo es para cual- 
quier empresa pública del Estado. En ese sentido, deseo agre- 
gar que lo bueno sería legislar con carácter general para dichas 
empresas en lo que realmente preocupa y no reglamentar hoy 
un aspecto para el Banco de Seguros y mañana, quizás, para el 
resto de la Banca oficial o para los demás entes del dominio 
comercial e industrial del Estado. 


Al respecto, creo que los problemas no son graves y su 
dilucidación va a depender fundamentalmente de que exista 
voluntad, no del personal del Banco, pero sí de su Dirección en 
el sentido de estimular las soluciones correspondientes. De pron- 
to, éstas ya se encuentran en las carpetas del Banco; más de 
una vez he escuchado que el remedio para esta situación está 
allí y por una razón u otra no se ha puesto en práctica. 


Además hay otros aspectos que estoy convencido de que 
sólo e van a corregir a partir de la existencia de la libre compe- 
tencia y no por formulaciones escritas que representen un reto- 
que de la Carta Orgánica o de alguna disposición interna del 
Banco. Todo ello va a tener el acicate de que la pérdida de una 
parte del mercado depende de que no se compita en condicio- 
nes razonables frente a los demás. 

F 


SEÑOR BOUZA. - ¡Apoyado! 


SEÑOR PRESIDENTE. - En virtud de que quien habla 
debe retirarse, al igual que otros señores senadores, propondría 
que la Comisión volviera a reunirse en el día de mañana a la 
hora 15. 


SEÑOR RICALDONT. - Adclanto que mi propuesta para 
mañana va a consistir en una disposición final y transitoria que 
establezca que el artículo 1* regirá a los seis meses de vigencia 
de la reglamentación a que se reficre el artículo 3* del proyecto 
de ley. 
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SEÑOR ASTORI. - En mi opinión, no debemos mezclar 
conceptos, porque se trata de dos aspectos distintos. 


Quería señalar que los plazos que figuran en los artículos 3* 
y 4% -como ya fue explicado ante una pregunta del señor Sena- 
dor Bouza- son conceptualmente diferentes. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Lo que sucede es que el señor 
Senador Ricaldoni toma ese plazo, que es diferente, como pun- 
to de arranque del cómputo del término que propone, 


SEÑOR GRENNO. - No tengo ninguna duda de que, de 
llevarse a cabo todo este proceso de desmonopolización, va a 
producirse una situación traumática, no sólo para el Banco de 
Seguros del Estado, sino fundamentalmente para las empresas 
que están trabajando en el tema. Digo esto porque las compa- 
ftías privadas han actuado en este oligopolio existente y no sé 
cómo harán para cubrir una competencia franca, dado que fun- 
cionan dentro de un marco minúsculo. Pero como el problema 
fundamental, para nosotros es el del Banco de Seguros, com- 
parto que precisa del auxilio de una legislación que lo cobije, 
más que los tiempos necesarios para cambiar modalidades de 
conducta o de adecuación. La única adecuación posible del 
Banco es una de índole normativa, porque el resto puede tener 
algunos correctivos. No es ajustado decir que el Banco no se 
esté preparando para la desmonopolización; en realidad, ha 
sido consciente, en el último tiempo, de que se encontraba ante 
una situación difícil. Justamente, hubo encuentros con los nive- 
les gerenciales, donde todos ellos sostenían que la desmonopo- 
lización iba a llegar antes o después. Sin embargo, también es 
cierto que existe un corsé costumbrista y normativo que hace 
que el Banco se encuentre en una situación difícil ahora y en el 
futuro, ante la circunstancia de una desmonopolización, Cierto 
es también que la Comisión, previendo eso, ha amparado ru- 
bros principales para el Banco, ha ratificado la posición del 
Poder Ejecutivo en cuanto a accidentes de trabajo se refiere y 
ha agregado todos los seguros que tienen que ver con el Estado 
y fianzas. Es en definitiva, una defensa del ingreso de premios 
del Banco, porque si nos ajustamos a los números, lo que 
queda descubierto -y creo que ya lo mencionamos en alguna 
intervención- es fundamentalmente el tema de los automóviles. 
A este respecto, si somos coherentes con lo que venimos di- 
ciendo y escuchando desde hace algún tiempo, debemos reco- 
nocer que no toda la cartera de automóviles, sino una zona muy 
parcial de ella. Estemos en la posición que sea, todos somos 
conscientes de que la empresa privada sostiene como norma 
que los automóviles son ascgurables -y ello sucede incluso en 
los países desarrollados- fundamentalmente, cuando tienen una 
antigiledad de 3 a 5 años. Un señor senador sostenía que las 
modalidades en este país a veces son diferentes. Pues bien, lo 
que tiene que ver con el seguro del automóvil antiguo no es 


Una gran carga sino un supuesto de una gran carga que el país 


tiene. En materia de automóviles el país tiene dos problemas 
estructurales importantes. La concentración urbana es actual- 
mente de coches nuevos, mientras que en el interior son más 
antiguos, Dc acuerdo con un sondeo que se publicó en “El 
País”, el coche usado es prácticamente un coche rural; es el 
coche no asegurado realmente, Sin embargo, como en el Banco 
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la gente asegura en conjunto, éste no tiene más remedio que 
asegurar a ese coche; además no podría desprenderse de él, 
porque hacerlo implicaría desarmar todo un esquema de des- 
centralización que el mismo organismo ha venido creando, es 


decir que tendría que modificar su propia estructura, El Banco 


no es una Casa, sino una red importante que se encuentra en 
todo el país y que le resulta muy costoso sostener, Esa red 
costosa se mantiene tomando los seguros del agro, que en el 
Uruguay son muy pocos y la son también en todas partes del 
mundo, porque no hay un gran amparo a los seguros rurales, 
Por otra parte, con respecto al seguro de caución y de robo, 
todos somos conscientes de que en el interior hay menos robos 
y el bien está menos expuesto al siniestro que en la capital. 


* Quiere decir que el Banco no va a poder, por un problema 
de estructura, abandonar el mercado del coche usado antiguo 
porque su propia identidad lo liga con él. Tampoco el automo- 
vilista va a dejar al Banco porque es en esa estructura nacional 
donde él tiene la capacidad de encontrar a su corredor amigo, a 
quien fiscaliza el siniestro y realiza su contralor. Quiere decir 
que de esa Cartera del Banco, que implica casi un 60% de todo 
lo que recauda, existe un porcentaje, que es más de la mitad, 
que va a permanecer en él, sea cual sca el sistema normativo 
que exista en el país. Eso es distinto de que al Banco le sirva o 
no; irremediablemente va a quedar. No se puede pensar que 
ninguna empresa privada, por más que tenga derecho a insta- 
larse en cualquier parte del país, pueda crear una red de venta 
similar a la que el Banco tiene. No es posible porque es antie- 
conómico. Lo que sucede es que su función era otra: cubrir los 
riesgos que había en este país y asegurar todo lo asegurable 
aunque no fuera un buen negocio. 


Por eso el Banco, en muchas de sus Carteras, no es un buen 
negocio. Después las cosas se fueron modificando y surge que 
lo que no es un buen negocio termina siendo un defecto de la 
organización, pero en definitiva ya estaba preparado para no 
ser un buen negocio. Quiere decir que la Cartera de Automóvi- 
les, en definitiva, va a seguir siendo así o el Banco va a tener 
que cambiar totalmente su estructura y la magnitud de su per- 
sonal. 


SEÑOR RICALDONI. - Me parece ver una contradicción 
en lo que dice el señor Senador Grenno porque, por un lado, 
señala que el Banco no tiene más remedio que asegurar a los 
autos antiguos pero, por otro, afirma que contra lo que se pien- 
sa -y yo soy de los que pensaba eso, pero ahora veo que estoy 
equivocado- los que menos problemas plantean y menos ries- 
gos crean son los autos antiguos. Entonces, ¿qué perjuicio tiene 
el Banco al asegurar los autos antiguos? 


SEÑOR GRENNO, - Yo no dije que fuera un perjuicio, 
señor Senador. Lo que expresé es que el seguro de los autos 
antiguos va a seguir siendo del Banco porque éste tiene una red 
tendida para que eso sea posible. Lo que dije que es pesado en 
el Banco es la gestión, la tremenda red nacional creada destina- 
da al auto nuevo, al viejo y a cuanta cosa asegura el Banco; no 
dije que lo pesado fuera el automóvil. 
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No sé si los números que voy a dar se ajustan a la realidad 
de hoy, pero en conversaciones mantenidas informalmente con 
Directores del Banco días pasados, a raíz de datos que recibie- 
ron a último momento, me dijeron que el gasto de gestión del 
Banco oscilaba en el 40%, lo que es horroroso, es imposible 
que una organización se sostenga destinando el 40% de todo lo 
que entra a su gestión. Eso puede ser corregible, pueden ser 
problemas de administración o de estructura; sinceramente, creo 
que se dan ambas situaciones, pero los problemas de estructura 
son fundamentales. Eso tampoco lo vamos a corregir en un 
año, en dos ni en tres; si así pensáramos nos estaríamos enga- 
tando a nosotros mismos. La estructura de una empresa públi- 
ca no es corregible por plazos, sino por un cambio absoluto de 
mentalidad y por la forma de enfrentar los hechos. 


En consecuencia, me parece que debemos ser francos, Al 
Banco hay que darle las alternativas de competencia que son 
fundamentalmente normativas y de amparo. Se le ha dado pro- 
tección, incluso contra la propia argumentación del Poder Eje- 
cutivo dada en el fundamento del proyecto. No estoy completa- 
mente seguro acerca de si el tema pasa por una integración 
regional, si esos amparos deberían hacerse dentro de un marco 
de equidad regional, pero para amparar al Banco de Seguros, 


- ciertamente sí, 


Que tiene que haber una Carta Orgánica, no hay duda, pero 
no sólo pensemos en el Banco de Seguros sino también en el 
Parlamento. Que el Banco necesita una Carta Orgánica lo diji- 
mos en la Administración anterior de la Institución, cuando fui 
Director durante un período, Se lo pedimos también al Poder 
Legislativo, pero nunca hubo intención de hacer modificacio- 
nes. El Banco elevó una serie de proyectos sobre modificación 
de la Carta Orgánica; pero hubo apatía por su parte, pero tam- 
bién la hubo del Poder Ejecutivo de los distintos Gobiernos y 
de los diferentes Parlamentos. Nunca se trató de actualizar al 
Banco, muchos podían tomar la iniciativa. Lo que no se produ- 
jo en tantos años, ¿se va a producir de golpe y en pocos meses 
o días? Es muy difícil creer que eso sea posible. 


Por lo tanto, creo que en el debilitamiento de la Cartera de 
Premios del Banco, el daño que se va a sufrir no será demasia- 
do tarde sí se votan esas carteras de amparo, La empresa priva- 
da que venga al país, si tiene que ver con el Mercado Común, 
se va a radicar en el Uruguay para proyectarse en él y no en la 
plaza uruguaya, ya que ésta no es tan tentadora como para que 
las grandes transnacionales vengan a tomar nuestros seguros 
que todavía están fraccionados, con una gran parte para el 
Banco. ¿Cuáles son los seguros más fáciles de hacer en este 
país? Los estatales, en los que no hay que buscar muchos 
clientes. Es uno solo y con un solo arreglo se termina con un 
bloque importante de pólizas. Esos los quitamos de la órbita 
privada. y los mantenemos en la pública. La fianza para la obra 
pública se la quitamos a la empresa privada y la ponemos en la 
pública. Los accidentes de trabajo tienen una doble utilidad, la 
del seguro y la de la asistencia. Las grandes empresas que 
generan buenos rendimientos, de accidentes del trabajo y en- 
fermedades profesionales, ganan más por la atención de salud 
que por la del seguro. Y este sector también se lo quitamos a la 
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empresa pública. En definitiva, se trata de una desmonopoliza- 
ción muy tibia, y digo esto no porque apoye una mayor, sino 
todo lo contrario. Creo que con esto el Banco de Seguros está 
amparado en un grado sumo. 


Sinceramente, digo que por más errores que las Administra- 
ciones hayan cometido, existen problemas estructurales en su 
configuración que no son corregibles en poco tiempo. Por ejem- 
plo, no es solucionable -y aquí mismo lo hemos establecido 
con delegados de AEBU y de las empresas privadas- la pirámi- 
de funcional del Banco y, en ese sentido, creo que hay que 
amparar a su personal. Esta última no es comparable con la de 
las empresas privadas, donde, quizás, un gerente gana mucho 
más que uno del Banco de Seguros del Estado, de lo que no 
estoy muy seguro, pero sí me consta que el resto se acomoda a 
otro tipo de organización, así como a otro tipo de incentivos o 
de selección. Todos estos son problemas de la empresa pública 
y no se los vamos a adjudicar al Banco de Seguros del Estado, 
pero creo que no vamos a poder corregir en dos o tres años. 
Mientras ese vicio exista, no podemos ser tan simplistas de 
creer que con tiempo vamos a solucionar lo que no se pudo 
arreglar en la estructura total de la empresa comercial estatal. 
La empresa privada tiene gerentes comprometidos con su mar- 
cha; en cambio, el Banco de Seguros del Estado tiene una base 
política, al igual que todas las empresas públicas. En ese senti- 
do, cambian de un período a otro y no tienen el mismo com- 
promiso ni igual responsabilidad. Por esto, comparto lo que 
muchas veces han expresado los señores Senadores Astori y 
Cassina, en cuanto a que el mandato de las empresas públicas 
se encuentra deslucido cuando el compromiso del mandante es 
a término, cuyas responsabilidades, además, están controladas 
por el Tribunal de Cuentas que se fija, por ejemplo, si dos más 
dos son cuatro, pero no si la operación está bien hecha. 


Además, ¿cómo vamos a decir que el Banco de Seguros del 
Estado puede compararse con una empresa privada si éste no 
ha sido controlado por el Tribunal de Cuentas en los últimos 
veinte años? Esto no se hizo porque antes de poner al Banco en 
situación de competencia habría que intervenir sus cuentas para 
saber en qué situación se encuentra, ya que, como sus propios 
Directores lo han expresado en esta Sala, tienen los balances 
atrasados desde hace dos o tres años. Además, tampoco se sabe 
cuáles son sus compromisos externos en relación directa con su 
patrimonio. Entonces, me pregunto si todo esto lo podremos 
arreglar en dos o tres años. 

F 

Me da la impresión de que el tema es muy complejo, más 
allá del problema del monopolio, porque se ligan las conduc- 
ciones de quienes a veces tendrán buena voluntad, estarán bien 
preparados o no pero carecen de auxilios del Estado. 


Hay que destacar que las normas para el Banco de Seguros 
del Estado provienen de la Oficina de Planeamiento y Presu- 
puesto en un modelo único para todos los organismos. Sin 
embargo, el Banco es diferente y nadic ha entendido que ncce- 
sita otras directivas. Por ello, nunca pudo contratar gente del 
exterior, porque estaba aprisionado en un corsé interno. Estoy 
seguro de que los conocimientos de los técnicos del Banco 
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fueron adquiridos de la teoría porque nunca han viajado; los 
que lo hicieron siempre fueron abogados y médicos y no los 
expertos en seguros, Creo que ningún técnico ha viajado, salvo 
un “broker” para prepararlo dentro de la tecnología, modalidad 
o estímulo que ellos mismos generaban, 


Por todo esto, creo que no vamos a solucionar esto en uno o 
dos años. En algún momento expresé que me rendía, pero creo 
que esa sí; no hay alternativa de corrección. Por otro lado, creo 
que se puede dar al Banco la capacidad de competir libremente 
y no tengo dudas de que eso va a ser traumático y quizás va a 
generar conflictos gremiales importantes, porque el Banco te- 
nía un mercado y una estructura protegidos. Estoy seguro de 
que a veces los cargos se ocupaban por favoritismo político, y 
hay que tener en cuenta que en una empresa privada se llega 
por competitividad y mayor eficiencia. En ese sentido, quien 
no tiene capacidad de conducción pierde su cargo, pero esto no 
sucede en el Banco ni sucederá nunca porque existen amparos 
constitucionales para su personal. 


Entonces, personalmente relativizo el tema de extender los 
plazos, porque no creo que con alargarlos se solucionen los 
problemas del Banco. Me afilio a todas aquellas propuestas que 
impongan medidas precisas para que existan legislaciones o 
normativas de amparo para que el Banco pueda competir. 


De acuerdo a mi experiencia en el exterior, que me ha dado 
algún contacto en materia de seguros, pude comprobar que las 
plazas no abandonan a sus empresas tradicionales cuando hay 
cambios, por encima de los precios que pagan. Por ejemplo, en 
España, las empresas que quebraron no fueron las que vendían 
más caro, sino las que eran menos confiables, y en Argentina 
sucedió exactamente lo mismo. Quiere decir que el Banco de 
Seguros del Estado ticne todas las posibilidades de desarrollar- 
se si le damos una normativa que lo ampare, pero no tiene 
ninguna si le otorgamos solamente más tiempo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tal como lo habíamos conveni- 
do, la Comisión pasa a cuarto intermedio hasta mañana a la 
hora 15 y 30 minutos. 


(Así se hace a la hora 20 y 32 minutos) 


VERSION TAQUIGRAFICA DE LA SESION DE LA 
COMISIÓN DEL DIA 23 DE JULIO DE 1993 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 16 y 2 minutos) 

-Se levanta el cuarto intermedio. 

Continúa en discusión la Carpeta N? 1177/93 referida a la 
supresión del monopolio de seguros. Se trata de un Mensaje y 


proyecto de ley del Poder Ejecutivo, con declaratoria de urgen- 
te consideración. 
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De acuerdo con lo que tratamos en la sesión del día de ayer 
y con lo que hemos conversado informalmente durante el cuar- 
to intermedio, habría que poner en consideración la posible 
incorporación de un artículo transitorio al proyecto de ley que 
ya hemos aprobado en Comisión. Dicha disposición establece- 
ría un plazo para dilatar el comienzo de la vigencia del artículo 
1%, es decir, del momento en el cual comenzaría a regir la 
libertad en materia de contratación de seguros y la derogación 
de los monopolios existentes hasta la fecha. Sobre este punto, 
se han manejado tres posiciones en la Comisión, Una de ellas 
sostiene que no debe haber ningún plazo y que la vigencia de 
esa norma coincidiría con la sanción de la ley. Otra establece 
que tiene que existir un plazo, que se fija en tres años, como 
sugiere el proyecto elaborado por los técnicos del Banco de 
Seguros del Estado. Este segundo punto fue planteado por el 
señor Senador Astori y apoyado por el señor Senador Cassina, 
Por último, hubo una propuesta del señor Senador Ricaldoni en 
el sentido de que ese plazo se establezca en 180 días, a contar 
de la fecha de vigencia de la reglamentación que dicte el Poder 
Ejecutivo, en cumplimiento del artículo 3* de la ley. Debo 
aclarar que las propuestas fueron plantcadas en el siguiente 
orden: en primer lugar, la de los señores Senadores Astori y 
Cassina, en segundo término, la del señor Senador Ricaldoni y, 
por último, la que sostenemos los restantes miembros de la 
Comisión, 


SEÑOR RICALDON!. - Solicito que se suspenda la toma 
de la versión taquigráfica a fin de introducir algunas correccio- 
nes de forma en el texto que se nos ha repartido. 


(Así se hace) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se deja constancia de que la Co- 
misión, a propuesta del señor Senador Ricaldoni, resolvió darle 
unidad a la forma de expresión de los plazos que figuran en los 
artículos 3% y 4%, estableciéndolos en ambos casos en noventa 
días. Asimismo, se acordó que en el inciso tercero del artículo 
1? se sustituya la palabra “Exceptúase” por “Exceptúanse”. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 
(Se reanuda la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar, entonces, la propuesta del señor Senador Astori 
acompañada por la del señor Senador Cassina, en el sentido de 
que se incluya un artículo transitorio en el proyecto de ley por 
el cual la vigencia del artículo 1* -es decir, el que se refiere a la 
libertad de contratación de seguros y a la derogación del mono- 
polio existente- se postergaría por tres años a partir de la fecha 
de promulgación de la ley. 


(Se vota:) 
-2 en 6. Negativa. 


En segundo lugar, se va a votar la. propuesta del señor 
Senador Ricaldoni en el sentido de que se incluya en cl proyec- 
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to de ley un artículo según el cual la vigencia del artículo 1* se 
postergaría en 180 días contados a partir de la fecha en que se 
dicte la reglamentación por parte del Poder Ejecutivo a tenor 
del artículo 3% de esta iniciativa. 


Dicha propuesta ha sido redactada de la siguiente manera: 
“El artículo 1* de la presente ley entrará en vigencia a los 180 
días de dictada la reglamentación a que se refiere el artículo 3* 
de la misma”.. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-3 en 7. Negativa. 


El segundo punto que debíamos tratar en el día de hoy es la 
propuesta de incorporar al proyecto de ley algún artículo o 
artículos que dieran una mayor agilidad al régimen jurídico de 
funcionamiento del Banco de Seguros del Estado. En ese senti- 
do, me he permitido elaborar una propuesta que a continuación 
se va a repartir entre los señores senadores. 


De alguna manera, a través de los artículos que se acaban 
de distribuir, me he permitido hacerle algunos ajustes a la 
propuesta original que se había presentado en el día de ayer, 
tratando de resolver las distintas objeciones o dudas planteadas. 


Respecto al artículo 1%, que refiere a que se regirá por el 
Derecho Privado, se establecería un plazo para la adaptación 
de esas normas que podría insumir un tiempo, a los efectos 
prácticos operativos. 


Luego, el otro artículo se refiere al caso de los funcionarios 
-que es un punto que planteaba el señor Senador Ricaldoni- en 
el entendido de que esta ley, por un cambio en lo que tiene que 
ver con ese régimen, no debería alterar la situación de los que 
se encuentran en la condición de tales. Entonces, ese régimen 
diferente de estabilidad laboral comenzaría a regir a partir del 
futuro, pero no con anterioridad a la sanción de este proyecto 
de ley. 


Por último, se reitera la idea de que las actividades del 
Banco de Seguros del Estado pueden ser cumplidas en el exte- 
rior de la República. 


Además, es necesario tener en cuenta la idea del señor 
Senador Cassina que refiere a todas esas normas y, específica- 
mente, al artículo 32 de ese proyecto elaborado, presumible- 
mente, por algunos técnicos del Banco de Seguros del Estado. 
Personalmente, declaro que estoy dispuesto a votar ese artículo 


- sin ninguna clase de dificultades. Asimismo, aclaro que no he 


incorporado este concepto en el presente repartido, porque la 
iniciativa fue planteada por el señor Senador Cassina y no 
correspondería incluirla en el texto. 


SEÑOR ASTORI. - Desco hacer una reflexión preliminar y 
breve sobre estos temas que sc han planteado. 
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A mi juicio, no ha estado mal que discutiéramos y verificá- 
ramos en la Comisión la voluntad de darle al Banco de Seguros 
del Estado un plazo relevante para su transformación. Si bien 
eso no ha sido posible hasta el momento, declaro que volvere- 
mos a insistir en ese sentido en la reunión plenaria del Senado a 
fin de que se estipule un plazo relevante para habilitar la trans- 
formación de esa institución. Señalo que ante la ausencia de 
voluntad de establecer plazo -aclaro que estoy haciendo refe- 
rencia al momento actual de trabajo de la Comisión- para quien 
habla es muy difícil discutir normas de esta naturaleza. Debo 
decir que comparto el objetivo final de ellas, no sólo en lo que 
tiene que ver con el Banco de Seguros del Estado, Recuerdo 
que cuando comenzamos el trabajo en esta Comisión, el señor 
Senador Cadenas Boix me preguntó si estaría dispuesto a acom- 
pañar, por ejemplo, una medida que le permitiera al Banco de 
Seguros la posibilidad de regirse por normas de Derecho Priva- 
do. Al respecto, respondí que compartiendo por completo ese 
objetivo final -y reitero, no sólo para esa institución, sino para 
todas las empresas públicas en términos generales, aspecto que 
los señores senadores reconocerán he defendido públicamente 
muchas veces- aunque estableciendo precisiones sobre lo que 
significa Derecho Privado, me resulta muy difícil aceptarlo en 
el marco de la discusión de un proyecto de ley que está desmo- 
nopolizando y, al mismo tiempo, lanzando a la arena a un 
Banco que no está preparado para ello, Además, debemos tener 
en cuenta que dicha Institución no va a disponer de plazos ni 
de condiciones para transformarse estructuralmente, organiza- 
cionalmente y desde el punto de vista de la gestión. 


Por esos motivos, pienso que es correcto que hayamos dis- 
cutido con anterioridad lo referente a los plazos, porque en las 
condiciones de inexistencia de un período significativo para 
que esto ocurra y, entre otras cosas, para que podamos estudiar 
en profundidad qué implica hablar de normas de Derecho Pri- 
vado, me resulta muy difícil votar una disposición de esta natu- 
raleza. 


Siento que estamos entrando en un terreno muy peligroso 
del que no conozco con precisión sus confines ni su grado de 
profundidad. Entonces, me cuesta mucho acompañar iniciati- 
vas de este tipo que, en otras circunstancias, no sólo discutiría, 
sino que como punto de partida esencial e, incluso, como obje- 
tivo final, comparto en su espíritu, al igual que lo hago con 
normas como las del proyecto que se nos ha hecho llegar a 
propuesta del señor Senador Cassina. En éste se establece, por 
ejemplo, que el régimen de gastos de gestión del Banco de 
Seguros responderá solamente a los controles del Tribunal de 
Cuentas -si no recuerdo mal- y de la Superintendencia que 
estamos creando con este mismo proyecto. En tal sentido me 
pregunto cómo no compartir en su espíritu una propuesta de 
ese tipo; sería incoherente si no lo hiciera. 


Me preocupa aprobar normas parciales de este tipo y no 
tener la instancia de una transformación global del Banco de 
Seguros del Estado. Á esta altura, el proyecto no confiere esa 
oportunidad, por lo que me siento inhibido de votar iniciativas 
de este tipo. 
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Reitero que intentaremos seguir trabajando en el Plenario 
sobre el tema del plazo, ya que esta Comisión está notoriamen- 
te desintegrada, con sectores políticos que no están representa- 
dos y con senadores que forman parte de la Comisión ausen- 
tes -algunos de ellos por motivos completamente justificados- 
por lo que no podemos dar por terminado el asunto. Insisto en 
que vamos a replantear este tema en Sala, con un Senado inte- 
grado en su totalidad. A su vez, anuncio que en esas condicio- 
nes estoy dispuesto a reconsiderar por lo menos algunas de 
estas disposiciones. Sin embargo, en esta Comisión, que no ha 
dado absolutamente ni un solo plazo al Banco de Seguros para 
transformarse, no puedo acompañar ninguna de ellas, 


SEÑOR CASSINA, - Señor Presidente: también aspiro a 
que en el Plenario del Senado sea posible adoptar una resolu- 
ción por la que se conceda un plazo, a través de una norma 
transitoria, para que la vigencia de la disposición del artículo 12 
no sca inmediata, Aun así, debo decir que me siento en condi- 
ciones de votar la propuesta del artículo 32 de este proyecto, 
elaborado en el Banco de Seguros del Estado -a un nivel técni- 
co que, francamente, no estoy en condiciones de precisar- por- 
que entiendo que introduce una disposición que más allá de lo 
que suceda con el tema de plazo de transición, me parece que 
es bueno que el Banco ya pueda disponer de ello. Asimismo, 
voy a votar la norma por la cual el Banco de Seguros podrá 
realizar las actividades de su giro en el exterior de la Repúbli- 
Ca. 


SEÑOR ASTORI. - Quisiera preguntar si hoy en día el 
Banco está en condiciones de realizar actividades en el exte- 
rior. 


SEÑOR RICALDON!. - Está permitido, señor Senador. 


SEÑOR ASTORI. - Entonces ¿es necesaria esta disposi- 
ción? 


SEÑOR CASSINA. - En verdad, señor Presidente, no estoy 
en condiciones de responder la pregunta del señor Senador 
Astori. 


SEÑOR RICALDONT. - Creía que estábamos discutiendo, 
por su orden, la propuesta del señor Presidente, pero como no 
es así, quiero significar que el artículo 12 de la Ley de diciem- 
bre de 1911 establece que el Banco tendrá su domicilio legal y 
su administración superior en Montevideo, sin perjuicio de es- 
tablecer agencias donde lo estime conveniente, no aclarando si 
se refiere al interior o al exterior del país. A mi juicio, es muy 
claro que lo puede hacer fucra del país. Sobre eso me voy a 
extender ahora porque ya la Inspección Gencral de Hacienda, 
en más de una oportunidad -por supuesto que referido a socie- 


dades regidas por el Derecho Privado- ha hecho la distinción 


entre las competencias y los medios para hacerlas efectivas y 
ha admitido, con buen rigor jurídico, que, incluso, todo aquello 
que no está previsto expresamente, pero que no forma parte de 
las competencias, está implícitamente autorizado cuando se tra- 
ta de poderes jurídicos para establecerlas, Creo que esto es 
aplicable también al artículo 12 de la Ley de 1911, 
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SEÑOR CASSINA. - Aprecio mucho la aclaración que for- 
mula el señor Senador Ricaldoni, pero declaro que no estoy 
convencido de que eso sea así. En ese sentido, el señor Senador 
Bouza hacía una acotación que, si entendí bien, creo que es 
pertinente, Las personas jurídicas, particularmente las de Dere- 
cho Público, se rigen por lo que en doctrina se conoce como el 
principio de la especialidad que, por otra parte, tiene consagra- 
ción constitucional. Por lo tanto, pueden hacer sólo aquello que 
la ley autoriza. Si bien comparto que dentro de ese marco cabe 
la aplicación de lo que se conoce como la teoría de los poderes 

implícitos, desarrollada por la jurisprudencia norteamericana, 
no estoy seguro de que el tema de los poderes implícitos, en el 
caso del cumplimiento de los cometidos del Banco de Seguros, 
pueda referirse al ámbito territorial de realización de sus come- 
tidos. 


En todo caso, el tema puede ser examinado, ya que nos 
quedan algunos días para que el Senado adopte resolución al 
respecto. Tampoco quiero establecer en la ley un texto que 
consagre una disposición que ya está vigente, 


En relación con las otras propuestas del señor Presidente y, 
en principio, sin que ésta sea una opinión definitiva, me inclino 
por no votar el artículo que llamaríamos 1*, porque, como dije 
antes, por su generalidad puede crear conflictos de interpreta- 
ción que seguramente nadie quiere. Con respecto al artículo 22, 
que considero está estrechamente vinculado con el anterior, no 
soy partidario de votarlo por la misma razón. 


(Se reanuda la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Continúa la consideración del 
tema. 


SEÑOR CASSINA, - Si bien declaro que en esta materia en 
los días que corren puedo rever mi posición en función de lo 
que consideremos más conveniente, me parece que podríamos 
incluir el texto del artículo 32 de la propuesta formulada presu- 
miblemente por técnicos del Banco de Seguros del Estado, en 
todo caso, dejando en suspenso lo relativo a la realización de 
actividades en el exterior. 


Digo esto a fin de que tengamos claro si actualmente se 
cuenta o no con esa facultad y, en este último caso, estaría 
dispuesto a acompañar en Sala, sin reservas, la inclusión de una 
norma con ese contenido. 


Coincido con lo expresado por el señor Senador Astori en el 
sentido de que, luego de aprobado este proyecto de ley y segu- 
ramente a través de una iniciativa del Banco de Seguros del 
Estado y del Poder Ejecutivo, debemos abocarnos cuanto antes 
a considerar la estructura orgánica de dicha institución en una 
nueva Carta Orgánica. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Coincido en algunos aspectos 
con lo señalado por el señor Senador Cassina. 
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Concuerdo con él en lo que concierne al primero de los 
artículos propuestos por el señor Presidente. Creo que una dis- 
posición que exprese que el Banco de Seguros del Estado se 
regirá por el Derecho Privado, etcétera, es positiva. Posible- 
mente cree conflicios de interpretación, pero en lo medular y 
en lo posible, se querrá intentar que una empresa pública em- 
piece a gestionar su actividad a través de los principios sobre 
los que todas las demás empresas desempeñan sus tareas. Por 
más que quizás parezca un poco vaga su redacción, reitero que 
es útil incluir una disposición de esta naturaleza. 


Asimismo, estoy de acuerdo con el señor Senador Cassina 
en cuanto a la inclusión del artículo 32 del proyecto presumi- 
blemente realizado por los gerentes, ya que, a mi juicio, es 
necesaria. 


Con respecto al artículo referido a los funcionarios, debo 
decir que no me merece objeciones, pues entiendo que puede 
figurar o no. Pienso que los principios que regirán su situación 
serán los mismos con o sin esta disposición. 


SEÑOR BOUZA. - Yo creí que se iba a hacer referencia 
a cada uno de los artículos propuestos por el señor Presiden- 
le -como dijo algún señor senador- y no en su conjunto, y 
entendí que luego debería procederse de esa manera. 


En lo que tiene que ver con el primero de los artículos 
redactados por el señor Senador Blanco, en principio debo 
decir que lo apoyo calurosamente. Asimismo, se me presentan 
las mismas dudas que a otros señores senadores en cuanto a la 
precisión del concepto, pero su intención me parece absoluta- 
mente clara y comprensible. Por lo tanto, entiendo que la nor- 
ma redactada tal como está, quiere decir que, salvo cuando la 
Constitución le establezca disposiciones que lo regulan por el 
Derecho Público en su calidad de Ente Autónomo, en todo lo 
demás se regirá por el Derecho Privado. Sin embargo, confieso 
no comprender el segundo inciso de este artículo. Digo esto 
porque me parece que si se ha estado argumentando tan insis- 
tentemente acerca de la necesidad de dar tiempo al Banco de 
Seguros del Estado para que se coloque en condiciones de 
competir -esto quiere decir, el participar en un mercado abierto 
como lo plantea este proyecto de ley- cuanto antes esta institu- 
ción pueda funcionar en su gestión a través del Derecho Priva- 
do, antes estará mejor preparada para participar en un mercado 
abierto. Quizás el señor Presidente incluyó esta disposición 
pensando en que también pudiera haber una prórroga de 60 
días, posterior a la vigencia de la derogación de los monopo- 
lios. Desde el momento en que no lo hemos votado, creo que 
correspondería eliminarlo. 


En cuanto al artículo que se refiere a los funcionarios, debo 
decir que estoy de acuerdo con él. Creo que es bueno que, tal 
como se ha hecho permanentemente en nuestra legislación, se 
reserven los derechos adquiridos y, en consecuencia, se cree, a 
partir de la vigencia de la ley, una situación de relación laboral 
para el Banco de Seguros del Estado en las mismas condicio- 
nes que para las demás empresas que van a competir con él. A 
mi juicio, ese será uno de los elementos fundamentales a través 


5 de Agosto de 1993 


del cual la Institución podrá tener la eficacia que el artículo 
anterior está reclamando. ; 


En lo que tiene que ver con las coincidencias que tengo con 
lo expresado por el señor Senador Cassina, deseo manifestar lo 
siguiente, El Banco de Seguros del Estado, como Ente público, 
solamente está autorizado a hacer aquello que la ley expresa- 
mente le otorga. De manera que, si no existe una norma que 
expresamente lo autorice a realizar actividades de su giro en cl 
exterior de la República, creo que para poder hacerlo necesita 
de una disposición como ésta. Sin embargo, agregaría -y enton- 
ces no sé si este artículo debería figurar aquí o tendría que 
incluirse en el proyecto de ley en sus disposiciones gencrales- 
que debería existir una autorización igual para las otras empre- 
sas privadas que se instalen en el país. A mi juicio, si estable- 
ciéramos una norma de carácter general que dijera que todas 
aquellas empresas -Banco de Seguros del Estado y empresas 
privadas- que sean autorizadas por el Poder Ejecutivo y habili- 
tadas -no sé sí esta es la expresión correcta para la gestión del 
Banco Central en cuanto a su control- para realizar actividades 
de su giro en el territorio de la República, también lo pucden 
hacer fuera de él. De esta forma, se iría preparando todo cl 
marco de actividad económica referido a seguros que estaría, 
por otro lado, en la integración regional y, por otro, cn la mejor 
participación de nuestras actividades en el mercado internacio- 
nal. 


Con respecio a la inclusión del artículo 32, de acuerdo con 
lo propuesto por el señor Senador Cassina -que, según se me 
dijo, presumiblemente ha sido realizado por técnicos del Ban- 
co; esta iniciativa no ha sido presentada por el Directorio- 
quiero expresar que estaría dispuesto a acompañarla. La única 
duda que tengo acerca de esta disposición es con relación a que 
otros contralores de la gestión del Banco existen, diferentes a 
los del Tribunal de Cuentas o al de la Superintendencia de 
Seguros y Reaseguros que este proyecto de ley crea. 


. El control del Poder Ejecutivo se establece por medio de 
normas constitucionales y, por lo tanto, no podríamos suspen- 
derlas. Lo que he dicho se refiere a los artículos 198 y 199 de 
la Constitución; si se consideran ilegales o inconvenientes los 
actos del Directorio, éste, puede ser observado, por el Poder 
Ejecutivo, remoción o solicitar finalmente un laudo del Senado: 
pero esos controles no los podríamos eludir de ninguna manera, 


De manera que me inclinaría por votar un articulado como 
este pero reservando también, como se hace en el primer 
artículo que propone el señor Senador Blanco, la posibilidad de 
que la Constitución no disponga otra cosa, 


SEÑOR ASTORI. - Quiero hacer algunas consideraciones, 
Aunque como ya dije en la Comisión, no voy a acompañar esta 
disposición, veremos luego qué ocurrirá con ella en la discu- 
sión del Pleno. - 


El artículo 32 se refiere solamente a gastos o, por lo menos, 
eso es lo que dice su texto. Dicho sea de paso, el control de 
gastos poco tiene que ver con la Superintendencia, porque ésta 
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controlará Otros aspectos, como por ejemplo, los equilibrios 
financieros internos del Banco, etcétera. Tal vez -intentando 
dar respuesta a la interrogante del señor Senador Bouza- el 
texto quiera hacer referencia a un contro) a cargo de la Conta- 
duría General de la Nación; pero habría que analizar si ello es 
así. De todas maneras, comparto la idea de que los controles 
constitucionales no se pueden dejar sin efecto por la vía de este 
artículo 32 que se ha propuesto. 


Con respecto al tema del exterior -lo digo cordialmente- 
veo que no hay una respuesta muy tajante a la pregunta que 
plantcé sobre si el Banco está o no autorizado a girar en el 
exterior. Se podría pensar que está en condiciones de hacer 
todo lo que no se le prohíbe, aunque la tesis del señor Senador 
Bouza es -y tiene recibo- que puede hacer todo lo que se le 
autorizó expresamente. Ahora bien; me pregunto si alguien 
autorizó expresamente, por ejemplo, al Banco de la República, 
a instalar las sucursales que tiene en Buenos Aires o en Nueva 
York. Mc da la impresión -declaro que hablo así porque no lo 
sé- de que nunca fue autorizado expresamente y es un Ente 
Autónomo similar al Banco de Seguros. Asimismo, quien habla 
partía de la base de que el Banco de Seguros ya trabajaba en el 
exterior, 


SEÑOR CADENAS BOIX. - El Banco de Seguros, dentro 
de su Carta Orgánica, tiene la potestad de vender seguros, pero 
no se distingue si es en el país O fuera de él. Por lo tanto, se 
entiende que puede desarrollar su actividad tanto aquí como en 
el exterior y, en aplicación de ese principio, el Banco de Segu- 
ros tomó riesgos mediante compra de reaseguros fuera del país 
-lo que significa realizar negocios en el extranjero- y, además, 
instaló dos sucursales, una en Francia, con sede en París y otra 
en Asunción del Paraguay, con resultados desastrosos, como 
cra dable imaginar. El Banco de la República, regido por la 
misma disposición, ha abierto sucursales fuera del país y ha 
realizado negocios a través de ellas con muy buenos resultados. 


SEÑOR ASTORI. - El argumento del señor Senador Cade- 
nas Boix cs aplastante y me lleva a considerar innecesario el 
tercer artículo propuesto, 


Independientemente de lo manifestado, aún tengo enormes 
dudas sobre cl significado del artículo 32 de la propuesta que 
ha sido repartida. No sé qué se quiere decir cuando se habla de 
gastos que sólo respondan al Tribunal de Cuentas y a la Super- 
intendencia. Reitero que la Superintendencia -de acuerdo con 
la norma que aprobamos en el día de ayer- no va a controlar los 
gastos de] Banco de Seguros; en realidad, su control se ceñirá 
al listado que incluimos expresamente en el texto y que tiene 
que ver con el control del funcionamiento financiero de la 
Institución, lo que es absolutamente distinto. No es referirá, por 
ejemplo, a que se gastó en la compra de marcadores -preocupa- 


- ción fundamental del señor Director Alfonso, que fue expuesta 


en Sala: lo digo sin ánimo jocoso- una cantidad excesiva. La 
Superintendencia podrá decir que los pasivos del Banco a corto 
plazo están desequilibrados con respecto a sus pasivos a largo 
plazo y que se debe hacer algo porque el balance está mal, 
financicramente hablando. Eso es lo que hará. 
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SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Creo que no sólo finan- 
cieramente, señor Senador. 


SEÑOR ASTORI. - Desde luego; como entidad de interme- 
diación financiera. Estas entidades no se distinguen de las de- 
más porque gasten, ya que todas lo hacen. La Superintendencia 
va a hacer un control especializado en esa materia. Si quien 
habla fuera Superintendente, realmente no pondría el acento en 
lo que gasta el Banco ni en cómo lo hace. 


Continuando con el análisis del artículo 32 que estamos 
considerando, creo que es muy claro el texto en lo que hace al 
Tribunal de Cuentas; sin embargo, no alcanzo a precisar lo 
expresado en el resto de la redacción, Tal vez -como dije ante- 
riormente- aquí se haga referencia a un posible control de la 
Contaduría General de la Nación y a este respecto quizás algún 
colega nos podría ilustrar, aunque no lo creo. He sido Director 
de un Ente Autónomo y como tal pude observar que todos los 
días tropezábamos con la presencia conjunta del Tribunal de 
Cuentas y de la Contaduría General de la Nación; supongo que 
eso continúa ocurriendo en la actualidad. No sé si en el caso 
del Banco de Seguros sucede lo mismo; sin embargo, en el 
Ente Autónomo que codirigí, nuestro gasto estaba permanente- 
mente bajo el control simultáneo del Tribunal de Cuentas y de 
la Contaduría General de la Nación. Probablemente se refiera a 
eso esta norma, pcro no alcanzo a comprender bien su alcance. 
Quizás la intención sca eliminar la intervención de la Contadu- 
ría General de la Nación y dejar solamente la del Tribunal de 
Cuentas, lo cual es probable. De todas maneras, es un poco 
difícil examinar la disposición tal como lo estamos haciendo, 
sin asesoramiento. 


SEÑOR RICALDONI, - Creo que esta es una especie de 
discusión general de los tres artículos propuestos por el señor 
Presidente, por lo que voy a hacer lo mismo que quienes me 
han precedido en el uso de la palabra, refiriéndome a los tres, 
amén de algún comentario adicional sobre el artículo 32 de este 
proyecto preparado, se presume, por los técnicos del Banco de 
Seguros, 


Con respecto al primer artículo que establece cl pasaje del 
Banco del Derecho Público al Privado, salvo que la Constitu- 
ción expresamente disponga otra cosa -y así reza el primer 
inciso de este artículo- ya di mi opinión contraria en el día de 
ayer, por lo que no quiero abundar en el tema. Estoy de acuer- 
do con que los Entes o empresas estatales del llamado dominio 
comercial e industrial del Estado, dentro de lo posible, se regu- 
len por el Derecho Privado. Pero, en primer lugar, este artículo, 
si fuera aprobado, a mi juicio estaría fuera de contexto dentro 
de lo que significa el ordenamiento jurídico que regula el resto 
de las empresas del Estado. Creo que cuando incorporemos una 
norma de esta naturaleza, tendremos que hacerlo con carácter 
general para todos los Entes Autónomos y Servicios Descentra- 
lizados si es que ello es posible. 


En segundo término, abreviando sobre este artículo y tam- 
bién reiterando lo que señalé ayer, estamos votando una norma 
que no sabemos qué consecuencias tiene y creo que nos falta 


CAMARA DE SENADORES 


$ de Agosto de 1993 


estudio en la Comisión. No digo que al autor del proyecto le 
falte ese estudio, sino que por lo menos quien habla carece de 
un análisis propio sobre las consecuencias de este tema y, 
además, de los asesoramientos que creo son imprescindibles. 
Con un texto tan escueto como este, no podemos determinar 
cuáles son aquellas normas de la Constitución que inciden para 
establecer en qué aspectos se rige el Banco por el Derecho 
Privado y en cuáles no. Esto no sólo tiene que ver con su 
actividad, sino también con el control de su gestión. No estoy 
muy seguro de que sea una tarea simple fijar, lisa y llanamente, 
que el Banco de Seguros se rija por el Derecho Privado y, al 
mismo tiempo, reconocer -tal como hay que hacerlo- que hay 
controles constitucionales, en primer lugar del propio Poder 
Ejecutivo, en segundo término del Tribunal de Cuentas, en 
tercer lugar del Parlamento y, por último, del Poder Judicial, 
En ese sentido, no sé -creo que esto nos puede pasar a muchos 
de nosotros- qué cambios produciría esta norma. 


Cabe agregar, señor Presidente -aclaro que esto lo pienso 
desde hace tiempo- que no estoy muy seguro de las ventajas 
que tendría, para el país trasladar, lisa y llanamente, las activi- 
dades de un Ente Autónomo del Derecho Público al Derecho 
Privado, porque esto significaría -lo digo a modo de ejemplo- 
que no estaría regulado por la legislación vinculada con las 
compras y las contrataciones del Estado. Entonces, me pregun- 
to si ello no podría abrir inconscientemente las puertas para 
que se cometieran irregularidades, algunas de las cuales po- 
drían tener cierta gravedad con respecto a la propia gestión del 
Banco, es decir a la transparencia y corrección de procederes. 


Es probable que todas las normas sobre compras y contrata- 
ciones del Estado, que están establecidas en leyes, resulten 
inconvenientes para que una empresa pública comience a com- 
petir con aquellas que están reguladas por el Derecho Privado, 
pero quizás la solución radique en otro aspecto; como por 
ejemplo, en establecer que para determinadas actividades, tan- 
to las empresas del Estado como las privadas que compitan con 
ellas, estarán sometidas a un régimen semipúblico, en el cual 
las contrataciones de todo tipo tendrían un sistema parecido 
-pero con mayores garantías, por los intereses que están en 
juego- al que aplican actualmente las empresas privadas. 


Repito que, a mi juicio, este tema no está lo suficientemen- 
tc maduro como para incorporarlo en dos líneas creando, una 
verdadera revolución y planteando una serie de interrogantes 
muy importantes en cuanto a dónde nos conducirá una norma 
de esta naturaleza. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - He escuchado atentamente la 
interpretación del señor Senador Ricaldoni sobre este artículo 
del proyecto sustitutivo presentado por el señor Presidente de 


- la Comisión. Entiendo sus preocupaciones pero, a mi juicio, 


dicho artículo tiene una intención mucho más humilde que las 
proyecciones que él le adjudica. Cuando hice uso de la palabra, 
sostuve que me parecía conveniente porque, de este modo, se 
posibilita que una empresa pública comience a actuar -en aque- 
llas áreas que sean compatibles- dentro del marco jurídico por 
el que se rigen las compañías privadas que están concurriendo 
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en el mercado. Es un calzador, por así decirlo, que le está 
permitiendo al Banco de Seguros ingresar en ese marco jurídi- 
co. Reitero que, a mi juicio, este artículo es más limitado; creo 
que la palabra exacta sería humilde. 


SEÑOR RICALDONI. - El problema es que al señor Sena- 
dor Cadenas Boix le parece que este proyecto es más humilde 
pero, en realidad, esa es sólo una interpretación posible, ya que 
del texto no surge una lectura humilde ni ambiciosa. Diría que 
la generalidad del texto da lugar a la interpretación más amplia 
que nos podamos imaginar. 


Ya que el señor Senador Cadenas Boix me hizo el honor de 
interrumpirme, siguiendo mi razonamiento, me voy a permitir 
poner dos ejemplos. Supongamos que se renueva la flota de 
vehículos del Banco de Seguros y que se resuelve la concesión 
de los servicios médicos a una mutualista. 


Teniendo en cuenta que aquí se dice que dicho Banco se 
regirá por el Derecho Privado no tendría que llamar a licitación 
ni hacer ningún tipo de determinación específica a los efectos 
de cumplir ciertos requisitos en la operación vinculada con la 
renovación de automóviles o con el hospital, a diferencia de lo 
que sucede hasta ahora. ¿Esto quiere decir que los funcionarios 
del Banco de Seguros del Estado se convierten en trabajadores 
privados, regulados por el Derecho Privado? Si la respuesta 
fuera afirmativa, ¿sería ello constitucional? Creo que no. Ade- 
más, no me parece que mis objeciones queden descartadas por 
la mera circunstancia de que el inciso primero agregue que ello 
es así salvo que la Constitución disponga expresamente otra 
cosa porque, ¡vaya tarea la de determinar qué es preceptivo en 
la Constitución y qué aspectos, incluidos o no en ella, corres- 
ponde tener en cuenta! 


Reitero que, a mi juicio, este tema requiere un estudio pro- 
fundo y serio de la situación, y no estamos -por el apremio que 
significan los plazos que establece la Constitución para la con- 
sideración de una ley de urgencia- en condiciones de abordar 
un asunto aparentemente inocente, pero muy poco humilde pese 
a lo que opina el señor Senador Cadenas Boix, en oportunidad 
de tratar este proyecto de ley. 


Por otra parte, debo señalar que tampoco estoy de acuerdo 
con el artículo siguiente del proyecto presentado por el señor 
Presidente, aunque reconozco que tiene alguna relación causal 
con la disposición anterior, la que me acabo de referir, 


Además, creo que desde el punto de vista político este 
artículo en el momento actual le caerá mal a los funcionarios 
del Banco. Considero que no es bueno crear -aunque se haga 
involuntariamente- un elemento más de polémica, de duda, de 
vacilaciones y, probablemente, hasta de confrontación con al- 
gún sector del personal del Banco de Seguros, Sin embargo, lo 
estaremos haciendo si en este tema agregamos una norma de 
redistribución del personal. 


En cuanto al último artículo del proyecto del señor Presi- 
dente, quiero insistir en que me parece innecesario. He dado 
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razones en ese sentido, que luego fueron complementadas con 
gran precisión por el señor Senador Cassina, y ellas me llevan a 
señalar lo siguiente. Existe un error en la tesis que dice que 
como la competencia de las personas estatales reguladas por el 
Derecho Público es cerrada, es necesario incorporar esta nor- 
ma, porque ello significa -y vuelvo a repetir algo expuesto 
hace unos minutos- confundir -lo que no debe ocurrir- las com- 
petencias, o sea lo que es propiamente el objeto de la actividad 
del Ente establecido por ley, con los medios jurídicos para 
llevar adelante dicho objeto, es decir, la actividad para la que 
fue creado. 


El Banco del que estamos hablando fue creado para hacer 
seguros y tiene fijado por ley, hasta el día de hoy, un determi- 
nado monopolio para dicha actividad. Ese es un aspecto, pero 
debemos considerar también cómo ejercita esa actividad asegu- 
radora, cuáles son los instrumentos para llevarla a cabo. 


Hace unos instantes citaba un artículo de la Ley de 1911 
que, incluso aceptando -que no acepto- la postura de que la 
competencia cerrada incluye también a los poderes jurídicos, 
me da la razón, ya que sefiala que el Banco puede abrir agen- 
cias y no indica dónde. Le da una posibilidad tan amplia, que 
bajo ningún concepto puede considerarse limitado al territorio 
nacional. Tan es así, señor Presidente, que en la Ley Orgánica 
del Banco de la República (Ley número 9.808), el artículo 22 
determina: “Su domicilio legal y principal asiento es la ciudad 
de Montevideo, sin perjuicio del de las sucursales respecto de 
sus operaciones”, No dice que las sucursales deban estar locali- 
zadas dentro del país y, en virtud de ello, la Institución ha 
venido abriendo muchas de ellas en otros países . 


SEÑOR BOUZA. - Confieso que tengo serias dudas acerca 
de que el Banco de la República pueda abrir en el exterior las 
sucursales que ya ha establecido, tal como han sucedido mu- 
chas cosas que no se han hecho de acuerdo con el orden jurfdi- 
co, Como hoy estamos en condiciones de asignarle al Banco de 
Seguros, a través de este proyecto, la competencia específica y 
especial de celebrar contratos fuera del territorio nacional o con 
personas residentes fuera del Uruguay, me parece que sería una 
medida mucho más prudente darle seguridad a la Institución, 
porque de lo contrario podrían hacerse cuestionamientos -si 
pretendiera seguir realizando su actividad sin una norma espe- 
cial que lo autorice- por parte de empresas de nuestros socios 
del MERCOSUR o de las que se instalen en el Uruguay en 
forma privada, Es por eso que prefiero darle la autorización y, 
si mañana surgiera alguna impugnación a la actividad que el 
Banco de la República desarrolla fuera de nuestras fronteras, 
tendremos que resolverlo por la vía de la ley. 


SEÑOR RICALDON!. - En un primer momento, quizá por 


aquello de que lo que abunda no daña, me asaltó la duda de 


qué ocurriría si en base a una norma de este tipo se entendiera 
que el Banco de la República o la ANCAP, que están realizan- 
do esto, lo hacen al margen de sus competencias. “Contrario 
sensu” podría decirse que si el legislador, en el caso del Banco 
de Seguros, creyó necesario señalar expresamente que puede 
establecer sucursales o agencias fuera del país, es porque si ello 
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no se dice, lo está vedado a un Ente Autónomo del dominio 
comercial o industrial del Estado. 


Repito que el propio artículo de la Ley de diciembre de 
1991 sólo dice que puede establecer agencias y, por lo tanto, 
me da temor que, “contrario sensu”, mañana alguicn pueda 
sostener que algún Ente Autónomo, que no se rige por esa 
norma que ahora sí comprendería al Banco de Seguros, está 
actuando al margen de la ley. 


SEÑOR BOUZA. - Me ratifico en lo que he expresado, 
pero quisiera agregar otro argumento, Cuando expresé mi posi- 
ción respecto a este artículo señalé: ¿no sería mejor establecer 
en la primera parte del proyecto una norma que autorice a 
todas las empresas de seguros -es decir, al Banco y a las em- 
presas privadas- a realizar sus actividades en el territorio nacio- 
nal y fuera de €l? 


De esa manera, si bien no clude en absoluto la posible 
interpretación de que el Banco de Seguros pueda y otras em- 
presas no, considero que estaríamos disfrazando un poco más 
la autorización. 


Creo que en algún momento deberemos dictar alguna auto- 
rización expresa para la ANCAP, que está realizando explota- 
ciones de petróleo fuera del territorio nacional. Esas son activi- 
dades de carácter relativamente excepcional y con lo que pro- 
yectamos estaríamos dándole al Banco ta autorización para 
realizar fuera del Uruguay actividades del mismo tipo que las 
que lleva a cabo en su giro normal dentro dcl territorio. 


SEÑOR RICALDONTI. - Personalmente, no me seduce la 
aprobación de esta fórmula. De todos modos, aclaro que a mi 
entender revisten menos importancia las objeciones que hc he- 
cho a este artículo que las formuladas a los dos anteriores. 


Creo que con anterioridad el señor Senador Cadenas Boix 
corroboraba mi interpretación sobre la Carta Orgánica del Ban- 
co de Seguros del Estado, aunque de todas maneras cuando 
lleguemos a la discusión particular “sui generis” podemos vol- 
ver sobre el tema. Finalmente y con respecto al artículo 32 del 
proyecto que en la tarde de ayer nos hiciera llegar cl señor 
Senador Cassina -aparentemente proyectado por técnicos del 
Banco de Seguros del Estado- debo decir que tampoco me 
entusiasma y no lo voy a acompañar, porque creo que ticne 
problemas bastante impoftantes. Cabe preguntarse por qué ra- 
zón al Banco de Seguros del Estado se le da una total autono- 
mía y no se actúa de la misma forma con los demás Entes 
Autónomos de similar naturaleza. ¿En qué medida esto no es 
inconstitucional? Basta leer el artículo 197 de la Constitu- 
ción -creo que esta referencia fue hecha también por el señor 
Senador Bouza- para comprobar qué tipo de controles ejerce el 
Poder Ejecutivo. Dicha disposición expresa concretamente: 
“Cuando el Poder Ejecutivo considere inconveniente o ilegal la 
gestión o los actos de los Directorios o Directores generales, 
podrá hacerles las observaciones que crea pertinentes, así como 
disponer la suspensión de los actos observados”, y sigue esta- 
bleciendo una serie de procedimientos que, incluso, pueden dar 
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mérito a la destitución -con venia de la Cámara de Senadores- 
del o los Directores incursos en esas desviaciones. 


Por otro lado, si en los gastos propios de su giro como 
empresa, el Banco sólo está sometido al contralor del resultado 
de su gestión por parte del Tribunal de Cuentas y de la Super- 
intendencia de Seguros y Reaseguros, creo que se va a plantear 
un problema muy difícil en cuanto a la defensa de la constitu- 
cionalidad de esta norma. Además, me pregunto cuál es la 
conveniencia de esta disposición, porque de acuerdo al sistema 
actual -descaría que esto me lo respondiera el defensor de este 
artículo, cl señor Senador Cassina, aunque sé que no ke perte- 
nece- no sé cuáles son las dificultades que le puede plantear al 
Banco la inexistencia de una norma como ésta. 


SEÑOR CASSINA. - En relación con cl artículo 32 de esta 
propuesta presentada por técnicos del Banco de Seguros del 
Estado, debo aclarar que ya lc había comunicado al señor Pre- 
sidente que no voy a insistir en el seno de csta Comisión en 
cuanto a su planteamiento, porque reconozco que su alcance 
nos origina a todos dudas que no podemos determinar. 


SEÑOR ASTORI. - Apoyado. 


SEÑOR CASSINA. - Por esta razón y durante los días que 
restan para que este proyecto de ley sea tratado por cl Senado, 
trataremos de llegar hasta sus autores, para conocer su verdade- 
ro alcance y la necesidad de una fórmula de este tipo. Por lo 
tanto, creo que debemos dejar de considerar el tema -digo esto 
sin perjuicio de que ha sido muy útil todo lo que hemos debati- 
do sobre el mismo- que puede replantearse en el Senado. 


Si el señor Senador Ricaldoni me permite, vuelvo sobre el 
tema de la posibilidad de realizar actividades del giro del Ban- 
co de Seguros del Estado en el exterior. Si bien no creo que 
esta norma sea imprescindible, en todo caso me parece bueno 
incluirla por los argumentos que ha esgrimido el señor Senador 
Bouza. He tenido oportunidad de revisar, aunque rápidamente, 
la Carta Orgánica del Banco de la República, Ley N* 9.808, de 
2 de enero de 1939, que expresamente lo autoriza. El señor 
Senador Ricaldoni -quizás él no pudo remitirse a este docu- 
mento- se refirió al artículo 2%, que habla del domicilio, pero 
no de la facultad de establecer agencias en el exterior. En dicha 
disposición se dice que cl domicilio el Banco -a todos los 
efectos legales y jurídicos del concepto domicilio- lo tiene en 
Montevideo y lo puede tener también en aquellos lugares don- 
de posea sucursales o agencias. Incluso, puede ser actor de- 
mandado en esos lugares, sin necesidad de que se tenga que 
entablar un juicio contra el Banco sólo en Montevideo. 


Por otro lado, existen numerosas normas que autorizan al 
Banco -generalmente con mayorías especiales- a realizar opc- 
raciones específicas en el exterior. Por ejemplo, el artículo 23, 
numeral $, permite hacer operaciones de cambio con las pla- 
sas de la República y del extranjero y conceder cartas de crédi- 
10 sobre las mismas, pudiendo al efecto situar fondos y valores 
en poder de su corresponsales en el exterior, y en el numeral 8* 
se habla de la posibilidad de redescontar o caucionar dentro o 
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fuera del país los Títulos, documentos o valores que tenga en 
su Cartera, 


Según el artículo 27, el Banco no puede hacer préstamos en 
descubierto a personas o sociedades no domiciliadas en el país 
O que no tengan su constitución legal independiente de las 
casas matrices cuando éstas se hallan radicadas en el extranje- 
ro, salvo los casos a que refiere el articulo 24 numeral 62, 


La norma fundamental es el artículo 28 que fija que además 
de las sucursales que el Banco haya establecido y deberá man- 
tener en todas las capitales de departamento, podrá instalar 
sucursales y agencias en otras localidades, con carácter perma- 
nente O transitorio. Podrá también establecer agencias en el 
exterior por cuatro votos conformes y autorización del Poder 
Ejecutivo, Es decir que a texto expreso se le da al Directorio 
del Banco, con autorización del Poder Ejecutivo, la posibilidad 
de llegar a eso. 


Por este motivo creo que sería pertinente autorizar al Banco 
de Seguros, a través de un artículo, a realizar actividades de su 
giro en el exterior del país, 


Finalmente, deseo agregar que no estoy de acuerdo, en cam- 
bio, con la idea esbozada por el señor Senador Bouza, en cuan- 
to a conceder la misma autorización a las empresas privadas 
porque no la necesitan. El Banco de Seguros sí la requiere 
porque es una empresa pública creada y regulada por ley y 
sujeta al principio de la especialidad consagrado por la Consli- 
tución. Por ello sólo puede hacer lo que la ley le permite, y 
para que pueda operar en el exterior la norma debe autorizarlo, 
Por el contrario, las empresas privadas pueden hacer todo aque- 
flo que no les está prohibido. Si una empresa privada, en sus 
estatutos, prevé la posibilidad de actuar fuera del país, no pre- 
cisa autorización de la ley; alcanza con que la autorice la legis- 
lación del país donde se propone realizar sus actividades. 


De lo contrario, le estaríamos dando una especie de efecto 
de extraterritorialidad a la legislación nacional, que las empre- 
sas privadas no necesitan, Por la misma razón ninguna empresa 
privada, de cualquier giro comercial o industrial, necesita que 
la ley uruguaya establezca que puede actuar en el exterior para 
que efectivamente lo haga. No sucede lo mismo con el Banco 
de Seguros, porque se trata de una empresa pública sujeta a 
Derecho Público, regulada por ley. 

$ 


En consecuencia, considero que debería haber una norma 
específica como la que propone el señor Presidente. 


SEÑOR RICALDONT. - Reconozco que la cita al artículo 
28 de la Ley Orgánica del Banco de la República de 1939 que 
hizo el señor Senador Cassina me había pasado inadvertida. No 
obstante ello, a mi juicio sólo demuestra que se trata de una 
norma más estricta o limitativa que la que consta en la actual 
Carta Orgánica del Banco de Seguros. Para establecer agencias 
en el exterior, aquí se exigen cuatro votos conformes y autori- 
zación del Poder Ejecutivo, mientras que en la citada Carta 
Orgánica, que data de 1911, simplemente se hace alusión a que 
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es posible establecer agencias. Entonces, reitero que si bien es 
cierto que no había tenido en cuenta dicho artículo, también lo 
es que no constituye un argumento para descalificar la interpre- 
tación que quien habla le da a la norma. De todas formas, creo 
que no se justifica que le haga perder tiempo a la Comisión, 
planteando algunas objeciones, porque tal vez mi preocupación 
pueda ser excesivamente rebuscada y, en definitiva, en nada se 
afecten los intereses generales de los Entes Autónomos del 
país, a través de un artículo aditivo de esta naturaleza. 


SEÑOR ASTORI. - A título informativo, quiero manifestar 
que uno de nuestros compañeros de trabajo se comunicó con la 
Gerencia de Sucursales y Agencias del Banco de Seguros, cuyo 
Subgerente le expresó que la única experiencia que recuerda en 
el sentido de que el Banco haya tenido una agencia en el 
exterior, data de hace 50 años y, más precisamente, fue en 
Paraguay. Asimismo, no hizo ninguna referencia a la agencia a 
que aludió el señor Senador Cadenas Boix. 


SEÑOR PRESIDENTE. - A esta altura de las deliberacio- 
nes y en virtud de que el tiempo avanza, propondría el siguien- 
te método de trabajo. Después de estos breves comentarios que 
han formulado los señores senadores sobre los artículos pro- 
puestos, la Presidencia se permitiría realizar algunas precisio- 
nes sobre los mismos y sobre algunas enmiendas que las opi- 
niones vertidas en Sala le han sugerido en el texto de algunos 
de ellos. Luego pasaríamos a votar, sin necesidad de volver a 
discutirlos. 


SEÑOR ASTORI. - Aclaro que estoy de acuerdo con la 
propuesta del señor Presidente. Sí, quiero dejar constancia de 
que, en virtud de los argumentos expuestos por el señor Sena- 
dor Bouza, voy a acompañar con mi voto el texto propuesto en 
tercer término, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Luego de realizada la votación 
rogaría a los señores senadores permanecer un tiempo más en 
Sala, en virtud de que voy a solicitar la reconsideración de la 
propuesta formulada por el señor Senador Ricaldoni acerca de 
los seis meses para la entrada en vigencia del artículo 1*. 


En cuanto a los cambios de redacción que las opiniones 
recibidas en Sala me sugieran, debo decir que en el artículo 1* 
recojo la sugerencia del señor Senador Cadenas Boix en el 
sentido de que su primera cláusula exprese: “El Banco de Se- 
guros del Estado, en lo referido a su giro, se regirá por el 
Derecho Privado, salvo en lo que la Constitución expresamente 
disponga otra cosa”. Y eliminaría la segunda cláusula que re- 
fiere a la vigencia, en virtud de una observación formulada por 
el señor Senador Bouza, que comparto. 


En lo que respecta al segundo artículo, mantendría la pri- 
mera cláusula que apunta a confirmar y asegurar el régimen 
jurídico en el que actualmente se encuentran los funcionarios, 
Si bien cello no está escrito en ninguna norma de nuestro Dere- 
cho, es una tradición que siempre se sigue: cuando se introdu- 
cen modificaciones al régimen jurídico que puedan ser profun- 
das, se contempla a aquellas personas que hasta ese momento 
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se encontraban en una determinada situación. De todas formas, 
eliminaría la segunda cláusula, recogiendo una observación for- 
mulada por el señor Senador Cassina, en el sentido de que va 
más allá de la intención del autor de la propuesta. Efectivamen- 
te, mi intención era que si estamos estableciendo el régimen de 
derecho privado, debemos dar tranquilidad a los funcionarios 
en cuanto a que seguirán bajo el régimen de estabilidad laboral 
que tienen actualmente, 


En lo que tiene que ver con la tercera propuesta, debo decir 
que tendría la redacción inicialmente planteada sobre las activi- 
dades de su giro en el exterior de la República. 


A manera de fundamento de voto de la primera iniciativa, 
mi intención al proponer dicha norma, fue facilitar la acción 
del Banco de Seguros para poder competir en una situación 
similar a la de las empresas privadas que estamos habilitando 
por otros artículos de esta ley. Desde las primeras veces que 
hemos hablado sobre el tema de la desmonopolización, he sos- 
tenido que más allá de nuestra posición ideológica, no pode- 
mos poner a las empresas públicas en un régimen de competen- 
cía sin que paralelamente les otorguemos los medios jurídicos 
que les permitan actuar de la misma forma que lo hacen sus 
competidores. 


Por otra parte, tomo nota de lo que expresó el señor Sena- 
dor Ricaldoni, acerca de que esto debería extenderse a todos 
los Entes Autónomos y servicios descentralizados. A mi juicio, 
ello debe ser así; y advierto que en los países en que existen 
empresas del Estado y funcionan con éxito, lo hacen como 
sociedades anónimas, Si bien no estamos discutiendo en este 
planteo la titularidad, la propiedad, sí estamos cuestionando su 
régimen. En tal sentido, debemos decir que en todos aquellos 
lugares en que acción exitosa, se comportan bajo el régimen 
privado. En consecuencia, más allá del resultado de la vota- 
ción, insisto en el mantenimiento de esta cláusula porque la 
considero sumamente importante, 


SEÑOR ASTORI. - En la misma dirección que viene expo- 
niendo el señor Presidente, debo decir que hay experiencias de 
mucho éxito en esta materia, y no precisamente por pertenecer 
al ámbito del Derecho Privado, sino por constituir lo que en el 
Uruguay llamamos persona de derecho público no estatal, que 
me parece no es la misma situación y que muestra -citaría el 
caso de Italia- experiencias bastante exitosas. 

E 


SEÑOR PRESIDENTE. - A mi juicio, creo que el régimen 
jurídico de las empresas es un elemento fundamental. Aun en 
aquellos casos de empresas públicas en que lo son porque están 
constituidas por la ley y porque el Estado considera que ese 
sector de actividad requiere una estructuración a través de nor- 
mativas de carácter legislativo, igualmente se rigen por normas 
similares a las que utilizan las privadas. 


De modo que considero que este es un punto de gran impor- 
tancia y, además, en las iniciativas de quien habla con respecto 
al tema de la reforma del Estado entiendo que es fundamental 
que esto pueda ser así para todos los Entes Autónomos y Servi- 
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cios Descentralizados del país. En esta oportunidad en que 
estamos autorizando la supresión de un monopolio y, por con- 
siguiente, la libertad de competencia en ese sector, que consi» 
dero que es imperioso obtener en esta instancia una norma 
aplicable a todos los casos, En ese sentido, he suprimido la 
segunda parte de mi propuesta inicial por entender que es aces- 
tado lo manifestado por el señor Senador Bouza en cuando a 
que constituiría una delimitación que le restaría la eficacia que 
se desea tenga a efectos de habilitar una mejor competencia. 


Con respecto al segundo artículo no voy a abundar en con- 
sideraciones que ya realicé al explicar sus modificaciones. 


En cuanto al artículo 3*, pienso que el razonamiento efec- 
tuado por el señor Senador Bouza -sin profundizar en conside- 
raciones teóricas- tienen un enorme valor práctico. A mi juicio, 
si se presentan dudas y es necesario realizar elaboraciones teó- 
ricas para averiguar si el Banco de Seguros tiene competencia 
para actuar en el exterior, debemos confirmarlo y aventar las 
dudas. De esta manera, más allá de dilucidar un punto jurídico, 
estamos marcando también una intencionalidad política ya que 
le estaríamos diciendo a los organismos del Estado y a las 
empresas que se animen a asumir el papel que necesariamente 
deben desarrollar en el marco de la integración que se lancen a 
llevar a cabo la actividad de su giro en todas las dimensiones 
internacionales posibles. Me parece que ésle es un mensaje 
político subyacente a esta propuesta; por supuesto, ella no tiene 
una fuerza jurídica porque no estamos obligando a nadie, sino 
tan sólo impulsando o habilitando a que lo hagan, a que el 
Banco de Seguros pueda actuar en ese campo. 


A continuación, se pondrá a votación el texto de las tres 
propuestas formuladas, por su orden. 


La primera de ellas pasaría a ser el artículo 9* del proyecto 
y dice así: “El Banco de Seguros del Estado en lo referido a su 
giro, se regirá por el Derecho Privado, salvo en lo que la 
Constitución expresamente disponga otra cosa”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
4 en 7. Afirmativa. 


SEÑOR CASSINA, - En esta oportunidad no he votado 
esta disposición, aunque ella contiene un propósito que com- 
parto, por las razones que expuse largamente y que no voy a 
reiterar ahora. Digo esto porque no deseo que esta actitud que 
he tenido en Comisión se tome como definitiva. El razona- 
miento y la información que podamos desarrollar y recibir de 
aquí al momento en el cual el Senado considere este tema, 
puede hacer variar nuestra posición. 


SEÑOR ASTORI. - Quiero expresar que comparto lo ex- 
presado por el señor Senador Cassina. Á mi juicio, este es un 
voto en Comisión y no deseo que sea tomado como una actitud 
definiliva que estará estrechamente emparentada con la discu- 
sión que se desarrolle sobre este tema en el Senado. 
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Por otra parte, sí deseo aclarar algo que no dije anterior- 
mente, que está referido el hecho de que esta situación, que 
personalmente comparto -me refiero a que las empresas públi- 
cas puedan regirse por normas de Derecho Privado- requiere, 
en el interior de las instituciones objeto de esta medida, estruc- 
turas, organizaciones y gestiones acordes, Dicho en otras pala- 
bras, si habilitamos al Banco de Seguros a manejarse con estas 
normas, pero no lo cambiamos por dentro, una disposición de 
esta naturaleza puede eventualmente llegar a ser perniciosa. 


Por último, debo reiterar que estoy a la expectativa de lo 
que ocurra en el Plenario, particularmente en maiería de un 
eventual plazo de transición y su extensión. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Simplemente deseo narrar, a 
modo de fundamento de voto una anécdota que me aconteció 
durante mi vida profesional, 


Recuerdo que el Banco de la República sufrió, en delermi- 
nada oportunidad, una reclamación por una deuda y se acogió 
en su defensa a la caducidad cuatrienal de los créditos contra el 
Estado. La reclamación era de naturaleza internacional y estaba 
vinculada con el giro habitual del Banco de la República en su 
actividad bancaria. A raíz de esa defensa que hizo aplicando 
disposiciones de Derecho Público para defender un eventual 
derecho dentro de su actividad privada, el Banco de la Repúbli- 
ca sufrió represalias muy severas dentro del mercado inierna- 
cional bancario. 


Por ello, creo que una disposición de esta naturaleza servi- 
ría para evitar que en el futuro volvieran a producirse situacio- 
nes como la que he narrado. 


SEÑOR RICALDONI. - Simplemente deseo dejar constan- 
cia de que he votado en contra de esta norma. 


SEÑOR PRESIDENTE. - A continuación, si no se hace uso 
de la palabra, corresponde votar el artículo que llevaría el nú- 
mero 10 y que dice así: “Los funcionarios del Banco de Segu- 
ros del Estado que tuvieran la calidad de tales al 1* de julio de 
1993, mantendrán el mismo régimen de estabilidad laboral que 
les correspondía a cada uno en esa lecha”. 


(Se vata:) 
-4en 7. Afirmativa, 


SEÑOR ASTORI. - He votado negativamente esta disposi- 
ción porque, como es obvio, ella está absolutamente encadena- 
da a la propuesta anterior, 


SEÑOR RICALDONI - Deseo dejar constancia de que he 
votado en contra por los fundamentos expuestos en su momen- 
to. 


SEÑOR CASSINA, - Deseo expresar que he votado en 
forma negativa por las mismas consideraciones formuladas en 
el curso de la sesión. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
corresponde pasar a votar el artículo que Hevaría el número 11 
y que expresa: “El Banco de Seguros del Estado podrá realizar 
las actividades de su giro en el exterior de la República”. 


(Se vota:) 
-6 en 7, Afirmativa. 


SEÑOR BOUZA, - Quiero expresar que he votado en for- 
ma afirmativa esta disposición porque los argumentos que ex- 
puso el señor Senador Cassina me convencieron de que esta 
solución era mejor que la que quien habla había esbozado. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tal como había anunciado pre- 
viamente, voy a proponer que se reconsidere el tema de la 
existencia de un plazo de transición para la vigencia del artícu- 
lo 19 de la ley. 


Se va a votar la reconsideración planteada. 
(Se vota:) 
-7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar nuevamente la 
fórmula propuesta por el señor Senador Rícaldoni que dice asf: 


“ARTICULO 12 (Disposición Transitoria). - El artículo 1% 
de la presente ley entrará en vigencia a los 180 días de dictada 
la reglamentación a que se refiere el artículo 3? de la misma”. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Quisiera preguntar a la Comi- 
sión si esta es una disposición que lleva la Comisión al Plenario 
como acuerdo de todos los sectores que la integran. En ese 
caso, votaría afirmativamente. 


SEÑOR CASSINA, - Pensaba dejarlo planteado como fun- 
damento de voto pero ante la consulta del señor Senador Cade- 
nas Boix, con toda lealtad debo decir que si en la sesión del 
Senado existe una voluntad política de extender el plazo, lo 
votaremos, por supuesto, dentro de lo razonable. Repito que 
votamos este plazo porque es una solución en el camino, que 
procuramos, 


SEÑOR ASTORI, - Quiero manifestar que comparto total- 
mente las palabras del señor Senador Cassina y aprovecho para 
dar la respuesta de nuestro sector a la pregunta del señor Sena- 
dor Cadenas Boix. 


Consideramos que la propuesta del señor Senador Ricaldoni 
es preferible a la nada. Creemos -y lo aclaro por el tema de la 
norma de Derecho Privado- que el período debería ser mayor y, 
al respecto, trabajaremos por él en el Plenario. Por lo tanto, no 
sería justo darte la condición de un acuerdo entre todos los 
sectores. Además, los recuerdo que no se encuentran presentes 
todos los sectores, 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 12, “Disposiciones Transitorias”, 


| (Se vota:) 
-7 en 7. Afirmativa, UNANIMIDAD, 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Como fundamento de voto 
debo decir que he votado este plazo, que no venía incluido en 
el proyecto del Poder Ejecutivo, en atención a la propuesta del 
señor Senador Ricaldoni y en el entendido de que ese es el 
plazo máximo que vamos a permitir en el Plenario para la 
reconversión del Banco de Seguros. 


SEÑOR PRESIDENTE, - He dado mi voto a este artículo, 
en primer lugar, siendo coherente con algunas propuestas ante- 
riores que tenía sobre esta misma materia y porque, computan- 
do más o menos el tiempo en que fueron presentadas con la 
fecha actual, coincide con el plazo propuesto por el señor Sena- 
dor Ricaldoni. En segundo término, entiendo que es una forma 
de que la Comisión pueda pronunciarse llevando al Senado una 
idea en esta materia, Pero aclaro que no voy a modificar este 
plazo porque considero que es razonable, en función de todo el 
tiempo transcurrido desde que fue planteada la primera iniciati- 
va sobre la desmonopolización, Recuerdo que cuando 3e propu- 
so por primera vez, sugerí un plazo de un año y medio. Luego 
ha transcurrido tanto tiempo que, evidentemente, las oportuni- 
dades para ese ajuste creo que han sido suficientes. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - He votado afirmativa- 
mente este último artículo, a pesar de que no estoy íntimamen- 
te de acuerdo con la disposición, por entender que, a los efectos 
de facilitar la aprobación de la ley es necesario llegar a acuer- 
dos, tanto en relación con este artículo como con los otros, 


SEÑOR PRESIDENTE. - A continuación voy a consultar a 
la Comisión sobre un punto que nos quedó pendiente referente 
al hecho de que los artículos 9%, 10 y 11 sobre el régimen 
jurídico de Derecho Privado, los funcionarios del Banco y las 
actividades del exterior, que votamos por mayoría, no lienen 
“nomen juris”. 


Sí los miembros de la Comisión están de acuerdo, el “no- 
men juris” de cada uno de los artículos mencionados sería: 
“Régimen jurídico del Banco de Seguros del Estado”, “Funcio- 
narios del Banco de Seguros del Estado” y “Actividades en el 
exterior del Banco de Segúros del Estado”, respectivamente. 


Finalmente, acordamos que la Comisión cleve al Plenario el 
texto del proyecto aprobado con las firmas de los señores sena- 
dores, en la forma en que se ha trasmitido oportunamente a 
Secretaría, Por otra parte, los miembros de la Comisión expon- 
drán en Sala los fundamentos de voto que crean del caso, 


SEÑOR ASTORI. - Señor Presidente: estamos llegando al 
final de esta labor de la Comisión y no quisiera que terminara 
esta tarea -pido disculpas a los señores senadores- sin formular 
una vez más la siguiente pregunta: ¿llegó la respuesta del Di- 
rectorío del Banco de Seguros a la información que solicité? 
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SEÑOR PRESIDENTE, - No ha llegado. 
SEÑOR ASTORI. - Que así conste, señor Presidente, 


SEÑOR RICALDONL - Señor Presidente: quiero hacer mía 
la preocupación del señor Senador Astori porque, más allá del 
fondo del asunto, creo que el Banco disponía de tiempo más 
que suficiente para cumplir con la solicitud de esta Comisión, 


SEÑOR CASSINA. - Apoyado. 


SEÑOR RICALDONI. - El Banco no advierte que puede 
forzar a alguno de los integrantes de esta Comisión a hacer el 
planteo dentro del propio Plenario, a pesar de que creo no era 
esa la intención de nadie. No me parece que sea razonable que, 
así como hemos vbservado una saludable diligencia del Banco 
para contestar en pocos días nuestras interrogantes sobre sus 
puntos de vista acerca del proyecto de ley, aún no nos haya 
enviado algo que no des exige ningún esfuerzo de análisis ni 
intelectual, porque simplemente se trata de remitir una copia 
de un documento del Banco, suscrito con terceros, 


SEÑOR ASTORI. - No sólo eso, sino también el ingreso de 
funcionarios en este periodo. 


SEÑOR RICALDONI. - Además, como dice el señor Sena- 
dor Astori, es una información que se puede obicner en pocos 
minutos, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Propongo al señor Senador Cade- 
nas Boix como miembro informante de la Comisión, para dar 
un informe verbal al Senado que se habrá de reunir en sesión 
permanente a partir del día de mañana, 


SEÑOR RICALDONL. - Tengo la mejor de las opiniones 
en cuanto a la capacidad de síntesis que tiene el señor Senador 
Cadenas Boix. 


Lo que sucede es que se presenta la siguiente dificultad. 
Entiendo -y lo he venido pensando desde hace algunos días- 
que no hay alguien que pueda decir que es miembro informan- 
te en mayoría. Para ilustrar lo que digo pongo el ejemplo del 
artículo 1%, el que ha tenido una alteración muy importante con 
respecto al propuesto por el Poder Ejecutivo, consistente nada 
menos que en el hecho de agregar otros seguros que permane- 
cen deniro del monopolio del Banco de Seguros del Estado, 
Dicha disposición modificada se aprobó con los votos de quie- 
nes se manifestaron básicamente en contra del proyecto en 
general e, inclusive, con el mío. Por lo tanto, si hubiera un 
informe en mayoría, diría que no sé cuál es esa mayoría, Quie- 
ro dejar en claro que con este argumento no estoy proponién- 
dome como miembro informante. En mi opinión, debemos ha- 
cer un acuerdo entre nosotros con respecto a no ser excesiva- 
mente extensos en nuestras exposiciones y proponerle al Sena- 
do que todos informemos al Cuerpo sobre el trabajo que hemos 
realizado. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Estoy totalmente de acuerdo. 
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SEÑOR RICALDONI, - De esta manera, aciuaríamos con 
cierta elasticidad, ya que no hay tiempo para realizar un infor- 
me escrito, Tampoco es posible hacer un informe en minoría, 
por lo menos para quien habla, porque en algunos casos he 
votado junto con la mayoría y en otros, con la minoría, Creo 
que esto le ha sucedido a todos los miembros de la Comisión y 
reconozco que ésta es una situación poco frecuente. 


SEÑOR ASTORI. - Quizás éste sea un caso asimilable al 
de los proyectos de loy de Rendición de Cuentas por diversos 
motivos, entre ellos, porque es de urgente consideración, tiene 
plazo y no hay tiempo para presentar un informe escrito. Si no 
recuerdo mal, en los proyectos de ley de Rendición de Cuentas, 
a todos los miembros de la Comisión que los estudia se los 
considera miembros informantes, casi por definición. Entonces, 
posiblemente en este caso se podría designar a todos los inte- 
grantes de la Comisión como tales. 


Por otro lado, no creo que existan problemas de tiempo, ya 
que nadie querrá que este proyecto de ley salga aprobado tal 
como fue enviado en el Mensaje del Poder Ejecutivo. Por lo 
tanto, pienso que todos sabremos administrar el tiempo con 
prudencia. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En este sentido, como observo 
que no hay objeciones, la Comisión decide por unanimidad que 
todos sus miembros sean miembros informantes. 
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No habiendo más asuntos a considerar, se levanta la sesión. 
(Así se hace. Es la hora 16 y 59 minutos)” 
TD) SELEVYANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE. - No habiendo más asuntos que 
tratar, se levanta la sesión. - 


(Así se hace a la hora 20 y 36 minutos, presidiendo el 
doctor Aguirre Ramírez y estando presentes los señores Sena- 
dores Alonso Tellechea, Arana, Astori, Batalla, Bianchi, Blan- 
co, Bouza, Bouzas, Bruera, Cadenas Boíx, Cassina, Cigluti, 
Elso Goñi, Gargano, Grenno, González Modernell, Irurtia, 
Korzeniak, Olascoaga, Pereyra, Pérez, Pozzolo, Ricaldoni, 
Riesgo, Santoro, Silveira Zavala, Urioste y Zumarán). 
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